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PRÓLOGO 


En el verano de 2015, cuando empecé a percibir que esta «máquina 
para defraudar» era de mayor tamaño que lo imaginado y vislum- 
bré que sus nocivos efectos contaminaban a muchas personas y, a 
fin de cuentas, a nuestra precaria democracia, decidí emprender la 
tarea que se transformó en este libro, 

Me propuse contribuir a dar contexto sobre lo que estaba ocu- 
riendo. Explicar el trasfondo y los alcances de lo que sucedía, por 
qué pasaban o dejaban de pasar ciertas cosas, Y para eso, había que 
partir por la historia reciente. 

Por eso, mis investigaciones y libros anteriores me sirvieron 
como base en esta nueva aventura editorial. También muchos apun- 
tes, minutas y recortes guardados desde hace más de dos décadas. 
Encontré en ellos claves e hilos que me sirvieron para observar des- 
de diferentes perspectivas. A la vez, fui encontrando pistas que ayu- 
dan a mostrar lo complejas y fuertes que resultan estas redes que nos 
han envuelto en estos años de la postdictadura. 

También viví en este trayecto situaciones curiosas. El jueves 
5 de marzo, uno de los dos socios del grupo Penta, Carlos Al- 
berto Délano, respondió a la afirmación del fiscal Carlos Gajar- 
do, que calificó al holding como «una máquina para defraudar», 
diciendo que era «una máquina para dar trabajo». Y lamentó la 
ofensa que se les había hecho a los más de treinta mil empleados 
del grupo. 
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Por una extraña casualidad, después de ver las declaraciones de 
Délano en la televisión, me interné en la Clínica Sarita María para 
una infiltración en la columna. 

Llegué a media mañana hasta las instalaciones de ese recinto 
que pertenece al holding Empresas Banmédica, del que participa 
Penta y que se ha expandido de forma impresionante en los últimos 
años. Con sus sucesivas ampliaciones y remodelaciones, la clínica 
se ha convertido en un gigantesco «monumento» de la salud priva- 
da, que se levanta junto al río Mapocho, de espaldas al cerro San 
Cristóbal, en Santiago. 

Carlos Eugenio Lavín había sido el vicepresidente de Empresas 
Banmédica y de la fundación del mismo nombre. Y Carlos Alberto 
Délano había integrado los directorios del holding Banmédica y 
de la Clínica Santa María. Todo eso hasta los primeros días de di- 
ciembre de 2014, cuando ya la investigación del Ministerio Público 
avanzaba y debieron dejar esos puestos. 

Desde esa fecha, Fabio Valdés Correa, gran amigo de Délano y 
hombre de confianza del grupo Penta, padre del hoy formalizado 
Santiago Valdés —ex mano derecha de Sebastián Piñera—, es el 
vicepresidente de la Clínica Santa María, y el ex canciller, Alfredo 
Moreno Charme, es el vicepresidente de Banmédica. 

Era una situación extraña la que viví ese día: justo en esos mo- 
mentos cruciales para la suerte de Carlos Eugenio Lavín, Carlos Al- 
berto Délano y los demás ejecutivos del grupo, estaba hospitalizada 
en su propio territorio. Una particular manera de reportear en la 
primera fase de lo que llegó a ser este libro. 

Ahí, en el mismo templo del negocio de la salud de Penta —que 
comparte con Eduardo Fernández León—, pude observar que al 
menos los trabajadores con los que tuve contacto no estaban doli- 
dos ni ofendidos. Percibí más bien miradas y voces a medias marca- 
das por tonos de ironía que no denotaban afecto por los acusados. 
Antes de entrar al pabellón, escuché conversaciones y comentarios 
que aludían a lo que estaba sucediendo con los dueños de Penta. La 
sensación era más bien de sorpresa, pero no de preocupación por la 
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suerte de sus todopoderosos «jefes». Cuando volvía por los pasillos 
tras la intervención, pude distinguir en varias piezas los televisores 
encendidos que seguían la transmisión de la audiencia. 

Lo primero que hice al llegar a mi habitación fue también pren- 
der el televisor. Y seguí desde ahí las transmisiones en directo, las 
informaciones, repeticiones de parlamentos y comentarios que fue- 
ron la noticia de ese día y los siguientes. Me costó quedarme dor- 
mida, casi mareada entre tanta cifra, tanto nombre, boletas brujas, 
facturas y forwards, una nueva palabra cuyo significado había que 


esforzarse en comprender. Y me daban vueltas las acusaciones de los 
fiscales, su contenido y su retórica directa. 


De vuelta en mi casa, no paré. Seguí todo lo que ocurría en el 
Centro de Justicia. Aunque entre filtraciones de documentos y tras- 
cendidos, ya desde los últimos meses de 2014 y durante el verano 


de 2015 uno podía imaginar que el submundo del imperio Penta 
era algo muy complejo, en esos cuatro días de audiencias se pudo 
comprobar que era mucho más de lo esperado. Y había que volver 
a observar y escuchar, estudiar las afirmaciones de los fiscales y de 
los querellantes para comprender el alcance de cada una de las ope- 
raciones que se efectuaron tras bambalinas. 

Conocer la magnitud del fraude que denunciaban los quere- 


llantes y pesquisaba el Ministerio Público, y percibir que este grupo 
económico que parecía tan 


potente había llegado a prácticas impen- 
sables, 


provocó escándalo en la ciudadanía. Y no era para menos. 
A. pesar de haber estado desde hace años dedicada a investiga- 
ciones periodísticas que indagan en los círculos de poder, de haber 
reporteado desde los años setenta y durante toda la dictadura el 
mundo económico, de haber puesto el ojo en las privatizaciones de 
las principales empresas que fueron del Estado, en los saqueos, es- 
tafas y abusos cometidos, no me habría imaginado todo lo que ocu- 
rría en el trasfondo, en los canales ocultos del dinero y la política, 
Con todo, antes de que reventara el escándalo en lo que prime- 
ro se llamó «la arista Soquimich», y aunque no sabía de los delitos 
por los que los dueños del grupo Penta —forjado como tal a fines 
de los ochenta— fueron formalizados, había vislumbrado que este 
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aportaba recursos para la existencia de la UDI. La Unión Demócra- 
ta Independiente, creada por Jaime Guzmán Errázuriz con el fin de 
perpetuar el proyecto político y económico instalado en dictadura, 
era natural que los interpretara. Más que eso, hubo siempre cierta 
sospecha de que el grupo Penta y la UDI tenían una suerte de sim- 
biosis, como se ha visto comprobado. 

También parecía verosímil que el ex yerno del dictador, Julio 
Ponce Lerou, todopoderoso señor de la minería no metálica, gra- 
cias a su parentesco y a la privatización de la Sociedad Química y 
Minera de Chile, SQM, aportara al financiamiento de campañas 
de los políticos de derecha. Podría eso ser parte de un libreto pre- 
visible y hasta comprensible, de acuerdo a las lógicas imperantes, 
aunque al igual que en el caso Penta, con un enorme daño para el 
fisco por los impuestos no pagados. 

La cercanía de Ponce Lerou con algunos civiles que estuvieron 
en altos cargos en el régimen de su suegro era también una ilustra- 
tiva señal. Hasta ahí el asunto tendría cierta «lógica». Y lo sorpren- 
dente sería la manera de hacerle el quite a la ley para obtener unos 
millones de pesos más. 

Pero lo que no se me pasó nunca por la mente —y reconozco 
la falta de imaginación o la ingenuidad— es que los sectores que 
lucharon contra la dictadura, o sus descendientes, los que milita- 
ron o crearon partidos para defender la democracia, hayan recibi- 
do parte de su sustento de las empresas del ex yerno de Pinochet. 
En un comienzo pasé de la incredulidad al estupor, como muchos 
amigos y conocidos con los que he conversado en este tiempo. 

No obstante, después de releer y recordar, de volver a mirar 
con otros ojos y de indagar en nuevos antecedentes, las cosas van 
tomando sentido y nada parece tan raro. Hay que ir buscando y 
preguntarse cuál será el nuevo hallazgo, cuál la nueva explicación 
que poco explica que darán los que aparecen «contaminados» con 
la inversión en política efectuada por la poderosa compañía hoy 
conocida por su sigla SQM. 

Después de esos «descubrimientos» me pareció necesario pro- 
fundizar en estos casos que convulsionaron al ambiente político y 
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económico. Indagar más allá del día a día, cruzar antecedentes y 
reflexionar para comprender y explicar, 

En el andar de estos meses hubo nuevos momentos de sorpresa, 
pero también de desencanto, a ratos de enojo mezclado con risa al 
comprobar lo burdo de algunas operaciones. La falta de sutileza 
para operar y para declarar. Fue quedando claro a medida que se 
iban conociendo casos y situaciones que —aunque cueste admitir- 
lo— Chile no es el país austero, limpio y distinto a los demás que 
algunos pintaban y pregonaban. Hubo que reconocer que eso era 
un mito que no se sostenía: la corrupción había llegado, como dijo 
el contralor Ramiro Mendoza. 

Me concentré en los casos Penta y Soquimich porque fueron 
los que aparecieron primero en este «destape» que se hizo evidente 
gracias a la acuciosidad del Ministerio Público y sus indagaciones. 

: Pero también porque hablan de un problema sistémico que afecta a 
la calidad de la democracia, y porque son hijos, en cierto modo, de 
la dictadura y de las privatizaciones de los ochenta. o 

Sin duda la dependencia del poder económico en un país con 
la economía tan concentrada como la chilena es alta. Y si los fisca- 
les y la justicia siguen indagando, se conocerán más casos que han 
provocado que la democracia que tanto había costado recuperar y 
construir esté todavía hipotecada por los magnates de los diferen- 
tes grupos que buscan con sus favores tener «voluntarios» que les 
resguarden sus negocios y sus inveísiones. 

Desde que las informaciones en torno a estos casos empezaron a 
surgir, la vorágine de noticias no se ha detenido. Ha constituido esto 
un desafío intenso para la redacción y cierre de este libro. Pero tam- 
bién ha convertido esta experiencia en una aventura desafiante, cuyo 
resultado espero que contribuya a aclarar el panorama sobre estos te- 
mas que durante más de un año han estado en el centro de la atención 
de los chilenos. Y que ayude a apreciar mejor lo que está en juego, 


SANTIAGO, 20 DE OCTUBRE DE 2015 
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Las cadenas del pasado 


El 21 de mayo de 1989, en un ambiente en el que la esperanza del 
fin de la dictadura tomaba vida, tras el triunfo del No en el plebis- 
cito de octubre de 1988, el diario La Epoca publicó una entrevista 
que le hice al candidato de la Concertación de Partidos por la De- 
mocracia, Patricio Aylwin, en ese momento presidente del Partido 
Demócrata Cristiano. Entre otros temas de interés, hablamos de 
las privatizaciones de las grandes empresas del Estado efectuadas en 
la segunda mitad de los años ochenta. La referencia aparece en un 
recuadro bajo el subtítulo «El futuro de las privatizaciones». 

—¿Cuál es su criterio frente a las privatizaciones? —le pregunté 
en aquella oportunidad a quien llegaría ser el primer presidente de 
Chile después de la dictadura. 

—No tengo un criterio dogmático al respecto. Creemos que 
hay empresas que es mejor que sean estatales. Otras es preferible 
que sean privadas. Creemos, asimismo, que la empresa privada y 
la pública pueden ser igualmente eficientes. Pero la decisión de 
transferir empresas estatales al sector privado debe corresponder a 
la voluntad general del país, expresada a través del Congreso, con 
las debidas garantías del interés público y del patrimonio nacio- 
nal. Revisaremos —como lo hemos dicho— todas las privatiza- 
ciones posteriores al 5 de octubre, porque le negamos al Gobierno 
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representatividad nacional después de haber sido derrotado en las 
urnas para llevar a cabo una política que compromete gravemente 
el patrimonio nacional y es repudiada por la mayoría. 
—¿Y las anteriores? —le consulté, aludiendo a todas las que se 
habían generado en esos años, en particular después de 1985. 
—Hubo falta de transparencia y habrá que investigar las condicio- 
nes en que fueron realizadas algunas privatizaciones en el pasado. Re- 
sulta altamente sospechoso y, por qué no decirlo, escandaloso, que los 
ejecutivos de empresas estatales que eran los encargados por el Estado 
de administrarlas, se hayan convertido después de su privatización en 
sus principales accionistas. Eso, estimamos, merece ser esclarecido. 
No obstante, al final no hubo revisiones ni en su mandato ni en los 
años que vinieron, menos reparaciones. Ni hablar de devoluciones. 
Nadie se habría imaginado en esa época que veintiséis años des- 
pués el país iba a vivir una crisis de la magnitud de la que se ha expe- 
rimentado en 2015, donde tendrían que dejar sus cargos ministros y 
presidentes de grandes compañías, por estar de alguna manera invo- 
lucrados en el escándalo. Y que el colapso de la confianza pública en 
el Gobierno y en el Parlamento llegaría a puntos inconcebibles unos 
años atrás, en medio del enjuiciamiento a empresarios y políticos. 
Parte de todo esto se puede vincular con el tipo de sociedad 
que se impuso en Chile a la fuerza y de espaldas a la ciudadanía. Y 
que se mantuvo después con pocas modificaciones y sin posibilidad 
de grandes cambios, El necesario crecimiento y la política de los 
acuerdos orientaban los objetivos y las acciones «en la medida de lo 
posible» en lo que fue la era de los consensos. 


CARAS DE UNA MISMA MONEDA 


En uno de sus últimos discursos, poco antes de su asesinato en 
Washington en 1976, el ex canciller de Salvador Allende Orlando 
Letelier advirtió: «La necesaria vinculación entre política económi- 
ca y contexto sociopolítico parece estar ausente en la mayor parte 
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de los análisis publicados en Estados Unidos sobre la situación ac- 
tual en Chile». Y al escuchar años después opiniones en el sentido 
de que los atropellos a los derechos humanos eran una cosa y la po- 
lítica económica iba por otro carril, se puede observar que también 
en Chile, finalizada la dictadura y transcurrido un largo período 
posterior, no son pocos los que persisten en el error de apreciación 
detectado por el ex ministro de Relaciones Exteriores. 

Orlando Letelier, uno de los pocos que planteó esa relación en 
forma tan clara, agregó en ese tiempo: «La violación de los derechos 
humanos, el sistema de brutalidad institucionalizada y la supresión 
violenta de toda forma de disensión son discutidos —y a menudo 
condenados— como fenómenos desvinculados o solo indirectamen- 
te relacionados con la irrestricta política de “mercado libre” impues- 
ta por la Junta militar». Para él, era justamente lo contrario. Ambas 
realidades eran —y siguen siendo— caras de una misma moneda. 

Hoy. parece claro que nada de lo que se hizo para generar la 
radical revolución neoliberal implantada a partir de 1973 podría 
haberse efectuado en democracia. Lo sabían o lo intuían quienes 
propiciaron el golpe. Incluso el equipo económico que después lle- 
vó la batuta de los cambios en dictadura no había tenido éxito al 
plantear su programa económico en la candidatura derechista del 
ex presidente de la República Jorge Alessandri Rodríguez en 1970. 
Aplicar su programa parecía inviable. 

El ex canciller dijo en ese discurso muy poco conocido en Chi- 
le: «El plan económico que se está llevando a cabo actualmente 
constituye el cumplimiento de una aspiración histórica de un gru- 
po de economistas chilenos, la mayor parte de los cuales fueron 
entrenados en la Universidad de Chicago por Milton Friedman y 
Arnold Harberger». Los hechos demostraron que los presagios de 
Letelier en los albores de la dictadura fueron certeros.' 


1 Ese discurso fue publicado en 2011 por Lom Ediciones, como un ensayo 
en un libro editado por Miguel Lawner y Hernán Soto bajo el título de 
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La «aspiración histórica» de la que hablaba el ex canciller ase- 
sinado en Washington por la DINA, la Dirección de Inteligencia 
Nacional —comandada por el entonces coronel Manuel Contre- 
ras, dependiente directo de Augusto Pinochet—, tomó forma. Y se 
gestaron en Chile los cambios políticos y económicos que han sido 
determinantes hasta hoy. 

Lo que no alcanzó a advertir Letelier fue que esos cambios iban 
a ser tan abrumadores que generarían un nuevo modo de sentir y 
vivir la política, la economía y hasta la concepción de sociedad. Y 
que eso alcanzaría a muchos de quienes enarbolaban por entonces 
las banderas que él levantó y de otros miles que durante la dictadu- 
ra combatieron a Pinochet. : 

Las profundas reformas neoliberales fueron mucho más extre- 
mas de lo que el más visionario habría esperado. Y por lo que se 
está revelando hoy, arrasaron de paso con una buena cantidad de 
ideales. Para muchos, estos se transformaron en pragmatismo y los 
principios éticos quedaron en el olvido. Si eso era parte del diseño o 
no de quienes propiciaron y se beneficiaron desde un principio con 
el golpe habrá que verlo. Pero es posible que fuera un objetivo pre- 
visto para perpetuar el modelo que instauraron. Por ahora, se puede 
apreciar que la aguda crisis que vive el país en 2015 va más allá de 
las miles de boletas y facturas que, como en un juego de naipes con 
apuestas por grandes sumas, se fueron negociando en estos años de 
la transición a la democracia 


Cuando Augusto Pinochet dejó La Moneda en marzo de 1990 
se produjo un clima de alivio y esperanza. La opresión de vivir die- 
cisiete largos años en dictadura quedaba atrás. Se respiraba 
libertad y eso era fundamental. También es cierto que en l 
posteriores el país crecía a tasas históricas, que disminuyó la pobreza 
y que las políticas públicas tuvieron un sentido más social. Que llegó 
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inversión extranjera, después de que el país estuviera aislado. Pero 
también lo es que la desigualdad y la estratificación social se fueron 
acentuando y que los problemas sin resolver se multiplicaron. 

Si se observa con más detención, se podría concluir que los fuer- 
tes y constantes reclamos que se manifiestan desde 2011 —cuando 
estalló el movimiento estudiantil, que cambió la agenda de discu- 
sión de las demandas y políticas públicas— tienen que ver con el 
modelo que se instaló en dictadura, cuyas directrices se viven hasta 
hoy. Lo ocurrido en educación, en salud, en previsión social, en 
relaciones del trabajo son sus derivaciones. El deterioro de la educa- 
ción pública y las protestas de los estudiantes y profesores; las pau- 
pérrimas pensiones que entregan las Administradoras de Fondos de 
Pensiones (AFP) a los que prometieron hace treinta o cuarenta años 
jubilaciones fabulosas; los innumerables problemas de la salud pú- 
blica y los abusos de las Instituciones de Salud Previsional (Isapres), 
que funcionan como seguros para los que pueden pagar sus planes, 
son parte de las duras secuelas de ese modelo impuesto. 


Los Dominicos 


Augusto Pinochet Ugarte era un oscuro oficial de Ejército que poco 
sabía de economía cuando se empezaba a fraguar lo que sería la 
política económica neoliberal que se aplicó en Chile. Tampoco era 
conocedor de esa disciplina el abogado Jaime Guzmán Errázuriz, 
cerebro de la Constitución y súper asesor del general. Sin embargo, 
ambos confiaron en los Chicago boys, quienes consideraron que 
tras el golpe había llegado su hora. 

Ellos se habían preparado en las aulas de la Facultad de Eco- 
nomía de la Universidad Católica, y en sus estudios de posgrado 
en la Universidad de Chicago. Y se reunían en torno a un grupo 
alentado por Agustín Edwards Eastman, el dueño: de El Mercurio, 
y algunos otros empresarios que no solo querían poner fin al Go- 
bierno de la Unidad Popular, sino que pretendían salir del modelo 
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de desarrollo tradicional. Estaban dispuestos a emprender UNA re- 
volución a su manera. 

Hacia fines de los años cincuenta, el economista Sergio de Cas. 
tro, profesor de la Universidad Católica, viajó a la Universidad de 
Chicago, Estados Unidos, cuna de esas ideas, a doctorarse Junto al 
yafallecido Ernesto Fontaine Ferreira-Nóbrega. Diez años después, 
a principios de 1967, el mismo año de la toma de la Universi- 
dad Católica y del inicio de la reforma universitaria, la Facultad de 
Ciencias Económicas de la UC se había trasladado a su nueva sede, 
en el sector precordillerano de Los Dominicos. 

Una amplia casona rodeada de árboles y jardines, con canchas 
de tenis y de fútbol, ubicada en la avenida Charles Hamilton, fue 
adquirida gracias a una generosa donación de grupos empresariales 
y de ex alumnos de esa escuela de la UC que formaron la «Eunda- 
ción de Ciencias Económicas de la Universidad Católica». Entre 
los benefactores estuvieron el Banco Edwards, de propiedad en- 
tonces del grupo encabezado por Agustín Edwards, y la empresa 
El Mercurio S.A.P; la Papelera, como se conocía a la Compañía 
Manufacturera de Papeles y Cartones del grupo de Eliodoro Matte, 
y el Banco de Chile. 

El equipo de economistas encabezado por Sergio de Castro, ya 
doctorado en Chicago, empezó a preparar, a mediados de 1972, un 
programa que se conoció como «El Ladrillo», mientras la oposición 
al Gobierno de Salvador Allende aumentaba, los gremios agitaban 
el descontento y los medios de comunicación de la derecha alenta- 
ban la campaña del terror. 

«Ladrillo» fue el nombre coloquial que se le dio al resumen 
programático. La publicación original no lleva firmas ni pies de im- 
prenta. No era un libro —como se suele creer— y el título original 
era bien poco sugerente: «Políticas de Desarrollo». En 162 páginas 
a mimeógrafo los autores resumieron sus puntos de vista, sin Entrar 
en muchos detalles, Se reunían en una casa en la avenida Suecia 
286. La misma construcción sería años más tarde la sede que ocupa 
hasta hoy la Unión Demócrata Independiente (UDD. 


LOS DOMINICOS 


Poco antes del 11 de septiembre de 1973 le entregaron el docu- 
mento al segundo hombre de la Armada, el almirante José Toribio 
Merino, quien fraguaba el golpe antes que Pinochet. Los oficiales 
en retiro de la Armada Hernán Cubillos Sallato y Roberto Kelly, 
ejecutivos del grupo Edwards, participaban junto al jefe del clan 
en la Cofradía Náutica del Pacífico Austral. Eso les permitió a Cu- 
billos y Kelly ser eficaces contactos entre los altos mandos de la 
Marina y Sergio de Castro. | 

El economista Sergio de Castro entró, desde los primeros días 
después del golpe, como asesor del Gobierno militar y fue nom- 
brado primero ministro de Economía en 1975, y en 1977 pasó a 
Hacienda. Junto a él había trabajado en la elaboración de «El Ladri- 
llo» Pablo Baraona Urzúa, ex presidente del Banco Central, quien 
lo sucedió en Economía. Después de hacer un máster en Chicago, 


Baraona volvió también como profesor a la Universidad Católica. 


Cuando dejó el Gobierno, 


cruzó la puerta giratoria y se integró al 
grupo Cruzat-Larraín. 


Formó también parte de ese grupo —entre otros— el director 
del Departamento de Economía de la sede Occidente de la Uni- 
versidad de Chile, Álvaro Bardón Muñoz, quien hasta ese entonces 
había sido dirigente de los profesionales democratacristianos; tras 
abandonar la DC terminó siendo uno de los más entusiastas eco- 


nomistas neoliberales del régimen militar. Bardón 


—Quien murió 
en febrero de 2009 — 


fue presidente del Banco Central entre 1977 
y 1981, subsecretario de Economía en 1982 y 1983 y el último - 


presidente del Banco del Estado en dictadura, cuando encabezó las 
operaciones que «licuaron» las deudas de El Mercurio y Copesa. 

Años después, Pablo Baraona fue uno de los fundadores de la 
Universidad Finis Terrae —3unto a De Castro, Bardón y el aboga- 
do Roberto Guerrero del Río, entre otros—, cuya junta directiva 
presidió hasta que perdió el control en manos de los Legionarios 
de Cristo, 

Baraona también ha estado vinculado al holding Soquimich 
(SQM) formado por Julio Ponce Lerou, ex yerno de Augusto 
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Pinochet, a partir de la privatización de la Sociedad Química y Mi- 
nera de Chile. En la década de los noventa participó en el directorio 
de SQM Nitratos, entre 1991 y 1999. Más tarde estuvo también 
en Oro Blanco, una de las sociedades cascada, entre 2010 y 2012, 


EL GURÚ PRIVATIZADO 


Por esas paradojas de la vida, Sergio de Castro Spíkula, el gran gurú 
de los economistas neoliberales en Chile, el profesor al que todos 
sus seguidores admiraban y escuchaban atentos, 
fracaso en sus negocios privados. 

Durante la primera década del régimen militar, Sergio de Cas- 
tro, en su calidad de ministro de Hacienda, fue la voz dominante 
en el gabinete del general Pinochet. Llegó a ser una de las personas 
más influyentes en la formación de legiones de economistas desde 
su elevado puesto, como antes desde la cátedra. 

Tras dejar el ministerio, en 1982 volvió a ser un estrecho asesor 
de Agustín Edwards. Hasta 1985 fue el gerente del Banco Edwards 
y después continuó diez años como director hasta 1999, cuando lo 
adquirió el grupo Luksic. 

Entretanto, De Castro decidió incursio 
vadas. Junto a un ex alumno, 


tuvo un rotundo 


nar en actividades pri- 
Juan Carlos Latorre Díaz, tomó el 
control de la empresa Cintac, que representaba el 50 por ciento de 
la producción de acero en frío. 

A principios de 1990, De Castro, 


mientras mantenía su vínculo 
con Edwards, 


se involucró en la compra del Consorcio Periodístico 
de Chile (Copesa), junto a Latorre Díaz, Álvaro Saieh, los herma- 
nos Abumokhor y el grupo de empresarios de origen árabe que con- 
trolaban el Banco Osorno. 

Álvaro Saieh fue otro hombre decisivo en las privatizaciones 
y de alta influencia en oficiales de Ejército que después tuvieron 
responsabilidades en el Gobierno militar. Fue el primer ex alumno 
de la Universidad de Chile que viajó a doctorarse a Chicago. Y 
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de regreso al país, desde sus puestos de director de posgrado en la 
Escuela de Economía y decano designado, contribuyó a generar 
una «escuela de pensamiento» en la misma línea neoliberal que ya 
mucho antes era el sello de la Católica? 

El mismo año, De Castro y Latorre compraron en Argentina el 
Bank of Canada, que después bautizaron como Banco Transandi- 
no. Presidía el Banco Transandino Sergio de Castro. La idea no fue 
buena: en 2001 llegó el «corralito» y los atrapó con las restricciones 
impuestas a las salidas de dinero. 

- La alianza De Castro-Saieh continuó por casi una década. Lo- 
gró en 1993 el control de Provida, la mayor AFP. Después de ser 
creada por el grupo Cruzat-Larraín, tras la crisis de los ochenta 
fue adquirida por el Banker Trust, un antiguo banco de Estados 
Unidos que dejó de existir en 1999, cuando fue adquirido por el 
alemán Deutsche Bank. A través de sus fondos de pensiones, Pro- 
vida controlaba acciones de las más importantes y sólidas empresas . 
del país. 

El ex ministro Sergio de Castro pasó a ser así el presidente de 
la AFP más poderosa, hasta que se la vendieron al banco español 
Bilbao Vizcaya en mayo de 1999. La operación involucró 265 mi- 
llones de dólares y deparó a los socios suculentas ganancias obteni- 
das gracias a los ahorros previsionales de los trabajadores chilenos. 

Los intereses de Álvaro Saieh, Sergio de Castro y Juan Carlos 
Latorre se unían también en aquella época en Inecsa 2000 S.A. Su 
objetivo era «la ejecución, inversión y explotación de infraestruc- 
tura pública». Después, sus caminos se fueron alejando. Y mien- 
tras Saieh logró armar un grupo económico —como se lo había 
propuesto—, el ex ministro dio la gran sorpresa, pero con un final 
poco feliz: el austero académico de los años sesenta y superministro 


2 Más antecedentes en María Olivia Mónckeberg, La privatización de las 
universidades. Una historia de dinero, poder e influencias, Santiago, Editorial 
Copa Rota, 2005; Los magnates de la prensa. Concentración de los medios de 
comunicación en Chile, Santiago, Debate, 2009; y El saqueo de los grupos eco- 
nómicos al Estado chileno, Santiago, Debolsillo, 2015. 
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de Pinochet, transformado en uno de los más prósperos empresa- 
rios chilenos en los noventa, sucumbió ante las fallidas apuestas en 
el ámbito inmobiliario y las cuantiosas deudas. | 

Como dueño —junto a Latorre Díaz— de la empresa inmobi- 
liaria ECSA, fue socio de la urbanización Chamisero en el sector 
norte de Santiago, cerca de Colina. Pero, entretanto, afrontó una 
sonada quiebra solicitada en 2007 por la Inmobiliaria Parque del 
Sol, de Alfonso Swett, por la compra de un terreno en La Dehe- 
sa, cuya deuda arrastraba desde 2001. Aunque la quiebra quedó al 
final sin efecto tras un avenimiento, Sergio de Castro se retiró en 
2014 del negocio de Chamisero. 


La MÚLTIPLE «COCA» 


Carmen Gloria de Castro Blanco, a quien en su ambiente todos 
llaman «Coca», y es conocida por ser destacada montañista, apa- 
reció comprometida con las boletas falsas de Penta, de Soquimich 
y de otras empresas en su calidad de jefa de la frustrada campaña 
senatorial por Santiago del ex alcalde UDI Pablo Zalaquett Said, 
formalizado el 22 de junio por el fiscal nacional Sabas Chahuán. 

Como indica la periodista Ximena Pérez Villamil en una cró- 
nica en El Mostrador —el 14 de noviembre de 2014—, Coca de 
Castro es hijastra del ex ministro, de quien adoptó su apellido en 
la adolescencia. Ex alumna de las Monjas Inglesas y profesora bá- 
sica, ha dirigido todas las campañas electorales de Zalaquett, y la 
candidatura a senador por Santiago del ex presidente de la Unión 
Demócrata Independiente (UDI Pablo Longueira en 2005. 

En la audiencia de formalización del ex alcalde —el 22 de junio 
de 2015—, el fiscal Carlos Gajardo, quien encabeza la Unidad de 
Alta Complejidad de la Fiscalía Oriente, recordó, además, que ella 
había sido jefa de gabinete cuando Zalaquett fue alcalde de La Flo- 
rida —dos períodos de 2000 a 2008— y en la Alcaldía de Santiago 
entre 2008 y 2012, 


CRUZAT, CUENTAS Y FORWARDS 


Pero Coca de Castro no es la única relación entre los antiguos 
Chicago boys y las empresas Penta y Soquimich. Varios de ellos 
fueron profesores, en la Universidad Católica, de los dueños de 
Penta. El propio Sergio de Castro fue desde 1988 a 1992 miem- 
bro del directorio del holding empresarial Soquimich, presidido 
por Julio Ponce Lerou, y de la filial Industrias Químicas del Yodo 
(Inquim). Y desde la dictadura siempre se le consideró una persona 
cercana al ex yerno de Pinochet. 


CRUZAT, CUENTAS Y FORWARDS 


Otro integrante del equipo de «El Ladrillo» es Manuel Cruzat In- 
fante, ex alumno de la Universidad Católica, con máster en Chica- 
go y doctorado en Harvard. Había sido el jefe del departamento de 
estudios del grupo BHC (Banco Hipotecario de Chile), que enca- 
bezaba su cuñado Fernando Larraín Peña junto a Javier Vial Cas- 
tillo. Hacia fines de los setenta llegó a ser socio del principal grupo 
económico del país, conocido como Cruzat-Larraín. 

Los estudios y el pasado esplendor no le sirvieron de mucho 
a Manuel Cruzat y después de haber llegado a la cima y haber ro- 
dado varias veces con sonadas quiebras, su empresa Mis Cuentas 
tuvo un largo litigio de dos años con CMR Falabella, en el que fue 
acusado de «apropiación indebida». El juicio se cerró en diciembre 
de 2014 con un avenimiento que le costó seis millones de dólares 
como reparación para terminarlo, gracias a un «préstamo» que le 
hizo un grupo de amigos: el empresario Eduardo Fernández León, 
su cuñado y antiguo socio Fernando Larraín Peña y Pedro Hurtado 
Vicuña, hermano de Juan Hurtado, quien lo había socorrido en 
Ocasiones anteriores. 

La tranquilidad no fue duradera. En el verano de 2015, otra de 
sus sociedades apareció como protagonista del complicado caso del 
fraude a través de los forwards con empresas del grupo Penta, lide- 
rado por Carlos Eugenio Lavín García-Huidobro y Carlos Alberto 
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Délano Abbott, quienes cumplen arresto domiciliario Nocturno 
después de haber estado 46 días en prisión preventiva en la Cárcel 
Capitán Yáber. 

Tanto cl Servicio de Impuestos Internos como Hugo Bravo 
López, el ex gerente de Penta, señalaron a CB Inversiones del gru- 
po Cruzat como uno de los principales actores de operaciones de 
forwards falsificados. 

Los forwards son apuestas a futuro que suelen efectuarse en el 
campo financiero, considerando la variación del tipo de cambio 
—precio del dólar respecto al peso—. Lo grave en el caso Penta no 
sería la apuesta misma, sino —como se ha denunciado— las Opera- 
ciones ficticias y por lo tanto fraudulentas al firmar documentos en 
forma extemporánea. La trampa de estos forwards radicaría en que 
las firmas de los contratos se colocaban después de que había pasa- 
do la fecha consignada en la apuesta y así perdía Penta, que bajaba 
sus utilidades y pagaba menos impuestos, y ganaba otra de las em- 
presas coludidas. Por lo que ha denunciado el Ministerio Público, 
CB Inversiones obtenía un porcentaje de la operación. 

Manuel Cruzat declaró ante los fiscales Carlos Gajardo y Pablo 
Norambuena por más de cinco horas en febrero pasado y precisó: 
«Conocí esas operaciones el día 28 de enero de 2015 a las 16 horas. 
Hasta ese momento yo no conectaba las palabras Penta, ejecutivos 
y forward». | 

Reiteró el ex profesor de la Universidad Católica que fue dueño 
del mayor grupo económico de Chile bajo dictadura: «Mis hijos 
y otros apoderados firmaron contratos sin saber qué firmaban. Lo 
hicieron como segunda firma», añadió. Ese día de enero, según 
Cruzat, dos ejecutivos del grupo, «Iván Rojas y Mauricio Pinto, le 
habrían confesado haber efectuado esas transacciones con Penta». 

Si Manuel Cruzat Infante y sus hijos estaban realmente «en 
la luna», y todo era una operación montada por sus ejecutivos de 
confianza para obtener una comisión, lo determinarán los fiscales 
a lo largo del proceso y lo juzgará la justicia. Lo que sí parece ex- 

traño es que los Cruzat Valdés, todos profesionales, no tuvieran 
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precauciones mínimas antes de poner su firma en un documento 
de esa índole. Y eso pasó más de cien veces. Por lo que han dicho 
hasta ahora, la responsabilidad recacría en los ex ejecutivos. Con- 
fñiaban en Pinto, quien llevaba más de cuarenta años en el grupo y, 
según declaró el ex gerente Iván Rojas, habría sido el que llevó el 
«negocio» por su amistad con Hugo Bravo, el ex gerente de Penta. 

El 17 de junio, la jueza Wilma Tapia, del Octavo Tribunal de 
Garantía, formalizó a Rojas y lo dejó con arresto domiciliario to- 
ral y arraigo nacional. No pudo formalizar en esa oportunidad a 
Mauricio Pinto porque se encontraba hospitalizado. En la ocasión 
fueron formalizados también —por segunda vez— los dueños y ex 
ejecutivos del grupo Penta Carlos Eugenio Lavín, Carlos Alberto 
Délano, Hugo Bravo, Manuel Antonio Tocornal, Marcos Castro y 
el ex subsecretario de Sebastián Piñera Pablo Wagner. Todos ellos 
ya afrontaban esa condición desde marzo a propósito de las boletas 
y facturas ideológicamente falsas por delitos tributarios y económi- 
cos, y cumplían medidas cautelares. 


PIÑERA Y BANCORP 


Entre las sociedades que aparecieron contaminadas en esta parte del 
escándalo está Administradora Bancorp S.A., cuyo principal dueño 
es el ex presidente de la República Sebastián Piñera y su familia, a 
través de la sociedad Bancard, aludida por el fiscal Carlos Gajardo 
en la audiencia del 6 de marzo. 

Aunque Piñera ha dicho que él no tuvo que ver con estas Opera- 
ciones porque en las fechas en que se efectuaron sus bienes estaban 
bajo fideicomiso ciego, la tensión llegó hasta la sede de Apoquin- 
do 3000. Desde ese momento, hay un contingente de abogados y 
ejecutivos preocupados de este asunto, de los pagos con boletas de 
Soquimich y otras empresas a los ex ejecutivos de Chilevisión Jaime 
de Aguirre y Mario Conca, y de lo recibido a través de la misma 
Bancorp S.A. desde SQM, que asciende a 350 millones de pesos en 
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facturas que serían ideológicamente falsas. En total, se FAAmá que 
la suma que involucra a Piñera, considerando las diversas «aristas» 
investigadas, superaría los 520 millones de pesos. 

Las investigaciones de la fiscalía y el testimonio de Jaime de 
Aguirre llevaron a la fiscalía a poner el foco en una persona muy 
cercana a Sebastián Piñera: el ingeniero civil de la Universidad Ca- 
tólica Santiago Valdés Gutiérrez, quien habría estado vinculado a 
esas Operaciones y cuya firma aparece en contratos forward, junto a 
la hermana de Carlos Alberto Délano, Ana María. 

Santiago Valdés es hijo del íntimo amigo de Piñera y del Cho- 
clo Délano, Fabio Valdés Correa, quien es a la vez cuñado de Ma- 
nuel Cruzat. El ejecutivo, hoy de treinta y siete años, fue hombre 
de confianza de Piñera entre 2005 y 2009 en sus diversos negocios. 
Era gerente de administración y finanzas de Bancard y de Bancorp, 
y participó en directorios de númerosas sociedades del grupo. In- 
cluso se desempeñó como director ejecutivo del Parque Tantauco, 
el amplio territorio de propiedad de Piñera en la isla grande de 
Chiloé. En 2009, Santiago Valdés fue administrador financiero de 
la campaña presidencial del ex presidente, mientras era gerente de 
Bancard. Después lo acompañó como asesor en La Moneda. Valdés 


sería otro de los formalizados en este caso, según anunció la fiscalía 
cn agosto. 


COMO EN UNA SERIE 


Pero entre «El Ladrillo» 


y las boletas ideológicamente falsas o los 
forwards, el tiempo no 


ha pasado en vano. Lo que resulta curioso 
es que como en una serie de televisión, los 


personajes se repiten, y 
se puede encontrar un hil 


O que atraviesa a los grupos económicos 
de los primeros tiempos de la dictadura y llega hasta hoy. Muchos 


de los protagonistas son los mismos, con Cuarenta o treinta años 


más. Pero mientras los «gurús» como Sergio de Castro y Manuel 


Cruzat han encarado elevadas deudas, otros discípulos SUYOS, CAmo 
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Sebastián Piñera o los socios de Penta, lograron acumular fortunas 
con varios ceros a la derecha. 

Carlos Eugenio Lavín, uno de los dos controladores de Penta, 
cuando fue formalizado por los fiscales en marzo, lo primero que 
mencionó fueron sus tiempos de estudiante en la Universidad Ca- 
tólica: «Soy ingeniero comercial de la PUC en los años en que lle- 
garon como profesores los que después serían conocidos como los 
Chicago boys. Mis profesores fueron Sergio de Castro, Rolf Liiders 
y Manuel Cruzab». 

Seguramente los profesores de la Universidad Católica, autores 
de «El Ladrillo», sabían que en democracia jamás se podría haber 
arrasado con todas las instituciones y pasado a llevar la manera de 
vivir y actuar de los chilenos en la forma que se hizo en aras del su- 
puesto éxito económico. Ellos estaban convencidos de que tenían la 
verdad y querían aplicar ese experimento que habían conocido en 
Chicago. Para eso constituyeron a Chile en un laboratorio, y los ex- 
pertos se pusieron manos a la obra a efectuar la anhelada operación. 

Monetarismo y libre mercado eran las premisas que Milton 
Friedman pregonaba. «El costo social», como en forma eufemís-. 
tica se llamó en los años setenta a la cesantía y disminución de las 
remuneraciones, mientras se liberaban los precios, fue una dura 
realidad que en los primeros tiempos de dictadura aumentó la po- 
breza en el país, y obligó a muchos chilenos a optar por el exilio 
«económico», que se sumó al de los miles que debieron abandonar 
la patria debido a la persecución política. Para los Chicago boys, un 
costo necesario. 

Las violaciones a los derechos humanos, muertes, torturas, per- 
secuciones y exilio de esos tiempos parecían no preocuparles dema- 
siado, como pude observar cuando reporteaba temas económicos 
en esa época. Muchos han dicho después que no sabían que eso 
ocurría. O quizá alguno pensaba que se trataba de otro costo más. 

Junto con el golpe y la brutal represión, la Junta militar cerró 
el Parlamento, el que no se volvería a abrir hasta marzo de 1990; se 
declararon disucltos los partidos políticos de izquierda y en receso 
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los demás. Fueron prohibidas las reuniones de todo tipo y proscri- 
tos los sindicatos. Se intervinieron los colegios profesionales, los 
que fueron transformados en asociaciones gremiales sin afiliación 
obligatoria ni tuición sobre la ética. Cerraron medios de comuni- 
cación y establecieron censura para otros y hasta el final recurrían 
a las clausuras cuando algo de lo que publicaban no les gustaba a 
quienes detentaban la autoridad, mientras la televisión era dirigida 
desde el Gobierno y las universidades estaban intervenidas. En esas 
condiciones, en que tampoco daba garantías el Poder Judicial, se 
instaló el nuevo modelo. Era el escenario perfecto para aplicar un 
diseño ultraliberal como el que la periodista e investigadora cana- 
diense Naomi Klein describe en La doctrina del shock. 

Después del golpe, el Gobierno militar devolvió a sus antiguos 
dueños bancos, empresas y fundos y vendió lo que tenía en sus 
manos al mejor postor. Dio rienda suelta al endeudamiento en el 
exterior y alentó el negocio financiero. La creación de un «mercado 
de capitales» activo pasó a ser una prioridad de la que se hablaba 
mucho, mientras algunos grupos —sobre todo los que contaban 
con simpatías del régimen— coleccionaban empresas y deudas. Por 
esos años se puede encontrar el germen de la economía especula- 
tiva que tan habitual se hizo después, mientras se derrumbaban 
las industrias, 

En la memoria de los mayores no será fácil borrar el tratamien- 
to de shock de 1975 encabezado por el ministro de Hacienda Jorge 
Cauas —también ex profesor de la UC— de acuerdo a la receta 
de Milton Friedman, galardonado con el Premio Nobel de Econo- 
mía en 1976, justo cuando su experimento partía en Chile. Ni un 
tiempo después el desastre de comienzos de los ochenta, cuando en 
medio de la crisis colapsaron los grupos económicos como conse- 
cuencia de las deudas adquiridas en la primera etapa. 


? Naomi Klein, La doctrina del shock, Barcelona, Paidós, 2010. 
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Desde los primeros tiempos —y en estricto rigor desde antes— Pi- 
nochet, Jaime Guzmán y los Chicago boys contaron para implantar 
el modelo neoliberal con las voces y los silencios necesarios de la 
prensa tradicional comprometida con la dictadura. Desde luego ya 
es un hecho comprobado que El Mercurio fue un colaborador ac- 
tivo del golpe militar. Antes y después de aplicar la nueva política 
económica, el diario de Agustín Edwards fue siempre un incondi- 
cional de esos economistas entrenados en Chicago. - 

El «decano» —como se le suele llamar por su antigiiedad 


alentó desde un comienzo el proceso privatizador en todas sus di- 
mensiones, Sus editoriales, crónicas y entrevistas se ciñieron siempre 
a pautas bien pensadas y congruentes con las decisiones del equipo 
económico. Las grandes «modernizaciones», como las llamaban, 
tomaron fuerza y se impusieron sin discusión ni debate público. 

En el caso de La Tercera, en tiempos de Germán Picó Cañas, en 
algunas oportunidades sus columnistas cuestionaban el denomina- 
do «costo social» de ciertas medidas, pero tampoco el diario tuvo 
una mirada crítica frente a lo que ocurría en términos de atrope- 
llos a los derechos humanos. Más tarde, cuando en los ochenta se 
privatizaba todo lo que se podía, ya muy endeudado el Consorcio 
Periodístico de Chile (Copesa), La Tercera, el principal diario de ese 
conglomerado, no tuvo voz para cuestionar lo que ocurría. Luego 
llegaron a hacerse cargo Saieh y De Castro. 

Solo desde unas -pocas radios y las revistas opositoras —Apsí, 
Análisis, Cauce y después, a mediados de los ochenta, los diarios La 
Epoca y Fortín Mapocho— algo se pudo conocer y discutir. 


% Después del golpe, la radio Balmaceda, de la DC, y la Chilena, del Arzo- 
bispado de Santiago, fueron pioneras en la defensa de los derechos humanos. 
En enero de 1976 fue decretado el cierre de la Balmaceda. Más tarde, la 
Radio Cooperativa asumió un rol significativo, mientras que la Chilena dejó 
de existir, 
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Al terminar el régimen militar, los grupos El Mercurio y Copesa 
fueron favorecidos con apoyo monetario del Estado, que les limpió 
sus millonarias deudas en favorables condiciones. Las denominadas 
«licuaciones» de créditos desde el Banco del Estado les permitieron 
enfrentar sin problema de financiamiento ni de publicidad los años 
que vendrían.” Su condición duopólica, que perdura hasta hoy en 
la prensa escrita, tiene así sus raíces en esos favores y subsidios del 
Estado entregados a principios de 1990. Era otra manera de con- 


tribuir a garantizar la proyección de «la obra» de Pinochet y los 
Chicago boys. 


MÁS QUE COINCIDENCIAS 


Si se profundiza en el pasado y se ve lo que sucede en este tumul- 
tuoso 2015, las aparentes coincidencias históricas no serían tales, 
No parece casualidad, por ejemplo, que el ex senador Jovino Novoa 
Vásquez, uno de los llamados «coroneles» de la UDI, siga siendo 
protagonista del primer plano en el centro del escenario o entre 
bambalinas. Gran amigo de Jaime Guzmán Errázuriz desde la Es- 
cuela de Derecho de la Universidad Católica, fundaron juntos el 
Movimiento Gremial Universitario en 1967. Hacia el final de la 
dictadura, el MGU derivó en 1988 en la Uni 
pendiente (UDI. 

Considerado uno de los inte 
contra el Gobierno de la Unida 
de vivir unos años en Argentina, 
de Gobierno de Pinochet entre 
existía el cargo de ministro secret 


ón Demócrata Inde- 


grantes de la «campaña del terror» 
d Popular, Jovino Novoa, después 
fue ministro subsecretario general 
1979 y 1982. En ese tiempo no 


ario general de Gobierno y, por lo 
tanto, el rol de Novoa era importante en La Moneda. 


3 María Olivia Mobnckeberg, Los magnates de la prensa. Concentración de los 
medios de comunicación en Chile, Santiago, Debate, 2009. 
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Fue esa una época dura en materia de violaciones a los derechos 
humanos, en la que fueron asesinados —sin ir más lejos— el ex 
presidente Eduardo Frei Montalva —en enero de 1982— y el líder 
sindical Tucapel Jiménez —en febrero de ese año—. Y fue un tiem- 
po clave para la puesta en marcha de las grandes «modernizacio- 
nes», del fraudulento plebiscito de 1980 y de la entrada en vigencia 
de la Constitución en 1981. 

Tras dejar el gabinete, Jovino Novoa se fue a trabajar al diario 
El Mercurio, donde asumió como editor general de servicios in- 
formativos y miembro del comité editorial hasta 1985. Desde ese 
medio podía llevar la vocería de los trascendentales cambios que se 
estaban generando. 

Dos veces presidente del partido derechista, reemplazó a su 
gran amigo Jaime Guzmán en la presidencia tras su asesinato en 
1991. Estuvo en el máximo cargo de la UDI hasta 1998, cuando 
fue elegido senador por Santiago Poniente. En 2006 fue reelecto 
por un segundo período, y en marzo de 2009, después de haber 
estado en el punto crítico de la polémica por el caso Spiniak, llegó 
a ser presidente del Senado. 

Aunque ya en 2015 Jovino Novoa no tenía , Cargo en el Parla- 
mento, sí mantenía su influencia en la UDI y ejercía como abogado 
en el estudio Guerrero, Olivos, Novoa y Errázuriz, hasta que se vio 
involucrado como uno de los más connotados políticos imputa- 
dos por las boletas «truchas». De acuerdo a lo que ha planteado el 
Ministerio Público, a través de su empresa Inversiones y Mandatos 
aparece comprometido en boletas entregadas a Penta y Soquimich. 
Esta firma, de la que son socios solo él y su esposa, Angélica Mac- 
kenna Echaurren, figura también con boletas y facturas emitidas 
a otras entidades vinculadas al mismo Novoa. Una de ellas es la 
Fundación Jaime Guzmán, de la que es presidente, y algunos esta- 
blecimientos escolares. De acuerdo a diversos testimonios, incluido 
el de Carlos Eugenio Lavín, Novoa habría oficiado de recaudador 
de la UDI repartiendo los montos recolectados entre candidatos a 


cargos de elección popular. 
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Indignado con los fiscales, después de dos citaciones en las que 

se acogió al derecho a guardar silencio, Novoa atacó al Ministerio 

Público a través de una declaración que publicaron diferentes me- 

dios el 22 de marzo: «Estamos ante una investigación ideológica- 

mente falsa», afirmó. Ratificó sus palabras seis días después en una 

entrevista en el diario en el que trabajó en los ochenta, mientras 

permanecía en silencio ante los fiscales. En esa oportunidad -—-el 

28 de marzo— se explayó en la misma idea: «Es ideológicamente 

falsa porque ha vulnerado el espíritu de la ley con un aparente áni- 

mo justiciero. El show mediático no ha respetado la presunción de 

inocencia y ha pasado por encima de la dignidad de las personas y 

del debido proceso. Es ideológicamente falsa porque se han usado 

resquicios y filtraciones. Y porque la búsqueda de la justicia es in- 

3 compatible con agendas políticas o un excesivo afán de figuración. 

24 Y a pesar de ser este un problema: sistémico, creo que hay un pro- 
a pósito evidente: tratar de destruir a la UDI». 

El ex senador calificó a los fiscales de «figurines», las emprendió 
contra la prensa, que a su juicio había sido 
apeló a la necesidad de un «acuerdo nacion 
sis y generar una institucionalidad más sóli 
caiga es el eslogan de los irresponsables. Lo 
es salir de este marasmo», afirmó. 


«Instrumentalizada», y 
al para superar esta cri- 
da. Aquí el caiga quien 
que se requiere urgente 


DEMOCRACIA HIPOTECADA 


Al observar en perspectiva se puede apreciar que todo el entrama- 
do político que se fue construyendo bajo la batuta del fundador 


del gremialismo Jaime Guzmán Errázuriz, con quien Jovino Novoa 


trabajó codo a codo, iba en estrecha relación con el modelo econó- 


mico y social que se impuso, La Constitución de 1980, aprobada 
| en un plebiscito sui géneris sin registros electorales ni discusión 
masiva y abierta, pretendía —y todavía pretende— prolongar en el 
tiempo un estado de cosas antidemocrático y adverso 


a las grandes 
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mayorías. La democracia tutelada o semisoberana de la que habla el 
cientista político Carlos Hunecus en su último libro sigue hoy tan 
vigente como en los primeros años del pospinochetismo.* 

Aún más, los financiamientos legales o escondidos de empresas 
para campañas políticas que han saltado en estos meses al ruedo 
público gracias a las investigaciones de los fiscales llevan a pensar 
que también se trata de una democracia «hipotecada» la que se ha 
vivido en estos años en Chile. Si se tira un poco la cuerda se podría 
pensar que en este escenario político bien dibujado por quienes lo 
impusieron han sido muchos los que han «comprado» sus sillones 
parlamentarios: las dádivas de los controladores de las grandes em- 
presas les han permitido llegar en cada ocasión a los ciudadanos 
con sus mensajes difundidos a través de medios de comunicación y 
«palomas» callejeras y en muchas ocasiones con regalos y promesas 
de todo orden. Las campañas son caras y requieren endeudamien- 
to. Todo eso ha tenido su precio. 

Por eso, no hay que ser muy imaginativo para pensar que en 
este negocio también corren las hipotecas y los compromisos que 
van más allá de la firma de la boleta o de la factura. Eso quizá sea 
solo el comienzo de una cuenta por pagar. Y esa se cobra aunque no 
esté establecido en ningún contrato escrito. 

Pero no todo eso saltaba a la vista, entre otras cosas, por la falta 
de una justicia que fuera capaz de investigar; de un Servicio de Im- 
puestos Internos que no solo se contentara con recaudar; de un Es- 
tado con instrumentos y personal para fiscalizar; de un periodismo 
crítico y profundo que tuviera oficio y voluntad para llegar al fondo 
de lo que estaba sucediendo y que tuviera medios de comunicación 
donde hacerlo. Y era necesario que existiera una ciudadanía empo- 
derada para sancionar estas fallas. 


6( : ; ] 
Carlos Huneeus, La democracia semisoberana. Chile después de Pinochet, 
Santiago, Taurus, 2014. 
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EL ENTRAMADO AD HOC 


En 1983, cuando el clamor social protagonizó las primeras gran- 
des protestas nacionales y los empresarios vivían la profunda crisis 
económica que arrastró bancos, empresas y grupos completos, los 
partidarios del régimen empezaron a vislumbrar que la dictadura 
algún día podía tener fin. Pero ya estaban aseguradas en la Consti- 
tución las grandes líneas que quitaban al Estado el protagonismo 
que tuvo en el siglo xx para dejarlo sometido a un rol subsidiario y 
débil en todos los planos. El carácter privatista del modelo instala- 
do por la fuerza desmanteló y despojó al Estado incluso de un papel 
fiscalizador necesario para supervisar la economía de laboratorio 
que se instaló. 

La propia Constitución exalta la propiedad privada como el 
máximo valor de una sociedad en que las personas, más que en ciu- 
dadanos, se han convertido en consumidores. Cuando se escucha 
siquiera hablar de una posible reforma constitucional, surgen en 
coro desde las agrupaciones empresariales las defensas irrestrictas a 
la propiedad privada, como un valor superior a cualquier otro. 

Las leyes orgánicas constitucionales, que en los diferentes sec- 
tores complementaron los diseños de la Constitución, fueron tam- 
bién pensadas y dispuestas en esta misma línea para asegurar que 
nada se apartara de ese modelo. Además, desde el momento que 
volvió a existir el Parlamento, se impusieron elevados quórums 
para evitar sus modificaciones. Y si faltaban leyes, también hubo 
simplemente decretos ad hoc, reformas escondidas y de emergencia 
para pasar por legal lo que no lo era. 

Una pieza clave de todo este edificio fue el sistema electoral 
binominal que se estableció en mayo de 1989, antes de la primera 
elección de parlamentarios —se efectuó en diciembre de ese año 
junto a la presidencial—. Fue ideado por los asesores de Pinochet 
para que no se pudieran elegir más de dos diputados o senadores 
por distrito a agrupación senatorial, ya que un diputado o sena- 
dor para ser clecto tenía que contar con más del 33,3 por ciento 
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de los votos; en esas condiciones duplicar esa cifra para una coali- 
ción resultaba una tarea titánica. Y era fácil ser elegido con un 34 
por ciento. 

El binominal, pese a las controversias que suscitó desde el co- 
mienzo y a los proyectos por modificarlo que se presentaron desde 
hace años —siempre rechazados por la UDI—, finalmente tuvo 
su término recién veinticinco años después, en enero de 2015, 
justo cuando reventaban los líos entre dinero y política que impli- 
caron primero al grupo Penta y a connotadas figuras. 

Tal como lo diseñaron Guzmán y sus partidarios, el bino- 
minal fue determinante para obligar a unirse a las dos grandes 
coaliciones y limitar las posibilidades políticas, de expresión y 
elección a grupos que no estuvieran en esos pactos. Desde un 
comienzo fue un mecanismo que favoreció a los dos partidos de 
derecha —la gremialista UDI y la más tradicional Renovación 
Nacional —, que nunca han tenido una convivencia muy fácil, 
pero que con este sistema lograban ganar elecciones y mantener 
una dotación parlamentaria superior a lo que hubieren obtenido 
en un sistema competitivo como el que existía en Chile antes 
del golpe. 

Desde 1965 la derecha se había minimizado en las urnas a tal 
punto que solo logró salir a flote después del 89 gracias al impulso 
que le dio Pinochet bajo la dictadura. En el camino desaparecieron 
los antiguos partidos Conservador y Liberal, de los cuales surgió 
el Partido Nacional, que a su vez murió a poco andar. El surgi- 
miento del gremialismo vino a ser una respuesta a esa crisis que 
parecía terminal. 


PROTAGONISTAS DE LA TRANSICIÓN 
En las postrimerías del régimen militar se conformaron los dos par- 


tidos de la derecha que han sido protagonistas de la transición. 
Renovación Nacional, fundado en 1987, de corte tradicional con 
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la mayoría de sus integrantes provenientes del Movimiento Unión 
Nacional (MUN), algunos del antíguo Partido Nacional, el Par- 
tido de los Trabajadores del ex ministro del Interior de Pinochet 
Sergio Onofre Jarpa y de otras entidades derechistas. RN fue el 
primer partido que se inscribió como tal, cuando se reabrieron 
las inscripciones. 

Su socia, la UDI, con quien ya habían tenido roces desde el 
nacimiento, fue formada por Jaime Guzmán después del infruc- 
tuoso esfuerzo por integrar a toda la derecha en el Movimiento 
de Unión Nacional. Nació en 1988, aunque tuvo un antecedente 
en el Movimiento Unión Demócrata Independiente formado en 
1983. La primera directiva de la UDI se constituyó en mayo de 
1989, con Jaime Guzmán como presidente y Jovino Novoa como 
vicepresidente. 

La UDI incluye al gremialismo que venía desde la Universidad 
Católica, al Movimiento Nueva Democracia y al Frente Juvenil de 
Unidad Nacional, todas instancias forjadas por Guzmán. Lo para- 
dójico es que en su origen los gremialistas de la UC eran contrarios 
a los partidos políticos de cualquier color. Por eso se llamaron «gre- 
mialistas». Pero años después vieron más conveniente dejar atrás 


| esos principios corporativistas que nacieron de la admiración al 


dictador español Francisco Franco, y fundaron la UDI como parti- 
do para dar sustento a su «democracia protegida». 

Tanto RN como la UDI querían que Pinochet se mantuviera 
en el poder y, por eso, llamaron a votar Sí en el plebiscito de octu- 
bre de 1988. Aunque fueron derrotados, el trabajo político y social 
que desde las municipalidades controladas por alcaldes designados 
venían haciendo fue otra ventaja cuando debieron llegar a compe- 
tir en las elecciones parlamentarias de 1989 y en las municipales 
de 1992. 

Para afianzar más la «obra», a las trabas provenientes del sistema 
binominal el Gobierno militar agregó otras instancias: por ejem- 
plo, en los primeros años la cuota de nueve senadores designados 
que estuvieron presentes hasta 2006. Aunque oficialmente eran 
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nombrados por «el presidente de la República», la Corte Suprema y 


el Consejo de Seguridad Nacional, en un comienzo prácticamente 


todos llegaron al Congreso con el beneplácito de Pinochet. Ese 


Consejo y el Tribunal Constitucional fueron otras de las nuevas 
figuras orientadas a dejar todo amarrado. 


Al recordar partes de esa historia y el rol jugado por más de cin- 


cuenta años por Jovino Novoa, se puede comprender por qué en la 
UDI las acusaciones que pesan sobre él duelen tanto. Y por qué su 
defensa corporativa ha sido tan marcada. Hay otros involucrados, 
como el ex alcalde Zalaquett y el ex senador, ex ministro y ex can- 
didato presidencial Pablo Longueira, que aparece también relacio- 


nado tanto con boletas de Penta como de Soquimich; así también 


el senador Jaime Orpis, que ha vivido su particular situación con el 


grupo Angelini y la Ley de Pesca. Pero el peso histórico de Novoa 
es asunto aparte. 


EL SUSTENTO 


Con todo, las cadenas no solo venían por el lado de las disposicio- 
nes legales. "Tan fuerte como esas amarras —o más, como se está 
empezando a ver— ha sido el impacto durante todos estos años del 
poder económico. Lo paradójico es que ese poder, fortalecido en un 
comienzo bajo dictadura y que se continuó desarrollando después, 
se originó en parte importante en lo que se le despojó al Estado, a 
través de privatizaciones de empresas, subsidios, cré 
tes tipos de dádivas. 

La creación de las Administradoras de Fondos de Pensiones 
(AFP), que generó el traslado de los fondos de los trabajadores a 
manos de grupos privados en 1981, fue decisiva. Y cuando tras 
la crisis de 1982 los bancos sucumbieron, para evitar la quiebra 
y el colapso total, el Estado, aparte de respaldar a las AFP y otras 
empresas que pasaron a la denominada «área rara», estableció sub- 
sidios a los bancos comerciales a través de complejos mecanismos 


ditos y diferen- 
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que evitaron su caída y les permitieron seguir funcionando y ha- 
ciendo negocios. 

Las grandes empresas del Estado, esas que antes eran considera- 
das estratégicas para el desarrollo del país, fueron factor clave para 
que se consolidaran nuevos grupos, como concluyó el Informe so- 
bre las privatizaciones llevadas a cabo entre 1973 y 1990, efectuado 
por una comisión especial de la Cámara de Diputados en 2005. 
También ese informe considera otras privatizaciones que fueron 
traspasadas de lo que se llamó «el área rara» cuando cayeron en 
los ochenta los bancos y grandes grupos. 
habrían logrado amasar las grandes fort 
de los connotados magnates de hoy. 


Sin todo ese sustento no 
Unas que ostentan muchos 


La ola privatizadora que sobrevino después de la crisis de 1983 
también significó la consolidación para grupos de corte más tradi- 
cional como los Matte, que se quedaron con lo que había pertene- 
cido antes al grupo Cruzar-Larraín, 
y de celulosa que habían sido creadas por el Estado. Y en el caso 
de Angelini, con Copec, la mayor empresa privada del país en ese 
entonces. O Andrónico Luksic, que primero logró la Compañía de 


Cervecerías Unidas (CCU) y luego continuó con Madeco, el Banco 
de Chile y la actividad minera. 


Al compás de esos trasp 
dictadura la economía se 
fenómeno continuó despu 
Es en ese escenario, 


como las empresas forestales 


asos de grandes compañías durante la 
fue concentrando cada vez más y este 
és de los noventa, durante la transición, 
marcado por el signo privatizador, 


se han confundido cada vez más co 
nómicos en una mezcla que ha sor 


mayoría del país. 


en el que 
los intereses políticos 


n los eco- 
prendido e indignado a la gran 


En algunos rubros, como las sanitarias y los puertos, 
bían librado del traspaso en dictadura, 


los primeros años del cambio de régi 


que se ha- 
el impulso fue retomado tras 


men. Y pese a que en un pri- 
mer momento la Concertación frenó el plan de privatizaciones que 


heredó de Pinochet y los Chicago boys, en el Gobierno de Eduardo 


Frei Ruiz-Tagle se vendieron las sanitarias, en mejores condiciones 
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que las transacciones de tiempos de dictadura, según se argumenta- 
ba, y se privatizaron las faenas de la mayoría de los puertos. 

El planteamiento de fondo era la falta de recursos del Estado y 
las necesidades de inversión. Lo mismo ocurrió en el Gobierno de 
Ricardo Lagos con las concesiones de obras públicas. Y es lo que 
está detrás del crecimiento sin límites —ni regulación— que tuvie- 
ron en estos años las universidades privadas. | 


APOYO VITAL 


Ya en la campaña del Sí y del No en 1988 se vio el activo apoyo 
del empresariado a la opción Sí, lo que también se advirtió en el 
importante respaldo a Hernán Biichi como candidato presidencial 
contra Patricio Aylwin. Biichi, quien participó en todas las «mo- 
dernizaciones» —incluidas salud, educación y previsión—, desde 
su cargo de ministro de Hacienda entre 1985 y 1989, fue quien 
dirigió la privatización de las grandes empresas del Estado. 

Desde esos años Biichi se mantiene cercano a Julio Ponce Le- 
rou, el ex yerno de Pinochet, y es miembro del directorio de la 
cuestionada empresa Soquimich (SQM). A la vez tiene estrechos 
contactos con el grupo Penta: desde fines de los noventa es socio 
de la Universidad del Desarrollo y presidente de la junta directiva 
de la UDD. En esa universidad también han estado asociados los 
dueños del grupo Penta junto a los ex ministros de Sebastián Piñera 
Joaquín Lavín y Cristián Larrouler. 

Aunque no fue un auténtico Chicago boy y es ingeniero de mi- 
nas y no economista, Biichi llegó a compenetrarse a tal punto del 
ideario de Friedrich von Hayek y Milton Friedman, que es el más 
ortodoxo de todos. Y desde hace ya décadas mantiene su sitial de 
gurú económico de la UDI. En 1990, tras la derrota en la elección 
presidencial, fue uno de los fundadores, junto al ex ministro de 
Pinochet Carlos Cáceres, del Instituto Libertad y Desarrollo. 
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Con el transcurrir del tiempo se ha podido observar que los 
aportes recibidos por la UDI desde el empresariado han sido vi- 
tales para su existencia. Esto y su constante trabajo poblacional le 
permitieron llegar a ser desde comienzos del siglo xx1 el partido con 
más representantes en el Parlamento. Pero no todas las empresas 
han contribuido en la misma cantidad. El escándalo de las boletas 
ha mostrado que el grupo por excelencia financista de la UDI ha 
sido Penta, aunque también ha recogido recursos de otros conglo- 
merados, como Soquimich y Angelini. 

En cierto modo ese matrimonio de la UDI con el empresariado 
y con quienes se beneficiaron de las privatizaciones de las grandes 
empresas del Estado de bancos y de sociedades que pasaron por el 
«árca rara» no es algo tan extraño. Los grupos forjados y enrique- 
cidos bajo dictadura que obtuvieron un suculento botín requerían 
de un partido fiel a sus planteamientos para que este perdurara y 
creciera. Y lo han tenido. 


Renovación Nacional, por su parte, parece involucrada en los 
escándalos por algunos de sus diri 


Claudio Eguiluz, 


gentes, como el ex vicepresidente 
receptor de boletas de Soquimich, tanto a título 
personal como de otros integrantes de su círculo de confianza en 
Concepción. Después de sucesivos intentos de eludir ] 
ción, Eguiluz fue formalizado el 14 de se 
Octavo Juzgado de Garantía Luis Avilés, 
Los efectos de la bomba detonada alcanzan —como se ha vis- 
to— a los negocios de las empresas del propio ex presidente Se- 


bastián Piñera —Bancorp y Vox Populi— con los grupos Penta 
y Soquimich. 


a investiga- 
ptiembre por el juez del 


EL RUMOR CONVERTIDO EN REALIDAD 


Al mismo tiempo, lo que en el verano de 2015 circulaba en un 
principio como rumor se transformó en una brutal realidad: el ex 
yerno de Augusto Pinochet, Julio Ponce Lerou, el que tras el saqueo 
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se quedó con la Sociedad Química y Minera de Chile, hoy conoci- 
da por su sigla SQM, si bien repartía suculentas dádivas a sus com- 
pañeros de ruta de la derecha, desde el comienzo armó un cerco 
de protección que alcanza a una cantidad aún no determinada de 
parlamentarios, dirigentes y operadores de la ex Concertación de 
Partidos por la Democracia y de otros partidos y personas y perso- 
najes que abarcan todo el espectro político. 

Figuras de alta, mediana y menor estatura o cercanos del Par- 
tido Demócrata Cristiano, del Partido por la Democracia (PPD) 
—creado en diciembre de 1987, como un partido «instrumen- 
tal»—, del Partido Socialista, del Partido Radical han saltado a este 
baile de millones, boletas, informes y asesorías supuestas o reales, y 
también se han visto contaminados en un proceso que aún está en 
investigación. 

Tampoco han quedado exentos los más nuevos, como el Parti- 
do Regionalista Independiente (PRI), en el que desde su presidente 
Humberto de la Maza para abajo aparecen con boletas de Soquimich. 

En un continuo destape que parece no tener fin fueron saltando 
nombres y situaciones que llegaron hasta La Moneda y motivaron 
un esperado cambio de gabinete que anunció la presidenta el 6 de 
mayo, y se hizo efectivo cinco días después. Este incluyó la acepta- 
ción de la renuncia al ex ministro del Interior Rodrigo Peñailillo, 
militante del PPD, que apareció involucrado en las operaciones de 
boletas e informes entregados al operador Giorgio Martelli, quien 
recibió pagos de SQM y de Soquimich Salar, la filial controlada 
por Ponce Lerou dedicada a la explotación del litio en el salar de 
Atacama. Peñailillo recibió dieciséis millones de pesos por cuatro 
boletas a cuenta de los respectivos informes elaborados el primer 
semestre de 2012. Martelli declaró al fiscal Chahuán que el mismo 
Peñailillo definió los honorarios. Esta situación le ha significado al 
ex ministro concurrir a declarar a la fiscalía en calidad de imputado 
en la causa. Martelli, por su parte, fue formalizado el 14 de sep- 
tiembre, y el juez Luis Avilés dispuso su arresto domiciliario total y 


arraigo nacional. 
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MINISTRO POR 28 DÍAS 


A poco andar se vio que Peñailillo no era un caso aislado, sino que 
un conjunto de jóvenes profesionales, la mayoría del PPD y cono- 
cidos como «G90», en relación a la generación de los noventa, fue- 
ron financiados por esta vía en lo que se ha bautizado desde algunos 
sectores como «precampaña» de la presidenta Bachelet. 

En medio de la batahola, debió abandonar el escenario solo 28 
días después de ser nombrado el 11 de mayo el ex diputado Jorge 
Insunza, también PPD. Cuando fue designado, su currículo había 
despertado cierta polémica: después de estudiar en tres universi- 
dades —Diego Portales, Bolivariana y La República—, no había 
logrado el título de abogado. Pero eso no era lo más delicado. Tam- 
bién debió enfrentar el hecho de haber sido gerente de la empresa 
Imaginacción, del ex ministro Enrique Correa. Y en calidad de tal 
había asesorado directamente a Soquimich. 

El asunto siguió cuando se supo que había recibido unos muy 
suculentos honorarios por asesorar a Codelco. Pero lo peor llegó 
tras una denuncia de la UDI que fue comprobada. Mientras presi- 
día la Comisión de Minería de la Cámara de Diputados, había sido 
asesor de Antofagasta Minerals, del grupo de Andrónico Luksic. El 


affaire Insunza no dejó indiferente a nadie. 


MÁS NOMBRES SOBRE LA MESA 


Entre los DC, al revisar los aportes entregados por SQM, llaman la 
atención en forma especial dos personajes: el ex embajador Marcelo 
Rozas López, que sería el que a título personal suma más dinero en 
boletas. El mismo Ponce Lerou ha dicho que él es un gran amigo. 
Además, a sus suculentos honorarios se suman los de su mujer y 
su hijo. 
El otro es Roberto Javier León Araya, hijo del diputado del mis- 
mo nombre, quien desde los primeros trascendidos aparecía como 
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involucrado con sumas importantes, aunque se ha defendido dicien- 
do —como muchos más— que se trataría de trabajos profesionales. 

Asimismo, la contadora Clara Bensan renunció a la Democracia 
Cristiana después de que estalló el caso en el que se vio involucrada. 
Ella confesó a la fiscalía haber recibido pagos para la campaña de 
Eduardo Frei Ruiz-Tagle de 2009 a través de su empresa Asesorías 
en Gestión Integral Limitada. Las facturas —contó— se las hizo a 
Soquimich por indicación de Giorgio Martelli. Clara Bensan fue 
formalizada también como Eguiluz y Martelli el 14 de septiembre. 
Quedó con firma mensual y arraigo nacional. 

El presidente del Partido Demócrata Cristiano, Jorge Pizarro, 
ha vivido, también, una situación incómoda. Una sociedad de sus 
hijos —Ventus S.A.— fue una de las primeras en aparecer en el 
escenario, justo días antes de que Pizarro asumiera la presidencia 
del PDC, donde había sido elegido por más del 70 por ciento de 
la militancia. Los hermanos Pizarro Cristi reconocieron haber en- 
tregado facturas por 45 millones de pesos por «asesorías verbales», 
según declaró Sebastián Pizarro. La renuncia de su hermano Jorge 
al cargo de director del Comité de Inversiones Extranjeras se con- 
tabiliza entre las bajas del Gobierno por estos episodios. No fue 
la última. | 

El 23 de junio le tocó el turno al subsecretario general de Go- 
bierno, el periodista Rodolfo Baier, del Partido Radical. Y horas 
después lo siguió su correligionario el ex diputado Anselmo Sule, 
quien se desempeñaba como asesor en el Ministerio de Minería. 
El 14 de septiembre fue formalizado por el juez de garantía Luis 
Avilés, el mismo día que la contadora Clara Bensan. 

Entre los socialistas, la situación más compleja era a mediados 
de septiembre la del senador por las regiones de Arica y Parinacota 
y Tarapacá Fulvio Rossi. Desde los primeros días surgieron boletas 
que comprometían a asesores del senador socialista, pero a eso se 
sumó algo que lo comprometería aún más: un e-mail con 31 nom- 
bres para quienes Rossi solicitaba recursos a Patricio Contesse, que 
se conoció el 1 de septiembre. Ese correo fue seguido por otros 
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tanto o más delicados. El senador que se encontraba recién ope- 
rado de un cáncer a la tiroides optó por congelar su militancia en 
medio de las críticas generalizadas. Incluso algunos integrantes de 
la lista de «favorecidos» con la solicitud negaron haber recibido 
algún peso. 

Otros funcionarios, en particular ligados a la denominada 
G-90, vinculados a Peñailillo —entre ellos el ex jefe de gabinete del 
ministro Nicolás Eyzaguirre en Educación, Harold Correa—, se 
retiraron también del aparato gubernamental donde éstaban cum- 
pliendo labores de jefes de gabinete o asesores. Algunos permane- 
cieron en el Ministerio de Hacienda y en otras reparticiones. 


RECADOS Y CAMIONES 


Hasta el director del Servicio de Impuestos Internos Michel Jorratt 
debió dejar su cargo en mayo porque había recibido pagos de Mar- 
telli. El ex director del SI había denunciado en esos días —<en 
entrevistas en la revista Qué Pasa y el diario El Mercurio— pre- 
siones provenientes del Gobierno. Un mes después, en su extensa 
declaración ante el fiscal nacional Sabas Chahuán, precisó en qué 
consistieron los «recados» que comprometen al entonces ministro 
del Interior Rodrigo Peñailillo. Se refirió también al ex titular de 
Hacienda Alberto Arenas, su superior directo, quien había sido su 
contacto con Martelli. Los mensajes del oficialismo llegaron a Jo- 
rratt a través de Andrea Palma, ex jefa de gabinete de Arenas, de 
acuerdo a los documentos que dio a conocer TVN la noche del 7 
de julio y The Clinic on line al día siguiente, en versión completa. El 
tenor de los «recados», propios de una novela política de suspenso, 
denotan el nerviosismo que rodeaba por esos días a los ex ministros. 

El primer hecho que Jorratt califica de «relevante» ocurrió en 
noviembre de 2014. «En esa oportunidad la jefa de gabinete me 
indicó que el Ministerio del Interior estaba muy preocupado de 
que el SIT investigara a Soquimich, me dijo que ella no tenía clara 
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la razón de esa preocupación del ministro, me agregó que estuviera 
tranquilo porque el ministro de Hacienda jamás me pediría que 
hiciera algo que no correspondiera y que él respetaba la autonomía 
del SI, pero que me tenía que transmitir esa preocupación porque 
venía del ministro del Interior.» Señaló Jorratt ante el fiscal nacio- 
nal que su primera reacción «fue de sorpresa, porque yo desconocía 
cualquier vinculación de SQM con la investigación que realizaba 
el SID»? 

El 9 de enero de 2015, Impuestos Internos presentó la querella 
contra el ex subsecretario de Sebastián Piñera Pablo Wagner y su 
cuñada Carolina de la Cerda, en la que se mencionan boletas apa- 
rentemente falsas entregadas por ella a Soquimich. «Horas después 
de presentada esa querella, la jefe de gabinete de Hacienda me so- 
licitó que fuera a su oficina y contó que el ministro del Interior es- 
taba enfurecido por la querella citada, y en particular las diligencias 
que se solicitaban en esa querella, porque ellas abrían las puertas al 
fiscal para que pudiera investigar la empresa», sostuvo Jorratt. 

Otro hecho importante, según el ex director del SIL, ocurrió 
cuando «doñía Andrea Palma me transmite otra instrucción del mi- 
nistro del Interior, quien quería que aprovechando que el Tribunal 
Constitucional había acogido a tramitación el recurso presentado 
por la empresa, el SII concurriera hasta el domicilio de SOM para 
llevarse toda la información contable, en camiones si era necesa- 
rio, de tal forma que la fiscalía no encontrara ningún antecedente». 
Agregó Jorratt que cuando «la señora Andrea Palma me transmitía 
estas órdenes no pude evitar reírme junto con ella, que también lo 
encontraba absurdo». 

En su declaración, Jorratt confesó también haber recibido inten- 
tos de presión por parte del ex presidente de la UDI Juan Antonio 


7 También la referencia a las presiones desde el Ministerio del Interior se 
encuentran en versión de S, Labrín y P. Toro, «La declaración del ex director 


del SII que reveló las supuestas presiones de Interior», La Tercera, 9 de julio 
de 2015. 
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Coloma, quien le había solicitado una reunión per aclarar dudas 
sobre la modernización del Estado. Pero tras preto unos pun- 
tos, «pasamos al tema que al parecer era el que más le importaba 
y que tenía que ver con la posible querella de don Jovino Novoa». 
Lo curioso es que la minuta ya le había llegado a Michel Jorratt a 
través de la misma Andrea Palma, la jefa de gabinete del entonces 
ministro Arenas. Según Jorratt, la minuta describía «una serie de 
supuestas arbitrariedades que había cometido el SII en la inves- 
tigación a Novoa», que no eran otra cosa que los procedimientos 
normales del Servicio. 

En la misma oportunidad, declaró Michel! 
«una defensa de Novoa en términos de sus 
y de su importancia como figura para la UD 
ñaló que la UDI esperaba que no se present 
Contra, pero que de haberla no les quedaría 
reaccionar, sin detallar en qué iba a consisti 
a explicarle que la investigación estaba en c 
podía hacer era garantizarle que el SII actu 


Jorratt, Coloma hizo 
cualidades personales 
I. Finalmente, mc se- 
ara una querella en sy 
Otra que contraatacar o 
r. Solamente me limité 
uso y que lo único que 
aría sin arbitrariedades». 


PRECANDIDATOS EN EL RUEDO 


Al revisar los datos sobre boletas 
los centros de estudios o think +, 


de la izquierda y centro-izqui 
Cieplan figuran en los pagos. 

Tampoco es un incidente para el oly 
ex precandidato presidencial Andrés Vel 
cesidad de instalar una «nueva política» 
cuestionadas de Penta, Él cobró —según ha tratado de explic 
veinte millones de pesos por asistir a un almuerzo 
de Penta, en el que habría mostrado un 


ido el protagonizado por el 
asco, quien reiteraba la ne- 
> Y Aparece entre las boletas 
ar— 
con los directivos 
PowerPoint sobre economía. 


SO 


PRECANDIDATOS EN EL RUEDO 


Pero no ha sido Velasco el único presidenciable contaminado. 
En este controvertido escenario, una de las más insólitas reacciones 
ha sido la del ex diputado y constante precandidato presidencial 
Marco Enríquez-Ominami, ME-O. El líder del Partido Progresista 
(PRO), en su primera declaración a través de Facebook, trató de 
desligarse de todo esto y de separar aguas de su padre adoptivo, 
Carlos Ominami, quien ya aparecía vinculado a dádivas para su 
última campaña senatorial en 2009. 

Según indagaciones posteriores, no solo Carlos Ominami sino 
el propio ME-O habrían tenido un multimillonario aporte de So- 
quimich Salar a través de boletas y facturas ideológicamente falsas 
emitidas por su brazo derecho, el periodista Cristián Warner, como 
lo mostró el reportaje de Víctor Cofré en el diario La Tercera el 27 
de junio, al dar a conocer unos e-mails intercambiados entre la 
secretaria de Contesse y Warner. Estos correos denotan que el hijo 
de Miguel Enríquez, fundador del MIR y asesinado por los orga- 
nismos de seguridad de la dictadura, habría estado al tanto de las 
donaciones del ex yerno de Pinochet. 

El hilo que vincula a ME-O partió con el testimonio de la se- 
cretaria de Julio Ponce Lerou y Patricio Contesse, Katherine Bis- 
chof. Ella señaló entre los visitantes a Contesse a Carlos Omimami. 
Marco replicó que él le pedía plata a todos los empresarios. Admi- 
tió haber sido invitado junto a otros personajes de la vida política 
a los salares y minas desde donde Julio Ponce Lerou se lleva los 
minerales de Chile. 

La actitud del ex diputado ha sido negarse a reconocer los he- 
chos que se le imputan, pese a que en los mails se le involucra direc- 
tamente. De acuerdo a esa versión, durante 2011 la firma de Warner 
recibió cuatro millones de pesos mensuales, pero tras la reunión de 
enero de 2012 habría logrado otro aporte por doscientos cincuenta 
mil dólares, que se le harían efectivos en cuotas mensuales. En total 
más de diecisiete millones de pesos al mes. 

Conforme a los documentos que maneja la fiscalía, las sumas pa- 
gadas a Cristián Warner —que habrían ido a la campaña de Marco 
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Enríquez-Ominami— a través de Soquimich Salar, filial de SQM, 
ascienden a 362 millones de pesos. La suma, recibida por la firma 
Cristián Warner Comunicaciones Publicidad y Marketing E.L.R.L. 
entre 2011 y 2013, es superior a la pagada por SQM Salar a la empre- 
sa AyD, administrada por el formalizado operador Giorgio Martelli. 

Cristián Warner, quien ayudó a ME-O a organizar el Partido 
Progresista (PRO) y fue su primer secretario general, concurrió al 
llamado a declarar como imputado por la fiscal Carmen Gloria Se- 
gura el 1 de septiembre, pero se acogió al derecho a guardar silencio. 


«ACUERDO» SIN HUELLAS 


En busca de las pistas que permitan explicar al menos en parte 
el tumultuoso presente, vale la pena recordar algunos hechos que 
marcaron esos días del término de la dictadura. El destape de estos 
meses que habla de prácticas de corrupción atravesando el entra- 
mado político tiene mucho que ver con el no haber hecho caso al 
sentido común mayoritario de revisar las privatizaciones de las que 
fueron las grandes empresas del Estado. Tampoco nada se hizo para 
llevar a cabo cambios profundos en el modelo socioeconómico que 
se implantó en el país y que significó hipotecar en buena medida el 
bienestar de la sociedad para beneficiar a unos pocos. 

Si se observa en perspectiva, hay que recordar situaciones que 
marcaron esos años del término del cambio de régimen. El 9 de 
noviembre de 1989, pocos días antes de la elección en que triunfó 
Patricio Aylwin sobre el ex ministro de Pinochet Hernán Biichi, 
caía en Alemania el muro de Berlín. Esta coincidencia marcó los 
pasos de muchos antiguos dirigentes de la izquierda chilena. Tras el 
derrumbe del muro y el término de los socialismos reales, varios de 
ellos abrazaron con entusiasmo la ideología del «libre mercado» que 
parecía imponerse sin contrapeso en el mundo. 

Por esos días tempranos de la transición a la democracia se 
hicieron algunos estudios, y tiempo después de asumir el primer 
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Parlamento posdictadura hubo un par de comisiones en la Cámara 
de Diputados que se abocaron al tema. Pero al final no se materiali- 
zaron en proyectos legislativos ni en iniciativas del Ejecutivo en esa 
tensa y atemorizada etapa de transición a la democracia inaugurada 
en marzo de 1990 con Aylwin en la Presidencia. 

Hay quienes afirman que dentro de los denominados «pactos 
de la transición», representantes de Pinochet negociaron con los 
líderes de la Concertación y se habría producido un acuerdo de 
no tocar nada de lo ya hecho. Y que la gigantesca transferencia 
de recursos que se efectuó a espaldas de la ciudadanía silenciada y 
reprimida fue uno de los altos precios que se pagaron para que el 
dictador y sus seguidores devolvieran el poder político y abandona- 
ran La Moneda. Pero, como suele ocurrir en situaciones así, de eso 
no hay huellas, no hay documentos, no hay firmas que lo corrobo- 
ren. Tampoco —al menos nadie lo ha confesado— actores de ese 
supuesto acuerdo que digan «yo estuve en esa conversación» O «yo 
pacté» o, al menos, «fui testigo». 

Cuando se habla de estos temas los ojos de muchos seguidores 
de estos asuntos se dirigen hacia las figuras del ex ministro secre- 
tario general de Gobierno Enrique Correa Ríos, del ex ministro 
de la Presidencia Edgardo Boeninger —fallecido en 2009— y de 
Enrique Krauss, ex ministro del Interior. Pero los integrantes de 
ese primer gabinete político de la débil democracia chilena nunca 
lo confirmaron, aunque sí se han visto señales. Carlos Ominami, el 
ministro de Economía de entonces, era señalado como uno de los 
partidarios de revisar las privatizaciones. En ese cargo presidía la 
Corfo. Paradójicamente, veinticinco años después su nombre saltó 
como uno de los protagonistas de las boletas entregadas a Soqui- 
mich en tiempos coincidentes con su última campaña senatorial en 
2009. Así también la Fundación Chile 21, de la que es presidente, 
es uno de los centros de estudios favorecidos y, según la secretaria de 
Patricio Contesse, iba a visitar al ex gerente junto a su hijo adoptivo. 

El cientista político Carlos Huneeus, en su libro La democracia 
semisoberana —publicado en 201 4—, indica que cuando diputados 
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de la Concertación pidieron constituir una comisión investigado- 
ra sobre la venta de las empresas públicas, esta «fue detenida por 
decisión de La Moneda, por iniciativa del ministro Edgardo Boc- 
ninger». Asimismo, Huneeus responsabiliza al trío de ministros po- 
líticos y al entonces titular de Hacienda, Alejandro Foxley, de haber 
mantenido en lo básico el modelo económico neoliberal impuesto 
en dictadura. 

Boeninger era democratacristiano, lo mismo que Krauss y 
Foxley. En una entrevista en mayo de 2008 en el diario El Sur 
de Concepción, Boeninger manifestó: «En la actualidad hay dos 
tendencias en la Concertación. Los que somos más favorables a 
privatizar y los que no lo son. Yo he dicho, y Foxley también lo 
ha dicho, que no hay ninguna razón para pensar que ENAP no 
pudiera ser privado». La Empresa Nacional del Petróleo, junto a 
Codelco, quedó resguardada en la Constitución del 80 para evitar 
su privatización. 

Argumentó Boeninger en esa oportunidad —un año y medio 


antes de morir— que a su juicio, «las privatizaciones que se han 


realizado en Chile se han hecho un poco por necesidad, se han 
hecho porque hay empresas públicas que no funcionan o porque 
había necesidad de recursos fiscales». 

El ex ministro Enrique Correa, quien en su juventud, tras dejar 
la Democracia Cristiana, fue uno de los fundadores del MAPU 
(Movimiento de Acción Popular Unitaria) y después ingresó al Par- 
tido Socialista, casi como cerrando un círculo que se abría a fines de 
la dictadura, ha sido asesor comunicacional y político del ex yerno 
de Pinochet Julio Ponce Lerou y su holding empresarial desde fines 
de los noventa. 

Correa renunció al PS en 2004, cuando se discutía la ley del 
royalty a la minería, y el Partido Socialista criticó a quienes no que- 
rían imponer esa «regalía» —como se la denomina— o derecho 
para extraer las riquezas básicas a quienes las explotan. Enrique Co- 
rrea formaba parte de un equipo asesor del Consejo Minero que se 
oponía a ese proyecto. Su antiguo compañero desde los tiempos del 
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MAPU, el ex senador Jaime Gazmuri, vicepresidente del PS, ma- 
nifestó en aquella ocasión: «Yo no vinculo la renuncia de Enrique 
directamente a lo que hemos dicho sobre el royalty. Lo que hemos 
dicho es una cosa que es bastante evidente [...] señalar que quien 
esté en contra del royalty se coloca fuera de lo que es el espíritu, 
la línea del Partido Socialista, es lo mínimo que podíamos decir».* 


AMENAZAS Y TEMORES 


Más de 25 años después de terminado el Gobierno de Pinochet, 
cuando los escándalos en torno a empresas que fueron privatizadas 
y al rol de quienes hicieron fortuna a partir de esos hechos ha esta- 
llado y amenaza con dejar marcas indelebles en la confianza en em- 
presarios y políticos, muchos que no vivieron esos tiempos o que 
eran aún niños o muy jóvenes preguntan por esa época: «¿Cuál fue 
la razón para que no se revisaran las privatizaciones y se dejara el es- 
cenario tal como lo marcó la dictadura?» «¿Cómo pudieron quedar 
en la impunidad los que se enriquecieron de manera descomunal 
en forma tan poco ética?» 

Parte de las respuestas está en el clima de fragilidad que se vivía 
en los primeros años de esa transición amenazada por «ejercicios 
de enlace» y «boinazos», mientras Pinochet se mantenía en su sitial 
como máxima autoridad militar. Se puede recordar que en diciem- 
bre de 1990, el entonces comandante en jefe del Ejército Augusto 
Pinochet llamó a un acuartelamiento de tropas cuando supo que 
se abriría una causa contra su hijo Augusto Pinochet Hiriart por 
cheques vinculados a los escándalos del caso Valmoval que compro- 
metían al Ejército, al que el mismo comandante había vinculado 
con pagos para favorecer a su hijo. 


$ «Ex ministro Enrique Correa renunció al Partido Socialista», Radio Coo- 
perativa, 13 de julio de 2004. 
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En esa oportunidad el capitán general —como también se le 
llamaba— explicó que solo se trataba de un «ejercicio de enlace». 
Menos de tres años más tarde los «Pinocheques» volvieron a saltar 
al tapete. «Reabren el caso cheques de hijo de Pinochet», tituló el 
diario La Nación el 28 de mayo de 1993. Y completaba señalando 
que ocho generales tendrían que ir a declarar. Ese mismo día el 
dictador volvió a llamar a sus tropas para que lo acompañaran en 
tenida de combate a pocos pasos de La Moneda, en el edificio de 
las Fuerzas Armadas, que ya ocupaba el Ejército en la calle Zenteno 
con la Alameda. Por las boinas negras que lucían los militares vesti- 
dos para la guerra, la desaparecida revista Apsi lo bautizó a los pocos 
días como «el boinazo». 

Las amenazas eran claras. La cuidada puesta en escena había 
resultado eficaz para mantener el temor en un ambiente en que la 
violencia y las secuelas del drama dejado por la dictadura estaban 
demasiado presentes, 

En 1995, ya en el Gobierno de Eduardo Frei Ruiz-Tagle, hubo 
otro intento por retomar el caso, tanto por parte de la Justicia como 
del Consejo de Defensa del Estado. Pero las cosas no prosperaron y 
fue sobreseído. Al final, «Agustito» o Augusto II, como suelen lla- 
marlo, solo ha estado preso por el robo de un auto en el año 2004. 
Y quien lo llevó a la cárcel fue el mismo que haría poner años más 
tarde entre las rejas a dos de los más poderosos empresarios del país: 
Carlos Gajardo Pinto, en ese momento un joven fiscal de Curicó. 

Es posible pensar que los elocuentes gestos militares que mar- 
caron el comienzo de los noventa hayan influido para no dar prio- 
ridad a algo que clamaba por ser revisado, como las privatizaciones 
de las empresas del Estado. Y numerosos y cuantiosos negociados 
que quedaron en la impunidad. 

En ese clima personajes cercanos a Pinochet, como su ex yer- 
no Julio Ponce Lerou, que se había quedado —además de otras 
propiedades— con la Sociedad Química y Minera de Chile (So- 
quimich), se sentía aún intocable. Los cuatro nietos del dictador, 
hijos de su hija Verónica Pinochet Hiriart, se vieron —además— 
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muy favorecidos con la privatización de Soquimich, orquestada en 
la década de los ochenta por Ponce Lerou y quienes lo apoyaron. 
Otro tanto ocurría con partidarios acérrimos del general, como los 
controladores del grupo Penta. Los lazos de Carlos Alberto Délano 
y Carlos Eugenio Lavín con la UDI eran estrechísimos. 


«NO SE REVERTIRÁN LAS PRIVATIZACIONES» 


Cuando se produjo el cambio de régimen, en ese ambiente conta- 
minado por el temor y los traumas por lo vivido, los vientos esta- 
ban sin duda a favor del empresariado partidario del golpe militar 
y de quienes se transformaron en empresarios y en poseedores de 
fortunas gracias a los anómalos procesos de las oscuras privatizacio- 
nes ejecutadas en el régimen militar. 

No obstante, ya en octubre de 1990, dos meses antes de la pri- 
mera demostración militar y transcurridos solo seis de Gobierno 
democrático, el entonces vicepresidente de la Corporación de Fo- 
mento (Corfo), el abogado radical René Abeliuk —quien murió en 
noviembre de 2014— manifestó: «No se revertirán las privatizacio- 
nes», como se puede leer en el título de una entrevista publicada 
por la revista Hoy. La dirigía en ese tiempo Marcelo Rozas López, 
quien ese año la adquirió junto a su esposa, Michelle Reymond, al. 
equipo de periodistas que encabezaba Emilio Filippi. Marcelo Ro- 
zas —como se ha dicho—, acompañado de su señora y de su hijo 
Daniel, resultó ser uno de los protagonistas relevantes de las boletas 
de Soquimich. | 

En esa entrevista, Abeliuk se mostró partidario de no revertir 
las privatizaciones, pese a la «gruesa pérdida estatal», porque «son 
juicios complejos que tomarían mucho tiempo y el resultado para 
la empresa sería que quedaría en una situación incierta que la para- 
lizaría. Mi recomendación sería no iniciar este tipo de procesos, no 
atacar a la empresa, sino buscar la sanción a la empresa que actuó 
mal». Eso jamás ocurrió. 
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Pero también agregó el ex vicepresidente de la Corfo, cuando la 
periodista Marcela Sepúlveda le consultó si se trataba de un borrón 
y cuenta nueva: «No tanto. Es que hay que analizar varios aspec- 
tos, no solo la pérdida fiscal. Hay algunas de esas empresas que en 
manos privadas han tenido un desarrollo notable, aunque pueden 
haber sido mal privatizadas». 


SIN PRIORIDAD 


Desde otra perspectiva, con el transcurrir del tiempo algunos pro- 
tagonistas de esos días han reconocido que cambiar el modelo eco- 
nómico no era prioritario. El mismo René Abeliuk, muchos años 
después en una entrevista de CNN —con los periodistas Mónica 
Rincón y Daniel Matamala el 12 de septiembre de 2012—, calificó 
esos cuatro años del primer Gobierno de la Concertación como 
«los más difíciles de la historia de Chile». Y confesó que la prioridad 
había sido «restaurar la democracia», sin preocuparse tanto de mo- 
dificar el sistema económico. Contó que dentro del Gobierno había 
tres tendencias frente a la posible revisión de las empresas privatiza- 
das. Algunos eran —señaló— más moderados y otros «más duros». 
Y él se situó junto a «don Patricio» en una posición intermedia. 
Abeliuk reconoció en esa oportunidad que la pérdida patrimo- 
nial del Estado de Chile había sido «inconmesurable», pero a la vez 
manifestó que el Gobierno no habría tenido el dinero suficiente 
para efectuar las expropiaciones si se hubiera querido revertir la si- 
tuación. Además, deslizó que cualquier cambio en esa línea podría 
haber afectado la estabilidad económica y habría sido delicado para 
la inversión extranjera que el nuevo Gobierno pretendía atraer. 
Con todo, en el primer Parlamento al inicio de la transición 
surgió la inquietud por esclarecer lo ocurrido con las privatizacio- 
nes durante el período dictatorial. Para tratar de establecer los he- 
chos desde una perspectiva histórica y económica se constituyó en 
la Cámara de Diputados una comisión que tuvo un largo nombre 
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y una corta vida: «Comisión Especial Investigadora de la Anterior 
Administración de la Corporación de Fomento de la Producción y 
las Privatizaciones de las Empresas Filiales». Esa primera comisión 
la presidió el ex diputado y hoy presidente de la Asociación de No- 
tarios, Armando Arancibia. 

El objetivo era «investigar la pérdida patrimonial experimenta- 
da durante el Gobierno militar, y causada por la privatización de 
las empresas estatales, el servicio de las deudas, el otorgamiento de 
créditos sin garantías, las donaciones de patrimonio físico, la con- 
donación de deudas a terceros y las múltiples formas de subsidio al 
sector privado que allí se desarrollaron», según dice el informe de la 
segunda comisión, la que años más tarde presidió el entonces dipu- 
tado socialista Carlos Montes. La primera se disolvió, sin entregar 
un resultado público. Se guardaron los documentos recopilados y 
pasó más de una década hasta que volvieran a ser analizados. 

«Lamentablemente, ruido de sables impulsados por el general 
Augusto Pinochet Ugarte obligó a dicha comisión a interrumpir 
abruptamente su cometido», indica el texto del informe de la se- 
gunda comisión constituida más de una década después. Esta he- 
redó diecisiete volúmenes de fotocopias, documentos probatorios 
y análisis en los archivos de la Cámara de Diputados, en los que 
había avanzado la primera, «algunas conclusiones valiosas y muchas 
interrogantes», según el informe. 

Los documentos recopilados en 1991 fueron desclasificados en 
2004 y 2005, cuando se inició el trabajo de la comisión presidida 
por Carlos Montes, elegido en 2013 senador por Santiago Oriente. 
De nuevo fue precedida de un largo título: se la llamó «Comisión 
encargada de investigar presuntas irregularidades en las privatiza- 
ciones de empresas del Estado ocurridas antes de 1990». Sesionó 
hasta 2005. 

Entre otros, participaron en ella los diputados Jorge Burgos, 
actual ministro del Interior; Adriana Muñoz, hoy senadora del Par- 
tido Socialista por la región de Coquimbo y vicepresidenta del Se- 
nado; el ex diputado DC y hoy presidente del Centro de Estudios 
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del Desarrollo (CED), Eduardo Saffirio, y el ex diputado de la UDI 
Julio Dittborn Cordua, ex subsecretario de Hacienda de Sebastián 
Piñera y ex presidente de ese partido de la derecha. 

Fui invitada a esa comisión para aportar antecedentes a partir 
de lo que había publicado en el libro EJ saqueo de los grupos eco- 
nómicos al Estado chileno, editado en 2001. La exposición quedó 
consignada en el informe final de esa instancia parlamentaria. 

En total fueron casi veinte personas las que desde distintas óp- 
ticas colaboraron con el panorama que pudo llevar a la comisión a 
sus conclusiones.? Asimismo, se requirió información documental 
y estadística a organismos públicos, tales como la Contraloría Ge- 
neral de la República, la Corporación de Fomento de la Produc- 
ción, el Ministerio de Bienes Nacionales, la Superintendencia de 
Valores y Seguros, 

En la ocasión se convocó también a entregar su testimonio a 
los principales privatizadores: Hernán Biichi, Julio Ponce Lerou, 
Roberto de Andraca. Ninguno de ellos acudió. 

Como señala en sus conclusiones el informe de esa comisión 
investigadora que no fue aprobado por los parlamentarios de opo- 
sición, «el objetivo estratégico de los sectores que dirigieron el pro- 
ceso 73-90 fue imponer un cambio estructural que transfiriera el 
poder a un nuevo grupo que se conformaría con los grupos econó- 
micos que habían venido formándose en Chile». 


? Entre los invitados que entregaron testimonio en la comisión estuvieron 
Armando Arancibia, ex diputado que presidió la primera comisión en 1991; 
los ex vicepresidentes de Corfo René Abeliuk y Óscar Landerretche; Car- 
los Mladinic, ex gerente del Sistema de Empresas Públicas; Rolf Liiders, ex 
biministro de Hacienda y Economía del Gobierno militar y profesor de la 
Universidad Católica de Chile; Rosanna Costa, en representación del Insti- 
tuto Libertad y Desarrollo; los economistas Mario Marcel, director de Presu- 
puesto, en el tiempo en que funcionó la comisión; Manuel Riesco, director 
del Centro de Estudios Cenda; Ricardo Ffrench-Davis, profesor de la Uni- 
versidad de Chile; el sociólogo Fernando Dahsc, profesor de la Universidad 
Católica; el ex fiscal de Corfo Guido Machiavello; el abogado Sergio Fuen- 
zalida, y dirigentes sindicales. 
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Agrega el documento, dado a conocer en agosto de 2005, que 
esa nueva clase se forjó con «los tecnócratas del régimen que dise- 
ñaron las privatizaciones y también se apropiaron del patrimonio 
público, como dueños de las empresas o ejecutivos poseedores de 
paquetes controladores de acciones». En otras palabras —dice—, 
durante el período 1973-1990, en Chile se desarrolló «una revolu- 
ción capitalista radical que transformó estructuralmente la socie- 
dad chilena, llevándola a romper de raíz con la historia republicana 
y la tradición democrática que la habían caracterizado hasta 1973». 

Coincidieron los diputados de la Concertación en que «el pro- 
ceso privatizador implementado es totalmente inviable en una so- 
ciedad democrática con instituciones sólidas». 

La «gran obra» de Pinochet provocó el mayor traspaso de poder 
y de recursos desde el Estado al sector privado del que se tenga me- 
moria en la historia republicana. 


BAJO LA LUPA 


La concentración de la propiedad en pocas manos y la desigualdad 
en la distribución del ingreso se advertían ya hace algún tiempo 
como agudos problemas del panorama socioeconómico de Chile 
en el siglo xx1. Esa controvertida realidad no se puede desligar de 
lo que fue la política económica y financiera aplicada por Pino- 
chet y sus boys de Chicago. La corrupción que ha aflorado en los 
últimos meses y que es posible conjeturar que venía carcomiendo 
el sistema político chileno desde hace algunos años sería otra cara 
de este legado. Todo eso ha empañado, sin duda, el equilibrio de 
las grandes cifras y los avances económicos logrados después de 
la dictadura que llevó a presumir por los éxitos alcanzados en las 
ligas internacionales. 

El documento final de la comisión de las privatizaciones ha- 
bla de la creciente concentración de la propiedad en grupos eco- 
nómicos poderosos, «algunos de los cuales se encuentran en los 
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rankings de Forbes entre los más ricos del mundo». Mientras, la 
distribución del ingreso en el período —destacan los parlamenta- 
rios— «fue la más desigual de la historia de Chile». La participa- 
ción del quintil más pobre de la población en el gasto se redujo de 
7,6 por ciento en 1969, a 4,4 por ciento en 1988. Por eso, asegu- 
ran en el informe, «el nuevo modelo no solo se construyó a costa 
del patrimonio público, sino sobre la base del despojo de amplios 
sectores medios y populares, cuya situación ha sido imposible de 
superar hasta hoy». 

El mismo documento resume que entre 1973 y 1990 se ena- 
jenaron y devolvieron 725 empresas. Dentro de ellas había 124 
«calificadas como las más grandes» —precisa el texto— y 46 eran 
estatales desde antes de 1973. Anota también que 25 empresas fue- 
ron «enajenadas con urgencia después del plebiscito de 1988». Se- 
ñala que 43 del total pertenecían a la denominada «área rara», esto 
es las que volvieron al Estado tras la debacle de 1983. Y según el 
informe de la comisión, 35 de ellas fueron «doblemente subsidiadas 
por el Estado al ser dos veces privatizadas». 

El documento cita también a la Contraloría General de la Re- 
pública, que estimó que gran parte de las empresas fueron vendidas 
a «un precio inferior a su valor libro, lo que implicó una pérdida en 
su patrimonio público». Esas pérdidas habrían sido —según sea el 
método de cálculo— «entre un 27, un 42 o un 69 por ciento del 
capital vendido en el período 85-89», y el monto neto que informa 
esta entidad, a través de cifras parciales, llega a más de 2.223 millo- 
nes de dólares. 


EL DESTINO DE LAS VENTAS 


El 30 por ciento de los ingresos percibidos por las privatizaciones 
fue a las arcas de la Corfo, según el informe, y se destinó a otorgar 
créditos para la adquisición de acciones de empresas. El 70 por 
ciento restante «fue a Fondos Generales de la Nación, es decir, no 
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hubo un ítem específico en el Presupuesto Fiscal para los ingresos 
provenientes de las privatizaciones». 

Pero hay algo más que detectó la comisión presidida por Carlos 
Montes: «Los ingresos no se destinaron a nuevas colocaciones ni a 
reducciones de endeudamiento, lo que también significó pérdida 
patrimonial, Fueron destinados, básicamente, a reducir el déficit 
fiscal que venía del período anterior» y, posteriormente, a compen- 
sar las pérdidas derivadas de la reforma tributaria que disminuyó 
los ingresos tributarios y «por la creación de las AFP, que también 
fue financiada por el Estado». 

Explica el documento que en 1990 «a Corfo fue entregada en 
crisis al nuevo Gobierno. Se le debían ochocientos millones de dóla- 
res», y la corporación debía mil millones de dólares. Señala que gran 
parte de su deuda externa «provenía de la privatización de Endesa, 
ya que asumió una deuda externa de quinientos millones de dólares 
y una deuda con Endesa por la compra de Edelnor por ciento cin- 
cuenta millones de dólares». Y eso sin considerar las deudas por prés- 
tamos vencidos Corfo-Banco Interamericano de Desarrollo (BID). 

- También anota el informe que «no solo hubo subsidios a través 
del precio de venta de las empresas, sino de créditos blandos, reba- 
jas de tributación, castigos 2 préstamos, donaciones, incentivos y 
comodatos urbanos». 

Destaca entre las donaciones la entrega de Inacap al sector pri- 
vado que «implicó una pérdida patrimonial fiscal de cuatro mil 
millones de pesos —en moneda de 1988—. De la misma manera 
— dice el informe— se traspasó la administración de 76 institutos 
de enseñanza técnico-profesional». Inacap quedó en manos de la 
Confederación de la Producción y del Comercio y fue clave en su 
dirección durante varios años el ex ministro de Educación Juan An- 
tonio Guzmán Molinari, el mismo que hoy preside Soquimich y la 
junta directiva de la Universidad Andrés Bello del grupo Laureate. 

Aparte de los «castigos» de préstamos de la Corfo que beneficia- 
ron a los nuevos dueños de Entel, a empresas eléctricas y a Soqui- 
mich, entre otras, entre 1987 y 1990, hubo otros favores cuantiosos 
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otorgados por el Estado al sector privado a partir de la crisis de 
1982, confirmó el informe. 


GARROTE Y ZANAHORIA 


Para llevar a cabo las privatizaciones, aparte de contar con el clima 
propio de la dictadura, los artífices de este gigantesco despojo al 
Estado utilizaron también el método del «garrote y la zanahoria» 
para silenciar críticas e incluso atraer a los trabajadores. En muchas 
de las empresas los despedían si levantaban la voz, pero a la vez los 
tentaban con la zanahoria del denominado «capitalismo popular» 
para tomar el control de las ex empresas del Estado. Casos como 
Soquimich y Enersis con los nombres de fantasía de sus empresas 
de papel, a las que bautizaron con sugerentes nombres como Pam- 
pa Calichera, Oro Blanco o las Chispitas, son elocuentes ejemplos 
de esa forma de apropiarse de los bienes del paísque utilizaron los 
civiles de Pinochet que fueron pieza clave de esta historia. 

Así, los más conspicuos hombres del dictador, aquellos que 
hicieron junto a él posible su revolución económica o contrarre- 
volución según el cristal con que se mire, los protagonistas del sa- 
queo del país, han gozado y la mayoría sigue gozando de elevadas 
posiciones en el mundo de los negocios y las finanzas. Muchos de 
sus ex ministros y colaboradores encabezan grupos económicos y 
financieros, son parte de directorios de bancos, AFP y compañías 
de seguros. Y son dueños o participan de las juntas directivas de 
algunas de las más importantes universidades privadas. A través 
de su accionar y de los amarres constitucionales y jurídicos que 
instalaron junto a Pinochet, estos personajes lograron perpetuar 
y acrecentar en la transición el poder económico conquistado en 
la dictadura. 

Jugaron en esas situaciones roles protagónicos, además de Ju- 
lio Ponce Lerou, otros que partieron siendo funcionarios públi- 
cos, como José Yuraszeck, quien llegó a erigirse como «el zar de 
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la electricidad» durante unos años. O como Roberto de Andraca 
Barbás, el ex gerente de la Compañía de Acero del Pacífico (CAP), 
que se privatizó con la empresa siderúrgica y después de transfor- 
marse en dueño y controlador, continúa hoy como presidente del 
holding. Al lado de ellos y de la misma época, de aquellos años 
ochenta, data el comienzo del enriquecimiento de Carlos Alberto 
Délano y Carlos Eugenio Lavín, los hoy formalizados constructo- 
res de Penta. 

Otros nombres que se favorecieron en forma ostensible con las 
privatizaciones que son socios de esta red y están muy cerca de 
los más «contaminados» son personajes como Eduardo Fernández 
León, el supernumerario del Opus Dei y gran mecenas de la Uni- 
versidad de los Andes. Fernández León, accionista de Entel y de 
Chilquinta y dueño de empresas inmobiliarias, es el socio principal 
de empresas. Banmédica, y, por lo tanto, socio directo de Délano y 
Lavín, a quienes fue presuroso a visitar al penal de Capitán Yáber 
cuando estuvieron presos. 

Compañero de ruta y amigo de Fernández León es también 
Juan Hurtado Vicuña, presidente de Entel, otro de los privatiza- 
dores que después se benefició —junto a Fernández León— con 
las privatizaciones de Chilquinta —una de las compañías distri- 
buidoras eléctricas que nació de la división de la Compañía Chile- 
na de Electricidad (Chilectra)—, de la propia Entel y de la minera 
Punta del Cobre (Pucobre). 

Junto a sus hermanos, Hurtado ha levantado uno de los 
principales grupos económicos de Chile en el siglo xx1. Juan 
Hurtado, ingeniero y compañero en la Universidad de Chile de 
Hernán Biichi Buc, fue quien presentó al ex ministro de Ha- 
cienda a su «colega» Sergio De Castro a principios del régimen 
militar. Entre otras actividades, desde 2009 Juan Hurtado es el 
presidente de la Corporación Santo Tomás, que reúne a la uni- 
versidad de ese nombre, un instituto profesional y un centro de 
formación técnica que están entre los más numerosos de la edu- 


cación superior privada. 
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EL PODER DE LAS MINERAS 


A pesar de que la comisión que encabezó el hoy senador Carlos 
Montes logró profundizar en lo ocurrido en los años de dictadura, 
su foco tenía fechas precisas y se limitó a analizar ese saqueo ocurri- 
do a espaldas de la ciudadanía hasta marzo de 1990. 

Sin embargo, a partir de los años noventa se ha consolidado 
un escenario en el que se abrieron de par en par las puertas para 
que las riquezas básicas de Chile fueran explotadas por compañías 
privadas extranjeras y chilenas. Bajo dictadura del Gobierno de Pj- 
nochet se había promulgado el Estatuto de Inversiones Extranjeras 
en 1974, la Ley Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras 
de enero de 1982, que dio a las concesiones un carácter similar a la 
propiedad privada, y el nuevo Código de Minería de 1983. Pero los 
inversionistas extranjeros se resistían a llegar. 

La avalancha de compañías extranjeras a la minería, y en es- 
pecial al cobre, apareció con la transición a la democracia. Este 
escenario daba más tranquilidad que la dictadura a los grandes in- 
versionistas foráneos. 

Codelco, la principal empresa del país que logró permanecer en 
manos del Estado porque algunos generales exigieron a Pinochet 
resguardarla en la Constitución, representaba hasta hace 25 años 
más del 90 por ciento de la producción del cobre de Chile. Eso se 
había logrado después de los procesos de chilenización en tiempos 
de Eduardo Frei Montalva, quien se refería al cobre como «la viga 
maestra» de la economía, y la nacionalización que aprobó el Con- 
greso Pleno en el Gobierno de Salvador Allende. Para él era «el 
sueldo de Chile» y la gran minería del cobre, como se la llamaba, 
quedó en manos de Corporación del Cobre de Chile (Codelco). 

A partir de los noventa, la situación cambió. Y la producción de 
Codelco representa cerca del 30 por ciento de la producción cuprÍ- 
fera. El resto, es decir, el 70 por ciento aproximadamente, está en 
manos de compañías privadas, aunque en algunas de ellas la estatal 
conserva cierta participación. 
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Cerca de una decena de empresas, la mayoría filiales de transna- 
cionales, inició actividades en el norte del país en yacimientos que 
pertenecían al Estado de Chile. Entre las que hoy obtienen mayores 
toneladas de producción al año está BHP Billiton, que explota la 
minera Escondida en Antofagasta y otras minas de menor tamaño; 
Anglo American Chile, en sociedad con Xstrata Cooper, que explo- 
ta Doña Inés de Collahuasi en el extremo norte. Á su vez, Codelco 
ha intentado recuperar para el Estado de Chile las minas que explo- 
ta Anglo American Sur en la zona central, cerca de Santiago —El 
Soldado y Los Bronces—, aunque por ahora solo alcanza a un 25 
por ciento de la propiedad. 

Otra de las grandes es Freeport-McMoRan, que está asociada 
con Codelco en proporción de 51 por ciento para la transnacio- 
nal y 49 por ciento para Codelco, que explota la mina El Abra en 
Calama, que antes era un ciento por ciento de Codelco, 


ÍINSUNZA Y ANTOFAGASTA MINERALS 


Párrafo aparte merece Antofagasta Minerals, del grupo Luksic, que 
explota Los Pelambres en la comuna de Salamanca, en la región de 
Coquimbo, cpicentro del terremoto del 16 de septiembre pasado. 
La producción de cobre recorre 120 kilómetros en un ducto espe- 
cial para ser embarcado en el puerto Punta Chungo en la bahía de 
Los Vilos. Además, en la región de Antofagasta explota la Minera 
Centinela —que nació de la fusión de El Tesoro y la Esperanza—, 
en sociedad con la japonesa Marubeni. Y en la misma región, al sur 
de la oficina salitrera Pedro de Valdivia, tiene el proyecto Antucoya, 
que vendió Soquimich a Antofagasta Minerals. 
Uno de los más impactantes episodios de esta historia se rela- 
ciona con Antofagasta Minerals. La gota que rebosó el vaso para 
que el ex diputado PPD Jorge Insunza tuviera que abandonar el ga- 
binete en el que apenas estuvo 28 días la constituyeron las asesorías 
que prestaba a la minera de Luksic mientras era nada menos que 
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presidente de la Comisión de Minería de la Cámara de Diputados 
durante 2014. Lo sorprendente es que a él no le pareciera evidente 
el conflicto de interés ni le contara a la presidenta Bachelet cuando 
lo convocó a su equipo sobre esta actividad de su pasado reciente. 

Ni eso ni su asesoría a Soquimich pareció poco adecuado al ex 
ministro que se quedó sin pan ni pedazo, ya que no pudo volver al 
Parlamento. Su situación contribuyó a sembrar más dudas sobre el 
ya vapuleado Congreso. 

Cuando se ve la magnitud del poder económico privado en 
el Chile de los últimos años y situaciones como esa de políticos 
que se manifestaron en sus tiempos jóvenes contra la dictadura 
pero que no advierten o dicen no advertir los límites entre polí- 
tica y dinero, entre su rol de servidor público y de asesor privado, 
se puede percibir que lo de la democracia hipotecada es un juicio 
con fundamentos. 

Tampoco parece ya muy extraño que sigan apareciendo nom- 
bres de poderosas empresas en este baile. Un caso elocuente es el 
de Endesa, la que fue la segunda empresa del Estado más grande 
después de Codelco, y que hoy se encuentra en manos de la estatal 
italiana Emel. Su ahora ex presidente Jorge Rosenblut —quien está 
en calidad de imputado— figura como uno de los más importantes 
contactos para el financiamiento de las campañas de la ex Concer- 
tación y la Nueva Mayoría. Los pasos de Rosenblut que quedaron 
en evidencia en esta investigación le costaron dejar la presidencia 
del holding de generación eléctrica. 

La lista continúa dejando a la vista problemas en la relación 
dinero y política con otras privatizadas, como Aguas Andinas, o 
con empresas de grandes grupos locales, como Corpesca y Copec, 
de Angelini o Luksic, ; 

No ha escapado al vendaval el grupo Luksic, el más poderoso 
del país. Además de verse involucrado por el ex ministro Insunza, ha 
tenido que hacer frente a otra historia controvertida que sí bien tie- 
ne una lógica particular —diferente a la de Penta y Soquimich— lo 
ha tocado muy de cerca: el denominado caso Caval, protagonizado 
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por la nuera de la presidenta Michelle Bachelet, Natalia Compag- 
non, y el primogénito de la mandataria, Sebastián Dávalos, que 
han dejado al descubierto los problemas que suscita la especulación 
inmobiliaria y el tráfico de influencias. Algo inesperado para An- 
drónico Luksic, el hombre que según la revista Forbes es el más rico 
de Chile, quien ha tenido que ir también a prestar declaración a la 
fiscalía en Rancagua, en la que reconoció haberse reunido en ocho 
oportunidades con Natalia Compagnon. 

Desde luego, el caso Caval —que se destapó en febrero de 
2015— ha sido lo más duro y negativo para la primera mujer pre- 


sidenta de Chile, cuya imagen se ha visto golpeada por las andanzas 
mercantiles de su nuera y su hijo. 


RESTABLECER CONFIANZAS 


La instalación hace diez años de la reforma procesal penal y con ello 
la existencia en Chile del Ministerio Público y los fiscales es, sin 
duda, uno de los elementos cruciales que vino a remecer el tablero, 
Lo sucedido a partir de mediados del año 2014, cuando el hilo del es- 
cándalo del FUT llevó al fiscal Carlos Gajardo hasta Penta y después 
a Soquimich, se ha convertido en un hecho con todavía impredeci- 
bles consecuencias que debieran llevar a cambiar las relaciones entre 
dinero y política si se quiere construir de verdad una democracia. 

El equipo encabezado desde febrero directamente por el fiscal 
nacional Sabas Chahuán alentó una esperanza dentro de todo este 
complejo juego que habla de incestuosas relaciones entre dinero 
y política. 

Lo que ha estado pasando con la información en los medios 
de comunicación —incluida la internet y redes sociales— en el 
oxigenado ambiente posterior a 2011 ha significado también un 
avance inédito. 

Hay que esperar que el tesón de fiscales y periodistas se man- 
tenga para limpiar todo lo necesario y llegar a esclarecer hechos, 
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detectar verdades y problemas y sancionar lo que corresponde. 
Y que diputados, senadores y dirigentes no persistan en cenas 
corporativas tan fuertes como las que se han visto en los últimos 
meses. Sin eso será imposible pretender construir una democracia 
sobre bases sólidas y recuperar las confianzas perdidas. 

Tal vez si todo eso ocurriera se podría llegar a estar algún día 
tan orgullosos por el país como ese sábado 4 de julio cuando todo 
Chile vibró celebrando el gran triunfo que ungió a la selección 
chilena como campeona de América. Un título que nunca antes 
había logrado. 

Hasta en las declaraciones de los jugadores recién después del 
partido contra Argentina se deslizaban frases que aludían a los difí- 
ciles momentos que ha vivido el país en estos meses. 

Se echa de menos en la política ese espíritu transparente y no 
contaminado. Con sentido de equipo y dispuestos a protagonizar 
grandes proezas, con la serenidad del capitán Claudio Bravo, el 
mejor arquero de la copa y del fútbol español. Con la solidez y la 
garra de Gary Medel y la visión de conjunto y el saber jugar de todo 
el equipo dirigido por Jorge Sampaoli. 

Un poco de todo eso se requiere para romper: las cadenas 


del pasado. 
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De los Pirañas a los Penta 


Llegaron a la cima en el mundo de los negocios y sus nombres 
figuraban en los rankings de los más ricos y exitosos del Chile pos- 
dictatorial. Pero esa imagen de prósperos empresarios cambió por 
la de protagonistas principales de una historia de abuso económico, 
boletas y facturas falsas que ha tenido al país en vilo durante meses. 
Fueron los primeros en ser detectados, casi por una casualidad. 

Se advertía que su imperio crecía a vista y paciencia del país. 
Recibían premios y eran agasajados por otros empresarios como 
ejemplos de emprendimiento y gestión. Desde el ámbito de los se- 
guros habían cruzado al de la previsión social y se adentraron en la 
salud, en la educación privada, en la actividad inmobiliaria y hasta 
fundaron un banco. Penta se constituyó así en un admirado sello 
en el ambiente empresarial. 

Daba la impresión de que habían sido muy hábiles desde que 
empezaron a construir su imperio en los ochenta. Y que esa sagaci- 
dad, el sentido de oportunidad y el buen ojo les habían permitido 
llegar muy lejos. Penta ha tenido un sostenido crecimiento en los 
últimos años y cuando explotó el caso que provocó la investigación 
administraba activos por más de 34 millones de dólares, según afir- 
maban sus dueños en 2013.' 


' www.empresaspenta.cl, 6 de julio de 2013. 
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Las inquietudes empezaron a surgir para Carlos Alberto Délano 
y Carlos Eugenio Lavín en el otoño de 2014, aunque todavía nada 
de eso era público. La trama en que se vieron envueltos después de 
que el fiscal Carlos Gajardo tirara el hilo del fraude al EUT (Fondo 
de Unidades Tributables), que venía investigando desde 2013, los 
precipitó en una dimensión desconocida hasta entonces para ellos, 

Lo que había sido marca registrada de un imperio gestado du- 
rante poco más de treinta años pasó a ser símbolo de las malas artes 
en el manejo financiero, de boletas, facturas, evasiones que contri- 
buyeron a su enriquecimiento. 

Acusados por los fiscales de graves y reiterados delitos tributarios 
y soborno, sus figuras proyectadas en televisión, en pleno proceso, 
pasaron a ser rostros protagónicos de una serie político-económica 
que ha puesto en discusión los modos de hacer negocios y la com- 
pleja relación entre dinero y política en el país. 

Tras la formalización dispuesta por el juez Juan Manuel Escobar 
Salas, el sábado 7 de marzo de 201 3, tuvieron que afrontar la medida 
cautelar de presidio durante 46 días en el anexo Capitán Yáber en 
Santiago. Después, el mismo Juez del Octavo Juzgado de Garantía 
dispuso arresto domiciliario total, el que fue revocado por un corto 
período. La Cuarta Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, el 20 
de julio, volvió a dictaminar que debían permanecer arrestados sin 
salir de sus casas. Y desde Marzo, tampoco pudieron viajar fuera del 
país, como solía ser habitual en ellos, debido a la medida de arraigo 
nacional. Similar situación recayó en el ex subsecretario de Minería 
de Sebastián Piñera, Pablo Wagner San Martín, quien había sido di- 
rectivo en empresas del grupo y fue formalizado por posibles delitos 
de cohecho consumado, lavado de activos y evasión tributaria. 

Durante el proceso de investigación quedó en evidencia, además, 
algo que para algunos era obvio pero que no se decía en voz alta: 
Délano y Lavín eran los principales financistas de la UDI, el partido 
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Como muchos de los hoy considerados magnates chilenos, Délano 
y Lavín eran dos profesionales que empezaron a ganar dinero a me- 
diados de los ochenta después de la crisis, al amparo de la dictadura 
y con apoyo del Estado. Pero a diferencia de Julio Ponce Lerou, 
Roberto de Andraca o José Yuraszeck, quienes eran funcionarios 
públicos de clase media cuando lograron hacerse de grandes em- 
presas del Estado durante las privatizaciones, los Carlos provenían 
de familias más acomodadas. 

El abuelo paterno, Alfredo Délano Frederick, junto al padre de 
Carlos Alberto, Sergio Délano Concha, desarrollaron desde hace 
más de sesenta años las «Casas Délano», una exitosa fórmula de vi- 
viendas prefabricadas que constituyó por décadas el negocio fami- 
liar. Hoy, más evolucionada, la industria sigue en manos del clan. 
Pero el «Choclo» —como le llaman amigos y conocidos desde que 
era niño— arrancó por otros caminos. 

Carlos Alberto Délano Abbott es el tercero de los ocho hijos 
del matrimonio de Sergio Délano Concha y de Carmen Abbott 
Marín, dueña de casa dedicada al cuidado de su extendida familia. 
Nació en Santiago el 22 de septiembre de 1948. Los hermanos son 
Sergio, el mayor, Carmen, Roberto, Ana María, María de la Luz, 
Patricia y Raimundo. Algunos de ellos —o sus cónyuges— figuran 
en sociedades vinculadas al grupo Penta. 

Se trata de un clan que mantiene los vínculos con los primos 
y parientes, más allá del entorno íntimo, tal como informa una 
nota social de El Mercurio del 16 de diciembre de 2011: «En el 
campo de Malloco —perteneciente a la familia desde principios 
del siglo pasado— se reunieron los Délano Ortúzar, Délano Gaete, 
Délano Abbott y Duval Délano, descendientes de Alfredo Délano 
Frederick y Raquel Concha Délano. Hijos, nietos y bisnietos con 
sus señoras y maridos —quienes suman más de ciento sesenta per- 
sonas— llegan invariablemente cada dos años para celebrar un día 
de campo con un asado bajo los tupidos árboles del parque rodeado 
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por las casas del fundo y la iglesia, las cuales tienen más de ciento 
cincuenta años». 

Pero la articulación de la familia también se proyecta a lo em- 
presarial. Así, entre los primos hermanos del Choclo está el ex 
ministro de Economía y último titular de Hacienda de Augusto Pi- 
nochet, Juan Carlos Délano Ortúzar, quien fue uno de los primeros 
en visitar a Délano en la cárcel Capitán Yáber cuando fue recluido 
el sábado 7 de marzo, después de la formalización, junto a su socio 
Carlos Eugenio Lavín y otros ejecutivos del grupo. Délano Ortúzar 

era miembro del directorio de la empresa Penta Security. 

Además de la señora de Carlos Alberto Délano, que igual que 
la de Carlos Eugenio Lavín se ha visto implicada en este caso, la 
parentela ha estado presente no solo de visita. Los ocho hijos del 
Choclo Délano aparecieron con «boletas ideológicamente falsas» 
—se llaman así porque no representan un servicio real o se emitie- 
ron por algo distinto al motivo señalado y constituyen delito tribu- 

.. tario—, según la denuncia formulada por el Servicio de Impuestos 
Internos (SID en agosto de 2014, conocida meses después. 

Su hermana, Carmen Délano Abbott, casada con Samuel Ira- 
q - trázaval Larraín, entregó boletas por ciento ochenta millones de 
pesos entre 2009 y 2014, el equivalente a un sueldo de un profe- 
sional experimentado, lo que totalizaba sobre los treinta millones 
de pesos al año. Samuel Irarrázaval era representante de la empresa 
Penta TIL, una de las sociedades clave del holding cuando se giraron 
las boletas cuestionadas, y de la Inmobiliaria Los Estancieros. Ella 
nunca trabajó en Penta, como quedó claro en la investigación. 


UN «PALOMILLA» 


Cuando llegó el momento de entrar al colegio, Carlos Alberto fue 
matriculado en el Saint George, que entonces estaba ubicado en la 
avenida Pedro de Valdivia con Pocuro, en la comuna de Providen- 


cia. Su pasión era el fútbol y su equipo, la Universidad de Chile, 
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al que le rindió homenaje en su primer día de arresto domiciliario 
cuando apareció en fotografías luciendo la polera azul. Dos años 
antes, en 2013, vendió sus acciones en Azul Azul, la empresa con- 
cesionaria del club, donde integró su directorio, y alcanzó a tener el 
14 por ciento del capital. 

Sus compafieros de curso lo recuerdan como un niño simpá- 
tico, pero nada aplicado en los estudios. Algunos afirman que era 
bastante mal alumno. El apodo de Choclo viene de esa época. 

«Lo primero que quiero decirles es que nunca recibí un premio 
en los doce años que estuve en el colegio», admitió Carlos Alberto 
Délano en un discurso de agradecimiento cuando la Fundación 
de ex alumnos del Saint George, presidida por el alcalde de Vita- 
cura Raúl Torrealba, lo destacó con el Premio Best Old Georgian, 
es decir, el mejor de los antiguos alumnos. El galardón pretende 
imitar el Best Georgian que el colegio otorga en cada graduación a 
excelentes estudiantes que representan «el espíritu georgiano». Este 
no era el caso precisamente, dijeron en esa oportunidad muchos de 
los georgianos más jóvenes egresados del colegio de Vitacura. Pero 
en su favor se argumentaba la generosidad del Choclo, que en ese 
momento era presidente de la Fundación Teletón. 

Era el 11 de noviembre de 2013, solo unos meses antes de que 
estallara el escándalo. Délano agregó en esa ocasión: «Yo era un 
palomilla —medio rubio, medio colorín, y por eso me pusieron 
Choclo—. Y seguramente en la actualidad me habrían diagnos- 
ticado déficit atencional, y más que seguro, me habrían recetado 

Ritalín». Se definió también como «uno de esos pinganillas que 
- veían pasar una mosca y ya se estaba riendo. Un experto en calen- 
tar exámenes a partir de los imbatibles resúmenes que me hacía mi 
mamá para sacar una buena nota en el examen de final de año». 
Y contó que «tenía la cabeza llena de pelotas de fútbol, y tuve que 
ser derivado —por un año— a otro colegio con el objetivo de 
que madurara». 

Pero el hombre, que tal vez se veía a sí mismo como un supet- 
héroe en ese momento exultante de fama y agasajos, quiso dejar 
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un mensaje basado en su propia experiencia: «El mundo está lleno 
de “palomillas” que fueron exitosos en distintas áreas, pero estos 
generalmente tienen una cuota de rebeldía, de intuición, de auda- 
cia, que el resto no tiene, porque se han equivocado tantas veces, 
porque saben ponerse de pie y se atreven a correr riesgos». Por lo 
visto, esta vez su audacia lo llevó demasiado lejos. 

El 2 de septiembre de 2014, después de que Impuestos Internos 
presentó la querella por boletas «ideológicamente falsas» contra él, 
su socio Carlos Eugenio Lavín y otros ejecutivos, Délano renunció 
a la Teletón, donde había sido director desde 1977, y presidente 
desde 2010. 

Con todo, en pleno proceso, el abogado Julián López, en su 
alegato antes de la formalización en marzo, esgrimió el galardón 
de la Fundación de ex alumnos del Saint George y el cargo direc- 
tivo en la Teletón para defender la buena conducta de Délano. Y 
agregó un premio otorgado en 1997 por la editorial Los Andes a 
los dos Carlos por ser los «mejores empresarios». Un dato curioso: 
esa editorial, de propiedad de Sebastián Piñera, está estrechamen- 
te vinculada a la Fundación Futuro y a Bancard, que funciona en 
Apoquindo 2000, la misma dirección de los demás negocios del ex 
presidente, aludida por el fiscal Gajardo en la tercera sesión de las 
audiencias ante el juez Escobar, el 6 de marzo, a propósito de los 
forwards, No era la más adecuada recomendación. 

Cuando egresó del Saint George, el Choclo entró a estudiar 
ingeniería comercial a la Facultad de Economía de la Universidad 
Católica. En el campus de Los Dominicos se encontró con Fabio 
Valdés Correa, el hermano de Delia, la señora de Manuel Cru- 
zat Infante, quien le presentó a Sebastián Piñera ——Quien venía, 
igual que Valdés, del Verbo Divino—. Con ambos mantendría 
una estrecha amistad durante toda la vida. «Carlos Alberto fue, 
es y será mi amigo», declaró el ex presidente el 10 de marzo, ante 
una consulta de los periodistas sobre la situación de Carlos Al- 
berto Délano. Piñera no llegó a verlo a Capitán Yáber mientras 
se encontraba preso, pero partió a su casa en Piedra Roja apenas 
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salió. «Soy amigo de mis amigos en las buenas y en las maduras», 


reiteró el ex presidente el 26 de abril, un mes y medio después de 
la formalización. 


CONVENTO VIEJO Y LOS CABALLOS 


Los Carlos tienen características distintas, tanto por su entorno 
familiar como por su manera de ser. Aunque Carlos Eugenio La- 
vín es menos locuaz y dicharachero que Délano, y no ha militado 
oficialmente en la UDI, se identifica con ese partido de derecha. 
Nació el 19 de abril de 1942 —«s seis años mayor que su socio— y 
fue el único hijo de Eugenio Lavín Rodríguez con María Angéli- 
ca Garcfa-Huidobro Jaraquemada. Estudió en el Grange School 
y luego ingeniería comercial en la Universidad Católica. Sus pa- 
dres se separaron y la madre, famosa en la época por su belleza, se 
casó en segundo matrimonio con el hacendado y escritor Enrique 
Campos Menéndez. 

Hombre de gran fortuna, originada en las extensas propiedades 
de su familia en la Patagonia, Campos Menéndez fue diputado del 
Partido Liberal por Cautín en los años cincuenta. Después del gol- 
pe fue muy próximo al dictador Augusto Pinochet. En un artículo 
de La Nación en 2005, dos años antes de morir, reiteró que junto 
a Jaime Guzmán Errázuriz fue autor de los primeros bandos de la 
Junta militar, inspirados en Francisco Franco.? Recordaba también 
el diario que Campos Menéndez le había reconocido a la periodista 
Raquel Correa que era un «intelectual absolutamente momio». 

Enrique Campos Menéndez fue asesor cultural de Pinochet y, 
entre otras actividades, fue director de Bibliotecas, Archivos y Mu- 
seos (Dibam) entre 1976 y 1985. Escribió varios libros y logró el 
Premio Nacional de Literatura en 1986, en medio de una encendi- 
da polémica entre los escritores que consideraban que el galardón 


2 «El ahijado literario de Pinochet», La Nación, 20 de noviembre de 2005. 
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lo merecía el novelista José Donoso. En esa época, Campos Me- 
néndez era embajador en España, donde estuvo hasta el término 
de la dictadura. 

Por otro lado, Eugenio Lavín Rodríguez —el padre de Carlos 
Eugenio Lavín— y sus hermanos eran conocidos por su afición a] 
polo y a los caballos. Fue parte del entorno familiar en que creció 
Carlos Eugenio junto a sus primos Luis, Max y Andrés Lavín Besa. 

Más de medio siglo después, esa afición dio forma a un criade- 
ro de caballos fina sangre. En 2004 partió con el Haras Conven- 
to Viejo, que pertenece hoy a la Sociedad Agrícola Santa Rosa de 
Chimbarongo, de la que el socio principal es Inversiones Convento 
Viejo, del mismo Carlos Eugenio Lavín. 

El stud Convento Viejo nació en 2004 en circunstancias que 
«dos primos, Andrés Lavín Besa y Carlos Eugenio Lavín Gar- 
cía-Huidobro, decidimos recordar nuestra infancia cuando, acom- 
pañando a nuestro abuelo Luis Lavín Valdés, (bamos a la cancha del 
Club Hípico a pasar las tardes del día domingo», se lee en el sitio 
web del Haras. «Manos a la obra, sacamos los colores de Convento 
Viejo: azul, mangas y gorra amarilla para luego comprar dos hijos 


Y >, del potro Denver County y se los llevamos a don Jorge Inda Guz- 


mán para que los preparara», indica el sitio. 

De acuerdo a diferentes reportes del Haras, a la sociedad Con- 
vento Viejo le ha ido muy bien con lá crianza de caballos que resul- 
tan triunfadores en las carreras. La aventura atrajo a otros cercanos 
de Carlos Eugenio Lavín: José Gandarillas Chadwick, directivo del 
Club Hípico, ex gerente de la empresa Help y de la AFP Cuprum, 
y hombre de confianza de Lavín, y a Carlos Alberto Délano, su 
inseparable socio. 


EN LA CUNA DE LOS CHICAGO 


Después de egresar de la Universidad Católica, Carlos Eugenio La- 
vín empezó a trabajar en el BHC, el grupo que fue conocido como 
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«los Pirañias». Durante el período de la Unidad Popular vivió en 
España, en esos tiempos bajo la dictadura de Franco. 

Cuando regresó a Chile, en 1975, el grupo se había separado: él 
se integró al de Fernando Larraín Peña y su cuñado Manuel Cru- 
zat Infante. Lo nombraron gerente general del Consorcio Nacional 
de Seguros, del que dependían la Compañía de Seguros de Vida 
Consorcio y la Compañía de Seguros Generales. En ese tiempo, el 
rubro de los seguros aún era muy incipiente en Chile. 

Carlos Alberto Délano se había titulado en 1972, y trabajaba 
en el departamento de estudios del mismo Consorcio. Los Carlos 
se conocieron, congeniaron y Lavín nombró a Délano gerente co- 
mercial de la Compañifa de Seguros de Vida. Entre el 77 y el 78, el 
Choclo fue además asesor del Ministerio de Salud. 

«Somos criados en la cuna de los Chicago boys, lo que implica 
una cierta manera de pensar en el aspecto económico y para noso- 
tros [...] el pensamiento más cercano era el de la UDI, que son los 
más ortodoxos en materias económicas», empezó diciendo Carlos 
Eugenio Lavín al fiscal Carlos Gajardo en su primera declaración 
en enero de 2015. Esa cuna no fue solo la de la universidad. Su 
nacimiento como empresarios se forjó al alero de los impulsores del 
modelo económico neoliberal, más allá incluso de la relación que 
generaron entre alumnos y profesores en la universidad. La fuerte in- 
fluencia financiera los marcó. El grupo «Piraña» que los cobijó tenía 
esa impronta. Fernando Larraín Peña —hermano de Carlos Larraín, 
el ex senador y ex presidente de Renovación Nacional — y Javier Vial 
habían sido compañeros de colegio y compartían en común el ser 
hijos de destacadas figuras de las finanzas. El padre de Larraín Peña, 
Fernando Larraín Vial, fue corredor de la Bolsa de Comercio de San- 
tiago y tenía un fundo en El Monte. El padre de Vial —«el Cholo»— 
fue ministro de Hacienda de Gabriel González Videla y senador. 

Al terminar la universidad, Carlos Larraín Peña funcionaba en 
la Bolsa como apoderado de la firma de Leonidas y Fernando La- 
rraín Vial. A mediados de los sesenta, cuando bordeaba los treinta 
años, Fernando Larraín decidió asociarse con Javier Vial y tomar 
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el control del Banco Hipotecario de Chile, una entidad pequeña 
donde algunas de sus tías mayores conservaban acciones, pero no 
iban a las asambleas. El arcaico banco terminó siendo el centro 
desde donde surgió el grupo, del que también formó parte durante 
un tiempo el abogado Ricardo Claro. 

En 1965, Fernando Larraín Peña logró la presidencia del Banco 
Hipotecario y Vial quedó en la vicepresidencia. Larraín «colocó» 
como jefe de estudios a su cuñado de solo veinticinco años Ma- 
nuel Cruzat Infante, quien tenía fama de inteligente y estudioso, el 
mismo Cruzat cuya empresa CB Consultorías y Proyectos apareció 
vinculada a cuestionadas operaciones de forward con las empresas 
Penta, cuarenta años después. 

Ese grupo fue conocido por su sigla BHC, pero en el ambiente 
económico los apodaron «los Pirañas», por la velocidad en devorar 
empresas que habían pertenecido a otros conglomerados tradicio- 
nales. Junto con figurar como directores en diversas compañías, 
empezaron a incorporar como gestores a profesores y egresados de 
“Economía de la Universidad Católica. Al comenzar el Gobierno de 
la Unidad Popular, el BHC había llegado a las grandes ligas y com- 
petía con los grupos económicos tradicionales. Pero las diferencias 
para afrontarlo provocaron el divorcio de «los Pirañas». 
Larraín —supernumerario del Opus Dei— 
Cruzat se fueron por un tiempo a España, 
permaneció en Chile. 


Fernando 
y su cuñado Manuel 
mientras que Javier Vial 


EJECUTIVOS DE CRUZAT-LARRAÍN 


Parte del diseño del nuevo modelo que impusieron los Chicago 
boys después del golpe incluía fortalecer nuevos grupos afines a la 
ideología neoliberal. Necesitaban actores de confianza para Pino- 
chet y su régimen en un tiempo en que el empresariado miraba con 


cierta desconfianza el experimento basado en el monetarismo y el 
libre mercado que se empezaba a aplicar. 
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En ese contexto, la audacia y la ambición de ambos grupos «Pi- 
rañas» —escindidos del grupo «madre»— fueron cartas a favor de 
sus integrantes; tanto Cruzat y Larraín como Javier Vial se benefi- 
ciaron con las privatizaciones de la primera ola dispuestas por el Go- 
bierno militar, Eso les permitió una expansión fuera de serie desde 
mediados de los años setenta, gracias al endeudamiento externo ya 
las facilidades para adquirir las empresas que estaban en manos del 
Estado. La plata fácil de los créditos les permitía también comprar a 
precios convenientes las de otros conglomerados más tradicionales 
que no estaban en condiciones de arriesgar en el nuevo escenario, 

Cruzat y Larraín lograron, entre otras compafifas, el control de 
Copec, la mayor empresa privada del país, de Industrias COIA y las 
dos plantas de celulosa que hasta ese momento eran estatales: Celu- 
losa Arauco y Celulosa Constitución, las que después se fusionaron. 

Los cuñados desplazaron a los Edwards en el control de la 
Compañía de Cervecerías Unidas (CCU), fabricantes de cervezas, 
Pepsicola, Orange Crush y las bebidas Bilz y Pap, entre las más po- 
pulares en esos años, y a otros controladores tradicionales en socie- 
dades lecheras y del agro. Incursionaron en la actividad pesquera, 
tras la licitación de Coloso y la compra de Guanaye, con lo que 
obtuvieron el control de Corpesca. También estaban presentes en 
la minería, a través de la Sociedad Minera Lo Prado, donde tenían 
el 60 por ciento de la Minera Pudahuel, y de La Cascada, ambas 
en ese tiempo en sociedad con Javier Vial. Adquirieron, asimismo, 
Ladeco (Línea Aérea del Cobre), la que años después se fusionó con 
LAN Chile privatizada. 

Por esos años partió el desarrollo de los seguros y ellos se que- 
daron con el antiguo Consorcio. Como no tenían banco, fundaron 
una financiera, la Colocadora Nacional de Valores, y después el 
Banco de Santiago. Y los Fondos Mutuos Cooperativa Vitalicia les 
daban acceso a dinero fresco proveniente de los ahorrantes, En el 
momento del inicio de las AFP (Administradoras de Fondos de 
Pensiones) formaron Provida, la que desde el inicio alcanzó el ma- 
yor número de afiliados. 
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A la vez, el grupo Cruzat-Larraín adquirió un innegable poder 
político. Y aplicaron en forma entusiasta el sistema de la «puerta 
giratoria» por la que pasaban de ida y vuelta muchos altos ejecu- 
tivos del régimen que figuraban en sus directorios. Entre ellos, los 
ex ministros Jorge Cauas —de Hacienda— y Pablo Baraona —de 
Economía y de Minería—. O directivos suyos se trasladaban al Go- 
bierno, como fue el caso de José Piñera Echenique, quien partió en 
el grupo Cruzat-Larraín como jefe de estudios, antes de ser minis- 
tro del Trabajo y Previsión Social, y de Minería, y del ex ministro de 
Agricultura y secretario general de Gobierno de Pinochet, Alfonso 
Márquez de la Plata. 

En un reportaje de portada en la revista Hoy el 30 de abril 
de 1980, titulado «El mapa del imperio Cruzat-Larraín», develé 
por primera vez las conexiones y el poder de los cuñados Cruzat y 

Larraín. Carlos Eugenio Lavín figuraba en ese momento entre «los 
hombres del grupo» como director de Inversiones San Fernando 
S.A., una de las sociedades matrices a través de las cuales Cruzat 
y Larraín controlaban las inversiones del holding. Además, Lavín 
era gerente general de la Compañía de Seguros de Vida y de la 
Compañía de Seguros Generales.? 


PROVIDA Y LOS CARLOS 


El 1 de mayo de 1981, justo el día del Trabajo de ese año funda- 
cional, cuando entró en vigencia la Constitución de 1980, nació la 
AFP Provida. El ex ministro de Hacienda Jorge Cauas Lama fue de- 
signado presidente del directorio, y Carlos Eugenio Lavín fue eje- 
cutivo clave del nuevo experimento que entregó a manos privadas 
los fondos de pensiones de los trabajadores. Figuraban como accio- 
nistas de Provida las grandes empresas del grupo Cruzat-Larraín: el 


2 María Olivia Mónckeberg, «El mapa del imperio Cruzat-Larraín», Hoy, 00 
145, semana del 30 de abril al 6 de mayo de 1980. 


y) 


PROVIDA Y LOS CARLOS 


Consorcio Nacional de Seguros, el Banco de Santiago, la Coloca- 
dora Nacional de Valores, las empresas Copec, Forestal y COIA y 
los Fondos Mutuos Cooperativa Vitalicia. 

El conglomerado participó, además, en un 50 por ciento de 
otra AFB Alameda, en compañía del ex vicepresidente de la Cor- 
fo en dictadura Francisco Soza Cousiño. Por esa época, el grupo 
Cruzat-Larraín había desplazado en el primer lugar de los rankings 
a todos los grupos tradicionales, como Edwards, Matte, Angelini 
y Luksic. 

El grupo Cruzat-Larraín solo era comparable en cantidad de 
empresas acumuladas al de su antiguo socio en el BHC Javier Vial, 
cuyo holding era identificado por la sigla del antiguo banco. En 
esa carrera, el grupo BHC había creado también dos AFP: Santa 
María —la más cercana competidora de Provida— y San Cristóbal. 

«Le dimos paliza a los competidores, porque capturamos el 40 
por ciento del mercado», recuerda Délano. «Yo nunca he estado 
en una competencia igual a esta», dijo Lavín en una entrevista por 
partida doble a los controladores en la revista Capital * efectuada 
por las periodistas Natalia Saavedra y Antonieta de la Fuente en 
mayo de 2014. 

Habían transcurrido más de treinta años de esos tiempos para 
ellos felices en que partieron las AFP y cuarenta desde que los dos 
Carlos se habían conocido. Estaban en el pináculo del poder eco- 
nómico con sus negocios consolidados y florecientes. La tormenta 
aún no estallaba. 

El lanzamiento de las AFP se caracterizó por una campaña 
publicitaria gigantesca orientada a convencer a los trabajadores 
de las maravillas del nuevo sistema, a la vez que intentaba bajar 
las resistencias a la política impuesta. Los empleados tenían que 
abandonar las antiguas cajas para incorporarse al sistema de ca- 
pitalización individual, cuya promesa eran abundantes pensiones. 


% Natalia Saavedra y Antonieta de la Fuente, «Los Carlos al cuadrado», 
Capital, 2 de mayo de 2014. 
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En Capital recuerdan que en la campaña de Provida participaron 
Mario Kreutzberger —Don Francisco—, el periodista deportivo 
Julio Martínez y la conductora de televisión Gabriela Velasco. «Y 
pusieron a trabajar a cerca de dos mil vendedores. A la semana 
tenían treinta mil afiliados», comentan las periodistas, 

«El año 1981, el grupo Cruzat decidió crear la AEP Provida, al 
alero de nosotros, por nuestra experiencia en ventas», manifestó La- 
vín en su primera declaración ante el fiscal Carlos Gajardo, a quien 
había tildado de «loco» en una conversación privada en septiembre 
de 2014, que grabó Hugo Bravo, el ex gerente general del grupo: 
«Es que está loco el fiscal, es un ambicioso», se escucha decir a La- 
vín, y Bravo responde: «Hay que hacerle un peritaje psicológico». 

No se imaginaban, por cierto, todo lo que vendría después. 


»..NEGOCIOS BAJO LA CRISIS 


Al comenzar esa década de los ochenta, mientras trabajaban como 
empleados de Cruzat-Larraín, los dos Carlos se asociaron para 
efectuar negocios personales. Ese fue el origen remoto de Penta. 


«En 1980 creamos la sociedad Penta. Éramos cinco socios y de 


ahí el nombre. Eran mi papá Sergio [Délano], Felipe Briones, 


Rodrigo Miquel, Carlos Eugenio y yo», contó Délano al fiscal 
Gajardo en su declaración. «El año 1982 ingresamos junto a Dé- 
lano y otros socios al negocio inmobiliario y nos endeudamos 
en dólares [...], tuvimos un traspié grande con la crisis del año 
1982, que significó el nombramiento de interventores en Consor- 
cio y Provida, y adicionalmente un gran crecimiento de la deuda», 
agregó Lavín. | 

Después del colapso de la Compañía Refinera de Azúcar de 
Viña del Mar (CRAV), que en ese momento era una de l 
empresas privadas del país, en 1981 sobrevino una enorme inquie- 
tud y cundió la desconfianza. El «efecto dominó» —que arrasaba 
en cadena— empezó a afectar a fondos mutuos de los ahorrantes, 


as mayores 
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bancos, financieras y empresas. El dólar estaba fijo y la deuda ex- 
terna contraída por los grupos privados era cuantiosa. En 1982, ya 
la crisis económica era evidente, y a principios de 1983, tras una 
segunda alza del dólar dispuesta por el entonces biministro de Ha- 
cienda y Economía, Rolf Liiders, se produjo el colapso de los dos 
grandes grupos «pirafias» y la intervención de muchos otros. Hubo 
cambios de gabinete, que incluyeron el ingreso de generales en ser- 
vicio activo, y parecía que había llegado el fin de la era Chicago. 
Pero no fue así. 

En un segundo plano, pero en puestos clave en la política finan- 
ciera, se mantuvieron los impulsores y artífices del modelo. Solo 
estaban en la retaguardia, efectuando las operaciones de salvataje 
de la banca y del modelo en su conjunto, a costa de significativos 
aportes del Estado. Desde febrero de 1985, bajo la batuta de Her- 
nán Búchi como ministro de Hacienda, volvieron a reaparecer con 
nuevos bríos y emprendieron la privatización de las grandes com- 
pañías estatales. 

La mayor parte de las sociedades de los conglomerados en ban- 
carrota pasaron a formar parte del «área rara» de la economía. De 
nuevo volvieron a manos del Estado, que las vendió a otros grupos 
financieros menos afectados por los problemas: CCU fue adquiri- 
da por Andrónico Luksic, y Copec, las pesqueras y forestales por 
Anacleto Angelini. 

Los malos vientos agarraron a Carlos Eugenio Lavín y Carlos 
Alberto Délano en lo personal, porque el alza del dólar los pescó sin 
respaldo y quedaron endeudados con el Banco de Santiago y con la 
Colocadora Nacional de Valores del mismo grupo Cruzat-Larraín, 
que fueron intervenidos. Después de la hecatombe financiera, la 
Comisión Progresa, creada por el Gobierno para limpiar las empre- 
sas de ese conglomerado, dejó a Lavín un tiempo en Provida y en el 
Consorcio de Seguros. Délano lo secundaba en los directorios. Con 
posterioridad salieron del grupo en liquidación. 

A partir de su experiencia en el sector de los seguros y de las 
privilegiadas informaciones que tuvieron en los momentos de la 
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«normalización» del área rara, forjaron después el grupo Penta. 
Rescataron el nombre original, aunque solo armaron una sociedad 
entre ellos dos. Los acompañó en las nuevas aventuras, en calidad 
de empleado de confianza, el antiguo compañero de universidad de 
Carlos Eugenio Lavín, Hugo Bravo López. 

El desarrollo de las AFP no se interrumpió con la debacle eco- 
nómica que sobrevino por el excesivo endeudamiento de estos gru- 
pos en 1982, pero hubo cambios de grupos de control. Llegaron 
consorcios internacionales al mercado chileno, atraídos por las fa- 
cilidades a la inversión extranjera y, en particular, por la compra 
de pagarés de deuda externa —a un valor mucho menor al que 
tenían— a través de lo que se conoció como el artículo XIX. Este 
fue uno de los instrumentos diseñados por el equipo económico 
para encarar la crisis, y se tradujo en la entrada masiva de capitales 
extranjeros a la propiedad de las empresas chilenas. 


UN NUEVO GRUPO 


Entre esos grupos extranjeros, uno de los más entusiastas fue el 
Bankers Trust, un antiguo banco estadounidense, nacido a fines del 
siglo xx. Aparecía sólido y solvente, pero dejó de existir en 1999, 
después de verse envuelto en un escándalo que afectó a algunos de 
sus principales ejecutivos. Lo compró el alemán Deutsche Bank, el 
mayor banco germano, que se constituyó en uno de los más gran- 
des del mundo. 

La venta del Consorcio de Seguros al Bankers Trust en 1986, 
a través de una de las primeras operaciones de conversión de deu- 
da externa, fue un hito decisivo para el despegue del nuevo grupo 
local: Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano lograron in- 
cluir sus acciones adquiridas un tiempo antes dentro del paquete 
de venta al banco estadounidense; esto les representó una ganancia 
del orden de un millón y medio de dólares, un pie para la aventura 
que los llevaría a construir su imperio. 
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«Las compañías de seguros fueron adquiridas por el Bankers 
Trust, con el cual negociamos la adquisición de la Compañía de Se- 
guros Generales de Vida», declaró Carlos Eugenio Lavín ante la fisca- 
lía. «Adquirimos, además, acciones correspondientes al 7 por ciento 
de la AFP Cuprum, que salieron también a remate en doscientos 
mil dólares.» 

Como tuvieron que preparar la venta de la compañía al banco 
norteamericano, accedieron a la información privilegiada, en el sen- 
tido de que supieron que el Bankers Trust solo estaba interesado en 
el Consorcio de Seguros de Vida y no en Seguros Generales, Eso les 
permitió comprar Seguros Generales en un monto muy inferior al 
valor de la empresa, como logró establecer en esa época el sociólo- 
go Patricio Rozas. Cuatro años después, en 1990, Penta vendió a la 
compañía de seguros francesa AGF esta sociedad que fue su punto de 
partida. Pero en esa fecha ya se había consolidado en el sector gracias 
a la privatización del Instituto de Seguros del Estado (ISE), en 1989. 

El equipo económico de Gobierno estaba tratando de privatizar 
lo más posible antes de la elección presidencial. Como en otros 
casos, el ISE —que había sido presidido por el ex ministro de Ha- 
cienda Hernán Biichi hasta su renuncia a mediados de 1989 cuan- 
do asumió la candidatura presidencial de la derecha— fue dividido 
en dos empresas constituidas como sociedades anónimas: ISE Se- 
guros Generales e ISE Seguros de Vida. 

La primera fue vendida a la compañía francesa Mutuelle du 
Mans. ISE Seguros de Vida fue traspasado el 23 de octubre de 1989 
a Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano en cinco millones 
de dólares. Lavín pasó a ser el presidente de la compañía privatizada 
y Délano formó parte del directorio. Junto a ellos asumieron Leo- 
nidas Vial Echeverría —el de Larraín Vial involucrado en el caso 
Cascadas—, Herman Chadwick Piñera, primo hermano del ex pre- 
sidente Piñera y hermano de su ex ministro del Interior; Fernan- 
do Cámbara Lodigiani, un antiguo ejecutivo del grupo Penta que 
hasta hoy participa en sus directorios, y Alfredo Alcaíno de Esteve, 
abogado y otro de los fieles amigos de los Penta desde esa época. 
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Délano y Lavín protagonizaron también en aquel tiempo la 
primera andanza en el sector inmobiliario con resultado positivo: 
«Rematamos un sitio en Miraflores y nos asociamos con Sebastián 
Piñera para construir un edificio de 35 pisos. Nos fue muy bien, 
lo vendimos rápido», indicó Carlos Eugenio Lavín al fiscal Gajar- 
do. Piñera también se había visto afectado por la crisis económica, 
primero en el Banco de Talca y después en Citicorp, adonde fue 
invitado por Manuel Cruzat. Esa empresa financiera era mitad del 
Citibank y mitad de Cruzat-Larraín. 

El edificio Las Américas —como lo llamaron— en Miraflores 
222 fue una de las primeras torres modernas del centro de la capital 
y ahí se instalaron, hasta que levantaron el edificio Atlantis con 
el grupo Menéndez, donde están sus oficinas en El Bosque Nor- 
te 0440, En los años siguientes, Penta siguió desarrollando fuertes 
inversiones inmobiliarias. Entre las primeras estuvieron Las Bri- 
_ sas de Chicureo con el grupo Fernández León; el Proyecto Serena 
Norte en la región de Coquimbo; después se multiplicaron las ur- 
banizaciones, loteos y edificios en el país, en especial en la Región 
Metropolitana, y en Viña del Mar, donde su actividad se extendió, 


además, al sector turístico cuando lograron en 2003 la concesión 
del hotel Sheraton Miramar, por 45 años. 


SOCIEDADES DE PAPEL 


Detrás de bambalinas se pueden detectar alrededor de cincuenta 
sociedades conocidas como .«sociedades de papel», vinculadas al 
grupo Penta y a sus dos dueños, sus esposas e hijos. Son firmas que 
tienen existencia legal, pero carecen de actividad económica real, 


ya que no producen bienes ni servicios en forma directa. Varias 


de ellas fueron anteriores a las empresas operativas. Los primeros 


atisbos de Penta —con ese nombre — que registra el Diario Oficial 
se remontan a la sociedad Viviendas Económicas Penta Limitada, 
«inscrita en el Registro de Comercio de Santiago a fojas 18.933, 
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número 9.704, del año 1980». En enero de 1986 experimentó 
una modificación y pasó a llamarse Administraciones e Inversiones 
Penta Limitada.* 

El capital de la sociedad se fijó en 42 millones de pesos. De 
ese total, 21 millones correspondían a Administraciones e Inver- 
siones Convento Viejo Limitada, de Carlos Eugenio Lavín; las dos 
sociedades de Carlos Alberto Délano completaban igual suma: Vi- 
viendas Económicas Duero Limitada, 16 millones de pesos, e In- 
versiones Santa Verónica, cinco millones. 

Desde ese momento, los dos Carlos quedaron con la misma 
proporción en el naciente grupo. «El objeto de la sociedad es la ad- 
quisición de toda clase de bienes raíces o muebles, la obtención de 
rentas de los mismos, la formación y administración de empresas, y 
la participación en otras personas jurídicas.» 

Muchos otros nombres de sociedades se relacionan con los due- 
ños del grupo. Detrás de las empresas operativas —como ellos mis- 
mos las definen— hay una enmarañada red de sociedades de papel 
que tejen la propiedad. Entre las principales están Inversiones Pen- 
tágono Limitada e Inversiones Pentagrama Limitada,é que figuran 
como socias principales de Empresas Penta. Fueron constituidas el 
1 de octubre de 1990, cuando el grupo empezaba a formarse. 

A la vez, Pentágono y Pentagrama «pertenecen» a las sociedades 
madres de Lavín y Délano: Santa Verónica, Inversiones Verito, In- 
versiones Duero, Convento Viejo S.A., Inversiones Chimbarongo, 
a las que se sumaron las inmobiliarias Guadalquivir y Choshuenco. 
Y sus representantes legales son los dos Carlos, que a título personal 
tienen menos del 0,1 por ciento del capital accionario, acompaña- 
dos de los otros tres directivos. Todas son sociedades limitadas o 
anónimas cerradas, por lo que su actividad no es supervisada por la 


5 Notaría Jaime Morandé Oreo. Escritura de modificación de sociedad, Dia- 

io Oficial, 5 de marzo de 1986. o 
decae Patricio Raby Benavente. Escritura de constitución de Inversiones 
Pentagrama Limitada. Diario Oficial, 9 de octubre de 1990. 
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Superintendencia de Valores y Seguros, ni otra entidad fiscalizado- 
ra. La residencia de las sociedades de papel es la misma del edificio 
corporativo y de las oficinas de las dueños del grupo: El Bosque 
Norte 0440. 

Al revisar el Diario Oficial se observa que con cierta frecuencia 
unas sociedades se dividen y se reproducen, dando origen a otras 
como en un proceso de «clonación». Es así como, además de Inver- 
siones Penta, han ido surgiendo Penta I, Penta II, Penta HI, Penta 
IV y Penta V, aunque en algunos casos también sus dueños suelen 
hacerlas desaparecer en procesos «de absorción». Así, por ejemplo, 
Penta IV dejó de existir en mayo de 2006 al ser absorbida por Em- 
presas Penta S.A., junto a Inmobiliaria e Inversiones Las Américas. 
Y Penta Salud, una sociedad de corta vida, fue abolida el año 2000, 
poco tiempo después de haber sido creada. La más nueva, Penta V, 
nació el 23 de abril de 2013 de la división de Penta III, acordada 
por sus «propietarios» Pentagrama y Pentágono,” representados por 


“los dos Carlos. 


En la mayor parte de esas Penta con número romano en los úl- 
timos años figuraban como administradores con el uso de la razón 
social tres personas de extrema confianza del grupo: Hugo Bravo, 
el ex gerente caído en desgracia en 2014; José Víctor Gandarillas 
Chadwick —el hípico ex gerente de Cuprum y Help—, y el cu- 
ñado de Carlos Alberto Délano, Samuel Irarrázava! Larraín, 
también fue formalizado en marzo de 2015. En Penta II] los 
cedían los dueños. 

El 20 de septiembre de 2014 se puede leer en el Diario Oficial 
una sugerente modificación en la sociedad Inversiones Penta III 
Limitada, que pertenece a Pentágono Limitada y Pentagrama Limi- 


tada: la administración y uso de razón social solo radicará en Carlos 
Alberto Délano y Carlos Eugenio Lavín. 


quien 
ante- 


7 Notaría Patricio Raby Benavente. Escritura de constitución de Inversiones 
Penta V. Diario Oficial, 30 de abril de 2013. 
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- Otras sociedades que han sido cuestionadas por los fiscales en 
el transcurso de la investigación por su vinculación con las boletas 
o facturas ideológicamente falsas son Penta Inf. e Inmobiliaria Los 
Estancieros, las que también dentro de esa maraña de firmas apare- 
cen como muy significativas para el grupo, así como Inmobiliaria 
Duero, de Carlos Alberto Délano y su familia. 


SEÑORAS E HIJOS 


Sobre los dueños de Penta y sus familias se dejó caer un vendaval 
cuyos efectos aún no se logran ponderar y para los cuales probable- 
mente no estaban preparados. 

Carlos Eugenio Lavín tiene tres hijos de su primer matrimonio 
con la periodista y escritora Elizabeth Subercaseaux: María Angé- 
lica, Alejandra y Carlos Eugenio, ingeniero comercial, nacido en 
Madrid en 1974, quien fue el primer conductor del exitoso progra- 
ma Información privilegiada en radio Duna. 

Tras la separación de su primera esposa, Lavín se casó en 1978 
con María de la Luz Chadwick Hurtado, con quien tuvo otro 
hijo, Francisco José, quien ha participado en diferentes sociedades 
del grupo. 

Los negocios tocan a varios de sus familiares. Inversiones Con- 
vento Viejo, sociedad clave de Carlos Eugenio Lavín, fue creada en 
1980 con su madre, María Angélica García-Huidobro. Pero ella se 
retiró, dejando sus acciones en poder de Sociedad Agrícola Santa 
Elena de Chimbarongo.* Tras una modificación en 1995, esta última 
aparece controlada en un 95 por ciento por María de la Luz Chad- 
wick, y Carlos Eugenio Lavín Subercaseaux tiene un 5 por ciento. 

En el Diario Oficial se encuentran sociedades de inversiones 
familiares que incluyen a los hijos de ambos matrimonios de La- 
vín. Es el caso de la sociedad Concordia Limitada, constituida en 


8 Diario Oficial, 9 de enero de 1985. 
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diciembre de 2007, donde sus socios son los tres hermanos Lavín 
Subercaseaux, junto a Francisco José Lavín Chadwick y su madre, 
María de la Luz Chadwick.” 

En mayo de 2011, Carlos Eugenio Lavín Subercaseaux, su cu- 
fiado Cristián Letelier Braun —casado con Alejandra Lavín— y 
Francisco José Lavín Chadwick formaron otra sociedad. Esta Vez se 
trata de L8L —en alusión a sus iniciales—, dedicada a las consul- 
torías, con el objetivo de «prestar toda clase de asesorías y consulto- 
rías comerciales, económicas y financieras», según dice el extracto 
publicado en el Diario Oficial" 

Cuatro años después, el 6 de julio de 2015, los Lavín y María 
de la Luz Chadwick constituyeron otra sociedad, esta vez bajo la 
forma de sociedad por acciones. La bautizaron como Inversiones 
Cantabria SpA." 

La práctica de las sociedades de inversiones también es habi- 
. tual en la familia de Carlos Alberto Délano. La sociedad matriz del 
_ matrimonio parece ser Santa Verónica, constituida en 1980, con el 
nombre de su esposa, Verónica Teresa Méndez Ureta. En 2008 sur- 


gió otra denominada Inversiones Verito, «hija» 


de la anterior, creada 
por división. 


2 Está también Inversiones Duero Limitada y diversas 
sociedades de inversiones e inmobiliarias en que aparecen ambos. 
Asimismo, en los últimos años crearon sociedades en que apare- 
ce el Choclo junto a su mujer y sus ocho hijos, Una de ellas es Socie- 
dad de Inversiones Delmen Limitada —por las sílabas iniciales de 
los apellidos del matrimonio—, constituida el 6 de enero de 2008. 
Sus socios son: Carlos Alberto Délano Abbott, Verónica Méndez 


Ureta y sus hijos: Pablo, José Luis, Tomás, Andrés, Benjamín y 


? Notaría Patricio Raby Benavente. Constitución de Sociedad de Inversiones 
Concordia. Publicada en Diario Oficial, 19 de diciembre de 2007. 


"2 Notaría Patricio Raby Benavente. Constitución sociedad responsabilidad 


limitada Asesorías L8¿L Limitada. Diario Oficial, 26 de mayo de 2011. 


* Notaría Eduardo Avello Concha. Digrio Oficial, 11 de julio de 2015. 


2 Notaría Patricio Raby Benavente. Modificación de sociedad. Diario Of- 
cial, 23 de agosto de 2008. 
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Agustín Délano Méndez, todos domiciliados en Piedra Roja 1505, 
y las dos hermanas, Verónica y Macarena. La administración quedó 
a cargo, según la escritura, de Carlos Alberto Délano Abbott y, en 
su reemplazo, de su esposa, Verónica Méndez. 

Otra de las sociedades en que participa el clan Délano Méndez 
completo es Inversiones Tajo Limitada, constituida el 7 de noviem- 
bre de 2013, con un capital de seiscientos millones de pesos.!? Las 
operaciones en torno a estas sociedades de papel son constantes 
en las profundidades de los negocios familiares. Un año después 
Río Tajo, junto a Inversiones Delmen y Administradora Vitacura, 
transformaron en sociedad limitada a la firma Inversiones Santa 
Verónica, que nació en 1980, con el nombre de Verónica Méndez, 
la esposa de Délano. Desde esa fecha pertenece a Administradora 
Vitacura, que es dueña del 55,9 por ciento, e Inversiones Delmen, 


con el 43,7 por ciento. El resto está repartido entre los Délano 
Méndez a título individual.'* 


EN LA CAMPAÑA DEL Sí 


La colaboración con campañas no es algo nuevo para Carlos Alber- 
to Délano, quien participó activamente en la campaña del Sí que 
pretendía perpetuar a Augusto Pinochet en el poder político más 
allá de 1989. El Choclo Délano fue invitado junto a otros empresa- 
rios por el ex ministro de Hacienda Carlos Cáceres Contreras para 
financiar la publicidad y otros gastos. Entre los elegidos estuvie- 
ron Roberto de Andraca Barbas, quien se había privatizado con la 
Compañía de Acero del Pacífico (CAP), y hasta hoy es su principal 
accionista y presidente; Eliodoro Matte Larraín, cabeza del grupo 


13 Notaría Patricio Zaldívar Mackenna. Constitución de Inversiones Tajo. 
Diario Oficial, 17 de noviembre de 2013. 

14 Notaría Patricio Zaldívar Mackenna. Transformación sociedad Santa 
Verónica. Diario Oficial, 7 de enero de 2014. 
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dueño de la Papelera, y Eugenio Heiremans, el fundador y presi- 
dente de la Asociación Chilena de Seguridad por más de cincuenta 
años y hasta su muerte en 2010. 

Ante el fracaso de los primeros capítulos de la franja televisi- 
va, el entonces ministro del Interior del general Pinochet, Sergio 
Fernández Fernández, quien después fue senador designado, con- 
vocó a un grupo para dar —según se decfa— más eficacia política 
a los mensajes comunicacionales de los partidarios de la dictadu- 
ra. Integraron este equipo «creativo» el ex senador de la UDI, hoy 
formalizado, Jovino Novoa; el periodista Manfredo Mayol, ligado 
al Gobierno de Pinochet y hasta hoy asesor comunicacional de la 
UDL y Carlos Alberto Délano. 

Una de las operaciones que montó ese grupo en su «estrate- 
gia de campaña» fue utilizar, a través de la franja televisiva, una 
grabación de la ex esposa de Lagos, Carmen Weber —quien tenía 
problemas de salud—, en un intento por atacar a Ricardo Lagos 
Escobar, uno de los máximos líderes de la oposición a Pinochet, El 
episodio ocurrió el 1 de octubre de 1988, cuatro días antes del ple- 
biscito. El burdo recurso resultó contraproducente para el equipo 
«creativo» y la postulación que defendían. | 

Délano, incansable en su dedicación al marketing, colaboró 
también en ese ámbito en la campaña presidencial del ex ministro 
de Hacienda Hernán Biichi al año siguiente, cuando ganó Patri- 
cio Aylwin. Mejor suerte como asesor tuvo el Choclo cuando en 
la elección municipal de 1992 logró instalar a su amigo Joaquín 
Lavín en la Alcaldía de Las Condes. A Délano se le atribuye una 
especial influencia en la visión de «país concreto» que caracterizó el 
proyecto público de Joaquín Lavín. 


SEGUROS, UTILIDADES Y PREMIOS 


Entretanto, los Penta caminaban firmes en el territorio de los seguros 
y el grupo iba tomando forma. Incluso hacía ajustes y ventas si había 
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alguna posibilidad tentadora, como ocurrió en 1990. «Ante una 
atractiva oferta del grupo francés AGR Penta decide desprenderse de 
la Compañía de Seguros Generales Consorcio General de Seguros, 
la empresa que le dio origen», señala la historia oficial del grupo.'” 
Fue en ese tiempo que adquirió la Isapre Vida Tres y logró el control 
de la AFP Cuprum. A la vez creó la Administradora de Fondos de 
Inversiones Las Américas y empezó la conquista del Banco de Chile. 

La Compañía de Seguros de Vida, privatizada, proveniente del 
Instituto de Seguros del Estado, pasó a llamarse ISE-Las Américas. 
La expansión continuó en 1993 y el grupo volvió a los seguros ge- 
nerales, con la creación de la Compañía de Seguros Generales Las 
Américas, mientras Carlos Alberto Délano se estrenaba como di- 
rector del Banco de Chile. En 2003, el grupo adquirió AGF Allianz 
y después de esa fusión, al año siguiente, fue rebautizada como Pen- 
ta Vida Compañía de Seguros S.A. Esta última siguió un proceso 
de crecimiento en el campo de seguros de vida y rentas vitalicias. 

El mundo de los seguros parece muy intrincado y lejano, pero 
está directamente vinculado a las personas y al negocio previsional. 
Esas rentas vitalicias son las que les ofrecen a los trabajadores, por 
ejemplo, una pensión fija en unidades de fomento (UF), a partir 
de los ahorros previsionales, después de jubilar. Este negocio de las 
rentas vitalicias, una de las especialidades de los Penta, se tradujo en 
notables ganancias para el grupo. Un contrapunto con los ingresos 
que suelen obtener los pensionados que, en un promedio del país, 
no alcanzan a los doscientos mil pesos mensuales, considerando 
este sistema y el de los retiros programados que administran las 
AFP con cargo a la capitalización individual de los afiliados. 

La Memoria de 2014 de Penta Seguros de Vida destaca: «Se 
siguen batiendo récords, la compañía logró una utilidad de 23.495 
millones de pesos, lo que significó un crecimiento del 175 por 
ciento respecto al año anterior». Y señala que las rentas vitalicias 
han sido para Penta un actor importante, «con una recaudación 


15 www.empresas penta.cl/empresas/historia.php 
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histórica que alcanzó 8.961.894 UF», que les significó situarse en 
el «tercer lugar de las compañías que comercializan este producto». 
A la vez, esa Memoria consigna que en 2014 la compañía ganó dos 
licitaciones en la línea de seguros de invalidez y sobrevivencia. 

Solo tres meses antes de que se empezara a develar el caso Penta, 
algunos medios registraron los felices rostros de Carlos Eugenio 
Lavín y Carlos Alberto Délano en los momentos en que eran galar- 
donados con el Premio de Contribución a la Industria Aseguradora 
2014, otorgado por la Asociación de Aseguradores en UNA Ceremo- 
nia en Casa Piedra en Vitacura. Era la noche del 22 de abril y se 
destacó la «trascendental contribución a la industria 
Chile» de los premiados. 

El ex senador de la UDI y colaborador del grupo, 
bal, hoy formalizado por el Ministerio Público, 
decir unas palabras cargadas de adjetivos: «Por 
que existan en el medio empresarial 


del seguro en 


Carlos Bom- 
fue el encargado de 
Dios que se aprecia 


personas sencillas y sin alardes, 
. como ellos, que han sido capaces de llevar adelante, 


audacia, pero con prudencia, complejos e importantes negocios 
y proyectos de inversión, siempre sobre la base de una confianza 
societaria ilimitada, basada en el respeto mutuo entre ambos, por 
encima de lo favorable o lo adverso de las circunstancias», 

En la ocasión agregó con entusiasmo: «Ellos cuentan con un 
gran patrimonio, el patrimonio de una vida intensa y fecunda, 
cuyo principal norte no ha sido la acumulación de riqueza». Y al 
final aludió a la presencia constante de sus mujeres: «Dos 
y dos socios que han tenido la gran virtud de contar a su l 


con mucha 


amigos 


ado con 
dos mujeres excepcionales, Malú y Verónica, y preciosas familias 
—aquí presentes— que han sido y seguirán siendo la razón primera 


y última de todos sus afanes, y el mejor seguro de sus vidas». 
Antes de terminar el añ 


o 2014, María de la Luz y Verónica 
empezaron a aparecer dentro de la investigación que lleva el Mi- 


nisterio Público como firmantes de boletas ideológicamente falsas 


tendientes a evadir impuestos y aumentar las ganancias del grupo 
y sus dueños. 
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Cuando entró en escena la reforma previsional en 1981, y mientras 
Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano trabajaban para el 
grupo Cruzat-Larraín y estaban preocupados de echar a andar la AFP 
Provida, los supervisores del cobre amparados por Codelco dieron 
forma a otra AFP más pequeña: Cuprum, que se mantuvo hasta fines 
de esa década ligada a ese sector. Sin embargo, en diciembre de 1988 
ya el Consorcio Nacional de Seguros —controlado por Lavín y Dé- 
lano— aparecía con un 13,7 por ciento del capital accionario de la 
AFP. Desde diciembre de 1988 figuran en el directorio Carlos Alber- 
to Délano Abbott y Carlos Eugenio Lavín García-Huidobro. Ese año 
asumió como presidente del directorio de Cuprum Pedro Próspero 
Corona Bozzo, ex vicepresidente de Codelco en dictadura, quien du- 
rante un largo período fue presidente de la Asociación de AFP. 

A partir de 1990, la FECU —la Ficha Estadística de Codifica- 
ción Uniforme de la Superintendencia de Valores y Seguros — mues- 
tra a la sociedad Administraciones e Inversiones Penta Limitada 
como propietaria del 9,5 por ciento de las acciones de Cuprum. En 
1991, la sociedad Administraciones e Inversiones Penta Limitada, 
principal accionista de Cuprum, aumentó su porcentaje al 23,8 por 
ciento de las acciones, y en 1992 subió al 27,9 por ciento. Ese año 
se incorporaron al directorio otros dos nombres en representación 
del grupo: Hugo Bravo López y Fernando Silva Alvear. 

En los años siguientes, Administradora e Inversiones Penta si- 
guió aumentando su participación. El nuevo grupo consolidó su 
posición mayoritaria en la AFP Cuprum en 1992, lo que fue de- 
terminante para el control de importantes empresas del país. En 
1996, la sociedad controladora pasó a llamarse Empresas Penta 
y en diciembre de 1997 ya tenía el 48,3 por ciento de Cuprum, 
convertida en una de las principales AFP del país. Después siguió 
incrementando su porcentaje hasta más del 60 por ciento. 

El negocio resultó tan suculento para el grupo Penta que en 
1998 vendió un 31,7 por ciento de las acciones de Cuprum a la 
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empresa Sun Life de Canadá en 140 millones de dólares, pero man- 
tuvo una proporción similar y la administración de la AFP. La ope- 
ración le otorgó liquidez para aumentar las sucesivas compras de 
acciones del Banco de Chile y para otras actividades del grupo. Sie- 
te años después, en 2005, los Penta volvieron a adquirir las acciones 
de Sun Life y recuperaron el control total de Cuprum hasta 2012, 
cuando vendieron la AFP a la aseguradora Principal Finacial Group 
en una suma espectacular: mil millones de dólares. Y todo gracias 
a la administración de los fondos previsionales de los trabajadores 
que cotizaban en ella. 


EL ESTRATEGA 


Dos años antes de la elección presidencial de diciembre de 1999, 
- los hombres de máxima confianza de Joaquín Lavín —vinculados 
muchos de ellos al grupo Penta— venían trabajando en un co- 
mando prácticamente estructurado para promover al ex alcalde a la 
Presidencia de la República. Junto a Carlos Alberto Délano estuvo 
el economista Cristián Larroulet, quien en la segunda mitad de los 
ochenta fue jefe de gabinete de Hernán Biichi y, en el Gobierno 
de Sebastián Piñera, ministro secretario general de la Presidencia 
durante todo el período. En esa época era el director ejecutivo del 
Instituto Libertad y Desarrollo, fundado por Cáceres y Biichi en 
1990, al comenzar la transición, donde estuvo hasta ingresar al ga- 
binete de Piñera. 

Un personaje clave en esa y las dos sucesivas campañas de Joa- 
quín Lavín fue Ernesto Silva Bafalluy, el padre del actual diputado 
de la UDI por el distrito 23 en el sector oriente de la capital, Ernes- 
to Silva Méndez, quien también fue concuñado de Carlos Alberto 
Délano. Ambos se casaron con dos hermanas Méndez Ureta, María 
Cristina y Verónica. 

Ernesto Silva Bafalluy, quien se quitó la vida en agosto de 2011, 
era considerado el estratega, además de recaudador de fondos y 


98 


EL ESTRATEGA 


tesorero durante las campañas presidenciales de su amigo. A la vez 
fue un importante directivo del grupo Penta. 

Como la mayoría de los Chicago boys, cra gremialista desde 
su juventud y muy próximo al economista Miguel Kast. Fue sub- 
director de Odeplan, el semillero conducido por Kast, donde se 
planificaban las políticas públicas en dictadura, y vicepresidente de 
la Comisión Chilena del Cobre. Desde ahí pretendió sin éxito lle- 
var a cabo un plan para privatizar Codelco, y cuando la Empresa 
Nacional del Petróleo (ENAP) instauró el diseño de filiales, intentó 
lograr el mismo objetivo. 

Militante de la UDI, fue el padrino de bautismo de la menor de 
las hijas de su amigo Joaquín Lavín. A la vez, era gran amigo del ex 
presidente Sebastián Piñera, quien lo llevó a la línea aérea Ladeco 
en 1986, donde fue gerente después de salir de la ENAP. 

Silva Bafalluy estuvo, asimismo, ligado a la privatización de las 
empresas del Estado, en particular a las de energía eléctrica. Con 
José Yuraszeck trabajó en Endesa —la Empresa Nacional de Elec- 
tricidad— desde 1995, donde fue su brazo derecho en la consoli- 
dación de la toma de control de esa compañía por parte de la ya 
privatizada Enersis. Participó en los directorios de diferentes em- 
presas del conglomerado eléctrico controlado en ese entonces por 
Yuraszeck hasta después del escándalo que envolvió al denominado 
«zar de la electricidad» y puso fin a su participación en esa área, 

En 1998, Silva presidía la Inmobiliaria Manso de Velasco —del 
mismo grupo Enersis— y la sociedad Túnel El Melón y era di- 
rector de Endesa y Enersis. A diferencia de lo ocurrido con otros 
ex directores de ese conglomerado, Silva Bafalluy permaneció un 
tiempo en el directorio de Enersis, después del traspaso a Endesa 
España, en representación de la AFP Cuprum, controlada por el 
grupo Penta. 

De tanta confianza era Silva Bafalluy para Délano y Lavín que 
fue nombrado presidente del directorio de la Compañía de Seguros 
Generales ISE-Las Américas, después transformada en Penta Secu- 
rity. Y al momento de su muerte encabezaba esa empresa y también 
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era presidente de la AFP Cuprum y rector por más de once años de 
la Universidad del Desarrollo. 

Pero Silva Bafalluy no solo acompañó a Lavín en sus diferentes 
campañas; también a otro antiguo militante UDI, un tercer Car- 
los formalizado por el caso Penta: el abogado Carlos Bombal, que 
llegó a ser senador por Santiago en 1997, después de dos períodos 
de diputado, y quien se desempeñó durante un largo tiempo como 
asesor y secretario general de directorios de empresas del grupo 
Penta, aunque, según el ex gerente Hugo Bravo, Bombal era más 
bien un lobbysta. 


LA ARREMETIDA EN SALUD 


La década del noventa fue para el grupo Penta un tiempo de creci- 
miento en sus diversos negocios. Se consolidaron y siguieron crecien- 
“do en seguros y previsión, llegaron a la salud privada y se empinaron 
a la actividad bancaria. Su imperio económico tomaba forma. Al 
empezar el siglo xau, el grupo Penta, que no existía como tal quince 
años antes, desplegaba sus actividades con logros espectaculares. 

En 1991, ya con los seguros y la AFP Cuprum en sus manos, 
Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano se hicieron dueños 
de la mitad de la Isapre Vida Tres, llamada así porque había sido 
fundada en 1986 por tres clínicas privadas: Alemana, Las Condes 
e Indisa. | 

Inversiones Las Américas, una de las sociedades del grupo, apa- 
rece en 1994 como dueña del 50 por ciento de las acciones de 
Vida Tres. La otra parte permanecía en poder de la sociedad In- 
versiones Clínicas S.A., hasta que en diciembre de 1997 el control 
mayoritario llegó a ser de Penta: al 50 por ciento de Inversiones 
Las Américas se sumó un 33,3 por ciento de una nueva firma, Las 
Américas Salud II S.A. Con eso lograron un total de 83,3 por cien- 
to, mientras que Inversiones Clínicas S.A., de la Clínica Alemana, 
solo conservaba un 16,6 por ciento. Pero era solo el principio. 
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En 1996, el grupo Penta formó la empresa de salud de urgencia 
Help. Dos años más tarde, Lavín García-Huidobro y Délano Ab- 
bott ingresaron a la propiedad de la Clínica Las Condes, a través 
de Inversiones Las Américas, que adquirió un 10 por ciento de ese 
centro médico del sector oriente de Santiago. 

Poco tiempo después, la arremetida en la salud privada de los 
Penta dio otro paso al asociarse con el poderoso supernumerario 
del Opus Dei Eduardo Fernández León: el año 2000 se selló la 
«fusión por absorción» entre Banmédica S.A., el holding de la salud 
de Fernández León, la más grande Isapre del sistema privado, y la 
sociedad Inversiones Las Américas de los Penta, dueños de Vida 
Tres. En ella también tenía una parte minoritaria Inverclinsa, de la 
Sociedad de Beneficencia Hospital Alemán, principal accionista de 
la Clínica Alemana. 

La fusión dejó a Banmédica en el primer lugar del «mercado 
de la salud privada», con un 25 por ciento del total de afiliados al 
sistema de Isapres. Quedaron en manos de un solo holding, ade- 
más de los afiliados a las dos Isapres —Banmédica y Vida Tres, que 
siguieron funcionando con nombres diferentes—, los servicios de 
urgencia móvil Banmédica Móvil y Help, las clínicas Santa María 
y Dávila, que eran de Banmédica, y un 10 por ciento de las accio- 
nes de la Clínica Las Condes, que eran de Penta —las que fueron 
vendidas en el año 2006—, y otras empresas vinculadas a la salud. 

Además de las clínicas, la fusión incluyó el control de la totali- 
dad de Omesa, administradora de centros médicos que dio origen a 
Vidaintegra; el 50 por ciento de Avansalud, de Empresas Banmédi- 
ca en sociedad con la Isapre Consalud, y los servicios de emergencia 
Banmédica Emergencia Móvil y Help, y Home Medical Clinic. 

Con la fusión entraron al directorio de Empresas Banmédica 
Carlos Eugenio Lavín, en calidad de vicepresidente, Hugo Bravo 
López y Héctor Concha, por Penta. En la presidencia quedó Gon- 
zalo Ibáñez Langlois, hombre de confianza de Fernández León, 
mientras que Máximo Silva Bafalluy, el anterior presidente y her- 
mano de Ernesto Silva, se mantuvo como integrante del directorio. 
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El conglomerado de salud Fernández León-Penta cont cre- 
ciendo en los años siguientes. En 2005, los socios adquirieron y 
fusionaron la Isapre Promepart y efectuaron sucesivas ampliaciones 
en las clínicas Santa María y Dávila. Asimismo, sumaron las clíni- 
cas Ciudad del Mar en Viña y Bío-Bío en Concepción, y continua- 
ron con la instalación de nuevos centros de salud. 

El crecimiento se proyectó también hacia Colombia y Perú. El 
holding está presente en las clínicas Colmédica, Clínica del Coun- 
try, Clínica de La Colina, en Bogotá, y Portoazul, en Barranquillas, 


en Colombia, y en Perú, en la Clínica San Felipe, en Lima. 


EL CONTROL DEL BANCO DE CHILE 


La noche del 13 de enero de 1983, el biministro de Hacienda y de 
Economía Rolf Liiders anunció la intervención de los dos bancos 


controlados por los grupos «pirañas»: el Banco de Santiago, del . 


grupo Cruzat-Larraín, y el más tradicional de todos, el Banco de 
Chile, que estaba bajo el control de Javier Vial. La escena era insó- 
lita. Había sido Liiders, uno de los primeros Chicago boys, quien 
como mano derecha de Javier Vial se había desempeñado como 
uno de los principales constructores del megagrupo «pirafia» del 
Chile pinochetista. Y sus palabras marcaban el derrumbe. 

Pero la intervención no fue el fin para el tradicional Banco de 
Chile, el más emblemático del país. Por decisión del Gobierno mi- 


litar, el Estado lo apoyó para que volviera a salir a flote, 


pero en 
Otras manos, 


tras entrar en un largo proceso para el pago de lo 
que se denominó «la deuda subordinada». Otro tanto ocurrió con 
el Banco de Santiago, adquirido después por Andrónico Luksic, 
quien lo fusionó con el O'Higgins en 1997 y, más tarde, en 2003, 
lo vendió al Banco Santander de España. 

En los noventa, la propiedad del Banco de Chile estaba disemi- 
nada entre los accionistas. Pero a fines de esa década, el emergente 
grupo Penta empezó a mover sus hilos para tomar el control. De a 
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poco, Carlos Alberto Délano y Carlos Eugenio Lavín compraron 
acciones y luego empezaron a generar contactos con otros inver- 
sionistas «amigos» para ir tras la toma de control del más conocido 
banco privado del país. En 1993, Carlos Alberto Délano llegó al 
directorio del Banco de Chile, y al año siguiente lo hizo Carlos 
Eugenio Lavín. 

El pacto impulsado por el grupo Penta fue anunciado por sus 
representantes y los del grupo Cúneo-Solari —los actuales dueños 
de las multitiendas Falabella y el canal de TV Megavisión, entre 
otras sociedades — en noviembre de 1998. Desde esa fecha, ambos 
conglomerados aumentaron su propiedad accionaria. En marzo de 
1999 firmaron una alianza y formalizaron el pacto. 

Pero necesitaban todavía más aliados y los consiguieron. Sur- 
gió así el Pacto de Accionistas Mayoritarios del Banco de Chile. 
Empresas Penta tenía el 14 por ciento de la propiedad del banco. 
La familia Cúneo-Solari, casi el 10 por ciento. Alfredo Moreno 
Charme, ex canciller de Sebastián Piñera a quien los Penta con- 
fiaron la conducción de todas sus empresas operativas mientras 
dure el juicio por las boletas y facturas, tenía un 0,7 por ciento y 
representaba al Patronato Nacional de la Infancia. Sergio Larraín, 
ex dueño de Financiera Fusa, se incorporó con un 2,3 por ciento, 
y el Consorcio Nacional de Seguros de Vida, controlado por Juan 
Hurtado Vicuña y el grupo Fernández León, con un 3,6 por ciento. 
En total, un 30,6 por ciento, lo que les permitía el control, por la 
gran dispersión accionaria de la entidad financiera. 

Con ese porcentaje de las acciones, el pacto mejoraba su posi- 
ción relativa en caso de que un tercero intentara aumentar la pro- 
piedad del banco. Constituido en accionista principal del Banco de 
Chile, el grupo Penta eligió a Carlos Eugenio Lavín como vicepre- 
sidente y mantuvo a Carlos Alberto Délano como director. 

El principal de los «nuevos socios» del pacto del Banco de Chi- 
le, el Consorcio Nacional de Seguros de Vida, era controlado en esa 
época en partes iguales por P8zS, sociedad que pertenecía a Juan 
Hurtado Vicuña, y Banvida, de propiedad del grupo Fernández 
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León y José Antonio Garcés Silva, controladores de la Isapre Ban- 
médica. Ambos fueron de los primeros en acercarse a Capitán 
Yáber después que sus socios fueron encarcelados. 

José Antonio Garcés, socio de Eduardo Fernández León en el 
actual Consorcio Nacional de Seguros y accionista e integrante del 
directorio de la Embotelladora Andina, es otro personaje cercano a 
los Penta. Con Carlos Alberto Délano se asoció en Iron Minnings 
para desarrollar el proyecto Minera Dominga. 


VUELTAS Y CÍRCULOS 


El Consorcio Nacional de Seguros de Vida —la empresa que per- 
teneció al grupo Cruzat-Larraín y en la que se conocieron Délano 
y Lavín—, traspasado por el Estado al Bankers Trust desde «el área 
rara», fue vendido por el banco estadounidense a esta compañía 

local, la mayor del mercado asegurador chileno, en 1997. Como el 
poder económico en Chile tiene círculos que llevan a redes forma- 
das por las mismas personas, no resulta tan extraño comprobar hoy 
que el Consorcio Nacional de Seguros lo preside desde diciembre 
de 2014 Marcos Biichi Buc, hermano de Hernán Búchi. Y el ex 
ministro es uno de los miembros del directorio. Marcos Biichi fue 
elegido en ese cargo para reemplazar a Juan Bilbao, el directivo que 
cayó en desgracia tras el escándalo que estalló en Nueva York y lo 
llevó a juicio acusado por la SEC (Securities and Exchange Com- 
mission) por fraude y uso de información privilegiada. 

Hasta ese momento, Marcos Biichi era director ejecutivo de 
la Corporación Santo Tomás, dueña de la universidad, el instituto 
profesional y el centro de formación técnica del mismo nombre, cu- 
yos principales accionistas son Juan Hurtado Vicuña y sus herma- 
nos. Además, era miembro del directorio de Codelco —Aesignado 
por el ex presidente Piñera—, donde estuvo hasta mayo de 2015. 

Por su parte, Juan Hurtado —socio estratégico de Fernández 
León en numerosos negocios y gran amigo de Hernán Biichi desde 


LA JUGADA DE LUKSIC 


la universidad — controla, además, junto a Fernández León, las 
empresas privatizadas Entel —en compañía del grupo Matte— y la 
Minera Punta del Cobre. 

Los socios de ese pacto tenían en común —así como los Pen- 
ta— la cercanía a la UDI y su interés por el negocio financiero y 
los seguros. | 

El presidente del directorio de Banmédica era en 1999, cuando 
se efectuó el pacto, el ex ministro del Trabajo del régimen militar, 
Máximo Silva Bafalluy —hermano de Ernesto Silva, en ese mo- 
mento rector de la Universidad del Desarrollo—, quien fue amigo 
de Jovino Novoa desde sus tiempos de estudiante de Derecho en la 
Universidad Católica. 

Después de efectuada la compra al banco estadounidense, 
Máximo Silva explicó que Banvida acordó un aumento de capital 
por 16.125 millones de pesos,'* los que serían destinados a pagar la 
deuda de 53 millones de dólares que le significó la compra del Con- 
sorcio Nacional en mayo de 1999. Anticipó en esa oportunidad 
que el Consorcio Nacional de Seguros Vida se transformaría en un 
holding que pretende ser «un gran actor en el mundo financiero», y 
confirmó la constitución de la sociedad anónima Consorcio Finan- 
ciero. Esta operaría como holding de los grupos Hurtado Vicuña y 
Fernández León en materia de seguros. 

Los hermanos Silva Bafalluy estaban juntos en el pacto con- 
trolador del Banco de Chile, y la consolidación del grupo Penta 


resaltaba como uno de los más significativos hechos en la estructura 


de poder de Chile en el fin del siglo xx. 


La JUGADA DE Luksic 


Pero el control del Banco de Chile fue flor de un día en los agitados 
negocios de los Penta y sus socios. El pacto llevaba un año y parecía 


'$ El Mercurio, 29 de octubre de 1999. 
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haber cumplido su objetivo, pero le salió un fuerte rival al paso, que 
al final ganó la batalla: Andrónico Luksic Graig, el empresario croa- 
ta con quien los Penta protagonizaron una ardua disputa accionaria 
durante los últimos meses de 1999 y los primeros del año 2000. La 
estrategia de Penta y el Consorcio fue resistir comprando acciones 
y hasta fines de ese año se mantuvieron con el timón en sus manos. 
Durante la primera semana de diciembre, la disputa por el control 
del Banco de Chile, iniciada más de un año antes, continuaba desa- 
tada. El 5 de diciembre de 2000, tras una Importante compra de 
más de 16 millones de acciones en una mañana por parte del Con- 
sorcio Financiero, el pacto declaró que tenía el 35 por ciento del 
control. Luksic había adquirido el 51 por ciento de las acciones del 
Banco Edwards y alcanzaba más del 10 por ciento del Chile. Pre- 
tendía una posible fusión de ese banco con el Edwards para desa- 
rrollar su negocio financiero. Este avance de Luksic sobre el Banco 
-.de Chile parecía congruente con la percepción, que se comentaba 
entonces, de que el Banco Edwards era «demasiado chico» para 
Luksic. Por eso, se veía solo como un peldaño para lograr establecer 
otro banco de importancia. En esa línea —se interpretaba— iban 
sus esfuerzos por comprar acciones del Banco de Chile, a pesar de 
que afrontaba una alta deuda subordinada. 

El 14 de diciembre de 2000 la disputa terminó. En una reu- 
nión entre Andrónico Luksic y los representantes del pacto, estos 
cedieron y se acordó la compra del 35 por ciento de las acciones del 
Banco de Chile por parte de Luksic. El precio fue de unos 540 mi- 
llones de dólares, de los cuales doscientos millones fueron pagados 
al contado. El grupo Luksic quedó con más del 47 por ciento de 
las acciones del tradicional banco, y logró después un controvertido 
préstamo en el Banco del Estado para terminar de saldar la deuda. 

Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano quedaron con 
más de ciento cincuenta millones de dólares en el bolsillo para in- 
vertir en otras actividades en ese momento, y después les llegaron 
otros cien millones. Menos de cuatro años más tarde dieron curso 
a un nuevo plan: fundar un banco propio, el Banco Penta, con su 
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sello como institución de inversiones. La nueva entidad abrió sus 
puertas en mayo de 2004. 

Todo parecía ir bien para el banco hasta que estalló el escándalo 
en 2014 y con el transcurrir de los meses la inversión se fue debi- 
litando. Tras el vendaval que los golpeó decidieron deshacerse de 
su banco en el invierno de 2015. Y por esas paradojas de la vida y 
de los negocios, el comprador fue el hijo de Luksic Graig, también 
de nombre Andrónico, quien hizo la mejor oferta: mil millones 
de dólares por la cartera de clientes, pero esta vez con pasivos que 
cubrir, en medio del deterioro de la imagen que han experimentado 
.sus empresas. El 10 de julio se selló la venta monitoreada por el 
ex ministro de Relaciones Exteriores de Sebastián Piñera, Alfredo 
Moreno Charme. La desgastada marca no estuvo en la transacción 
ni tampoco el inmueble donde funcionaba el Banco Penta en El 
Bosque Norte 0440. 


La UNIVERSIDAD DEL DESARROLLO 


Uno de los focos de interés del grupo Penta es la Universidad del 
Desarrollo (UDD), fundada en Concepción en febrero de 1990 
por Joaquín Lavín, Ernesto Silva Bafalluy, Cristián Larroulet y Fe- 
derico Valdés Lafontaine, el actual rector, y su padre, Alfredo Val- 
dés Herrera. Poco después se incorporaron Carlos Alberto Délano 
y Carlos Eugenio Lavín, y unos años más tarde el ex ministro de 
Hacienda Hernán Biichi, quien desde 2011 hasta hoy preside la 
junta directiva de la UDD. 

Los mismos socios de la «Udiversidad», como la motejan los 
estudiantes, formaron en 1991 la Inmobiliaria Ainavillo,'” cuyos 
integrantes iniciales eran Silva Bafalluy, Cristián Larroulet y Joa- 
quín Lavín, a título personal, además de Inversiones El Estribo 


17 Notaría Aliro Veloso. Constitución Inmobiliaria Ainavillo, 5 de agosto de 
1991. Registro de Comercio, fojas 23.216, n* 11647, año 1991. 
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Limitada, de Federico Valdés, y Feval S.A., de Alfredo Valdés. Des- 
de su constitución estuvo presente Administraciones e Inversiones 
Penta Limitada. Todos ellos partieron con un 16,7 por ciento de 
las acciones. 

En 1992 dejaron de figurar en forma individual Silva, Larrou- 
let y Joaquín Lavín, pero su participación pasó a estar a nombre 
de las sociedades Inversiones y Asesorías Sydarta, de Ernesto Silva 
Bafalluy; Inversiones El Otoñal, de Cristián Larroulet, y Estudios 
Económicos, de Joaquín Lavín. Amigos y militantes de la UDI, los 
socios de la Universidad del Desarrollo tuvieron un rol preponde- 
rante en la campaña presidencial de Lavín en 1999, cuando llegó 
muy cerca del ex presidente Ricardo Lagos en la segunda vueltá. 

El mismo año ingresó Hernán Biichi a la propiedad de Ainavi- 
llo —con un 10 por ciento— y al control de la universidad. En esa 
época compraron la quebrada Universidad de Las Condes, lo que 
“les permitió expandirse a Santiago, sin mayor trámite, saltándose 
el proceso de «licenciamiento» que debían cumplir las nuevas uni- 
versidades para ser autónomas. Más tarde, la UDD se instaló en el 
nuevo campus en San Carlos de Apoquindo construido por Penta, 
el que hoy lleva el nombre de Ernesto Silva Bafalluy. * 


CONTACTOS PARLAMENTARIOS 


Los lazos de la Universidad del Desarrollo —que tiene 13.500 es- 
tudiantes— llegan en forma directa al Parlamento, donde los temas 
educacionales están en plena discusión desde que se levantó el mo- 
vimiento estudiantil en 2011. Uno de los personajes que está a los 
dos lados de la mesa en este negocio es el diputado de la UDI por 
Las Condes, Vitacura y Lo Barnechea, Ernesto Silva Méndez, el 
hijo mayor del fallecido rector y socio Ernesto Silva Bafalluy. Tras la 
muerte de su padre, Silva Méndez se incorporó al consejo directivo 
de la UDD. Se mantuvo ahí durante todo su primer período parla- 
mentario, pero lo dejó cuando asumió la presidencia de la UDI en 
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mayo de 2014, a la que se vio obligado a renunciar el 11 marzo de 
2015, como efecto directo del caso Penta. 

Abogado de la Universidad Católica, Ernesto Silva Méndez fue 
presidente del Centro de Estudiantes de Derecho en 1998 y diri- 
gente del movimiento gremialista en esos años. Había sido brazo 
derecho de Joaquín Lavín en el proyecto «Vanguardia», un referen- 
te creado por el ex ministro para su trabajo político, vinculado a la 
Fundación La Vaca. Y en la Universidad del Desarrollo fue director 
del Centro de Estudios Públicos y vicerrector de Pregrado, antes de 
llegar al Parlamento en 2010. Su hermano Felipe fue jefe de gabine- 
te de Lavín en Educación cuando el ex ministro llegó al Gobierno. 

Federico Valdés Lafontaine, ingeniero UDI y ex presidente de 
la sociedad anónima deportiva Azul Azul, también integrante del 
equipo fundador, asumió la rectoría de la Universidad del Desarro- 
llo en reemplazo de Silva Bafalluy en agosto de 2011. 

El director del Programa de Opinión Pública de la UDD es 
Gonzalo Miiller, columnista y comentarista político, casado con 
la diputada María José Hoffman, jefa de la bancada de diputados 
de la UDI. A su vez, la ex ministra secretaria general de Gobier- 
no y actual senadora de la UDI, Ena von Baer, fue profesora de 
esa universidad. 

En otro plano, el Consejo Asesor Empresarial de la Universidad 
del Desarrollo también da cuenta de significativas relaciones. Lo 
preside el ex ministro de Interior y de Hacienda de Pinochet Carlos 
Cáceres Contreras, quien a la vez encabeza el Instituto Libertad y 
Desarrollo desde su fundación en 1990; entre otros, integraron ese 
consejo hasta marzo de 2010, cuando se incorporaron al gabinete 
de Sebastián Piñera, el ex ministro de Minería y Obras Públicas, 
Laurence Golborne, y el ex canciller Alfredo Moreno, quien hoy 
representa en la máxima instancia de la universidad, el consejo di- 
rectivo, a los dueños de Penta. 

Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano eran miembros 
del consejo directivo de la UDD hasta 2014, cuando sobrevino la 
investigación que les significó la formalización en marzo de 2015. 
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La relación con la UDI y en particular con los parlamentarios 
a quienes aportaban dinero ha sido, sin duda, un nexo interesante 
para los controladores del grupo y dueños de la universidad, más 
aún en tiempos en que el lucro ha estado en el tapete de la polémica 
y las reformas a la educación, y cuando los aportes del Estado se 
discuten en el Parlamento. Lo mismo se podría deducir para influir 
en los temas vinculados a la salud, la previsión y los seguros. 
Sin ir más lejos por ahora, el comprometedor correo electróni- 
co que envió Carlos Eugenio Lavín a Ernesto Silva Méndez el 10 
de enero de 2013, con el asunto «Proyecto de ley en trámite», es 
elocuente: «Ernesto: te transcribo el artículo de ley 198 que define 
lo que es el IPC de la Salud. “Para efectos de la modificación de 
precios del Plan Garantizado de Salud”. Según te entendí, los DC 
estarían llevando esta idea del reajuste máximo según IPC de la 
Salud, para el Plan Garantizado y para el Complemento. Si entendí 
_bien esto, sería de la máxima gravedad. Para saber eso te estaba lla- 
mando y de acuerdo a eso ver si se nos ocurre algo. Saludos, CEL». 

La respuesta del diputado Silva no se hizo esperar. Ántes de 
dos horas le contestó: «Hola, Carlos Eugenio. Es solo para el plan 
garantizado. Saludos cordiales, Ernesto». 

El intercambio epistolar que está en la carpeta investigativa del 
caso fue dado a conocer por el sitio web TV13.cl el mismo día que 
Carlos Eugenio Lavín declaró por primera vez ante el fiscal Car- 
los Gajardo. Rápidamente fue reproducido por otros medios y por 
redes sociales. A raíz de eso, El Mostrador recordó que el proyecto 
había ingresado al Parlamento en diciembre de 2011 y pretendía 
«crear una tarifa plana para todos los usuarios de aseguradoras pri- 
vadas de salud». Y que —según fuentes del Congreso— «Silva fue 
clave, porque fue el que más insistió en que se mantuvieran los tra- 
mos. Larroulet, entonces ministro de la Segpres, hoy de regreso en 
la Universidad del Desarrollo, jugó un papel muy importante, ya 


que defendía los puntos de vista de Silva desde La Monedo», indicó 
el diario digital. 
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Los edificios aumentaban año a año en Concepción, donde partie- 
ron en 1990, pero no eran de la universidad, sino de la Inmobiliaria 
Ainavillo, que los arrendaba o subarrendaba a través de complejas 
fórmulas, tratando de evadir el mandato legal que impide el lucro 
en estas instituciones. También operaban con sistemas de leasing 
con los bancos que les financiaban las operaciones. En cierto modo, 
la Universidad del Desarrollo, una de las doce investigadas por lu- 
cro por el Ministerio Público, refleja un doble afán que se ve en 
este «mercado»: la influencia ideológica y la búsqueda de utilidades, 
como señalé en 2013 en el libro Con fines de lucro. La escandalosa 
historia de las universidades privadas en Chile.** 

De acuerdo a una investigación periodística realizada por Ciper 
Chile, ese mismo año, en diciembre, los controladores de la UDD 
hicieron una reestructuración de sus inversiones y sus empresas re- 
lacionadas. Esto se tradujo en que los fundadores de la UDD y el 
grupo Penta salieran de la Inmobiliaria Ainavillo, ligada a la univer- 
sidad desde sus orígenes, y Penta Vida, de Carlos Eugenio Lavín y 
Carlos Alberto Délano, pasara a ser la dueña de los inmuebles. Así, 
el campus de Santiago Ernesto Silva Bafalluy, ubicado en la calle Lo 
Plaza con República de Honduras, en San Carlos de Apoquindo, y 
los siete de Concepción pertenecen directamente a Penta, que los 
arrienda bajo forma de leasing a la universidad.” 

Es posible que esa modificación se relacione con la polémica 
despertada por el lucro y las nuevas exigencias que se ven venir si 
se pretende recibir fondos públicos para el financiamiento de las 
instituciones de educación superior. 


18 María Olivia Mónckeberg, Con fines de lucro. La escandalosa historia de las 
universidades privadas en Chile, Santiago, Debate, 2013, 

19 Juan Pablo Figueroa y Catalina Albert, «Las huellas del grupo Penta en los 
negocios de la Universidad del Desarrollo», Ciper Chile, 1 de enero de 2015. 
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Entretanto, la formalización judicial que afecta a los Penta los 
llevó a dejar los directorios de las empresas y, siguiendo la misma 
línea, se retiraron también del consejo directivo de la universidad. 
En su reemplazo entraron el ex canciller de Sebastián Piñera Alfre- 
do Moreno Charme, el economista José Ramón Valente y Felipe 
Silva Méndez, el hermano del diputado Ernesto Silva.? A ellos se 
sumó Renato Peñafiel Muñoz, gerente general del Banco Security y 
miembro del directorio de Penta Security, la compañía de seguros 
generales que sería vendida al consorcio Liberty International Hol- 
ding Inc. El anuncio se hizo en forma paralela al del traspaso del 
Banco Penta a Andrónico Luksic en julio de 2015, y el valor de la 
transacción sería 105 millones de dólares. 

El directorio de Penta Vida lo preside desde el 16 de diciembre 
de 2014 Fabio Valdés Correa, el amigo de toda la vida de Carlos 
Eugenio Lavín y vicepresidente del directorio de la Clínica Santa 
María. Integran el directorio de la aseguradora dueña de los inmuc- 
bles de la Universidad del Desarrollo, Fernando Gámbara Lodigia- 
ni y Marco Lorenzo Comparini Fontecilla, antiguos ejecutivos del 
grupo; los hijos de los dueños, Carlos Lavín Subercaseaux y Pablo 
Délano Méndez, a quienes se sumaron Alfredo Moreno Charme, 
en julio de 2014, y José Ramón Valente, en diciembre de ese año. 

Por otra parte, después del término del Gobierno de Sebastián 
Piñera, los ex ministros Joaquín Lavín y Cristián Larroulet volvie- 
ron a tomar posiciones de dirección académica dentro de la univer- 
sidad en un ámbito que ellos han considerado fundamental para la 
formación de los estudiantes y la proyección del modelo neolibe- 
ral: Lavín es el decano de la Facultad de Economía, y Larrouler el 


director de investigación. 


2 En 2007, con el objeto de consolidar la Facultad de Medicina la Univer- 
sidad del Desarrollo, negoció con la Corporación Chileno-Alemana de Be- 
neficencia, propietaria de la Clínica Alemana, la incorporación de la entidad 
germana a la Fundación Universidad del Desarrollo. En representación de la 
Corporación actualmente están Marcelo Magofke Garbarini —gerente ge- 
neral de la Clínica Alemana—, Claus Krebs Wrege y Gerardo Kóster Grob. 
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A diferencia de otros grupos surgidos de la privatización de las ex 
empresas estratégicas del Estado chileno, el grupo Penta tuvo un 
perfil bajo hasta fines de la década de los noventa, y paso a paso 
se fue estructurando sin estridencias. El poder que alcanzó se hizo 
público en 1998, cuando se iniciaba la campaña presidencial del 
candidato derechista Joaquín Lavín. 

El rol de este grupo llegó a ser clave en la estructura del poder 
económico-político en las primeras dos décadas del siglo xx1. Está a 
la vista que no es un simple conglomerado económico o un grupo 
financiero como se conocían tradicionalmente en Chile, organizado 
solo con el objetivo de hacer buenos negocios. Ha sido parte del 
«núcleo duro» del poder económico y político representado por la 
UDL. Y fue decisivo en las campañas presidenciales de Joaquín Lavín 
y en las frustradas de Pablo Longueira y de Laurence Golborne en 
2013. Sus vinculaciones son estrechas con otros grupos, constitui- 
dos al amparo de las privatizaciones de las empresas que fueron del 
Estado y de la política económica aplicada por el régimen militar.?! 

La proximidad con personajes como Joaquín Lavín, Cristián 
Larroulet, Eduardo Fernández León, Juan Hurtado Vicuña, José 
Antonio Garcés, Alfredo Moreno y Fabio Valdés, así como con Pa- 
blo Longueira, Laurence Golborne y Jovino Novoa —por recordar 
algunos de los más prominentes— es también ilustrativa. 

En cierto modo, el grupo Penta y sus conexiones aparecen 
como una síntesis y un reflejo del proyecto ideológico, político y 
económico que hizo posible y dio fuerza a las candidaturas parla- 
mentarias de la UDI y a las apuestas presidenciales de la derecha 
durante un cuarto de siglo. 


22 Uno de los primeros medios de comunicación que dio una idea de la 
importancia de este grupo fue la revista Caras en su edición n? 263, 30 de 
abril de 1998, en un reportaje del periodista Óscar Sepúlveda tirulado «Los 
cerebros de la campaña de Lavín». 
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Una figura de máximo relieve en la dictadura que fue puntal de 
la privatización de las ex empresas públicas, como el ex ministro de 
Hacienda Hernán Biichi Buc, y que sigue siendo gurú económico 
de la UDI, ha tenido una cercana relación con Penta. Biichi preside 
desde el año 2000 la junta directiva de la Universidad del Desarro- 
llo, que es propiedad del grupo. Pero no es el único dato. Hoy, en 
medio de la vorágine, comparte la presidencia del directorio de la 
Universidad del Desarrollo y del holding Soquimich, la otra de las 
grandes empresas que la investigación del Ministerio Público puso 
en el banquillo. Todo un símbolo. 
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El huracán 


No era un día cualquiera. El miércoles 4 de marzo se había iniciado 
la esperada audiencia de formalización del caso Penta, la que se 
transmitió en directo por televisión. Miles de chilenos pudieron 
ver lo que estaba ocurriendo en el moderno edificio en las aveni- 
das Pedro Montt con Manuel Rodríguez, en Santiago, y seguir los 
acontecimientos minuto a minuto. 

Incómodo ante una situación que nunca antes había vivido, 
Carlos Eugenio Lavín reaccionó enojado contra el fiscal Carlos Ga- 
jardo, jefe de la Unidad de Delitos de Alta Complejidad, a la salida 
de la sesión en la que se le anunció que sería formalizado, junto a 
su socio Carlos Alberto Délano y a otros directivos que formaban 
parte del grupo Penta hasta ese momento. 

«Para ser un defraudador profesional, yo creo que he sido un 
empresario bastante notable, modestia aparte; entonces, oír este 
tipo de cosas es algo realmente desagradable, fuera de lugar», co- 
mentó irritado. 

«Nos presenta como una mafia, Al Capone o algo parecido», 
agregó Carlos Eugenio Lavín. «No conoce Penta el fiscal. Se formó 
una novela propia que no corresponde a la realidad.» Y fue tajante 
para cortar las preguntas de los periodistas: «No me hablen más de 
política, no me interesa». 
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En la mañana del jueves 5, Carlos Alberto Délano, a la entrada 
del Centro de Justicia, leyó una declaración. Era la primera vez que 
sacaba la voz en público. Se advertía molesto con la frase del fis- 
cal Carlos Gajardo en la jornada anterior, cuando calificó al grupo 
Penta como «una máquina para defraudar al fisco» y habló de «una 
cultura de la evasión de impuestos». Funcionarios en todos los car- 
gos y parientes, dijo Gajardo, se han visto involucrados en boletas 
ideológicamente falsas, «desde el más alto ejecutivo hasta el júnior». 

En un esfuerzo por parecer sereno, Délano manifestó que los 
trabajadores de sus empresas estaban ofendidos por sus palabras. 
«Quiero referirme al desmedido y alejado de la realidad eslogan 
publicitario del señor fiscal», apuntó Délano frente a las cámaras de 
televisión, y dirigió su mensaje a los «más de treinta mil empleados 
de Penta y sus familias», dado que «mi lugar de trabajo ha sido 
ofendido públicamente ayer en la audiencia». 


Y continuó: «Quiero decir que Empresas Penta es una máquina 


cuyo corazón ha latido para crear empleo, emprendimiento, edu- 
cación, salud, banco, pensiones, seguros, y proyectos inmobiliarios 
para miles de personas». Antes de entrar a la sala remató: 
decir que Empresas Penta es una máq 
tar al progreso de Chile». 

Supe un tiempo después que la máquina de defraudar al fisco 
llegaba tan lejos que los Carlos les pedían boletas hasta a los cuida- 
dores que con frecuencia les lavaban los autos en la avenida El Bos- 
que. Todo esfuerzo valía para aumentar números en la contabilidad. 


«Quiero 
uina para dar trabajo y apor- 


DETRÁS DE LA JERGA 


El nuevo sistema de justicia chileno es joven. Lleva diez años de 
aplicación en la Región Metropolitana y partió en Coquimbo y La 
Araucanía en diciembre de 2000, después de que entró en vigencia 


el también nuevo Código Procesal Penal, que dejó atrás al antiguo 
que venía desde 1906. 
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Por eso, aunque resultó impactante ver a los prósperos hombres 
de Penta sentados —literalmente— en el banquillo de los acusados, 
al comienzo no era fácil comprender el detalle de lo que estaba suce- 
diendo en estos casos que han provocado escándalo nacional. Se suelen 
producir naturales confusiones al creer que «formalizado» es similar 
a «condenado» o que la «medida cautelar» implica castigo definitivo. 
Pero más allá de las palabras de la jerga judicial, los hechos referidos por 
los fiscales esa primera semana de marzo marcaron un elocuente hito. 

Las palabras del abogado Julián López, defensor de Carlos Alberto 
Délano y Carlos Eugenio Lavín, orientadas a disminuir la intensidad 
de las posibles «medidas cautelares», resultaban poco convincentes 
ante los hechos que mostraron los fiscales. López es socio del actual 
decano de Derecho de la Universidad de Chile —clegido en abril de 
2015—, Davor Harasic Yaksic, quien se encontraba presente en la 
sala. En el estudio que lleva el nombre de ambos, Harasic 82 López, 
trabaja también Iván Harasic Cerry, hijo del profesor y decano. 

«Hay un arreglo mañoso para alterar la verdad», alegó Julián 
López. «Mis representados son personas respetables que han incurri- 
do en irregularidades en lo que tiene que ver con financiamiento de 
campañas políticas y normas de carácter administrativo, y que han 
reparado en todo lo que han podido el mal causado», argumentó. 
Y a continuación López agregó: «Lo único que piden es que se les 
aplique la ley sin mirar su condición social, sin los prejuicios que 
tiene la calle o la fiscalía». 

Aunque los delitos económicos en general y los tributarios en 
particular no tienen penas altas en la legislación chilena, se advertía 
que estábamos ante un fenómeno distinto que remecería el mundo 
de los negocios en el país. Y también llegaría a la política. 


IMPUTADOS Y ELEFANTES 


Las «cautelares» son «medidas restrictivas o privativas de libertad 
personal que decreta un tribunal de competencia penal a solicitud 
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de la parte interesada». Estas tienen que tener fundamentos que las 
justifiquen y se orientan a asegurar el resultado en la investigación 
o a «velar por la seguridad de la sociedad o de la víctima». 

Entre esas medidas está la prisión preventiva, el arresto domici- 
liario total o el nocturno, las firmas periódicas y el arraigo o prohi- 
bición de viajar. Así también, dependiendo de los casos, hay otras 
como prohibir a un imputado la concurrencia a ciertos lugares o 
acercarse a determinada persona. Y algunas que implican límites a 
actividades económicas. 

El Ministerio Público —que es lo mismo que la Fiscalía de Chi- 
le— había llegado a un punto culminante y en esas jornadas co- 
municó a los «imputados» —las personas a quien el fiscal del caso 
les atribuye participación en un delito— sobre su situación. En eso 
consiste la «formalización», otro término que pasó a ser del día a día 
en estos casos. La fiscalía la define como «la comunicación que el 
fiscal efectúa al imputado, en presencia del juez de garantía, de que 
“se desarrolla una investigación en su contra respecto de uno o más 
delitos determinados». Precisamente la audiencia tenía ese sentido. 

Ese sábado 7 de marzo la justicia, representada por el juez de 
garantía Juan Manuel Escobar, terminó con el suspenso de cuatro 
días y de varios meses. Señaló que los «antecedentes son suficien- 
tes para seguir un proceso penal en contra de los imputados» y 
dispuso medidas cautelares para los diez formalizados, incluyen- 
do dos ex funcionarios del Servicio de Impuestos Internos (SID. 
Todos quedaron con medidas cautelares. Seis debían cumplir la 
más restrictiva, «prisión preventiva». Ninguno podría salir del país. 
Los dos socios de Penta y el ex subsecretario Pablo Wagner debie- 
ron retirarse esposados al presidio Capitán Yáber. El ex fiscaliza- 
dor del SII Iván Álvarez volvía también a ese lugar donde ya se 
encontraba recluido. 

La investigación seguiría su curso, mientras resonaban las pa- 
labras del fiscal nacional, Sabas Chahuán: «La ley es igual para to- 


dos y queremos que la ley deje de atrapar mariposas y dejar pasar 
elefantes». 
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El Ministerio Público es una entidad autónoma encabezado por 
el fiscal nacional e integrado por fiscales en las distintas regiones del 
país. Esto significa que no depende de otro poder del Estado —ni 
Ejecutivo, Legislativo ni Judicial —, aunque la designación del fis- 
cal nacional nace de una quina que presenta la Corte Suprema a la 
presidenta de la República y debe ser ratificada por dos tercios del 
Senado. Este punto marca cierta incertidumbre, porque el fiscal na- 
cional, Sabas Chahuán, quien tomó la investigación del caso Penta 
en sus manos en febrero de 2015, termina su período de ocho años 
en noviembre y no puede ser reelegido. 

La función de la fiscalía es «dirigir en forma exclusiva la inves- 
tigación de los delitos, llevar a los imputados a los tribunales, si 
corresponde, y dar protección a víctimas y testigos».! 

A diferencia del antiguo sistema, en que los jueces investigaban 
y juzgaban, en la nueva justicia son los fiscales quienes llevan la 
investigación y dirigen los organismos policiales para establecer los 
delitos. Aunque normalmente su actividad se inicia después de una 
denuncia, la fiscalía también puede actuar «de oficio» —es decir, 
por iniciativa propia—, salvo en los delitos tributarios que requie- 
ren en general una denuncia del Servicio de Impuestos Internos, lo 
que puede constituir un freno a la investigación, como se ha visto 
en los últimos meses. 

Cuando culmina la etapa de investigación, viene el juicio, que 
puede tener la modalidad de oral, abreviado o simplificado, depen- 
diendo de la pena que se considere y de la voluntad del imputado 
para reconocer el delito del que se le acusa.? Para que pueda ser 


! fiscaliadechile.cl 

2 El juicio oral es la audiencia oral y pública prevista para juzgar a quien ha 
sido acusado de uno o más delitos por el Ministerio Público. Se desarrolla 
ante un «tribunal de juicio oral en lo penal». Al término de la audiencia, el 
tribunal debe pronunciarse por la condena o la absolución. El juicio abre- 
viado es un procedimiento que se realiza ante el juez de garantía a petición 
del fiscal, cuando la pena referida no exceda de cinco años. El requisito para 
aplicar esta modalidad es que el imputado acepte los hechos que han sido 
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sometido a juicio abreviado, requiere reconocer la culpabilidad del 
delito que se le imputa y reparar el daño causado. 


DesDkE ImPUESTOS INTERNOS 


La historia que dio origen a esta verdadera serie por entregas em pe- 
zó en enero de 2013, aunque los hechos que serían delitos, según 
el Ministerio Público, se iniciaron mucho antes. La Investigación 
empezó como consecuencia del denominado caso FUT (Fondo de 
Utilidades Tributables) que involucró a ex empleados de Impuestos 
Internos y provocó un daño al fisco de cerca de tres mil millones 
de pesos. 

El ex fiscalizador Iván Álvarez Díaz, la ex funcionaria Mitzi Ca- 


Frasco y otros seis contadores, éntre los que estaba su pareja, Sergio 
Díaz Córdoba, enfrentan condenas por este caso, cuya investiga- 
— ción estuvo a cargo de los fiscales de la zona Oriente Carlos Gajar- 
do, Pablo Norambuena y José Antonio Villalobos. 

Al comienzo, pocos entendían lo que pasaba, aunque detrás 
del telón se había fraguado una sórdida historia de favores, coimas 
y fraudulentas operaciones que tenían como epicentro el SIL A 
poco andar, se fueron develando insólitas situaciones, la trama se 
fue complicando y lo que parecía increíble al principio tomó visos 


de realidad: dueños y directivos del 
ron envueltos en el escándalo. 

El denominado caso FUT aportó así el hilo que desembocó en 
el huracán que sobrevino sobre el grupo Penta y develó sus triqui- 
ñuelas para acumular más dinero y las acciones que favorecieron a 


políticos, la mayor parte de la UDI, el partido que contaba con las 
simpatías de sus dueños. 


poderoso grupo Penta aparecie- 


matería de la acusación y los antecede 
simplificado la condición es que la p 
mayor a presidio menor en su grado 


htes en que esta se funda. Para el juicio 
ena que el fiscal propone aplicar no sea 
mínimo, esto es 541 días. 
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Después vendría mucho más con las comprometedoras «aris- 
tas» que fueron surgiendo en la medida en que el Ministerio Públi- 
co avanzaba en la investigación. Y no fue solo Penta sino también 
Soquimich, donde el ex yerno del general Augusto Pinochet repar- 
tía dineros a moros y cristianos dentro del arco político, con tal de 
mantener su influencia y sus riquezas logradas a costa del Estado de 
Chile, gracias a las privatizaciones de los años ochenta. 

Las cantidades en juego fueron en aumento y los nombres de 
personajes parecían salir de una caja negra en el día a día de las 
informaciones de diarios y radios, envueltos en enredados mecanis- 
mos para evadir impuestos y para obtener dinero con que financiar 
campañas electorales. El asunto empezó a captar la atención del 
país, mientras hasta la televisión, que pocas veces acogía las noticias 
económicas, integró a sus pautas habituales informaciones sobre 
grupos, boletas y facturas. 

Con el transcurso de los años, desde fines de los ochenta 
——como se veía en el capítulo anterior—, Carlos Eugenio Lavín y 
Carlos Alberto Délano se habían convertido en un grupo potente. 
Demostraron tener ojo para el negocio y saber actuar dentro de la 
economía especulativa que se instaló en Chile. Comprar barato y 
vender caro era una de sus premisas y sus resultados quedan a la 
vista. A la vez, se habían rodeado de una imagen «respetable» entre 
los empresarios que destacaban sus figuras; recibían premios y apa- 
recían haciendo beneficencia, uno como presidente de la Teletón, 
el otro encabezando la Fundación Banvida. 

Que los Penta dieran plata a candidatos de la UDI no es una 
gran sorpresa para quienes han seguido estos temas, aunque resulta 
ilustrativo comprobar cómo y de qué manera lo hacfan. Lo que más 
llama la atención al adentrarse en el submundo de operaciones fi- 
nancieras y tributarias que fueron saliendo a la luz es que Délano y 
Lavín, además del enriquecimiento que lograron con sus empresas, 
recurrieran —según lo han establecido los fiscales— a todo tipo 
de martingalas al margen de la ética y de la ley para lograr evadir 
impuestos y ganar unos cuantos millones más sobre los suculentos 
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ingresos con que ya contaban. Y en eso estuvieron también varios 
directivos y ejecutivos del grupo durante un largo tiempo. 

Para comprender mejor la trama de esta historia hay que ir por 
partes y recordar algunos hechos. 


UN OFRECIMIENTO CURIOSO 


Iván Álvarez Díaz trabajaba en la sede de calle General del Can- 
to del Servicio de Impuestos Internos, en Providencia, sede de la 
Dirección Regional Oriente. Desde hacía un tiempo se olía en las 
oficinas que algo raro ocurría. Los rumores se convirtieron en he- 
chos y estos en formalizaciones y sentencias para los ex funcionarios 
implicados, pero a la vez, en pistas para una nueva y más especta- 
Cular investigación. | | 
El nombre «Carlos» parece ser una tónica en este caso. Carlos 
»- son los dos dueños de Penta; Carlos Gajardo, el fiscal de la Unidad 
de Delitos de Alta Complejidad de la Fiscalía Oriente, que inició 
las investigaciones, y también se llama Carlos uno de los primeros 
abogados que entró en esta historia cuando todavía élla estaba en 
las penumbras. 


Se trata de Carlos Cortés, quien, por lo que se ve, es un perso- 
naje multifacético: hoy defiende al gerente general de Soquimich, 
Patricio de Solminihac; al senador de la UDI Jaime Orpis en la 
arista Corpesca, que quedó como investigación aparte por decisión 
del fiscal nacional, Sabas Chahuán; también al dirigente de la UDI 
Patricio Cordero, en el caso Caval. Pero el mismo Cortés, asociado 
con su colega Sergio Rodríguez Oro, fue desde antes que reventara 
la investigación del FUT el abogado del ex funcionario de Impues- 
tos Internos Iván Álvarez Díaz. 

Un día de enero de 2013, cuando nada se sabía de todo esto, 
Carlos Cortés visitó al entonces fiscal jefe de Providencia y Ñuñoa, 
Carlos Gajardo, en su oficina de la Fiscalía Oriente en la avenida 
Irarrázaval. Llegó con un ofrecimiento curioso. Tenía un cliente 
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que era fiscalizador del Servicio de Impuestos Internos que quería 
«autoinculparse» de un posible «delito informático» que repercutió 
en una pérdida para el fisco, en un principio estimada en mil millo- 
nes de pesos, pero que después triplicó esa suma. 

Cortés pretendía sanear la situación de Iván Álvarez, sin dar 
nada a cambio, porque el entonces funcionario se había gastado el 
dinero y no tenía con qué responder. El fiscal no accedió. Carlos 
Cortés orientó sus pasos en otra dirección y llegó hasta la Fiscalía de 
Las Condes, donde formuló la autodenuncia de Álvarez ante el fis- 
cal José Ignacio Reyes. Era solo el comienzo y hasta ahí nadie ima- 
ginaba que la investigación llegaría hasta el poderoso grupo Penta. 


LA INSISTENTE MARISA 


Los datos de la abogada Marisa Navarrete Novoa fueron un ele- 
mento clave para destapar la olla de la corrupción existente en ese 
servicio público. Pero entre las cabezas que han rodado en Impues- 
tos Internos desde entonces, la primera fue la suya. En ese mo- 
mento era la jefa de la Oficina de Litigación Penal del Servicio. 
Oriunda de Concepción, estudió en la Universidad Católica y 
obtuvo un magíster en Derecho Penal de la Empresa y los Nego- 
cios en la Universidad de Chile. Entre 2003 y 2012 fue fiscal del 
Ministerio Público.? 

A principios de 2012, Marisa Navarrete postuló a un concurso 
público externo del SII y fue seleccionada. Su experiencia como fis- 
cal la llevó a jugarse por hacer la denuncia cuando una de las inte- 
grantes de su equipo le mostró los antecedentes que comprometían 


3 La última de las investigaciones en que le tocó actuar fue la conocida como 
caso ADN. Resultaron condenados cinco ejecutivos del laboratorio B. Braun 
Medical, debido a la fabricación del alimento para niños con error en la 
fórmula de potasio. Fueron absueltos del cuasi delito de homicidio, y al final 
quedaron solo con cuatro años de libertad vigilada, por delitos contra la 
salud pública, pese a la muerte de seis menores en 2007. 
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al funcionario Iván Álvarez Díaz en acciones de cohecho y fraude 
tributario en lo que llegó a ser el caso FUT. 

Por el cargo que desempeñaba, todos los informes sobre lo que 
podían ser potenciales querellas o denuncias debían pasar por sus 
manos. Ella tenía que firmarlas antes de que llegaran al subdirector 
jurídico, que en ese tiempo era el abogado especialista en derecho 
tributario Gonzalo Torres Zúñiga. 

El 24 de mayo de 2013, Marisa Navarrete recibió un informe 
que le pareció importante y se lo asignó a Carolina Rey, una abo- 
gada que trabajaba con ella, pero la joven fue nombrada jefa de 
gabinete del director interino Alejandro Burr y le devolvió el docu- 
mento un mes y medio después sin haberlo leído. Marisa Navarrete 
se lo encargó entonces a otra integrante de su equipo, Carolina Val- 
dés, quien lo analizó con prontitud y le advirtió: «Hay funcionarios 
del Servicio metidos, funcionarios públicos involucrados. Está Iván 
_ Álvarez, fiscalizador del tercer piso», 
Tras estudiarlo y percibir que, a su juicio, 


había delito funcio- 
nario de cohecho, 


Marisa Navarrete envió un e-mail al subdirector 
Torres, indicando que se debía efectuar una denuncia contra Álva- 
rez y Mirzi Carrasco, funcionaria de Ñuñoa. Le remitió también 
un borrador para presentar. En total, el informe incluía a 122 con- 
tribuyentes, de los cuales solo 47 habían prestado declaración. A 
la jefa de Litigación Penal la situación le pareció gravísima, 
pasaron los días y no tuvo respuesta. 

Ánte eso, fue a la oficina del subdirector Torres, quien se en- 
contraba con el jefe del departamento de defensa Andrés Vio y con 
Carolina Rey, a preguntar por el asunto. 

—¿Qué pasa con la denuncia? —consultó Marisa Navarrete. 

—El director no quiere denunciar, Porque «no se quiere echar a 
los gremios encima» —cuenta que le contestaron. 

«Me pareció muy grave esa respuesta», comenta más de dos 
años después. Y relata que manifestó su preocupación a sus jefes. 
«Les dije que esto no podía ser. El director es ingeniero y nosotros 
abogados y debíamos hacerle ver a Alejandro Burr —el director 


pero 
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interino de entonces— las consecuencias de no denunciar.» El bo- 
rrador de informe lo había elaborado en mayo de ese año 2013 y 
este episodio «debe haber sido en julio». Sostiene que le dio muchas 


vueltas a este tema y que «para un funcionario público es obligación 
denunciar un delito». 


ANTECEDENTES A LA FISCALÍA 


Marisa Navarrete se sentía mal con la situación que estaba vivien- 
do, desde un punto de vista ético y de su obligación profesional y 
de funcionaria pública; frustrada por ver que un Servicio que tiene 
tanta responsabilidad como Impuestos Internos no tomara cartas 
en un asunto de esa magnitud. Percibía que era un caso serio de 
corrupción de funcionarios, que no se podía dejar pasar. 

Tras intentar de nuevo sin resultado que sus jefes la escucharan, 
Marisa Navarrete tomó el teléfono y llamó a Carlos Gajardo, que 
aún era fiscal adjunto jefe de Ñuñoa y Providencia. Lo había cono- 
cido en torno a los casos de la Comisión Nacional de Acreditación 
(CNA) y del lucro en las universidades, los que ambos habían in- 
vestigado. Tras explicarle en resumen lo que ocurría, lo fue a visitar 
a su oficina, «con la excusa de ir a ver las otras causas». 

La ex jefa de Litigación Penal del SII le contó a Gajardo sobre el 
caso y le dio los RUT de las personas involucradas. El fiscal solicitó 
más antecedentes a Impuestos Internos. Según Marisa Navarrete, 
Gonzalo Torres se sorprendió cuando el fiscal Gajardo le mandó a 
pedir, «a raíz del delito tributario, todos los antecedentes». Eso sig- 
nificaba no solo los 47 contribuyentes que ya se habían chequeado 
en el SIL sino los 122 que hasta ese momento tenían registrados. La 
Dirección del Sil finalmente presentó querella contra los ex funcio- 
narios en agosto de 2013. 

«De ahí en adelante no pasó nada más por mí», cuenta Marisa 
Navarrete. Los últimos meses de ese año fueron para ella hostiles 
dentro del Servicio de Impuestos Internos. 
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«Me argumentaron que mis informes eran malos y que tenía 
problemas con los fiscalizadores. Nada de eso era cierto», afirma. 
Perdió su trabajo en Impuestos Internos en diciembre de 2013, 
pero eso ya lo veía venir. En el proceso de calificaciones funciona- 
rias, sus superiores le bajaron sus notas, las que antes habían sido 
óptimas y la pusieron «al borde de la lista 2», lo que para los em- 
pleados públicos es visto como un castigo. La intentaron trasladar 
como simple abogada a una oficina regional, cuenta, pero ella se 
negó. «Entonces voy a disponer de tu cargo», recuerda que le dijo 
Gonzalo Torres, el subdirector jurídico. Como estaba en régimen 
de contrata —por doce meses—, asegura que estos episodios fue- 
ron el motivo para poner fin a su trabajo. Hoy ejerce la profesión 
en forma particular en su estudio en el paseo Huérfanos, donde nos 
encontramos en agosto de 2015. 

En septiembre de 2013, el Ministerio Público inició la investi- 
gación sobre el FUT en forma oficial, a cargo de Carlos Gajardo, 
quien en esa época fue designado fiscal jefe de la Unidad de Delitos 
de Alta Complejidad en la Fiscalía Oriente. 

Tras acuciosas investigaciones de varios meses, el fiscal Gajardo 
empezó a tirar el hilo que llevaría a provocar el huracán. El 30 de 
junio de 2014 abrió una nueva causa: el caso Penta. Pero hasta el 
30 de diciembre de ese año estuvo bajo secreto, por ley de lavado 
de dinero, por lo que solo hubo algunos trascendidos. 

Poco antes de alejarse del SII, Marisa Navarrete envió un e-mail 
de despedida a los jefes de las oficinas regionales en el que les expli- 
có su punto de vista sobre las razones de su partida y la demora en 
presentar la denuncia. Era diciembre de 2013. 

A través de un cuestionario que le formuló el diario La Segun- 
da,f el ex subdirector Gonzalo Torres rechazó de plano la acusación 
de la abogada Navarrete, cuando ella dejó el Servicio de Impuestos 
Internos. «Es absolutamente falso y dos pruebas lo demuestran. La 


% ¿Caso FUT: El relato del martillero muerto sobre sus redes en el SI», La 
Segunda, 11 de abril de 2014. 
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primera es que el tema fue ingresado a la Contraloría Interna para 
investigar posibles infracciones administrativas. La segunda es que 
el SII presentó la denuncia a la fiscalía y posteriores querellas, sien- 
do que podríamos haber realizado el cobro civil de impuestos o 
perseguido la aplicación solo de las multas; sin embargo, teníamos 
absolutamente claro que correspondía hacer la denuncia dada la 
gravedad de la materia». 

Según Torres, «el SII realizó todas las acciones que debía. Las 
autoridades ni las asociaciones gremiales del SII avalan ningún de- 
lito funcionario». 

La versión de Marisa Navarrete es otra. Ella insiste en que el SII 
demoró la presentación de la denuncia y que la dirección no habría 
planteado las querellas de no mediar la acción de la fiscalía. 


CON SUELDO DEL GRUPO 


Cuando dejó el SII, Marisa Navarrete no imaginaba las vincula- 
ciones que traería el caso FUT y las repercusiones que tendría. 
No aparecía aún el grupo Penta en el tapete ni la relación con 
la UDI. Ella solo había advertido la corrupción de los funcio- 
narios de Impuestos Internos involucrados en el caso FUT y esa 
era su inquietud central. Pero con ojos de hoy, tras observar lo 
ocurrido, piensa que toda esa demora no fue casual. La estrecha 
relación que tenían Jorge Valdivia e Iván Álvarez con el grupo 
Penta —como se ha demostrado después— son para ella elemen- 
tos clave que explicarían esa tardanza. «¡Si recibían sueldo de ese 
grupo!», comenta la abogada. Y recuerda que esto sucedía en el 
último año de la administración de Sebastián Piñera, por lo que 
«es muy posible que quisieran postergarlo para dejar el asunto 
para el siguiente Gobierno». 

«Jamás me imaginé en qué iba a terminar el caso. Si lo hubiera 


sabido, con mayor razón denuncio», dijo el 10 de noviembre de 
2014 a The Clinic on line. 
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Según Marisa Navarrete, en el caso Penta, el objetivo de pedir 
boletas o facturas por parte de las empresas es evidente: incluirlas 
en la contabilidad y así disminuir la base tributaria. «Son manio- 
bras destinadas a aumentar gastos y, con eso, rebajar impuestos. El 
dolo es clarísimo», indica. 

La actitud de la abogada Navarrete no solo le significó perder su 
cargo en el SII. Sus palabras a los medios de comunicación después 
de dejar el Servicio molestaron a otros personajes, como su colega 
defensor de Soquimich y militante UDI Gabriel Zaliasnik, presi- 
dente de la Comunidad Judía de Chile, quien en una entrevista en 
Radio Cooperativa, en marzo de 2015, le enrostró su condición de 
pareja del fiscal Emiliano Arias. «Este caso partió por el caso FUT, 
que se inició por una denuncia de una ex jefa de la Oficina de Liti- 


gación Penal del Servicio de Impuestos Internos, 


la señora Marisa 
Navarrete, 


quien —dicho sea de paso— es la pareja o cónyuge de 
uno de los fiscales a cargo de la investigación». l 
Zaliasnik, quien también fue el defensor de la UDI en el caso 
Spiniak, y actualmente defiende, además, al senador Iván Morei- 
ra y al abogado y amigo de Julio Ponce Lerou, Roberto Guzmán 
Lyon, preguntó al aire: «¿Qué ocurre cuando la denunciante de esta 
causa, la que inicia todo esto, que hace de vocera, prácticamente, 
que va de canal en canal, de radio en radio, [...] es la cónyuge, la 
pareja, de uno de los señores fiscales, donde ella emplaza al Servicio 
de Impuestos Internos, donde señala que el SII está actuando en 


forma incomprensible, errática, extraña; hace interpretaciones le- 


gales para señalar cuál es la Interpretación correcta de la legislación 
tributaria en esta materia? ¿Eso no inhabilita, no contamina la in- 
vestigación? Yo creo que el Ministerio Público tiene que someterse 
al mismo test de blancura o de escrutinio al que quiere someter a 
otras autoridades del país». 


? Radio Cooperativa, 24 de marzo de 2015. 
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Tal vez por la misma aridez de los conceptos tributarios, el caso 
no se convirtió en escándalo público en un comienzo. En palabras 
simples, el FUT es un fondo donde van las utilidades de las empre- 
sas cuando no son retiradas. Lo creó en los años ochenta el ministro 
de Hacienda Hernán Biichi. 

En la discusión de la reforma tributaria en 2014 se aprobó su 
desaparición en forma paulatina, porque constituye una ventaja 
para los grandes contribuyentes al dar la posibilidad de no retirar 
de inmediato las utilidades, y no registrarlas en la contabilidad; 
por lo tanto, cuando pagan impuestos al momento del retiro, en 
los hechos la tasa del 30 por ciento les disminuye en forma signi- 
ficativa. Diversos economistas concuerdan en que se prestaba para 
muchos abusos. Pero las operaciones que dieron lugar al fraude 
que involucró a los ex empleados de Impuestos Internos fueron 
mucho más lejos y, en estricto rigor, fueron las conocidas en la 
jerga tributaria por su sigla PPUA, esto es, el Pago Previsional por 
Utilidades Absorbidas. 

El fraude que se gestó dentro del SII favoreció a los ex funciona- 
rios que fueron coimeados por efectuar estas operaciones al margen 
de la ley. Un personaje clave en esta historia fue el ex martillero 
Jorge Valdivia, quien poco antes de morir de cáncer en julio de 
2014 confesó y dio al fiscal Gajardo pistas importantes sobre las 
anomalías que estaban ocurriendo. 

En la medida en que avanzó el proceso iniciado en 2013 fue- 
ron apareciendo las conexiones insospechadas que llegaron hasta el 
holding Penta y lo azotaron como un huracán, en palabras del ex 
canciller de Sebastián Piñera, Alfredo Moreno, quien en medio de 
la crisis asumió como máximo conductor del conglomerado. 

En el curso de la investigación se develó también que los di- 
rectivos de Penta acostumbraban a efectuar otros tipos de opera- 
ciones fraudulentas: las boletas o facturas ideológicamente falsas 
—<ue no respondían a servicios realmente prestados— entregadas 
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por parientes y cercanos, los bonos a sus directivos y ejecutivos y 
los forwards que se suscribían después de la fecha, por lo tanto, 
perdían su carácter de apuestas al suscribirse con seguro de ganar o 
perder, según el caso. 


EL Ex MARTILLERO 


El fiscal Carlos Gajardo encargó al OS 9 de Carabineros —divi- 
sión de investigaciones criminales— dar con el paradero de Jorge 
Valdivia Rodríguez, un oscuro personaje que decía ser martillero y 
que apareció en la indagación inicial sobre Iván Álvarez, el ex fisca- 
lizador de Impuestos Internos. En el ambiente judicial consideran 
al OS 9 como un grupo especializado eficiente, que dentro de la 
policía estaría solo un peldaño más abajo que la Brigada de Delitos 
- Económicos de Investigaciones (Bridec), y que ha ido avanzando 
mucho en este tipo de pesquisas. Y esta tuvo resultado positivo. 
A principios de junio, el OS 9 encontró a Valdivia, 
afectado de cáncer al colon. 

Veinte días antes de morir, el ex martillero entregó una declara- 
ción escrita —el 4 de julio de 2014 — que pasó a ser fundamental. 
Esa versión permitió a los fiscales establecer la vinculación de Jorge 
Valdivia e Iván Álvarez con los socios y directivos del grupo Penta. 

En la declaración ante la policía, Valdivia contó detalles sobre 
la forma de operar de Iván Álvarez, el ex fiscalizador de Impues- 
tos Internos, de quien también había sido «cliente». Álvarez se las 
arreglaba para que las devoluciones de impuestos se efectuaran a 
través de unas simples operaciones computacionales, Para ello re- 
quería de contadores que aportaran las claves de los clientes. Por 
cierto, el ex fiscalizador Álvarez obtenía suculentos premios a modo 
de comisión. 

Según la declaración de Valdivia, el ex funcionario se había em- 
bolsado alrededor de un millón de dólares por sus «servicios», y tenía 
vinculaciones con los dueños y directivos del grupo Penta. Valdivia 


quien estaba 
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había sido contratado por Penta con un sueldo de dos millones de 
pesos al mes, y tenía un rol de intermediario entre los funcionarios 
de Impuestos Internos y los directivos del holding. El ex martille- 
ro concurría diariamente hasta las oficinas de la avenida El Bosque 
Norte, como se pudo establecer. 

Mientras la investigación avanzaba en la fiscalía en el otoño de 
2014, Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano ya estaban 
inquietos, aunque todavía no era de conocimiento público lo que 
estaba sucediendo. 

El 11 de abril de 2014, el diario La Segunda* publicó un artícu- 
lo, acompañado de una fotografía del ex martillero, que encendió 
la alarma para quienes, como los dueños de Penta, sabían quién era 
Jorge Valdivia: «Efectivos del OS 9 de Carabineros se encuentran 
desde hace dos semanas tras la pista de Jorge Luis Valdivia Rodrí- 
guez, un sujeto de sesenta y ocho años que suele presentarse como 
martillero público y que es indagado por el fiscal jefe de Ñuñoa, 
Carlos Gajardo, y el adjunto Pablo Norambuena, por su posible 
rol de “reclutador” de clientes en el marco de la investigación por 
fraude al FUT», señalaba. 

Tal como lo describía La Segunda, el ex martillero, quien se 
ufanaba de haber tenido vinculaciones con la CNI, la Central Na- 
cional de Informaciones de la dictadura, fue condenado por la ex- 
plosión de una granada y estaba prófugo por delito de abuso sexual 
a una menor de catorce años, hija de su pareja. Al final, cuando el 
OS 9 dio con él, comprobó que estaba aquejado de cáncer terimi- 
nal. Quizá eso lo motivó a hablar. 

Esta es una causa «atípica porque se inicia con un escrito que 
llega a la fiscalía con fecha 30 de junio del año 2014 por parte de 
un imputado que a esa altura se encontraba prófugo respecto de 
otra investigación», ratificó casi un año después en su alegato para 
la formalización de los dueños y directivos de Penta el fiscal Carlos 


6 Malú Urzúa, «Descubren a reclutador de clientes para fraude en caso FUT: 
Está prófugo y posee un insólito perfil», La Segunda, 11 de abril de 2011. 
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Gajardo, el miércoles 4 de marzo. Explicó en esa oportunidad que 
el prófugo «se encontraba con una orden de detención en la causa 
denominada “Fraude al FUT” y hace esta presentación en la que 
básicamente denuncia una serie de irregularidades que estarían ocu- 
rriendo en el SII y específicamente en relación con el grupo Penta». 


EL «INVENTOR» 


Iván Álvarez Díaz es un hombre de treinta y ocho años, ingeniero 
comercial de la Universidad Mayor, casado con la contadora Marce- 
la Rodríguez y padre de un hijo. Había sido fiscalizador del Servicio 
de Impuestos Internos durante diez años y trabajaba en la Dirección 
Regional Oriente, en la calle General del Canto, en Providencia. 
Fue el «inventor» del fraude al FUT, como lo estableció el Ministe- 
rio Público. «Aprovechando la experiencia obtenida en tal calidad 
y los conocimientos que en el cumplimiento de este rol público ad- 
quirió respecto de los sistemas informáticos de la institución, diseñó 
y utilizó con distintos contribuyentes un método destinado a de- 
fraudar al fisco de Chile», acusó el fiscal nacional, Sabas Chahuán, 
en la primera jornada de formalización en marzo de 2015. 

Cuando llegaron los acusados por el caso Penta, Álvarez entró 
esposado a la sala de audiencias en el Centro de Justicia esa ma- 
ñana. Llevaba ya meses en el anexo cárcel Capitán Yáber, donde 
estaba recluido desde diciembre de 2014 por el fraude al FUT. 

Los fiscales detectaron que entre junio de 2007 y diciembre de 
2012, Álvarez se involucró en la rectificación de datos contenidos 
en las declaraciones de impuestos presentadas al SII por parte de 
contribuyentes afectos al impuesto a la renta de primera categoría, 
es decir, el que afecta a las empresas. De acuerdo a la explicación de 
Chahuán, esto le permitía a las personas que así lo desearen obtener 
«a cambio del pago ilícito de una suma de dinero [...] devoluciones 
improcedentes de tributos pagados durante ejercicios tributarios 
anteriores, con el perjuicio fiscal respectivo». 
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En otros términos, con el «modelo» diseñado por Iván Álva- 
rez, las empresas que solicitaban sus favores podían reducir la base 
tributaria y para esto él pedía una coima. Es lo que se llama delito 
de cohecho. 

Por intermedio de Jorge Valdivia, «quien trabajaba para las em- 
presas Penta y Penta II», como afirmó el fiscal nacional, Álvarez 
tomó contacto con su gerente general, Hugo Bravo López, y con el 
gerente de contabilidad, Marcos Castro Sanguinerti. 

Sabas Chahuán indicó en la audiencia de marzo que «a lo menos 
desde 2008 empezó una relación entre ellos que se mantuvo incluso 
hasta después de haberse desvinculado [Álvarez] del SII en diciem- 
bre de 2012, siendo contratados sus servicios por parte del holding 
Penta». En ese período —dijo— «Iván Álvarez aceptó recibir de par- 
te de Hugo Bravo y Marcos Castro, directamente a través de Jorge 
Valdivia, diversas cantidades de dinero a cambio de realizar actos con 
infracción a los deberes propios de su cargo de fiscalizador del SII». 

Esa convicción surgió tras las pesquisas efectuadas por el equi- 
po que durante 2014 encabezó el fiscal Carlos Gajardo, junto a su 
colega Pablo Norambuena. 


EL Ex GERENTE HuGo Bravo 


Después de obtener la declaración del ex martillero Valdivia, el tes- 
timonio del ex gerente general de Penta Hugo Bravo López era fun- 
damental para Gajardo y Norambuena. Aunque ya tenían pistas, 
todavía a fines de julio de 2014, cuando abrieron la causa Penta, 
se encontraban como en una pieza oscura con apenas algunas luces 
tenues. Un primer dato que tendría importancia lo aportó Iván 
Álvarez, cuando develó que él no solo había efectuado operacio- 
nes para empresas del grupo Penta, sino para las del propio Hugo 
Bravo, quien tenía mucho que esconder. 

El 29 de julio de ese año se produjo otro hecho relevante: la 
incautación de los computadores de Hugo Bravo. Un mes después, 
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el 28 de agosto, una segunda incautación permitió a los fiscales ob- 
tener los computadores de Délano y Lavín. Para los fiscales este era 
un paso fundamental. Eso había permitido a Gajardo avanzar en 
investigaciones anteriores como la del denominado caso EFragatas y 
la de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA), que llevó a la 
cárcel en 2012 a su presidente interino, Eugenio Díaz Corbalán. 

En realidad, como pudieron determinar después los fiscales, 
Hugo Bravo, además de estar vinculado a los posibles delitos de las 
empresas Penta, se había beneficiado en forma directa a través de 
sus sociedades Santa Sarella y Challico. Solo en dos años defraudó 
al fisco por 260 millones de pesos, a título personal. Con esa infor- 
mación, los fiscales lo tenían atrapado del cuello. Eso lo supieron 
sus abogados, que en ese momento eran Gonzalo Insunza ——uien 
había sido un abogado tradicional del grupo Penta— y Katherine 
Lathrop, y que con el correr de la investigación se pelearon y se- 
pararon estudios. La colaboración con el Ministerio Público era lo 
único que podía salvarlo de penas más elevadas. 

Los fiscales sabían que Hugo Bravo López, el ingeniero comer- 
cial ex alumno de la Universidad Católica, de sesenta y nueve años, 


E) conocía mejor que nadie todas las Operaciones del grupo. Cada una 


de sus sociedades y sus triquiñuelas. . 
Bravo negociaba con los funcionarios de Impuestos Internos y 
- les otorgaba los favores a familiares de los socios y a los políticos. 
Todo pasaba por sus manos, aunque —como se ha podido con- 
cluir— no tomaba él solo las decisiones que los llevaron a ser for- 

malizados. Pero, además, había hecho una fortuna personal. 
Carlos Eugenio Lavín conoció a este personaje, que después se- 
ría hombre de máxima confianza suyo y de Carlos Alberto Délano 
durante más de tres décadas, cuando estudiaba Ingeniería Comer- 
cial en la UC en los años sesenta. Hugo Bravo es tres años menor 
que Lavín. Empezó a trabajar con él y con Délano desde los tiem- 
pos del grupo Cruzat-Larraín, donde fue gerente de finanzas del 
Consorcio Nacional de Seguros. Tras un período como empleado 
de la Esso y como asesor de La Rosa Sofruco, Bravo se unió a fines 
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de los ochenta al naciente grupo Penta y acompañó a los Carlos en 
sus aventuras económicas que los llevaron a constituir uno de los 
conglomerados más poderosos del país. 


CLIENTE PRIVILEGIADO 


Aparte de haber sido uno de los puntales del grupo y su gerente 
general desde 1995 hasta 2010, era el empleado que más dinero 
ganaba, pero nunca tuvo la categoría de socio de los dos Carlos. 
Siempre su estatus fue diferente. Eso lo compensaba con un ingreso 
de 35 millones de pesos mensuales —cuando estalló el caso—, lo 
que le ha permitido un muy buen vivir. Entre sus propiedades tiene 
un amplio departamento en el barrio San Damián en Las Condes, 
una casa que arrienda en la avenida Camino Real en La Dehesa y 
una de playa en Cantagua, cerca de Cachagua. Se calcula que su 
patrimonio asciende a treinta mil millones de pesos, lo que sería 
equivalente a cerca de 45 millones de dólares.” 

Hugo Bravo fue uno de los clientes privilegiados de la dupla Valdi- 
via-Álvarez. Así lo pudo establecer el fiscal Carlos Gajardo y su equipo 
y así lo señaló el fiscal nacional, Sabas Chahuán, en la formalización 
en marzo. Bravo conoció a Jorge Valdivia en 1988, por la misma épo- 
ca en que inició su trabajo con Penta, y fue el ex martillero quien le 
presentó a Iván Álvarez, el ex fiscalizador de Impuestos Internos. 

Sagaz y por lo que se ha visto con pocos escrúpulos, Hugo Bra- 
vo no tuvo límites para establecer relaciones «comerciales» que le 
dieran suculentos dividendos. Por eso, se contactó con Valdivia y 
Álvarez. En cierto modo, el ex gerente general hacía el trabajo sucio 
para los dueños del grupo Penta y los hizo crecer y atesorar dinero 
y empresas, buscando fórmulas que traspasaban las fronteras de los 
negocios legales. 


7 Considerando el tipo de cambio del 8 de agosto de 2015, de 678 pesos 
por dólar. 
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«Fui compañero con Hugo Bravo en la universidad. A Hugo 
lo identificaba mucho por su humor un tanto negro y por ser muy 
buen dibujante. Era muy buen alumno», declaró Carlos Eugenio 
Lavín cuando fue interrogado por el fiscal Gajardo. 

Contó también que llegó como gerente administrativo, y que a 
partir de la venta de la participación en el Banco de Chile a Andró- 
nico Luksic en 2001 en unos doscientos cincuenta millones de dóla- 
res, «quedamos con mucha liquidez». Desde ese momento, indicó, 
«Hugo Bravo empezó a tener mucho poder, porque él manejaba 
las platas de las inversiones». Reconoció Lavín que Bravo «tenía las 
habilidades en temas de administración». Y Carlos Alberto Délano 
agregó ante el fiscal Gajardo: «De alguna manera, nosotros sentía- 
mos que él cuidaba nuestros intereses, por lo meticuloso que era». 

Pero en 2014 el mismo hombre de confianza que figuraba en 
directorios y sociedades, que aconsejaba en negocios y finanzas, se 
transformó en uno de los causantes de su pesadilla. El ex gerente 

pasó a ser en esta historia el antagonista de los dueños del holding. 

Carlos Alberto Délano, en su declaración ante el fiscal, apuntó: 
«Efectivamente, Hugo mantuvo el control de las chequeras y creo 
que eso fue un error mío y de Carlos Eugenio». 

Lavín admitió en su declaración en enero de 2015 que conoció 
al ex martillero Jorge Valdivia «por la cercanía que tenía con Hugo 
Bravo; se juntaban en su oficina. Era como escurridizo. Era muy 
asiduo a la oficina, hasta que, hace unos cinco años, 
blema con Carlos Alberto». 

Bravo se ve mayor y más deteriorado que Lavín, aunque es tres 
años menor. Sufre de diabetes y se descompensó al ser trasladado 
al presidio de Capitán Yáber el 7 de marzo, por lo que fue deriva- 
do al hospital de la penitenciaría después de la formalización. El 
Juez Juan Manuel Escobar estableció la medida cautelar de prisión 
preventiva, solicitada por el Consejo de Defensa del Estado, que se 
hizo parte en la querella el día antes de la formalización. La fiscalía, 
en cambio, había sido más benévola en este caso, considerando la 
colaboración prestada por Bravo en la investigación. 


tuvo un pro- 
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La Corte de Apelaciones revocó una semana después la medida 
establecida por el juez y quedó con arresto domiciliario ——<ue fue 
lo que pidió la fiscalía—, que ha pasado en su departamento de 
quinientos metros cuadrados en el barrio San Damián. Pero según 
publicó la revista Qué Pasa el 7 de agosto, todo esto le ha signifi- 
cado la separación de su matrimonio con Paulina Rendic —con 
quien tiene dos hijos— y afrontar otros dos juicios: uno por ali- 
mentos en el que la esposa le pide 24 millones de pesos mensuales 
de pensión alimenticia y otro por violencia intrafamiliar, ya que, 
según ella, recibe constantes malos tratos verbales y amenazas de su 
formalizado cónyuge. 


LA GRABACIÓN 


La tensión entre Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano 
con Hugo Bravo habría empezado en abril de 2013, cuando apare- 
ció ese artículo de La Segunda sobre el martillero Jorge Valdivia. En 
un primer momento, los dueños del grupo intentaron señalar que 
toda la responsabilidad de los arreglos con Valdivia y Álvarez y las 
corruptelas que beneficiaron al grupo Penta recaía sobre el ex geren- 
te general. Ellos decían no saber nada del detalle de las operaciones. 

En su primera declaración ante el fiscal Carlos Gajardo, el 5 
de enero de 2015, Carlos Alberto Délano manifestó: «Nunca me 
gustó que Jorge Valdivia estuviera en las oficinas de Penta. Hugo 
Bravo siempre me negó que se le pagara. En una ocasión le pedí a 
Hugo Bravo que Jorge Valdivia no fuera más a la oficina. En abril 
salió una noticia en La Segunda sobre Valdivia y ese día Bravo me 
reconoció que se le pagaba por Penta. Yo le dije ese mismo día que 
eso se cortaba». 

Según lo declarado por Carlos Eugenio Lavín el 6 de enero, 
al día siguiente de que lo hiciera su socio, llamaron a Hugo Bravo 
después de la publicación del diario. Contó que «se desesperó un 
poco y dijo que ese artículo era por una pelea entre Álvarez, un 
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ex funcionario del SII, y Valdivia. Ahí Bravo contó que Valdivia 
hacía trámites». Lavín también relató en esa oportunidad que el 9 
de julio de 2014 lo llamó Hugo Bravo «con una voz trémula y me 
dice que llamaron a Marcos Castro a declarar y que eso nos podía 
traer consecuencias, lo que en ese momento no entendí». Marcos 
Castro Sanguinetti, también formalizado en este caso, era contador 
general del grupo. Agregó Lavín en esa declaración que, 
sencia del ex canciller Alfredo Moreno, 
devolución fraudulenta del FUT>. 

Carlos Eugenio Lavín se refirió a la relación con Bravo: «Poste- 
riormente, cada vez que nos juntábamos me hablaba del tema de las 
platas. Esto hasta la última vez que nos juntamos, en que me grabó 
y luego difundió la grabación. Para mí ese día murió mi relación 
con Hugo Bravo, pues me pareció una deslealtad mayor». 

Pero había algunos hechos anteriores: ya en el año 2010, Bravo 

-. había sido desplazado de la gerencia general del holding, 
gada de Manuel Antonio Tocornal Blackburn al c 
ocupado por dos décadas. 

Delano sitúa en ese tiempo el inicio del distanciamiento: «El 
año 2009 o 2010 nos pareció que había que renovar un poco los 
cuadros directivos en Penta. Teníamos diez mil empleados. Hugo 
Bravo se empezó a sentir perseguido con el nombramiento de 
Manuel Antonio Tocornal como gerente general», 

Lavín apuntó en la misma línea: «La plana mayor de Penta se 
estaba envejeciendo, incluyéndome. Además, Hugo Bravo estaba 
con una diabetes muy fuerte, se empezó a poner muy negativo. Se 
tornó poco simpático en las reuniones de directorio». Lo dejaron, 
sí, como vicepresidente de varias empresas del grupo. 

Cuando comenzaron los interrogatorios, Bravo optó por con- 
fesar lo que sabía. Se ha interpretado que se sintió abandonado y 
no quiso caer solo. Buscaba, además, obtener un arreglo monetario 
por sus largos años de servicio al grupo, sobre todo si se iba a ver 
obligado a devolver a la Tesorería los impuestos no pagados por 
más de 260 millones de pesos que ya estaban al descubierto. Pero 


en pre- 
Hugo Bravo «reconoció la 


con la lle- 


argo que él había 


138 


MÁS NOMBRES AL RUEDO 


los días pasaban y sentía que eso no se produciría, mientras aumen- 
taba su temor por la situación que estaba viviendo. 

Bravo conocía mejor que nadie a los dueños del grupo y presen- 
tía, quizá, que lo señalarían como responsable de los posibles deli- 
tos que se estaban investigando. Su desconfianza era tal que el 7 de 
septiembre de 2014, cuando Carlos Eugenio Lavín lo fue a ver a su 
casa después de un urgente llamado en la noche, decidió grabarlo 
con su celular. Lavín concurrió acompañado por su hijo, pero no se 
dieron cuenta del registro de la conversación hasta meses después. 

El 9 de diciembre de 2014, el diario La Tercera publicó la trans- 
cripción de lo grabado por Hugo Bravo. El audio fue un hito, tanto en 
la indagación misma como por su repercusión en la opinión pública. 

Por lo que se deduce de las palabras de Hugo Bravo, Lavín pre- 
tendía convencer al ex gerente que no declarara, que —como mu- 
chos otros— guardara silencio. «Me están amenazando con cárcel si 
no declaro, me van a procesar», respondió angustiado Hugo Bravo. 
«Las instrucciones que me dieron son estas: “Haz cuenta que to- 
dos tus teléfonos están intervenidos. Habla lo indispensable, y si 
quieres mandar un recado positivo, mándalo, pero no se te ocurra 


hablar algo que te vaya a comprometer”», replicó Lavín, aludiendo 
al consejo de sus abogados. 


MÁS NOMBRES AL RUEDO 


En esa oportunidad, Bravo manifestó su malestar con el abogado 
del grupo y miembro de directorio de empresas Alfredo Alcaíno, 
quien hasta poco antes le llevaba también sus asuntos personales. 
«Tengo atravesado a “Fello” [...] me dejó botado.» 

El abogado Alcaíno -—hijo del ex alcalde de Providencia del 
mismo nombre designado por Pinochet en tiempos de dictadura— 
ha sido por años un consejero muy escuchado por los Penta. A él 
se le atribuye haber sugerido al estudio de Harasic 82 López para la 
defensa penal. Y desde que empezó a golpearlos el huracán, integró 
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el comité de crisis encabezado por el ex canciller Alfredo More- 
no. Á esta instancia sumaron a dos de las empresas de comunica- 
ción más connotadas del país, con vínculos más allá de la derecha: 
Imaginacción, de Enrique Correa, ex ministro secretario general 
de Gobierno de Patricio Aylwin, y Extend Comunicaciones, de 
las hermanas Marilú, Pilar y Ana María Velasco Silva, hijas del ex 
ministro del Interior DC Belisario Velasco. 

Pero los hechos que se sucedieron traspasaron el control que 
buscaban los asesores comunicacionales e inundaron las páginas de 
diarios y los informativos de radio y TV, mientras la investigación 
seguía su Curso. 

La grabación de Hugo Bravo registra comprometedores diá- 
logos que involucran a políticos favorecidos con fondos para sus 
campañas a través de boletas o facturas falsas. Hugo Bravo afirmó 
que le pagó «cien millones de pesos a Pablo Longueira. Otro tanto 
a [Laurence] Golborne y a un montón» de personas. 

«A Golborne ¿contra qué se le pagó?», se escucha que pregunta 
la voz de Lavín. «A Golborne desgraciadamente contra boletas», 
respondió Bravo. El pago a Longueira habría sido en billetes, según 
reiteró Bravo en su declaración posterior a la fiscalía. «Me pidieron 
que se lo entregara a Longueira en efectivo», indicó. Y contó que 
la operación la había hecho en dos tandas de cincuenta millones 
de pesos cada una, y luego le habría pagado otros 35 millones. La 
plata, dijo, la había sacado del Banco Penta. 

Carlos Eugenio Lavín reconoció en su declaración ante el fis- 
cal Gajardo que «aprobamos para la campaña de Pablo Longueira, 
junto con Carlos Alberto, un aporte de cien millones de pesos. La 
entrega de ese dinero la hizo Hugo Bravo y él me dijo que lo habría 
hecho en efectivo. Por lo que me contó en agosto o septiembre de 
este año, Hugo Bravo habría hecho unos forwards para disponer de 
efectivo. Para eso hizo cuatro contratos entre Empresas Penta y una 
sociedad llamada VSA S.A.», Pero respecto de «otros 35 millones 
que se le hubieran entregado adicionalmente a Longueira, señalo 
que de eso no sé nada». 
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En la conversación grabada también saltaron los nombres de la 
senadora de la UDI Ena von Baer, a quien «se le pagó cuando era pre- 
candidata y después en el sur»; el del senador gremialista Iván Morei- 
ra, y el del ex alcalde de Santiago del mismo partido de derecha Pablo 
Zalaquett. Y «yo creo que tiene que haber alguna boleta de Jovino 
Novoa metida», señaló, aludiendo al antiguo «coronel» de la UDI. 

El ex gerente Hugo Bravo indicó, asimismo, que «hubo 32 mi- 
llones en donación directa al Registro Electoral, el máximo de la 
UDI, y el máximo a la Evelyn [Matthei] en segunda vuelta». Se 
refería a los recursos para la elección parlamentaria y presidencial 
de 2013. Respecto a ese aporte, Carlos Eugenio Lavín precisó: «Eso 
es legítimo», de lo que se deduce que el resto, a su juicio, no lo era. 

Al terminar la conversación, la despedida de Hugo Bravo da 
cuenta de su inquietud: «Chao, don Carlos, que esté bien. Traten 
de ayudarme, lo peor es estar solo». | 

Bravo dio el nombre en esa declaración de otra «sociedad de 
papel» de los Penta, menos conocida, pero antigua: Inversiones Pa- 
cífico S.A. «La utilizamos para comprar vehículos de los ejecutivos, 
de las cónyuges de Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano. 
Ellas son dueñas de casa y tienen inversiones. No trabajan en Penta 
ni tienen oficinas en Penta.» Explicó que esa sociedad la adminis- 
traba él hasta 2010, y después Manuel Antonio Tocornal. 


«METÍ LAS PATAS» 


Como detectaron los fiscales, junto con efectuar operaciones del 
grupo Penta, Hugo Bravo también se benefició del «negocio» de 
evasión diseñado por Álvarez en sus propias sociedades, Inversiones 
Santa Sarella Limitada y Empresas, Administraciones, Inversiones 
Challico Limitada. Los especiales nombres de esas sociedades se 
- deben a que la madre del ex gerente general de Penta era la abogada 
Sarella Bravo, Y su padre, el arquitecto Hugo Bravo Schmith, le 
decía a ella Challico, 
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El fiscal nacional señaló en la audiencia de formalización que por 
esa «rectificación vía internet», ambas sociedades en las declaracio- 
nes de impuesto a la renta de los años 2009 y 2010 incrementaron e 
incluyeron «elevados costos directos de los bienes y servicios, los que 
no tenían respaldo documentario ni registro de la contabilidad del 
contribuyente», Explicó Sabas Chahuán que conformaron así «una 
aparente pérdida tributaria en la determinación de su renta líquida». 

El 7 de agosto de 2014, en la primera de una serie de decla- 
raciones ante el fiscal jefe de Alta Complejidad, Carlos Gajardo, 
Hugo Bravo reconoció que había contratado a honorarios a Jorge 
Valdivia y dio luces sobre el modus operandi del ex martillero, Se- 
ñialó que le habría preguntado si había revisado sus declaraciones 
de impuestos de las sociedades Challico y Santa Sarella, porque «se 
podían pedir unas devoluciones». Valdivia, dijo, le indicó que «era 
algo nuevo que muy poca gente lo sabía y que había que hacer unas 
presentaciones y el SII devolvía parte del FUT». Para eso, le entregó 
sus claves de Impuestos Internos a Valdivia, «porque me dijo que 
podía ver si se podían obtener esos dineros del SIT». Contó que en 
2010, gracias a esas gestiones, recibió 170 millones de pesos, pero 
«Jamás sospeché que eso fuera irregular», afirmó. 

Un par de años después, según él, se percató de que era un frau- 
de, pero «no se me ocurrió rectificar ante el SII». Afirmó al fiscal 
Gajardo: «Es mi deseo restituir las platas, ya que veo que cometí un 
delito tributario. Reconozco que metí las patas y que se aprovecha- 
ron de mí». 

Fue el primero de los directivos querellados por Impuestos In- 
ternos que declaró y con él se abrieron los fuegos que dieron en el 
corazón del grupo Penta. 

El 8 de octubre de 2014, Impuestos Internos presentó una de- 
nuncia criminal, esta vez contra los representantes legales de In- 
versiones Penta 111 Limitada, Penta S.A., Duero Limitada —de 
los socios de Penta—, y de Inversiones y Asesorías Challico Ltda., 
Administración e Inversiones Santa Sarella Limitada, e Inversiones 
Perkita Limitada, de Hugo Bravo, 
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Después de detectar las sociedades de Bravo y de tomarle declara- 
ción, surgió otro descubrimiento para los fiscales que fue apare- 
ciendo en distintos testimonios: las boletas ideológicamente falsas 
entregadas por las señoras de Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alber- 
to Délano, por más de cinco millones de pesos al mes cada una. 

El ex gerente Hugo Bravo, en su primera declaración ante Ga- 
jardo, habló de las boletas de las cónyuges de Délano y Lavín por 
montos de diez millones de pesos mensuales, «creo que a nombre 
de Penta o Penta Ill», pero aclaró que ellas no prestaban ningún 
servicio a esas empresas. «Es un tipo de retiros», dijo. «Yo no podía 
oponerme porque eran los dueños los que me daban la instrucción, 
hace años que se hacía así.» 

En efecto, María de la Luz Chadwick y Verónica Méndez son 
dueñas de casa que no desempeñaban ningún trabajo para las em- 
presas de sus maridos. Pero esos montos no iban a parar a ellas, sino 
que a las cuentas de sus esposos, según lograron establecer los fiscales. 

La primera en ratificar los dichos de Bravo respecto de esas bo- 
letas fue la contadora general del holding, Dora Pérez. «Las cón- 
yuges no hacían nada en Penta, no tenían oficina ni nada. Estas 
boletas se enviaban a tesorería, que emitía los cheques, y luego a 
nosotros nos llegaba el comprobante de egreso con la boleta y se 
ingresaba a la contabilidad.» 

_La operación significaba un doble juego favorable a los dueños 
de Penta: por un lado, al cargar esos pagos a gastos, disminuían uti- 
lidades y por lo tanto se rebajaba la base tributaria. Por otra parte, 
las señoras tenían una devolución del 10 por ciento, lo que también 
implicaba recuperar ese porcentaje en todo lo que boleteaban. 

El fiscal Carlos Gajardo señaló en la audiencia el 4 de marzo 
que, desde mediados de los años noventa, Lavín y Délano «incre- 
mentaban sus retiros desde las empresas Penta mediante boletas 
que extendían sin que hubiera ningún servicio real prestado por 
parte de sus cónyuges». 


143 


EL HURACÁN 


La fiscalía los imputó solo desde 2008, porque las acciones an- 
teriores podrían estar prescritas, pero estos procedimientos los usa- 
ban desde hace cerca de dos décadas. Gajardo puso el ejemplo de 
María de la Luz Chadwick Hurtado, la señora de Carlos Eugenio 
Lavín, quien «extendió boletas mensuales a partir de 2008 [...], si 
bien, esta conducta tiene más de quince años de antigiiedad». 

El fiscal Gajardo mostró en la audiencia las boletas de hono- 
rarios que van desde el número 163, del 2 de enero de 2008, «por 
un monto en esa época de 5.555.555 pesos; se retenía el impues- 
to del 10 por ciento y se giraba entonces un cheque por cinco 
millones de pesos. ¿Qué particularidad tenía esta operación?». 
El mismo Gajardo respondió dirigiéndose al juez Juan Manuel 
Escobar: «La particularidad que tenía, su señoría, es que [...] el 
talonario de María de la Luz Chadwick Hurtado se encontraba 
en poder de la secretaria del señor Carlos Eugenio Lavín». Según 
indicó el fiscal, nunca la persona que aparece extendiendo la bo- 
éta, es decir, María de la Luz Chadwick, «tuvo una participación 
en esta actividad». Por eso se salvó de ser imputada. La boleta la 
llenaba la secretaria de Lavín, Mylene D'Alengon. «E incluso la 
firma que aparece en la boleta es también efectuada por la secre- 
taria de don Carlos Eugenio Lavín», quien cuando declaró en la 
fiscalía como testigo el 16 de septiembre del año 2014 mencionó 
el procedimiento. 

La declaración de Claudia San Martín, secretaria de Carlos Al- 
berto Délano, fue del mismo tenor. «Ellas mantenían los talonarios 
en su poder; mensualmente llenaban las boletas, efectuaban incluso 
la firma y entregaban este documento a tesorería para que fuera 
pagado», indicó Carlos Gajardo. Después pasaban a la contabilidad 
de las sociedades. 

En total, resumió el fiscal, «son aproximadamente setenta bole- 
tas por cada una de ellas, doce anuales en el lapso de seis años apro- 
ximadamente». La multiplicación resultaría en unos 360 millones 
de pesos a nombre de cada una de las esposas. Esas boletas ideológi- 
camente falsas fueron extendidas a la Inmobiliaria Los Estancieros 
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—que, como se ha visto, pertenece a los dueños de Penta—, salvo 
un mes en que fueron a una sociedad distinta. 

Destacó, además, el fiscal Gajardo que lo relevante es «que el de- 
pósito de estos dineros se hacía directamente en la cuenta corriente 
personal de los señores Délano y Lavín, es decir, ni siquiera se de- 
positaban en las cuentas corrientes personales de las cónyuges [...], 
de tal manera entonces que la participación de las cónyuges en esta 
operación es francamente marginal o derechamente inexistente». 

Pero las boletas ideológicamente falsas no eran exclusividad de 
las esposas de Délano y Lavín. La práctica se extendía a algunos 
familiares. Una situación similar respecto de boletas de honorarios 
«sin ninguna existencia real» favoreció al cuñado de Carlos Alberto 
Délano, Samuel Irarrázaval Larraín. «También esta persona extien- 
de mensualmente boletas [...] por montos aproximados de dos mi- 
llones y fracción a favor de la misma empresa [Penta 111].» 

En total, precisó, son 72 boletas de honorarios ideológicamente 
falsas del cuñado de Délano, que van desde 2008 hasta 2013, por 
montos cercanos a los dos millones y medio de pesos cada una, y 
«ninguna implica servicio real de Irarrázaval a las empresas Penta». 
Suman unos 180 millones de pesos sin respaldo. 

Samuel Irarrázaval Larraín era uno de los representantes legales 
de la Inmobiliaria Los Estancieros y de la misma sociedad Penta 
III. Resulta curioso comprobar, además, que su esposa, Carmen 
Délano Abbott —como mencioné en el capítulo II— también en- 
tregó boletas ideológicamente falsas y recibió dinero por una suma 
similar a la de su marido entre 2009 y 2013. * 


RESPONSABILIDADES DEL GRUPO 


El fiscal nacional, Sabas Chahuán, recordó en la audiencia de mar- 
zo que «el holding o grupo económico denominado Penta» estaba 
encabezado por Carlos Alberto Délano Abbott y Carlos Eugenio 
Lavín García-Huidobro, y que la sociedad Empresas Penta S.A., 
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cuyo directorio estaba integrado «por los mencionados imputados, 
se encontraba representada legalmente hasta abril de 2010 por su 
gerente general, el imputado Hugo Joaquín Elizardo Bravo López». 
Ese cargo y representación a partir de esa fecha lo asumió «el tam- 
bién imputado en esta causa Manuel Antonio Tocornal Blackburn». 

Precisó Chahuán que la sociedad de inversiones Penta III, en la 
época de los hechos referidos, estaba representada «en forma con- 
junta por sus socios los imputados Délano Abbott y Lavín Gar- 
cía-Huidobro, por el gerente de contabilidad del grupo Penta, el 
imputado Marcos Alberto Castro Sanguinetti, y a partir del mes 
de mayo de 2010 [...] también por su gerente general, el referido 
imputado Hugo Joaquín Elizardo Bravo López». Explicó que Bravo 
estuvo en ese cargo «durante el mismo período, conjuntamente con 
el también imputado Samuel Irarrázaval Larraín». 

En la audiencia de formalización de marzo, el fiscal nacional 

acusó en forma directa a los dueños de Penta y a quienes eran ge- 

rentes en el tiempo en que se cometieron los hechos denunciados: 
«Los imputados Carlos Alberto Délano Abbort, Carlos Eugenio 
Lavín García-Huidobro, Hugo Joaquín Elizardo Bravo López, 
Marcos Alberto Castro Sanguinetti y Manuel Antonio Tocormal 
Blackburn, durante los años tributarios 2009 a 2014, ambos in- 
clusive, actuando en representación de las sociedades Inversiones 
Penta III Limitada, Inmobiliaria Los Estancieros S.A., Inversiones 
Banpenta S.A., Empresas Penta S.A. y Penta INF S.A., emplearon 
procedimientos “dolosos”, encaminados a desfigurar el verdadero 
monto de las operaciones realizadas por las sociedades o a burlar el 
impuesto que como contribuyentes aquellas debían pagar». | 

Además de Los Estancieros S.A., se refirió Chahuán a la socie- 
dad de inversiones Banpenta S.A., «representada legalmente por 
los imputados Carlos Alberto Délano y Carlos Eugenio Lavín», y 
a la sociedad Penta INE «representada por Marcos Alberto Castro 
Sanguinetti y Hugo Bravo López». 

Penta INF S.A. es otra de las firmas del holding integrada por 


los mismos socios, que se orienta a los proyectos de infraestructura, 
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urbanísticos y turísticos.? Fue constituida en diciembre de 2005 
por Délano y Lavín, a nombre de Penta III y de Inmobiliaria Mi- 
ramar —del mismo grupo—, y como las demás, tiene domicilio en 
El Bosque Norte 0440. 

En ese contexto, indicó Chahuán, individualmente o de mane- 
ra conjunta, los directivos señalados realizaron entre los años 2008 
y 2014, «en algunos casos de manera concertada con los imputados 
también presentes Iván Eduardo Álvarez Díaz y Juan Jesús Alberto 
Martínez: Céspedes, en esa época fiscalizadores del SI [...], una 
serie de hechos mediante los cuales, al igual que el también im- 
putado Carlos Ramón Bombal Otaegui, cometieron consciente y 
voluntariamente uno o más delitos». 

La formalización dispuesta por el juez Juan Manuel Escobar 
el 7 de marzo abarcó, además de Lavín, Délano y los directivos de 
Penta nombrados, a Iván Álvarez y Juan Alberto Martínez. 


Los BONOS 


Otro de los procedimientos para pagar menos impuestos y aumen- 
tar las ganancias del grupo, que detectó el Ministerio Público en 
las investigaciones, son los denominados «bonos» disfrazados que 
otorgaban los dueños de Penta a sus ejecutivos. Para eso usaban 
también las fórmulas de boletas o facturas. 

El fiscal nacional, Sabas Chahuán, señaló la existencia de «329 
boletas de honorarios de terceros ideológicamente falsas y 386 
facturas no afectas o exentas de IVA ideológicamente falsas per- 
tenecientes a sociedades de altos ejecutivos del grupo de empresas 
Penta, por servicios que estos terceros y sociedades nunca prestaron 
ni realizaron a las empresas del mencionado conglomerado Penta». 
Y destacó que eso se hizo «con el propósito de ocultar el pago de 


* Notaría Patricio Raby Benavente. Constitución de sociedad Penta INF 
S.A., 30 de diciembre de 2005. Diario Oficial del 19 de enero de 2006. 
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bonos o remuneraciones por servicios prestados por estos ejecutivos 
a las empresas señaladas». 

Lo que hacían era efectuar pagos por los cuales las empresas 
reciben boletas o facturas por montos que no son considerados 
«como gastos necesarios para producir la renta», indicó Chahuán. 
En el caso de las sociedades mencionadas por el fiscal nacional, 
«los imputados lograron rebajar artificiosamente la renta líqui- 
da imponible del impuesto de primera categoría declarado en 
el formulario número 22 sobre declaración anual de impuesto a 
la renta correspondientes a los años tributarios de 2009 a 2014, 
deduciendo gastos que tienen el carácter de rechazados», según 
esa ley. 

Explicó Chahuán que el efecto de esta operación es doble: pro- 
duce la determinación de un impuesto de primera categoría in- 
ferior al que efectivamente les correspondía pagar —al cargarla a 
- gastos—, y «la evasión, además, del impuesto único establecido en 
el artículo 21 del mismo cuerpo legal». 

La Sociedad Inmobiliaria Los Estancieros S.A., entre los años 
comerciales 2008 a 2013 —ambos inclusive— registró «como gas- 
tos en su contabilidad una boleta de honorarios falsa otorgada por 
Carmen Luz Jiménez Parada y 64 facturas no afectas o exentas de 
IVA, también falsas, otorgadas por la Sociedad de Inversiones y 
Asesorías Meli y Compañía Limitada, Asesorías Concha Limitada, 
Administración e Inversiones Santa Sarella Limitada e Inversiones 
y Asesorías Challico Limitada». 

En resumen, esas boletas de honorarios y facturas falsas tenían 
«el propósito de ocultar el pago de bonos o remuneraciones por 
los servicios prestados por los diversos ejecutivos de las empresas 
que componen el denominado grupo o holding Penta», reiteró el 
fiscal nacional. A rafz de esto, la Sociedad Inmobiliaria Los Estan- 
cieros efectuó «declaraciones maliciosamente falsas en los formula- 
rios número 22 sobre la declaración anual de impuesto a la renta 


correspondiente a los años tributarios de 2009 a 2014», recalcó 
Sabas Chahuán. 
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Al entregar el detalle de los pagos efectuados a título de hono- 
rarios y servicios supuestamente prestados que se registraron en la 
contabilidad de Inmobiliaria Los Estancieros S.A., durante los pe- 
rlodos indicados, Chahuán mencionó pagos a Carmen Luz Jiménez 
Parada, que correspondían a bonos o remuneraciones de su marido, 
Raúl Andrés Schmidt Hutchison, director de Finanzas Corporati- 
vas del Banco Penta; a Inversiones y Asesorías Meli y Compañía 
Limitada, que eran bonos o remuneraciones del ex contralor del 
holding Penta José Rodrigo Muñoz Fontaine, y a Héctor Fernando 
Concha Marambio, gerente del área de Salud del denominado hol- 
ding Penta. Asimismo, los fiscales detectaron pagos desde Los Es- 
tancieros a las sociedades de Hugo Bravo, Santa Sarella y Asesorías 
Challico, correspondientes a bonos que beneficiaban al ex gerente. 

El fiscal nacional solicitó al Octavo Juzgado de Garantía el 31 
de julio de 2015 otras seis formalizaciones, además de las diez de 
marzo, y de las de junio y julio, esta vez por los «bonos» del grupo 
Penta. En audiencia realizada el 14 de septiembre el fiscal jefe de 
Alta Complejidad de la zona Oriente, Carlos Gajardo, detalló los 
pagos de los «bonos» efectuados mediante procedimientos dolosos. 
Gajardo comunicó la formalización a los ejecutivos Héctor Concha 
Marambio, José Rodrigo Muñoz Fontaine, Francisco Astorga Silva, 
ex subgerente de administración de Penta; Jorge Molina Ossa, ase- 
sor del grupo, y Arturo Miqueles Armas, gerente general de Agrícola 
Los Mercenarios, también del holding. 

El juez de Garantía del Octavo Juzgado Luis Avilés determi- 
nó la formalización por delitos tributarios y simulación de contra- 
tos y dispuso para los cinco medida cautelar de firma mensual y 
arraigo nacional. 

Junto a ellos, fue formalizado por tercera vez el ingeniero co- 
mercial Manuel Antonio Tocornal, gerente general de Penta S.A., y 
ex gerente de la AFP Cuprum —hasta su venta en 2012—, quien ya 
había sido formalizado el 7 de marzo, y después, por segunda vez, 
el 17 de junio por los contratos forwards. Tocornal devolvió al fisco 
casi cuatrocientos millones de pesos. En esta tercera formalización 
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se le imputó haber recibido «remuneraciones y bonos» mediante 
facturas ideológicamente falsas por 325 millones de pesos, a través 
de Inmobiliaria e Inversiones Noviembre Limitada. 

En total se calcula que solo en el rubro «bonos», la evasión tri- 
butaria del grupo sería de al menos mil millones de pesos entre 
2008 y 2013. 


EL «DINERO NEGRO» TRAS LOS FORWARDS 


En las primeras declaraciones de Délano y Lavín aparecieron sobre 
la mesa los forwards, las operaciones a futuro efectuadas como 
apuestas frente al valor del dólar. En esa oportunidad, solo ha- 
blaron de tres o cuatro. A medida que avanzó la investigación, 
las complejas operaciones fueron captando la atención de los fis- 
- cales. En la audiencia de marzo, el fiscal Carlos Gajardo advir- 
tió que estaban estudiando muchas operaciones de esta índole, y 
explicó en qué consistía «esta actividad ilícita con el fin de burlar 
los impuestos». 

Empresas Penta o el holding o algunas de estas empresas 
—dijo— «se concierta con una empresa externa, en este caso du- 
rante el año 2013 con la empresa VSA [...] y se simulan Operacio- 
nes de forward en las cuales aparentemente se contrata o se asegura 
un precio del dólar por una cifra relevante de dólares, aproximada- 
mente de cinco millones de pesos y que dependiendo de si el precio 
del dólar sube o baje, va a generar una ganancia o una pérdida para 
uno u otro contratante». 

Como indicó Gajardo, «el fraude está en que no hay ningún 
albur en esa subida o bajada de precio, pues los contratos se an-. 
tedatan y se utilizan entonces las cifras ya conocidas del valor del 
dólar y, por lo tanto, si el contrato se celebra en abril del año 2013 
—por decir algo— se utilizan las fechas de enero de ese año». 

Lo que ocurre es que, cuando se firma el contrato, ya se conoce 
el valor que el dólar había tenido y «se puede simular una operación 
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que genera para una de las partes pérdida y, en consecuencia, para 
otra de las partes ganancia», explicó Gajardo. 


De esta mancra -—continuó el fiscal — «empresas Penta o algu- 
nas de esas empresas generaba ficticiamente una pérdida de cien, 
doscientos millones de pesos» y, en consecuencia, VSA obtenía una 
ganancia, Pero como el negocio no estaba en que se generara esa ga- 
nancia gratuita para VSA, «lo que hacía VSA es que luego devolvía 
esos dineros a empresas Penta, la que quedaba entonces con dinero 
negro, sin pagar impuestos y que podía destinar a cualquier uso», 
agregó Gajardo. Y señaló que básicamente esos dineros se utilizaron 
para efectuar los pagos de bonos a ejecutivos y para efectuar finan- 
ciamientos a campañas políticas. 

En esa oportunidad, el fiscal se refirió también a un contrato 
suscrito por Inmobiliaria Duero, una de las sociedades personales 
de la familia Délano, firmado por los hijos de Carlos Alberto Dé- 
lano, Macarena Délano Méndez y José Luis Délano Méndez, con 
Verónica Soto Araneda, en la misma fecha, y «que genera una pér- 
dida para Inversiones Duero en este caso de 39 millones de pesos y 


fracción», anotó. Explicó que después Carlos Alberto Délano reci- 
bió en su cuenta 37 millones de pesos. La 


para la empresa VSA. 
Señaló el fiscal Carlos Gajardo en la audiencia que esa manera 
de operar fue ratificada no solo por Hugo Bravo, sino que también 
por la declaración —el 11 de febrero del año 2015— del imputado 
Tomás Carrasco Burgos, la contraparte en esta operación de VSA. 
Carrasco entregó los detalles completos de «cómo son estas opera- 
ciones y cómo el depósito de esta última operación se realiza direc- 
tamente en la cuenta personal de Carlos Alberto Délano Abbott». 


diferencia es la ganancia 


«TONTOS HASTA LAS DOCE» 


Los dueños de Penta, asesorados por sus abogados, formularon de- 
claraciones ante la fiscalía, pero no reconocieron que sus empresas 
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hubieran suscrito más de cuatro forwards. «Nos mintieron desca- 
radamente en la cara», dijo enfático el fiscal Carlos Gajardo, en 
marzo, quien se guardó para la sesión del tercer día su contraataque 
respecto de estas operaciones fraudulentas, 

En ese momento la fiscalía ya tenía detectados 122 contratos 
de este tipo. Fue en ese contexto que lanzó su ya famosa frase que 
recordó era un dicho del campo: «Somos tontos hasta las doce, su 
señoría, somos tontos hasta las doce no más». Y preguntó: «¿Los 
controladores no sabían lo que estaba pasando? Reitero, son más 
de las doce, su señoría». 

Aseguró Gajardo que ambos dueños siempre estuvieron al tan- 
to de las irregularidades que se cometían en forma constante den- 
tro del holding. Era parte de lo que denominó «una cultura de la 
evasión», que las declaraciones de Hugo Bravo y del ex gerente de 
contabilidad Marcos Castro contribuyeron a detectar. 

Alos pocos minutos, justo pasado el mediodía, Carlos Gajardo 
aludió en esa audiencia del viernes 6 de marzo a forwards contraí- 
dos por Penta con CB, empresa de Manuel Cruzat, y dejó para el fi- 
nal la sorpresa que causó ira en Julián López, el abogado defensor, e 
incredulidad en quienes estaban viendo la escena: «Hay un décimo 
contrato de forward muy relevante que la fiscalía incautó la semana 
pasada. ¿Cuál es la fecha de ese forward? El 7 de noviembre del año 
2009. El pago se realiza días después, los primeros días de 2010». 
Y señaló, tras unos instantes, quiénes eran los suscriptores: «Inver- 
siones Penta TI, por un lado, que deposita cincuenta millones de 
pesos en CB, forward de entrada, y cincuenta millones de pesos de 
salida, Administradora Bancorp S.A., domiciliada en avenida Apo- 
quindo 3000, piso 16... saquemos nuestras propias conclusiones». 

Bancorp es una de las principales empresas de inversión del ex 
presidente Sebastián Piñera, y la dirección es la de su cuartel general. 

El ex presidente Sebastián Piñera, por su parte, ha defendido 
que cuando se efectuaron los forwards entre Bancorp y sus amigos 
de Penta, él nada supo porque tenía sus bienes en un fideicomiso 
ciego, pero sus ejecutivos de esa época aparecen involucrados. El 
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contrato suscrito entre Inversions Penta II, CB y Administradora 
Bancorp lleva la firma de Santiago Valdés Gutiérrez —hijo de Fa- 
bio Valdés— y de Ana María Délano Abbott —hermana de Carlos 
Alberto—. Pero Ana María Délano no representaba en la opera- 
ción los intereses del socio de Penta, sino los de Sebastián Piñera. 
Tanto ella como Valdés eran ejecutivos de Bancard, la sociedad ma- 
dre de Bancorp. 

Ana María Délano fue nombrada por Piñera gerenta gene- 
ral de Chilevisión y era, además, la gerenta de Axxion, el «brazo 
armado» de Sebastián Piñera en las operaciones bursátiles de ese 
- tiempo, como relaté en 2009 en el libro Los magnates de la prensa. 

Ex alumna de las Monjas Inglesas y de Ingeniería Comercial en la 
Universidad Católica, la hermana del Choclo desempeñaba cargos 
de máxima confianza en todo el entramado de sociedades del can- 
didato inversionista. Ella fue la primera mujer del ex presidente de 
la Sofofa Felipe Lamarca, con quien tuvo cinco hijos.” 

El 17 de junio se efectuó la formalización por esta arista forward, 
que afectó de nuevo a los dueños de Penta Carlos Alberto Délano 
y Carlos Eugenio Lavín, además de los ex gerentes Hugo Bravo, 
Manuel Antonio Tocornal y Marcos Castro. Así también quedó 
formalizado Mauricio Pinto, ejecutivo de CB, ya que se demostró 
que este tipo de operaciones fue usado por esa sociedad de Manuel 
Cruzat Infante, el antiguo jefe de los Penta en tiempos de oro del 
grupo de los «Pirañas». Cruzat ha sostenido que él no tuvo que ver 
en este fraude y —como mencioné en el capítulo I— que sus hijos 
no sabían lo que firmaban. 

Se calcula, de acuerdo a lo investigado por la fiscalía, que los 
forwards fraudulentos suscritos por Penta superan los seis mil mi- 
llones de pesos, y que estas operaciones le significaron un perjuicio 
al fisco de casi dos mil quinientos millones de pesos. Representa 
así, en términos económicos, la mayor proporción de lo que se ha 


? María Olivia Mónckeberg, Los magnates de la prensa. Concentración de los 
medios de comunicación en Chile, Debate, Santiago, 2009. 


153 


EL HURACÁN 


detectado en daños que habría provocado el grupo Penta con sus 
polémicas triquifuelas, 


EL Ex SUBSECRETARIO WAGNER 


No ha sido el asunto de los forwards de Bancorp el único que ha 
rozado a Sebastián Piñera en torno al caso Penta. Además de su 
amistad de toda una vida con Carlos Alberto Délano, otro ángulo 
que no lo puede haber dejado indiferente es lo ocurrido con el ex 
subsecretario de Minería de su Gobierno Pablo Wagner San Mar- 
tín, quien tuvo un accidentado desempeño en el gabinete del ex 
presidente. Pablo Wagner asumió el 11 de marzo de 2010, pero 
tuvo que renunciar en octubre de 2012, tras la polémica licitación 
del litio que dio por ganador a Julio Ponce Lerou, el dueño de 
Soquimich. Pero esta fue anulada porque el ex yerno de Pinochet 
- mantenía litigios con el Estado. 

Ingeniero comercial de la Universidad Católica, Pablo Wagner 
tiene treinta y nueve años y trabajó desde 1998 en el grupo Pen- 
ta. Casado con Irene de la Cerda Íñiguez, padre de'seis hijos y 
miembro del Opus Dei, fue profesor de la Facultad de Economía 
y Negocios de la Universidad del Desarrollo, donde dicraba cursos 
de marketing. También en esta área asesoraba al ex candidato pre- 
sidencial Joaquín Lavín. 

El fiscal nacional, Sabas Chahuán, cuando pidió la formaliza- 
ción del ex subsecretario, el 4 de marzo, lo definió como ex ejecu- 
tivo y ex directivo del holding: «Tras prestar inicialmente servicios 
para el área de estudios de Salud del grupo Penta asumió, a contar 
del año 2000 y hasta abril del año 2009, la gerencia de Planifica- 
ción y Desarrollo de estas empresas». En esa fecha, dijo, pese a dejar 
de rener la calidad de ejecutivo de estas sociedades Penta, «comenzó 
a prestar servicios de forma externa a dicho conglomerado». Rea- 
lizó distintas asesorías a empresas del grupo como Banmédica y 
Banpenta, y en ese escenario asumió «el cargo de subsecretario de 
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Minería del Gobierno del ex presidente don Sebastián Piñera el 
año 2010». 

Además, durante este período Wagner, agregó Chahuán, «era 
socio y representante legal de las sociedades Díaz, Moulian, Silva y 
Wagner Gestores, de Inversiones y Asesorías Santa Irene, y a través 
de esa tenía también interés en las sociedades administradoras Gé- 
nesis Capital S.A. y Génesis Partners S.A.». 

Su vinculación con Penta era tal que incluso hasta el momento 
de entrar al gabinete era miembro del directorio de la AFP Cu- 
prum, controlada entonces por el grupo. Y se desempeñó como 
integrante del directorio de la AFP Vida Tres Internacional, Clínica 
Olivos de Argentina, Home Medical Center y Vida Integra. 

En lo político, hasta hace unos años era visto como una de las 
figuras prometedoras de las nuevas generaciones del gremialismo. 
Fue miembro de la comisión política de la UDI y dirigente de la 
Región Metropolitana. El 9 de enero de 2015, después de que la 
fiscalía anunció que lo formalizaría por cohecho y lavado de dinero, 
Wagner envió una sentida carta a su amigo el diputado Ernesto 
Silva Méndez, en ese momento presidente de la UDI, en la que 
renunció al partido en el que militó durante veintidós años. Con 
Ernesto Silva era socio, además, en la firma Díaz, Moulian, Silva y 
Wagner Gestores. 

Desde su posición de economista y profesor de la UDD, era 
crítico habitual de la política económica del Gobierno de la Con- 
certación. Fue uno de los detractores del proyecto del royalty a la 
minería y desde hace ya varios años ha propuesto en seminarios y 
escritos la privatización de Codelco, bajo la fórmula de «venderles 
acciones a todos los chilenos». 


CORREOS COMPROMETEDORES 


Las relaciones de Pablo Wagner con el grupo Penta se mantuvieron 
mientras era subsecretario de Minería. Los computadores incautados 
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y las indagaciones de la fiscalía lo dejaron en mal pie. La acusación 
decohecho y lavado de dinero que pesa sobre él lo llevó al presidio 
Capitán Yáber a cumplir con la medida cautelar y después a perma- 
necer bajo arresto domiciliario, 

Pedro Ducci, yerno de Carlos Alberto Délano y vicepresidente 
de proyectos mineros de Andes Iron, de la que el socio principal era 
Délano, le escribió a Pablo Wagner el 8 de junio de 2010, cuando el 
subsecretario llevaba tres meses en el cargo de Gobierno: «Estimado 
subsecretario: primero que nada espero que te esté yendo muy bien 
en la pega nueva, tengo claro que no debe ser nada de fácil. Como te 
comenté la última vez que nos vimos, estamos involucrados en un 
proyecto de mineral de hierro, “Dominga”». En el mismo e-mail le 
explica que la secretaria regional ministerial (seremi) de Minería de 
la región de Coquimbo, Jocelyn Lizana, «nos ha apoyado bastante 
con los pasos que hay que seguir». Y a continuación Ducci solici- 
taba una reunión: «Nos pidió si podíamos coordinar una reunión 
contigo para mostrarte formalmente los avances del proyecto. A 
ella le interesa estar, ya que está bien involucrada en que el proyecto 
salga adelante. Si pudieras recibirnos [...] te lo agradecería». 

El subsecretario no trepidó en responder de inmediato. «Esti- 
mado Pedro: hoy fue un día difícil, se rechazó el royalty después 
de ochenta días de discusión y hubo uno que otro altercado comu- 
nicacional [...]. Qué bueno lo del proyecto del mineral de hierro, 
feliz de juntarnos mañana y en lo que les pueda ayudar, 
para servirlos. Un abrazo, Pablo Wagner.» 

Andes Iron es una sociedad formada por Délano para la explo- 
tación de la mina de hierro Doña Dominga, en la comuna de La 
Higuera, al norte de la región de Coquimbo. Este proyecto es de 
los pocos que no tenían en común los socios de Penta. El Choclo 
tenía el 80 por ciento y se unió a José Antonio Garcés Silva, super- 
numerario del Opus Dei, socio de Eduardo Fernández León en el 
Consorcio Financiero, que controlaba el 15 por ciento. Al parecer, 


el más entusiasmado con esta iniciativa era Pedro Ducci, quien se 
ha encargado de monitorearlo, 


acá estamos 
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Los afanes de ayudar a Délano y Ducci llevaron al ex subse- 
cretario a remar en un sentido contrario al de su jefe el presiden- 
te Piñera, que en agosto de 2010 —solo dos meses después del 
intercambio de correos aludidos— sorprendió a medio mundo 
cuando de un día para otro, ante el clamor ciudadano, echó para 
atrás la construcción de la planta eléctrica de Barrancones en Punta 
Choros, Argumentó que su medida tenía por objeto «proteger ese 
maravilloso santuario de la naturaleza no solamente para nuestra 
generación, sino también para las que vendrán». 

La mina de hierro Dominga y el puerto de embarque asociado al 
proyecto que se ubicaría en el mismo sector —a menos de trece kiló- 
metros de donde se pretendía levantar Barrancones—, sin dudas, no 
contribuirían a resguardar el maravilloso santuario y la biodiversidad 
de la bahía. 

En abril.de 2015, entre los problemas derivados de la falta de per- 
misos ambientales y ante los embates desatados por el huracán que cayó 
sobre sus espaldas, Délano manifestó su voluntad de vender su parte. 

No fue en todo caso la preocupación por la Minera Dominga 
la única gentileza que Wagner tuvo con sus antiguos jefes de Penta 
mientras fue subsecretario, En los correos incautados hay una serie 
de agradecimientos del entonces ejecutivo de Gobierno a los Car- 
los por los doce años trabajados en Penta, «sin los cuales no habría 
llegado a ser subsecretario», como les decía en sus misivas. Todo eso 
mientras negociaba el sueldo que le seguirían pagando. 

Pero hay un e-mail especial, fechado el 19 de abril de 2014, en 
el que Wagner le recomendaba a su jefe, el recién designado minis- 
tro de Minería Laurence Golborne, el nombre de Carlos Eugenio 
Lavín para que lo integrara en el directorio de Codelco. «Laurence: 
te reenvío el CV de Carlos Eugenio Lavín. Es el hombre de nego- 
cios más inteligente, visionario, práctico y estratega que he cono- 
cido. Realmente sería un lujo para cl país y Codelco tenerlo como 
director (no quiere otros directorios). Se lo pelean las empresas para 
otros directorios distintos a Penta. Está dispuesto a hacerlo comple- 
tamente gratis y a dedicarle tiempo, que es más valioso aún». 
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En su declaración de enero de 2015 ante el fiscal Carlos Ga- 
jardo, Carlos Eugenio Lavín recordó que «en alguna ocasión me 
preguntó si me interesaba ser director de Codelco, yo le dije que 
estaba disponible». Después, en otro correo, le dijo que no resultó. 


SUELDO «INSUFICIENTE» 


Lavín indicó, asimismo, que cuando nombraron a Wagner subse- 
cretario de Minería, «algo que él deseaba, llegó a hablar conmigo 
para decirme que su remuneración iba a bajar considerablemente». 
Según su testimonio, Wagner le dijo que faltaba que le pagaran 167 
millones de pesos de Banmédica, y que tras negociar solo obtuvo 
75 millones, «lo que se le pagó, y se firmaron los finiquitos. Sin em- 
bargo, volvió a hablar conmigo cuando estaba recién nombrado y 

me dijo que le quedaban pendientes 92 millones. Lo que me estaba 
Ñ pidiendo era una gauchado». 

Recordó también Carlos Eugenio Lavín que Pablo Wagner le 
argumentó «que no le iba a alcanzar el dinero, que tenía seis hijos 
que mantener». El sueldo de un subsecretario en 2010 era más de 
6,7 millones de pesos brutos —en 2015 bordea los nueve millo- 
nes—. La inquietud que según Lavín le manifestó se puede en- 
tender por las altísimas rentas a las que estaba acostumbrado en el 
sector privado dentro del grupo Penta y en particular en las em- 
presas de salud. Y es probable que no lo haya pensado bien antes 
de ingresar al sector público ni tampoco haya estado dispuesto a 
efectuar recortes en el presupuesto familiar. 

Según Carlos Eugenio Lavín, el asunto «ya me tenía un poquito 
saturado y lo envié a hablar con Hugo Bravo para que vieran alguna 
fórmula para cerrar el tema», declaró al fiscal. «Luego me enteré 
por Hugo Bravo que se le estaba pagando un suplemento de dinero 
igual al que Penta le pagaba antes de asumir como subsecretario, 
esto es 1,5 millones de pesos mensuales.» 
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En opinión de Carlos Alberto Délano, «Penta no le debía nada 
a Wagner, había trabajado todos los últimos años para Banmédica». 
Declaró que lo llamó Carlos Eugenio Lavín y se reunieron. Le co- 
mentó que «Wagner tenía un problema y que dijo que se le quedó 
debiendo en Banmédica y que le iba a bajar la renta a la mitad». 
Agregó que «para ayudarlo» se les ocurrió que hiciera clases en la 
Universidad del Desarrollo «en las diez horas que tiene como sub- 
secretario». Se refería a la posibilidad de un funcionario público de 
destinar hasta doce horas a ejercer labores docentes, siempre que 
recupere el tiempo dedicado a esa actividad. 


DELITOS DE COHECHO Y SOBORNO 


El fiscal Chahuán detalló los cargos contra el ex subsecretario, cuan- 
do lo acusó de soborno. Entre marzo de 2010 y agosto de 2012, 
Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano «pagaron diversas 
sumas de dinero al imputado Pablo Wagner», quien durante ese pe- 
ríodo era subsecretario de Minería del Gobierno del ex presidente | 
Sebastián Piñera, «a cambio de la realización por parte de este de las 
acciones [...] que favorecieron los intereses de los primeros, Lavín 
y Délano, y sus empresas relacionadas». Eso le significó «al imputa- 
do Pablo Wagner utilidades o beneficios económicos. Tales hechos 
fueron reportados jurídicamente por la fiscalía como constitutivos 
de los delitos de cohecho y soborno». 

Desde marzo de 2010, cuando asumió como subsecretario, 
hasta agosto de 2012, cuando tuvo que dejar el cargo, «al imputa- 
do Wagner se le pagó y recibió un total de 42 millones de pesos», 
aseveró el fiscal Chahuán, quien agregó: «Luego de acordado el 
pago, se ideó e implementó un proceso en virtud del cual se pre- 
tendía dar una apariencia de legalidad al origen de los fondos». 
Se trató de «un blanqueo», porque «en definitiva iban a parar di- 
rectamente a su patrimonio personal y para su aprovechamiento 
final», agregó. 
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Sabas Chahuán destacó: «Así, el imputado Pablo Wagner San 
Martín, a sabiendas del origen ilícito de tales utilidades o dinero, 
realizó transacciones cuyo objetivo era ocultar o disimular tal ori- 
gen ilícito o los propios bienes, otorgándole en definitiva una apa- 
riencia de legalidad que impidiera develar su real e ilícita fuente y 
le permitiera al imputado aprovecharlo y utilizarlo sin temor a con- 
troles o fiscalizaciones por parte de las autoridades competentes». 

En concreto, dijo el fiscal nacional, Pablo Wagner utilizó a la 
hermana de su cónyuge, «doña María Carolina de la Cerda Ífñiguez, 
con la finalidad de que ella sirviera como fachada que permitiera 
justificar el desembolso de dinero por parte de empresas del hol- 
ding Penta. De esta manera, era ella quien aparecía como la apa- 
rente receptora de dineros provenientes de alguna de estas empresas 
del holding, a cambio de servicios profesionales inexistentes consis- 
tentes en presuntas asesorías financieras o presuntas asesorías profe- 
— sionales que nunca se prestaron realmente y que se contabilizaban 
o registraban documental y formalmente mediante la emisión por 
parte de esta señora de las correspondientes boletas de honorarios». 

Según el fiscal Chahuán, «con la finalidad de desvincular aún 
más aquellos pagos de su real origen, vale decir los delitos reiterados 
de cohecho, las boletas no se enviaban a la misma empresa sino que 
a distintas, y fueron utilizadas por varias empresas del holding, entre 
ellas: Empresas Penta S.A., Inversiones Penta 111 Limitada e Inver- 
siones Banpenta S.A.». Estas sociedades, detectó la fiscalía, 
cían «alternativamente como receptoras de estas boletas y pa 
de estas asesorías inexistentes y cuyos fondos por estos co 
iban a parar a la cuenta bancaria del imputado Wagner San 


apare- 
gadoras 
nceptos 
Martín». 


LA CONFIADA CUÑADA 


Las contundentes palabras del fiscal nacional se basaron en las in- 
dagaciones que habían hecho Carlos Gajardo, Pablo Norambuena 
y José Antonio Villalobos y en las declaraciones ante el Servicio 
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de Impuestos Internos de algunos de los implicados, entre ellos la 
propia María Carolina de la Cerda. Como indicó The Clinic on line 
en un titular de enero de 2015, «hasta la cuñada de Pablo Wagner 
lo echó al agua en el SI por uso de boletas truchas». Aludía a la de- 
claración que ella hizo ante Impuestos Internos el 20 de noviembre 
de 2014. 

Al referirse a las boletas ideológicamente falsas del grupo Pen- 
ta, María Carolina de la Cerda fue clara: «Yo no presté servicios 
por estas boletas de honorarios. Las boletas las comencé a emitir a 
petición de Pablo Wagner, mi cuñado, debido a la confianza que 
mantenía con él». 

Contó en su declaración: «En ese momento no le pregunté el 
por qué o el para qué. Desconozco cuál era el inconveniente de Pa- 
blo para emitirlas él mismo y jamás le pregunté. Era yo misma quien 
emitía las boletas de honorarios, según la glosa y montos que me dio 
por primera vez Pablo, y después seguí ocupando los mismos». 

Señaló que ella no sabía mucho más. Simplemente recibía la 
devolución de impuestos —10 por ciento, como es habitual— so- 
bre la base de las boletas de honorarios, «con la cual me quedaba 
íntegramente». Y reiteró: «Yo no tenía ningún contacto con nadie 
de las empresas del grupo Penta, aunque yo sabía que Pablo había 
trabajado allí». | 

Pero María Carolina de la Cerda es, en cierto modo, el eslabón 
por donde los fiscales empezaron a poner en el foco a Soquimich, 
al encontrar boletas emitidas por ella a la empresa de Julio Ponce 
Lerou. Sobre eso, al menos a Impuestos Internos no quiso hablar, 
apelando a que no recordaba haber emitido ese documento. Des- 
pués, esas boletas saltarían a la fama. 


LAZOS DEL DIPUTADO SILVA 


Aparte de las boletas que daba a Penta, la cuñada de Wagner hacía 
similares operaciones con la sociedad Díaz, Moulian, Silva y Wagner 
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Gestores, formada por el mismo Pablo Wagner, el ex presidente de 
la UDI Ernesto Silva Méndez, el actor Vasco Moulián y el ingeniero 
comercial William Díaz, vicepresidente de la Empresa Nacional de 
Minería (Enami) en el Gobierno de Sebastián Piñera. 

La sociedad con Wagner fue uno de los problemas que debió 
enfrentar el diputado de la UDI Ernesto Silva Méndez, quien ade- 
más es sobrino de Carlos Alberto Délano; su madre, María Cris- 


tina Méndez Ureta, es hermana de la esposa del Choclo, 
Méndez Ureta. 


El 11 de marzo, tres días después de las formalizaciones del caso 
Penta, Ernesto Silva Méndez renunció a la presidencia de su parti- 
do, en medio de las convulsiones experimentadas por la situación 
que afrontaban connotados dirigentes y parlamentarios de la UDI. 
Lo reemplazó por un corto período el diputado Javier Macaya, 
quien no alcanzó a estar tres meses a la cabeza del partido fundado 
por Jaime Guzmán, hasta que asumió el senador Hernán Larraín. 
Como señaló el diario La Tercera el 12 de marzo, había además 
otro nexo del diputado con el caso: las sociedades Nyrvana y Sydar- 
ta, «de propiedad de su padre, Ernesto Silva Bafalluy (fallecido en 
2011), figuran con dos forward-con CB Consultoría y Proyectos, 
investigados en el caso». Y agregó que Silva Bafalluy «fue uno de 
los receptores de dineros irregulares traspasados desde SQM a la 
campaña de Joaquín Lavín». 

La Tercera adelantó que «en la carpeta figura un e-mail entre 
Iván Álvarez y Marcos Castro que estipularía irregularidades a su 
favor en el SID». Otro e-mail, indica, deja al descubierto una preo- 
cupación que Carlos Eugenio Lavín le transmitió a Silva en medio 
de la tramitación de la Ley de Isapres, 

Sobre ese punto le había consultado el fiscal Carlos Gajardo a 
Carlos Eugenio Lavín en su declaración de enero. «Respecto del 
correo de fecha 10 de enero de 2013 que me envió Ernesto Silva, 


Verónica 


'* Paulina Toro, «Tras cuestionamientos y presiones internas, Ernesto Silva 
renunció a presidencia de la UDI, La Tercera, 12 de marzo de 2015. 
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señalo que se refiere a una discusión en el Congreso sobre el plan 
garantizado de salud que lleva mucho tiempo [...]», respondió. 

Agregó Lavín en esa oportunidad: «Ernesto Silva es una per- 
sona extremadamente cercana a nosotros, es sobrino de Carlos Al- 
berto. Es obvio que si hay un proyecto que nosotros consideramos 
que no es bueno para el sistema privado de salud, vamos a hacer los 
esfuerzos para convencerlo a él y a cualquier otro parlamentario del 
error que se está cometiendo. Pero eso no es nada indebido. Este 
tipo de comunicación es común y es una especie de lobby directo», 
Reconoció también que a Ernesto Silva le hicieron aportes a través 
del Servicio Electoral (Servel), «ignoro por qué monto, seguramen- 
te fue por el máximo permitido». 

Las palabras del socio de Penta ayudan a comprender la relación 
entre dinero y política que se ha venido practicando. 


PLATAS NEGRAS 


Así como en el caso de Pablo Wagner, la huella dejada en los e-mails 
contribuyó en forma eficaz a la investigación; también una fuen- 
te de especial relevancia para detectar los aportes monetarios a las 
campañas son los correos electrónicos obtenidos gracias a la in- 
cautación de los computadores de los dueños y directivos de Penta 
y de varios de los imputados. La colección de e-mails que está en 
manos de la fiscalía entrega luces de cómo se hacen esos tratos y la 
situación de dependencia que generan entre los benefactores y los 
candidatos favorecidos, lo que sin duda se expresa en la mayoría de 
los casos a la hora de legislar. 

De acuerdo a la Ley Electoral chilena de 2003, hay un mon- 
to límite que pueden dar las empresas y los particulares: dos mil 
unidades de fomento (UF) para presidente de la República, mil 
doscientas cincuenta para parlamentarios, y diez mil UF a un par- 
tido. Se supone que esas platas se entregan en forma anónima y el 
candidato no debe saber la procedencia, aunque es obvio suponer 
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que más de algo sospechará. O que quien aporta hará saber indirec- 
tamente que realizó un apoyo. Estas dádivas permitidas se limitan 
hasta ahora solo a tres meses previos a la campaña. 

Pero como la publicidad requerida para darse a conocer y cap- 
tar votantes ha experimentado una inflación de costos notable, los 
candidatos empiezan con meses de anticipación a tocar la puerta de 
posibles donantes. 

El 5 de enero de 2015, cuando concurrió a prestar declaración 
en fiscalía ante el fiscal Carlos Gajardo, Carlos Eugenio Lavín se 
refirió al financiamiento a las campañas. Expresó que los dineros 
destinados a candidatos políticos fueron aumentando en la me- 
dida en que el grupo fue creciendo. Pero señaló que para ellos 
no representaban gran cosa: «Si bien los aportes políticos pueden 
ser importantes, en términos globales no son significativos para 

_Penta. A Carlos Alberto le gustaba el tema del marketing de las 
- campañas y yo apoyaba a los candidatos sin preocuparme dema- 
siado de ello». 

Aunque Lavín no lo dijo, además, el regalo se abarata si lo car- 
gan como costos a las empresas y no como ocurría antes con los 
«señores del maletín» que contribuían con platas negras que se re- 
partían en billetes sin entrar en la contabilidad de una empresa. La 


AM «gracia» de las boletas o facturas ideológicamente falsas es que al 


cargarse a costos, disminuyen las utilidades y, por lo tanto, la base 
tributable de los donantes. 

: Carlos Alberto Délano admitió en su declaración que «en tiem- 
pos de campaña recibo cientos de llamadas y mensajes pidiendo 
aportes económicos». Y según él, «el 99 por ciento de los políticos 
se financian más allá del Servel y eso es transversal». 

Contó también Délano que los montos que entregaban vía Ser- 
vel los decidían junto con Carlos Eugenio Lavín. Y Carlos Bombal, 
el ex senador de la UDI muy cercano a los Carlos, se encargaba «de 
la coordinación y materialización en ese Servicio». Indicó que en 
general, Hugo Bravo hacía «los cálculos de cuánto es la suma que 
se puede donar e implementó el modo en que se materializan los 
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aportes». Bombal también fue formalizado en marzo, aunque desde 
el comienzo sus medidas cautelares fueron menores —firma sema- 
nal y arraigo nacional—, lo mismo que Samuel Irarrázaval. 

Délano intentó justificar los favores monetarios ejecutados al 
margen de la Ley Electoral: «El problema es que las campañas em- 
piezan un año antes y solo se puede aportar los últimos noventa 
días, por lo que todos los candidatos empiezan a pedir antes, ya 
que noventa días antes las decisiones de votos ya están tomadas». 
Y aunque reconoció haber autorizado esos aportes, trató de res- 
ponsabilizar a Hugo Bravo por la forma de hacerlo. «En esta parte, 
no puedo creer ni entender que Hugo Bravo lo haya hecho de esta 
manera», argumentó en su declaración. 


«ÁL FILO DE LA NAVAJA» 


Ya a comienzos de 2015, los medios de comunicación hablaban 
de políticos con nombre y apellido beneficiados con la «generosi- 
dad» de los Penta. Varios de ellos ya habían sido mencionados por 
Hugo Bravo en la grabación de su conversación con Carlos Euge- 
nio Lavín. El 24 de enero, los diferentes medios dieron a conocer 
partes importantes de las declaraciones en fiscalía de los dos Carlos. 
Destacó por su extensión y detalle la versión del diario La Tercera 
que «ordenó» las respuestas de Délano y Lavín sobre los diferentes 
políticos involucrados. Ya era prácticamente una lista ofcial. 

A esa altura —después de que la fiscalía levantó la reserva de 
la investigación—, los abogados defensores y los querellantes que 
hasta ese momento eran el Servicio de Impuestos Internos y el Par- 
tido Socialista, que se hizo parte en octubre de 2014, disponían de 
esos documentos. En marzo, poco antes de la audiencia de forma- 
lización, también se sumaron a la causa el Consejo de Defensa del 
Estado y la Fundación Ciudadano Inteligente. 

Aunque la mayoría de los favorecidos por Penta con dineros 
entregados bajo cuerda eran militantes de la UDI, llamaron la 
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atención dos personajes ajenos a ese prototipo. Uno de los más co- 
mentados fue el ex ministro de Hacienda del primer Gobierno de 
Michelle Bachelet, Andrés Velasco, quien apareció comprometido 
con veinte millones de pesos en una factura. El otro, el titular de 
Obras Públicas, Alberto Undurraga, militante DC, quien postuló 
sin éxito para ser senador por Santiago Poniente, después de haber 
sido alcalde de Maipú. 

Andrés Velasco ha tratado de explicar que su factura se debería 
a una suerte de honorario por un almuerzo en julio de 2013, al que 
concurrió a la sede de Penta en El Bosque Norte, donde habló de 
la situación económica ante Carlos Eugenio Lavín, Carlos Alberto 
Délano y el ex gerente Manuel Antonio Tocornal, de quien había 
sido compañero de colegio en el Grange. Estuvo también en la reu- 
nión el ex jefe de campaña de Velasco, Juan José Santa Cruz. 

El cuestionado almuerzo fue ratificado por los socios de Penta 
en sus declaraciones de enero de 2015 ante el fiscal Gajardo. Carlos 
- + Alberto Délano recordó: «El almuerzo lo organizó Tocornal para 

apoyar y saber más de las ideas de Andrés Velasco y aprovechar 
su experiencia en política y economía nacional e Internacional, 
No hubo PowerPoint ni nada parecido. Solo se conversó. Manuel 
Antonio Tocornal sabía que después del almuerzo íbamos a ser 
generosos con Velasco». 

Para explicar el sentido del encuentro, Délano usó un término 
en inglés: «El almuerzo con Velasco fue una especie de charla aseso- 
ría con fundraising, que es muy común y legal en Estados Unidos», 
dijo, refiriéndose a reuniones para levantar fondos para una cam- 
paña. «Si yo fuera candidato, lo haría del mismo modo», agregó. 
«Como digo, esta es la forma en que en Estados Unidos los candi- 
datos recolectan dinero para sus campañas.» 

Es probable que a Andrés Velasco, quien vivió su niñez y juven- 
tud en ese país, le pareciera un método apropiado, pero su «defen- 
sa» fue más bien en el sentido de que él cobra por sus conferencias, 


sin admitir que el pago de Penta fuera un aporte a su precampaña 
presidencial. 
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«Manuel Antonio [Tocornal] fue quien luego vio el tema del 
dinero. En los últimos cinco años no hemos tenido ningún otro al- 
muerzo con un economista por estos montos. Se le aportaron veinte 
millones de pesos que era la suma que aprobamos con Carlos Eu- 
genio Lavín. No hubo en 2013 ninguna charla que hubiera hecho 
Velasco para Penta, salvo el almuerzo señalado», detalló Delano. 

La versión de Lavín —como en casi todos los tópicos— es coin- 
cidente con la de su socio. Aludió a la factura de Cactus SpA, la so- 
ciedad de Velasco, y señaló: «Manuel Antonio Tocornal nos insistió 
mucho que quería hacer un almuerzo con Andrés Velasco, porque 
quería explicar su postura y sus puntos de vista como precandidato 
en las primarias. Se hizo un almuerzo en el piso 16 de Penta, con 
Juan José Santa Cruz, tesorero de la campaña de Velasco, Manuel 
Antonio Tocornal, Andrés Velasco y yo». 

Señaló Lavín al fiscal Carlos Gajardo que «Velasco se explayó 
sobre su visión del país». Contó que habló sobre «lo que le faltaba 
a Chile para alcanzar el desarrollo, que había que aumentar la 
recaudación de impuestos». Según Lavín, «fue un almuerzo muy 
interesante e instructivo para conocer el pensamiento de una per- 
sona de centro-izquierda cuya opinión nos merece respeto. Nadie 
habló de plata en el almuerzo». A la salida, «Manuel Antonio To- 
cornal me dice: “¿Cuánto le damos? ¿Te parece bien unos veinte 
millones?”. Y yo le dije: “OK, velo tú”. Carlos Alberto también 
lo apoyó». 

La implementación de ese pago la vio Tocornal con Bravo, afir- 
mó Carlos Eugenio Lavín, quien admitió ante el fiscal Gajardo: 
«Estos son aportes en el filo de la navaja, porque él puede sostener 
que es una asesoría. Yo lo entiendo como una recaudación de fon- 
dos elegante». 

Y agregó que en esa oportunidad Carlos Alberto Délano le dijo 
a Velasco «que él parecía que estaba fuera de foco por estar en la 
coalición que estaba. También le recomendó en el almuerzo que no 
fuera a primarias y que fuera a la final». 


167 


EL HURACÁN 
TocorNaL, PURCELL Y «TIERRA FIRME» 


La figura de las fundaciones, con nombres que buscan ser origi- 
nales, aparecieron también en medio del carnaval de boletas y fac- 
turas. Además del ya famoso almuerzo de los veinte millones, hay 
otra boleta que relaciona a Andrés Velasco con Penta. Es un aporte 
por cinco millones de pesos a la Fundación Tierra Firme, ante- 
cesora de la organización Plural, el centro de pensamiento del ex 
ministro, que preside el actual presidente de la Bolsa de Comercio 
de Santiago, Juan Andrés Camus, y que cuenta entre sus financistas 
y directores a otros prominentes hombres de negocios: Bernardo 
Matte Larraín, presidente del Banco BICE; el fundador de la em- 
presa Sonda, Andrés Navarro, y Tim Purcell, socio y fundador de 
Linzor Capital. 

«Tierra Firme se creó en marzo de 2012 y su puesta en marcha 

_ fue financiada por Penta», señaló el diario electrónico El Mostra- 

dor el 12 de enero de 2015. El contador de la fundación, Jorge 
Olave, declaró ante el fiscal Carlos Gajardo el 10 de octubre de 
2013, y contó que había sido el encargado de los trámites de pues- 
ta en marcha de esa fundación. : 

La gestión con Penta en esa oportunidad la hizo Tim Purcell 
con su amigo Manuel Antonio Tocornal, en ese momento ge- 
rente del holding Penta. Ambos —lo mismo que Velasco— son 
ex alumnos del Grange. Después de acordar la «ayuda», Tim 
Purcell reenvió 'un correo el 7 de enero a Manuel Antonio To- 
cornal que dice: «Hola, Toño. Aquí va boleta que me pediste. El 
pago se puede hacer a la cuenta corriente del emisor de la boleta 
Jorge Olave». 

A. su vez, Tocornal le dio las instrucciones a Marcos Castro, 
contador de Penta: «Pago aporte Andrés Velasco. Confírmame 
cuando la pagues, gracias. MAT». El propio Manuel Antonio To- 
cornal reconoció en su declaración ante la fiscalía haber sido el 
nexo para ese aporte a la campaña de su ex compañero del Grange, 
a quien también le dio una cuota menor a título personal. 


1GR 
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Timothy Purcell —conocido como «Tim»— es hijo del due- 
ño del Hotel Portillo, Henry Purcell. Antes de radicarse en Chile, 
trabajó durante veinte años en el J.P Morgan en Nueva York y 
llegó a ser un importante ejecutivo del banco estadounidense para 
América Latina. 

El hombre de negocios formado en Estados Unidos —estudió 
Economía en la Universidad de Cornell y después obtuvo un pos- 
grado en la Escuela Warton en la Universidad de Pennsylvania— 
tuyo que declarar el 9 de enero de 2015, en calidad de imputado 
ante la fiscalía. 

Purcell tiene también fichas junto a Juan Hurtado Vicuña en el 
negocio de la educación privada: Linzor es parte de la Corporación 
Santo Tomás, dueña de la Universidad Santo Tomás, el instituto 
profesional y el centro de formación técnica del mismo nombre. 
Hurtado preside la Corporación y Purcell es el vicepresidente. 

Carlos Eugenio Lavín indicó: «Respecto de la boleta del señor 
Olave, no tengo conocimiento, Carlos Alberto me dijo hace poco 
que le parece que Manuel Antonio Tocornal le pidió autorización 
para hacer ese pago. El señor Olave no prestó ningún servicio para 
Penta. Lo que he averiguado hoy día pareciera que se trata de un 
aporte político al señor Andrés Velasco». 

Las vinculaciones con Penta parecían contradictorias con el 
discurso del ex ministro de Hacienda, que desde su movimiento 


Fuerza Pública apelaba a la transparencia y a dejar atrás las prácticas 
de la «vieja política». 


La «CIUDAD JUSTA» DE UNDURRAGA 


Una situación poco confortable vivió también el ministro de Obras 
Públicas de Michelle Bachelet, Alberto Undurraga, por una bolera 
de cuatro millones de pesos pagados por un estudio a la Fundación 
Ciudad Justa, que él presidió hasta enero de 2014, dos meses des- 
pués de haber sido derrotado en la elección senatorial por Santiago 
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Poniente. Hugo Bravo, Carlos Alberto Délano y Carlos Eugenio 
Lavín se refirieron en su declaración al hecho. El contacto de un 
compañero de colegio —esta vez del Saint George— funcionó 
también para favorecer a Undurraga. 

«Perdió la elección a senador por Santiago Poniente y me llamó 
Mario Livingstone que es un amigo mío del colegio, y me dijo que 
Undurraga tenía una deuda de su campaña política, y que tenía un 
estudio que deseaba vender, para pagar las deudas de la campaña, 
en unos cuatro millones de pesos. El aporte lo decidí yo», explicó 
Délano al fiscal. 

«Obviamente era una ayuda o apoyo para que pagara sus deu- 
das», comentó. «En todo caso era un estudio interesante y el monto 
no era significativo. Hasta este momento no lo hemos utilizado, 
pero puede servir al área inmobiliaria», explicó Délano al fiscal 
Gajardo. 

En una declaración de Hugo Bravo del 6 de noviembre de 
2014 ante el mismo Gajardo, confirmó que el sociólogo demo- 
cratacristiano Mario Livingstone, «es un gran amigo de Carlos 
Alberto Délano, que está contratado por Andes Iron para con- 
vencer a las comunidades aledañas a la mina Dominga» de que 
no se opongan al proyecto. Añadió que Carlos Bombal, que era 
director de Andes Iron, le solicitó esa contribución para Undu- 
rraga, «por un compromiso que tenía Mario Livingstone con él». 

Miembro del directorio de la AFP Cuprum desde que era 
de Penta, Livingstone es, además, profesor de la Universidad 
del Desarrollo y hasta noviembre de 2014 fue vicepresidente de 
asuntos corporativos de Andes Iron. 

Aunque la mención a Undurraga y su fundación provocó en 
su momento tensión en el Gobierno, la vorágine de problemas 
posteriores y los montos que involucraron a otros parlamentarios 
en ejercicio y candidatos derrotados dejaron en un segundo plano 
el aporte efectuado por Penta al ex alcalde de Maipú. Más aún 
después que arreció el caso Soquimich. 
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EL DEBUTANTE De MussY 


En la audiencia del 4 de marzo de 2014, el fiscal Carlos Gajardo 
indicó que en materia de financiamiento a campañas políticas, la 
primera boleta que apareció, en orden cronológico, fue la candida- 
tura a diputado de Felipe de Mussy Hiriart, quien debutó en marzo 
de 2014 en la Cámara. 

Felipe de Mussy es hijo de la ex concejala de la UDI por Lo 
Barnechea y después por Vitacura, María Paz Hiriart, y se acercó 
desde muy joven al gremialismo. Ingeniero civil industrial de la 
Universidad Católica, de treinta y tres años, es casado con la abo- 
gada de la UC María Yarur Arrasate, hija de Luis Enrique Yarur 
Rey, presidente del Banco BCI y uno de los socios de la cadena de 
farmacias Salcobrand. 

El joverr diputado de la UDI trabajó en el Gobierno de Sebas- 
tián Piñera y después logró por primera vez en noviembre de 2013 
llegar al Parlamento, por el distrito 56 en la región de Los Lagos. 
Es muy amigo de José Luis Délano Méndez, uno de los hijos del 
dueño de Penta, y según The Clinic on line, de Felipe Novoa, hijo 
de Jovino.”' 

La fiscalía, dijo Gajardo en la audiencia, tiene un revelador co- 
rreo electrónico de Felipe de Mussy enviado a Carlos Alberto Dé- 
lano y a su secretaria Claudia San Martín en que, en tono cercano, 
le escribe: «Querido Choclo: te envío lo que me pediste cuando 
nos juntamos. Además, te cuento que el lunes 8 y martes 9 estaré 
en Santiago por si quisieras que me junte con Carlos Eugenio. Un 
abrazo grande desde ya y muchas gracias por todo. Felipe». 

Esta intervención, dijo el fiscal Gajardo, «cuvo por consecuen- 
cia que efectivamente las empresas Penta financiaron o recibieron 
boletas que habrían servido para el financiamiento de dicha campa- 
ña». Y se refirió a otro correo electrónico de fecha 13 de mayo del 


- * «Las poderosas redes del joven diputado De Mussy, investigado en el caso 
Penta», The Clinic on line, 25 de marzo de 2015. 
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año 2013, en que es el propio señor o el propio correo fdemussyhE 
gmail.com en que escribe: «Tomás 5», refiriéndose a Tomás Garcés, 
la persona que va a dar la boleta «(...], y 5 al monto por el cual 
debe ser esa boleta, cinco millones». Y le indica el teléfono de Hugo 
Bravo y el nombre de su secretaria, Mylene. 

Aunque Felipe de Mussy fue formalizado el 22 de junio por 
el juez Juan Carlos Valdés, tras la solicitud de la fiscalía, el fuero 
parlamentario lo salvó de las «medidas cautelares», lo mismo que 
al senador Iván Moreira. Esto significa que De Mussy y Moreira, 
a diferencia de los otros formalizados, no han tenido restricciones 
como arrestos domiciliarios, firmas ni arraigo. 


Los PEDIDOS DE MOREIRA 


El primero en reconocer que había cometido «irregularidades» y 
pedir disculpas públicas fue el senador por Los Lagos Iván Moreira. 
Junto con renunciar a la vicepresidencia de la UDI, leyó una de- 
claración que marcó una diferencia con lo que había sido la actitud 
de la mayoría de los otros involucrados. Y con los dirigentes de 
su partido. 

«No soy de aquellos que para evadir sus responsabilidades optan 
por culpar a otros, o se escudan en el argumento de que se trata de 
prácticas generalizadas. Cuando uno se equivoca no cabe la teoría 
del empate. Hoy estoy dando la cara, reconociendo mis errores con 
hombría y estoy pidiendo disculpas públicas», dijo Moreira desde 
la sede de la UDI en la avenida Suecia, pero sin ningún distintivo 
de su partido detrás, como suelen aparecer los dirigentes. 

En la oportunidad reconoció que le había pedido dinero a Hugo 
Bravo y se excusó ante «todos quienes puedan haberse sentido mo- 
lestos por el tono y el lenguaje de mis correos electrónicos, reconozco 
que mis palabras pueden parecer imprudentes». Y a modo de justifi- 
cación agregó: «Me mandaron al sur a morir, como metafóricamente 
dije en su minuto, y donde ganar era prácticamente imposible». 
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El entonces diputado Iván Moreira Barros le empezó a envíar 
correos a Hugo Bravo a fines de 2012. Algunos de esos e- 
trascendieron a los medios antes de la formalización, pero verlos en 
serie —como los presentó el fiscal Carlos Gajardo en la primera au- 
diencia— ilustra sobre la relación que se daba entre el hoy senador 
y el ex gerente del grupo Penta. 

En vista de que no tenía noticias, el 9 de enero de 2013, Iván 
Moreira le mandó a Bravo otro correo que denotaba cierta impa- 
ciencia: «¿Sigues de vacaciones? ¿Cuándo llegas? Para poder ir a ver- 


te». Y el 30 de enero del año 2013, el diputado Moreira le escribió 
a Hugo Bravo: 


mails 


«¿Me tienes castigado, Hugo? Te estoy llamando hace diez días. 
Trata de devolverme la llamada. Un abrazo.» 

Anotó el fiscal que ese mismo 30 de enero «hay un envío por 
parte de la casilla diputadomoreiraCgmail.com a la casilla de co- 
rreo de Hugo Bravo López, de una boleta electrónica a nombre de 
Eduardo Montalva Pérez», por tres millones de pesos líquidos, por 
supuestos servicios prestados a Inversiones Penta IIL 

Montalva Pérez fue candidato a concejal en la lista UDI e In- 
dependientes por la comuna de El Bosque y era cercano a Moreira. 
Indicó Gajardo que el mismo día Moreira insistió con un tercer 
correo a Hugo Bravo, acompañándole una boleta, por dos millones 
de pesos, de Isabel Marinovic Merino. Y en otro envío anotó en el 
asunto: «Te mandé las dos boletas y la cuenta corriente», 


EL «CUPÓN DE COMBUSTIBLE» 


Pero luego vino un nuevo pedido de Moreira en el e-mail del 25 de 
septiembre de 2013 dirigido a Hugo Bravo: «Para los 1.000 metros 
finales, ¿queda algún cupón de combustible? Avísame. Un abrazo y 
mi gratitud para toda la vida». 

«Cuéntame cómo vamos» —le contesta Hugo Bravo—. «Algo 
saldrá. Saludos, Hugo», lo tranquilizó el ex gerente. Tras una serie 
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de amistosos intercambios, el mismo 25 de septiembre en que 
Moreira le dijo que tenía posibilidades de ganar, Bravo le replicó: 
«Así va a ser. Te haré entonces dos de cinco, total diez». Después 
le agregó Bravo en otro correo: «Boleta uno, este cupón ya lo tiene 
mi secre, manda a buscarlos. Saludos, Hugo». Y luego le contestó 
Moreira: «Prefiero los dos cupones. El martes los retiraré». 

Las boletas que acompaña por correo electrónico, explicó el fis- 
cal Gajardo, son las de Verónica Nieto Infante, por cinco millones 
de pesos, la boleta número uno, para Empresas Penta, y la bolera 
número dos, de Rodrigo Antonio Molina Requena [...] también 
por cinco millones de pesos, para Empresas Penta S.A.». 

El 2 de octubre de 2013, Hugo Bravo recibió nuevamente un 
correo de Moreira que le decía: «¿Cuándo mando a buscar los do- 
cumentos? Avísame. Un abrazo». 

Quedaban poco más de dos semanas para la elección, el 29 de 
octubre, y el hoy senador mandó otro correo: «¿Tú crees que se 
pueda un raspado de la olla para los últimos cien metros de cam- 
paña?». Hugo Bravo le contestó: «Rescaté siete». E Iván Moreira le 
respondió: «Gracias, con eso llego», 

En la misma fecha, el 29 de octubre de 2013, Moreira le envió 
una nueva boleta a Bravo. Decía: «Me avisas, la otra por dos, va». 
Y le envió «una de Andrea Teresa Schultz por cinco millones de 
pesos, y, como le había indicado, otra por dos millones de pesos de 
Rodrigo. Molina Requena», señaló el fiscal Gajardo. En el correo 
electrónico, Moreira le agregó finalmente los datos para el depósito 
a Rodrigo Molina Requena, y envió otro e-mail dirigido a Hugo 
Bravo: «Dile a tu secre que por favor los mande a depositar a los 
destinatarios, ahí van las cuentas. No tengo a nadie a quien mandar 
a buscarlos, estoy en Puerto Montt. Gracias». 

Después de la elección en la que Iván Moreira triunfó en la 
región de Los Lagos, Hugo Bravo le envió un entusiasta correo: 
«Senador, felicitaciones. No desteñiste como otros, se lo enrostré 
al Choclo, Saludos, Hugo». Y el flamante senador le contestó: «Un 
abrazo grande, te llamaré, Muchas gracias», 
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Anotó el fiscal Carlos Gajardo: «Toda esta información, que 
habla por sí sola, por cierto, es también ratificada por las declara- 
ciones que han sido prestadas, en presencia de sus abogados y pre- 
via lectura de derechos, por los imputados Hugo Bravo y Marcos 
Castro, que han sido los que firmaron los cheques y fueron los que 
primero dieron información». 

Los dueños del grupo, en cambio, se refirieron a estos aportes, 
pero —a diferencia de lo sucedido con los demás candidatos— 
negaron toda participación en las donaciones a Moreira. «Nunca 
habló conmigo. Este tema lo decidió directamente Hugo Bravo, 
nunca lo consultó conmigo ni con Carlos Eugenio», dijo Carlos Al- 
berto Délano. «Yo no le habría dado ningún aporte a Iván Moreira, 
porque yo estaba apoyando a Ena von Baer. Las boletas de Verónica 
Nieto, Rodrigo Molina, Andrea Schultz, Eduardo Montalva e Isa- 
bel Marinovic no corresponden a ningún servicio que se hubiera 
prestado a Penta». Y Lavín señaló: «En la revisión que ahora hemos 
hecho hemos detectado que las boletas de Andrea Schultz, Veróni- 


ca Nieto, Rodrigo Molina corresponden a aportes efectuados a Iván 
Moreira por Hugo Bravo». 


CARDEMIL Y LOS ABOGADOS 


El único candidato de Renovación Nacional que figuraba en la 
investigación del Ministerio Público vinculado a boletas de Penta 
hasta el momento de las formalizaciones era el abogado Alberto 
Cardemil, quien por más de veinte años fue diputado por Curi- 
có —entre 1993 y 2014—, pero en la elección de 2013 perdió el 
escaño que había conservado por dos décadas. 

Desde 1984 hasta marzo de 1990 fue subsecretario del Interior 
de Augusto Pinochet y, en esa calidad, estuvo a cargo de la entrega 
de resultados del plebiscito de 1988. 

Su nombre apareció en el caso Penta a través del testimonio de 
Hugo Bravo, quien indicó que se le habían pagado siete millones 
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de pesos para su frustrada elección como senador. Cardemil ha in- 
sistido en que las dos personas que aparecieron recibiendo boletas 
que lo vinculan, Saúl Quiroz Bedoya y Luis Felipe León Quinteros, 
son «connotados abogados» que colaboraron con su jefe de campa- 
ña, y dijo que no conocía a Hugo Bravo. Aseveró además a los me- 
dios, tras entregar su declaración el 12 de enero de 2015: «Nunca 
he visto un peso irregular en mi cuenta corriente ni en la campaña, 
y eso le dije al fiscal».*? 

Agregó Cardemil: «Siempre he pedido plata a través del finan- 
ciamiento legal que corresponde para mi campaña y en mi cam- 
paña senatorial así lo hice. Nunca pude hablar con Carlos Alberto 
Délano, no me pude comunicar nunca con él, del señor Bravo reci- 
bí una llamada, cuyos antecedentes le he entregado al fiscal». 

El fiscal Gajardo, en la audiencia del 4 de marzo, lo relacionó 
con dos boletas ideológicamente falsas entregadas a Penta en sep- 
“> tiembre de 2013. Una a nombre del abogado Saúl Quiroz Bedoya 

por tres millones de pesos y una segunda del abogado Luis Felipe 
León Quinteros. En ambas aparece el nombre de Paula Rojo, quien 
se dirige a Hugo Bravo. «Estimado don Hugo, en relación a lo 
conversado con don Alberto Cardemil envío boleta de honorarios», 
dice en el primer e-mail. «Estimado don Hugo, adjunto segunda 
boleta de don Alberto Cardemil. Atte., Paula Rojo», señala en la 
segunda oportunidad. 

Carlos Eugenio Lavín aludió al origen de esas boletas de Car- 
demil. «Conversó el tema con Carlos Alberto, esto me lo contaron 
a mí. Ahora he sabido que las boletas de los abogados Luis León 
Quinteros y Saúl Quiroz Bedoya son por estos aportes.» 

El juez Juan Carlos Valdés estimó que en su caso bastaba con la 
firma cada quince días y el arraigo nacional. 


'* Radio Cooperativa, 12 de enero de 2015. 
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Diputados y militantes del partido derechista, entre ellos dos ex 
presidentes de la UDI, los diputados Patricio Melero y Ernesto 
Silva Méndez, concurrieron el 22 de junio a acompañar a los im- 
putados. El primero en llegar al Centro de Justicia fue el «coro- 
nel» de la UDI Jovino Novoa Vásquez, quien no había querido 
emitir declaración alguna ante los fiscales. Se acogió durante la 
investigación al derecho a guardar silencio y anunció que solo ha- 
blaría ante los tribunales. Esto en contrapunto con la locuacidad 
para salir con frecuencia en diarios y revistas a marcar su rebeldía 
y malestar contra los fiscales y contra el Servicio de Impuestos 
Internos, que se querelló en su contra. 

El fiscal Emiliano Arias estuvo a cargo de exponer las acusa- 
ciones que.pesan sobre Jovino Novoa: «Es bastante sospechoso 
que solo se emitan facturas a sociedades, a personas y a corpo- 
raciones vinculadas con el imputado», manifestó. Y señaló que 
la firma del ex senador sumaba 157 millones de pesos en boletas 
que serían ideológicamente falsas a siete empresas. Esto durante 
el período electoral según un informe elaborado por la Policía de 
Investigaciones. 

En esa suma se incluían las de Penta y de Soquimich, así 
como algunas emitidas por su empresa Inversiones y Mandatos a 
otras sociedades relacionadas con él. 

Pero ese día Novoa no pudo ser formalizado. Se sintió mal 
en plena audiencia y tras ser revisado por paramédicos, con la 
venia del juez de garantía Juan Carlos Valdés, fue trasladado a la 
Clínica Las Condes. Más tarde se explicó que había experimen- 
tado una descompensación por una dolencia al colon por la que 
permaneció cuatro días hospitalizado. 

Al final, el único UDI que fue formalizado en esa oportunidad 
fue el ex alcalde de Santiago Pablo Zalaquett. Novoa se «salvó» por 
su descompensación y el senador Iván Moreira y el diputado Felipe 
de Mussy por el fuero parlamentario, mientras que el ex diputado 
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de Renovación Nacional Alberto Cardemil pidió un aplazamiento, 
porque supo que había nuevos cargos en su contra. Las formaliza- 
ciones pendientes se efectuaron el lunes 6 de julio. 

En esa jornada tomó la palabra acusatoria ante el juez Valdés 
el fiscal nacional, Sabas Chahuán, quien calificó la acción del ex 
senador de la UDI de «delito tributario consumado y reiterado». 
Señaló que Jovino Novoa emitió a Penta cinco boletas y seis fac- 
turas ideológicamente falsas, por un total de 43 millones de pesos 
entre 2009 y 2014. Eso se tradujo en un daño para el fisco de más 
de quince millones de pesos, por los menores impuestos pagados 
por las empresas del grupo, indicó. 

El fiscal Emiliano Arias detalló las características de esos docu- 
mentos y solicitó arresto domiciliario total para Novoa. Arias inclu- 
so fue más lejos y planteó la posibilidad de que al menos parte del 
dinero recaudado por el ex presidente de la UDI no hubiera llegado 

-. 2 destino de algunos candidatos. «El dinero recolectado por esa per- 
sona, ilegalmente, al parecer iba a su bolsillo, iba a otra parte [...] 
Ese dinero lo pudo haber gastado en lo que él quisiera. Una cosa 
es lo que él decía que iba a hacer y Otra cosa es dónde se gastó el 
dinero.» El silencio de Novoa no ha contribuido a aclarar el punto. 

El juez de garantía acogió las medidas cautelares solicitadas por 
la fiscalía y dispuso arresto domiciliario total y arraigo nacional 
para el antiguo jefe del gremialismo. 

La compañía de los ex presidentes de la UDI que se volvió a 
reiterar —incluyendo esta vez al ex presidente de la UDI senador 

Juan Antonio Coloma— no amilanó al Ministerio Público ni al re- 
presentante de la Justicia Juan Carlos Valdés, quien incluso advirtió 
que Jovino Novoa como abogado y ex senador debía conocer mejor 
que nadie el derecho y los «hechos delictuales» que habría come- 
tido. Indicó en esa oportunidad el juez que las únicas atenuantes 
para Novoa eran su «irreprochable conducta anterior» y la devolu- 
ción que efectuó de quince millones de pesos a Impuestos Internos. 
No obstante, hizo ver su escasa colaboración con la investigación. 
Destacó también que se le imputan delitos tributarios reiterados 
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y que dada su condición de abogado «se esperaba de él un mayor 
análisis de sus conductas delictuales». 

Pero de nuevo fue una solicitud basada en las dolencias del for- 
malizado ex senador lo que interrumpió el cumplimiento de la me- 
dida cautelar. A los pocos días de su reclusión domiciliaria, Novoa 
solicitó permiso para ser trasladado a la Clínica Las Condes. Esta vez 
se dijo que era para efectuarle una operación al colon. No obstante, la 
intervención no se produjo. Entretanto, el 5 de agosto la Cuarta Sala 
de la Corte de Apelaciones de Santiago revocó el arresto domiciliario 
total y lo reemplazó solo por arraigo nacional y firma quincenal. 

Entre los ires y venires de sus enfermedades, el «coronel» de la 
UDI continuó en su actitud renuente a declarar en la fiscalía, lo que 
—si persiste— lo llevaría a tener que enfrentar un juicio oral. Di- 
versos testimonios lo involucran, incluso los de los propios dueños 
de Penta. 


«UNA ADMIRACIÓN SUPERIOR» 


Jovino Novoa era un asiduo del edificio de El Bosque, lo que tam- 
bién se desprende de las declaraciones de los dueños del grupo, 
quienes reconocieron los aportes al ex presidente y fundador de 
la UDI. «Con Jovino Novoa tenemos una relación más cercana. 
Era de los senadores importantes, entendía bien los temas econó- 
micos, veía los temas de Hacienda, varias veces pasaba por Penta 
y conversábamos sobre la legislación, de los temas que a nosotros 
nos interesaba saber más. Jovino es un líder dentro de su partido, 
conocía personalmente a cada candidato», declaró Carlos Eugenio 
Lavín ante el fiscal Carlos Gajardo. «Los dineros que Jovino pedía 
no eran para él, sino que para candidatos afines a él. De hecho, él 
no estaba en campaña. Yo lo que pienso es que Jovino facilitaba las 
facturas de Inversiones y Mandatos para otros candidatos», señaló 
Lavín. Y precisó que Inversiones y Mandatos, sociedad de Jovino 
Novoa, «no prestó servicios para Empresas Penta, que yo sepa». 
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Por su parte, Carlos Alberto Délano dejó en evidencia su ad- 
miración por el «coronel» de la UDI: «Jovino es una persona muy 
cercana a mí y muy amigo mío. Es de las personas más inteligentes 
y sólidas en sus valores que he conocido. Ha sido además muy va- 
liente. Le tengo una admiración superior. Jovino no ha concurrido 
a pedir dineros para él. Él concurrió a pedir aporte para campañas 
políticas para otros candidatos. Le aportamos alrededor de vein- 
ticinco millones de pesos para esos candidatos. Fue varias veces a 
reunirse conmigo, en alguna ocasión con Ena von Baer. En la reu- 
nión con Ena von Baer se me pidió ayuda para su candidatura». Y 
especificó el procedimiento: «Luego yo hablo con Hugo Bravo y le 


indico los montos que se van a aportar para cada uno y Hugo Bravo 
ve la fórmula para concretar ese aporte». 


LAS DEUDAS DE ENA 


Ena von Baer se dirigió en forma directa a través de un e-mail el 
18 de diciembre de 2013 a Carlos Alberto Délano, después de ter- 
minar su campaña, para pedir ayuda económica. La'ex ministra 
secretaria general de Gobierno de Sebastián Piñera escribió a Carlos 
Alberto Délano: «Estimado Carlos: como es difícil poder lograr una 
reunión contigo opté por escribirte. Como te podrás imaginar de la 
experiencia que tienes, después de haber pasado por dos campañas 
en un año, he quedado con una importante deuda. Esto se debe a la 
deuda de la campaña de Santiago y, además, a que la UDI recortó 
en cincuenta millones el aporte que había comprendido. Bueno, y 
ahora tengo que tratar de poder cubrir una deuda de alrededor de 
cien millones. Espero que me puedas ayudar, espero con ansias la 
respuesta. Muchos saludos, Ena». 

Con todo, la senadora ha dicho a la prensa que ella no recibió 
aportes de Penta. El 9 de abril formuló su declaración ante el fiscal 


nacional, Sabas Chahuán, y la fiscal Carmen Segura, quien ese día 
se sumó a la investigación. 
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«Jamás le pedí recursos a Empresas Penta para financiar mi 
campaña. Jamás le pedí a una persona que presentara una boleta a 
Empresas Penta», dijo en su declaración, e insistió en que «pedí un 
crédito para financiarla». 

La versión de Ena von Baer es contradictoria con lo que decla- 
raron los socios de Penta Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto 
Délano, quienes recordaron la visita de la senadora, en compañía 
de Novoa. «Un día del año 2013 llegó Ena von Baer con Jovino 
Novoa para pedirnos si podíamos colaborar con su campaña, acor- 
damos un monto y seguimos el procedimiento habitual encargán- 
doselo a Hugo Bravo», declaró Carlos Eugenio Lavín. 

Pero por lo que se ha develado, Ena von Baer no estaría vincula- 
da solo a boletas falsas con el grupo Penta. El 13 de agosto de 2015, 
cuando ya los comentarios sobre sus deudas se habían diluido, vol- 
vió a aparecer en el escenario relacionada con una investigación del 
Servicio de Impuestos Internos: 43 millones de pesos en dos factu- 
ras pagadas por Soquimich Salar a la empresa IMBC de Jorge Bus- 
senius, su ex jefe de la campaña senatorial por la región de Los Ríos. 

La Fundación Ciudadano Inteligente, que ya se había querella- 
do contra ella por el caso Penta, insistió en pedir más antecedentes 
al respecto a Impuestos Internos para ampliar la querella, 


EL FRUSTRADO DESAFÍO DE ZALAQUETT 


Los correos electrónicos con peticiones a los Carlos continuaron 
durante esos meses preelectorales del invierno de 2013. Pocos días 
después de las elecciones primarias para la Presidencia en que ganó 
el ex senador Pablo Longueira, Pablo Zalaquett, el ex alcalde de 
Santiago, le escribió a Carlos Alberto Délano un e-mail solicitan- 
do su apoyo. Tenía decidido presentarse a senador por Santiago 
Poniente y sabía que eso era un desafío mayor; en su misma lista 
iba el senador de RN Andrés Allamand, quien resultó triunfador. 
Por eso, se apresuró a enviar su solicitud el 3 de julio de 2013: 
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«Estimado Carlos Alberto. En razón de los resultados del domingo 
pasado, y más allá del triunfo de Pablo, creo que hoy es más ne- 
cesario que nunca reforzar nuestro Parlamento, para promover y 
defender nuestras ideas. Por lo anterior, para hablar de ello y para 
pedirte apoyo a mi campaña a senador, y la de mis diputados, es 
que te pido si me puedes recibir apenas puedas. Un abrazo, Pablo 
Zalaquett Said». 

La solicitud tuvo acogida, como relató en la audiencia de mar- 
zo el fiscal Carlos Gajardo. «Efectivamente se concreta este aporte, 
está el correo electrónico con fecha 29 de octubre del año 2013 en 
que Hugo Bravo le envía a Coca, que corresponde a Coca de Cas- 
tro, la jefa de campaña del señor Zalaquett, donde le dice: “Coca, 
muchas gracias por la asesoría, favor facturar a Empresas Penta [...] 
por favor, házmela llegar”. Coca de Castro le contestó y le puso 
como asunto una supuesta asesoría informática: “Hugo, muchas 
gracias, te mando a dejar el lunes la factura. Saludos, Coca”, a lo 
que Bravo respondió por el mismo medio: “Coca, mi secre tiene el 
cheque listo. Saludos”». 

Y la respuesta de la jefa de campaña de Zalaquett, quien había 
sido su brazo derecho en los períodos en que fue alcalde de Santiago y 
antes en La Florida, es elocuente: «Ok, gracias. Lo mando a buscar». 

El fiscal Gajardo acompañó la respectiva factura falsa, «la nú- 
mero 124 de Reactor SpA por quince millones de pesos, por una 
supuesta asesoría digital, de servicios de asesoría digital, para el gru- 
po Penta». Estaba dirigida a Empresas Penta S.A. y fue incorpora- 
dá a los libros de contabilidad. Agregó que la fiscalía cuenta con 
las «declaraciones prestadas a este respecto por Sebastián Correa 
Hasbún, el 13 de octubre del año 2014, en presencia de su abo- 
gado defensor, en que reconoce que efectivamente ningún servicio 
informático le prestó a Penta, que trabajó para la campaña a sena- 
dor del señor Pablo Zalaquett y que, por lo tanto, dicha factura es 
ideológicamente falsa». 

En términos semejantes declaró el propio Pablo Zalaquert el 
18 de noviembre de 2014: «Durante octubre del año 2013 fui a 
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ver a Carlos Alberto Délano para pedirle apoyo. Para eso llamé a su 
secretaria y me recibió en su oficina de avenida El Bosque». Indicó 
el ex alcalde que fue solo. «Carlos Alberto Délano también estaba 
solo. Le fui a plantear mi candidatura y los objetivos de la misma y 
a pedirle apoyo.» Al cabo de un tiempo, contó, Coca de Castro le 
comunicó que el grupo Penta aportaría quince millones de pesos. 

Está también la declaración, como imputada, de Coca de Cas- 
tro en términos semejantes, dijo el fiscal Gajardo. Ella corroboró 
que le envió la factura a Hugo Bravo «por servicios que por cierto 
nunca se prestaron y que ella le pidió a Sebastián Correa, del grupo 
Reactor, que extendiera la boleta a nombre de la Empresa Penta». 

Carlos Alberto Délano había reconocido en su declaración que 
Penta ayudó a la campaña a senador de Zalaquett con alrededor de 
quince millones de pesos. «Recuerdo que fue a mi oficina a pedirme 
apoyo. Creo que solo se reunió conmigo. A Zalaquett lo conocía 
previamente por su rol como alcalde de Santiago. Por gestiones 
que realicé respecto del Teatro Teletón.» Encargó a Hugo Bravo 
para que se concretara el aporte, y la firma y la materialización del 
mismo fue tarea de Hugo Bravo. La empresa Reactor SpA no ha 
prestado ningún servicio para Penta. 

Por su parte, Carlos Eugenio Lavín corroboró: «Sé que se reu- 
nió con Carlos Alberto y con mi acuerdo se le aportó, no recuerdo 
cuánto. Tras esta investigación me enteré de que la factura de Reac- 
tor es la que se entregó por este aporte». 

El 22 de junio, el juez Juan Carlos Valdés determinó para el 
ex alcalde medidas cautelares de arresto domiciliario nocturno y 
arraigo nacional. Esa tarde, Zalaquett fue el único de los políticos 
formalizados que quedó con arresto parcial tras salir del Centro de 
Justicia. Pocos días después, el 2 de julio, la Cuarta Sala de la Corte 
de Apelaciones, en un fallo dividido de dos contra uno, decidió 
revocar el arresto domiciliario nocturno y Zalaquett quedó solo 
con firma mensual y arraigo nacional. Y en septiembre el Octavo 
Juzgado de Garantía le levantó el arraigo por diez días y le permitió 
viajar a Estados Unidos a ver a sus hijos. 
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LAs PREOCUPACIONES DE FABIO VALDÉS 


Fabio Valdés Correa se transformó en uno de los hombres clave 
para Penta en medio de los embates del huracán. Íntimo amigo de 
Carlos Alberto Délano y de Sebastián Piñera, pasó a ser el hombre 
del grupo en la salud. 

Fue Sebastián Piñera quien al entrar a la Universidad Católica a 
estudiar Ingeniería Comercial le presentó a Carlos Alberto Délano. 
Y desde ahí nació una amistad que continuó por toda la vida entre 
los tres. 

Cuñado de Manuel Cruzat Infante, se jugó también después de la 
crisis de los ochenta por salvar algo del deteriorado imperio «piraña». 

Supernumerario del Opus Dei, hombre de muchos contactos y 
altas influencias, fue gerente del Consorcio Financiero que —como 
se ha señalado— formaron los grupos Fernández León, Hurtado 

"Vicuña y José Antonio Garcés. En 2001, Valdés fue presidente del 
Instituto Chileno de Administración Racional de Empresas (Icare), 
uno de los núcleos centrales del empresariado local. Fue también 
presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA) hasta 

) 2014 —y sigue siendo director — y de la Asociación de Isapres. 

' Con el correr de los años se transformó en hombre de confianza 
en los negocios de Carlos Alberto Délano y, desde que Délano y 
Lavín tuvieron que renunciar a los directorios del holding, Valdés 
los ha representado en la cúpula del grupo junto a Alfredo Moreno 
Charme, el canciller de Piñera. 

Estuvo ligado desde los tiempos del grupo Cruzat-Larraín a la 
salud privada, cuando fue director de la Isapre Cruz Blanca y des- 
pués de ING Salud. Esa experiencia le sirvió a Fabio Valdés para 
ocupar la vicepresidencia de la Clínica Santa María el 16 de diciem- 
bre de 2014. Es también presidente del directorio de Penta Seguros 
de Vida y era integrante del directorio del Banco Penta. 

Su interés por los medios de comunicación se advirtió cuando 
acompafió a su amigo Sebastián Piñera en el directorio de Chilevi- 
sión, cuando el ex presidente era su propietario. 
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Después ingresó al consejo de Canal 13, desde que Andrónico 
Luksic tomó el control de la estación en 2010, y estuvo ahí hasta 
principios de 2015. Uno de los correos detectados por casualidad 
en la investigación de Penta muestra un episodio que da cuenta de 
cómo se manejan las influencias y los intentos de censura desde los 
directorios de los medios. El hecho —publicado por el diario dipi- 
tal El Mostrador el 7 de enero de 2015— ocurrió en 2013, cuando 
Laurence Golborne corría como candidato a senador después de 
haber «bajado» su opción presidencial, cuando se le detectaron sus 
inversiones en el paraíso tributario de Islas Vírgenes. . 

En el programa Protagonistas, el domingo 5 de agosto de ese 
año electoral, la periodista Constanza Santa María le preguntó al ex 
ministro de Minería y Obras Públicas de Piñera: «¿Quién financia 
su campaña, los dueños de una universidad que lucra, como dijo 
Manuel José:Ossandón?». El senador Ossandón en ese momento 
era contrincante de Golborne como candidato a senador por la 
Región Metropolitana Occidente. 

«Ningún, al menos que yo sepa, dueño de universidad ha finan- 
ciado ni va a financiar», respondió el ex ministro Golborne. 

La periodista insistió: «Entonces, ¿Carlos Alberto Délano y 
Carlos Eugenio Lavín, que son conocidos y tradicionales financis- 
tas de la UDI y controladores de la Universidad del Desarrollo, por 
ejemplo, no lo van a financiar?». 

Laurence Golborne respondió: «No lo sé, no he hablado con 
nadie, no tengo ningún interés en financiar mi campaña con nadie 
en particular». 

El tiempo y las boletas emitidas por Golborne y su empresa Vox 
Comunicaciones dicen otra cosa. 

Pero hubo un episodio tras bambalinas de esa entrevista que vino 
a ser conocido gracias a la investigación de la fiscalía por el caso Penta. 

Carlos Alberto Délano y Carlos Eugenio Lavín se quejaron al 
canal en aquella oportunidad. Fabio Valdés, que unía su calidad de 
integrante de directorios del grupo Penta y del Canal 13, reaccio- 
nó enojado por lo que para él fue más que un exceso periodístico. 


185 


EL HURACÁN 


Y envió una carta con fecha 7 de agosto al entonces presidente 
del directorio de Canal 13, Nicolás Eyzaguirre —el actual ministro 
secretario general de la Presidencia— y a la ex directora de Prensa 
Pilar Bernstein. «Coincido con los reclamantes», señaló aludiendo 
a Délano y Lavín, «en que la mención de sus nombres por parte de 
la periodista Santa María es un acto voluntarioso, imprudente y 
fuera de lugar.» 

Los fiscales tuvieron acceso a ese correo porque —para mostrar 
que había hecho «la gestión»— Fabio Valdés copió a Carlos Alberto 
Délano el e-mail que envió a Eyzaguirre y Pilar Bernstein. 


CONFESIONES DE GOLBORNE 


Algo más de un año después de esa entrevista en Canal 13, el pro- 
pio Golborne admitió al fiscal Carlos Gajardo que había recibido 
financiamiento de Penta. «Por mi vida profesional tengo contactos 
con muchos ejecutivos, entre ellos conozco a Carlos Alberto Déla- 
no, con quien había tenido distintas interacciones y especialmente 
habíamos sido directores en Icare y habíamos desarrollado una bue- 
na relación», señaló el 3 de noviembre de 2014. 

Golborne fue a hablar con Délano a fines de noviembre de 2012, 
cuando pretendía ser candidato a la Presidencia de la República, en- 
tusiasmado por su elevada posición en las encuestas. «Le conté en lo 
que estaba, le dije que debía trabajar en esto de manera profesional, 
que estaba trabajando con una empresa que estaba analizando y ayu- 
dando a definir el posicionamiento y mensajes de mi candidatura.» 

Le preguntó a Délano si lo podía ayudar, «y él me dijo que sí». 
Por lo que señaló, solo estuvieron ellos dos en la reunión. Reconoció 
que le habló de veinte millones de pesos mensuales por seis meses. 

Casi como una justificación, el ex ministro argumentó: «Nues- 
tra ley no contempla ningún tipo de financiamiento en las prima- 
rias». Ante esa situación, decidió «asumir personalmente parte del 
costo, pero el resto debía buscar la forma de financiarlo». 
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En esa ocasión le habló «de la empresa Vox, de Gabriele [Lo- 
thholz], que era gente preparada [...] Délano me dijo que sí, que 
me apoyaba». Después hubo una segunda reunión para «concretar- 
lo», y según contó, hablaron «en general de la campaña. Me dijo 
que hablara con Hugo Bravo, que era su hombre de confianza o 
algo así». 

La oficina de Hugo Bravo, recordó Golborne, «estaba al lado y 
me lo presentaron». Señaló al fiscal —según consta en la declara- 
ción— que explicó la situación a Bravo en su oficina «y en no más 
de cinco minutos, yo ni siquiera me senté, me dijo que le factura- 
ran a él y me dio los datos de la empresa a la que debía facturar, 
que fueron Empresas Penta S.A. y Penta IID». Señaló también el ex 
ministro: «Bravo me dio el orden, me dijo que fueran dos facturas 
a Penta y luego una a Penta III y luego ese mismo orden de nuevo». 

Declaró Laurence Golborne que, «en general, los temas de di- 
nero los veía yo o Luz Granier», pero indicó que no tenía conoci- 
miento de quién retiró los cheques desde Penta y que «no hubo más 
aportes de empresas a mi campaña presidencial, pues se terminó en 
abril de 2013». 

Luz Granier Bulnes es ingeniera comercial de Renovación Na- 
cional, hija de la abogada Luz Bulnes, había sido jefa de gabinete de 
Golborne cuando estuvo como ministro de Minería y después de 
Obras Públicas. En el tiempo de precampaña fue la coordinadora 
general de la postulación del ex ministro. 

Al final del Gobierno de Piñera —desde mayo de 2013 hasta 
marzo de 2014— ella fue subsecretaria de Desarrollo Social. Tra- 
bajó once años, antes de llegar a las tareas públicas, en la empresa 
privatizada Gener y en la eléctrica Guacolda. Esa experiencia en el 
sector le sirvió para ser clegida en abril de 2015 como miembro del 
directorio de Colbún. 

Según Golborne, Vox Comunicaciones le prestó servicios a él 
para el posicionamiento como precandidato presidencial, pero «no 
hubo ningún servicio que yo supiera que Vox le hubiera hecho a 
Penta o a Penta 1ll». 
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Recordó que su candidatura la «bajaron» en abril de 2013. 

Indicó Golborne que «como se habían acordado seis pagos de 
veinte millones —con el grupo Penta—, esos pagos se hicieron 
de manera completa, pues el trabajo se completó a pesar de que 

la candidatura ya se había bajado». 

En mayo de 2014, contó Golborne, fue a darle las gracias a 
Carlos Alberto Délano por su apoyo, a la oficina de El Bosque 
Norte. «Las reuniones con Carlos Alberto Délano las pedí yo 
a mi secretaria a través de la secretaria de Délano. En ambas 
ocasiones fui solo [...] y en ambas reuniones estuvimos solos, 
nadie más.» 

Gabriele Lothholz, su socia en Vox Comunicaciones, tam- 
bién declaró ante el fiscal Carlos Gajardo y ratificó que los pa- 
gos de Penta no respondieron a ninguna prestación de servicios. 
Señaló que en una conversación a fines de diciembre de 2012, 
Laurence Golborne le dijo «que tiene una empresa que lo apoya 
y que va a asumir el costo de este trabajo, y me pidió que la 
factura la hiciera a nombre de Empresas Penta». | 

«A mí me pareció bien que hubiera un benefactor que estuviera 
dispuesto a apoyar a un candidato que provenía de la meritocra- 
cia y que no tenía grandes apoyos en el mundo político», señaló 
la ingeniera comercial Gabriele Lothholz, quien había trabajado 
con Golborne como jefa de asuntos corporativos de Cencosud, se- 
gún la información entregada por Radio Cooperativa el 8 de enero 
de 2015. 

En septiembre de 2009, Gabriele Lothholz dejó su puesto en 
Cencosud para fundar junto al ex ministro Vox Comunicaciones. 
Golborne dejó esa actividad cuando ingresó al gabinete de Piñera, 
pero en 2012 volvió a retomarla. En su declaración, su socia agre- 
gó: «Esto fue una excepción, pues no tuve ningún contacto con 
Penta y ellos no fueron mis clientes ni tuvimos ningún servicio que 
le prestara a Penta». 

Vox se vio involucrada en otra situación incómoda por su 
participación en el polémico Censo 2012, declarado ilegal por la 
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Contraloría General de la República en junio de 2015. La asesoría 
prestada por Vox a la dirección del Instituto Nacional de Estadísti- 
cas (INE) fue cuestionada en el informe de la Controlaría.!? 


UNA DECLARACIÓN MUY RELEVANTE 


En la audiencia de formalización de marzo, el fiscal Gajardo indicó 
que en la declaración de Hugo Bravo, también ratificada por la 
declaración de Marcos Castro, se indica que «hubo aportes de cam- 
paña para la candidatura presidencial del señor Laurence Golborne 
y que esos aportes de campaña se hicieron a través de la empresa de 
comunicaciones Vox Comunicación Estratégica». 

La fiscalía acompañó cinco de las seis facturas que se emitieron, 
cada una de ellas por veinte millones de pesos. Explicó el fiscal 
Carlos Gajardo que falta la de enero y señaló las demás: la número 
536 del 27 de febrero, la número 551 del 25 de marzo, la 574 del 
22 de abril, la 614 del 29 de mayo y la número 620 del 4 de junio 
de 2013. Agregó Gajardo que, además, «la fiscalía cuenta con las 
declaraciones prestadas, en presencia de su abogado defensor, por 
el propio señor Laurence Golborne Riveros». 

Para el fiscal Gajardo, la declaración de Golborne fue «muy 
relevante, porque da muestra de la operatoria de esta actividad», 
como señaló en la audiencia. «Es decir, quien decide efectuar estos 
aportes o recibir estas facturas en definitiva es el señor Carlos Alber- 
to Délano y envía a hablar con su empleado el señor Hugo Bravo, 
con quien el señor Golborne no está más de cinco minutos en esa 
reunión y solamente se encarga de la operatoria de esta actividad; 
pero el poder decisorio, quien decide esta actividad, es el señor 


13 El informe de la Contraloría indicó que Vox había participado en acti- 
vidades comunicacionales de difusión del censo sin que hubiera un vínculo 
contractual con el INE, lo que habría vulnerado el principio de control en lo 
que se refiere a la cautela de la información. 
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Carlos Alberto Délano en este caso, por cierto, en concierto con el 
señor Carlos Eugenio Lavín.» 

Añadió que era relevante, porque en la fecha en que se produ- 
jeron esos pagos no era posible, por disposición de la Ley Electoral, 
efectuar aportes legales. Por eso, dijo el fiscal Gajardo, «la única 
posibilidad de un aporte es un aporte ilícito, un aporte ilegal, [...] 
un aporte que vulnere la Ley Electoral y en este caso también la Ley 
Tributaria». 

Y en el mismo sentido, argumentó el fiscal, declaró también 
la dueña de Vox, Gabriele Georgia Lothholz, el 28 de octubre de 
2014, quien facilitó las boletas falsas. «Básicamente reconoce que 
ningún servicio le prestó a Empresas Penta, que ella trabajó para 
la candidatura de Laurence Golborne y que es Laurence Golborne 
el que le pide que por el trabajo que él está haciendo lo facture a 
Empresas Penta, cosa que ella efectivamente realiza.» 


SUPERHÉROE DE Los 33 


Laurence Golborne no fue formalizado junto a los otros políticos. 
- Sus dichos fueron considerados un aporte a la investigación y quizá 
eso lo libre del juicio. Como no tiene cargo público, tampoco figura 
en la lista de querellados por la Fundación Ciudadano Inteligente. 
Entretanto, su gran amigo y mentor, el ex ministro de Educación 
de Pinochet Juan Antonio Guzmán Molinari, con quien fue socio 
en el restaurante Oliva y Limón, que decidieron vender, es desde 
abril de 2015 el presidente de Soquimich, la cuestionada empresa 
del ex yerno de Augusto Pinochet, Julio Ponce Lerou. 

Para Golborne, 2015 ha sido, en todo caso, un año especial 
con bajos y altos que tienen algo de surrealismo. Justo cuando su 
nombre sonaba ya no por el entusiasmo de los adherentes, sino 
contaminado por las boletas y facturas falsas, se estrenó la película 


Los 33, sobre los mineros que quedaron atrapados en 2010 en la 
mina San José en Copiapó. 
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El 2 de agosto, en la tarde del preestreno, Laurence Golborne 
fue parte de los «taquilleros» que llegaron a la alfombra roja del 
Teatro Las Condes. En la película, elaborada al más puro estilo 
hollywoodense, el actor Antonio Banderas protagoniza al minero 
Mario Sepúlveda, y el galán brasileño Rodrigo Santoro aparece 
como el superhéroe del rescate, en el papel de Laurence Golborne, 
el entonces ministro de Minería. 

Por esas cosas curiosas, Carlos Eugenio Lavín es uno de los pro- 
ductores del filme y aportó veinte millones de dólares —la mitad 
del costo— para su realización. El productor general de la película 
es un antiguo amigo suyo que lo invitó a formar parte de la aventu- 
ra. Pero ni él ni su socio Carlos Alberto Délano pudieron estar en 
la concurrida avant premier. Tuvieron que permanecer en sus casas, 
cumpliendo su arresto domiciliario, que en ese momento era total. 


» 
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La oscura huella de Ponce Lerou 


Desde que aparecieron las dos boletas entregadas por Carolina de 
la Cerda, la cuñada de Pablo Wagner, a la Sociedad Química y Mi- 
nera de Chile (Soquimich) se abrió una caja de Pandora que no ha 
dejado de dar sorpresas y de complicar a medio mundo. Que Julio 
Ponce Lerou, el principal dueño del holding de minería no metáli- 
ca, le diera plata a los candidatos de la UDI para sus campañas, no 
era algo tan inesperado. Él mismo había reconocido sus aportes a la 
campaña presidencial de su amigo el ex ministro de Hacienda Her- 
nán Bichi en 1989. El punto de mayor rechazo —por lo que ha ido 
saliendo a la luz día a día— es cómo Ponce Lerou financió también 
a figuras y dirigentes de los conglomerados de la antigua Concerta- 
ción de Partidos por la Democracia y de la actual Nueva Mayoría. 

Quien fue criticado en esos tiempos oscuros incluso por algu- 
nos miembros de la derecha por su ostensible enriquecimiento al 
profitar durante casi dos décadas de su relación familiar con Augus- 
to Pinochet, había contaminado a moros y cristianos. La increduli- 
dad y el estupor sobrevinieron entre aquellos que se jugaron a veces 
incluso la vida por el término del régimen militar. 

La siembra en campañas y políticos de diversos colores mostró 
que su «inversión» ha sido parte de su estrategia de negocios en estos 
años. Para esto él y sus colaboradores usaron la fórmula de boletas 
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y facturas que constituirían delito de fraude, emitidas por los bene- 
ficiarios, sus asesores y «palos blancos». De acuerdo a lo planteado 
por el Ministerio Público, esta modalidad que implicaría cuantiosas 
evasiones de impuestos ha sido la tónica de sus operaciones, no se 
sabe con exactitud desde hace cuánto tiempo, ya que la fiscalía solo 
puede focalizar su investigación en los últimos años. 

- Es evidente que Julio Ponce Lerou se enriqueció con rapidez al 
amparo de Pinochet. Logró hacerse dueño de fundos, ganados y bos- 
ques, mediante contactos y convenientes deudas con la banca que no 
terminó de pagar. Y su botín más preciado fue Soquimich, la empresa 
no metálica del Estado de Chile que encierra en su suelo y su subsuelo 
grandes reservas básicas, cuyo control logró en 1987. La gran diferen- 
cia que tiene esta compañía con las empresas del grupo Penta es que 
en el holding Soquimich lo que está involucrado son significativas 
riquezas que eran del Estado, extensos territorios y derechos de agua, 
que además fueron traspasadas a precios muy inferiores a su valor real. 

En plena dictadura, Julio Ponce fue acusado de enriquecimien- 
to ilícito, y en democracia, desde 2012 estalló otra situación de 
oscuros negocios que lo ha puesto en el banquillo de los acusados: 
el caso Cascadas, que le significó una cuantiosa multa por parte de 
la Superintendencia de Valores y Seguros y una investigación en la 
Fiscalía Norte de la Región Metropolitana. A todo eso se agregó el 
litigio que arrastra con la Corfo desde abril de 2014 por incum- 
plimiento de los contratos de arriendo en el Salar de Atacama y el 
fraude tributario que partió siendo una «arista» del caso Penta y, a 
poco andar, adquirió un inusitado vuelo propio. La situación el ex 
yerno del general se tornaba cada vez más complicada. 

Pero en un comienzo —al menos de esta investigación por deli- 
tos tributarios— el principal inculpado no ha sido él, sino su brazo 
derecho y hasta marzo de 2015 gerente general de Soquimich, Pa- 
tricio Contesse González, quien fue formalizado por primera vez 
en abril de 2015-por ser el gran repartidor de platas políticas. 

Con todos esos flancos abiertos, la desconfianza y el «costo reputa- 
cional» provocaron inquietud en los socios canadienses de Soquimich 
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y en los inversionistas que mantienen ADR que se transan en la Bolsa 
de Nueva York, con los esperables efectos negativos en los precios 
de las acciones. En medio de la borrasca, Julio Ponce Lerou se vio 
obligado a dar un paso difícil: el 8 de septiembre de 2015 renunció a 
la presidencia de las sociedades Pampa Calichera, Oro Blanco, Norte 
Grande, las tres denominadas sociedades cascada, además de Potasios 
de Chile S.A, Esta decisión se sumó a la que tomó en abri] respecto de 
la matriz Soquimich cuando no repostuló a la elección como director, 
después de haberla presidido desde 1987. 

Más sorpresivo que su renuncia a las sociedades cascada fue el 
nombre de su sucesor: Rafael Guilisasti Gana, el ex presidente de la 
Confederación de la Producción y del Comercio (CPC). La noti- 
cia se conoció justo el mismo día 14 de septiembre cuando Patricio 
Contesse, el antiguo amigo y ex brazo derecho de Ponce Lerou, fue 
formalizado por segunda vez y el juez de garantía, Luis Avilés, le reite- 
ró la medida cautelar de arresto domiciliario total y arraigo nacional, 
mientras continuaba la investigación. 


JULIO Y SUS HERMANOS - 


El 11 de septiembre de 1973 Julio Ponce Lerou no estaba en Chile. 
A fines de 1972, durante el Gobierno de la Unidad Popular, emigró 
con su entonces señora, Verónica Pinochet Hiriart, a Panamá, don- 
de el ingeniero forestal de veinticinco años en esa época fue gerente 
de un aserradero. 

Volvió al país en 1974 para asumir altas responsabilidades en- 
comendadas por su suegro. Augusto Pinochet Ugarte encabezaba la 
Junta militar surgida tras el golpe de Estado y lo nombró director 
ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal (Conaf). Cientos de 
predios y miles de hectáreas de bosques que estaban en manos del 
Estado dependían de la Corporación. Fue el punto de partida para 


iniciar una carrera vertiginosa, que lo llevó a ser un potentado en 
corto tiempo. 
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Julio César Ponce Lerou nació en noviembre de 1947 en un 
hogar de padres profesionales, en La Calera, una tranquila ciudad 
ubicada entre Santiago y Valparaíso. Es el mayor de cuatro herma- 
nos: Gustavo, Eugenio y Lucía. Su madre, Alicia Lerou Balleste- 
ros, es enfermera. Su padre, médico, Julio Ponce Zamora, fue el 
primer director del hospital de La Calera, inaugurado en 1962. 
Ponce Zamora, a quien su hijo Julio comprometió en negocios y 
en la privatización de Soquimich en los años ochenta, murió este 
año 2015 en medio de la incertidumbre que vivía su familia como 
consecuencia del escándalo. Fue enterrado en una ceremonia pri- 
vada el 24 de agosto de 2015 en el cementerio Parque del Mar 
en Concón. 

Lucía Ponce Lerou es médico como su padre, reside en Temuco 
y se especializó en reumatología. Gustavo, el hermano que vivió 
más de veinte años en Japón y fue embajador de Pinochet en Tokio, 
es instructor de yoga y tiene dos centros de esa disciplina en Santia- 
go, llamados Yogashala. Y en el sector Ensenada, en la costa entre 
Pichidangui y Los Vilos, instaló Canal Om, un hotel SPA yoga, 
con diecinueve habitaciones distribuidas en cinco casas con vista al 
mar sobre los acantilados. Además de sus meditaciones y ejercicios, 
Gustavo Ponce Lerou también se ha involucrado en algunos de los 
negocios de su hermano. Más estrecha aún es la colaboración de 
Eugenio, el menor, que partió siendo un empleado de Soquimich y 
llegó a ser vicepresidente de ventas del holding hasta hoy, 


y es uno 
de los hombres de confianza del hermano mayor. 


REPROBADO EN EL PRIMER INTENTO 


Después de iniciar sus estudios básicos en el colegio de los Herma- 
nos Maristas de Quillota, Julio Ponce Lerou pasó al liceo público 
de La Calera, y terminó las humanidades de aquella época —la 
enseñanza secundaria— en el internado Barros Arana en Santiago, 
uno de los hoy conocidos establecimientos «emblemáticos». 
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Entró a estudiar Ingeniería Forestal a la Universidad de Chile. 
La carrera se había creado en 1952, «dada la importancia del sector 
forestal en la ordenación de los bosques nativos y la sustentabilidad 
del país», como indica la historia de la hoy Facultad de Ciencias 
Forestales y Conservación de la Naturaleza. Dependía en esa época 
de la Facultad de Ciencias Agrarias, ubicada en la Quinta Normal, 
donde los alumnos asistían a las clases de botánica, química y dibu- 
jo técnico. Pero la Escuela de Ingeniería Forestal funcionaba en una 
casa aparte en Seminario 160 al llegar a Rancagua, en la comuna de 
Providencia, hasta 1969, cuando se trasladó al campus Antumapu. 
en La Pintana. Los estudiantes realizaban en los primeros tiempos 
las prácticas en Llancacura, a orillas del río Bueno, en la actual 
región de Los Ríos. 

Julio Ponce Lerou no sobresalió como alumno. Por el contra- 
rio, su nota promedio de estudios universitarios fue un 4,7. En 
su tesis, cuyo nombre es «Estudio económico de alternativas de 
manejo para álamo (Populus sp.) en la localidad de Rengo, Chile», 
le fue un tanto mejor y obtuvo un 5,3, pero después afrontó un 
serio costalazo. Fue reprobado en el examen final para obtener su * 
título, al ser calificado con un 3,5 por la comisión examinadora, 
el 5 de diciembre de 1969. Tuvo una segunda oportunidad y, tras 
un nuevo esfuerzo, logró un 5, con lo que pudo obtener el título 
profesional el 10 de septiembre de 1970, la semana siguiente de la 
elección presidencial en que triunfó Salvador Allende. 

Pese al traspié en su examen se casó en 1969 con Verónica Pi- 
nochet, la tercera de los cinco hijos de Pinochet, en ese tiempo 
comandante de la Sexta División del Ejército de Iquique. La había 
conocido cinco años antes en Maitencillo, en la costa norte de la 
región de Valparaíso. Los Ponce Lerou y los Pinochet Hiriart vera- 
neaban en ese balneario en casas vecinas. El matrimonio con la hija 
del dictador provocó el giro decisivo en su vida. 

A poco andar, el joven ingeniero forestal se convirtió en uno de 
los civiles más poderosos del régimen encabezado por su suegro. Y 
aunque a mediados de los ochenta la pareja se separó y el matrimonio 
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fue anulado en 1991 —antes de que existiera en el país ley de di- 
vorcio—, los lazos y su influencia se mantuvieron. Del matrimonio 
Ponce-Pinochet nacieron cuatro hijos: Julio César, Alejandro, Fran- 
cisca Lucía y Daniela Verónica. Todos ellos han acompañado desde 
hace ya varios años al padre en los directorios de las empresas que 
componen el holding Soquimich, y han hecho fortuna junto a él. 

Julio Ponce Lerou apareció en el ranking de la revista Forbes en 
2014 entre los más ricos del mundo. Con dos mil trescientos mi- 
llones de dólares a su haber, fue situado en el lugar número 731. Y 
entre los chilenos, se ubicó en el sexto puesto, después del ex presi- 
dente Sebastián Piñera, quien figura con dos mil cuatrocientos mi- 
llones de dólares. Después vienen los hermanos Roberto y Patricia 
Angelini, con mil seiscientos y mil trescientos cincuenta millones 
de dólares respectivamente.' 

Al pensar hoy en el señor de Soquimich, su riqueza aparece 
ligada a ese imperio que armó en el norte de Chile, después de la 


privatización de la principal empresa de minería no metálica, pero 
las andanzas de Julio Ponce Lerou partieron en el sur. 


EN LAS INDUSTRIAS FORESTALES 


En los años sesenta la preocupación por desarrollar en Chile la indus- 
tria forestal y de la madera llevó al Gobierno de Eduardo Frei Mon- 
talva a fundar las empresas Celulosa Arauco y Celulosa Constitución, 
y a hacerse cargo de Industrias Forestales S.A. (Inforsa) en 1969. 


' Entre los chilenos, el ranking de Forbes en 2014 lo encabezó Iris Fontbona, 
la viuda de Andrónico Luksic Craig, con 15.500 millones de dólares, ubi- 
cada en el lugar 58 de todo el mundo; la sigue Horst Paulmann, el dueño 
de Cencosud y Jumbo, en el puesto 318; después viene María Luisa Solari, 
principal accionista de Falabella, con 2.600 millones de dólares; Eliodoro y 
Patricia Marte, con 2.500 milloncs. Después aparecen Sebastián Piñera, Pon- 
ce Lerou y Álvaro Saich. Los hermanos Angelini, Roberto y Patricia, figuran 
separados con 1,600 y 1.350 millones cada uno. 
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En la misma línea se creó la Corporación de Reforestación, el 
13 de mayo de 1970, que fue la base, junto a otras iniciativas que 
desempeñaba el Ministerio de Agricultura, para la creación de la 
Corporación Nacional Forestal (Conaf). Esta nació el 13 de abril 
de 1973, en el Gobierno de Salvador Allende. 

Cuando Julio Ponce Lerou volvió a Chile después de una prác- 
tica en Ontario, Canadá, entró a trabajar a Inforsa. Más tarde se 
trasladó a la planta de Concepción de la Compañía Manufacturera 
de Papeles y Cartones (CMPO), del grupo Matte, hasta que emigró 
a Panamá, donde lo encontró el golpe militar. 

Asumió la dirección ejecutiva de Conaf en julio de 1974, y es- 
tuvo ahí cinco años, hasta diciembre de 1979. Desde ese lugar tuvo 
la posibilidad de percibir en forma directa la realidad y potenciali- 
dades de la industria forestal. Los bosques nativos y las industrias 
de madera y celulosa estaban bajo su mando. 

Junto a la designación como máxima autoridad de la Cona£ su 
suegro dejó a su cargo las tres compañías estatales del rubro: presidió 
Celulosa Arauco y Celulosa Constitución, que en ese tiempo eran dos 
empresas separadas, y fue director ejecutivo de Inforsa. La empresa 
se dedicaba al cultivo y tala de pino insigne, una especie considerada 
«exógena», que se comprobó que tenía un crecimiento muy rápido 
en tierras chilenas, y era la principal productora de papel de diarios. 

Toda la actividad forestal y maderera era así parte de los do- 
minios del ex yerno hacia mediados de la década de los setenta, y 
durante un período —hasta 1975— sumó a sus cargos el de jefe de 
Industrias Forestales de la Corfo. 

Condujo con ahínco en esos años la tarea privatizadora en el 
sector forestal y maderero. Devolvió fundos y parcelas que habían 
sido objeto de la reforma agraria y vendió a nuevos inversionis- 
tas particulares el patrimonio estatal. Los dos grupos «pirañas» se 
quedaron en la primera ola de ventas con las empresas forestales, 
aunque no sería ese su destino definitivo. E 

En 1976 Inforsa fue adquirida por el grupo BHC de Javier Vial 


Castillo. A su vez, las celulosas Arauco y Constitución las compró 
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Cruzat-Larraín. Después de la bancarrota de 1983, Inforsa pasó al 
«área rara» de la economía y tras el saneamiento de sus deudas tomó 
el control de la Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones, 
del grupo Matte, con lo que logró casi el monopolio del papel de 
diario. Celulosa Arauco y Celulosa Constitución (Celco), después 
del derrumbe de Cruzat-Larraín, quedaron en manos de Anacleto 
Angelini, cuyos herederos son dueños hasta hoy. 

Ese mismo año Pinochet estableció el Decreto Ley N* 701, de 
fomento a la actividad forestal, con fuertes rebajas tributarias que 
beneficiaron a estos conglomerados. Ponce Lerou puso en marcha 
la política que favoreció las plantaciones de bosques de pinos y 
eucaliptos en desmedro de las especies nativas. A la larga, los sub- 
sidios establecidos a través de esa fórmula aún vigente, más que 
propiciar el desarrollo de la actividad forestal de empresarios me- 
dianos y pequeños, contribuyeron al fortalecimiento de los gran- 
— des grupos. El subsidio es una de las controvertidas medidas que 

subyace en un conflictivo escenario, ya que el pueblo mapuche 
., Feclama su derecho ancestral en parte de esos territorios en el sur 
del país que quedó en manos de las empresas forestales, 

Aunque hoy se asocia al ex yerno de Pinochet con Soquimich 
y grandes negocios con epicentro en el norte del país, la huella 
de Julio Ponce Lerou quedó marcada desde esos pri 
dictadura en los territorios que se despliegan entre 


y ríos del sur chileno. En el recuerdo de muchos h 
tierras, 


meros años de 
montañas, lagos 


abitantes de esas 
sus efectos aún duelen. Lo que creyeron suyo los trabajado- 


res durante la reforma agraria pasó a ser después parte del suculento 
botín de grupos económicos locales o extranjeros que se instalaron 
en gloria y majestad para explotar fundos, bosques y animales, 


CONTRARREFORMA AGRARIA EN RupPANCcO 


En la región de Los Lagos, al sur de Osorno, en la comuna de Puer- 
to Octay, se ubicaba la hacienda Rupanco, expropiada durante el 
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Gobierno de Frei Montalva en el proceso de reforma agraria. Era el 
predio de mayor tamaño de Chile, con cerca de cincuenta mil hec- 
ráreas. Se constituyó en cooperativa en 1970 y formaron parte de 
ella más de 850 campesinos. Pero poco después del golpe, las coo- 
perativas que antes constituían una forma de propiedad y trabajo 
de la tierra, favorecida en esos años por el Estado y las leyes, fueron 
dejadas de lado como formas de organización productiva. Tras el 
traspaso desde el Ministerio de Agricultura a la Conaf, la coopera- 
tiva Rupanco fue disuelta y cayó en manos del yerno de Pinochet, 
quien le dio el golpe de gracia el 1 de julio de 1977. 

Los campesinos de la hacienda tenían sus títulos de propiedad 
y alcanzaron a funcionar como cooperativa durante siete años, pero 
eso no le importó al entonces vicepresidente de la Conaf Julio Pon- 
ce Lerou, quien generó un polémico proceso de «contrarreforma 
agraria», que culminó con la entrega de esas tierras a poderosos 
Inversionistas. 

El Informe de la Comisión de Privatizaciones de la Cámara de 
Diputados, presidida por el entonces diputado Carlos Montes, se 
refiere a lo vivido en los campos en los primeros tiempos del régi- 
men militar: «Antes de 1979 se terminó la contrarreforma agraria. 
Se entregaron a privados 3.912 predios que contaban con 3.182.225 
hectáreas expropiadas de acuerdo a la ley. Alrededor del 30 por cien- 
to de estas tierras fue devuelto a sus anteriores propietarios, y entre 
un quinto y un tercio se remató entre campesinos. Ya en 1979, la 
mitad de los campesinos que había recibido tierras se vio obligada a 
vender, dada la disminución del apoyo técnico y crediticio». 

Paralelamente, continúa el informe, «hubo una expulsión ma- 
siva de campesinos de los predios en que residían antes y durante 
la reforma agraria, incluso de aquellos que contaban con sus títulos 
de propiedad, como fue el caso de la hacienda Rupanco y más de 
doscientas cooperativas con similar historia. Aún se carece de las 
cifras de las pérdidas materiales que sufrieron estos campesinos, que 
solo en la hacienda Rupanco llegaban a 850 personas», indicaba el 
documento escrito en 2005. 
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DESDE UN JEQUE A LOS NEOZELANDESES 


La situación descrita marca un contrapunto con los espectaculares 
negocios internacionales en torno a esas tierras que se desplegaron 
después, cuando la antigua cooperativa pasó de mano en mano has- 
ta llegar a los neozelandeses que la tienen hoy. Como indiqué en un 
libro anterior: «En 1979 la Conaf adjudicó la hacienda Rupanco a 
la firma El Cabildo S.A., del grupo de Javier Vial, en sociedad con 
inversionistas de Arabia Saudita, encabezados por el jeque Sulai- 
man Abdulazis Alrahib. Después, Vial traspasó su parte y el jeque 
quedó como dueño absoluto de Rupanco, quien dedicó el predio a 
la crianza de ganado y a la producción lechera. [...] 

»En 1997 Sulaiman Abdulazis decidió vender. La hacienda Ru- 
panco fue transferida al grupo de empresarios chilenos de origen 
árabe formado por los hermanos Abumohor, Álvaro Saieh, Alejan- 
dro Kauak, Jorge Selume, Juan Pablo Díaz Cumsille, además de 
Patricio Navarrete y Juan Rafael Gutiérrez, quienes compraron la 
propiedad en ochenta millones de dólares.»? 

Se calcula que llegaron a tener más de cuarenta mil cabezas de 
ganado. Ya era la mayor lechería del país cuando Saieh; los Abumo- 
hor y sus socios vendieron, en julio de 2008, casi veinte mil hectá- 
reas al grupo neozelandés Manuka. Los socios chilenos se quedaron 
con la orilla del lago para desarrollar proyectos turísticos, según 
contaron. Y el grupo Matte les había comprado antes unas cinco 
mil hectáreas de bosques a través de Forestal Mininco. 

El conglomerado Manuka está constituido por familias de 
granjeros procedentes de Nueva Zelandia, que se trasladaron a 
Chile a trabajar en la crianza de animales y producción de leche, 
una especialidad de ese país de Oceanía. Se instalaron primero en 
Osorno, en julio de 2005, donde crearon la sociedad Manuka S.A. 


Los nuevos dueños le cambiaron el nombre a su predio, que pasó 


* María Olivia Mónckeberg, Los magnates de la prensa. Concentración de los 
medios en Chile, Santiago, Debate, 2010. 


«INJUSTICIA HISTÓRICA» 


a llamarse hacienda Coihueco, igual que el río, y hasta hoy son los 
principales productores de leche de Chile. 

En enero de 2014 el diputado socialista Fidel Espinoza denun- 
ció una situación insólita que mostró que los ejecutivos neozelan- 
deses de Manuka no tenían muchos límites cuando se trataba de 
obtener ganancias: miles de terneros fueron muertos y botados en 
zanjas para que no le tomaran la leche a las vacas. El caso de mal- 
trato animal pasó al Ministerio Público. 


«INJUSTICIA HISTÓRICA» 


Las heridas dejadas por la disolución de la cooperativa Rupanco 
y el traspaso de la Conaf encabezada por Ponce Lerou en 1979 
aún no cicatrizan. En 1987 los socios de la cooperativa Rupanco 
presentaron una demanda ante el Tercer Juzgado Civil de Santiago 
en contra del fisco para que anulara los actos que provocaron las 
transferencias de la hacienda a la Corporación de Reforma Agraria 
(CORA). Los fallos del juez, de la Corte de Apelaciones y de la 
Suprema dieron la razón al Gobierno de Pinochet. En esos tiempos 
poco se podía esperar de los tribunales de justicia. Y menos si se 
trataba de enmendar la plana al ex yerno del dictador. 

Representantes de los campesinos de Rupanco declararon ante 
la Comisión de las Privatizaciones en 2004. Y una década después 
—en 2014— un grupo de integrantes de la ex cooperativa acudió a 
la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados en 
busca de reparación por lo que argumentan fue un despojo, con la 
esperanza de tener mejor suerte que hace casi treinta años. 

En la presentación de agosto de 2014 de la Agrupación de ex 
Socios de la Cooperativa Rupanco Limitada, dirigida al diputado 
Hugo Gutiérrez, presidente de la Comisión de Derechos Huma- 
nos, los integrantes de la ex cooperativa, encabezados por Héctor 
Domingo Mancilla, recuerdan que esta tenía un terreno de 47 mil 
hectáreas, y «lo conformaban bienes muebles, como máquinas, 
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maquinarias, vehículos, animales —22 mil cabezas de ganado 
aproximadamente— y otros bienes valiosos». 

En la liquidación, agregan, «fuimos arbitraria e ilegalmente ex- 
cluidos y posteriormente expulsados del predio de la ex cooperati- 
va. Sufrimos un despojo de nuestros derechos y se nos desconoció 
la participación que como ex socios teníamos». Califican la situa- 
ción como «una injusticia histórica que no ha podido ser reparada», 
y agregan: «Muchos de los ex socios que debieron recibir su parte 
en la liquidación porque les correspondía en derecho, viven hoy en 
condiciones penosamente precarias y de pobreza, en viviendas y lu- 
gares marginales de la ciudad de Osorno y otras comunas aledañas». 


EL ComPLEJO PANGUIPULLI 


En marzo de 1976, además de encabezar la Conaf, Julio César Pon- 
ce Lerou llegó a ser el máximo responsable del Complejo Forestal 
y Maderero Panguipulli, en la provincia de Valdivia: fue nombra- 
do delegado de Gobierno —en marzo de 1976— y después di- 
rector ejecutivo del Complejo Forestal y Maderero Panguipulli 
” (Cofomap), donde estuvo hasta 1982. Sus riquezas personales au- 
mentaban, mientras privarizaba tierras, disolvía las organizaciones 
agrícolas y forestales, y disminuía empleos en los diversos fundos 
del complejo. 

La represión posterior al golpe marcó con un sentido trágico 
esos territorios sureños al interior de Valdivia, en lo que en la ac- 
tualidad es parte de la región de Los Ríos. El Complejo Agrícola y 
Forestal Panguipulli —como era su nombre original —, o el Com- 
plejo Forestal y Maderero —como se le llamó después—, fue uno 
de los sectores del país que conoció de listas negras, delaciones, 
secuestros, torturas y balas disparadas a matar. Las víctimas fueron 
dirigentes sindicales y políticos de izquierda, campesinos y trabaja- 
dores del complejo cuyas muertes muchos años después la justicia 
se ha encargado de esclarecer y juzgar. 
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Hasta la segunda mitad del siglo xx, las condiciones de vida de 
los trabajadores de los sectores precordilleranos de Valdivia eran 
deplorables. Desde fines de los sesenta, al amparo de la Ley de 
Reforma Agraria y de Sindicalización Campesina, se empezaron 
a formar cooperativas que buscaban mejorar la situación laboral y 
la producción. 

El Complejo Agrícola y Forestal Panquipulli fue constituido en 
marzo de 1971, dentro del proceso de reforma agraria, con «catorce 
predios forestales expropiados ubicados en la cordillera y precordi- 
llera andina de la provincia de Valdivia», señala un informe elabora- 
do en 1983. Los socios iniciales fueron la Corfo y Forestal Pilpilco, 
una empresa del Estado que años después fue disuelta. A esos se 
agregaron otros derivados de nuevas expropiaciones y sumaron más 
de veinte fundos que abarcaban una superficie de 420 mil hectáreas 
de árboles nativos, «en una zona fronteriza que estaba prácticamen- 
te abandonada de los servicios de utilidad pública del país», según 
el informe del mismo complejo. 

El territorio del Cofomap equivalía a más de un 25 por ciento 
de la antigua provincia de Valdivia y cra una de las zonas de mayor 
reserva forestal de bosque nativo en el país, formado por antiguas 
especies de raulí, coigiie, tepa, ulmo, roble y mañío. 

Ese documento claborado en dictadura no entra en detalles so- 
bre las condiciones socioeconómicas en que vivían los habitantes de 
esa zona antes de que naciera el Complejo Panguipulli. Ni menos 
sobre lo ocurrido después del golpe con dirigentes sindicales, tra- 
bajadores y campesinos que fueron acribillados por la Caravana de 
la Muerte, encabezada por el enviado de Augusto Pinochet, gene- 
ral (R) Sergio Arellano Stark, y por otros destacamentos militares 
y policiales. 

La belleza de esas regiones de la precordillera y cordillera de Val- 
divia, que muestran una naturaleza deslumbrante, con sus montañas, 
bosques y lagos —Panguipulli, Ranco, Pirihuieco, entre otros—, con- 
trasta con el dolor que esconde. Matanzas y persecución son palabras 
que se escuchan entre el follaje de los árboles. 
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MASACRES EN LA MEMORIA 


En el Complejo Panguipulli había una intensa organización y ac- 
tividad política, en especial del Movimiento de Izquierda Revolu- 
cionaria (MIR), del Movimiento Campesino Revolucionario y del 
Partido Socialista. La acción represiva fue extrema y extensa desde 
los días siguientes al golpe. Decenas de personas, la mayoría diri- 
gentes sindicales y trabajadores del Complejo Forestal y Maderero, 
murieron víctimas de la acción de las fuerzas militares. Los ecos de 
esos sucesos aún resuenan. Años después fueron investigados por la 
justicia y gracias a eso se han encontrado algunos cuerpos. 

El periodista chileno residente en Argentina Cristián Alarcón, 
director de la revista Anfibia, en un reportaje en el diario electróni- 


co Ciper, publicado en 2014, recuerda: «El Mo 


vimiento Campesi- 
no Revolucionario, 


brazo rural del MIR, tuvo un rol protagónico 
en el proceso de toma de fundos madereros en la zona de Neltume 
[a unos novecientos kilómetros de Santiago] durante el Gobier- 
“no de Salvador Allende. Entre diciembre de 1968 y septiembre de 
1973 un grupo de militantes de la Universidad Austral de Valdivia 
hizo un trabajo que logró sumar a los campesinos y trabajadores del 
| Complejo Forestal Panguipulli, con más de 360 mil hectáreas en la 
zona, al proceso de expropiación que propició la reforma agraria».? 
El temor a los «focos guerrilleros», por las condiciones geográ- 
ficas de la zona limítrofe con Argentina, fue para los altos mandos 
del Ejército razón suficiente para aplicar desde esos días del 73 una 
política de terror. Y, como se ha comprobado después, a través de 
los informes de derechos humanos y de los tribunales de justicia, 
los representantes del Ejército, enviados por su comandante en jefe, 
mataron a sangre fría a personas que no opusieron resistencia. Las 
masacres de Neltume, Chihuío y Toltén pasaron a formar parte de 
una trágica memoria que guardan los habitantes de la zona. 


? Cristián Alarcón, «Neltume: los cinco conscriptos que acusan al diputado 
Rosauro Martínez (RN)», Ciper Chile, 12 de mayo de 2014. 
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Aunque Julio Ponce Lerou no estuvo en Chile el 11 de sep- 
tiembre de 1973, cuando dos años y medio después se hizo cargo 
del Complejo Panguipulli, sus trabajadores sobrevivían entre las 
sombras del amargo recuerdo y el temor. La misión del ex yerno no 
contribuyó a levantar los ánimos. 


ChimuÍo Y LIQUIÑE 


En mayo de 2015, la ministra en visita extraordinaria sobre dere- 
chos humanos de Valdivia Emma Díaz Yévenes entregó los restos 
de cuatro de los diecisiete trabajadores del sindicato del Comple- 
jo Forestal y Maderero Paguipulli que fueron fusilados —el 17 de 
octubre de 1973— por militares de los regimientos Cazadores y 
Maturana de Valdivia, en las termas de Chihuto. Más de doscientas 
personas se unieron en Valdivia para despedir los restos, 42 años 
después de ocurrida la masacre. Ántes se encontraron los cuerpos de 
otros siete ejecutados del complejo que —como sus compañeros— 
murieron acribillados en la casa del fundo. 

Días antes de la matanza de Chihuío fue fusilado en Neltume 
por la Caravana de la Muerte el técnico agrícola y dirigente del 
MIR José Gregorio Liendo Vera —conocido como el «Comandan- 
te Pepe»—, y otras doce personas que fueron ejecutadas en el polí- 
gono de tiro del Regimiento Llancahue, tras un consejo de guerra. 

A ellos se sumaron quince sindicalistas y obreros del Complejo 
Panguipulli de la localidad de Liquiñe, que sacados de sus casas y 
trasladados en camiones, encontraron la muerte a la entrada de 
Villarrica. Sus cuerpos fueron lanzados al río Toltén para que se los 
llevara la corriente. 

El ex ministro de la Corte de Apelaciones Alejandro Solís, 
quien desde agosto de 2015 está a cargo de la Oficina de Derechos 
Humanos del Ministerio de Defensa, investigó y dictó senten- 
cia sobre lo ocurrido en Chihuío y Liquiñe. En su reciente libro 
Plaza Montt-Varas sin número. Memorias del ministro Alejandro 
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Solts,% relata: «Las masacres cometidas en estos villorrios fueron 
especialmente importantes, en primer lugar por la cantidad de las 
víctimas, un total de 32 campesinos; en segundo lugar, porque re- 
velaban los abusos que habían ocurrido en las zonas más apartadas 
del país en los días posteriores al golpe de Estado». Y comenta: 
«Me parecía un contrasentido la exuberancia de la naturaleza tan 
junta a la muerte, considerando que todos eran trabajadores esfor- 
zados que contribuían al país desde esas zonas alejadas, lluviosas, 
de gente muy tranquila». 

Una de las matanzas, describe Solís, ocurrió el 9 de octubre 
de 1973 en las termas de Chihufo, unos 190 kilómetros al sur de 
Valdivia. «Allí fueron secuestrados y muertos diecisiete campesinos 
pertenecientes al sindicato “La esperanza del obrero” del Complejo 
Agrícola y Forestal Panguipulli, por personal del Regimiento Caza- 
dores y Maturana de Valdivia.» En enero de 2006, el ministro Solís 
logró condenar a los responsables. 

Una pista en esta causa, cuenta el ex ministro, la entregó el falle- 
cido ex canciller y ex presidente del Senado Gabriel Valdés Suber- 
caseaux, quien fue senador por la zona. «De acuerdo con la versión 
que le dieron los familiares, existía actividad maderera desde antes 
del golpe de Estado, a cargo de un señor González, cuyos trabaja- 
dores habían formado un sindicato. Después del golpe, González 
mandó a un hijo a Valdivia para acusar a los miembros del sindica- 
to de “agitadores”». 

Agrega el ex ministro Alejandro Solís que, de acuerdo a ese rela- 
to, partió después de inmediato «un destacamento del Regimiento 
de Caballería que fue deteniendo a los campesinos en sus casas du- 
rante el trayecto de Llifén a Chihuío. Las diecisiete personas dete- 
nidas fueron subidas a camiones y llevadas a un lugar desconocido. 


* Alejandro Solís, Plaza Montr-Varas sin número. Memorias del ministro Ale- 
jandro Solís, Santiago, Ceibo Ediciones, 2015. 

? Se refiere a Américo González Torres, dueño del fundo Chihuío, 
de acuerdo a los testimonios consignados 
elaboró la lista de los que serían asesinado 


quien 
en el juicio que llevó el juez Solís 
S. 
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Conforme a la información que él recabó, los campesinos habrían 
sido asesinados con corvos por los soldados». Esa pista fue confir- 
mada después con las declaraciones de otros testigos y permitió a 
Solís reconstruir la historia que lo llevó a procesar a los responsa- 
bles por homicidio calificado. «El 24 de junio de 2005 condené al 
coronel de Ejército en retiro Luis Alberto Osorio Gardasanich a 
dieciocho años de presidio», señala. 

Sobre ese negro telón de fondo transcurrió la vida de lo que 
fue el Complejo Panguipulli tras el golpe militar. La población ate- 
rrorizada y los trabajadores sometidos hicieron más fácil la tarea a 
quienes mandaban en esas tierras. 


«OPERACIÓN RETIRO DE TELEVISORES» 


Recuerda el ex ministro Alejandro Solís otro hecho que sucedió 
cuatro años después del golpe: las víctimas de Chihufo «fueron se- 
pultadas clandestinamente en 1978 en el marco de la “Operación 
Retiro de Televisores”». Permanecían como desaparecidas hasta que 
«en junio de 1990 se encontraron tres fosas en las que habrían esta- 
do enterradas, rescatándose algunas pequeñas piezas óseas». 

La «Operación Retiro de Televisores», es decir, el desentierro y 
traslado de los cadáveres hasta otros lugares, ocurrió cuando Julio 
Ponce Lerou presidía el Complejo Forestal y Maderero Panguipulli. 
Hombre hermético, nunca ha dicho una palabra sobre esto ni sobre 
alguno de los tantos hechos de violencia extrema protagonizados 
bajo las órdenes de su ex suegro y sus aparatos represivos. 

Seguramente de estos temas no se hablaba en la casa de los 
Pinochet Hiriart, pero resulta extraño imaginar que el ex yerno no 
supiera lo que ocurría en años que no eran lejanos cuando asumió 
la presidencia del Complejo Panguipulli, ni menos lo que pasó en 
su territorio cuando él encabezaba la empresa. 

No fue el desentierro y traslado de los cuerpos la única situa- 
ción trágica en el Panguipulli en tiempos de Ponce Lerou. Cuando 
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todavía él comandaba el complejo se produjo en la zona un hecho 
que vinculó a integrantes del Ejército. En 1981 llegó un grupo de 
militantes del MIR —como parte de la denominada «Operación 
Retorno»— a instalarse al sector de Neltume en la precordillera, 
con el propósito de generar un foco de resistencia al régimen. 

«Ocho años después de la masacre de octubre del 73, en el mis- 
mo Regimiento Llancahue, el entonces oficial de Ejército Rosauro 
Martínez Labbé entrenó a los conscriptos que integrarían la base 
de la “Operación Contraguerrilla Machete”, nombre que recibió la 
expedición en busca del grupo mirista», escribió en Ciper Cristián 
Alarcón en 2014. 

De acuerdo a lo investigado por el periodista, el total de víc- 
timas de esa matanza ocurrida en septiembre de 1981 llegaría a 
once personas. El Informe Rettig sobre Derechos Humanos había 
consignado en 1991 que tres miembros del MIR, Carmen Guz- 
mán Soto, Patricio Alejandro Calfuquir Hernández y José Euge- 
nio Monsalve Sandoval, fueron acribillados en 1981, sin oponer 
resistencia. El comandante del grupo militar era el diputado de 
Renovación Nacional Rosauro Martínez Labbé, según las declara- 
ciones de sus propios subalternos. Martínez Labbé, quien fue al- 
calde designado de Chillán desde 1989 a 1992, y parlamentario de 
Renovación Nacional elegido durante cinco períodos desde 1994, 
fue desaforado en abril de 2014 y enfrenta un juicio, que lleva la 
ministra en visita Emma Díaz, por los asesinatos de las tres víctimas 
de Neltume consignadas en el Informe Rettig, 


EL ESTILO DEL EX YERNO 


En el Complejo las cosas no se dieron bien para los trabajadores 
en tiempos de la presidencia de Ponce Lerou. Un documento de 


$ Cristián Alarcón, «Neltume, los cinco conscriptos que acusan al diputado 
Rosauro Martínez», Ciper Chile, 12 de mayo de 2014. 
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1980 que encontré en antiguos archivos de la Corfo resume la labor 
realizada bajo su administración: «Desde marzo de 1976, fecha en 
que en calidad de delegado de Gobierno asume la dirección de la 
empresa su actual presidente, los esfuerzos de sus dirigentes y ejecu- 
tivos se volcaron a sanear una empresa absolutamente deficitaria y 
carente de todo tipo de organización formal, estructuras de autori- 
dad, controles internos y administración eficiente». Esto se tradujo 
en que «producto del reordenamiento interno general realizado, 
hubo que efectuar una fuerte reducción de personal».? 

En septiembre de 1973, el Complejo Panguipulli tenía 3.252 
trabajadores, de los cuales —según el mismo documento— 296 
eran empleados y 2.956 obreros. Dos años después, al 30 de no- 
viembre de 1975, la dotación era la mitad. 

La reducción continuó en forma acelerada y ya en agosto de 
1977 apenas quedaban 116 empleados. Los pocos obreros que se 
salvaron del despido fueron contratados por la Conaf, según un 
«Cuadro de personal» del 29 de julio de 1980. Pero en el acta de la 
sesión ordinaria del consejo de administración, presidido por Julio 
Ponce Lerou, en mayo de 1981 se indica que en esa fecha la dota- 
ción era de 106 obreros y 68 empleados en todo el complejo. Pre- 
cisa más abajo que «quedan paralelamente a la dotación señalada 
proyectos que se han llamado de emergencia, producto del cierre 
de las actividades productivas que no pudieron hacerse en forma 
drástica».* Y agrega que «esta parte estará también finiquitada en 
junio, quedando solo diecisiete obreros permanentes, que conti- 
nuarán con la construcción del camino Fuy-Pirihueico, además de 
un equipo que será el encargado del próximo remate de excedentes 
de bodega». 


7 «Breve síntesis de la labor realizada en el Cofomap Ltda. por la actual ad- 
ministración de la empresa». Informe Complejo Forestal y Maderero Pangui- 
pulli, 1980. Archivo Nacional de la Administración (Arnad). 

8 Complejo Forestal y Maderero Panguipulli Limitada. Acta sesión ordinaria 
n? 23, 28 de mayo de 1981. Archivo Nacional de la Administración (Arnad). 
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Informó también Julio Ponce Lerou en aquella oportunidad que 
«la vicepresidencia de la Corfo le ha dado instrucciones 
active la venta de predios». 

Las actas de sesiones son ilustrativas sobre las 
Ponce Lerou llevó a cabo en esa época. Dan cuenta 
nerales— de los criterios empleados y de sucesivos 
y ventas de árboles en pie. En la misma reunión de 


para que 


Políticas que Julio 
——€n términos ge- 
remates, licitaciones 
mayo de 1981, Pon- 


ecto a los juicios que 
rado el abogado Pablo 
to nacionalista Patria y 
contra el Complejo». 
a de los casos estaban 


expropiados por la re- 
dios. 


DoTACIÓN MÍNIMA 


Otro de los directivos indicó en la se 


sión de mayo del 81 que «se vio 
que la carga financiera 


que soportaba el Complejo era muy grande, 
sobre todo en lo relacionado con la parte laboral», y concluyeron 
que «la mejor alternativa para mejorar la rentabilidad de la empresa 
era que esta se desprendiera de la actividad directa y fuera realizada 
a través del sector privado». 
Para encarar dificultades económicas, se señala, 
gar a una «dotación mínima, 
administrativa, 


acordaron lle- 
la cual tendrá una función meramente 
constituyendo la parte que no produce dentro de la 
empresa, pero sí la parte que controla, y todo lo que es actividad 
productiva operacional y trabajadores ha sido reemplazada». 
Más contundente aún, el gerente general de Cofomap Ramón 
Silva informó que «la parte productiva del Complejo se paralizó en 


. . 1DO 
un Ciento por ciento». Y agrega: «Se quedó solamente con el equip 
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de mantención de caminos y cuatro centrales de aserrío». Los em- 
pleados y obreros fueron despedidos, mientras continuaban los re- 
mates de los animales que quedaban. En la oportunidad, Ponce 
Lerou informó que la gerencia de la Corfo le dio las instrucciones 
de que «active la venta de predios». 

En la sesión dieron cuenta de la venta del fundo Trafún Norte. 
Uno de los directores, Julio Segovia Ravanal, informó que en la 
entrega del predio hubo problemas, pues «los nuevos dueños solici- 
taron que se evacuara totalmente a la gente que vivía en el predio, 
aduciendo que la compra la habían efectuado sin personal». Expli- 
caron la solución: «Dentro del predio se encontraban diez familias 
de las cuales se hizo cargo Maderas Coral, firma que mantiene un 
contrato de explotación en este fundo con el Complejo». Indicaron 
que se comprometió a «evacuarlas una vez finalizado el contrato». 

El presidente Ponce Lerou solicitó en la oportunidad preparar 
un oficio con los otros predios que se licitarían para poner «a la Cor- 
poración en conocimiento de esta situación, y se les haga presente 
que son ellos los llamados a tomar todas las consideraciones del caso 
para evitar que se produzca una situación similar a Trafún Norte». 

Finalmente, en esa acta consta que «el señor presidente informa 
al directorio que en fecha próxima deberá realizar un viaje a Esta- 
dos Unidos, acompañado del gerente agropecuario del Complejo, 
para visitar la parte agrícola y ganadera de ese país». No especifica 
con qué objeto sería el viaje, si el Complejo estaba en la práctica en 
liquidación. Pero en ese tiempo ya Ponce Lerou tenía numerosos 
negocios particulares en el mismo rubro. El gerente agropecuario 
era Javier Vargas Niello, quien junto a su jefe desarrollaba por aquel 
entonces sus negocios ganaderos. 


NERVIOSISMO EN EL DIRECTORIO 


Ese mismo año 1981, en noviembre, la sesión ordinaria n* 23 tuvo 
otro tenor. Julio Ponce Lerou llegó atrasado a presidir la sesión. 
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Explicó al directorio que su tardanza se debió a que tuvo una reu- 
nión con el vicepresidente de la Corfo, quien le entregó un oficio 
«donde se formulan cargos contra la administración de Cofomap». 

Desde septiembre de 1973 la Corfo pasó a ser «territorio mili- 
tar». De los diez vicepresidentes ejecutivos de la Corfo que ocupa- 
ron ese cargo entre septiembre de 1973 y julio de 1989, nueve eran 
oficiales del Ejército de Chile en servicio activo al momento de su 
designación. En noviembre de 1981, el cargo lo ocupaba el general 
Francisco Ramírez Migliassi, quien estuvo desde marzo de 1981 a 
agosto de 1983. 

En esa ocasión, las acusaciones que el mismo Ponce Lerou re- 
sumió no eran menores, según consta en el acta de la sesión. La 
primera que mencionó: «Presumiblemente las políticas de admi- 
nistración de la empresa han facilitado la acción guerrillera en Nel- 
tume». Y a continuación enumeró: «Despido indiscriminado de 
trabajadores. Licitaciones, remates y arriendos a particulares efec- 
tuados en forma irregular. Prohibición a la gente que vive en el 
Complejo de sembrar y criar animales. Descontento de los pobla- 
dores con la política de Gobierno». El oficio, dijo el mismo Ponce 
Lerou, tenía un plazo de 72 horas para ser respondido. 

Uno a uno, los miembros del consejo intentaban refutar los 
cargos. Destaca la réplica del propio presidente del Complejo Pan- 
guipulli, quien, refiriéndose a la situación de Neltume, señaló: «En 
el verano pasado la gente del Complejo detectó situaciones extrañas 
dentro de la empresa, dando cuenta a las autoridades, sin que estas 
actuaran oportunamente, Solamente lo hicieron recién en el mes de 
junio del presente año». | 

Julio Ponce Lerou, según esa acta, «deja en claro que perma- 
nentemente el Complejo ha estado cooperando con las Fuerzas de 
Orden y Seguridad ante cualquier acción que precise ayuda de la 
empresa», Y destaca que «el pasado 20 de septiembre, ante la pre- 
sencia ya efectiva de extremistas en la zona, les fueron facilitados 
dos vehículos a Carabineros con el objeto de que estos pudieran 
llegar hasta el lugar en que se encontraba esta gente, siendo los 
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únicos vehículos con que se contó para la captura de los guerrilleros 
y su posterior traslado».? A confesión de partes, relevo de pruebas. 

Argumentó, además, respecto a los despidos, que «la reducción 
de personal fue producto del ordenamiento interno», y que «cesan- 
tía hay en todo el país». En otro plano, se lee en el acta: «El señor 
presidente señala que la buena administración del Complejo quedó 
en evidencia en el último plebiscito». Y señala que «el Gobierno 
obtuvo una de las más altas votaciones en el sector a cargo de la 
empresa, lo que demostró apoyo a su política, como también apoyo 
a la gestión de la actual administración de la empresa».'" 


NUEVOS DUEÑOS 


En un documento de octubre de 1985 planteaban seguir con la 
«enajenación individual de predios» y tenían listos para la venta 
seis, mientras los otros siete se mantendrían juntos para transfor- 
marlos en una sociedad anónima cuyas acciones se venderían. 

Cuando Ponce Lerou dejó la presidencia de Panguipulli en 1982, 
la privatización había avanzado. Y la tendencia siguió. En 1985 la 
superficie del complejo era menos de la mitad de 1973, y le queda- 
ban doce predios, la mayor parte con problemas legales no resueltos. 

Al calor de la fiebre privatizadora de la segunda mitad de los 
ochenta, el general vicepresidente de la Corfo Guillermo Letelier 
Skinner, entonces coronel de Ejército, disolvió anticipadamente el 
Complejo el 19 de agosto de 1988. 

Hoy, todos esos fundos están en manos privadas. Entre sus due- 
ños destacan algunos conocidos grupos económicos. En otros ca- 
sos, el control lo tienen empresas madereras y forestales. 


? Archivo Nacional, Corfo, Complejo Forestal y Maderero Panguipulli Ltda. 
Acta sesión ordinaria n* 23, 10 de noviembre de 1981. 

'* Al parecer por un error en el acta se señala «en el último plebiscito del 11 
de marzo de 1981», pero ese día no hubo plebiscito, sino que entró a regir la 
Constitución aprobada en el plebiscito del 11 de septiembre de 1980. 
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Los Luksic son dueños de varios de los fundos que fueron parte 
del Complejo. El de mayor tamaño, Chan-Chan, en Chonhuenco, 
en la ladera del lago Panguipulli, con sus más de cincuenta mil hec- 
táreas, era el preferido del patriarca del clan, quien construyó una 
casa y tiene un inmenso parque. En el mismo sector, en una penín- 
sula del predio de los Luksic, tiene un fundo Wolf von Appen —el 
empresario naviero miembro del directorio de Soquimich—, con 
una casona a orillas del lago. Asimismo, Griseldis Burose, la señora 
de Sven von Appen, encabeza la fundación educacional People help 
People, que ha focalizado su ayuda en la zona. 

Además de los Luksic y los Von Appen han elegido Panguipulli 
como lugar de veraneo, entre otros connotados empresarios, Nicolás 
Ibáñez, del grupo que fue dueño de los supermercados Líder; Mau- 
ricio Larraín, el ex presidente del Banco Santander, y José Luis del 
Río Goudie, el mayor de los hermanos que controlan Derco y son 
parte de Sodimac y Falabella. Entre otros de los connotados vecinos 
está también el empresario turístico Víctor Peterman, que se quedó 
con la reserva de Huilo-Huilo y con los fundos Neltume y Curran- 
co, que también formaban parte del Complejo Forestal Panguipulli. 


ASCENSO EN LA CORFO 


Durante los primeros años de dictadura, no solo la Corfo era terri- 
torio militar. En los directorios de las empresas estatales abundaban 
los uniformados. Los civiles que accedían a esas posiciones por lo 
general eran Chicago boys, algunos especialistas en determinadas 
materias partidarios del régimen, o privilegiados por influencias 
personales. Así ocurrió en Soquimich, donde salvo la excepción de 
unos pocos expertos en la minería no metálica, los sucesivos di- 
rectorios eran integrados por militares de alto rango y por civiles 
incondicionales del Gobierno, 

El omnipresente Julio Ponce Lerou se las arreglaba para estar a 
la vez en diferentes empresas. Desde 1979 —cuando dejó la Conaf, 
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pero se mantuvo en el Complejo Panguipulli hasta 1982— fue hom- 
bre clave en la Corporación de Fomento (Corfo), primero como ge- 
rente de empresas y entre abril y julio de 1983 como gerente general, 
Su presencia se multiplicó en esa época en directorios de las empre- 
sas estatales. Al mismo tiempo presidía la Compañía de Teléfonos 
de Chile, desde 1973 y hasta 1983; estuvo en la Industria Azucarera 
Nacional (lansa) entre 1979 y 1982, y llegó a Soquimich en 1980. 

A la vez fue miembro del directorio de la Empresa Nacional del 
Petróleo (ENAP), entre 1979 y 1983, y de la Empresa Nacional de 
Electricidad (Endesa), entre 1982 y junio de 1983. También estuvo. 
en el consejo de la Empresa Nacional de Minería (Enami). En ese 
tiempo, su gran amigo Patricio Contesse se paseaba por otros direc- 
torios tan importantes como los de la CAP y Codelco. 

Contra lo que cualquiera hubiera imaginado, la Corfo —que ha- 
bía sido fundada por el presidente Pedro Aguirre Cerda en 1939 para 
fomentar la producción y el desarrollo del país desde el Estado— se 
transformó en una gran agencia privatizadora. Desde allí se impulsa- 
ron los principales traspasos efectuados entre 1985 y 1989. Aunque 
los planes eran privatizar todo lo que estaba en manos del Estado, 
todavía no había llegado la hora para arremeter contra las grandes 
empresas consideradas «estratégicas» en aquel entonces, aunque pre- 
paraban el camino. Por un lado, los militares, aun los incondicionales 
de Pinochet, tenían dudas. Por otra parte, la crisis de 1983 y las pro- 
testas sociales no eran el momento idóneo para lanzar al mejor postor 
—-0 al destinatario elegido— el patrimonio del Estado. Por eso tuvie- 
ron que esperar hasta la segunda mitad de la década de los ochenta. 

Ya por esos años se manifestaba la cercanía de Ponce Lerou con 
algunos connotados civiles con los que mantiene contacto estrecho 
hasta hoy y que fueron decisivos en las ventas de las que fueron 
grandes empresas del Estado, en la práctica constituidos en una 
estrecha y potente red con presencia en las distintas compañías. 

Cuando Julio Ponce Lerou presidía lansa, Hernán Biichi era 
el vicepresidente de la azucarera, por entonces estatal. Estuvieron 
Juntos en ese directorio hasta 1982. El gerente general de lansa era 
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Patricio Phillips Sáenz, quien también era ya por esos años miem- 
bro del directorio de Soquimich. Phillips, un incondicional de 
Ponce Lerou hasta la actualidad, también figuraba en 1980 en el 
directorio de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (Entel), 
donde compartía directorio, entre otros, con Jorge Selume Zaror, 
quien llegaría a ser brazo derecho de Álvaro Saieh. 

Más adelante se vio a Selume como decano designado en la 
Facultad de Economía de la Universidad de Chile y en otras tareas 
de la mano de su antiguo amigo Saieh, mientras participaba en 
diversos directorios de empresas del Estado, como Entel, Chilectra, 
la Compañía de Teléfonos y la eléctrica Pehuenche, desprendida de 
Endesa. A finales de la década y hasta el término de la dictadura, 
Selume fue director de Presupuesto de Pinochet, cuando Hernán 
Biichi era ministro de Hacienda, hasta que renunció en 1989 para 
ser el candidato presidencial de la derecha. 

Biichi había compartido con Ponce Lerou el directorio de la 
Compañía de Teléfonos, y en 1979, siendo vicepresidente de la 
Compafiía de Acero del Pacífico (CAP), asumió el mismo cargo 
en Endesa, donde se mantuvo como vicepresidente hasta 1982, 
cuando ascendió a presidente, mientras era subsecretario de Salud. 
Julio Ponce Lerou acompañó a Biichi en Endesa en calidad de vi- 
cepresidente hasta 1983, cuando Ponce llegó a la gerencia general 
de la Corfo. 

Bajo el mandato de Biichi en Endesa y Ponce Lerou en Corfo, 
se efectuó la división de Endesa en filiales, lo que constituyó el 
paso previo para la privatización de la segunda mayor empresa del 
Estado —después de Codelco—, que retomó la recta final a partir 
de 1985. 


EL PRIMER ZARPAZO A SOQUIMICH 


En 1974, recién después del golpe, un general de Carabineros, Ar- 
turo Giovani, quien se desempeñaba como ministro de Minería, 
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presidía el directorio de Soquimich, y entre los miembros del di- 
rectorio estaba un general de Ejército, Agustín Toro Dávila, quien 
entre 1976 y 1979 fue rector delegado de la Universidad de Chile. 

En esos tiempos el Ejército, la Marina, la Aviación y Carabi- 
neros «destinaban» a sus hombres a una empresa estatal o a una 
universidad, como si se tratara de una misión militar. 

Junto a los uniformados, aparecieron en Soquimich algunos ci- 
viles, como el abogado Jorge Gabriel Larraín Bunster, quien estuvo 
un par de años en el directorio de Soquimich, entre 1975 y 1977. 
Larraín Bunster es casado con la socióloga Patricia Matte Larraín, 
que junto a sus hermanos Eliodoro y Bernardo encabeza el grupo 
Matte y preside la Sociedad de Instrucción Primaria de Santiago. 

Otro de los asesores civiles del Gobierno que integró este di- 
rectorio fue el ingeniero Juan Hurtado Vicuña, antiguo amigo y 
compañero de curso en la Universidad de Chile de Hernán Biichi. 
Hurtado le presentó al ex ministro de Hacienda Sergio de Castro, 
el gurú de ese entonces, a Biichi. De Castro le encargó a ambos 
ingenieros egresados de la Universidad de Chile los primeros es- 
tudios sobre privatizaciones. Los dos amigos estuvieron desde esos 
años muy cerca de Soquimich. Biichi se mantiene en el directorio 
hasta hoy. 

Juan Hurtado, actual presidente de Entel, de la Corporación 
Santo Tomás y de la Minera Punta del Cobre, partió ese mismo 
año 75 en Soquimich, y tras renunciar en 1977, regresó en 1979 
por otro período. Después volvió a acercarse cuando Soquimich ya 
estaba privatizada y estuvo en el directorio de la matriz del holding 
entre 1992 y 2001. 

En 1979 presidía el directorio de Soquimich el general de Ejér- 
cito Enrique Morel Donoso, quien había sido ayudante de Pino- 
chet al momento del golpe y después jefe de la Zona de Estado de 
Emergencia cn la Región Metropolitana, e inspector general del 
Ejército. Morel sintonizaba con el equipo económico del Gobier- 
no, pero en 1980 dejó la presidencia de Soquimich «para ocupar 
un alto cargo al que lo ha destinado el presidente de la República», 
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según se consignó en la Memoria de ese año de la empresa. El car- 
go era rector delegado de la Universidad de Chile. El mandato de 
Morel en la «U» fue brevísimo, pero intenso. Solo estuvo veinte 
días en ese puesto, pero logró avanzar en su proyecto de separar a la 
Universidad de Chile de sus sedes regionales. Le sucedió otro gene- 
ral de Ejército, Alejandro Medina Lois, especialista en inteligencia 
y seguridad nacional, quien permaneció dos años al mando de la 
principal y más antigua universidad del país. 

Tras la salida de Morel, en 1980 tomó el control de Soquimich 
Julio Ponce Lerou, quien fue designado en mayo de ese año como 
presidente de la empresa. El vicepresidente era Juan Manuel Casa- 
nueva Préndez, otro civil que era director desde 1979. Casanueva!! 
es actual presidente del directorio de GTD Teleductos —Telefó- 
nica Manquehue y otras relacionadas, como Telefónica del Sur y 
Telefónica de Coyhaique—, y miembro del directorio del Banco 
de Crédito e Inversiones (BCD, que encabeza Juan Enrique Yarur; 


estuvo en Soquimich hasta 1983, donde incluso reemplazó como 
presidente a Ponce Lerou, 


cuando el ex yerno tuvo que abandonar 
todos los cargos públicos. 


PaArrIciO CONTESSE, EL SOCIO HISTÓRICO 


Los tres hermanos Contesse González, Jaime, Daniel y Patricio, es- 
tudiaron Ingeniería Forestal. Los mayores conocieron a Julio Ponce 
Lerou en la Escuela de la Universidad de Chile. Y desde los años 
setenta trabajaron juntos, tanto en las actividades públicas como en 
negocios privados. Pero a la larga, quien desarrolló con el ex yerno 


' Juan Manuel Casanueva Préndez es también director de la Fundación 
Rodelillo, de la Corporación del Patrimonio Cultural. Asimismo, es miem- 
bro del Consejo Asesor del Centro de Estudios Superiores de la Empresa de 
la Universidad de los Andes (ESE) y del Consejo Empresarial del Centro de 
Emprendimiento de la Universidad del Desarrollo. 
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de Pinochet la más estrecha relación fue Patricio, el menor, hoy for- 
malizado por el escándalo en que se ha visto envuelta Soquimich. 

Patricio Contesse González nació en el verano de un año bi- 
siesto, el 29 de febrero de 1952, y estudió en el Grange. Su primer 
trabajo fue en Inforsa, cuando Industrias Forestales era estatal. Des- 
pués se trasladó a la Maderera Tejas Limitada de Concepción, hasta 
que Ponce Lerou se lo llevó como asesor del directorio de la Conaf, 
de la Celulosa Constitución y del Complejo Panguipulli, donde 
estuvo entre 1978 y 1979. Es seis años menor que su antiguo amigo 
y como él estudió Ingeniería Forestal en la Universidad de Chile, 
aunque no se tituló. Entre diciembre de 1978 y octubre de 1979 
Patricio Contesse fue gerente forestal de Celco. En esa fecha se tras- 
ladó como subgerente de la Empresa Nacional del Carbón (Enacar) 
y después fue gerente general de la Carbonífera Schwager. 

Por la misma época, el ex yerno de Pinochet dejó la Corpo- 
ración Nacional Forestal (Conaf), y quedó en su Ag Jaime, el 
mayor de los Contesse González. 

Entretanto, en 1981, cuando Julio Ponce Lerou era gerente de 
empresas de la Corfo y presidía Soquimich, designó vicepresidente 
ejecutivo a Patricio Contesse. Pero al año siguiente, su amigo se 
alejó durante un tiempo de la empresa minera y se hizo cargo de 
otras responsabilidades en compañías estatales. Desde febrero a ju- 
lio de 1982 fue «destinado» como gerente general de la Compañía 
de Acero del Pacífico (CAP) y siguió después en el directorio en 
1983, donde coincidió con Juan Hurtado, que estaba desde 1980. 
Además, en 1982 Patricio Contesse fue nombrado vicepresidente 
de Laboratorios Chile, que también era del Estado y, por lo tan- 
to, dependía de la Corfo. El mismo año su carrera dio un salto 
mayor: Pinochet lo nombró vicepresidente ejecutivo de Codelco, 
la principal empresa del país. Más tarde estuvo un tiempo como 
representante de Codelco en Nueva York. Pero volvió a Soquimich 
junto a Ponce Lerou en 1990 para ser parte del gran negocio de 


explotación de los minerales que lograron con la privatización 
de Soquimich. 


> defraudar al fisco, 


LA OSCURA HUELIA DE PONCE LEROU 


Patricio Contesse González llegó después a ser el gerente y 
vicepresidente ejecutivo de Soquimich privatizada. Estuvo en la 
compañía minera durante veinticinco años hasta que el directorio 
encabezado por su antiguo amigo Julio Ponce Lerou lo despidió en 
medio del escándalo en marzo de 2015. 

Casi seis meses después de su renuncia y a los cuatro días de la 
reformalización del 14 de septiembre, Contesse hizo una Jugada si- 
milar a la que en enero de 2015 protagonizó el ex gerente de Penta 
Hugo Bravo López: entabló una multimillonaria demanda laboral 
contra Soquimich por dos mil setecientos millones de pesos libres 
de impuestos, lo que equivale a cuatro millones de dólares, La in- 
formación se conoció a través del diario La Tercera que en artículo 
de portada del 22 de septiembre informó sobre la réplica del ex 
gerente, quien hasta ese momento guardaba silencio ante la fisca- 

, Ma sobre la causa por delitos tributarios en que está involucrado. 


Su abogado, el ex militante del PPD Samuel Donoso, 


ha tratado 
de defenderlo bajo el ar 


gumento de que no tenía el propósito de 
sino de «financiar campañas políticas». En abril, 
interrogado por el fiscal Carlos Gajardo 
dicho que no sabía nada sobre las platas 
ras, 


, Julio Ponce Lerou había 


políticas, boletas o factu- 
e insistió en que quien debía responder era Patricio Contesse. 


Los siderales montos de la acción judicial de Contesse supera- 
ron los límites del otro ex ejecutivo de Penta, que había pedido dos 
mil trescientos millones de pesos. Claro que Bravo «solo» obtuvo 
trescientos millones después de llegar hasta la Corte de Apelaciones. 

En medio de este carnaval de millones se conoció el «sueldo» 
de Patricio Contesse hasta su alejamiento de la gerencia general de 
SQM: 52 millones 720 mil pesos mensuales bruto —equivale a 
unos 77 mil dólares mensuales—, La abultada suma implica una 
remuneración líquida de 43.654.113 pesos al mes, lo que equivale 
a cerca de 64 mil dólares mensuales. 

Como si eso fuera poco, Contesse percibía un bono anual que 
en 2014 alcanzó 621 millones de pesos, y en total entre 2013 y 
2015 obtuvo por ese concepto 1.147 millones. Sobre esas cifras el 
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ejecutivo y su abogado calcularon el monto de la indemnización 
por años de servicio. 

La fórmula demandada, según informó La Tercera, se acerca a 
los 110 millones de pesos por año de servicio. «Hasta la fecha no se 
me ha pagado ninguna de las indemnizaciones que por término de 
contrato me corresponden», indicó Contesse en la demanda. 

Según establece Contesse, él asumió como gerente general de 
Soquimich el 13 de marzo de 1990. Justo dos días antes, el ex sue- 
gro de su antiguo amigo había dejado La Moneda. 


PASTELES Y HELADOS 


En tiempos de dictadura, además de los cargos en las empresas del 
Estado, Patricio Contesse mantenía actividades comerciales perso- 
nales en las que involucraba en algunas ocasiones a familiares suyos, 
a los Ponce Lerou o a personas ligadas a Soquimich. 

Entre las firmas antiguas de Patricio Contesse está la Sociedad 
Comercial de Productos Forestales Foresport Limitada, cuya cons- 
titución aparece en el Diario Oficial el 16 de febrero de 1977. La 
formaron Patricio Contesse, Francisco Javier Cáceres, la nutricio- 
nista Juanita Contesse González, los ingenieros forestales Fernando 
Encinas y Jaime laniszewski. Los dos últimos fueron ejecutivos de 
filiales de Soquimich. 

El 21 de octubre de 1981 nació la Sociedad Agrícola y Fores- 


tal Limitada (Agrofor Limitada), en la que los socios eran Patricio 
Contesse y Eugenio Ponce Lerou. 


Junto a su hermano Jaime —quien figura en un organigrama de 
esa época como «asesor técnico» del Complejo Panguipulli cuando 
lo presidía Ponce Lerou—, Patricio Contesse aparece como socio 
de la firma Contesse y Compañía Limitada, constituida en junio 
de 1978 en un rubro muy diferente: la fabricación de productos 
de pastelería. La sociedad, cuyo nombre de fantasía era Pastelería 
Edelweiss, fue modificada un mes después. A ella entró como socia 
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la esposa de Julio Ponce Lerou, Verónica Pinochet Hiriart, quien 
participó en el negocio hasta 1980. m 

En enero de 1986, los hermanos Patricio y Jaime Contesse, jun- 
to a René Francisco Moya, crearon otra sociedad dedicada a los he- 
lados, confites y pasteles: Productos Alimenticios Kretzel Limitada. 

Dos años después, el 19 de abril de 1988, aparece en el Diario 
Oficial la constitución de una nueva sociedad: Inversiones Laguna 
Verde Limitada, cuyos socios eran Patricio Contesse y su esposa, 
Bernardita Beatriz Ficca. Y en junio de ese año Jaime y Patricio 
Contesse y René Francisco Moya traspasaron sus derechos de 
Kretzel Alimentos a dos sociedades controladas por ellos mismos, 
Laguna Verde Limitada y Casas Viejas Limitada. Esta última fue 
constituida ese mismo año 1988 por los hermanos Daniel Contes- 
se, en representación de Graciela Itzel Marroquin Gómez, y Patri- 
cio, a nombre de Jaime Contesse, quien figura con el 80 por ciento 
de las acciones. !? 

Un personaje clave en la arremetida sobre Soquimich es el her- 
mano menor del ex yerno de Pinochet, Eugenio Ponce Lerou, in- 
geniero mecánico de la Universidad Católica de Valparaíso. Hasta 
marzo de 1981 trabajó en Vial y Vives Ingenieros. Luego fue in- 
corporado por su hermano a Soquimich. Partió como asesor de la 
gerencia y ese mismo año llegó a gerente de ventas para luego as- 


cender a gerente comercial. Se mantuvo desde esa época, 
se privatizó con la empresa, 


director de diversas filiales. 


y después 
y pasó a ser vicepresidente comercial y 


Entre otros directivos de comienzos de los ochenta está Patricio 
Phillips Sáenz, quien ha sido director histórico del grupo y quien, 
tras desaparecer por un tiempo, volvió a incorporarse y es persona 
de confianza para Ponce Lerou con cargos en directorios de algu- 


nas filiales «cascadas». Distinto es el caso del abo 


gado Armando 
Gutiérrez Nilo, 


quien después de haber pertenecido al equipo legal 


"2 Notaría Juan Ricardo San Matín Urrejola, Diario Oficial, 16 de junio de 
1988. 
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de la Conaf y haber sido fiscal en Soquimich, se alejó del grupo a 
comienzos de los noventa. 

Desde 1981 fue gerente general de Soquimich el ingeniero 
civil en minas Eduardo Bobenrieth Giglio. Antes había sido ase- 
sor del Ministerio de Economía. Esa composición de directorio 
se mantuvo en los años siguientes hasta 1987, cuando culminó la 
privatización. Bobenrieth estuvo en todo el proceso y continuó en 
Soquimich hasta que rompió con los hermanos Ponce Lerou en 
medio de una disputa por el control de Pampa Calichera y Oro 
Blanco, las sociedades hoy conocidas como cascadas. 

Un personaje de esos años que mantiene vigencia hasta hoy en 
otros planos es el columnista del diario La Segunda y ex ministro de 
Pinochet Sergio Melnick Israel, quien fue durante un largo tiempo 
previo a la privatización —entre 1981 y 1986— miembro del di- 
rectorio de Soquimich. 

También fue parte del equipo directivo de Soquimich el aboga- 
do Rubén Díaz Neira, que fue asesor de Pinochet y director de em- 
presas estatales; vicepresidente de Soquimich entre 1984 y 1985, 
vicepresidente ejecutivo de Chilectra entre 1983 y 1986, y de Chil- 
quinta en 1985 y 1986, además de 


gerente general del complejo 
eléctrico Colbún Machicura, 


que se había separado de Endesa. 


NEGocios PARTICULARES 


Mientras era presidente del Complejo Panguipulli, en forma simul- 
tánea, Julio Ponce Lerou desplegó sus pasos en la actividad gana- 
dera y llegó a tener en su poder miles de cabezas de ganado y parte 
importante de la producción de carne, a la vez que fue representan- 
te del Gobierno ante el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG). 
Recorría campos y bosques, en especial en las regiones del sur 
de Chile, mientras se tejía una leyenda negra sobre sus negocios. 
Dos de los máximos directivos que acompañaron a Julio Ponce Le- 
rou en el Complejo Forestal y Maderero Panguipulli pasaron a ser 
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importantes socios en negocios personales. Uno es Javier Vargas 
Niello, que fue el gerente agropecuario del Complejo, con quien 
se asoció en 1980 en la Ganadera y Forestal Martell Limitada. Los 
fundos Tres Palos, El Manzano, El Caulle y Hoyería formaron par- 
te de esa sociedad. 

El otro, Jaime Contesse González, amigo desde la universidad 
al que llevó a Soquimich, donde su hermano Patricio desempeñó 
un rol clave. A ellos se suma Carlos Stutz Neveu, compadre de 
Ponce Lerou y quien también apareció como directivo en diversas 
sociedades del holding Soquimich después de la privatización, 

Por ese entonces, en la primera mitad de los ochenta, subían de 


tono los comentarios sobre las inversiones que había hecho Julio 
Ponce Lerou siendo funcionario público, 


propietario de tierras y animales a lo 1 
manejaba las sociedades Río Bonito, 


tre los predios que se le conocían estaban los fundos Puyehue, El 
Pafi y Río Bonito, en la comuna de Entre Lagos; El Cardenal, junto 
a Puyehue; Vista Hermosa, cerca de Temuco, y otras propiedades, 
como un establecimiento de cultivo de choros zapato en Toltén. 
Detrás de su enriquecimiento había también deudas, tierras 
hipotecadas y animales entregados en prenda. Los fundos El Paf 
y Río Bonito, en la comuna de Entre Lagos en la décima región, 
próximos al lago Puyehue, sumaban 1.820 hectáreas; se los compró 
en 1981 a Eustaquio Proboste, en dieciocho millones de pesos. «De 
ellos solo pagó tres millones. ¿Y el resto del dinero? Un hábil e in- 
trincado enredo jurídico, en el que contó con la asesoría de uno de 
sus nuevos amigos, el abogado Pablo Rodríguez, dejó a los Proboste 


incapacitados para cumplir su parte del contrato», señalan los pe- 
riodistas Víctor Osorio —actual ministro de Bienes Nacionales— e 
Iván Cabezas en el capítulo destinado al ex yerno del dictador, en el 
libro Los hijos de Pinocher,% publicado en 1995, 


que lo convirtieron en 
argo del país. En ese tiempo 
Monasterio y Cuadros. Y en- 


13 Víctor Osorio e Iván Cabezas, Los hijos de Pinochet, Santiago, Planeta, 
1995. 
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Los autores agregan: «Un protagonista clave de la operación 
fue el compadre de Ponce, el ingeniero Carlos Stutz, quien era, a la 
fecha de la compra, ejecutivo de Soquimich y de la Compañía de 
Teléfonos. La escritura fue redactada por el abogado y fiscal de la 
Conaf, Armando Gutiérrez», 

Julio Ponce Lerou en ese momento era presidente de la Compa- 
ñía de Teléfonos, de Soquimich, de lansa y gerente de empresas de la 
Corfo. Eustaquio Proboste y su señora, Ivonne Furet, creyeron que 
hacían un buen negocio y confiaron en el poderoso personaje que 
compraba sus tierras. Lo conocieron en 1980 cuando le arrendaron 
una parte de El Pafu. «Y en abril de 1981, ante su insistencia, deci- 
dieron vender sus derechos en los predios, a cambio de tres millones 
de pesos al contado y quince millones a noventa días. El primer 
pago fue lo único que recibieron», señalaba en 1983 el periodista 
Mauricio Carvallo en un reportaje de la desaparecida revista Hoy.“ 

En mayo de 1981 el Banco Andino —con sede en Panamá y 
vinculado al grupo de Javier Vial — le prestó a Ponce Lerou 780 
mil dólares para pagar a Proboste los fundos, pero esto no ocu- 
rrió, como denunciaron los vendedores. Dos años después, el 27 
de mayo de 1983 ——cuando todavía era directivo de las empresas 
públicas—, constituyó el «contrato de prenda sin desplazamiento» 
por cuatro mil vaquillas avaluadas en ochocientos mil dólares. El 
ganado debía permanecer, de acuerdo a la escritura, en El Pafu y 
Río Bonito, mientras no se efectuara el pago. 


CAÍDO EN DESGRACIA 
En ese tiempo, el ex yerno arrendaba también algunos fundos con 


sus socios para el talaje de los ganados. En ese libro Osorio y Cabe- 
zas destacan un caso: «Arrendó en solo veinte mil pesos mensuales 


14 Mauricio Carvallo, «Revelaciones en el sur», revista Hoy, 24 de agosto de 
1983, 
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un predio, el fundo Quenchumalal, de nueve mil hectáreas, de pro- 
piedad de la Caja de Empleados Públicos. ¡Su avalúo fiscal era de 
quince millones de pesosl». 

En 1981 Julio Ponce Lerou había formado la Compañía de 
Inversiones Agroforestal FRAJ Limitada, que en junio de 1983 
constituyó la Inmobiliaria El Cuadro Limitada, con Alberto Reyes 
y Ramiro Sofhia, orientada a «la explotación agrícola, forestal y 
ganadera de predios propios o ajenos». Ponce Lerou tenía prác- 
ticamente la totalidad de las acciones de FRAJ, y aparecía como 
minoritario su hermano Gustavo. El Cuadro se adjudicó en 1983 
la licitación de la hacienda Nueva Etruria, de la Conaf, que tenía 
una superficie de once mil hectáreas. 

Mientras aumentaban las propiedades y se hacían más fre- 
cuentes los dudosos manejos de Ponce Lerou, apareció un do- 
cumento anónimo que llegó a manos de oficiales de las Fuerzas 
Armadas en el que se le acusaba de enriquecimiento ilícito, El 
mismo aludido apuntó al empresario Ricardo Claro y al ex fis- 
cal militar de Temuco Alfredo Podlech Michaud!” de estar detrás 
de una operación que implicaba a la joven periodista Vivianne 
Schnitzer como autora del texto. Ponce afirmó que el documento 
fue encargado por Claro y Podlech, aunque ella nunca lo recono- 
ció en esos términos. 

El contenido hablaba de los fundos, los animales y los cargos 
que tenía este ingeniero forestal que partió siendo un simple profe- 
sional con un puesto público en la Conaf. Los autores de Los hijos 
de Pinochet recogen algunas opiniones de esa época, como la del 


* Alfonso Podlech Michaud fue fiscal militar de Temuco entre sepriembre 
de 1973 y 1979 y tuvo a su cargo los consejos de guerra. Acusado de diversos 
casos de violaciones a los derechos humanos, fue detenido en el aeropuerto 
de Barajas en Madrid en julio de 2008 y luego extraditado a Italia, donde fue 
procesado por la muerte del sacerdote Omar Venturelli. Tras el juicio, quedó 
libre en 2011, «por falta de pruebas». No obstante, de regreso en Chile debió 
afrontar otro juicio por la muerte del abogado radical Jaime Eltit y fue arres- 
tado en 2014 en el Regimiento Tucapel de La Araucanía en junio de 2014. 
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presidente de los productores de trigo, Carlos Podlech, hermano 
del ex fiscal militar, quien comentó: «Tendrá que salir la verdad y se 
dará la ocasión para que Ponce justifique su fortuna que se extiende 
por Coyhaique, Osorno, Temuco, Pitrufquén. En todo el sur se 
habla de él». 

El abogado Ricardo Claro, entretanto, sentenciaba: «Ni el yer- 
no del presidente de la República tiene facultades para sentarse en 
la ley». 


UN PARTICULAR «BASTANTE ENDEUDADO» 


Julio Ponce Lerou reaccionó indignado por las «calumnias» que se 
le imputaban y escribió una carta a su suegro, intentando argumen- 
tar que era solo por hacer daño a Pinochet que se habían levanta- 
do tales acusaciones. Lo curioso es que provenían de partidarios 
del dictador, 

«Desde hace un tiempo he sido blanco de los más deleznables 
ataques y calumnias que, sin asidero ninguno en la verdad, y en for- 
ma anónima y cobarde, se han lanzado en mi contra. Lo inusitado 
y la saña con que se está procediendo me ha hecho pensar que se 
persigue un propósito que va más allá de mi modesta persona», dijo 
en la carta. «En razón de las consideraciones anteriores, teniendo 
presente que lo más sagrado para un ciudadano es su patria, y en lo 
particular, su alta investidura, todo lo que está muy por encima del 
suscrito y de sus intereses particulares, he estimado dejar a vuestra 
Excelencia en libertad, poniendo a su disposición el cargo de geren- 
te general de Corfo», expresó en la misma misiva. 

En medio de las protestas nacionales contra la dictadura y de 
los fuertes coletazos de la crisis económica que tumbó a los gran- 
des grupos económicos, el hasta ese momento todopoderoso Julio 
Ponce Lerou tuvo que dejar el primer plano. El 15 de julio de 1983 
renunció a la gerencia de la Corfo y a la presidencia de Soquimich y 
abandonó todos los cargos en los directorios de empresas estatales. 
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A propósito de esta situación, le otorgó unas semanas después 
una entrevista exclusiva a la periodista Gloria Stanley, en ese en- 
tónces redactora de la revista Qué Pasa, que tituló con una frase del 
ex yerno: «Mi única preocupación en la vida ha sido ser solo Julio 
Ponce». En ella acusa una «campaña infame que mediante anóni- 
mos ha puesto en duda mi honorabilidad», y busca bajar el perfil 
a sus líos y a la magnitud de sus pertenencias, 

«Como particular estoy bastante endeudado como cualquier 
empresario privado; solo tengo una sociedad limitada agroforestal, 
cuyo capital es de un millón de pesos, y derechos en un predio que 
compré y no he pagado íntegramente, porque no se me ha entre- 
gado en forma legal. Para estos efectos pedí un préstamo bancario. 
Con el vendedor del predio tuve un juicio que gané tanto en pri- 
mera instancia como en la Corte de Apelaciones, probando más 
allá de toda duda que tenía la razón», afirmó a la periodista. 

Reconoció que el montó del préstamo era 780 mil dólares y que 
«con parte del crédito se pagó parcialmente el predio a la espera que 
el dueño cumpliera lo establecido para poder cancelarle el saldo». 
Señaló que «como pasaba el tiempo y el fundo no se inscribía a mi 
nombre, consideré que lo más adecuado era trabajar el capital que 
día a día devengaba intereses», aunque indicó que su dinero no se 
había multiplicado, a pesar del alza del precio del dólar que se pro- 
dujo en ese tiempo. «He logrado mantener un negocio eficiente, 
lo que me ha permitido manejar mis pasivos sin descapitalizarme 
excesivamente», aseguró a Gloria Stanley. 

Insistió en que su negocio no era especulativo, sino que «se 
asienta en bases reales», y anunció que tras las renuncias a las em- 
presas públicas, «me dedicaré a mis actividades privadas». Fue esta 
una de las pocas veces que el ex yerno del capitán general ha dado 
una entrevista a un medio de comunicación. En su libro 7odo sobre 


"$ Gloria Stanley, «Mi única preocupación en la vida ha sido ser solo Julio 
Ponce», Qué Pasa, 4 de agosto de 1983. 
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Julio Ponce Lerou, el periodista Manuel Salazar destaca el valor do- 
cumental de ese artículo y lo publica completo como anexo.” 

Por esos días de agosto del 83, Mauricio Carvallo viajó a Temu- 
co y Valdivia y reporteó «en terreno» para la revista Hoy.'* El aboga- 
do Víctor Carmine, ex diputado del Partido Nacional, fue parte de 
ese reportaje. Él defendía a los antiguos dueños de los fundos Nel- 
tume y Carranco de Valdivia que fueron expropiados por la CORA 
y traspasados a la Corfo, como los demás del Complejo Panguipu- 
lli, y estaba en litigio cuando estalló cl escándalo. «Solamente en 
Neltume y Carranco se explotaron unos seis millones de pulgadas 
de madera hasta el momento en que la producción fue paralizada. 
Si consideramos que la pulgada de raulí en pie cuesta dos dólares 
cincuenta centavos, se obtiene la cifra de quince millones de dóla- 
res en solo dos fundos que conozco directamente y que representan 
el 10 por ciento del complejo», señaló Víctor Carmine a Hoy. 

Y a continuación el ex diputado derechista preguntaba: «¿Qué 
ha pasado en los otros predios? ¿Cuánta madera ha salido? ¿En qué 
condiciones? ¿Qué ha pasado con los animales que allí habfa?». Y 
sostiene que «por actuación bastante decidida del señor Ponce, que 
contrató a los abogados Pablo Rodríguez y Evaristo Figueroa, la 
devolución no ha sido posible». 

Mauricio Carvallo continuaba el relato: «Carmine había visto 
una sola vez a Ponce, cuando remataba animales en la hacienda 
Rupanco. Me consta que tiene la carnicería Monumento de Maipú 
y varios negocios ganaderos al detalle». 

Indica también en el reportaje que según Carlos Podlech, Pon- 
ce Lerou era el principal proveedor de carne de los supermercados 
Unimarc. Y que «el comercio ganadero sería —en Chile— la prin- 


cipal actividad de Julio Ponce». 


17 Manuel Salazar, Todo sobre Julio Ponce Lerou. De yerno de Pinochet a millo- 
nario, Santiago, Ediciones Uqbar, 2015. 

!. Mauricio Carvallo, «Revelaciones en el sur», revista Hoy, 24 de agosto de 
1983, 
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Una investigación iniciada por la misma Corfo sobre estos he- 
chos quedó en nada. Eustaquio Proboste entabló un juicio que 
duró tres años, pero la «justicia» fue favorable a Julio Ponce Lerou, 
quien eximido de culpas prosiguió con nuevos ímpetus su vida de 
negocios. En esa nueva era se las arregló para diseñar la arremetida 


final sobre Soquimich. 


La SOCIEDAD MONASTERIO 


Las peripecias económicas del ex yerno continuaron. La sociedad 
ganadera Monasterio Limitada, de propiedad de Julio Ponce Lerou, 
fue otra protagonista de los grandes escándalos del ex yerno. 

La sociedad Monasterio!” fue constituida el 16 de julio de 
1984. Los socios eran la Compañía de Inversiones Agroforestal 
FRAJ Limitada, propiedad de Julio Ponce Lerou, con el 99 por 
ciento del capital, y la sociedad productora de carne Procar Limita- 
da, en la que también tenía el control indirecto Ponce Lerou, con 
el 1 por ciento. 

Monasterio dejó una deuda impaga en la Corfo por-117.244 UF 
según estableció el informe del ex fiscal de la Corfo Guido Machiave- 
llo, cuando se hizo cargo de la Corporación en 1990. El Consejo de 
Defensa del Estado estimó la deuda en una suma más elevada, y su 
presidente Guillermo Piedrabuena se querelló, pero perdió el juicio. 

Procar fue creada como sociedad limitada en 1981, cuando el 
ex yerno de Pinocher era director ejecutivo de la Conaf y presidente 
del Complejo Panguipulli. Formalmente esa sociedad la constitu- 
yeron FRAJ Limitada —que como veíamos se fundó ese mismo 
año—, Eugenio Ponce Lerou y Carlos Stutz Neveu, hombre de 
confianza de Julio Ponce, además de Juan de los Ríos Ramírez. 
Cada socio figuraba con un 25 por ciento. Un hecho curioso: la So- 
ciedad FRAJ, constituida el 5 de octubre de 1981, había comprado 


'2 Escritura Notaría Rubén Galecio. 
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la parcela n* 17 de Conchalí el 28 de junio de 1984 —días antes de 
que naciera la sociedad Monasterio— al mismo Julio Ponce Lerou, 
quien a su vez la había adquirido poco tiempo antes. 

Una operación similar hizo Carlos Stutz Neveu, quien lo mis- 
mo que Ponce Lerou adquirió un predio a parceleros de la reforma 
agraria, y luego lo vendió a FRAJ Limitada. 


Los PRÉSTAMOS DE LA CORFO 


La buena llegada que tenía Julio Ponce Lerou entre los colegas mi- 
lirares de su ex suegro queda en evidencia en los préstamos que le 
otorgó la Corfo, sin una mayor revisión de las condiciones, pese 
a que se trataba de créditos con recursos aportados por el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) que la entidad gubernamental 
gestionaba y avalaba. Ni la acusación de enriquecimiento ilícito ni 
las discutibles maniobras en sus negocios que provocaron polémica 
en agosto de 1983 fueron obstáculo para que esta vez la Corfo le 
otorgara cuantiosos préstamos blandos, con facilidades de pago. La 
serie de créditos obtenidos se inició el 14 de agosto de 1984, un año 
después de la caída que implicó la renuncia a los directorios, con 
un préstamo de quince mil UE, con un 7 por ciento de interés y un 
período de gracia —es decir, sin pagar ni un peso— de cuatro años. 

Monasterio S.A., es decir Ponce Lerou, solicitó los recursos para 
financiar «parcialmente» un proyecto de ganado vacuno en el pre- 
dio La Estancilla, en la comuna de Puchuncaví, región de Valpa- 
raíso. El comité ejecutivo de la Corfo, integrado por los entonces 
brigadieres generales Fernando Hormazábal Gajardo, vicepresi- 
dente ejecutivo de la Corporación; Francisco Ramírez Migliassi, 
director de Odeplan, y Renato Fuenzalida Maechel, representante 
de Pinochet, aprobaron sin más trámite el crédito y la escritura 
pública se firmó en mayo de 1984. 

La condición fue que la parcela n* 17 del proyecto Parcelación 
El Rosal, en la comuna de Conchalí en la Región Metropolitana, 
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quedara hipotecada, y Ponce Lerou dejó en prenda 233 vaquillas, 
además de la fianza solidaria de FRAJ Limitada y de Procar. Otro 
dato llamarivo: esta operación se cerró muy poco después del na- 
cimiento de la sociedad FRAJ Limitada, lo que significaría que la 
sociedad fue armada para obtener el crédito. 

Pero eso fue solo el punto de partida. Tres nuevos acuerdos del 
comité ejecutivo de la Corfo, integrado por los directivos mencio- 
nados antes, aumentaron los préstamos a la sociedad Monasterio 
hasta por 135 mil UF con período de gracia de más de dos años 
y prendas sobre tres mil vaquillas. Esto último fue cambiado unos 
meses después por una hipoteca de ocho parcelas en el sector El 
Abrazo de Maipú, con una superficie sobre los 410 mil metros cua- 
drados. Como en el caso de las parcelas del Rosal de Conchalí, las 
de Maipú también habían sido vendidas por pequeños propietarios 
favorecidos con tierras de la reforma agraria. 

Por lo que se puede ver, Ponce Lerou financió buena parte de 
su actividad ganadera con préstamos blandos que después iba re- 
negociando y dejaba animales en prenda. Monasterio finalmente 
quebró. Según el Informe sobre las privatizaciones de la Comisión 
Investigadora de la Cámara de Diputados, «el remate de estos bie- 
nes fue considerablemente más bajo que el valor del préstamo, 
que significó una pérdida para la Corfo, es deci 
público, de un 64,2 por ciento». 

El ex diputado José Monares y el presidente del Comité de De- 
fensa de Empresas del Estado Pedro Araya presentaron una denun- 

cia el 28 de febrero de 1990 al entonces contralor general de la 
República, Osvaldo Iturriaga, en la que señalaron: «Nos llama la 
atención que la Corfo le preste una suma superior a los ochocien- 
tos millones de pesos, con garantías mínimas, 


lo 
r para el patrimonio 


y además con tantos 
años de gracia [...], lo cual no ha sido usual en la Corfo, lo que a 


nuestro juicio le otorga al señor Ponce Lerou, por el solo hecho de 
ser yerno del general Pinochet, un trato excepcional». Destacaron, 
además, los denunciantes que hasta marzo de 1987 Ponce Lerou 
no había cancelado nada del préstamo y la deuda sumaba 157.580 
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UF. Y anotaron que las vaquillas que al final fueron entregadas a la 
Corfo ese año fueron consideradas al doble del precio real. 


MÁS ANIMALES EN PRENDA 


El 13 de marzo de 1985 Julio Ponce Lerou y Carlos Stutz Neveu 
—en calidad de minoritario—, domiciliados comercialmente en 
avenida Bulnes 377, oficina 707, constituyeron la sociedad agrícola 
Río Bonito Limitada. La administración de la sociedad quedó en 
manos de Ponce Lerou. Y el capital de un millón de pesos de la épo- 
ca lo aportaron con los predios El Pafu y Río Bonito, en la comuna 
de Entre Lagos, los famosos predios del litigio con Proboste. 

De acuerdo a lo que se observa al revisar el Diario Oficial, Ponce 
Lerou hizo funcionar la bicicleta financiera con pedales que encon- 
traba en distintos bancos privados de esos años. El 7 de marzo de 
1985 figura constituyendo prenda por quinientos animales bovinos 
hembras, raza overo negro, entre 18 y 24 meses de edad, con un 
peso aproximado de 250 kilos cada uno, marcados con letras «FR», 
a favor del Banco de Crédito e Inversiones (BCI). El 15 de mayo de 
1985 —antes de recurrir a la Corfo— la Compañía de Inversiones 
Agroindustrial FRAJ Limitada constituyó prenda por 750 vaquillas 
a favor del Banco O”Higgins. 

En junio de 1985 ERAJ Limitada aparece en una escritura de 
prenda «sobre diez mil animales ovinos hembras raza corriedale, de 
dos años de edad, marcadas con letras FJ con pintura lanar en el 
lomo». Un mes después, en julio de ese año, Ponce Lerou dejó en 
prenda 488 vaquillas de diferentes razas al mismo BCI, y en agosto 
de 1985, otras 251 al Banco Nacional. En octubre volvía Agríco- 
la FRAJ Limitada, representada por Julio Ponce Lerou, a efectuar 
prenda ante el BC, esta vez por cuatrocientas ovejas hembras.” 


29 Escrituras Notaría Patricio Zaldívar Mackenna, Diario Oficial, 1 abril, 
15 de mayo, 1 de junio, 15 de julio, 16 de agosto y 15 de octubre de 1985. 
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Entretanto, y pese a los ejercicios de gimnasia financiera, la 
Corfo no recibió el pago del cuantioso crédito que le había otorga- 
do. Como indican documentos a los que tuve acceso, no fue paga- 
do por Monasterio el crédito por ciento cincuenta mil unidades de 
fomento y solo se pagaron parcialmente los intereses. A pesar de la 
morosidad —de capital e intereses—, no hubo juicio. 

La Corfo finalmente se quedó con las doce parcelas y mil seis- 
cientas vaquillas de reproducción preñadas de raza hereford, clavel 
alemán y overo negra. Se fijó como fecha de liquidación de la deuda 
de Monasterio la misma del acuerdo del Consejo de la Corfo, esto 
es el 30 de marzo de 1987. Pero la «dación en pago», es decir el 
momento en que la Corfo tomó las hipotecas y prendas, se «per- 
feccionó» quince meses más tarde. De acuerdo con los resultados 
del peritaje efectuado después de terminado el régimen militar, la 
Corfo debió absorber una pérdida del orden de las ochenta mil UF 
por las parcelas y de más de 37 mil UF por el ganado, 
recibió animales de peor calidad a los ofrecidos y aqu 


bió pagar cuarenta millones de 
cuidado, 


«debido a que 
e, además, de- 
pesos por IVA y gastos de traslado, 
mantención y administración del ganado». Se deduce del 
informe de los expertos que los terrenos y los anim 


ales entregados 
en prenda estaban sobrevaluados. 


MIRANDO HACIA EL NORTE 


Mientras todo eso ocurría en sus negocios personales, 
Lerou dirigió su mirada hacia el norte y avanzaba a p 
tados en la privatización de lo que llegaría a ser el 
imperio económico: Soquimich. 

Desde fines de los setenta, cuando fue gerente de empresas de 
la Corfo y miembro de directorios de importantes compañías que 
fueron del Estado, pudo observar las posibilidades que podría llegar 
2 tener el negocio de la minería no metálica. Y cuando asumió la 
presidencia de Soquimich en 1980 se llevó a gente de su confianza 


Julio Ponce 


asos agigan- 


centro de su 
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que lo ayudó a preparar el camino para aterrizar. En esta magna 
operación colaboraron, por cierto, sus amigos oficiales de Ejército 
que dirigían la Corfo, y lo acompañaron algunos cercanos, como su 
padre y su hermano Eugenio. 

El salitre y las sales del norte han estado ligadas a la historia de 
Chile como República, no siempre de manera feliz. La Guerra del 
Pacífico y la crisis del presidente José Manuel Balmaceda tuvieron 
relación con el disputado salitre que durante años fue llamado el 
«oro blanco». La explotación calichera que se había iniciado en el 
país hacia 1830 y que llegó a su auge a fines del siglo xIx y princi- 
pios del xx se detuvo hacia 1930, debido al descubrimiento y apli- 
cación del salitre sintético después de la Primera Guerra Mundial, 
lo que derivó en bajos precios de la materia prima chilena. Pero 
quedaron vastas extensiones de yacimientos explotables. Además, 
el subsuelo y el suelo de la pampa calichera encerraban otros ricos 
minerales, como el potasio, el yodo, el litio y el manganeso, que 
actualmente tienen importantes aplicaciones. 

La Sociedad Química y Minera de Chile (Soquimich) nació en 
1968 como parte de un plan para reorganizar la industria chilena 
del salitre. En sus inicios, la propiedad de la empresa era comparti- 
da por el Estado, a través de la Corporación de Fomento, y los capi- 
tales privados, aportados por la Compañía Salirrera Anglo Lautaro 
S.A, En 1971, bajo el Gobierno de la Unidad Popular, la empresa 
pasó completamente a manos del Estado de Chile. 


LA PRIVATIZACIÓN 


Hasta el 31 de diciembre de 1982, la Corfo era dueña del 99,99 
por ciento de las acciones de Soquimich, y Endesa propietaria del 
0,01 por ciento restante. El presidente de la compañía cra Julio 
Ponce Lerou. 

En 1983, cuando todavía el ex yerno presidía Soquimicb y era 
el mandamás de la Corfo, empezó de a poco y sin mucho ruido 
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la privatización de la empresa. Los primeros en comprar acciones 


hicieron negocios fabulosos, si se calcula la rentabilidad obtenida 
por esos títulos. Entre esos accionistas que se beneficiaron e las 
operaciones gracias a la información que tenían está la sociedad 
Cemin —o CSM—, también dueña de acciones de CAB liderada 
por el empresario Juan Rasmuss, quien hizo amistad con Ponce 
Lerou, y el padre de Julio Ponce Lerou, Julio Ponce Zamora. No es 
posible dilucidar si las acciones adquiridas por Ponce Zamora eran 
en realidad suyas o representaba los intereses de su hijo. 

En la sesión del 10 de febrero de 1983 Julio Ponce Lerou, por 
ese entonces gerente de empresas de la Corfo y representante de esta 
en la Subcomisión de Venta de Activos, habría argumentado que el 
responsable de los precios de las empresas por privatizar debía ser el 
vicepresidente ejecutivo de la Corfo por representar a los dueños de 
las acciones. Asimismo, habría señalado en esa oportunidad que «la 
Comisión de Venta de Activos es el Consejo de la Corfo». 

Ponce Lerou propuso que se autorizara en forma general al vice- 
presidente ejecutivo para proceder a la venta de acciones de Soqui- 
mich —y también de Endesa—, a través de la Bolsa de Comercio, 
hasta un 30 por ciento del capital de las sociedades anónimas filiales 
de la Corfo. La propuesta dio lugar al Acuerdo n* 687, que señala que 
las ventas deben efectuarse conforme a la Ley 18.045 y en las propor- 
ciones que determine la Comisión de Venta de Activos del Estado. El 
31 de diciembre de 1983 la Corfo era aún dueña del 98,7 por ciento 
de las acciones de Soquimich. La compañía Cemin tenía un 0,8 por 
ciento. Pero ya estaba abierta la senda para la privatización, 

Cuando Ponce Lerou debió dejar los cargos públicos ante el 
cuestionamiento por sus negocios, los hombres del ex yerno siguie- 
rOn en sus puestos en Soquimich. Salvo Patricio Contesse, quien 
asumió otras tareas —sin separarse del grupo— e hizo un recorrido 
por altos cargos en la CAP y Codelco. 

Quienes trabajaban en Soquimich sabían que el destino del 
yodo y los nitratos sería próspero, imaginaban un futuro esplen- 
dor para el potasio y algunos, como Julio Ponce Lerou y Patricio 
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Contesse, lograron apreciar lo que podría significar el litio en el 
futuro. Además, al dictar Pinochet el Código de Minería en 1983, 
se estableció un período de seis meses durante el cual solo la Cor- 
poración de Fomento de la Producción podría presentar «pedimen- 
tos y manifestaciones mineras», es decir, solicitudes para explorar y 
explotar los minerales «respecto de nitratos y sales análogas, yodo 
y compuestos químicos de estos productos». La Corfo realizó estas 
manifestaciones y luego las traspasó a Soquimich. 

Ello derivó en que el 90 por ciento del salitre y el yodo conoci- 
dos en Chile sean propiedad de Soquimich.?' La cláusula, que tenía 
sentido tratándose de la Corfo o de una empresa estatal, terminó 
favoreciendo a Ponce Lerou y los inversionistas privados que logra- 
ron controlar esta empresa. 

Lentamente, los porcentajes privatizados fueron aumentando. 
Ya en junio de 1985 Cemin alcanzaba un 2,46 por ciento y Julio 
Ponce Zamora un 0,19. 

El 27 de enero de 1986, en la sesión n” 139 del Consejo de la 
Corfo, se acordó autorizar al vicepresidente ejecutivo general de 
Ejército Fernando Hormazábal Gajardo para vender hasta el 49 
por ciento del capital de Soquimich y otras empresas del Estado. 
Durante ese año, bajo la batuta del ministro de Hacienda, Hernán 
Búichi, el Estado avanzó en forma considerable en desprenderse de 
parte de sus empresas: el 17 de octubre de 1986 se acordó vender 
en Bolsa acciones de Soquimich. La Corfo mantuvo en su poder un 
35 por ciento del total de las acciones y reservó un 7,5 por ciento 
para vender directamente a los trabajadores, según se anunció. 


21 Código de Minería, Artículo 20 de las Disposiciones Transiciones. Pro- 
mulgado el 26 de septiembre de 1983. Lleva la firma del general Augusto 
Pinochet, del ministro de Minería Samuel Lira Ovalle y del de Justicia Jaime 
del Valle Alliende, además de los representantes de las cuatro ramas de las 
Fuerzas Armadas. 
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MISTERIOS DEL MAR 


El padre de los Ponce Lerou, Julio Ponce Zamora, desde el co- 
mienzo del proceso fue accionista privilegiado. El 21 de abril de 
1987, cuando culminaba la privatización de la ex empresa estatal, 
Ponce Zamora y su hijo Eugenio Ponce Lerou constituyeron una 
sociedad de papel, Inversiones del Mar. Pero lo curioso es que la 
forma de aportar capital fue a través de acciones de Soquimich: 
365.585 el padre y 25.226 el hijo, que en ese tiempo ya era gerente 
de Soquimich. 

Unas semanas después, en mayo, se precisa en una escritura que 
la socia mayoritaria de Inversiones del Mar S.A. es Alicia Lerou Ba- 
llesteros —la madre— y no Ponce Zamora. Ambos en ese tiempo 
vivían en Maitencillo, en la avenida del Mar n” 2970, frente a la 
playa.” En 1989 la convirtieron en Inversiones del Mar S.A. 

La estructura de propiedad de Soquimich es compleja. Detrás 
del holding en el que figuran numerosas empresas que han au- 
mentado con los años está la arquitectura de lo que hoy se conoce 
como «cascadas», que son «sociedades de papel» que a su vez son las 
principales accionistas de la empresa productiva. Pero detrás de las 
- «cascadas» existe otro entramado constituido por las denominadas 
sociedades «aguas arriba», que rematan en misteriosas firmas con 
denominaciones en inglés y reminiscencias marítimas. Son inver- 
siones fuera de Chile, registradas en paraísos tributarios que ocultan 
la identidad y manejos de sus socios: The Pacific Trust, Pacific At- 
lantic Trading, SQ Grand Cayman Corporation e Inversiones SQ. 

Cuando el 23 de marzo de 2015 Julio Ponce Lerou declaró ante 
los fiscales Sabas Chahuán, Carlos Gajardo, Pablo Norambuena y 
Emiliano Arias, se refirió a parte de esa red: «Hace más de vein- 
te años formé un Trust llamado Pacific Atlantic Trading Corp. en 
beneficio de mis hijos y ese Trust adquirió acciones de la sociedad 


* Escritura Notaría de Eduardo San Martín Urrejola. Diario Oficial, 14 de 
mayo de 1987. 
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Norte Grande, que a su vez tenía acciones de Oro Blanco, que a su 
vez tenía de Calichera. Calichera partió teniendo un 5 por ciento o 
7 por ciento de la empresa Soquimich». 

En esa oportunidad Ponce Lerou dijo que Pampa Calichera «fue 
formada antes de que yo tuviera relación con ella. Fue formada por 
los trabajadores de Soquimich con el programa de capitalización 
popular impulsado por el Gobierno de la época». 

Y más adelante agregó que a principios de los noventa, el Trust 
«formó una sociedad llamada SQ, adquirió los activos y pasivos 
de Norte Grande y entró a la propiedad con alrededor del 40 por 
ciento de dicha compañía. En el transcurso de los años, median- 
te aumentos de capital, estas sociedades fueron aumentando su 
participación en Soquimich, llegando al veintitantos por ciento». 

En la Memoria de Pampa Calichera se señala, asimismo, que al 
31 de diciembre de 2014 el controlador de Norte Grande S.A. es la 
Sociedad de Inversiones SQYA Limitada, «cuyo controlador final 
es don Julio Ponce Lerou, con el ciento por ciento de la Sociedad 
de Inversiones SQYA Limitada. Y que esta, por su parte, controla 
actual e indirectamente el 29,93 por ciento de las acciones de SQM 
S.A.». A su vez, SQYA es de Inversiones SQ, la que es propiedad 
del Trust aludido por Ponce Lerou. 


EL ABOGADO GUZMÁN 


Un artífice clave de ese diseño es un estrecho colaborador de Ju- 
lio Ponce Lerou, quien está involucrado en la investigación por 
las cascadas y por las boletas y facturas falsas: el abogado Roberto 
Guzmán Lyon, quien fue formalizado por segunda vez el 14 de 
septiembre y el juez Luis Avilés le mantuvo el arresto domicilia- 
rio nocturno. 

«Lo conozco hace 27 años por intermedio de un tío muy ami- 
go mío, cliente y empresario Rubén Cruz Ponce, tío de Julio, hoy 
fallecido. Soy su abogado personal en algunas materias», declaró 
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Guzmán a la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) el 27 
de marzo de 2013, a propósito de la investigación por las casca- 
das, indica un reportaje del diario La Tércera el 3 de noviembre de 
ese año.? 

El abogado «participó en la creación, en 1988, de dos de las so- 
ciedades cascadas: Norte Grande y Oro Blanco», indica ese artícu- 
lo. «Pero también constituyó Inversiones SQ y ha actuado por SQ 
Grand Caymand Corp., Pacific Trading Corporation y The Pacific 
Trust, las sociedades que permiten a Julio Ponce ejercer el control 
de SQM»p. : 

Los nombres de las cascadas inspirados en la nortina zona desde 
donde extraen los minerales han escondido el poder del ex yerno de 
Pinochet, sus socios y familiares. Pampa Calichera, Oro Blanco y 
Norte Grande nacieron con acciones de trabajadores, pero quienes 
tuvieron el control son Julio Ponce Lerou y su grupo. 


PAMPA CALICHERA 


En noviembre de 1986 nació la sociedad Pampa Calichera, cuyo 
objetivo exclusivo fue «invertir en acciones de la sociedad anóni- 
ma Soquimich». Los principales accionistas de Pampa Calichera 
fueron la sociedad Oro Blanco S.A. (17,7 por ciento) y Sociedad 
de Inversiones del Mar (0,74 por ciento). El resto de las acciones 
estaba repartido entre empleados de la empresa. 

Según han comentado después algunos ejecutivos que se dis- 
tanciaron de Julio Ponce Lerou, como Eduardo Bobenrieth y el 
abogado Armando Gutiérrez Nilo, ellos creían que Pampa Cali- 
chera sería realmente una sociedad «de los trabajadores». Incluso 
Bobenrieth ha manifestado que fue él quien la diseñó. Lo claro es 


2 Víctor Cofré y Carolina Pizarro, «El rol del creador de las cascadas en el 


esquema de negocios denunciados por la Superintendencia», La Tercera, 3 de 
noviembre de 2013. 
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que Ponce Lerou tomó el control en sus manos y Pampa Calichera 
fue un instrumento clave para la toma de control de la empresa por 
parte de Ponce Lerou, Contesse y los más cercanos. Y siguió ju- 
gando ese rol, como ha quedado en evidencia en el caso Cascadas, 
además de ser sociedad «madre» de un conjunto de empresas filiales 
y relacionadas. 

La figura que adoptó Pampa Calichera era similar a la de las 
Chispitas en el caso de Chilectra. La controlaron dueños y eje- 
cutivos de la empresa y rápidamente llegó a ser poseedora del 20 
por ciento de las acciones de Soquimich, gracias a las operaciones 
efectuadas por Ponce y su clan al amparo de las fórmulas del de- 
nominado «capitalismo popular». Entre los accionistas principales 
de Soquimich figuraron también otras sociedades de inversiones 
presuntamente extranjeras y chilenas, además de las Asociaciones 
de Fondos Previsionales (AFP), a las que el Gobierno permitió au- 
mentar su participación en las empresas que se privatizaban. 

Al 31 de marzo de 1988 Soquimich era en un ciento por ciento 
privada y su principal accionista era Pampa Calichera, que reunía 
el 15,2 por ciento de la propiedad. Y en diciembre de 1989, al ter- 
minar la dictadura, Pampa Calichera tenía el 20 por ciento del total 
de la empresa controlada por Julio Ponce Lerou, quien la presidía 
desde septiembre de 1987. 


EL SAQUEO INICIAL 


Un informe de la Contraloría General de la República del 21 de 
agosto de 1991 —como señalé en el libro El saqueo de los grupos eco- 
nómicos al Estado chileno— emitió un informe sobre la enajenación 
de las acciones de Soquimich entre 1983 y 1988, en el que indicó 
que la Corfo «obtuvo un precio por acción inferior a los valores es- 
timados, ya que solo registró ingresos equivalentes al 29 por ciento, 
53 por ciento y 59 por ciento de la proyección de los años 1986, 
1987 y 1988 respecrivamente». 
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Según la Contraloría, la Corfo vendió entre 1983 y 988 el to- 
tal de su inversión en esta empresa (123.490.005 acciones) en un 
monto de 119,982.594 dólares. Y señaló que «de mantenerse las 
utilidades de la sociedad en el nivel del último año, obtendría por 
concepto de dividendos en 2,5 períodos aproximadamente». En 
otros términos, ese informe sostiene que la Corfo habría obtenido 
a través de los dividendos en dos años y medio el equivalente a 
todo el ingreso de la venta de las acciones de Soquimich, si hubie- 
ra conservado su patrimonio. Se podría considerar que ese fue el 
botín inicial. 

Al observar la evolución de los usos de los productos mine- 
rales no metálicos y los precios alcanzados, es posible pensar que 
la pérdida fue mucho mayor, y el negocio para Julio Ponce Lerou 
—como está a la vista—, de una magnitud que pocos podían ima- 
ginar en 1990 cuando llegó a su fin el régimen militar encabezado 
por Augusto Pinocher. 

Con la privatización se entregó prácticamente el total de las 
reservas de minerales no metálicos del país. Soquimich, tal como 
se sostiene en las memorias institucionales, «es un productor y co- 
mercializador integrado de fertilizantes de especialidad, químicos 


A industriales, yodo y carbonato de litio». 


En los años siguientes Julio Ponce Lerou se preocupó de afianzar 
su imperio y de evitar que los cambios políticos que experimentó el 
país con el inicio de la transición a la democracia hicieran peligrar 
sus conquistas. Su brazo derecho en esta tarea que incluyó impor- 
tantes «Inversiones en política» fue, durante un cuarto de siglo, el 
formalizado ex gerente Patricio Contesse. Su silencio vale oro. 
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El botín de las pampas 


Para Julio Ponce Lerou la privatización de Soquimich, después de 
los peripecias que debió pasar en los ochenta, fue un logro funda- 
mental. Desde que estaba en los directorios de las ex empresas del 
Estado y en la Corporación de Fomento (Corfo) detectó las posibi- 
lidades que estas presentaban. Por eso, el hecho de que la Sociedad 
Química y Minera de Chile fuera su elegida no es algo casual. Con 
ella se hacía de un botín constituido por riquezas naturales prove- 
nientes del norte de Chile, que muchos creían despreciable, pero él 
y sus lugartenientes sabían que el porvenir sería promisorio. Solo 
tenían que organizar en forma «eficiente» la extracción de las ma- 
terias primas, bajar costos —lo que fue casi sinónimo de despidos 
de trabajadores—, hacer algunas inversiones y desplegar una red de 
ventas para incursionar en los mercados. . 

Antes de la privatización había avanzado. Se hablaba de Soqui- 
mich como «empresa quebrada» —al menos deficitaria—, con lo 
que le resultó más fácil quedarse con ella, con sus extensos territo- 
rios, y explotar las pertenencias mineras. 

Con el apoyo de sus amigos de la Escuela de Chicago, encabe- 
zados por el entonces ministro de Hacienda, Hernán Biichi, y bajo 
la pantalla del «capitalismo popular» le fue fácil a Julio Ponce Lerou 


tomar el control, quedarse con la empresa pública y tener acceso 4 
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los primeros estudios que inició la Corfo. Después, en la década de 
los noventa, amarró las bases de su negocio. En un clima en que 
el argumento de la falta de recursos económicos del Estado era un 
límite para la inversión, los directivos de la Corporación de Fomen- 
to en los gobiernos de Patricio Aylwin y Eduardo Frei Ruiz-Tagle 
firmaron contratos con el ex yerno de Pinochet en condiciones más 
que favorables para el avezado negociante. 

Cuando privatizaron Soquimich, Julio Ponce Lerou y su grupo 
de empleados de confianza conocían parte de los secretos que ence- 
rraban esas pampas nortinas ricas en minerales. Sabían que la crisis 
del salitre no había puesto punto final a las posibilidades de los 
nutrientes naturales y que, además del caliche, que se continuaba 
explotando en el norte chileno, existían otros recursos que llegaron 
a tener gran acogida en el mundo. 

Como ingeniero forestal familiarizado con los campos y los ga- 
nados, Ponce Lerou captaba la importancia de la industria de ferti- 
lizantes y lo que estos significan en la producción de alimentos. En 
los amplios territorios de la Sociedad Química y Minera de Chile, 
en la Segunda Región de Antofagasta, quedaron las históricas ofi- 
cinas salitreras de Pedro de Valdivia y María Elena, donde se ob- 
tenfan nutrientes a partir del procesamiento del caliche. También 
Soquimich estaba ya en ese entonces a la cabeza de la producción 
de yodo a nivel planetario, y empezaba a trabajar el potasio que es 
hoy un producto de alta venta en los mercados de América Central 
y del Sur. 

En medio del vendaval de informaciones que en los últimos 
meses aluden al holding Soquimich, el 22 de septiembre el geren- 
te general Patricio de Solminihac —a través de un comunicado— 
anunció el cierre de las faenas de explotación de salitre y yodo en 
la legendaria planta Pedro de Valdivia. En adelante, la producción 
de yodo de Soquimich —dijo— se concentraría en Nueva Victo- 
ria, cerca de Iquique en el extremo norte, por una razón de costos, 


según argumentó. La decisión le significaría la pérdida del empleo 
a más de setecientos trabajadores. 
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Pauline de Vidts, vicepresidenta de personas y sustentabilidad 
de SQM, señaló en entrevista al diario Pulso: «Pedro de Valdivia 
opera con un diseño tecnológico que data de principios del siglo 
pasado, de 1931, y que tiene sus rigideces [...] Y, en contraste, en 
Nueva Victoria tenemos una operación mucho más moderna y que 
tiene todos esos atributos que permiten dar flexibilidad operacional 
y mayores eficiencia y productividad». 

Según la ejecutiva, el proceso en Nueva Victoria permite produ- 
cir el yodo a un costo muy inferior al de Pedro de Valdivia y recalcó 
que los precios del yodo han sido «significativamente inferiores en 
el último par de años». No obstante, en la Memoria de 2014 de 
Soquimich no hay referencia a problemas en la Oficina de Pedro 
de Valdivia, donde a partir del caliche se extraen nitratos y yodos. 

La decisión aparece como una curiosa señal en un escenario re- 
vuelto y cargado de tensiones entre Soquimich, el Estado de Chile 
y la justicia, 


Los CHICAGO BOYS EN EL DIRECTORIO 


Junto con completar la privatización, en 1988 se inició la retirada de 
los militares del directorio de Soquimich. Ingresaron en su reempla- 
zo connotados civiles cercanos a Pinochet, como el ex ministro de 
Hacienda Sergio de Castro, que acompañó a Julio Ponce Lerou hasta 
1992, Además, De Castro fue también en esa época director de la 
filial Industrias Químicas del Yodo (Inquim S.A.). También se incor- 
poró el ex director de Presupuesto Juan Carlos Méndez y el econo- 
mista José Pedro Donoso Pinto, que formó parte de la plana ejecutiva 
del grupo Cruzat-Larraín, Otros civiles que estuvieron muy presentes 
en esos años fueron el ex ministro de Minería Enrique Valenzue- 
la Blanquier, quien presidió Soquimich en dictadura, y Abel Valdés 
Sáenz, vicepresidente del directorio que presidía Julio Ponce Lerou. 
En 1990 entró al cuerpo directivo de Soquimich, que ya em- 
pezaba a ser conocida por su sigla SQM, otro connotado Chicago 
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boy de la primera generación: Ernesto Fontaine Ferreira-Nóbriga, 
amigo de Sergio de Castro y profesor durante décadas de la Escuela 
de Economía de la Universidad Católica. Fontaine, quien participó 
además, al comenzar los noventa, en el directorio de la filial SQM 
Fertilizantes, era el padre del economista Paul Fontaine, uno de los 
asesores del equipo programático de Marco Enríquez-Ominami en 
su campaña de 2009 y que después respaldó la candidatura presi- 
dencial de Sebastián Piñera. De menos perfil público que Sergio de 
Castro, Ernesto Fontaine, otro de los «gurúes» del modelo neolibe- 
ral, murió en enero de 2014. 

El vicepresidente en esa época era el actual gerente general, Pa- 
tricio de Solminihac Tampier, ingeniero comercial de la Universi- 
dad Católica y máster en Chicago, otro de los históricos hombres 
de confianza de Ponce Lerou. Había llegado a Soquimich en 1988 
y fue gerente general hasta 1990, cuando llegó a ese cargo Patricio 
Contesse. De Solminihac pasó a ser vicepresidente y desde enero 
de 2000, subgerente del holding, hasta que en marzo de 2015 sus- 
tituyó a Contesse. 

Patricio de Solminihac es hermano de Hernán, ex decano de la 
Facultad de Ingeniería de la Universidad Católica y ex ministro de 
Sebastián Piñera, primero de Minería y luego de Obras Públicas. 

Cuando el 9 de abril fue a declarar como imputado ante los fis- 
cales Carlos Gajardo y Emiliano Arias, Patricio de Solminihac dijo 
que la relación entre el presidente y el gerente general era frecuente. 
Y señaló: «Nuestras oficinas están las tres juntas en el piso seis de 
Los Militares o el Trovador 4285 y ellos se juntaban de manera 
periódica. Por supuesto, lo que pasaba al interior de las oficinas 
yo lo desconozco. Pero evidentemente Patricio Contesse era una 
persona de confianza de Julio Ponce Lerou [...] desde que yo llegué 
a la empresa», 

El directorio era muy similar en 1991, y en Soquimich Nitra- 
tos, una de las filiales, se incluyó al ex ministro de Economía Pablo 
Baraona Urzúa. En 1992 aparecieron Juan Hurtado Vicuña y Her- 
rán Biichi, quienes estuvieron en el directorio junto a Julio Ponce 
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Lerou durante casi toda la década de los noventa. Biichi se mantuvo 
desde esa época como uno de los puntales del ex yerno de Pinochet 
en el directorio de la matriz del holding. A su vez, Eugenio Ponce 
Lerou, el hermano que ha acompañado a Julio Ponce en sus nego- 
cios por décadas, era gerente general de Soquimich Fertilizantes y 
miembro del directorio de otras filiales. El compadre de Julio Pon- 
ce, Carlos Stutz Neveu, con quien trabajó en tiempos de la Conaf, 
tenía el mismo cargo en Soquimich Comercial. 


En MIRAFLORES 222 


Al empezar la transición a la democracia, Julio Ponce Lerou, con 
Soquimich en sus manos, puso todo el empeño en la producción 
de salitre y yodo y en algunos otros nutrientes como sales potási- 
cas. En la Memoria de la empresa de 1991, en su calidad de presi- 
dente del directorio, destacaba que SQM era «líder mundial en la 
producción de yodo», que en ese año «aumentó un 25 por ciento 
respecto al anterior». Declaró en esa oportunidad que la empresa 
«tiene el firme propósito de serlo también en el de nitrato de po- 
tasio», y anunció la construcción de una planta de sulfato de sodio 
en Pedro de Valdivia. 

La sede central de Soquimich a principios de los noventa es- 
taba en el piso 11 del edificio de Miraflores 222, en el centro de 
Santiago. Una coincidencia que hoy toma ribetes de escenario de 
política-ficción: esa torre de 35 pisos fue la primera construcción 
que emprendieron Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano 
a fines de los ochenta. La bautizaron como edificio Las Américas. 
En ese lugar los Penta instalaron también su sede hasta su traslado 
a la avenida El Bosque Norte. 

El directorio de Soquimich —que tenía oficinas en sus territorios 
nortinos en las plantas María Elena, Pedro de Valdivia y en la ciudad 
de Antofagasta— y de prácticamente todas las relacionadas lo pre- 


sidía en 1990, muy en su estilo, el mismo Ponce Lerou. El gerente 
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general era Patricio Contesse González, mientras que Patricio de 
Solminihac, sucesor de Contesse desde marzo de 2015, ocupaba la 
vicepresidencia. A su vez, Jaime Contesse, el hermano de Patricio, 
quien reemplazó a Ponce Lerou en la dirección de la Conaf en los 
ochenta, fue en los noventa gerente general de Chilean Nitrate Cor- 
poration y de SQM lodine Corporation USA, ambas con domicilio 
en Estados Unidos. 

Varios de los ejecutivos que aún se mantienen y han aparecido 
en torno a los problemas de las cascadas y de las evasiones tributa- 
rias están en Soquimich desde los noventa. Es el caso de Ricardo 
Ramos, vicepresidente de Finanzas y Desarrollo de SQM, desde 
1994, empleado de Soquimich desde hace 24 años. Entre 1995 
y 1997 fue vicepresidente de Pampa Calichera, y después pasó a 
ser miembro del directorio de otras sociedades claves del holding 
como Soquimich Salar y Soquimich Comercial, la que preside has- 
ta 2015. 

Desde esa época también el fiscal de Soquimich era el abogado 
egresado de la Universidad Católica Matías Astaburuaga Suárez, 
iÉ quien continúa en ese cargo hasta hoy. 

En esos años entre los abogados de la empresa estaba Alberto 
Ayala Gutiérrez, ex fiscal de la zona oriente de Santiago, quien 
empezó a asesorar al Sindicato de Profesionales Universitarios, 
Técnicos y Supervisores de Soquimich en 1985. Después cruzó 
a la vereda de la empresa y entre 1989 y 2000 trabajó directa- 
mente para el holding de Ponce Lerou. Por esa razón se inhabi- 
litó cuando en enero de 2015 surgió lo que en un comienzo se 
denominó la «arista Soquimich» del caso Penta. En agosto de 
2015 Ayala fue nombrado por el fiscal nacional Sabas Chahuán 
fiscal regional de Antofagasta, lo que ha causado críticas en el 
Ministerio Público y en medios de comunicación, no solo por 
el hecho de que ha tenido sucesivos cambios de sedes, sino por- 
que su radio de acción está en las cercanías de la controverti- 


da empresa del ex yerno de Pinochet, donde él trabajó más de 
once años, 
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UNA INTRINCADA RED 


Por ese entonces, la compañía no se había multiplicado en las más 
de cincuenta empresas relacionadas que llegó a tener el holding 
después. Pero destacaban algunas que siguen presentes, como So- 
quimich Comercial, SQM Nitratos, SQM Yodo, Nitratos Natu- 
rais Do Chile (Brasil), Nitrate Corporation of Chile (Inglaterra) y 
SQM Corporation N.V. en Antillas Holandesas. Detrás de la red 
de empresas operativas seguían las originales sociedades de inver- 
siones Pampa Calichera, Oro Blanco y Norte Grande, mediante las 
cuales tomó el control y ha seguido manejando los hilos del poder 
del holding. Después, esa malla se hizo mucho más compleja. 

Al 31 de diciembre de 2014, el grupo controlador —+es decir, 
Julio Ponce Lerou— tenía alrededor de un 30 por ciento de las ac- 
ciones de la matriz del holding SQM, a través de la sociedad Pampa 
Calichera (19,69 por ciento), Potasios de Chile (6,91 por ciento) 
e Inversiones Global Mining Chile Limitada (3,34 por ciento), se- 
gún datos de la Memoria anual, 

A su vez, su socio internacional, la canadiense Potash Cor- 
poration of Saskatchewan Incorporated, la mayor productora de 
potasio en el mundo, tiene tres sociedades: Inversiones El Boldo 
Limitada, con casi un 18 por ciento; Inversiones Rac Limitada, 
con 8,13 por ciento, e Inversiones PCS Limitada, con un 5,9 
por ciento. Así, mediante esas sociedades supera el 30 por cien- 
to. Pero «el grupo Pampa y Kowa suscribieron el 21 de diciem- 
bre de 2006 un Acuerdo de Acción Conjunta que les permite, 
actualmente, controlar un 32 por ciento de la totalidad de las 
acciones de SQM y tal circunstancia les permite tener la calidad 
de controlador de la misma», indica la Memoria. Ese pacto se 
ha mantenido desde esa fecha y le ha permitido a Ponce Lerou 
ejercer el control. 

La relación entre Ponce Lerou y la compañía canadiense ha es- 
tado cargada de tensión desde sus orígenes, cuando en 2001 entró 
a la propiedad después de una venta de acciones de las AFP. Los 
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socios lograron tener unos años relativamente calmados hasta que 
a partir de 2006 se agudizó la disputa por el control del preciado 
botín: Los avatares del caso cascadas aumentaron la presión. La 
disputa tuvo un punto culminante el 18 de marzo de 2015, cuando 
los directores que representaban a Potash abandonaron el direc- 
torio. Algo más de un mes después eligieron en esos cargos a tres 
ejecutivos de la compañía canadiense. 

Dentro de esa intrincada red de poder aparece también The 
Bank of New York Mellon, depositario de los ADRs, que son los 
bonos vendidos por SQM en la Bolsa de Nueva York, con un 23,5 
por ciento del holding. Con todos los problemas legales que el gru- 
po enfrenta, esta arista es una las más delicadas para Ponce Lerou 
y su grupo. 

Detrás de las denominadas «cascadas» hay otras sociedades de 
papel. De acuerdo a un organigrama que ilustra la Memoria, la 
situación de control la encabeza Inversiones SQ Limitada —de 
Ponce Lerou— que, a su vez, es dueña del 99,9 por ciento de In- 
versiones SQYA Limitada. Y SQYA controla el 67,5 por ciento de 
Norte Grande, la matriz de las cascadas. Por su parte, Norte Gran- 
de tiene más del 76 por ciento, tanto en Sociedad de Inversiones 
Oro Blanco como en Nitratos de Chile S.A., y esta, a su vez, es la 
«dueña» de Porasios de Chile, con el 98,9 por ciento de las accio- 
nes. La intrincada red continúa y, en resumen, se puede decir que 
Pampa Calichera pertenece en un 88,6 por ciento a Oro Blanco y 
en más de un 10 por ciento a Potasios de Chile S.A. Finalmente, se 
llega a SQM S.A., donde —como indicaba antes— el control de 
Ponce Lerou se expresa a través de Pampa Calichera, Potasios de 
Chile e Inversiones Global Mining Chile Limitada. 


JUNTO AL VALLE DE LA LUNA 


Las formas de extracción y las posibilidades de aplicaciones que se 
vislumbraban para los minerales no metálicos de los salares eran 
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LA «MAGIA» DEL LITIO 


analizadas por profesionales en la Corfo, cuando apenas se conver- 
saba sobre su existencia y las posibles aplicaciones entre científicos 
y especialistas. 

Bajo dictadura, en los años setenta, la entonces empresa estatal 
encabezada por Ponce Lerou siguió de cerca los pasos que se daban. 
Un representante de Soquimich, o SQM, como se le conoce hoy, 
tuvo un lugar en el Comité de Sales Mixtas que creó la Corfo pre- 
cisamente para desarrollar investigaciones en un campo estratégico 
del que poco o nada se hablaba: la extracción del litio y del ie 
en el salar de Atacama. 

El salar pertenecía en esa época a la comuna de El Loa, en la 
región de Antofagasta. Después pasó a ser parte de la comuna de 
San Pedro de Atacama. A una altura de más de 4.300 metros sobre 
el nivel del mar, a 1.700 kilómetros de Santiago, y a poco más de 
cien kilómetros de la ciudad de Calama y del mineral de Chuqui- 
camata, está uno de los centros turísticos de Chile más concurridos 
por turistas de todo el mundo. Los visitantes se sienten atraídos por 
la historia de pueblos ancestrales, por el Museo Arqueológico del 
padre Gustavo Le Paige, los espectaculares paisajes del Valle de la 
Luna, las reservas de flamencos, los géiseres del Tatio, en medio de 
la majestuosidad de los salares. 

A la derecha, en una ruta solitaria, un letrero verde rectangular 
da indicaciones: «Camino a Soquimich Salar», clavado en las arenas 
claras que se extienden por kilómetros. Más allá están las lagunas 
altiplánicas, precedidas por las pampas, desde donde se extraen los 
preciados minerales no metálicos a partir de las salmueras. 


La «MAGIA» DEL LITIO 
El litio había sido descubierto en 1817 por el científico sueco Jo- 
han August Arfwedson, y desde comienzo del siglo xx se empezó a 


usar en farmacología para el tratamiento de algunas enfermedades 
mentales, como la depresión y el síndrome bipolar. Pero en ese 
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tiempo aún no se le conocían las especiales propiedades que fueron 
apareciendo después con el transcurrir de los años y el avance de 
las investigaciones. 

Cuando se reformó el Código de Minería en 1983, el litio, el 
tercero de la tabla periódica de los elementos, que lleva el símbo- 
lo «Li» y es el más liviano de todos, quedó en una categoría muy 
especial: «No concesible», a diferencia de los demás minerales. Es 
decir, el litio en Chile no puede ser entregado a un particular en 
concesión. El cobre y el petróleo, por su carácter estratégico, que- 
daron resguardados en la Constitución de 1980, Aunque el litio no 
fuc incorporado en la Constitución en esa oportunidad, quedó en 
esa situación excepcional. Y quienes se jugaron para que eso fuera 
así fueron altos mandos de las Fuerzas Armadas, en particular de. 
la Marina. 

Pero la historia tiene sus vueltas. Y aunque Julio Ponce Le- 
rou no se quedó con el Salar de Aracama, cuando se consumó la 
privatización de Soquimich, el destino del litio y del potasio que 
se extraen desde el salar nortino, propiedad de la Corfo, queda- 
ron ligados a los negocios del ex yerno de Pinochet y su grupo 
de incondicionales por una vía indirecta: el arrendamiento de las 
concesiones que tiene la Corfo en una parte del salar. Todo eso 
ocurrió tras una larga historia de compras de derechos a otra em- 
presa y de firmas y reformas de contratos cada vez más favorables 
a SQM. 

En los años ochenta ya se hablaba entre científicos e ingenieros 
en el país de la importancia del litio y del futuro que podía tener. 
En 1986, cuando era profesor de la Facultad de Ciencias Físicas y 
Matemáticas de la Universidad de Chile el ingeniero de minas Gus- 
tavo Lagos, quien actualmente es profesor titular de la Universidad 
Católica, editó un libro: El litio, un nuevo recurso para Chile. En 
el prólogo de ese texto sostiene: «Más que un metal, para muchos 
ha encerrado un significado casi mágico, conteniendo algunas de 


las esperanzas que el cobre ni el salitre nunca cumplieron en la 
vida nacional», 
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Luego venía una descripción: «De consistencia blanda, de co- 
lor blanco y con propiedades sorprendentes, el litio abre las puertas 
a aplicaciones de gran complejidad y sofisticación, que se extien- 
den desde el mundo físico e impersonal de los viajes espaciales 
hasta los confines de la mente humana, en el tratamiento de los 
manfaco-depresivos». Y agregaba: «El desafío resulta de las futu- 
ristas aplicaciones del metal, más que de su extracción actual en 
nuestro país». 

Si la mirada de Lagos era demasiado optimista está por demos- 
trarse, pero las aplicaciones han ido aumentando y la extracción 
hoy le representa a Soquimich cerca del 10 por ciento de sus in- 
gresos, a un costo muy bajo. 


MUCHO MÁS QUE PILAS 


Gonzalo Gutiérrez es doctor en Física, profesor de la Facultad de 
Ciencias de la Universidad de Chile y fue presidente de la Comi- 
sión Chilena de Energía Nuclear desde junio de 2009 hasta agosto 
de 2010; después ha sido asesor de la Central Unitaria de Traba- 
jadores (CUT) e integrante de la Comisión Chilena del Litio, que 
funcionó por encargo de la presidenta Michelle Bachelet entre julio 
y diciembre de 2014. 

Como en muchos otros temas, la discusión sobre el litio llegó 
tarde a Chile y pocos saben cuál es la real importancia que puede 
tener este mineral no metálico. Hay quienes creen que uno de los 
motivos de Ponce Lerou para «invertir en política» después de ter- 
minada la dictadura se relaciona con este blanco mineral no metá- 
lico, así como con el potasio y los nutrientes que durante años han 
incrementado su fortuna. 

Explica Gutiérrez que a partir de la Segunda Guerra Mundial 
se empezó a hablar en las grandes potencias del uso industrial del 
litio, que es un componente importante como combustible de la 
bomba de hidrógeno. «El átomo del litio se parece al del hidrógeno. 
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A esta conclusión llegaron las cinco potencias nucleares —Estados 
Unidos, Francia, Unión Soviética, Inglaterra y China— en los años 
cincuenta. En esa lógica, empresas de Estados Unidos empezaron 
a buscar litio y detectaron su existencia en el salar de Atacama en 
Chile.» De ahí se podría decir que surgió la posibilidad de extraer 
el litio en el país. 

Al término de la guerra fría, el Consejo de Seguridad de Na- 
ciones Unidas y los tratados de no armamentismo hicieron impo- 
sible fabricar bombas atómicas —como las que se habían lanzado 
en Hiroshima y Nagasaki— y bombas de hidrógeno. Chile firmó 
en 1995 el Tratado de No Proliferación Nuclear, por lo que no se 
podía pensar en ese tipo de utilización. 

Pero, entretanto, otros usos «pacíficos» se abrían para el litio. 
Los que se consideran tradicionales, aparte del farmacológico, son 
la fabricación de pilas, a los que se agregaron los celulares, los com- 
putadores y las cerámicas. En algunos artefactos domésticos se usa 
el litio, como en las fuentes de vidrio tipo 
croondas o el aire acondicionado. 

Cada vez más operaciones industriales aparecen asociadas al uso 
del litio, entre otras la de los autos eléctricos. 

El físico Gonzalo Gutiérrez distingue tres aspectos fundamen- 
tales: «El almacenamiento de energía en pilas y baterías, que ya 
estaba claro en 1980. La eficiencia energética en aleaciones livianas 
con litio aluminio, no solo para usos militares, sino para trenes y 
aviones. Y como combustible en la fusión nuclear, aunque todavía 
no se hace, pero se prevé para un futuro». 

En energía nuclear el uso se relaciona con la «fusión de reac- 
tores comunes; se rompe un átomo de uranio, y la otra manera 
es la fusión nuclear. El combustible para esa fusión sería el litio. 
Aún eso no se ha logrado, pero están avanzadas las investigacio- 
nes a nivel internacional, como el ITER europeo (International 
Thermonuclear Experimental Reactor) y NIF (Nacional Ignitions 
Facilities) de Estados Unidos», indica Gutiérrez. Esas investigacio- 
nes, que están en fase experimental, serían «para lograr producir 


pyrex, los hornos mi- 
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energía limpia, y eso también estaba muy claro en los años setenta 
y ochenta». Aunque los posibles resultados no se esperan para un 
futuro próximo. 

La Comisión Nacional del Litio se constituyó en julio de 2014 
y tuvo como objetivo estudiar la situación del mineral y propo- 
ner políticas públicas para abordar el tema de los salares.' En el 
diagnóstico, el informe entregado el 27 de enero de 2015 a la 
presidenta Bachelet, destaca las propiedades físicas y químicas del 
litio «de carácter singular, principalmente por su alto potencial 
electroquímico y su bajo peso específico». Por eso, explica, se ha 
convertido «en un elemento clave en numerosas aplicaciones, al- 
gunas de ellas de alto nivel tecnológico, como baterías, aleaciones, 
cerámicas, y como generador de tritio en reactores de fusión nu- 
clear, así como en medicamentos». Y agrega que su demanda ha 
crecido de modo exponencial, principalmente debido a sus apli- 
caciones energéticas. 

De acuerdo a la conclusión unánime de la Comisión, «los 
salares del norte de Chile, que se ubican entre las regiones de 
Arica y Parinacota y Atacama, tienen un gran potencial, puesto 
que constituyen el mayor depósito del recurso litio en salares y 
permiten su extracción con los menores costos a nivel mundial». 


* La Comisión del Litio funcionó entre el 2 de julio de 2014 y el 27 de ene- 
ro de 2015. Bajo la presidencia de la ministra de Minería, Aurora Williams, 
contó con profesionales especialistas en minería, medio ambiente, econo- 
mía y derecho. Los integrantes fueron: el subsecretario de Minería, Ignacio 
Moreno; el ministro de Economía, Luis Felipe Céspedes; Carlos Chávez, 
Raúl O'Ryan, Pedro Pavlovic; Francisco Zúñiga, Samuel Lira, ex minis- 
tro de Minería, Manuel Riesco, Valentina Durán, Rodrigo Azócar, Manlio 
Coviello, Daniela Desormeaux, Cristián Quinzio, Annie Duffey, Aníbal 
Gajardo, Vicente Pérez, Marcelo Zambra, Gonzalo Gutiérrez, Rolando 
Humire, representante de los pueblos atacamefos, y Ána Lya Uriarte, quien 
se retiró para asumir como jefa de gabinete de la presidenta, Además, par- 
ticiparon los invitados internacionales Juan Carlos Zuleta y John Tilton. 
La secretaría ejecutiva la"constiruyeron Alejandra Vásquez, Camilo Lagos y 
Rafael Pizarro, 
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El mismo documento señala: «Sus salmueras contienen sodio, 
potasio, litio, magnesio, calcio, cloruros, sulfatos y boratos, prin- 
cipalmente». Pero advierte que «debido a que no se han llevado a 
cabo los estudios correspondientes, el país no cuenta con un co- 
nocimiento actualizado e integral de información pública acerca 
del potencial existente en la totalidad de los salares preandinos 
y andinos». 

En Chile, el salar de Atacama, «que corresponde al yacimiento 
más importante de litio a nivel mundial, es el único en explotación 
por compuestos de litio y potasio, además del boro». 


EL HALLAZGO DE LA ÁNACONDA 


En el informe de la Comisión Nacional del Litio entregado a la 
presidenta Michelle Bachelet, se señala que fue la Anaconda Com- 
pany, que desde 1923 explotaba el mineral de Chuquicamata, de la 
gran minería del cobre chileno, la primera en tener la información 
comprobada en la década del sesenta. 

Gustavo Lagos Cruz-Coke, profesor del Centro de Estudios 
Mineros de la Universidad Católica, en un documento escrito en 
2012 indica que en 1962 la Anaconda «exploraba el salar de Ataca- 
ma en búsqueda de agua, pero encontró, en cambio, agua salada». 

Al analizar el contenido químito del agua, indica Lagos, «sur- 
gicron las primeras evidencias de la presencia de altas concentra- 
ciones de litio, potasio, magnesio y boro en dicho salar». Muchos 
años más tarde se concluiría que este salar es el más importante ya- 
cimiento de litio en el mundo. Explica Gustavo Lagos que el salar 
de Uyuni en Bolivia, ubicado a solo 250 kilómetros de distancia, es 
mucho más extenso y sus recursos de litio son más cuantiosos que 
los de Atacama, pero más caros de extraer, El hecho de que el litio 


chileno esté en un clima seco y asoleado facilita la evaporación para 
poder extraerlo, 
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PREOCUPACIONES DE LA MARINA 


En 1969 el Instituto de Investigaciones Geológicas —entidad 
del Estado hoy inexistente, que se fundió con el Servicio Nacional 
de Geología y Minas (Sernageomin)—, que dependía de la Corfo, 
realizó estudios y ratificó que el salar de Atacama contenía salmue- 
ras con niveles interesantes de litio, potasio, ácido bórico y magne- 
sio. Posteriormente, se efectuaron más estudios preliminares que 
desembocaron en certezas y en exploraciones. 


PREOCUPACIONES DE LA MARINA 


En el Gobierno de Jorge Alessandri, en abril de 1964, se creó la 
Comisión Nacional de Energía Nuclear. Y en 1965, Eduardo Frei 
Montalva la transformó en la Comisión Chilena de Energía Nu- 
clear (CCHEN). El Gobierno militar la reformuló en 1976 y seña- 
ló que dependería «exclusivamente del presidente de la República 
y se relacionaría con el Gobierno por intermedio del Ministerio 
de Minería». Desde 2010, cuando se creó el Ministerio de Ener- 
gía, la Comisión pasó a relacionarse con el Ejecutivo a través de 
ese ministro. 

La Comisión Chilena de Energía Nuclear tiene siete miembros. 
De ellos, tres son uniformados: un representante del Ejército, uno 
de la Armada y uno de la Fuerza Aérea. Actualmente la preside el 
ex ministro Jaime Tohá González, como representante de la presi- 
denta de la República.? 

En la ley que modificó la Comisión Chilena de Energía Nu- 
clear, el 16 de septiembre de 1976, se estableció «la reserva de cier- 
tos materiales atómicos naturales en favor del Estado». Y agregó 


* Actualmente sus integrantes son el general de división de Ejército Julio 
Baeza von Bohlen, el general de Aviación Álvaro Aguirre Warden, el capitán 
de corbera Francisco Mackay Imboden, el recuor de la Universidad de Santia- 
go (Usach), Juan Manuel Zolezzi, en representación del Consejo de Rectores 
(Cruch); Jorge Zanelli Iglesias, por el Ministerio de Energía, y el doctor Tito 
Pizarro Quevedo, del Ministerio de Salud. 
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que era conveniente «promover decididamente la exploración, 
explotación y beneficio» de ellos. En el mismo texto se señala que 
«es conveniente entregar a la Comisión Chilena de Energía Nu- 
clear, organismo autónomo especializado», la facultad de celebrar 
los contratos.? 

En noviembre de 1979, otro decreto ley abrió la posibilidad de 


la explotación por parte de particulares de fertilizantes que hasta 


ese momento estaban en manos del Estado, pero estipuló «que el 


interés nacional exige, en cambio, reservar para el Estado el litio, 
con las excepciones necesarias para resguardar debidamente los de- 
rechos de los particulares». Eso implicó la modificación del antiguo 
Código de Minería vigente en esa época y reiteró ese carácter en el 
de 1983.1 
El uranio no quedó con el mismo estatus del litio —tampoco 
el boro—, sino que en categoría «de libre disposición pero con 
primera opción de compra para Chile». El litio, en cambio, fue ca- 
Y. talogado como «no concesible». Esto significa que el Estado deter- 
- mina qué se hace con él. Pero eso no se incluyó en la Constitución. 
Este carácter excepcional que rodea al litio ha sido, cada cier- 
to tiempo, objeto de debate entre los partidarios de darle mayor 
libertad de explotación. Algunos argumentan razones económicas 
por sobre las estratégicas. A 
Cuando se estudiaba la nueva Constitución Política de 1980 
en la comisión que presidía el ex ministro de Alessandri Enrique 
Ortúzar Escobar, la Marina —incluso se cuenta que más que el 


* Decreto Ley 1557, Ministerio de Minería, promulgado el 16 de septiem- 
bre de 1976 y publicado el 30 de septiembre de 1976. «Modifica la Ley 
Orgánica de la Comisión Chilena de Energía Nuclear y dicta normas sobre 
contratos de operación.» 

% Decreto Ley 2886 del Ministerio de Minerfa, promulgado el 22 de octubre 
de 1979 y publicado el 14 de noviembre de 1979. «Deja sujeta a las normas 
generales del Código de Minería la constitución de pertenencia sobre el car- 


bonato de calcio, fosfato y sales porásicas, reserva al litio en favor del Estado 
y modifica leyes que se señalan.» 
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Ejército— presionó para que se resguardara el litio en función del 
desarrollo posible de la energía nuclear. «En ese tiempo mandaron 
a quince oficiales de la Marina a doctorarse en energía nuclear. 
Al parecer, el interés se relacionaría con la fabricación de un sub- 
marino nuclear», comenta el doctor en Física Gonzalo Gutiérrez. 

Hubo, asimismo, en ese tiempo una fuerte disputa entre los 
Chicago boys, encabezados por el entonces ministro de Hacienda, 
Sergio de Castro, y sectores militares liderados por el general de 
Ejército Gastón Frez. Estos últimos ganaron la mano en aquella 
oportunidad y lograron mantener el carácter estratégico del cobre 
y del petróleo en la Carta Fundamental. Pero no se especificó un 
tratamiento especial como «riqueza no concesible» para el litio. 

No obstante, en diciembre de 1981, tras asumir como ministro 
de Minería el economista José Piñera Echenique —después de de- 
jar el Ministerio del Trabajo—, el Gobierno dictó la Ley Orgánica - 
Constitucional sobre Concesiones Mineras, promulgada en enero 
de 1982. Fue elaborada bajo la conducción de Piñera y Hernán 
Biichi. Esta «ley minera» apuntó a dar un carácter casi equivalente 
a la propiedad privada a las concesiones, y liberalizó y desreguló el 
sector, con el objeto de fomentar la inversión extranjera. Como se 
ha visto después, se transformó en el resorte legal para permitir las 
concesiones incluso en cobre y diversos minerales. No obstante, 
el litio —que en ese entonces aún no se explotaba en el país— 
quedó en un régimen excepcional: fue declarado no susceptible de 
concesión minera, salvo en el caso de las concesiones constituidas 
con anterioridad, lo que fue reiterado en el Código de Minería 
de 1983. 


ENTRE ARCHIVOS OLVIDADOS 
El edificio administrativo del Archivo Nacional (Arnad) queda en 


la calle Matucana 151, con Agustinas, frente a la Biblioteca de San- 
tiago, limita con Quinta Normal y parte del sector conocido como 


261 


EL BOTÍN DE LAS PAMPAS 


barrio Yungay. El archivo es un edificio antiguo, de color damasco, 
de cuatro pisos, que podría pasar inadvertido si no fuera por las 
letras metálicas que luce afuera. En el costado derecho del primer 
piso hay una sala a la que el público no tiene acceso, donde se 
almacenan los documentos. Solo pueden ingresar ahí los funciona- 
rios que llevan y traen gruesos volúmenes en carros especiales. No 
alcanza a verse mucho más, excepto cuando dejan la puerta abier- 
ta y se pueden observar altos estantes atiborrados de documentos. 
Hasta ahí llegamos para encontrar una parte de la historia reciente 
del litio en Chile. 

La sala de investigadores es silenciosa y generalmente está va- 
cía. Los documentos de la Corfo fueron llevados al archivo el año 
2005 y, según cuentan los mismos funcionarios, pocas veces han 
sido consultados, especialmente los relacionados con el Comité de 
Sales Mixtas, que era uno de nuestros objetivos. 

Los archivos del desaparecido Comité están guardados en car- 
] petas blancas, lo mismo que los del Complejo Maderero Pan- 
guipulli (Cofomap), mencionados en el capítulo anterior. Atadas 
con un cordel las carpetas vienen de a cinco en las cajas. Hay 
MA en ellas informes, inventarios, actas de directorios de las empre- 
sas, estados financieros y diversos estudios que Victoria Ramírez, 
ex alumna egresada de Periodismo, me ayudó a desentrañar. El 
polvo sobre las cajas denota que han sido consultadas en esca- 
sas oportunidades. Uno de los funcionarios advierte que podrían 
tener arañas. 

Supe de esta pista documental gracias al bibliotecario Rolando 
Sáez Mora, quien trabaja en el Instituto Nacional del Deporte. Un 
día de abril de 2015 me escribió para contarme sobre la existencia 
de esos archivos. Cuando nos reunimos, me dijo que esos docu- 
mentos estuvieron «inubicables en bodegas desconocidas durante 
mucho tiempo, hasta que la empresa MORI S.A, nos llamó para 
trabajarlos en una bodega en calle Lourdes, en la comuna Quinta 
Normal, en dependencias de un terminal granelero de Cotrisa». 
Sáez no sabe en qué momento fueron a parar a las dependencias 
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de la antigua Cotrisa, la Comercializadora de Trigo, que es una de 
las pocas empresas públicas que subsiste como tal. Él solo tiene 
la pista a partir de 2003, cuando trabajó por cerca de dos años 
junto a un pequeño equipo en la clasificación y organización de 
los documentos correspondientes a ex empresas de la Corporación 
de Fomento. 


EL COMITÉ DE SALES MIXTAS 


Entre los documentos que encontramos está la resolución de la 
Corfo que creó el Comité de Sales Mixtas, el 13 de junio de 1977. 
La finalidad principal se especificó ás: «Programar, dirigir y realizar 
investigaciones, reconocimientos, estudios y trabajos en las zonas 
que existan recursos de sales y fertilizantes inorgánicos, encamina- 
dos a establecer las posibilidades más adecuadas de explotación de 
los mismos». * 

Integraban el Comité el gerente de desarrollo de la Corfo 
presidido por el subgerente de desarrollo industrial, el secretario 
ejecutivo del Instituto Tecnológico (Íntec), un representante de 
Soquimich, el director regional de la Corfo de Antofagasta y un 
abogado de la misma Corfo. El primer secretario ejecutivo fue el 
ingeniero químico de la Universidad Santa María, Martín Laborde 
Etchepareborde, quien fue nombrado en febrero de 1978. 

Más de 37 años después, Martín Laborde precisa: «Más que una 
“creación”, lo que hizo ese decreto fue “oficializar una situación”, 
porque en el Departamento de Minería de la Corfo un grupo de 
profesionales encabezado por el ingeniero Rodrigo Donoso Herre- 
ra venía, por lo menos desde 1975, efectuando estudios sobre sales 
y fertilizantes. En esa etapa contaron con la asesoría de la compañía 
estadounidense Saline Processors Inc., la que fue financiada por un 
crédito del Banco Mundial». 

Una de las líneas de trabajo del Comité apuntaba a efectuar 
estudios en torno al potasio existente en el salar de Atacama que 
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permitieran obtener mejores resultados en su elaboración, agrega 
el ingeniero. Al juntar cloruro de potasio"con el nitrato de sodio 
—cproveniente de las salitreras—, se forma nitrato de potasio. «Con 
eso se reducía a la mitad el valor de los fletes para exportar, por- 
que el potasio asociado al nitraro tiene un valor un 60 por ciento 
mayor que el que está presente en el cloruro de potasio», expli- 
ca Martín Laborde. Además, el nuevo procedimiento disminuiría 
—como ocurrió — las importaciones de cloruro de potasio que de- 
bía hacer Soquimich. 

Tanto Gonzalo Gutiérrez como Gustavo Lagos coinciden en 
que la investigación sobre litio se inició en Chile con el Comité de 
Sales Mixtas. Así también lo registra el Informe de la Comisión del 
Litio. Pero el Comité fue disuelto antes del término de la dictadura, 
en la misma época en que Julio Ponce Lerou avanzaba en la priva- 
tización de Soquimich. 

El 16 de octubre de 1986 la Corfo tomó la decisión de poner 

término al Comité de Sales Mixtas, considerando que la función 
principal para la cual fue creado —realización de estudios para el 
desarrollo de los recursos minerales del salar de Atacama— ya se 
había cumplido, Esos estudios en los que el Estado de Chile invir- 
tió esfuerzos y recursos terminaron, junto a las riquezas básicas, en 
manos del ex yerno de Pinochet. 

Hoy el ingeniero químico Martín Laborde no se entusiasma 
con la «magia» del litio. A su juicio, hay que aterrizar las cosas, 
porque señala que el país exporta alrededor de trescientos millo- 
nes de dólares en litio. Si bien el monto ha ido en aumento en 
los últimos años y es importante considerando que se partió de 
cero, la suma no le parece significativa comparada con el cobre 
e incluso, dice, con otros minerales no metálicos como el yodo 
y el potasio. Admite, sí, que obtener el litio en el salar de Ata- 
cama resulta de poco costo si se considera que en el proceso se 


extrae junto con el potasio. Y eso naturalmente favorece a quien 
lo está explotando. 
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La SOCIEDAD CON FoorÉ MINERAL 


En junio de 1975 aparecieron en Chile representantes de la Foote 
Mineral Company de Estados Unidos interesados en el litio, re- 
cuerda Martín Laborde, quien estuvo hasta 1978 en el Comité de 
Sales Mixtas. Después de un tiempo de conversaciones llegaron a 
un acuerdo con la Corfo para explorar el salar de Atacama. En 
esa época, dos empresas producían litio en Estados Unidos: Foote 
Mineral y Lithium Corporation of America. Debido al aumento 
de sus costos, esas compañías iniciaban una búsqueda de nuevas 
fuentes y tenían la experiencia en extracción. 

En las carpetas olvidadas se encuentra también el certificado de 
la primera patente de invención para explotar en el país el invento 
titulado «Nuevo procedimiento para extraer el litio contenido en 
las salmueras del salar de Atacama, en forma de sulfato de litio cris- 
talizado, monohidrato». La patente la tramitó el mismo Martín La- 
borde, quien en el documento dirigido al Ministerio de Economía 
describe los pasos que se debían seguir para obtener el litio, «que 
junto a otras sales solubles están contenidas en las salmueras del 
salar de Atacama». El 5 de junio de 1980 fue otorgada finalmente 
la patente al Comité de Sales Mixtas de la Corfo. 

El 12 de agosto de 1980 la Corfo y Foote Mineral Company 
formaron la Sociedad Chilena del Litio Limitada (SCL) para explo- 
tar parte del mineral del salar de Atacama. La corporación del Esta- 
do de Chile tendría el 45 por ciento y la compañía estadounidense 
un 55 por ciento. Se estipuló que la Corfo aportaría «las pertenen- 
cias» y los estudios que había contratado sobre el litio en el salar. 
Foote Mineral se haría cargo de las instalaciones y equipos. La SCL 
podría producir hasta «doscientas mil toneladas de litio metálico 
equivalente» en el tiempo que se estipuló duraría el contrato: un 
plazo de treinta años prorrogable automáticamente por períodos de 
cinco años hasta cumplir la producción autorizada. 

El mineral se extraería de las salmueras existentes en el área de 
concesión que se le asignó a la sociedad. El resto quedaba en poder 
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de la Corfo, que podría «negociarlas a corto o mediana plazo con 
otras empresas interesadas». 

Según el acuerdo suscrito entre la Corfo y Foote Mineral, du- 
rante los primeros ocho años ninguna otra empresa podría recupe- 
rar litio de las pertenencias de Corfo en el salar. 

En un estudio titulado «El desarrollo de litio en Chile 1980- 
2012», Gustavo Lagos señala: «En esa época el Estado de Chile no 
tenía recursos frescos para colocar en SCL, por lo que Corfo colocó 
la fracción del salar de Atacama que asignaba a SCL como pago 
por el 45 por ciento de las acciones. Ello consistió en 3.343 perte- 
nencias de un total de 32.768 que tenía en el salar. De esta manera, 
Foote obtuvo un trato ventajoso por la explotación del litio en el 
salar a cambio de instalar la tecnología que había desarrollado y que 
era exclusiva en ese entonces, Tampoco se le cobró un royalty, como 
sería asignado a Amax unos años después». 


CAMBIOS DE DUEÑO Y GANANCIAS 


En 1984 la Sociedad Chilena del Litio empezó la producción de 
carbonato de litio. Más tarde, en 1987 la Corfo autorizó a esta em- 
presa a producir sales de potasio, por las «que deberá pagar una re- 
galía de 2 por ciento durante los primeros seis años y de 3 por ciento 
a partir del séptimo año», indica el Informe de la Comisión del 
Litio. Pero la sociedad entre el Estado de Chile y Foote fue de corta 
vida. En 1989, el último año de la dictadura, mientras culminaba la 
privatización de las empresas que fueron del Estado, la Corfo ven- 
dió en 15,2 millones de dólares su 45 por ciento de participación en 
SCL a su socio estadounidense. 

La ex Sociedad Chilena del Litio cambió, a su vez, de dueño en 
tres oportunidades, aunque siempre el control se ha mantenido en 
manos estadounidenses. En 1998, la empresa Chemetall adquirió 
la sociedad a Foote, y después fue comprada por Rockwood Hol- 
dings. En enero de 2015, la compañía Albermale Corporation, que 
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tiene su sede en Luisiana, Estados Unidos, compró la empresa y 
heredó el histórico contrato firmado en 1980. 

Así, la explotación del litio en el salar de Atacama la tienen 
SQM y Albermale, que no paga royalty por las exportaciones de 
este mineral. SQM, por su parte, está en abierto conflicto con la 
Corfo por el no pago de lo que se comprometió a cancelar. Además, 
la estatal Codelco también tiene concesiones en el salar Pedernales, 
pero hasta ahora no lo ha explotado. 

En 2014 el ingreso por exportaciones de litio fue de 269 mi- 
llones de dólares entre las dos compañías, de acuerdo a los regis- 
tros del Banco Central, y se estima que alrededor de un 57 por 
ciento correspondería a SQM. Si bien la suma no es comparable 
a la de otras exportaciones, ha venido aumentando en los últimos 
años y para 2015 podría bordear en total los trescientos millones 
de dólares. 

Se calcula que para SQM los ingresos por el litio equivalen 
a un 10 por ciento del total de la empresa controlada por Julio 
Ponce Lerou, mientras que el nitrato de potasio, que también se 
origina en el salar de Atacama, significa un 34 por ciento; los fer- 
tilizantes representan cerca de un 30 por ciento y el yodo sobre 


el 21 por ciento. En Chile, a la vez, según las memorias de So- 


quimich, se genera del orden del 60 por ciento de la producción 
mundial de yodo, y el 37 por ciento proviene de SQM. 

De acuerdo a los datos de la Memoria de la matriz SQM, 
durante el año 2014 los ingresos fueron 2.014,2 millones de dó- 
lares, con una «ganancia bruta de 583 millones de dólares y ga- 


nancia atribuible a participantes controladores de 296,4 millones 
de dólares». 


NEGOCIACIONES Y LÍMITES 


Bajo el título «Bases para una política de desarrollo del litio en 
Chile», Pedro Pavloyic, Felipe Vergara y Carlos Silva, del Comité 
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de Sales Mixtas, junto a Luis Iracabal y Miguel Córdoba, de la Co- 
misión Chilena de Energía Nuclear, entregaron a la Corfo en mayo 
de 1982 un documento en que señalan: «Dentro de las nuevas apli- 
caciones en desarrollo destacan, entre otras, baterías, aleaciones y 
reactores de fusión nuclear». Según los autores, «estas aplicaciones 
potenciales podrían generar grandes consumos de litio a largo pla- 
zo». En ese momento indican que la salmuera del salar de Atacama 
«constituye un 42,5 por ciento de las reservas mundiales». 

Con posterioridad, la Corfo siguió viendo posibilidades de 
negociación con otras compañías estadounidenses para establecer 
algún tipo de alianza. Una de las propuestas incluidas en el docu- 
mento del Comité fue licitar un proyecto de sales potásicas y ácido 
bórico en el salar de Atacama durante 1983. | 

El entonces vicepresidente de la Corfo, coronel de Ejército 
. Francisco Ramírez Migliassi, le envió un oficio al director ejecuti- 
Í vo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, coronel Juan Mir 
Dupuy, en el que habla del proyecto y de la eventual licitación que 


UN Y2 contaba con la aprobación de Odeplan (Oficina de Planificación 
me H] Nacional). Y le solicitó «fijar el límite de recuperación de litio que 


E) se permitirá a la empresa que se adjudique el proyecto». 
En su respuesta, el presidente de la Comisión Chilena de Ener- 
g gía Nuclear fijó la posición de esa entidad, señalando los puntos 
que debían ser incluidos en la licitación. La primera condición 
fue: «No se podrá vender en forma alguna productos de litio desti- 
nados a la creación de energía nuclear por fusión». Anotó después 
que «la Comisión tendrá la primera opción de compra del litio 
para fines energéticos al precio internacional vigente», y que «po- 
drá revocar la autorización dada a la empresa en cualquier tiempo 
y sin responsabilidad alguna para ella, el Estado de Chile o sus or- 
ganismos, si a su juicio exclusivo la empresa no da cumplimiento 
Íntegro y estricto a las condiciones bajo las cuales la autorización 

se otorgue». 

Además, le señaló que la Comisión se «reserva la facultad de 
fiscalizar el cumplimiento [...] de las condiciones que rigen la 
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autorización», y que las exportaciones de litio deberán «ser auto- 
rizadas en cada caso por la Comisión, la que podrá denegarla a su 
juicio exclusivo». Agregó que «es imperioso buscar zonas de retor- 


no de las salmueras que aseguren la preservación de los recursos 
del litio». 


DE AMAX A SOQUIMICH 


El proyecto planteado por los profesionales de la Corfo concitó 
interés en compañías extranjeras que se presentaron a la licitación, 
a pesar de los límites puestos por la Comisión Chilena de Energía 
Nuclear. A partir de esg nació una sociedad que, al cabo de un tiem- 
po y varias peripecias, terminaría en manos de Julio Ponce Lerou. 

La favorecida con la licitación fue la minera estadounidense 
Amax y en 1986 se formó la Sociedad Minera Salar de Atacama 
Limitada (Minsal), en la que Amax quedó con un 63,75 por cien- 
to; la empresa chilena Molibdenos y Metales, Molymet —con- 
trolada por las familias Gianolli y Mustakis—, con un 11,25 por 
ciento, y la Corfo, con un 25 por ciento. Además de los estatutos 
de la sociedad, se suscribió el denominado «Contrato de Proyecto 
en el Salar de Atacama, con vigencia de 33 años», como señala 
el Informe de la Comisión del Litio de 2014, que tiene vigen- 
cia hasta hoy. En ese contrato se fijó un pago de royalty con la 
forma de canon de arrendamiento —6 por ciento para el litio— 
y una venta máxima para ese metal de 180 mil toneladas en el 
período contratado, 

Siete años después de la constitución de la sociedad Minsal, en 
1993, Amax decidió vender a SOM Potasio, una de las principales 
filiales del holding controlado por Julio Ponce Lerou, su participa- 
ción en la Minera del Salar; otro tanto hizo Molymet. 

La operación es curiosa, porque en un mismo día Ámax «ven- 
dió, cedió y transfirió» a Amsalar —una aparente filial de esa com- 
pañía— sus derechos, equivalentes al 63,75 por ciento de Minsal. 


269 


EL BOTÍN DE LAS PAMPAS 


Y en ese momento Amsalar vendió a su vez a SQMK (Soquimich 
Potasio) su participación, y otro tanto hizo Molimet. 

Fue así como el 75 por ciento de la Sociedad Minera Salar de 
Atacama quedó en manos de Soquimich, y el resto se mantuvo 
en poder de la Corfo. Efectuaron esa operación el vicepresiden- 
te de la Corporación de Fomento, René Abeliuk, en representa- 
ción de la entidad estatal, y por parte de Soquimich estuvieron 
presentes su gerente general, Patricio Contesse González, y el 
gerente de SQM Potasio S.A., Bernard Descazeaux Arabit; ade- 
más, participaron el estadounidense Robert L. Oliverio, repre- 
sentante de Ámax y Amsalar, y Luis Eduardo Figueroa Rengifo, 
por Molyme:t.? 

Soquimich se convirtió en socio mayoritario de Minsal y se 
embarcó en el mayor proyecto minero no metálico llevado a cabo 
.¿ en Chile, coñ el objetivo de producir cloruro de potasio, carbonato 
Y de litio, sulfato de potasio y ácido bórico, mediante la extracción 
MA de las salmueras ricas en estos minerales desde los subsuelos del 
l salar de Atacama. 

A su vez, la Corporación entregó entonces en arriendo exclusi- 
y vo a Minsal las 16.384 pertenencias seleccionadas por todo el pe- 
ríodo que debería durar el contrato. Á través de la misma escritura 


SH] pública se firmaron en noviembre de 1993 los tres contratos modi- 


ficados. Estos ratificaron el arriendo de las 16.384 pertenencias que 
son de propiedad de la Corfo. Según se indica en la escritura: «Ha 
quedado demostrado que al término del año 2030» —cuando ter- 
minaría el arriendo— «quedará en el salar de Atacama un volumen 
suficiente de salmueras para permitir alguna explotación comercial 
futura del litio contenido en ellas». 


3 Notaría Juan Ricardo San Martín Urrejola. Contrato para proyecto en el 
salar de Atacama, Corporación de Fomento de la Producción y SQM Potasio 
S.A., 12 de noviembre de 1993, 
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Un aumento de capital suscrito en 1994 entre SQMK y la Corfo 
dejó a la empresa controlada por Julio Ponce Lerou con el 81,82 
por ciento de la compañía minera del salar y esta se transformó en 
sociedad anónima. Ese año partió también con la construcción de 
una planta de cloruro de potasio, que se puso en marcha a fines 
de 1995. En diciembre de ese año, Soquimich adquirió en la Bol- 
sa Electrónica las acciones preferentes que estaban en poder de la 
Corfo, con lo que la minera privada obtuvo la totalidad de la com- 
pañía, que pasó a llamarse Soquimich Salar. 

En ese entonces el vicepresidente de la Corfo era el ingeniero 
Felipe Sandoval Precht, quien el 21: de diciembre de 1995, junto 
al gerente general de SQM Potasio S.A. (SQMK), Felipe Anguita 
Garretón, suscribieron reformas a los contratos de arriendo de las 
pertenencias, todas favorables a la minera privada. Estuvo también 
presente en la firma de escrituras el gerente general del holding 
Soquimich, Patricio Contesse González. 

Los contratos explicitaron en esa oportunidad todo lo que podía 
hacer la compañía de Ponce Lerou en las pertenencias arrendadas 
en el salar: «Sociedad Minera Salar de Atacama S.A. ha decidido 
desarrollar el Proyecto Salar de Atacama [...] con el propósito esen- 
cial de poder producir y comercializar todo y cualquier compues- 
to de potasio, boro, litio, sodio y, en especial, sales potásicas o de 
potasio, ácido bórico, litio, productos de litio, clorura de sodio, 
cloruro de potasio, sulfato de sodio, sulfato de potasio y cualquier 
derivado compuesto de los mismos y demás sustancias minerales 
económicamente recuperables de una o más salmueras, acuíferos, 
terrenos, pertenencias mineras y demás bienes [...] que se encuen- 
tren ubicados o constituidos dentro de los límites de la comuna 
de San Pedro de Atacama, provincia del Loa, Segunda Región de 
Antofagasta [...] y en especial, de las 16.384 pertenencias mineras 
OMA que son de propiedad de la Corporación y que forman parte 
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esencial del Proyecto Salar de Atacama».* Más adelante detallan 
en los contratos todas las formas de cada unó de los minerales que 
SQMK —a través de Minsal — podría extraer y comercializar. 

En el caso del litio y sus productos se lee: «Toda forma co- 
mercial de litio, sus derivados y compuestos, incluyendo, por vía 
de ejemplo, litio metálico, carbonato de litio, hidróxido de litio, 
cloruro de litio y bromuro de litio». Otro tanto se puede ver con el 
potasio y el boro. 

El contrato de 1995 tiene una serie de reformas que contri- 
buyen a hacer más fácil la explotación a Soquimich. Por ejemplo, 
en una parte dice: «La Corporación y la Sociedad se obligan a 
no tomar ninguna acción que pueda obstruir o frustrar el logro 
por la Sociedad [se refiere a Minsal] de la intención, propósito y 
y términos del contrato de arrendamiento ya individualizado y del 
2 Proyecto Minsal». 

La ex Minsal, que pasó a ser Soquimich Salar, ha estado en la 
AA palestra en 2015 como una de las filiales más controvertidas en el 
'H escándalo de boletas y facturas que ha remecido al mundo político 

) y empresarial. Desde esa empresa se efectuaron los pagos inves- 
A tigados por la fiscalía al operador Giorgio Martelli y a Cristián 
dl Warner, el ex asesor de Marco Enríquez-Ominami. 

Los contratos ratificados y mejorados llenaron de entusiasmo 
a Julio Ponce Lerou para explotar el litio, el potasio y el boro en el 
salar, «Entre 1994 y 1999 invertimos aproximadamente trescientos 
millones de dólares en el desarrollo del Proyecto Salar de Atacama 
en el norte de Chile, el que nos permite producir cloruro de pota- 
sio, carbonato de litio, sulfato de potasio y ácido bórico», indica la 
Memoria 2014 en la parte de historia de la empresa. 


* Notaría Juan Ricardo San Martín Urrejola. Escritura «Modificación Con- 
trato de Arrendamiento Sociedad Minera Salar de Atacama Limitada hoy 
Sociedad Minera Salar de Atacama S.A. y Corporación de Fomento de la 
Producción», 21 de diciembre de 1995. 
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Veinte años después de esa «negociación», el holding Soqui- 
mich entrega un retrato de lo que llegó a ser, gracias a los sucesivos 
apoyos que recibió del Estado de Chile: «Creemos que somos el 
productor mundial más grande de nitrato de potasio y químicos 
de yodo. También producimos nutrientes vegetales de especiali- 
dad, yodo y sus derivados, litio y sus derivados, cloruro de pota- 
sio, sulfato de potasio y ciertos químicos industriales (incluyendo 
sales solares y nitratos industriales). Vendemos nuestros productos 
en más de 110 países a través de nuestra red mundial de distri- 
bución, con un 89 por ciento de nuestras ventas realizadas en el 
extranjero en 2014». 

Describe también la Memoria: «Nuestros productos se deri- 
van principalmente de yacimientos minerales encontrados en el 
norte de Chile. Desarrollamos la minería y procesamos caliche 
y depósitos de salmueras. El mineral caliche en el norte de Chile 
contiene los únicos depósitos de nitrato y yodo conocidos en el 
mundo y es la fuente mundial de explotación comercial más gran- 
de de nitrato natural. Los yacimientos de salmueras del salar de 
Atacama, una depresión de sal que se encuentra en el desierto de 
Atacama, en el norte de Chile, contienen altas concentraciones de 
litio y potasio, así como concentraciones significativas de sulfato 
y boro». 

Explica en qué consisten los productos que obtienen: «Desde 
nuestros yacimientos de mineral caliche, nosotros producimos una 
amplia gama de productos basados en nitrato, usados como nu- 
trientes vegetales de especialidad y aplicaciones industriales, como 
también yodo y derivados de este. En el salar de Atacama extrae- 
mos salmueras ricas en potasio, litio, sulfato y boro para producir 
cloruro de potasio, sulfato de potasio, soluciones de litio, 4cido 
bórico y bishofita (cloruro de magnesio). Producimos el carbonato 
de litio e hidróxido de litio en nuestra planta cerca de la ciudad de 
Antofagasta, Chile, a partir de las soluciones traídas desde el salar 
de Atacama». Y agrega: «Comercializamos todos estos productos a 
través de una red mundial de distribución establecida». 
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Más adelante entra en detalle y especifica algunas característi- 
cas de los productos que «se dividen en seis"categorías: nutrientes 
vegetales de especialidad, yodo y sus derivados, litio y sus deri- 
vados, cloruro y sulfato de potasio, químicos industriales y otros 
fertilizantes commodity». 

Los nutrientes vegetales de especialidad «son fertilizantes pre- 
mium que permiten a los agricultores mejorar sus rendimientos 
y la calidad de ciertas cosechas», continúa. Anota que «el yodo y 
sus derivados se usan principalmente como medio de contraste 
de rayos X e industrias de biocidas y en la producción de pelí- 
cula polarizante, que es un importante componente de pantallas 
de cristal líquido [...] El cloruro de potasio es un fertilizante 
commodity que producimos y vendemos en todo el mundo. El 
sulfato de potasio es un fertilizante de especialidad usado princi- 
palmente en los cultivos tales como hortalizas, frutas y cultivos 
industriales», 

Explica que «los químicos industriales tienen una amplia gama 
de aplicaciones en ciertos procesos químicos, tales como la pro- 
ducción de vidrio, explosivos y cerámica, y más recientemente los 
nitratos industriales se están usando en plantas de energía solar 
como medio de almacenamiento de energía». 

Lo que no se dice en la Memoria es que en el caso de las sales 
mixtas, toda la estructura de costos de SQM se desarrolla sobre 
la base de extraer el potasio de la salmuera. Esta contiene potasio, 
litio, bromo, magnesio, entre otros minerales. Al hacer la decan- 
tación, el litio y los otros minerales quedan separados y son parte 
del residuo; por lo tanto, no tienen que gastar nada y obtienen un 
buen precio por el potasio, Y las ventas de litio entonces resultan 
con un mínimo costo. Incluso, queda un pequeño residuo de sa- 
les de los otros minerales que —según los especialistas — conten- 
drían un 2 por ciento de litio que debieran reinyectarlo al salar, 
pero en la práctica no lo hacen. 
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ÁLERTAS DE LA COMISIÓN deL Lrrjo 


En su informe la Comisión del Litio destaca que desde el inicio, 
sus integrantes pudieron constatar la «ausencia del Estado en las 
actividades relacionadas con la producción de litio, y, por ende, la 
necesidad de un Estado presente y garante del recurso mineral y 
de su explotación sostenible e inclusiva que maximice y capture su 
renta económica con una mirada de largo plazo». 

A través del documento se prende una alerta respecto de las 
condiciones de explotación del litio, ya que —según los especialis- 
tas que participaron en esa instancia— este recurso natural «forma 
parte de un sistema dinámico y frágil, como son los salares». 

Más adelante indica que su extracción en un determinado pun- 
to del salar «puede afectar el comportamiento hidrogeológico de 
las salmueras [...] en pertenencias contiguas». Y a esa particulari- 
dad de explotación se suma el eventual impacto en el salar en su 
conjunto, «dado que el principal riesgo ambiental de la extracción 
de salmueras es que pueda afectar a la disponibilidad de recursos 
hídricos de su entorno». Eso, señala, además de «afectar al ecosiste- 
ma podría afectar negativamente a los grupos humanos asentados 
en el ámbito de la cuenca del salar». 

En las recomendaciones de la Comisión se advierte una mira- 
da de conjunto que propone generar políticas públicas que abor- 
den el litio como parte de un sistema para lograr una explotación 
óptima del material. A la vez, plantea la situación de los salares 
con una visión de territorio, que incluye la relación con los pue- 
blos originarios, y de un Estado garante de derechos más que de 
uno subsidiario, 

La Comisión reafirma el carácter estratégico del litio «dado 
su alto potencial de uso en aplicaciones energéticas y recomienda 
mantener el carácter de no concesible del mineral, por el hecho 
de que el sistema de concesiones mineras vigente no se adapta a la 
particularidad y complejidad del aprovechamiento de los salares». 
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Además, plantea «clevar a rango constitucional la no concesibili- 
dad del litto». 


Como medida de corto plazo, la Comisión recomienda la revi- 


sión de los contratos existentes —es decit, con SQM y con Alber- 
dalc— y propone la creación de una corporación pública de salares, 
controlada por el Estado. 

Al observar con detención sus conclusiones, se percibe que para 
llevar adelante los cambios propuestos se hace necesaria una nueva 


Constitución que oriente y fije los marcos, muy difíciles de lograr 
sin esos cambios fundamentales. 


NUEVOS INTENTOS 


Pese a las favorables condiciones de los contratos de arriendo con 
la Corfo, Julio Ponce Lerou y su grupo quisieron ir más allá en su 
, afán por obtener más litio y potasio del salar de Atacama. Desde 
2007 emprendieron un denodado intento por aumentar los límites 
AN dela cantidad de litio permitido en el contrato de arrendamiento a 
A Corfo hasta el año 2030. Pretendían saltar de las 180 mil toneladas 
permitidas en ese plazo hasta un millón de toneladas, 
dl Para eso se acercaron nuevamente a la Corfo, esta vez a la direc- 
tora ejecutiva, la ingeniera comercial Mónica Singer González, una 
profesional de perfil más bien técnico —actualmente trabaja en la 
Universidad Católica en proyectos e integra el directorio de Educa 
UC—, quien tuvo una mirada favorable a las aspiraciones del ex 
yerno de Pinochet. 

El Sistema de Empresas Públicas (SEP) es un comité de la mis- 
ma Corfo que coordina la conducción de las empresas que aún 
quedan en manos del Estado. Se supone que «representa los intere- 
ses del Estado de Chile, a través de las empresas que le pertenecen», 
como indica su definición oficial. Y las principales funciones y atri- 
buciones del SEP tienen relación con el gobierno corporativo de 
las empresas que forman parte del sistema; Opera como organismo 
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técnico asesor del Estado en determinadas materias. En este caso es 
directamente la Corporación de Fomento la dueña de las pertenen- 
cias que se arriendan a Soquimich Salar. 

Un ilustrativo intercambio de cartas da cuenta de los intentos 
de SQM de multiplicar la explotación de las sales, y por cierto, 
aumentar más la fortuna de los controladores. 

El 8 de abril de 2008, Mónica Singer, como directora ejecu- 
tiva del SEP, en una carta conjunta con el entonces subgerente 
de Soquimich, Patricio de Solminihac —hoy gerente general del 
holding—, se dirigieron al secretario ejecutivo de la Comisión 
Chilena de Energía Nuclear, de quien depende en última instan- 
cia el «permiso», en estos términos: «De acuerdo a lo conversado 
en nuestra reunión del 28 de marzo recién pasado, confirma- 
mos a ustedes que la Corporación de Fomento de la Produc- 
ción (Corfo) y SQM han en principio acordado modificar el 
“Contrato de Arrendamiento” y el “Contrato para Proyecto en 
el Salar de Atacama” que las partes pertinentes suscribieron el 2] 
de diciembre de 1995, con el propósito de aumentar los límites 
de las cantidades de litio metálico equivalente durante la vida 
del proyecto». 

En la carta de Mónica Singer y De Solminihac, a nombre del 
SEP y del holding SQM, especifican la petición: «Que el total 
hasta el año 2030 sea un millón de toneladas, cifra acorde con los 
permisos ambientales ya obtenidos y que representa menos del 50 
por ciento de las reservas conocidas». 

Precisan los remitentes que «la modificación indicada está su- 
jeta, entre otros aspectos, a la aprobación previa de la Comisión 
Chilena de la misma por parte de la Comisión Chilena de Energía 
Nuclear». 

La pretensión era audaz: SQM intentaba saltar de las 180 mil 
toneladas estipuladas en los acuerdos originales —y ratificadas en 
1993 y 1995— a un millón de toneladas. Pero además adjuntaban 
un estudio ambiental, financiado por quien se beneficiaría con el 
descomunal aumento: la propia empresa Soquimich. 
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En un oficio dirigido al vicepresidente de la Corfo, Carlos 
Álvarez Voullieme, en junio de 2008, Mónita Singer trató de rela- 
tivizar el asunto al aludir a la carta enviada por ella y por Patricio 
de Solminihac: negó que en ese momento hubiera «un acuerdo al- 
canzado entre SQM y Corfo de modificación o aumento del límite 
máximo de extracción de litio metálico equivalente», pero admitió 
que había «una manifestación de voluntad de parte del SEP para 
prospectar y analizar la posibilidad de eventualmente concordar di- 
cha modificación». 

Señaló también Mónica Singer que para llegar a aceptar el au- 
mento se requería de estudios técnicos y por eso «fue contratada 
la empresa Enviros, previa conformidad del SEP cuyo costo fue 
cubierto por Soquimich». Y agregó que una copia de ese estudio fue 
entregada al SEP en enero de 2008. 

Informó también la ex directora ejecutiva del Sistema de Em- 
]) presas Públicas a Carlos Álvarez que «el Consejo del SEP acordó 

3 en una primera instancia contratar un estudio independiente que 
, determine las condiciones económicas necesarias de exigir a SQM 
Ñ para eventualmente aprobar su petición de aumentar el límite de 
A extracción de litio a un millón de toneladas». Reconoció asimismo 
que había enviado la solicitud en forma conjunta por SQM y SEP 
a la Comisión Chilena de Energía Nuclear. 

Otra comunicación interesante en este episodio es la que en- 
vió Mónica Singer al director ejecutivo de la Comisión Chilena de 
Energía Nuclear, Fernando López Lizana —recibida según timbre 
de CCHEN el 27 de junio de 2008—, en la que le entrega más 
antecedentes: copia del Estudio de Impacto Ambiental encargado 
por SQM con una «calificación favorable», una minuta elaborada 
por la empresa y un informe de una visita a terreno realizada por 
el SEP a las plantas de Soquimich en el salar de Atacama. En todo 
caso, reiteró, «aún no existe acuerdo entre SQM y Corfo para una 
modificación o aumento al límite máximo de extracción de litio 
metálico equivalente, sino que se trata solo de una manifestación 
de voluntad de parte del SEP que supone evaluaciones técnicas, 
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económicas, jurídicas y administrativas de factibilidad, en el enten- 
dido de las posibles ventajas que para nuestro país traería aumentar 
nuestra participación en el mercado mundial del litio». 


ROTUNDO FRENO 


La respuesta de la Comisión de Energía Nuclear fue un contun- 
dente no. El presidente de la Comisión en ese momento, el doctor 
en Física Roberto Hojman, en respuesta a Mónica Singer señaló, 
en carta del 27 de noviembre de 2008: «Producto del análisis de 
todos los antecedentes entregados por la empresa y, además, los 
recabados por la CCHEN para mejor resolver, este Consejo Direc- 
tivo concluye que no hay argumentos que justifiquen hoy volver a 
incrementar la cantidad de litio para el mismo período de tiempo, 
por lo que por Acuerdo de Consejo N* 1803 de noviembre 30 de 
2008, se ha acordado no conceder la modificación solicitada a la 
autorización vigente». 

Por otra parte, advirtió en la misma carta que «de los documen- 
tos y expertos consultados resulta evidente concluir que se requiere 
un estudio tendiente a establecer el manejo sustentable del salar, 
con el objeto de que pueda comprobarse empíricamente el com- 
portamiento del salar, como consecuencia de la explotación de las 
salmueras, lo que permitiría determinar la explotación que mejor 
resguarde los intereses nacionales». 

Insiste también en un punto que en el último tiempo empieza 
a plantearse: «Otro aspecto en el que este Consejo Directivo desea 
reiterar su posición es que para sustentar futuras decisiones sobre 
la explotación de este recurso, se incrementen los Aa 
sobre el litio y el salar, para lo cual deben crearse las eran que 
permitan que una entidad nacional tenga la responsabilidad de es- 
tudiar estas materias». 

Roberto Hojman adjuntó a su comunicación el Acta de la Se- 
sión del Consejo Directivo de la Comisión de Energía Nuclear que 
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acordó «no dar lugar a la solicitud de modificación». Todos esos 
documentos fueron con copia a la empresa SQM. A la vez, informó 
al ministro de Minería, Santiago González Larraín, las razones de 
la negativa, quien solo tomó conocimiento, ya que, de acuerdo a la 
ley, la última palabra la tiene la CCHEN. 


LA LICITACIÓN FRUSTRADA 


Los intentos de SQM por abarcar más pertenencias en las que ex- 
plotar el litio continuaron tras ese revés, «Es el único país en el 
mundo que aún trata al litio como un material estratégico», alegaba 
Patricio de Solminihac, entonces vicepresidente de SQM, hoy ge- 
rente general del holding, en una publicación de la Cámara Chilena 
Norteamericana de Comercio el 18 de marzo de 2011. 

Durante el Gobierno de Sebastián Piñera se acordó una nueva 
modalidad administrativa para manejar la explotación del litio: lla- 
mar a licitaciones para acordar lo que denominaron en su Gobierno 
Contratos Especiales de Operación del Litio (CEOL); es decir, otra 
forma de entregar a empresas privadas parte de la explotación del 
mineral no metálico. Desde el Parlamento surgieron voces que ar- 
gumentaban que cualquier cambio en ese sentido debía ser a través 
de una ley, pero el Gobierno siguió adelante con su plan y, a través 
de un decreto supremo firmado por Sebastián Piñera el 2 de abril 
de 2012, se hicieron posibles los llamados a subasta pública nacio- 
nal e internacional. Fue así como en junio de ese año se convocó a 
la primera licitación de CEOL para explotar litio por un período 
de veinte años, con un tope de cien mil toneladas, en pertenencias 
que no fueran las que ya estaban en arriendo a Reedbock y a SQM. 

En ese entonces el hoy formalizado Pablo Wagner era subse- 
cretario de Minería, Y fue precisamente él quien tuvo que encabe- 
zar el comité de expertos encargado de la licitación, porque como 
Hernán de Solminihac es hermano de Patricio, el actual gerente de 
Soquimich, el ministro se inhabilitó. 
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Pero la licitación resultó un fiasco, Ganó SQM, que ofreció 
cuarenta millones de dólares. El problema es que mantenía litigios 
pendientes con el Fisco de Chile, y los ocultó cuando postuló, lo 
que era impresentable de acuerdo a las basés. Tras una polémica 
pública, Pablo Wagner tuvo que renunciar y, además, afrontó una 
querella del Consejo de Defensa del Estado. Todo un bochorno 
que fue la antesala de lo que dos años después vendría para él y su 
cuñada Carolina de la Cerda, quien a través de una de sus boletas 
ideológicamente falsas abrió la «arista Soquimich» del caso Penta, 
como se la llamó en un comienzo. 

Los litigios presentados por SQM contra el fisco eran por perte- 
nencias mineras y por derechos de agua. Pero había otra controver- 
sia que ya por esa fecha empezaba a tomar forma: las operaciones 
del denominado caso Cascadas, que escapan al negocio de explota- 
ción de los minerales y se adentran en los manejos financieros tras 
bambalinas ejercidos por Julio Ponce Lerou. 

Entre 2008 y 2011 gestionó, a través de las sociedades rela- 
cionadas Pampa Calichera, Oro Blanco, Norte Grande —las 
Cascadas— y Potasio, operaciones que le significaron millonarias 
ganancias extra. La Superintendencia de Valores y Seguros. y los 
accionistas minoritarios que se sintieron afectados, incluyendo las 
AFE se transformaron en acusadores de una causa que tiene como 
principal protagonista a Julio Ponce Lerou. Por lo que se ha inda- 
gado después, ya por ese tiempo el ex yerno de Pinochet estaba de 
lleno involucrado en las cuestionadas operaciones que constituyen 
uno de los flancos más sensibles para él, por las implicancias que 
tiene tanto administrativas como judiciales. 


LA DISPUTA CON LA CORFO 
El «párele» de la Comisión de Energía Nuclear en 2008 y la anula- 


ción de la licitación de 2012 fueron así el preámbulo que marcaría 
un nuevo escenario para las aventuras del sexto hombre más rico 
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de Chile, según la revista Forbes. Ese mismo año se inició la inves- 
tigación de la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS) que en 
2013 derivó en un condenatorio informe y elevadas multas. 

Las cosas se complicaron más aún para el ex yerno de Pino- 
chet cuando Corfo inició una investigación que llevó a la demanda 
—presentada ante el tribunal arbitral — en mayo de 2014, por in- 
cumplimiento de los arrendamientos del salar de Atacama. Ya en el 
Gobierno de Piñera el entonces vicepresidente de la Corfo, Hernán 
Cheyre, advirtió a SQM sobre diferencias en los pagos y solicitó a 
la empresa controlada por Ponce Lerou devolver dos millones de 
dólares a la Corfo. SQM se negó y Cheyre convocó a un arbitraje a 
fines de 2013, Fue designado árbitro el abogado Héctor Humeres. 

Con el Gobierno de Michelle Bachelet asumió Eduardo Bitrán 
como vicepresidente de la Corfo y el ingeniero Rodrigo Azócar 
como gerente corporativo. Azócar siguió adelante con la investiga- 
ción sobre los contratos y las anomalías que presentaban. En no- 
viembre de 2014 Azócar fue designado presidente del Metro, pero 
mantuvo su colaboración con la Corfo para continuar a cargo de la 
controversia con SQM. 

En enero de 2015 la Corfo estimó que las pérdidas por no pago 
de SQM sumaban diecisiete millones de dólares, por lo que indicó 
se le debía cancelar esa suma, y una indemnización de dieciocho 
millones de dólares. 

Cuando arreciaba el escándalo de la boletas y facturas falsas, en 
junio de 2015, se conoció el rechazo al fallo arbitral por parte de 
la Corfo y la disposición de la entidad apoyada por la unanimidad 
de su Consejo de poner fin a los contratos en forma anticipada. Las 
razones son que se ha detectado que Soquimich no ha pagado lo 
que corresponde por la extracción del litio y del potasio. «La Corfo 
dispone de abundante e indesmentible evidencia de que SQM ha 
vendido sistemáticamente producción de potasio y carbonato de 
litio a precios por debajo de los de mercado, afectando a la Corpo- 


ración», indicó en un comunicado de prensa el vicepresidente de la 
entidad estatal, Eduardo Bitrán, el 25 de junio. 
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Explicó en la oportunidad que esos antecedentes los propor- 
cionará en «la etapa probatoria del juicio arbitral, sin perjuicio de 
ponerlos en conocimiento de la SVS, del Servicio de Impuestos In- 
ternos, la Superintendencia de AFP y de la SEC de Estados Unidos, 
para que esas instituciones evalúen eventuales infracciones a las le- 
yes de valores y tributarias y afectación a los fondos de pensiones 
chilenos y tenedores de ADR de la compañía». 

Tras rechazar la fórmula conciliatoria que propuso el árbitro, el 
abogado Héctor Humeres, la Corfo le pidió designar un interven- 
tor para SQM, con el objetivo de «velar por el cabal cumplimiento 
de las responsabilidades de cuidado de este activo estratégico del 
Estado, además de asegurar el acceso a la información Rdcdigna y 
verificar el cumplimiento del contrato». 

Entre las cosas que hizo ver Bitrán en esa oportunidad es que el 
precio al que vende SQM el litio a la sociedad Kowa —accionista 
de la empresa— es más barato que el de las ventas a Argentina, 
China y otros países. Y recordó un dato: «En la junta ordinaria de 
accionistas del 24 de abril de 2015, el representante legal de Kowa 
fue Luis Eugenio Ponce Lerou, que es hermano del controlador 
de SQM»p. 

Sin duda que esta situación pendiente respecto de los contratos 
con la Corfo, así como las investigaciones por el caso Cascadas en 
la Superintendencia de Valores y Seguros y en la Fiscalía Norte de 
Santiago, marcan un escenario nada fácil para el otrora todopo- 
deroso ex yerno de Pinochet. Y que el estallido de las boletas y 
facturas que dejaron en evidencia sus «inversiones en política» son 
la otra gota que está rebalsando un vaso que lo llevó a renunciar el 
8 de septiembre de 2015 a la presidencia de las sociedades Pampa 
Calichera, Oro Blanco, Norte Grande y Porasios. Una movida tác- 
tica, como las que suele hacer, en busca de que los costos sean los 
menores posibles. | 
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La avalancha 


Las sorpresas en torno al caso Soquimich se han sucedido una tras 
otra a lo largo de la redacción de este libro. Una de ellas tiene que 
ver con el elegido para suceder a Julio Ponce Lerou, cuando decidió 
dejar la presidencia de las sociedades cascada —Pampa Calichera, 
Oro Blanco, Norte Grande y Potasios de Chile— el 8 de septiem- 
bre de 2015. Las «razones personales» que esgrimió no parecían 
una excusa suficiente. Más aún en un personaje que se ha caracteri- 
zado por un carácter duro y dispuesto a correr riesgos. 

Al contrario, todo indica que los muchos flancos abiertos en el 
terreno judicial, tributario y administrativo pesaron en su disposi- 
ción de retirarse de la primera fila, Y que el deterioro de su imagen 
y de sus empresas cundió en el último año, mientras el precio de las 
acciones manifestaba bajas, aunque seguía siendo poseedor de una 
de las mayores fortunas de Chile. 

Hasta ese momento no caían sobre él formalizaciones por parte 
del Ministerio Público, pese a que ha tenido que declarar como im- 
putado en dos casos: Cascadas, y el de las boletas y facturas entrega- 
das al holding SQM, por posibles delitos tributarios y económicos. 

Había sido sancionado con una elevada multa de setenta millo- 
nes de dólares por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros 
en 2014 por las operaciones entre las sociedades cascada. Y el 2 de 
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septiembre le llegó otra cuenta: el Servicio de Impuestos Internos 
(SII) cobró a las sociedades Pampa Calichéra, Oro Blanco, Norte 
Grande y a la filial Global Mining tributos impagos por más de 78 
mil millones de pesos —unos 110 millones de dólares— a propósito 
de las mismas polémicas transferencias efectuadas entre ellas en 2012. 

Ponce Lerou y sus sociedades controladoras de SQM están 
gastando un dineral en asesorías jurídicas y políticas, debido a los 
problemas que afrontan, mientras la controversia con la Corfo en 
torno al salar de Atacama ha tomado vuelo. Al mismo tiempo, 
mentan las dudas sobre la salud económica de las cascadas, 
se proyectan dentro del país y tienen eco en Estados Unid 

Bolsa de Nueva York. 

En este escenario cundían los interrogantes sobre cuál sería la 

carta que lanzaría al juego Julio Ponce Lerou, y qué destino daría a 


esas sociedades que han estado desde hace ya más de dos años en el 
epicentro de la controversia. 


au- 
las que 
os en la 


UN EXTRAÑO SALTO 


El ex yerno de Augusto Pinochet ha sido conocido desde hace tiem- 
po no solo por su arrojo en los negocios. También por su afición a 
los caballos. Un curioso punto en común con Carlos Eugenio La- 
vín, el formalizado dueño de Penta. Probablemente la equitación le 
ha dado un respiro desde que la avalancha de críticas cayó sobre su 
imperio y sobre los políticos chilenos contaminados con sus dádivas. 

Ponce Lerou —como Lavín— también instaló un criadero, el 
Haras Siracusa en Osorno, donde —entre otras entretenciones— 
tuvo un coto de caza. Después arrendó Siracusa y trasladó sus 
caballos a Santiago, al Club San Carlos de Apoquindo, en la pre- 
cordillera de Las Condes, donde practica su deporte favorito todos 
los días a primera hora de la mañana, antes de concurrir a su oficina 
en la calle El Trovador con Los Militares. Además, es socio del Club 
de Polo y Equitación San Cristóbal en Vitacura. 
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¿Qué salto intentaría dar esta vez el avezado jinete para sortear 
las vallas que se han estado cruzando en su camino? El lunes 14 
de septiembre llegó una respuesta a parte de esta pregunta. Tres 
comunicados de cada una de las sociedades integrantes de la cas- 
cada, dirigidos a la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), 
irrumpieron bajo el rótulo de «hechos esenciales», es decir, infor- 
maciones que deben entregar las empresas que transan sus acciones 
en la Bolsa de Comercio. 

El contenido de esos mensajes remeció el ambiente económico 
dos días antes del terremoto del miércoles 16. El sucesor de Ponce 
Lerou en la presidencia de Pampa Calichera, Oro Blanco y Norte 
Grande no sería su hermano Eugenio, quien lo acompaña en sus 
negocios desde los años setenta, y en Soquimich desde antes de la 
privatización. Tampoco ninguno de sus ejecutivos de confianza an- 
tiguos o nuevos. Ni siquiera alguien que hubiera estado en algún di- 
rectorio de una de las tantas filiales de sus empresas reales o virtuales. 

El elegido fue un personaje especial: Rafael Guilisasti Gana, el 
vicepresidente del holding de vinos Concha y Toro, presidente de , 
la Viña Emiliana y ex presidente de la Confederación de la Pro- 
ducción y del Comercio (CPC). Un ex alumno del Saint George 
que de joven militó en el MAPU, que estudió Historia, y no Eco- 
nomía ni Ingeniería, que llegó a representar al gran empresariado 
en la cúspide de su organización, y que en la última precampaña 
presidencial fue el principal financista del ex ministro de Hacienda 
Andrés Velasco. Y ha dicho que sigue a su lado. 


EN LA OTRA VEREDA 


A la sorpresa ante el nombre elegido por Ponce Lerou, se sumó el 
hecho de que Guilisasti pasaba en forma abrupta de una vereda a la 
Otra, en momentos críticos para la relación entre el Estado de Chile 
y el imperio de minería no metálica controlado por el ex yerno de 
Pinochet. Como se ha mencionado, desde abril de 2014 la Corfo 
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se encuentra en abierto litigio con Soquimich por la extracción de 
litio y potasio en el salar de Atacama, que la amarra hasta el año 
2030. Lo sorprendente y delicado del asunto es que desde 2012 
Rafael Guilisasti era representante del presidente de la República 
en el Consejo de la Corporación de Fomento (Corfo). Lo nombró 
Sebastián Piñera y se mantuvo en el cargo durante el actual Go- 
bierno. El 3 de septiembre de 2015 presentó su renuncia, pero no 
mencionó cuál sería su destino. 

El Consejo Directivo de la Corfo lo preside el actual ministro de 
Economía, Luis Felipe Céspedes, y lo integran el vicepresidente de 
la Corfo y cuatro ministros: los titulares de Hacienda, Relaciones 
Exteriores, Desarrollo Social y Agricultura. Junto a ellos —al más 
alto nivel del gabinete económico—, Rafael Guilisasti participó en 
el Consejo que en junio de 2015 se pronunció en forma unánime 
por rechazar las recomendaciones del árbitro Héctor Humeres, 
planteó el término anticipado a los contratos del Salar. 

La Corfo acordó, además, pedir al Consejo de Defensa del Es- 
tado que se hiciera parte en esta disputa. Y eso lo sabía, por cierto, 
Guilisasti, quien conoció la estrategia de defensa de la Corpora- 
ción. Lo menos que se comentaba es que se trataba de un conflic- 
to de interés que le permitiría usar información privilegiada en su 
nueva función. Salvo que —especulaban algunos— se tratara de 
una original «fórmula» orientada a sacar a Ponce Lerou del camino 
para aquietar las aguas de la cascada con el Gobierno. 

Pocos días antes, el conflicto Corfo-Soquimich llegó hasta la 
Fiscalía Centro Norte de Santiago. Tras una denuncia del diputado 

Alberto Robles, del Partido Radical, por el distrito 6 de Atacama, se 
abrió una nueva causa basada en las irregularidades detectadas por 
la Corfo: las ventas de SQM a la sociedad Kowa a un precio inferior 
al mercado y las características de los contratos suscritos en los años 
ochenta y noventa. 

Esta investigación, la tercera en torno al holding SQM, que se 
abrió en la misma fiscalía en que el fiscal jefe Andrés Montes encabe- 
za la del caso Cascadas—, quedó a cargo de Jaime Retamal, fiscal de 


y 
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Delitos de Alta Complejidad. Sin duda, es otro molesto escollo para el 
principal accionista de las cascadas Julio Ponce Lerou, y también para 
el flamante presidente Rafael Guilisasti. La firma Kowa —aparente- 
mente japonesa— despierta sospechas tanto a la Superintendencia de 
Valores y Seguros (SVS) como a la Corfo y a los investigadores. Hasta 
podría ser una sociedad «pantalla» vinculada al aparataje de control 
de Julio Ponce Lerou y su hermano Eugenio. Al menos es un hecho 
que desde 2006 tiene un pacto de accionistas con Pampa Calichera 
y Global Mining de Ponce Lerou para el control de SQM. En algu- 
na oportunidad, como recordó el diario digital El Mostrador, la SVS 
había instruido a SQM que se la tratara como sociedad «relacionada» 
en sus cuentas, pero la compañía no lo ha hecho.' 


ÁMIGOS COMUNES 


«No soy palo blanco de nadie», respondió Rafael Guilisasti al pe- 
riodista José Tomás Santa María, editor del diario Pulso, el 15 de 
septiembre en una entrevista de dos páginas en el diario económico 
de Copesa, el consorcio controlado por Álvaro Saieh. Julio Ponce 
Lerou nada dijo ni dio explicación sobre el triple nombramiento. 

El nuevo presidente de Pampa Calichera, Oro Blanco y Norte 
Grande manifestó en esa entrevista que no conocía en persona a 
Julio Ponce Lerou, que simplemente lo había llamado por teléfono 
para ofrecerle esos cargos y quien lo contactó dos semanas antes 
—dijo— fue Eugenio Ponce, hermano de Julio y vicepresidente 
comercial de SQM. 

Las palabras de Guilisasti provocaron incredulidad. Resulta ex- 
traño que alguien que fue presidente de la Confederación de la Pro- 
ducción y del Comercio durante dos años —de diciembre de 2008 


* Héctor Cárcamo, «Fiscalía abre investigación por negocios de SQM q 
enigmático “amigo” de Júlio Ponce; Kowa», El Mostrador, 14 de septiembre 
de 2015, 
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a diciembre de 2010— y que ha estado durante un largo tiempo 
en la conducción de la Sociedad de Fomento Fabril (Sofofa) no se 
hubiera topado nunca con Ponce Lerou, un hombre que —como 
él — se mueve en las grandes ligas de los negocios. 

Mucho antes de que se conociera el nombre de Guilisasti como 
presidente de las sociedades cascada, el diario electrónico Ciper 
publicó un reportaje del periodista Alberto Arellano sobre Isidoro 
Quiroga Moreno, a quien identifica como «el zar de las aguas», por- 
que entre los múltiples negocios que realiza ha acumulado derechos 
de agua a lo largo y ancho del país.? 

Quiroga, un ingeniero de gran fortuna que cultiva un bajísimo 
perfil, con intereses también en agricultura, minería, cnergía y la 
industria de salmones, participó —indica Arellano— en reunio- 
nes de empresarios en las que se habrían topado Guilisasti y Ponce 
Lerou. Señala el periodista en su investigación que son públicas al 
menos dos reuniones en las que se le vio junto a otros empresarios 
de renombre, como Rafael Guilisasti, Lázaro Calderón, Julio Pon- 
ce, Juan José y Enrique Cueto. Ambas reuniones —de acuerdo a su 
versión— fueron con el ex presidente Ricardo Lagos. La primera 
«en 2008, en un inmucble de Valle Escondido, sociedad de la que 
Quiroga es accionista. La segunda, en marzo de 2012, en casa del 
influyente abogado Darío Calderón», sostiene Arellano, quien a la 
vez alude a una información en la revista Qué Pasa publicada en 
esa época. 

Tanto Quiroga como Darío Calderón son amigos de Julio Pon- 
ce Lerou, Isidoro Quiroga fue director de Soquimich durante seis 
años, entre 1996 y 2002, y es muy cercano a Julio Ponce y a Patri- 
cio Contesse. 

Hablando de los cercanos a Ponce Lerou, la periodista Valen- 
tina Ibarra señalaba en El Mercurio en septiembre de 2013: «Otro 
amigo es el empresario eléctrico Isidoro Quiroga». Indicaba que «su 


? Alberto Arellano, «La historia del discreto empresario que se transformó en 
el zar de las aguas en Chile», Ciper Chile, 10 de diciembre de 2013. 
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amistad partió porque este tenía acciones de Soquimich en 1988 
y necesitaba de su apoyo para que Ponce saliese elegido director 
en la minera no metálica, Como Quiroga tenía un vivero de kiwis 
aledaño al campo de su hermano Eugenio Ponce, le pidió su apoyo 
y afianzaron su amistad».? 

Según la revista Capital, Quiroga es uno de los pocos empre- 
sarios con que se ha reunido Contesse después de su renuncia a la 


gerencia general de SQM y de su formalización que le significó 
quedar con arresto domiciliario. 


QUIÉN ES GUILISASTI 


En apariencia, nada tiene que ver Rafael Guilisasti Gana con Julio 
Ponce Lerou, salvo su afición por los negocios. No formaba parte 
de su círculo de amigos ni figuró nunca antes en un directorio de 
las numerosas sociedades de su holding. Guilisasti —nacido en sep- 
tiembre de 1953— es ocho años menor que Ponce Lerou. Tampoco 
fue partidario de Pinochet ni tiene vínculos políticos con su ex yer- 
no. Pertenece a una familia conservadora y acomodada, estudió en 
el colegio Saint George y después Historia en la Universidad Cató- 
lica, aunque pronto se dedicó a la viña familiar, donde su hermano 
mayor, Eduardo, numerario del Opus Dei, es el gerente y en la que 
trabaja junto a toda la familia. Desde los años sesenta el padre había 
adquirido parte importante de la viña Concha y Toro. La hicieron 
crecer y multiplicaron las uvas, los vinos y las marcas que se suma- 
ron al tradicional Casillero del Diablo y al premiado Don Melchor. 

De joven, Rafael Guilisasti era el izquierdista del clan. Militó en 
el MAPU, el Movimiento de Acción Popular Unitaria, una escisión 
de la Democracia Cristiana, que nació en la UC. Cuando este se di- 
vidió, él formó parte del MAPU Obrero Campesino (MAPU OC), 


3 Valentina Ibarra, «De obrero en Canadá a uno de los empresarios más con- 
trovertidos de Chile», El Mercurio, 15 de septiembre de 2013. 
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que encabezaron el ex senador Jaime Gazmuri y Enrique Correa, ex 
ministro secretario general de Gobierno de Patricio Aylwin, mien- 
tras que el ala más avanzada era conducida por el hoy empresario 
socialista Óscar Guillermo Garretón. 

Primo hermano de la alcaldesa de Providencia, Josefa Errázuriz 
Guilisasti, y del ex embajador Octavio Errázuriz, las redes familia- 
res y de amistades del «Pollo» Guilisasti son amplias. Compañeros 
de colegio lo recuerdan como medio hippie, chascón de pelo largo 
y comprometido con las obras sociales del padre Gerardo Whelan, 
el rector del Saint George que inspiró la película Machuca. Egresó 
del colegio en 1970, y durante un tiempo se fue a vivir a una pobla- 
ción en Peñalolén, junto a otros estudiantes de esa época. 

Entre sus compañieros de juventud que levantaron junto a él la 
bandera verde con la estrella roja del MAPU se cuentan los soció- 
logos Carlos Catalán y Eugenio Tironi. Y connotados ex ministros 
de la Concertación, mayores que él con los que trabó amistad en la 
militancia política de aquel entonces: Enrique Correa, José Joaquín 
Brunner, José Antonio Viera-Gallo —hoy embajador:en Argenti- 
na—, el ex presidente de la Organización de Estados Americanos, 


' A José Miguel Insulza, y el actual ministro de Energía, Máximo Pa- 


checo, que fue su compañero de curso en el colegio. 

Después del golpe, Rafael Guilisasti vio partir a muchos de sus 
amigos al exilio. Él se quedó en Chile y en los primeros tiempos de 
la dictadura siguió activo en política, y estuvo a cargo de la juven- 
tud de su partido. «El movimiento pasó a la clandestinidad y sus 
militantes, como el resto de la izquierda, corrieron peligro. Guili- 
sasti trabajó en labores de apoyo para el funcionamiento del MAPU 
y, sobre todo, en la protección de las personas. El objetivo era man- 
tener viva la red del movimiento, pese a la represión», relata la pe- 
riodista Rocío Montes en una crónica de la revista Caras en 2014. 


SS 


% Rocío Montes, «Todos los mundos de Guilisasti», Caras, 24 de abril de 
2014. 
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El contrapunto con Ponce Lerou es grande. Guilisasti en esos tiem- 
pos llevaba una doble vida, como muchos que enfrentaban la dic- 
tadura: «Ayudó en la escritura, edición e impresión de un folletín 
político llamado Salamandra. Y para burlar la seguridad del régi- 
men debían trasladar de un lugar a otro el mimeógrafo, un ins- 
trumento utilizado para hacer copias de papel escrito en grandes 
cantidades. Guilisasti trabajaba paralelamente para la viña de su 
familia», agrega Rocío Montes. 

De acuerdo a los testimonios recogidos entre sus amigos, «mien- 
tras el MAPU se mantuvo vivo, hasta el 82 u 83, tuvo su espíritu 
en la política. Una disciplina que entiende como un ejercicio de 
poder y, sobre todo, intelectual», indica la periodista. «No es como 
los empresarios que solo saben de empresas. Ni como los políticos 
que solo son diestros en operaciones y estrategias. Ni como los ca- 
tólicos que solo hablan de religión. Ni como los académicos que 
solo saben de libros. A Guilisasti lo catalogan como un personaje 
complejo en el que conviven todos estos mundos, tan distintos», 
añade. Lo define como «un hombre culto y lector que siempre está 
informado de lo que ocurre en Chile y en el extranjero y que difí- 
cilmente se pierde de leer The Economist». 

Otros compañeros del colegio Saint George con los que conver- 
sé sobre el personaje dicen con una cierta sonrisa que el revolucio- 
nario «Pollo» de los tiempos juveniles simplemente se transformó 
en próspero empresario y «se aburguesó». Le gustó «la plata y sobre 
todo el poder», es un comentario que escuché muchas veces en esos 
días de septiembre. 

Uno de sus grandes amigos es Enrique Correa, quien ha sido 
asesor de Julio Ponce Lerou desde la década del noventa. Aunque 
Correa es ocho años mayor que Guilisasti —este noviembre cum- 
ple setenta años—, la antigua amistad se forjó a comienzos de la 
dictadura. El relato de Caras consigna: «Cuando Correa estaba 
clandestino en Chile, vivía en el barrio Bellavista. Era vecino de 
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Guilisasti, que también se había trasladado a ese barrio de Provi- 
dencia. Eran los años en que todos usaban chapa para resguardarse 
del régimen de Pinochet y en que Guilisasti y otros militantes del 
MAPU intentaban distraerse jugando tenis en un estadio de Las 
Condes, cercano a Los Dominicos». 

Rafael Guilisasti se fue alejando de la política más activa en la 
medida en que se desilusionaba de los «socialismos reales» y era 
atraído por el mercado y los negocios. Recuerdan quienes lo cono- 
cen de ese tiempo que realizó por primera vez un viaje largo. Visitó 
Alemania Oriental, Italia y otros países europeos. Después estuvo 
en Estados Unidos. Percibió diferencias que lo marcaron, cuen- 
tan. Hacia principios de los ochenta «realizó una revisión profunda 


del Gobierno de la UP y del golpe, con mayor distancia», señala 
Rocío Montes. 


EL CAMBIO DE EJE 


Poco a poco, en los ochenta, Guilisasti se transformó en un exitoso 
empresario vifñatero. Él ha definido como «un proceso» este cambio 
de eje en su vida. «Recuerdo que trabajé activamente en la viña has- 
ra 1982 y mantenía mis relaciones políticas. Naturalmente era otro 
concepto, de oposición intelectual contra el régimen de Pinochet 
con situaciones de represión muy duras. Entonces había que ayu- 
dar a algunos compañeros. Pero en 1983 tuve que participar en la 
internacionalización de los mercados de Concha y Toro. Un trabajo 
que me obligó a viajar mucho; la idea era promover nuestros vinos 
en Estados Unidos y en Latinoamérica», le explicó al periodista 
Alfredo López en una entrevista en la misma revista Caras.5 En esa 
oportunidad salió a defender a su amigo Andrés Velasco, después 


de que se conoció el episodio del almuerzo con los dueños de Penta. 


* Alfredo López, «Aquí lo paradójico es que todos rasgan vestiduras», revista 
Caras, 7 de mayo de 2015. 


«INADMISIBLE E IMPRESENTABLE» 


En 2014 los ingresos del holding vitivinícola alcanzaron los 960 
millones de dólares y representaron un aumento de 22,6 por ciento 
respecto al año anterior. Concha y Toro es conocida hoy en todos 
los continentes y es una de las principales empresas productoras de 
vinos del mundo y la primera en exportaciones a Estados Unidos. 

Junto a los buenos resultados con la venta de vinos, Rafael Gui- 
lisasti tuvo otro gran estímulo en 2014: en agosto recibió el Pre- 
mio Icare al «empresario del año», reconocido como la máxima 
distinción entre sus colegas. Dos meses después afrontó una trágica 
noticia: su hermano José, el gerente de la Viña Emiliana, con quien 
trabajaba codo a codo desde hace décadas, se quitó la vida a los 
cincuenta y siete años. 

Rafael Guilisasti continuó con su vida empresarial en las viñas, 
las exportaciones de vinos y en las diversas actividades en que se ha 
involucrado: la Sociedad de Fomento Fabril, donde fue vicepresi- 
dente entre 2005 y 2011, y después entre 2014 y abril de 2015. 
Preside la Fundación Carlos Vial Espantoso, participa en los di- 
rectorios de la Fundación Chilena del Pacífico, y de la Fundación 
DUOC de la Universidad Católica, de la que dependen el Instituto 
Profesional y el CFT. Además, la presidenta Bachelet lo invitó a la 
Comisión Asesora de Productividad, que creó en julio pasado. Y 
hasta el 3 de septiembre estaba en el Consejo Directivo de la Corfo. 

Como indica Rocío Montes al finalizar su entrevista, Rafael 
Guilisasti «es uno de los chilenos que tiene mayor cantidad de re- 
des: en la derecha, la izquierda, los empresarios, los académicos, 
en la Iglesia». Pero, tras conversar con algunos de sus amigos, la 
periodista concluye: «Su murido cultural e íntimo sigue arraigado a 
la historia del MAPU, que no es otra que su propia historia». 


«INADMISIBLE E IMPRESENTABLE» 


El vicepresidente ejecutivo de la Corfo, Eduardo Bitrán, manifestó 
su indignación con la actitud de Rafael Guilisasti en entrevista de 
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Valentina Ibarra publicada en El Mercurio el miércoles 16. «Sí, me 
sorprendió. Nunca me imaginé que él podfa asumir como director 
y presidente de las sociedades cascada, controladas por Ponce». Ca- 
lificó la decisión de «imprudente e impresentable». Y agregó: «Él 
participó en las reuniones de directorio en que presentamos nues- 
tra estrategia legal para hacer respetar los intereses fiscales frente 
a Soquimich. Es decir, sí tiene información confidencial respecto 
del litigio. Este salto de una vereda a otra es malo para las con- 
fianzas. Con esta decisión, SQM, con su controlador actual, sigue 
destruyendo valor público y continúa siendo un socio incómodo 
para la Corfo». 

Ante la pregunta de la periodista sobre la versión de que el pre- 
sidente de SQM ha intentado reunirse con él, Bitrán reconoció 
que «es efectivo que directores y lobbystas de SQM han tratado de 


reunirse conmigo, pero yo no he aceptado ninguna reunión», Re- 
cordó que la Corfo está en un juicio arbitral «con prácticas que ya 
conocemos y que, por tanto, no permite ninguna reunión a puertas 
cerradas». Y remató: «Que quede claro, no estoy disponible para 
ninguna reunión con emisarios del señor Ponce». 

El mismo día, el ministro de Economía, Luis Felipe Céspedes, 
presidente del Consejo de la Corfo, reiteró: «Como Corfo pedimos 
y solicitamos el fin del contrato, producto de todas las causas que 
adjuntamos en dicha demanda frente al árbitro, entregamos, ade- 
más, el caso al Consejo de Defensa del Estado, quien está llevando 
esta causa, así que creemos que tenemos una condición muy fuerte 
por parte del Estado de Chile». 

Cuando le preguntaron si habría conflicto de interés en el 
cambio de bando de Guilisasti, Céspedes indicó que «es una ma- 
teria que se está evaluando, lo evaluó la propia Corfo». Y agregó: 
«Tenemos una posición como Estado de Chile a través del Con- 
sejo de Defensa del Estado» y anunció que sería presentada con 
«todos los argumentos necesarios para hacer valer los intereses del 


Estado chileno». 
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Justo en los días previos a la renuncia de Julio Ponce Lerou a la 
presidencia de las cascadas, Oro Blanco envió a la Superintenden- 
cia de Valores y Seguros otro «hecho esencial»: esa firma obtuvo un 
préstamo de 84,6 millones de dólares de parte de Corpbanca. A su 
vez, Oro Blanco utilizó 12,55 millones de dólares de ese préstamo 
para pagar deudas que tenía con el mismo banco. El resto, es de- 
cir alrededor de setenta millones de dólares, se lo traspasó a Norte 
Grande —la matriz de las cascadas — para que pagara anticipada- 
mente deudas que también tenía con el banco de Saieh. Así quedó 
endeudada Oro Blanco y «aliviada» Norte Grande. Esta última, esa 
misma tarde, mostró alza de precio en sus deterioradas acciones. 

A su vez, se divulgó en esos días que Ponce Lerou y su grupo 
tenían «en prenda» una alta proporción de acciones de las cascadas. 
Por lo que sc puede desprender, esos movimientos estaban orien- 
tados a limpiar la situación financiera de Oro Blanco, la sociedad 
«hija» de Norte Grande y «madre» de Pampa Calichera. «La cascada 
de Julio Ponce reduce presión financiera en elaborada operación de 
la mano del banco de Álvaro Saieh», tituló El Mostrador Mercados 
en una crónica del periodista Enrique Elgueta, el 11 de septiembre. 

Corpbanca, que aún sigue en manos de Saieh mientras no se 
materialice su fusión con el Banco Itaú, postergada para 2016, «es 
uno de los tres mayores acreedores de las cascadas, junto a Scotia- 
bank y Deutsche Bank», indica Elgueta. Y precisa que de los 741 
millones de dólares que en junio adeudaban estas sociedades, Corp- 
banca es acreedor de unos 255 millones de dólares, alrededor de la 
tercera parte. 

Hay más antecedentes detrás de todo esto: Rafael Guilisasti 
era miembro del directorio de Corpbanca, controlado por Álva- 
ro Saieh, cuando fue nombrado en las cascadas. También integra 
ese directorio Jorge Selume Zaror, el ex director de Presupuesto de 
Pinochet, Selume y Guilisasti representaban los intereses de Saieh, 
pero Guilisasti renunció en octubre. 
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Asimismo, Álvaro Saieh y Julio Ponce —dice El Mostrador— 
«son personajes que mantienen buénas relaciones y como gran 
amigo en común tienen a Darío Calderón, quien ha sido asesor de 
ambos». Y agrega que «este crédito otorgado por el banco es visto 


en el mercado como una nueva ayuda por parte del banquero al ex 
presidente de SQM». 


EL AMIGO CALDERÓN 


El abogado Darío Calderón es amigo de toda la vida de Julio Ponce 
Lerou y su familia, Es tanta la cercanía que, cuando murió Julio 
Ponce Zamora, el padre del ex yerno de Pinochet, el único aviso 
publicado en el Obituario de El Mercurio el 25 de agosto de 2015 
fue de Darío Calderón González y familia. 

«Acompañamos con especial afecto y gratitud a la familia Pon- 
ce Lerou por el sensible fallecimiento de su padre, Julio Ponce 
Zamora», decía la nota firmada por Darío Calderón González y 
familia que informaba: «Sus funerales se efectuaron privadamente 
ayer en la ciudad de Viña del Mar. El día antes sus familiares des- 
pidieron al doctor Ponce Zamora en el cementerio Parque del Mar 
en Concón. 

En su testimonio ante la Fiscalía Santiago Norte, que reiteró 
en la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados sobre 
el caso Cascadas, el economista Patricio Phillips Sáenz, director 
de Pampa Calichera, habló de un intercambio de correos entre 
José Cox, el asesor del ex presidente Sebastián Piñera, y Darío 
Calderón en representación de Ponce Lerou, en los que intenta- 
ban ponerse de acuerdo en 2012 para una eventual fusión de las 
sociedades cascada. Según Phillips y Ponce Lerou, Piñera —en ese 
momento presidente de la República— tenía inversiones a través 
de Bancard e Inversiones Santa Cecilia en las cascadas, aunque 


Piñera ha insistido en que en ese tiempo sus bienes estaban en 
fideicomiso ciego. 
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En una parte de su declaración Phillips relata: «En diciembre 
del año 2012 se celebra el cumpleaños del señor Juan Cueto, que es 
el accionista mayoritario de LAN, en la casa de la señora Esperanza 
Cueto, casada con el señor Max Marambio». A esa reunión so- 
cial —relató Philips— «llegó el presidente Sebastián Piñera, quien 
se encontró con el señor Darío Calderón y le preguntó: “¿Darfo, 
cómo va el tema de la fusión de las cascadas?”, y Darfo le respondió: 
“Está un poco complicado por la Superintendencia”, y el ex presi- 
dente Sebastián Piñera le señaló: “Tú preocúpate de la fusión, yo 
me preocupo de la Superintendencia”». 

Agregó Phillips que en enero de 2013 finalizaron las nego- 
ciaciones, «porque el señor Julio Ponce no aceptó la fusión en los 
términos planteados, ya que le significaba perder el control de las 
sociedades cascada», indica el informe de la Comisión entregado a 
principios de 2015. Como esos hay otros ejemplos elocuentes. 

En la defensa frente a la doble investigación —de la Superin- 
tendencia de Valores y Seguros y de la fiscalía— en torno al caso 
Cascadas, el rol de Calderón ha sido clave como un gran articula- 
dor de estrategias legales, según las versiones de diversos medios 
de comunicación. «Detrás de todo este engranaje está una de las 
personas más cercanas a Julio Ponce Lerou: Darío Calderón Gon- 
Zález. Este abogado no actúa ni como general ni como soldado, 
sino como consigliere. Conocidos del presidente de SQM dicen que 
[...] es uno de los pocos amigos que le quedan. Y que en un inicio, 
Calderón intentó, sin éxito, negociar con la Moneda* con las AFP 
y hasta con el presidente Piñera una salida amistosa a este conflicto, 
teniendo como contraparte al empresario José Cox», señalaba en El 
Mercurio la periodista Valentina Ibarra.” 


S Se refiere a Moneda Asset Management, fondo de inversión accionista mi- 
noritario de las cascadas que se querelló contra Julio Ponce Lerou.  - 

” Valentina Ibarra, «Quién es quién y las redes que tienen los abogados que 
defienden a Julio Ponce», El Mercurio, 1 de diciembre de 2013. 
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LA MIRADA POLÍTICA DEL «CONDE NEGRO» 


Darío Calderón nació en 1946. Vivió su infancia en la avenida 
Santa Laura, en el barrio Independencia, y estudió en una escuela 
pública, en el Instituto Nacional y en la Facultad de Derecho en la 
Universidad de Chile. Es hijo de una profesora y de un funcionario 
del Ministerio de Economía. Es casado con su colega Ana Musalem 
Aiach. Se declara buen lector, le gusta el tango, ha sido vicepresi- 
dente de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional (ANFP) y 
dirigente del club Palestino. 

Bajo la dictadura integró una comisión interventora para tres 
de los bancos que estuvieron en el «área rara»: Osorno, el Banco 
de Chile y el de Santiago. Cuando el Banco Osorno fue comprado 
por Saieh y el «grupo de las diez mezquitas», Darío Calderón fue 
nombrado director. Lo mismo ocurrió en Copesa cuando Saieh y 
Sergio de Castro tomaron el control. 

«El Negro» —como lo apodan— es radical y masón. El polé- 
mico comentarista y ex seleccionado de fútbol Eduardo Bonvallet 
—uien se quitó la vida el 18 de septiembre pasado— lo rebaurtizó 
como «el Conde Negro». 

En el libro Los magnates de la prensa me referí a su perfil polí- 
tico: «Durante la dictadura se veía a Darío Calderón cerca de los 
radicales de derecha y de sectores nacionalistas. Incluso apoyó a su 
colega Pablo Rodríguez Grez, fundador y ex presidente del mo- 
vimiento Patria y Libertad, en su precandidatura presidencial en 
1988. No obstante, años después en tiempos de democracia, apa- 
reció firmando una adhesión a Ricardo Lagos cuando postuló a la 
Presidencia de la República». 

Ratificó ese aprecio por Lagos en unas palabras escritas en la 
sección Mi Manifiesto del diario La Tercera en 2012, cuando aún 


$ María Olivia Monckeberg, Los magnates de la prensa, Santiago, Debate, 
2009. 
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no se definían los candidatos presidenciales para la elección de 
2013: «Me gustaría que el candidato a presidente fuera Ricardo 
Lagos. Toda mi vida he sido laguista, es uno de los presidentes más 
relevantes de la historia contemporánea. En orden de prioridades, 
me a que el candidato fuera Lagos, si no Michelle, si no don 
José Antonio Gómez, que al contrario de lo que se cree, no es tan 
extremista como se ve; y finalmente Andrés Velasco».? 

También Calderón ha sido cercano a Sebastián Piñera y fue 
director de LAN, cuando el ex presidente controlaba la línea aé- 
rea. «He compartido muchos directorios con el presidente Piñera. 
Fui su abogado en varias negociaciones. Nos llevamos muy bien, 
porque distingo entre el presidente Piñera y el Piñera empresario y 
ser humano.» : 

En ese «Manifiesto» agregó: «Como ser humano y empresario 
lo admiro, tiene una inteligencia superior. Pero creo que puede te- 
ner carencias en los códigos en la política. Creo que lo que le faltó 
para que este Gobierno pareciera exitoso fue haber tenido una ju- 
ventud política de asambleas, donde se conocen los códigos. Con 
Piñera hemos compartido la pasión por la historia y muchos viajes 
en yate, en helicóptero. Es muy agradable viajar con él, porque hay 
que estar siempre listo». Y remató con una frase que levantó titula- 
res en otros medios: «Es muy inquieto y lleno de historias, algunas 
reales, otras inventadas». 

Por esos días, Darío Calderón se autodefinía como «concer- 
tacionista». Y explicaba: «Soy de los pocos concertacionistas que 
participamos en directorios de empresas, Al principio podría haber 
sido discriminado como los negritos de Harvard, pero creo que los 
veinte años de la Concertación demostraron que no es un enemigo 
de la empresa privada». 


? «Mi manifiesto, Darío Calderón, abogado», La Tercera, 4 de noviembre de 
2012. 
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La relación de Calderón con Álvaro Saich €s también estrecha. 
Miembro del consejo editorial del diario La Tercera y asesor en sus 
negocios, sus consejos fueron decisivos en operaciones tan impor- 
tantes para Saieh al final de la dictadura como la adquisición del 
Banco Osorno, y después el traspaso de Copesa desde sus antiguos 
dueños, la familia Picó Cañas, al grupo que constituyó Saieh junto 
a Jorge Selume Zaror, los hermanos Abumohor y otro grupo de 
empresarios de origen árabe —conocido como «las diez mezqui- 
tas» —, quienes se asociaron con el ex ministro de Hacienda Sergio 
de Castro. En esas operaciones fue decisivo el rol del Banco del Es- 
tado, encabezado entonces por el economista Álvaro Bardón, quien 
permutó las deudas en favorables condiciones para los nuevos due- 
ños, como se ha mencionado. 

En Los magnates de la prensa aludí a estas operaciones: «El 22 
de agosto de 1989 se creó la Sociedad de Inversiones La Fuente, 
especialmente para adquirir las acciones del Banco del Estado en 
Malán, La formaron los anteriores dueños de Copesa, es decir, las 
familias Picó Cañas y Picó Domínguez, por un lado, y la sociedad 
Aska Limitada, por el otro, Aunque figuran como forjadores de 


: Aska el abogado Darío Calderón y su señora, Ana Musalem, detrás 


de ellos estaban los verdaderos socios, que no eran otros que tres de 
los principales propietarios del Banco Osorno: Carlos Abumohor, 
Saieh y Kassis. El nombre de la sociedad de papel responde a las 
letras iniciales de los apellidos de los tres nuevos dueños de Copesa, 
Calderón era su abogado y representante legal».'" 

La familia Picó Cañas dejó Copesa, que estaba prácticamente 
quebrada, el 30 de noviembre de 1989, solo quince días antes de 
la primera elección presidencial y parlamentaria después del gol- 
pe militar. Fue el momento en que se materializó el traspaso de 


Malán S.A. a la Sociedad de Inversiones La Fuente, formada por 


0 Ibtdem. 


MOTIVOS INDESCIFRABLES 


la Sociedad Aska y la sociedad Centro de Inversiones Limitada. 
Después se hicieron efectivas las polémicas «permutas» de créditos. 

Posteriormente, Sergio de Castro y Juan Carlos Latorre Díaz, 
conocidos ya como grupo Ecsa, compraron la parte de Malán que 
aún tenían los Picó, con lo que quedaron como socios de Saieh y 
su grupo. 

En todas esas negociaciones tuvo un destacado papel el abo- 
gado Darío Calderón, quien fue el nexo entre los intereses de los 
Picó Cañas —que aún conservaban cl 30 por ciento de Malán— y 
el grupo del Banco Osorno, al que asesoraba desde que se hicieron 
dueños de esa entidad en 1986. 

En su «Manifiesto» en el diario no mencionó su amistad con el 
dueño de ese medio de comunicación ni tampoco la que lo une a 
Julio Ponce Lerou. Pero fue en esos días de 2012 que organizó la 
defensa por el caso Cascadas. Un amigo con esa trayectoria y tan 
contactado sin duda ha sido de inapreciable apoyo durante décadas 
para Julio Ponce Lerou y su familia. 


MOTIVOS INDESCIFRABLES 


La imagen de empresario exitoso y de amplias redes que ostenta Ra- 
fael Guilisasti tiene que haber pesado en Julio Ponce Lerou al elegir 
a quien lo representase en sus empresas cascada. Es posible que el 
«consejo» haya sido de Enrique Correa, gran amigo de Guilisasti 
—como hemos visto— y asesor de Ponce Lerou. Algunos atribuyen 
la sugerencia a Darío Calderón, o quizá a ambos. Hay otros conse- 
jeros personales que también ha consultado el ex yerno de Pinochet 
en estos años, como el ex embajador Marcelo Rozas, uno de los más 
beneficiados a título personal con las «boletas» sin respaldo. 

Y seguramente ha escuchado las voces de sus personas de con- 
fianza en el directorio de Soquimich: el ex ministro de Hacienda 
Hernán Búichi, Wolfvon Appen, miembro del directorio de Soqui- 
mich y cercano también a Guilisasti, y el presidente del directorio 
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Juan Antonio Guzmán Molinari, el ex ministro de Educación de 
Pinochet que, a-su vez, es muy cercano y docio en algunas acti- 
vidades de otro antiguo militante del MAPU, Óscar Guillermo 
Garretón, quien se transformó en gran empresario, aunque —a di- 
ferencia de Guilisasti— mantiene su militancia socialista. 

La pregunta que permanecía sin respuesta cuando este libro en- 
traba a imprenta es cuál ha sido el verdadero motivo del ex presi- 
dente de la CPC para aceptar esos polémicos cargos en momentos 
críticos. Porque aunque las dietas de directorios en las sociedades 
del holding SQM son elevadas, la holgada situación económica del 
nuevo presidente de Pampa Calichera, Oro Blanco y Norte Grande 
lleva a pensar que no sería ese el motivo principal para aceptar. Las 
respuestas que dio en su primera entrevista tras su nombramiento 
tampoco son precisas. Incluso se ha planteado si sería una suerte de 
interventor, cuestión que Guilisasti negó de plano ante una pregun- 
ta del diario Pislso. Y que la molesta reacción de Eduardo Bitrán y de 
otros ejecutivos de Gobierno ligados a la Corfo llevaría a descartar. 

Las especulaciones en este terreno quedan abiertas, pero se pue- 
den resumir en tres líneas que suelen ir juntas: un asunto de «po- 
der» simplemente, dicen unos. O quizá tenga en vista hacerse socio 
o comprarle a Ponce Lerou sus acciones para ser él, o un grupo 
encabezado por él, quien explote las riquezas básicas de Soquimich, 
dicen otros; una tercera posibilidad es que quiera enfriar las cosas y 
poner orden para forzar una negociación en sociedad con algunas 
de las transnacionales ya involucradas en el negocio o las que siem- 
pre están mirando en busca de inversiones. El tiempo lo dirá. 

Tanta controversia y estupor ha provocado este nombramiento 
y su aceptación, que hasta el diario El Mercurio, que se caracteriza 
por defender al gran empresariado, esta vez se lanzó en una posición 
crítica. En columna editorial del 23 de septiembre opinó: «Es reco- 
nocida ampliamente la trayectoria de Guilisasti como empresario, y 
existe consenso en que como presidente de la Confederación de la 
Producción y del Comercio —así como en otras dirigencias gremia- 
les donde le ha tocado participar--— su desempeño ha sido ejemplar, 
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DEL DICHO AL HECHO 


habiendo dado muestras de disposición al diálogo, prudencia y li- 
derazgo». Pero continuó: «Quizá por eso mismo es que ha llamado 
tanto la atención esta decisión, dado que ocurre en la mitad del 
conflicto arbitral que la Corfo enfrenta con SQM por el contrato 
de arrendamiento para explotar parte del salar de Atacama. Se trata 
del litigio más importante que tiene la corporación estatal y, por 
lejos, de la principal fuente de ingreso de la empresa SQM». Y alude 
directamente al posible «conflicto de interés que se presenta». 

Incluso el editorial menciona un punto que al menos en un 
comienzo ha sido poco tocado, pero que reviste importancia: «En 
principio, integrar un organismo colegiado no implica estar su- 
jeto al estatuto propio de los funcionarios públicos, pero no son 
pocas las interpretaciones que establecen que por pertenecer a un 
órgano colegiado de dirección superior de un organismo estatal 
se adquiere la calidad de autoridad, y por lo tanto esas personas 
debieran regirse por el estatuto de probidad pública propia de los 
funcionarios públicos». 

En un tono poco usual para referirse a hechos entre empresa- 
rios, El Mercurio advirtió: «Más allá de la discusión sobre el esta- 
tuto jurídico propiamente tal, llama la atención que tratándose de 
empresas envueltas en hechos públicos tan evidentes no se hayan 
sopesado las implicancias y alcances de esta decisión». Y terminó 
diciendo: «No es claro cómo se resuelve esta situación, ni si se han 
conocido todos los elementos de juicio que pueden darle sentido 
a la decisión adoptada por las “sociedades cascada” y la alta direc- 
ción empresarial, pero lo que se advierte difícil es cambiar la con- 
fusa percepción y el daño a la imagen empresarial que este episodio 
puede causar». 


DEL DICHO AL HECHO 


La Corfo, entretanto, mostré con rapidez que sus palabras querían 
ir ás allá de la opinión y entregó el martes 29 de septiembre los 
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antecedentes sobre el proceder de Rafael Guilisasti a la Contraloría 
General de la República, con el objeto de que precise si la actitud 
del ex consejero «satisface o no los deberes de probidad adminis- 
trativa establecidos en la Ley», como indica en un.oficio en el que 
solicita respuesta urgente. 

Por la naturaleza de las labores «que implica el desempeño de 
don Rafael Guilisasti Gana como consejero Corfo, estaba dotado 
de diversas atribuciones y funciones, incluyendo facultades de or- 
den resolutivo» —argumenta la Corporación estatal—, y que en 
esa calidad «ejerció una función pública y tuvo carácter de auto- 
ridad de un órgano integrante de la Administración del Estado». 

Los deberes que tenía —continúa— «han sido gravemente vul- 
nerados, en particular el deber de probidad, lo que nos motiva a 
requerir a Contraloría un urgente pronunciamiento en relación 
al tema». 

El oficio señala que Guilisasti «durante el ejercicio del cargo de 
consejero de esta Corporación tuvo acceso a información reservada 
y confidencial». Y señala que ese hecho consta, entre otros, «en la 
discusión relativa al proceso de arbitraje seguido contra SQM Salar 
y SOM S.A. sobre el término anticipado del contrato con indem- 
nización de perjuicios». 

Incluso va más allá: «Es dable concluir que al tenor de los fun- 
damentos expuestos en la renuncia de don Rafael Guilisasti, inició 
las negociaciones para asumir los cargos que hoy detenta en las 
sociedades Norte Grande S.A., Sociedad Pampa Calichera S.A. y 
Sociedad de Inversiones Oro Blanco S.A., paralelamente con su 
desempeño en el Consejo de Corfo, teniendo conocimiento de in- 
formación confidencial y privilegiada infringiendo principios bási- 
cos de probidad y reserva, haciendo prevalecer su interés particular 
sobre el general apartándose del recto y correcto ejercicio que la 
función pública exige», 

El ex contralor general de la República Ramiro Mendoza, actual 
decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Adolfo Ibáñez, 
comentó en una entrevista al diario Pulso que no creía que la Corfo 
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lograra mucho por esa vía, pero criticó a Guilisasti: «Creo que fue 


impropio lo que hizo, El conflicto de interés no está def 


nido por 
la simultaneidad de la decisión, sino [ 


...) por la naturaleza de la 
decisión». Y agregó: «Es raro, no sé qué lc pasó a Rafacl Guilisasti 
en eso, Él es cuidadoso. No sé qué le pasa a la gente en Chile hoy». 
Según el ex contralor, las críticas que ha recibido el ex presidente de 
los empresarios dan cuenta del malestar que siente hoy el ciudada- 
no común. «La gente se siente pasada a llevar. Esto está muy malo, 
y es lo que me preocupa.»"” 

El jueves 1 de octubre, en un día abundante en formalizaciones 
y querellas en torno a todo lo relacionado con Penta y Soquimich, 
el vicepresidente de la Corfo, Eduardo Bitrán, anunció que Ramiro 
Mendoza se sumaba al equipo legal de defensa del Estado en con- 
tra de Soquimich, que encabeza el fiscal de la entidad Pablo Lagos 
Puccio. «Ramiro Mendoza es un abogado muy destacado y con 
gran sentido del interés público», dijo. Y además señaló que «los 
contratos se deben cumplir y de buena fe, y el socio privado debe 
ser idóneo para asociarse con el Estado». 

Las palabras de Ramiro Mendoza en la última cuenta anual 
como contralor en abril de 2015, cuando recién se empezaban a 
conocer los hechos de los casos Penta y Soquimich, saltaron a la 
memoria de muchos: «No podemos cerrar nuestros ojos, la corrup- 
ción ha llegado, pero es también cierto que tenemos fortalezas ins- 
titucionales para prevenir el crecimiento del flagelo y su control». 

El nombre de Mendoza surgió después de una revisión de la 
cartelera de abogados de peso. Se buscó a alguien que no solo fuera 
competente y con solidez profesional para defender el interés del 
Estado, sino que estuviera exento de «contaminación» directa-o in- 
directa con Soquimich y sus filiales, Muchos de los más renombra- 
dos tenían o habían tenido algún contacto. 


o 


* Leonardo Cárdenas, «Caso Corfo: Ramiro Mendoza critica a Guilisasti, y 


pio que acción en Contraloría será “estéril”», El Pulso, 30 de septiembre 
e 2015 


. 
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Al cierre de estas páginas se esperaba la respuesta de la Contra- 
loría para que la Corfo determinara qué camino seguir respecto de 
Rafael Guilisasti. Pero más allá de eso, lo que parece evidente es que 


la contienda del Estado contra Soquimich va en serio. Pasó de los 
dichos a los hechos. 


RÉPLICAS DE GUILISASTI 


El 2 de octubre, Rafael Guilisasti apareció en una entrevista exclusiva 
de tres páginas en La Tercera, el principal diario de Copesa, efectua- 
da por la editora jefa del diario, Marta Sánchez. !? Fue una evidente 
respuesta a las críticas que por esos días venían de todos lados. Entre 
sus muchos descargos el empresario, que —como velamos— tam- 
bién es miembro del directorio de Corpbanca del grupo de Álvaro 
Saieh, afirma: «Estoy absolutamente tranquilo y convencido de no 
haber caído en una falta de probidad de la cual se me acusa». Según 
el ex presidente de la CPC, él no tuvo ni tiene «conflicto de inte- 
rés alguno». Además, agrega: «Puedo afirmar categóricamente que 
no tengo información privilegiada al respecto», Atribuye las críticas 
«transversales» al «clima crispado de la soci 
profunda desconfianza». 

Los motivos que tuvo para asumir siguen siendo misteriosos 
y pese a lo extenso de esa entrevista, no los despeja. Él mismo se- 
fala: «Todo el mundo anda diciendo: Guilisasti se volvió loco». 
Reconoce que las cascadas «son empresas complicadas», pero insiste 
en que no asumió la nueva función por «intereses económicos de 
ninguna naturaleza, como es obvio». Trata de explicar sus motivos: 
«Tenemos que provocar cambios profundos en las empresas para 
reconquistar la legitimidad empresarial a través de perfeccionar los 


edad, en que prevalece la 


* Marta Sánchez, «Estoy absolutamente tranquilo...», La Tercera, 2 de oc- 
tubre de 2015, 


JULIO CÉSAR Y FRANCISCA LUCÍA 


gobiernos corporativos». Y en apariencia está dispuesto a empren- 
der ese desafío idealista. 

Asegura también Guilisasti algo que resulta curioso: «La única 
condición que puse fue la absoluta prescindencia de Julio Ponce». 

Cuando la periodista Marta Sánchez le preguntó si descarta 
la venta de las cascadas, la respuesta fue: «Cuando uno empieza a 
enfrentar los problemas, comienzan a surgir opciones que son de 
diferente naturaleza, pero por ahora no puedo, como presidente 
de las sociedades, adelantar ninguna solución». Reiteró, eso sí, que 
«todo es posible, todo se evalúa», y dejó puesto un punto suspensi- 
vo: «En general, uno sabe en estos procesos cómo se empieza, pero 
los finales son sorpresivos». 

Rafael Guilisasti aprovechó la oportunidad que le dio esa en- 
trevista para anunciar su renuncia a la Comisión Presidencial de 
Productividad, donde estaba desde junio, tras la invitación de Mi- 
chelle Bachelet. No habló, en cambio, sobre las deudas que han 


mantenido las cascadas con Corpbanca, donde también Guilisasti 
es director. 


JuLio César Y FRANCISCA Lucía 


El mismo día en que la Corfo presentó a la Controlaría el oficio 
sobre Rafael Guilisasti, la sociedad Pampa Calichera anunciaba que 
Julio César Ponce Pinochet, el hijo primogénito de Julio Ponce Le- 
rou, dejaba ese directorio, aunque se mantuvo en el de Potasios 
de Chile. 

No había novedades, en cambio, «por ahora» —dicen algunas 
fuentes—, sobre su hermana Francisca Lucía, quien integra los di- 
rectorios de Pampa Calichera y Oro Blanco. Y, junto a su hermano, 
también está en el de Potasios de Chile. 

En la citada entrevista de La Tercera, Marta Sánchez también 
le consultó a Rafael Guilisasti sobre la permanencia de Eugenio 
Ponce Lerou y de Francisca Ponce Pinochet en los directorios de las 
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cascadas. «Yo no quiero dar ninguna señal, prefiero que los hechos 
hablen», fue la escueta respuesta del nuevo presidente. 

La nieta de Augusto Pinochet que lleva como segundo nombre 
el de su famosa abuela viuda del dictador, es licenciada en marke- 
ting y comunicaciones de la Uniacc, y de acuerdo a su currículo, 
tiene un MBA en la Universidad Católica y un diplomado en ad- 
ministración de empresas obtenido en Francia. Es casada con el 
nicaragiiense Juan Carlos Porta Pallai. 

Los otros dos hijos de Julio Ponce Lerou y Verónica Pinochet 
Hinart, Alejandro y Daniela Verónica, no figuran actualmente en 
los directorios de las cascadas, aunque Alejandro estuvo en el pa- 
sado en algunos. Julio César, Francisca y Daniela Ponce Pinochet 
—<casada con Francisco Wendt González — forman parte también 
de las sociedades que están detrás de las cascadas, como Inversiones 
del Sur. 

Julio César, Francisca, Alejandro y Daniela Verónica aparecen 
—lo mismo que su madre, Verónica Pinochet— involucrados en 
las cuentas del Banco Riggs. Los cuatro fueron herederos de Augus- 
to Pinochet, como consta en su testamento. Y son, junto a su padre 
y sus hermanos, dueños y beneficiarios de la fortuna acumulada 
por Julio Ponce Lerou, tal como el propio ex yerno de Pinochet lo 
dejó entrever ante la fiscalía. 

Tras la renuncia de Ponce Lerou a la presidencia de las cascadas, 
la mayor parte de los demás integrantes de los directorios siguieron 
en sus puestos. Á través de ellos ha ejercido el control en cada una 
de esas sociedades, lo que le ha permitido a su vez mantener el 
poder en el holding SQM. 

El más cercano es su hermano Eugenio Ponce Lerou, miembro 
del directorio de Norte Grande —el núcleo de las cascadas—, de 
Oro Blanco y de Pampa Calichera, todas sociedades anónimas, lo 
mismo que Nitratos de Chile y Potasios de Chile, cuyos directorios 
también integra. Además, Eugenio Ponce, de acuerdo a los datos 
de la Memoria de SQM de 2014, aparece en los directorios de 
Soquimich Comercial, Ajay SQM Chile, de Servicios Integrales de 
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Tránsitos y Transferencias, y de una serie de filiales que operan en 
México, Estados Unidos, Europa y China.'? 


EL NÚCLEO DURO DE NORTE GRANDE 


El directorio de Norte Grande, una de las tres sociedades que pre- 
side desde septiembre Rafael Guilisasti, lo integran Eugenio Ponce 
Lerou, como vicepresidente, y los abogados Hernán Manuel Con- 
treras Molina, Sergio Montes Varas, Radoslav Vicente de Polo Ras- 
milic y Rodrigo Zegers Reyes, quien se ha manifestado en contra de 
la gestión de Julio Ponce Lerou y solicitó su renuncia en septiembre 
de 2014. Zegers es profesor de la Universidad de Chile y defiende a 
Santiago Valdés Correa, el administrador de la campaña presiden- 
cial de Sebastián Piñera, formalizado el 1 de octubre por los casos 
Penta y Soquimich. 

La sociedad Norte Grande ha sido clave en el diseño de control 
de Ponce Lerou, ya que —como he mencionado antes — pertenece 
a Inversiones SQYA, la denominada «sociedad aguas arriba» de las 
cascadas, que es ciento por ciento del ex yerno de Pinochet y sus 
hijos. Hasta principios de 2015 estuvo también en ese directorio 
Patricio Contesse Fica —el hijo del ex gerente Patricio Contesse 
González—, quien a la vez era gerente de Potasios de Chile. 

En el núcleo duro de Norte Grande está el abogado socialista 
Hernán Contreras Molina. Es uno de los profesionales del PS que 
defendió ante el Tribunal Regional Electoral la candidatura de la 
actual diputada Maya Fernández, nieta del ex presidente Salvador 
Allende, en la contienda por la Alcaldía de Ñuñoa en noviembre 
de 2012 contra el entonces edil Pedro Sabat. Tras una derrota en el 


Hasta el 31 de diciembre de 2014, de acuerdo a los antecedentes de la 
Memoria de ese año, Eugenio Ponce Lerou participaba, además, en los di- 
rectorios de las siguientes filiales: SQM Beijing Comercial Co, Ltda., SQM 
Comercial de México, SOM Nitratos de México, SQM North America Cor- 
poration, SQM Europe, y SQM Virginia, 
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primer intento ante el Tribunal, el Partido Socialista lo reemplazó 
por el abogado Gabriel Osorio. «Contreras había sido cuestionado 
por la demora en solicitar la nulidad de la mesa 3V del Estadio 
Nacional, la cual fue determinante en el cómputo final», señaló en 
esa oportunidad el Canal Nacional de Televisión. * 

Un año después, su designación en el directorio de Norte Gran- 
de fue interpretada por Iván Weissman en el diario electrónico El 
Mostrador como una jugada de Ponce Lerou para enfrentar el caso 
Cascadas. Contreras entró en la vacante dejada por Pablo Lamarca 
Délano —quien murió en un accidente automovilístico—. Aun- 
que ingresó en un cupo «independiente», sería, en palabras de 
Weissman, «un conocido operador de la vieja Concertación» que 
contó con la venia del ex yerno de Pinochet. Su nombre «habría 
sido sugerido a Ponce por Darío Calderón, 


hombre con vastas re- 
» des en el mundo concertacionista».!5 


pos "En Nrrraros y Oro BLANCO 


UN E! Mostrador destacó en la crónica aludida que la «entrada de Con- 
N | ¡ treras a Norte Grande ocurrió un par de meses después de la llega- 
30 Ma de Fernando Bustamante al directorio de Nitratos, otra de las 
sociedades cascada, a través de las cuales Ponce controla SQM». 
Bustamante, ex presidente del Metro, director de diversas empresas 
privadas y cercano al ex primer mandatario Ricardo Lagos, entró 
a Nitratos en junio de 2013. Fue elegido como director indepen- 
diente, «pero se entiende que lo hizo con los votos de Ponce. Nitra- 
tos de Chile es la última cascada creada por Ponce, 
en 2011 y generó críticas de Moneda Asset», señal 


cuyo inicio fue 
a. 


2 «Fernández no reconoce derrota», TVN, 14 de noviembre de 2012. 
'% Iván Weissman, «Julio Ponce apuesta a redes de abogado PS para que 


caso Cascadas sea resuelto en Gobierno de Bachelet», El Mostrador, 25 de 
noviembre de 2013. 


EN NITRATOS Y ORO BLANCO 


Fernando Bustamante estuvo hasta junio de 2015. En medio 
de la avalancha, decidió renunciar a ese directorio y en su reempla- 
zo llegó Alexánder Fernández Montenegro, ex director de Farma- 
cias Ahumada (FASA), que fue multado por la Fiscalía Nacional 
Económica en el caso de la colusión de las farmacias por venta 
de medicamentos. 

Participó también en Norte Grande, bajo la presidencia de Julio 
Ponce Lerou, el ex ministro de Economía del primer Gobierno de 
Michelle Bachelet, Alejandro Ferreiro Yazigi, abogado DC quien 
antes había sido superintendente de AFP, de Isapres y de Electrici- 
dad y Combustible. Ferreiro fue director de Norte Grande desde 
2010 a 2012. 

A su vez, entre 2010 y 2011 compartió con Ferreiro en el direc- 
torio de Norte Grande Pablo Guerrero Valenzuela, también abo- 
gado, y el ingeniero comercial y ex presidente de Pampa Calichera 
Patricio Phillips Sáenz, hombre de plena confianza de Julio Ponce 
Lerou desde hace décadas. 

En el directorio de Nitratos de Chile estuvieron hasta 2013 
otros influyentes personajes que han acompañado a Ponce Lerou 
desde hace años: el ex ministro de Economía de Augusto Pinochet 
Pablo Baraona Urzúa, y el ingeniero forestal y empresario Roberto 
Izquierdo Menéndez, ex presidente de la Asociación de Industriales 
Pesqueros (Asipes) y actual consejero de la Sofofa y de la Corpora- 
ción de la Madera (Corma). 

Baraona e Izquierdo Menéndez formaron parte también del 
directorio de Oro Blanco entre 2010 y 2012, la época en que se 
desarrollaron las operaciones investigadas por la Superintendencia 
de Valores y Seguros, y que después han estado en el foco de las 
indagaciones de la Fiscalía Norte de Santiago. 

El periodista Javier Rebolledo, en su último libro, A/ alero de 
los cuervos, señala a Roberto Izquierdo Menéndez como un amigo 
cercano de Julio Ponce Lerou. Según él, «la relación entre Roberto 
zquierdo y Ponce Lerou germinó bajo el alero de Mininco, em- 
presa de la familia Matte. A principios de los setenta, Izquierdo 
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era empleado forestal, uno de los gerentes de Mininco con oficinas 
en Concepción. Por esos años, Ponce Lerou trabajó para la misma 
compañía, en la misma ciudad». Y agrega que también Izquierdo 
era cercano a Contesse.!ó 

Rebolledo plantea que parte de la relación entre los casos So- 
quimich y Corpesca —que actualmente investiga el Ministerio Pú- 
blico como causas separadas— se podría explicar por esa cercanía 
entre Ponce Lerou e Izquierdo Menéndez. Incluso señala que puede 
haber «cruces» de influencias y triangulaciones de boletas, debido 
a relaciones comunes, aunque Soquimich no tiene intereses en la 
pesca, pero sí algunas de las personas implicadas con boletas o fac- 
turas, como el senador de la UDI Jaime Orpis, involucrado en el 
caso Corpesca, cuya carpeta aún permanece bajo secreto. 

Roberto Izquierdo Menéndez y los demás miembros de los di- 
rectorios de las cascadas han sido llamados a declarar por su even- 
tual responsabilidad en las operaciones de esas sociedades. 

Pero no ha sido la única preocupación judicial que ha encarado 
Roberto Izquierdo en el último tiempo. En la mañana del 10 de 
septiembre de 2015, mientras continuaban las indagaciones por 
las cascadas, el empresario tuvo que declarar ante el ministro de la 
Corte de Apelaciones de Concepción, Carlos Aldana, quien inves- 
tiga —desde 2011— la muerte de diecinueve trabajadores de Laja 

y San Rosendo, en la región del Biobío, en septiembre de 1973. 

Los hechos ocurrieron en un fundo de propiedad de la forestal 
Miminco, perteneciente a la Compañía Manufacturera de Pape- 
les y Cartones. Los vehículos en que carabineros secuestraron a las 
víctimas fueron facilitados por la Papelera, la empresa del grupo 
Matte, donde trabajaba Izquierdo Menéndez en esa época, como 
indica Rebolledo en su reciente libro, 


'S Javier Rebolledo, Al alero de los cuervos. Los cómplices civiles de la dictadura, 
Santiago, Ceibo Ediciones, 2015, 
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En las profundidades del negocio de Julio Ponce Lerou empezaron 
a surgir las preocupaciones en torno a las cascadas a principios de 
2012, En pleno Gobierno de Sebastián Piñera, la Superintendencia 
de Valores y Seguros (SVS) inició —en marzo de ese año— una 
investigación sobre la sociedad Oro Blanco y sus filiales. Al mes 
siguiente solicitó los balances y estados financieros de las tres cas- 
cadas y de Potasios de Chile, y más tarde puso el foco a los crédi- 
tos y transacciones de acciones. En las juntas extraordinarias de 
Oro Blanco y Norte Grande, en julio de ese año, Pablo Echeverría, 
presidente del fondo de inversión Moneda Asset Management, ac- 
cionista minoritario, solicitó una revisión de las transacciones, en 
especial de las de 2011. 

Más de un año después, la SVS formuló cargos contra Julio 
Ponce Lerou, quien presidía Pampa Calichera, Oro Blanco, Norte 
Grande y Potasios; contra Patricio Contesse González, el ex gerente 
general del holding, y su hijo Patricio Contesse Fica, que era el 
gerente general de Potasios, y Aldo Motta, elentonces gerente de 
Oro Blanco y Pampa Calichera. Además, acusó al abogado Rober- 
to Guzmán Lyon, otro de los más cercanos consejeros de Ponce 
Lerou, por su participación en las controvertidas operaciones que 
lo beneficiaron personalmente, según estipuló la Superintendencia. 

En esos días se hablaba de una guerra de intereses entre el ex 
yerno de Pinochet y el presidente de la República Sebastián Piñera, 
quien había sido accionista de Soquimich a través de Bancard, su 
sociedad de inversiones. 

En 2015, Bancard apareció involucrada en los forwards de Pen- 
ta y los pagos de boletas al ex ejecutivo de Chilevisión Jaime de 
Aguirre, a través de Soquimich y otras empresas. 

«Los abogados de Julio Ponce dijeron en sus descargos a la SVS, 
en octubre de 2013, que en este caso subyace un interés de lar- 
ga dara de terceros por arrebatarle el control del mayor productor 
mundial de yodo y litio. Dijeron que Bancard, de Sebastián Piñera, 
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y la canadiense PCS, hoy dueña del 32 por ciento de la firma, lo in- 
tentaron en varias ocasiones», consignaba el periodista Víctor Cofré 
en La Tercera. «La amenaza, no necesariamente de estos mismos, 
podría volver a aparecer, con Ponce debilitado públicamente con 
una sanción inédita», agregaba, refiriéndose a la elevada multa que 
le aplicó la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS),1 


ACUSACIONES Y BLINDAJES 


Las relaciones entre política y negocios y viceversa suelen ser ex- 
trañas. Lo sucedido entre Piñera y Ponce Lerou muestra distintos 
Imnomentos, como en una curva con altos y bajos. El ex presidente 
fue accionista de las cascadas y de SQM, después vendió parte de 
esos paquetes accionarios. Luego, por lo que se advierte, en tiempos 
de su campaña presidencial, Bancard y Vox Pópuli habrían recibido 
recursos de la empresa controlada por el ex yerno de Pinochet, y 
poco tiempo después se observó esta tensión en torno a las opera- 
ciones de las cascadas. 

Ponce Lerou declaró ante la Fiscalía Norte el 7 de marzo de 
2014: «Si su excelencia el presidente Piñera no hubiese participado 
en las cascadas, no habría caso Cascadas». Algunos dijeron que se 
trataba solo de una salida comunicacional para distraer la atención. 
Sus palabras las recogió el informe de la Comisión Investigadora 
de la Cámara de Diputados sobre el caso Cascadas, presidida por el 
diputado DC Fuad Chahín. La Comisión aprobó por mayoría el 
documento —terminado el 6 de enero de 201 5—, pero el Pleno de 
la Cámara de Diputados lo rechazó. 

Cuando la investigación de la Superintendencia y de la Comi- 
sión Investigadora de la Cámara avanzaba, se levantaron algunas 
voces de parlamentarios que adquirieron especial sentido después 


17 Víctor Cofré, «Julio Ponce en tres frentes», La Tercera, 7 de septiembre de 
2014. 
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de conocer lo que ha salido a luz tras el escándalo de boletas y 
facturas. El diario digital The Clinic on line, en febrero de 2015, 
recordaba: «Fue en la tercera sesión de la Comisión Investigado- 
ra del caso Cascadas, ocurrida el 4 de agosto de 2014 en la sede 
del Congreso en Santiago, cuando el diputado DC Roberto León 
emplazó al superintendente de Valores y Seguros, Carlos Pavez, a 
responderle una serie de preguntas sobre la participación de socie- 
dades vinculadas al ex presidente Sebastián Piñera en el marco de 
esa investigación».'* El hijo del diputado León es una de las perso- 
nas que aparecía ya en las primeras listas de implicados con boletas 
de dudoso respaldo. 

El mismo diario digital consignaba en septiembre de 2014 opi- 
niones del senador Fulvio Rossi, que ha resultado ser uno de los 
congresistas más «contaminados» en el caso Soquimich. Sus embates 
contra Carlos Pavez fueron elocuentes: «El superintendente de Valo- 
res y Seguros blinda al ex presidente Piñera y a sus empresas», tituló 
The Clinic on line, con palabras del senador. Según Rossi, hubo «una 
evidente presión del ex presidente Piñera sobre el ex superintenden- 
te de Valores y Seguros Fernando Coloma». E intentó descalificar 
a Pavez, quien —dijo— «además trabajó en Bancard, empresa de 
Piñera, y falló en el caso LAN con una sanción menor a la que habría 
correspondido por el uso de información privilegiada». Lo acusó de 
estar protegiendo el fondo Moneda Asset y «al propio ex presidente 
Piñera, que habrían hecho exactamente las mismas operaciones de 
mercado de las cuales se acusa hoy a Julio Ponce Lerou», concluyó.'? 

Desde la derecha —en especial desde RN— criticaron abier- 
tamente al director de Pampa Calichera, Patricio Phillips, y al 
abogado Darío Calderón por sus declaraciones que aludían a las 
preocupaciones de Piñera por la suerte de las cascadas mientras 


'* Roberto Ahumada, «Las intervenciones del diputado León que se concen- 
traban en el caso Cascadas», The Clinic on line, 18 de febrero de 2015. 

"2 «Caso Cascadas: Fulvio Rossi asegura que “el superintendente de Valo- 
res y Seguros blinda a Piñera y a sus empresas”», The Clinic on line, 11 de 
septiembre de 2014. 
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estaba en La Moneda. Asimismo, calificaron de «tendencioso» el 
informe porque, a su juicio, favorecía a Ponee Lerou. 


EN BENEFICIO DIRECTO 


La investigación continuó bajo el Gobierno de Michelle Bachelet, 
El superintendente Carlos Pavez encabezó el proceso indagatorio 
que llevó a la SVS, el 2 de septiembre de 2014, a sancionar a los in- 
volucrados. «Las diversas actuaciones realizadas por las sociedades 


cascada permiten concluir a esta Superintendencia que su controla- 
dor, el señor Julio Ponce Lerou, 


no solo ejercía una influencia sig- 
nificativa sobre ellas, sino que derechamente las gestionaba.» Para 


esto —señala— «implementó una administración altamente uni- 
personal, replicando incluso a los miembros de la administración 
de sus sociedades particulares a la de las sociedades cascada. Esta 
situación se verificó independientemente que, en lo formal, cada 
una de las sociedades cascada tenía su propio directorio». 

Según la SVS, del análisis de más de un millón de transaccio- 
nes bursátiles se «pudo constatar la existencia de una secuencia de 


Operaciones de compra y venta de acciones, con patrones comunes 


y reiterados en el tiempo y con el concurso de los mismos partici- 
pantes, estableciéndose de esta forma la existencia de un esquema 
coordinado de operaciones». 

Indica que ese «esquema» benefició «directa y económicamente 
al presidente de las sociedades cascada, señor Julio Ponce Lerou, y a 
Personas cercanas a él que participaron de diversas formas en dicho 
esquema, a través de sociedades relacionadas, vinculadas e instru- 
mentales —en los términos que se definen en la resolución—, todo 
en desmedro económico y contra el interés social de las sociedades 
cascada, las que, además, tenían otros inversionistas como los fon- 
dos de pensiones y fondos de inversión». 

De acuerdo al informe de la Superintendencia de Valores y Se- 
guros, «el señor Julio Ponce Lerou contó con la colaboración de los 
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señores Aldo Motta Camp y Patricio Contesse Fica, gerentes gene- 
rales de las sociedades cascada y Potasios, respectivamente, quienes 
se encargaron de llevar a la práctica sus directrices». 


SOBRECOSTOS Y GANANCIAS 


El documento de la SVS explica el complicado proceso llevado a 
cabo por Ponce Lerou y su grupo entre 2008 y 2011 para obtener 
ganancias a costa de las cascadas: «Las sociedades cascada realizaron 
una serie de operaciones sociales, tanto de inversión como de finan- 
ciamiento, que tuvieron por objeto dejar disponibles importantes 
paquetes de acciones para su remate en el mercado, para luego re- 
comprar esos títulos a precios mayores a los de su venta inicial». 

Especifica la resolución que las cascadas vendían estos títulos 
a sociedades identificadas como «relacionadas» —controladas por 
Julio Ponce Lerou—, «vinculadas» —así denomina la SVS a las 
controladas por Roberto Guzmán Lyon— e «instrumentales» —las 
controladas por Leonidas Vial Echeverría y Alberto Le Blanc Ma- 
tthaei, corredores de la Bolsa—, para luego recomprar a estas mis- 
mas sociedades paquetes de acciones, de igual o mayor número, 
siempre a un mayor precio. 

Según la Superintendencia, para recomprar los paquetes de ac- 
ciones a las sociedades aludidas, las cascadas debieron asumir entre 
2009 y 2011 un «sobrecosto» estimado de 7.352.300 unidades de 
fomento (UF). Esa suma era equivalente a unos trescientos mi- 
llones de dólares, en septiembre de 2014, cuando se impusieron 
las multas, 

Estableció la Superintendencia que el «sobrecosto» «no puede 
ser atribuido a malas decisiones de negocios, sino que fue resultado 
directo de la gestión que se hizo de aquellas sociedades, gerenciadas 
por los señores Motta y Contesse, en las cuales se privilegió el inte- 
rés particular del controlador Julio Ponce Lerou, quien obtuvo im- 
portantes beneficios a partir de estas operaciones». Agregó la SVS 
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que esos retornos estaban dirigidos a sus sociedades particulares. 
Mientras «los sobrecostos derivados del diferencial de precios por 
la recompra de estos paquetes de acciones fueron repartidos con los 
demás accionistas de las sociedades cascada». 

En otros términos, las ganancias eran para Ponce Lerou, sus 
sociedades y los relacionados con él —como el abogado Guzmán 
Lyon— y los corredores que actuaban con sus sociedades «instru- 
mentales». Las pérdidas eran para los accionistas minoritarios. 

En contraste, la SVS estimó que la utilidad de las operaciones 
que hicieron las sociedades «relacionadas al señor Julio Ponce Lerou 
con las sociedades cascada entre 2009 y 2011, asciende, aproxima- 
damente, a 3.125.000 UF». Esto le habría significado unos 128 
millones de dólares, según la resolución. 

El mismo documento establece que las ganancias estimadas de 
las sociedades vinculadas al abogado Roberto Guzmán Lyon con las 
- sociedades cascada, en el mismo período, fueron de 3.122.000 UF; 
y las de sociedades «instrumentales» de Leonidas Vial Echeverría, 
alcanzaron a 1.761.000 UF entre 2009 y 2010. Asimismo, calculó 
que las utilidades de las sociedades «instrumentales» de Alberto Le 
Blanc Matthaci fueron de 91.800 UF en 2011. 


LAS MULTAS 


El superintendente Carlos Pavez explicó que «tras una extensa in- 
vestigación, y luego de analizar en profundidad los descargos de 
las partes, esta Superintendencia ha llegado a la convicción de que 
los sancionados infringieron consistente y reiteradamente la Ley de 
Mercado de Valores y/o la Ley de Sociedades Anónimas —según se 
detalla en la Resolución por medio de la cual se imponen las san- 
ciones— a través de un esquema de operaciones que beneficiaron a 
un grupo de accionistas en desmedro de otros». 

La multa más elevada fue para Julio Ponce Lerou: un millón 
setecientas mil UF, lo que equivalía a setenta millones de dólares. Al 
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ex gerente Aldo Motta, la SVS lo sancionó con seiscientas mil UE 
Al abogado Roberto Guzmán Lyon, con 550 mil UF y a Patricio 
Contesse Fica, con sesenta mil UE La sanción para Leonidas Vial 
Echeverría fue de quinientas mil UF a título personal, y 250 mil UF 
para su firma Larraín Vial y Compañía. También debieron afrontar 
multas Manuel Bulnes Muzard (doscientas mil UP), Alberto Le 
Blanc y Felipc Errázuriz Amenábar (cien mil UF cada uno). 

La enredada estructura de propiedad del imperio Soquimich y 
la red de defensas que fue tejiendo el ex yerno de Pinochet y sus 
directivos ayudaron a que el juego financiero y las transacciones 
fraudulentas permanecieran ocultas. Pero a la acción de la Superin- 
tendencia se sumó la investigación de la Fiscalía Centro Norte, y 
la insistente actividad de los accionistas minoritarios Moneda Asset 
Management y la AFP Habitat, que han seguido de cerca lo que 
ocurre en calidad de querellantes. En la misma calidad se hizo parte 
el accionista Roberto Lobos, cuyo abogado Mauricio Daza repre- 
senta también a la Fundación Ciudadano Inteligente en los casos 
Penta y Soquimich. 

En julio, el fiscal nacional Sabas Chahuán entregó a Andrés 
Montes, el jefe de la Fiscalía Santiago Norte, la responsabilidad de 
la investigación y se fortaleció el equipo; las fiscales Tania Siron- 
valles y Macarena Cañas se sumaron a la labor que venía desarro- 
llando el fiscal jefe de Alta Complejidad de Santiago Norte, José 
Morales. En enero de 2015 Morales había formalizado al ex gerente 
de Norte Grande, Aldo Motta, y a la abogada Claudia Morales, 
secretaria de actas, por falsificación de documentos. Las incógnitas 
sobre el devenir de este caso no estaban dilucidadas a principios de 
octubre, pero había señales de que las formalizaciones podían con- 
tinuar y alcanzar a Julio Ponce Lerou y a Roberto Guzmán Lyon, 
quien ya está formalizado desde abril por delitos tributarios referi- 
dos al caso SQM, 
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La lista de Pandora 


Desde marzo de 2015 empezaron a aparecer nombres de personajes 
políticos contaminados con boletas o facturas, en apariencia para 
campañas políticas, y ya a fines de marzo y comienzos de abril la 
olla se destapó con más fuerza. Primero se habló de unos cinco mil 
millones de pesos, luego la suma fue subiendo a siete mil, a diez mil 
y hasta bordear los quince mil millones. Asimismo, al comienzo los 
pagos sin respaldo, o con dudosa justificación, parecían venir solo 
desde SQM, la matriz del holding. Después empezaron a aparecer 
filtraciones que hablan de las filiales: Soquimich Salar, Soquimich 
Industrial, Soquimich Comercial. 

Hasta ahora no hay una sola cifra que englobe todo lo que fue- 
ron esas inversiones «en política» o en «influencias» o traspasos de 
recursos a su círculo que se efectuaron desde el imperio del ex yerno 
de Pinochet. De lo que él dice saber poco o nada. 

En esos días de abril de 2015 La Tercera, El Mostrador, The 
Clinic on line y Ciper anunciaban montos y nombres como en una 
ola que no tenía fin. Entre estos apareció un reportaje en Canal 
13.cl —la versión digital de la estación televisiva— de la periodista 
Catalina Rojas, que en esa época trabajaba en ese canal.' Me llamó 


* Catalina Rojas, «Radiografía a los cinco años clave de Contesse en Soqui- 
mich», 13.cl, 15 de abril de 2015. 
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la atención porque el artículo entregaba un resumen de más de 
veinte de los principales favorecidos —o implicados— con boletas 
y facturas, que presentaba algunos datos distintos. Me reuní un 
tiempo después con ella y me contó que los antecedentes para esa 
información los obtuvo de una base de datos que llegó a sus manos 
bajo el sugerente nombre de Pandora. 

Al parecer, esa lista no había pasado en ese momento por el fil. 
tro de Impuestos Internos ni había sido entregada a la fiscalía. Eso 
lo verifiqué después al tener acceso a la lista de pagos que elaboró 
un comité de la misma empresa en marzo. 

Pandora es una larga base de datos con más de cuatro mil qui- 
nientas entradas referida solo a la empresa Soquimich; no incluye 
a ninguna de las filiales. Los antecedentes son más precisos que 
los que se conocían por aquel entonces en los medios, pero abarca 


solo desde 2009 a 2013, con los respectivos meses en que fueron 
emitidas las boletas o facturas y los RUT (Rol Único Tributario) de 
los contribuyentes. Catalina Rojas había obtenido algunos de esos 
RUT y entregó un resumen de los que advirtió como los principa- 
les. Por mi parte, seguí identificando nombres de personas natura- 
les y sociedades, a través de distintos procedimientos: Servicio de 
Registro Civil, para dar con el nombre de las personas a partir del 
RUT, Diario Oficial u otras informaciones aparecidas en internet. 
La mayor parte de los RUT coincide con lo que ha aparecido 
desde abril en los medios de comunicación, aunque en algunos Ca- 
sos los montos son superiores y también figuran algunos nuevos 
«boleteros», no solo los que tienen evidentes conexiones políticas, 
sino también personas y personajes del entorno de Ponce Lerou. 
Pero si bien aquí estaría la parte principal de la inversión efectua- 
da por el ex yerno de Pinochet y Patricio Contesse en asesorías y 
contactos políticos, no está todo. Como señalaba, en esta lista nO 
está considerado el año 2014. Y tampoco están las donaciones y 
gastos efectuados a través de las filiales, en particular Soquimich 
Salar, que ha sido la más bullada por las platas políticas que habrían 


estado destinadas a campañas y precampañas, donde aparecen las 
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figuras de Giorgio Martelli, y su conexión con el ex ministro Rodri- 
go Peñailillo, y de Cristián Warner, el ex brazo derecho de Marco 
Enríquez-Ominami, 

Al revisar el largo Excel Pandora, llama la atención que en mu- 
chas oportunidades aparece cero (0), en lugar de la cifra por la posi- 
ble boleta. Esto podría significar que fueron documentos anulados, 
pero resulta extraña tanta acción de esa índole. Cabría la pregunta 
también de si se borraron las cifras con algún propósito antes de 
enviarlas al SII o de entregarlas al Ministerio Público. 

Otra cosa que no se puede saber con certeza es si había contra- 
tos de honorarios o de servicios por esos pagos. En muchos casos 
se puede concluir que se trata de dineros para campañas políticas 
entregados por la empresa matriz del imperio del ex yerno de Pi- 
nochet. En otras situaciones son pagos por algún tipo de servicio 
o «asesoría» que ha permitido a Ponce Lerou mantener su poder o 
armar mejor sus negocios. Por eso, se puede observar que no todos 
los receptores de esos dineros son parlamentarios o recaudadores. 

Lo que es común a todas esas boletas o facturas ideológicamente 
falsas o con insuficientes respaldos es que SQM cargaba esos pagos a 
gastos, con lo que —lo mismo que Penta— pagaba menos impuestos. 
Es decir, la máquina para defraudar también operaba a todo motor. 

Pude verificar también al revisar las Memorias de SQM de los 
últimos años que en ninguna de ellas hay referencia a estos servicios 
reales o supuestos, a estos RUT ni a las sumas involucradas. Ni si- 
quiera cuando se trata de elevadas cantidades, como las pagadas en 
forma constante —aunque con montos diferentes en algunos ca- 
sos— a algunos personajes que serían «asesores» habituales que han 
desempeñado un papel clave en los últimos años para Julio Ponce 
Lerou: el ex ministro secretario general de Gobierno de Patricio 


Aylwin y lobbysta Enrique Correa Ríos; el estudio de abogados 
Calderón 82 Asociados, encabezado por su amigo de décadas Darío 
Calderón, y los suculentos pagos al filósofo DC Marcelo Rozas y 
su familia, quien desde que en 1990 junto a su esposa se compró la 


revista Hoy dio tribuna y consejo al principal dueño de Soquimich. 
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Todos ellos tienen en común su influencia y amistades en sec- 
tores de la antigua Concertación. Y por diferentes razones han sido 
durante años muy cercanos a Julio Ponce Lerou. Constituyen —sin 
duda— puntales clave en el cerco de protección que construyó paso 
a paso para blindar sus empresas y su botín, aunque no hayan for- 
mado abiertamente parte de las decenas de directorios del holding. 

Pero las dádivas de Ponce Lerou también han sido muy sig- 
nificativas para la derecha, partiendo por el círculo más estrecho 
del propio Ponce Lerou o de personajes como el abogado Roberto 
Guzmán Lyon, que a través de sus sociedades también ha obtenido 
buenos dividendos. Las figuras del ex diputado de la UDI Cristián 
Leay y del ex ministro y senador del mismo partido Pablo Longuei- | 
ra sobresalen entre los beneficiados con los generosos aportes del | 
principal dueño de Soquimich, pero también están las boletas en- 
tregadas a empleados, secretarias y júniors de sus círculos. Y aunque 
hasta ahora lo ha negado, entre los beneficiarios estaría el propio ex 
presidente Sebastián Piñera. 

Un caso llamativo, asimismo, ha sido el del ex vicepresidente 
de Renovación Nacional Claudio Eguiluz, quien hizo todos los in- 
tentos de rebelión contra el Ministerio Público y los tribunales de 
justicia, pero al final tuvo que afrontar su formalización. 

Tuve también acceso al Informe del Comité Ad hoc de Gastos 
de Gerencia General de SQM elaborado en marzo de 2015. En ese 
documento se señala que se abarca el período 2009-2015, pero en 
realidad la información solo llega hasta 2014 por razones obvias: 
recién empezaba el año 2015 cuando fue elaborado. En general hay 
similitud con la base Pandora, sobre todo respecto de los nombres 
de los involucrados. El trabajo de ese Comité, que advierte su con- 
dición de «borrador», incluye 276 casos y la suma total llega a casi 
trece mil cuatrocientos millones de pesos en boletas y facturas sin 
suficientes respaldos, De estos, el informe calificó más de cuatro 
mil millones y medio como de «alto riesgo». Dejó aparte sin anali- 
zar cerca de dos mil millones de pesos distribuidos a una docena de 
estudios de «abogados conocidos por SQM». 
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Pacos A ENRIQUE CORREA 


El más suculento pago que logré descifrar en la larga lista de Pan- 
dora, que incluye 4.865 boletas o facturas que no aparecen en 
memorias ni otros registros de la empresa SQM, corresponde a la 
empresa Imaginacción Asuntos Públicos Correa 82 Correa (RUT 
77.902.230-7). Se trata de la empresa de asesoría del lobbysta y po- 
deroso ex ministro secretario general de Gobierno Enrique Correa 
Ríos, creada en 1996. Las modernas y elegantes oficinas están ubi- 
cadas en el piso 24 del edificio de Providencia 1760, con la avenida 
Carlos Antúnez. 

Según esta nómina, la sociedad de Enrique Correa recibió en- 
tre 2009 y 2013 un total de 877 millones de pesos brutos. De esa 
suma, la mayor parte se facturó en 2013, cuando aparece con 545 
millones de pesos. 

Aunque la suma a simple vista se ve excesiva para una aseso- 
ría, no está claro si corresponde a un servicio estable que mantie- 
ne Correa con Ponce Lerou desde los años noventa. O si incluye 
sumas extra por una mayor dedicación a partir del caso Cascadas. 
O incluso podría tratarse de algún aporte político para candidatos 
de confianza del ex ministro. El total de facturas sería 107, pero de 
ellas 38 aparecen con valor cero, lo que aumenta los interrogantes. 

En la lista del Informe Ad hoc de SQM a la que también accedí, 
Imaginacción Asuntos Públicos aparece con algo menos, pero siem- 
pre con sumas elevadas: 832 millones de pesos por «servicios entre 
abril de 2009 y noviembre de 2015». No se especifica si es bruto o 
líquido, y se le califica como «de bajo riesgo». En una tabla se lee al 
lado: «Empresa conocida, servicio permanente a don P. Contesse». 


EXPLICACIONES PARA EL LOBBY 


La periodista Lenka Carvallo entrevistó a Enrique Correa en mayo 
de 2014 en revista Caras. «Hoy la relación más complicada para 
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Correa no estaría en lo familiar sino en su vinculación con SQM. 
Incluso se comenta que él y Julio Ponce Lerou serían Supuestamen- 
te amigos», sostiene la periodista, quien recuerda un comentario de 
la ex candidata presidencial Evelyn Matthei, a propósito del caso 
Cascadas, en un debate televisivo efectuado en octubre de 2073, 
En aquella oportunidad la ex candidata planteó: «Me llama la aten- 
ción que todos los parlamentarios de la Concertación hayan enmu- 
decido frente a este caso. ¿Tendrá que ver con que, aparentemente, 
la persona que lleva las relaciones en el caso Cascadas es Enrique 
Correa?». Lenka Carvallo recuerda que después de esas palabras fue 
Carlos, el hijo del ex ministro, que era el gerente de Imaginacción 
hasta ese momento, quien reconoció que tenía la cuenta de SQM, 
aunque precisó: «Pero SQM y cascadas son empresas distintas» ? 

El propio Enrique Correa insistió en la entrevista de Caras en 
esa diferencia: «Es necesario hacer una distinción. Efectivamente 
una de nuestras empresas (Imaginacción Asuntos Públicos) tiene 
un contrato con SQM. Trabajamos en sus comunicaciones y he- 
mos sido muy rigurosos “y así también nos lo ha pedido el propio 
gerente general” en distinguir la asesoría a SQM respecto de los 
desarrollos de Julio Ponce, el controlador, y sus sociedades cascadas. 
Ahí no tenemos nada que ver». 

Le preguntó también la periodista a Correa sobre la relación de 
amistad que tendría con Ponce Lerou: «Tengo relaciones muy cor- 
diales con todo el mundo, tanto en la política como en las empre- 
sas. Ahora, si usted quiere saber, yo hago una separación bastante 
precisa entre esas relaciones profesionales y mis amigos, que son 
un asunto más personal, con los que tengo una larga historia en 
común, como José Miguel [Insulza] o José Antonio [Viera-Gallo]», 
respondió. 

—Llama la atención que aceptara asesorar a una empresa como 
SQM considerando la historia que hay detrás. Julio Ponce ha sido 


2014, 
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muy criticado por cómo hizo su fortuna: el yerno de Pinochet era 
gerente general de la Corfo, y según investigaciones periodísti- 
cas, fue así como se fue apropiando de Soquimich —le planteó 
Lenka Carvallo. 

—/ sea, nuestra relación profesional es con SQM. Firmamos 
los contratos según el mérito de los trabajos que nos piden y nadie 
nos ha hecho nunca un encargo impropio —argumentó Enrique 
Correa en esa oportunidad. 

—Mi pregunta es otra. Me refiero a cómo usted aceptó repre- 
sentar a una empresa cuyos orígenes no son muy claros —insistió 
la periodista, 

—SQM es una empresa chilena que funciona con apego a la ley 
y a las regulaciones, tiene a sus directores constituidos, está abierta 
a la Bolsa. Así que le repito: recibimos a nuestros clientes y resol- 
vemos los contratos de acuerdo al mérito de los encargos que nos 
hacen —respondió el ex ministro. 


EL MÍTICO LOBBYSTA 


Enrique Correa Ríos, nacido en Ovalle y ex alumno de una escuela 
pública y de liceo en su ciudad de origen, estudió Filosofía en la 
Universidad Católica, después de pasar un tiempo en el Seminario. 
Ingresó a la Democracia Cristiana a los doce años y fue presidente de 
la JDC en los sesenta; integrante del grupo fundador del MAPU al 
comenzar los setenta, estuvo exiliado en la Unión Soviética y en Ale- 
mania Oriental después del golpe; volvió clandestino a Chile al co- 
menzar los ochenta hasta que el 83 fue autorizado oficialmente para 
volver. Acérrimo opositor a la dictadura, fue el coordinador general 
del Comando del No para el plebiscito de 1988 y el primer ministro 
secretario general de Gobierno de la transición a la democracia. 
Cuando terminó el Gobierno de Patricio Aylwin, siguió culti- 
vando su rol de nexo y hombre clave en diferentes áreas. Su inteli- 
gencia —que le reconocen amigos y adversarios— y sus CONtactos 
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n por otras aguas. Fue así surgiendo el personaje del lo- 


lo levaro 
amibalinas de los intereses 


bbysta por excelencia, sumido entre las b 
privados, pero —y ese es un rasgo curioso— sin abandonar par- 
te de sus afinidades políticas de aquellos años de rebeldía. Dicen, 
por ejemplo, que junto con recibir grandes sumas de los grupos 
económicos y empresas que asesora, realiza también «actividad pro 
bono» —es decir sin cobrar— a sus amistades políticas. Entre otros 
y otras, se le considera cercano a la ex senadora democratacristiana 
Soledad Alvear y a la presidenta del Partido Socialista, Isabel Allen- 
de. A ambas las ha apoyado en sus campañas. 

Un cuarto de siglo después del comienzo de la transición, Co- 
rrea se ha convertido en un personaje mítico. En un símbolo del 
poder fáctico, omnipresente en todos los campos de la vida chilena 
donde se deciden cuestiones de interés nacional. Consejero de se- 
ñores y señoras de alta influencia, de cardenales, obispos y empre- 
sarios, sus redes parecen no tener límites. 

Aunque su firma ni él abundan en detalles sobre los clientes que 
tiene Imaginacción, se ha conocido que mantiene sus asesorías al im- 
perio Soquimich y también al grupo Penta. Asimismo, es consejero 
de Rodrigo Peñailillo, a quien apoyaba en su gestión en La Moneda 
durante el año que permaneció en el Ministerio del Interior. 

La empresa de Enrique Correa se ha esmerado en mantener bajo 
confidencialidad a su clientela, «pero sus nombres se han filtrado en 
diversas investigaciones periodísticas: Blanco y Negro, la Asocía- 
ción de Clínicas, Anatel, Universidad Santo Tomás, Aguas Andinas, 
Claro, el grupo Mall Plaza, el Banco Central, TVN, el Puerto de 
Antofagasta, Nextel, SQM, Cruz Blanca, Consalud, CCU y Tec- 
norec», anotaba en octubre de 2014 un reportaje de Nicolás Sepúl- 
veda en El Mostrador. Se pueden agregar también otras empresas 
que han sido sus clientes como Almacenes París, la AFP Habitat, 
Colbún y Córpora Tres Montes, entre otras de las más connotadas. 


«Así opera la máquina de lobby de Enrique Correa en el Congreso», Nico- 
lás Sepúlveda, El Mostrador, 28 de octubre de 2014. 
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El trabajo de su empresa lo realiza con un equipo de periodis- 
tas, sociólogos y analistas. Su hijo Carlos Correa Bau fue el gerente 
general hasta que fue nombrado subdirector de Comunicaciones y 
Cultura (Secocu) de La Moneda en marzo de 2014. Después inclu- 
so estuvo como director interino desde marzo de 2015 —cuando 
renunció la periodista Paula Walker— hasta julio pasado. En reem- 
plazo de Correa Bau asumió como gerente de Imaginacción el ex 
secretario general de la DC Moisés Valenzuela, quien es muy cerca- 
no a Gutenberg Martínez y a la ex senadora Soledad Alvear. El ex 
director de la Secocu Juan Carvajal, militante socialista y conocido 
de Correa desde los tiempos del exilio en Alemania Oriental, es hoy 
uno de los más influyentes integrantes de Imaginacción. 


ENTRE CARDENALES 


El papel que ha tenido Enrique Correa con sus asesorías al ex yerno 
de Pinochet y su staff directivo parece clave en esta historia, como al 
parecer lo es para los cardenales cuando quieren influir ante el Go- 
bierno, como quedó en evidencia en septiembre cuando El Mostrador 
dio a conocer el insólito intercambio de e-mails entre el ex arzobispo 
de Santiago Francisco Javier Errázuriz y el actual Ricardo Ezzatti. 
Losaltos jerarcas de la Iglesia católica recurrieron a Correa antes que 
a nadie para frenar el nombramiento como capellán de La Moneda del 
sacerdote jesuita Felipe Berríos y dejar sin participar en una comisión 
vaticana a Juan Carlos Cruz, víctima del cura Fernando Karadima. 
Con similar óptica, Julio Ponce Lerou, Patricio Contesse y los 
directivos de SQM han visto en el ex ministro de la transición un 
hombre de alta influencia que puede darles protección y apoyo para 
que sus negocios resulten a su manera. Parece claro que el trabajo de 
Enrique Correa en torno a este y otros holdings va mucho más allá 
de un apoyo comunicacional. Ha sido un consultor político cerca- 
no y un nexo entre los grandes grupos económicos y el en un prin- 
cipio esquivo mundo de los que fueron opositores a la dictadura. 
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Nunca Enrique Correa ha figurado en un directorio de las em- 
presas de papel o de las operativas controladas por Julio Ponce Le- 


rou, pero se ha mantenido cerca, más aún en tiempos críticos. Tras 


estallar el caso Soquimich propiamente tal, trascendió que habían 


cortado sus servicios, pero todo indica que estos han continuado, 


MARCELO ROZAS Y SU FAMILIA 


Entre los democratacristianos encabeza la lista de proveedores de 
boletas entregadas a Soquimich un personaje que los antiguos DC 
conocen muy bien: Marcelo Abraham Rozas López. 

- De acuerdo a lo revisado en las bases de datos de SQM, Rozas 
habría recibido 436.666.653 pesos bruto entre 2009 y 2013. Cada 
uno de esos años le pagaban dos boletas al mes: una por un monto 
de cinco millones de pesos y otra por 2.222.222 pesos bruto para 
dar un líquido de dos millones. En total, tenía un virtual «suel- 
do» mensual de más de siete millones de pesos, durante esos años, 
como lo denotan 122 boletas. 

Pero eso no es todo. Michelle Reymond Larraín, la señora de 
Marcelo Rozas, ha sido otra emisora importante de boletas de 
SQM: en el período observado, ella emitió 66 boletas por un to- 
tal de 144.444.430 pesos. Recibía por este ftem un «sueldo» de 
2.222.222 pesos en forma estable, de la empresa matriz controlada 
por Julio Ponce Lerou. El mayor de sus hijos, Daniel Rozas Rey- 
mond, periodista y documentalista, ha sido también parte de este 
fructífero negocio: figura con ciento cincuenta millones de pesos 
de ingreso en esos años y sesenta boletas de dos millones y medio 
cada una, también entregadas cada mes, como si fuera un sueldo. 

En total los Rozas Reymond suman en solo cuatro años un 
ingreso «boleteado» de 729.222.194 pesos. Es decir, más de un mi- 
llón de dólares, entre los años 2009 y 2013, Y respecto al pasado, 
como se recordará, la fiscalía solo ha investigado hasta 2009, ya que 
los delitos tributarios anteriores estarían prescritos. Pero hay pistas 
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MARCELO ROZAS Y SU FAMILIA 


que indican que los pagos pueden ser bastante anteriores y habrían 
continuado en 2014. 

«A Marcelo Rozas López lo conozco hace muchos años, porque 
era director de la revista Hoy. Me hice amigo de él, tengo perma- 
nentes conversaciones con él», dijo Julio Ponce Lerou a la fiscalía 
en su declaración del 23 de marzo de 2015. La afirmación es una 
excepción respecto a la gran mayoría de los otros casos de los cuales 
el ex yerno de Pinochet dijo no saber nada. La pregunta es qué ser- 
vicio le prestaba Rozas y su familia a Ponce Lerou para merecer tan 
elevada retribución sin aparente justificación. 

En las declaraciones que el mismo Marcelo Rozas efectuó 
ante la fiscalía en marzo puede estar parte de la respuesta. Según 
lo consignó el diario La Tercera en una crónica de Sebastián La- 
brín,* el propio Rozas habría señalado que con el correr del tiem- 
po «fue creando una cierta amistad y confianza profesional» con 
Ponce Lerou. 

Las asesorías de Rozas a SQM habrían comenzado en 1997, 
de acuerdo al mismo artículo, «debido al proceso de adaptación 
que presentaba la empresa con el retorno de la democracia». Expli- 
có ante la fiscalía que «al principio fue un contrato verbal, que se 
transformó en escrito». 

«Mi trabajo se traduce en la obtención de información y poder 
transmitirla a los controladores de la empresa. Esto se informa de 
manera verbal al gerente general y al presidente del directorio», in- 
dicó en su declaración en fiscalía. Años más tarde, su esposa y su 
hijo Daniel también se sumaron a la beneficiosa relación con SQM. 

Marcelo Rozas agregó —refiriéndose a Ponce Lerou y a Patricio 
Contesse— que «una vez a la semana iba a conversar con «cada uno 
de ellos [...] a su oficina. Así también tengo contacto telefónico a 
diario en, al menos, tres ocasiones, los siete días de la semana». 


4 Sebastián Labrín, «Ex embajador DC dice que hizo asesorías “en forma 
verbal” a Ponce», La Tercera, 24 de mayo de 2015. 
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sus declaraciones y de los números 
Pandora yen el informe del Co- 
posa y su hijo Daniel emitían, 
los últimos años. En al- 


Por lo que se desprende de 
que aparecen en la base de datos 
mité Ad hoc de la empresa, él, su es 
cada uno, una boleta mensual a SQM en 
gunas ocasiones entregaban más de una. Rozas agregó que a partir 
de este año 2015 su esposa Michelle Reymond decidió no emitir 
más boletas, «por lo que yo mismo he debido emitir por ella», y que 


solo a partir de 2014 Soquimich le pidió acompañar sus asesorías 


con informes. 
El mismo 27 de marzo cuando declaró Marcelo Rozas, acudió 


también su hijo Daniel, quien —como consta en su currículo— 
afirmó en la fiscalía que trabajó como asesor del Ministerio del 
Interior y en la Secretaría General de la Presidencia en el Gobierno 
del ex presidente Ricardo Lagos. Después en 2005 viajó a España a 
cursar un máster y en 2009 colaboró con el diario La Nación. «Ese 
año —dijo en su declaración— recibí una oferta de mi padre para 
que, en conjunto con mi madre, realizáramos consultorías intelec- 
tuales para SQM.» Según explicó, su trabajo consistía «en realizar 
informes diarios de prensa, recopilar y evaluar a los medios de co- 
municación en materia social, política y cultural. Dichos informes 
eran canalizados en reuniones diarias realizadas con mis padres». 
La Tercera indica que la versión de Daniel Rozas coincide con 
la del padre, quien también afirmó que estos «servicios» eran «en- 
tregados por mi padre, constantemente de manera verbal». Daniel 
Rozas actualmente vive en Santiago y declaró no tener militancia 
política ni haber participado en campañas. Marcelo Rozas también 
aseguró que «todos los dineros obtenidos son destinados a gastos 
de la familia, en ningún caso para terceros o campañas políticas». 


PLUMONES NEGROS EN LA RADIO BALMACEDA 


No es primera vez que Marcelo Abraham Rozas López está en el 
foco de la polémica. Su trayectoria en la DC ha sido controvertida. 
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Hijo de Abraham Rozas Hechenheitner y de María Victoria 
López Alcayaga, estudió Filosofía en la Universidad Católica, de 
donde egresó al comenzar la década de los setenta. 

Muchos testigos de esa época lo recuerdan a él y a su entonces 
«polola» Michelle Reymond Aldunate como guardaespaldas del ex 
senador Renán Fuentealba, quien fue presidente del Partido De- 
mócrata Cristiano hasta mediados de 1973, cuando lo sucedió en 
el mando Patricio Aylwin. 

Cuando se formó el MAPU, con fuerte raigambre en la Uni- 
versidad Católica, Marcelo Rozas fue de los que se quedó en la 
Democracia Cristiana Universitaria, DCU, y en la Juventud De- 
mócrata Cristiana, JDC, siempre en la misma senda que su amigo 
Gutenberg Martínez y la ex ministra Soledad Alvear, que estudia- 
ron Derecho en la Universidad de Chile. 

En los años duros, la imagen de Marcelo Rozas López no queda 
bien parada en la memoria de los periodistas. Menos aún para los 
que vivieron la historia de la Radio Balmaceda, del Partido Demó- 
crata Cristiano, que jugó un rol fundamental en la denuncia de los 
atropellos a los derechos humanos en los primeros años después del 
golpe. Fue la primera en hablar de detenidos desaparecidos, y los 
presos políticos han contado después que la escuchaban en sus luga- 
res de reclusión. Sus comentarios y sus notas económicas y laborales 
ponían un acento crítico que causaba las iras del Gobierno militar. 

En ese contexto entre clausura y amenazas, Belisario Velasco 
Baraona, su gerente, quien después llegaría a ser ministro del Inte- 
rior en el primer Gobierno de Michelle Bachelet, fue relegado a la 
localidad de Putre, en el extremo norte del país, en abril de 1976. 
El director de prensa era el periodista Ignacio González Camus, 
quien después fue el primer presidente nacional del Colegio de Pe- 
riodistas elegido bajo dictadura en 1984. 

«Rozas fue nuestro censurador en la radio desde mediados de 
1976 hasta octubre de ese año, cuando nos echaron a todos los 
periodistas del equipo que dirigía Ignacio González. Finalmente la 
radio fue clausurada en enero de 1977, no por alguna información 
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en particular, sino que la dictadura se basó en un Decreto Ley que 
puso fin a la legalidad de todos los partidos políticos, y la conce- 
sión de onda de Balmaceda estaba a nombre del PDC», recuerda 
Patricio Vargas, uno de los periodistas de la radio en ese entonces. 
«A nosotros como equipo de prensa se nos acusó de querer estrellar 
la radio y provocar su cierre», anota Vargas. «Nos echaron el 11 de 
octubre de 1976 y tres meses después la cerraron.» 

Según Patricio Vargas, Rozas era un tipo «amatonado»; esa fama 
la arrastra desde la Universidad Católica. «El día que nos echaron 
de la radio —en carta firmada por.él y por José Miguel Fritis, quien 
murió en 2009—, en un pasillo, frente a los teletipos, casi se agarra 
a combos con Ignacio [González]. Giacomo Marasso y yo los sepa- 
ramos», dice Vargas. 

«Rozas usaba unos plumones negros para censurar nuestros li- 
bretos antes de salir al aire, iban en un original con dos copias, para 
dos locutores y el radiocontrolador. A veces, la cosa se complicaba 
cuando censuraba las “cuñas” o grabaciones de entrevistados», re- 
cuerda Patricio Vargas. 

Ignacio González Camus entrega más detalles de esa época ne- 
gra para los periodistas en una historia de esa emisora entre el golpe 
militar y su clausura definitiva, que acaba de publicar en internet.? 
Marcelo Rozas llegó a hacerse cargo de la radio, encabezando lo que 
Ignacio González define en su libro como «el asedio de los guato- 
nes», como era conocido el sector más moderado de la DC. 

Junto con cambiar la línea editorial de la radio —dice Gon- 
zález—, «Rozas, que examinaba y autorizaba la salida del material 
que el Departamento de Prensa entregaba para los informativos, 
hacía funcionar sin asco el plumón y el canasto de la basura [...] 
desde el momento de su llegada». 

El ex director de prensa que fue degradado por Rozas a jefe de 


prensa a secas anota una bitácora de censuras efectuadas por quien 


5 Ignacio González Camus, Radio Balmaceda 73-76, bajo el asedio de «los 
guatones» y Pinochet, libro disponible en formato digital, agosto de 2015. 
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después llegó a ser cercano asesor de Julio Ponce Lerou. Entre las 
noticias censuradas, Ignacio González describe: «Eliminó nume- 
rosas crónicas sobre problemas de trabajadores [...] Descartó no- 
ticias emanadas de gobiernos occidentales que resultaban adversas 
para la dictadura de Pinochet y que eran reproducidas por otros 
medios [...] Eliminó la información sobre la asistencia del ex mi- 
nistro Jaime Castillo Velasco, vicepresidente de la DC en el exilio, 
a los funerales del ex canciller Orlando Letelier, en compañía del 
vicepresidente de la Social Democracia chilena, Eugenio Velasco, 
también exiliado». 

Asimismo, indica González que Marcelo Rozas censuró discur- 
sos de altos dirigentes de la DC que no eran «guatones», por ejem- 
plo del ex vicepresidente del Senado Ignacio Palma —el padre del 
economista Andrés Palma y de la actriz Ana María Palma—, del 
ex senador Rafael Moreno, y del dirigente sindical y ex diputado 
Manuel Bustos. 

En otro pasaje relata que tras el despido de siete reporteros le 
informó que ya no sería más jefe de prensa, sino solo un periodista. 
Ignacio González Camus lo increpó. «El director responsable me 
cogió la muñeca izquierda con su mano derecha y comenzó a apre- 
tarla, con una suerte de sonrisa, en una demostración de sus habili- 
dades de karateca, incluso sin mover el cuerpo. Cuando estábamos 
a punto de trenzarnos en una pelea, Giacomo Marasso y Felipe 
Pozo nos separaron». La Radio Balmaceda fue silenciada en 1977. 


Los «SALVADOREÑOS» 


«En 1978, de la mano de su entonces amigo José Miguel Fritis, Ro- 
zas empezó una nueva aventura de diez años que marcaría a fuego su 
biografía humana y política. Ese año, la DC Internacional le ofre- 
ció a Fritis y a su grupo apoyar al Gobierno democratacristiano de 
Napoleón Duarte en El Salvador. Pero esta misión incluía trabajar 
con la embajada norteamericana y soterradamente con la CIA, lo 
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que alimentó el mito de que eran pagados pe Organismo de 
inteligencia», señala una crónica publicada en la revista Cosas sobre 
Marcelo Rozas y su relación política con Soledad Alvear en mayo 
de 2007, cuando la ex senadora era una posible carta presidencial. 

El artículo se refiere a los «salvadoreños», el grupo que encabe. 
zaba Rozas junto a José Miguel Fritis y que asesoraba al Gobierno 
de Duarte en El Salvador. «Rozas se encargaba de asesorías políticas 
y comunicacionales; así, mientras creaba medios de comunicación 
y daba consejos a los partidos políticos salvadoreños, se reunía con 
representantes norteamericanos y viajaba a Washington». Según la 
versión de Eritis —recogida por la revista—, «los análisis políticos 
de Rozas en muchas ocasiones convencieron a los norteamericanos. 
En un momento, el joven chileno se empecinó en demostrarles que 
la guerrilla que luchaba en contra del Gobierno sandinista en Ni- 
caragua tenía nexos con el narcotráfico y que escondía muchas de 
las armas que les pasaba Estados Unidos. Para comprobarlo, el mito 
dice que Rozas se hizo pasar por periodista y recorrió el cuartel de 
los “contras”, chequeando de esta forma su teoría». 

Pero Marcelo Rozas continuó su ruta de comunicador. Justo al 
comenzar la transición, él y su mujer Michelle Reymond compra- 
ron la revista Hoy a Emilio Filippi, Juan Hamilton y a los periodis- 
tas que quedaban como socios de ese semanario, que había nacido 
en junio de 1977, el mismo año que moría la radio Balmaceda. 
Estuvo al timón de Hoy hasta mediados de los noventa, cuando la 
traspasó a un grupo empresarial en el que estaba el ex ministro de 
Pinochet Sergio Melnick. En esa época se originó su amistad con 
Julio Ponce Lerou, quien avisaba en la revista. 

En el año 2000 Ricardo Lagos nombró ministra de Relaciones 
Exteriores a Soledad Alvear y juntos designaron a Marcelo Rozas 
como director de la Agencia de Cooperación Internacional (AGCI. 
«Si Soledad Alvear llegara a La Moneda y armara su equivalente al se- 
gundo piso —sector que reunía a los asesores más escuchados por el 


a 


* Cosas, «Marcelo Rozas, el otro hombre de Alvear«, 2 de mayo de 2007. 
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presidente Ricardo Lagos—, sin duda el integrante más importante 
de ese grupo sería Marcelo Rozas. Las personas en las que la “Chol” 
más confía son Gutenberg y Marcelo», afirma, sin temor a equivo- 
carse, un conspicuo miembro del círculo alvearista, decía Cosas en 
2007. Pero eso no ocurrió y llegó a la Presidencia Michelle Bachelet. 

Marcelo Rozas fue nombrado embajador en la República Che- 
ca. Estuvo ahí hasta marzo de 2009, cuando después de una po- 
lémica columna que escribió en la revista Capital, con una crítica 
frontal a la «Cumbre progresista» que se efectuaba en esos días en 
Viña del Mar, la presidenta Bachelet le pidió la renuncia. «El mun- 
do político-económico, que desde la caída del muro son la misma 
cosa, tiene dos eventos, dos espectáculos. Uno es Davos y el otro 
la reunión de líderes progresistas que antes se llamaba La Tercera 
Vía y ahora lleva el pomposo título de Gobernanza Progresista [...] 
No vamos a avergonzar al lector con los lugares comunes de esta 
decadente izquierda sin ideas, que quiere conciliar el liberalismo 
con un cierto buenismo, cuyo mejor resultado podríamos llamar 
socialismo de balneario», había escrito Marcelo Rozas. 

Cuando cl periodista Mario Gálvez, de El Mercurio, le preguntó 
sobre el hecho, Rozas respondió enfático: «Me parece algo intolerante 
que saquen a una persona del cargo porque opina en forma distinta».” 


EN LAS PROFUNDIDADES DEL IMPERIO 


Hay nombres poco conocidos entre los que la prensa filtró desde el 
verano de 2015 como favorecidos con pagos por debajo de la mesa 
de Soquimich. Algunos son operadores de alto vuelo que han per- 
mitido al ex yerno de Pinochet diseñar fórmulas y ejecutarlas para 
que siguiera incrementando su fortuna y la de sus hijos. Son los que 
saben de sus secretos financieros y de sus inversiones en sociedades 
y fideicomisos de ultramar. 


7 Mario Gálvez, «Me parece intolerante....», El Mercurio, 1 de abril de 2009. 
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Luis Saldías Varas es uno de ellos. Contador de profesión, apa- 
rece muy comprometido con las boletas y facturas que firmó en los 
últimos afios, en provecho propio y de su familia, además de haber 
sido un personaje fundamental en los manejos de las cascadas y de 
otras sociedades más recónditas. Fue formalizado el 30 de abril de 
2015, junto al ex gerente del holding SQM Patricio Contesse y 
al abogado Roberto Guzmán Lyon. Era la primera formalización 
referida al caso Soquimich propiamente tal. 

El trío era parte del grupo de extrema confianza de Julio Ponce 
Lerou. Guzmán y Saldías colaboraban en las secretas operaciones 
de sus sociedades que se movían tras las bambalinas de SQM; par- 
ticipaban en las cascadas e incluso más allá de ellas, bajo la con- 
ducción de su dueño principal. Por lo que se advierte, eran los 
custodios de mantener a buen resguardo y acrecentar la fortuna que 
Ponce Lerou fue acumulando desde los tiempos en que su suegro 
era el dictador. 

«Salpicado por las cascadas», tituló en 2013 la revista Capital 
una crónica sobre Roberto Guzmán. La frase hoy parece suave al 
aludir a este abogado de casi setenta años, amigo de Ponce Lerou 
que disfruta o disfrutaba de la vida y su gran fortuna, hasta que le 
cayeron las investigaciones de la Superintendencia y del Ministerio 
Público sobre su cabeza y lo atrapó la avalancha de cargos y acusa- 
ciones. Hoy, sin dudas, está mucho más que salpicado. 

Ex alumno del San Ignacio de Alonso Ovalle y de la Universi- 
dad Católica, Roberto Guzmán Lyon fue compañero de curso en 
los años sesenta de Jaime Guzmán Errázuriz, de Jovino Novoa y de 
Máximo Silva Bafalluy, como recuerda Capital. Pero él no optó por 
la política, como los fundadores del gremialismo. Su ruta fue la de 
los negocios, de las sociedades de papel y de los paraísos tributarios, 
donde se pierde la pista de los socios y se pagan menos impuestos. 

Gran señor en Zapallar, el apreciado balnerario de la costa norte 
de la región de Valparaíso, Roberto Guzmán Lyon mantiene un 


* «Salpicado por las cascadas», Capital, 23 de septiembre de 2013. 
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espectacular parque junto a su casa en esa comuna. La propiedad 
de dos hectáreas y media fue antes de la familia Ossandón y él la 
transformó a su gusto, como señala el artículo aludido. «En sus jar- 
dines hay varias especies nativas e introducidas, que conviven con 
diferentes tipos de aves exóticas, entre pavos reales y gallinetas.» 

Levantó, además, «una construcción de estilo contemporáneo, 
tipo lofi, en hormigón revestido en piedra, que fue remodelada por 
el arquitecto Nicolás Lipthay». En ese pabellón instaló su biblioteca 
«de más de seis mil ejemplares que ha coleccionado a lo largo de su 
vida y que antes tenía en el fundo familiar que habitó hasta 1978 
en Villa Lo Campino, en Quilicura», dice Capital. Es una de las 
aficiones comunes del abogado Guzmán con Augusto Pinochet. 
Él fue cercano al dictador y su familia, y en los ochenta conoció a 
Ponce Lerou. 


PAGOS «ATÍPICOS» 


Roberto Guzmán Lyon, protagonista castigado por el caso Casca- 
das, recibió casi 142 millones de pesos con dudoso respaldo, según 
el informe de marzo de 2015 del Comité Ad hoc de SQM, a través 
de la sociedad Guzmán y Manríquez Limitada (RUT 78.893.550- 
1). La suma es similar a la que se observa en la lista de Pandora, que 
alcanza a 155 millones de pesos en boletas entregadas entre enero 
de 2009 y octubre de 2013. Un mes antes la SVS le aplicó una 
fuerte multa, debido a las operaciones en las cascadas. 

Sus servicios fueron considerados en la revisión de SQM «atí- 
picos» y de «mediano riesgo» por el comité de la empresa. En las 
observaciones, el informe agrega que la «sociedad de Roberto Guz- 
mán Lyon pasó a Grandes Contribuyentes en el marco del caso 
Cascadas». Y lo califica como «abogado conocido». Los honora- 
rios fueron todos por la misma cantidad, como que si se tratara de 
un sueldo fijo de tres millones trescientos mil pesos mensuales, de 
acuerdo al archivo Pandora. 
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No queda claro —ni se especifica— si esos pagos se origina- 
ron en servicios personales prestados por Guzmán Lyon a su amigo 
Ponce Lerou, a su familia, a las cascadas o al holding. Lo cierto es 
que aparecen en estas listas de Soquimich, pero sin ninguna alusión 
a ellos en las memorias de la empresa. 

El ex yerno de Pinochet ha dicho más de una vez que Roberto 
Guzmán ha sido abogado personal suyo. Su amistad es antigua y 
cercana. Guzmán comenzó a asesorar a Ponce Lerou antes de la pri- 
vatización de Soquimich en los ochenta. Y continuó junto a Julio 
Ponce Lerou en el submundo de las operaciones financieras de las 
sociedades de papel que contribuyó a forjar. 

El documento que bajo el rótulo de Reservado 635 emitió la 
Superintendencia de Valores y Seguros el 6 de septiembre de 2013, 
en el que formuló cargos contra Roberto Guzmán Lyon por el caso 
Cascadas, revela los alcances de esa estrecha relación de Ponce Le- 
rou con Guzmán y Luis Saldías Varas. 


Los «APODERADOS» 


Además de las sociedades de inversiones SQYA e Inversiones SQ, 
propiedad de Ponce Lerou, y a través de las cuales controla las cas- 
cadas e indirectamente SQM, «el señor Julio Ponce Lerou es el 
controlador de las sociedades Inversiones del Sur S.A. (antes Inver- 
siones del Sur Limitada) e Inversiones Hoca S.A. (antes Inversiones 
Hoca Limitada)», indica la SVS en su informe. 

Según la Superintendencia, al menos hasta octubre de 2009, 
Roberto Guzmán Lyon y Felipe García-Huidobro Mac-Auliffe 
—<uien también ha sido director de algunas sociedades casca- 
da— eran los «apoderados» de Holywell Corporation y Cardiff 
Management Incorporated, pertenecientes a Julio Ponce Lerou y 


sus hijos, constituidas «bajo las leyes de la República de Panamá». 


Ambas serían dueñas de Inversiones del Sur, cuyo directorio estaba 


integrado, según acta del 3 de agosto de 2010, por Julio César, 


342 


LOS «APODERADOS» 


Francisca y Daniela Ponce Pinochet, junto a Luis Saldías Varas, 
quien era su gerente general. 

Según el documento de la Superintendencia, los apoderados de 
Inversiones del Sur eran Luis Saldías, Claudia Morales y Roberto 
Guzmán Lyon, de acuerdo al acta de una sesión de 2010, y sus 
poderes no se habrían revocado. Otro dato: cuando constituyeron 
Hoca e Inversiones del Sur, las sociedades Holywell Corporation 
y Cardiff Management registraron como domicilio la oficina del 
abogado Roberto Guzmán en la calle Moneda 920, en el centro 
de Santiago. 

A. su vez, en julio de 2012, Hoca e Inversiones del Sur, represen- 
tadas por el contador Luis Saldías Varas, crearon otra firma: World 
Finance Corporation S.A., «lo que permitiría entender que aquel 
es, al menos, apoderado con poder para constituir sociedades», dice 
la SVS en su documento, 

En paralelo, al menos hasta 2007, de acuerdo a informacio- 
nes de la Security and Exchange Commission (SEC) de Estados 
Unidos, recogidas en el informe de la Superintendencia, Roberto 
Guzmán Lyon era el gerente general de SQ Grand Cayman, do- 
miciliada en las Islas Caimán; de Pacific Atlantic Trading y de The 
Pacific Trust, el «fideicomiso» de Ponce Lerou y sus hijos, localizada 
en las Islas Vírgenes. 

Para aquilatar el peso de Guzmán en el aparataje del imperio de 
Ponce Lerou, hay que recordar que The Pacific Trust sería la socie- 
dad que «alberga» el legado de los nietos de Pinochet, de acuerdo 
a la declaración en fiscalía del propio Julio Ponce Lerou; a la vez, 
Pacific Atlantic Trading deriva de la primera, y SQ Grand Cayman 
es «hija» de Pacific Atlantic Trading. 

La Superintendencia consigna que la multiplicación de socie- 
dades continuó en los últimos años. En 2010 Inversiones del Sur 
adquirió la mayor parte de las acciones de Ikom Integración y Co- 
municación Limitada, dedicada a las tecnologías de la información. 
Poco después la transformó en sociedad anónima y designó entre 
sus directores a Alejandro Augusto Ponce Pinochet, quien ejerció el 
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cargo hasta diciembre de 2011. Como directores estuvieron entre 
2011 y 2012 Luis Saldías Varas, Felipe Gareía-Huidobro Mac-Au- 
liffe —quien antes fue director de la cascada Norte Grande— y 
Rafael Paror Donoso. A la vez, Saldías era el gerente general, según 
la SVS. 

Por su parte, Roberto Guzmán Lyon declaró ante la Superin- 
tendencia de Valores y Seguros ser dueño de las sociedades Jaipur 
S.A., Inversiones Silvestre S.A. e Inversiones del Parque S.A. Los 
nombres de todas ellas nacieron bajo la inspiración de algo es- 
pecial: Jaipur tras un viaje a la India, Silvestre es el nombre de 
un caballo al que quiso mucho, y el Parque alude a su propiedad 
en Zapallar. 

Otra curiosa empresa de ambigua propiedad que aparece ligada 
a Roberto Guzmán es SAC S.A. Según él, se trata de una sociedad 
que no perseguía ganancias. «Yo la creé y tenía por objeto pres- 
tar servicios administrativos y de registro de accionistas del grupo 
Cascada, y también a clientes individuales», dijo el abogado en su 
declaración ante la Superintendencia. 

Explicó así las razones de la formación de SAC: «Con ante- 
rioridad, todo el peso administrativo de la Cascada lo soportaba 
Calichera, entonces me pidieron que creara una entidad que no 
fuera lucrativa, sino operacional, que le prestara servicios a Cali- 
chera, Oro Blanco y Norte Grande, y las demás empresas del grupo 
cobrando una tarifa proporcional». Según él, su participación era 
«como accionista, pero nunca tuve retiro, ni participé en el funcio- 
namiento, en primer lugar, porque soy abogado y no auditor. Han 
pasado varios gerentes, el último es Luis Saldías Varas». 

Guzmán insistió: «No he tenido participación, remuneracio- 
nes, solo soy propietario nominal (pero es sin fines de lucro, ya que 
es una sociedad operacional). Dicha sociedad funciona en la calle 
El Trovador... Yo soy el accionista, ya que se debía dejar a alguien 
de confianza». 

Pero la Superintendencia encontró «inconsistencias» en todo 
eso y lo dejó anotado en su documento de formulación de cargos. 
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Según los antecedentes que recogió, SAC S.A. habría sido constí- 
tuida bajo la razón social de Inversiones La Compañía Limitada 
en 1983, y de acuerdo al Registro de Comercio de Santiago ex- 
perimentó una modificación en 1998. En esa oportunidad quedó 
como socia prácticamente única Inversiones del Sur Limitada, con 
el 99,9 por ciento de los derechos sociales. Después en 2002, indica 
la SVS, se modificó la razón social por SAC S.A. 

En todo caso, en otra anotación del Conservador en el año 
2009, el directorio de SAC S.A. estaba integrado por Julio Ponce 
Lerou, Roberto Guzmán y Claudia Morales —la abogada formali- 
zada por el caso Cascadas—. Y su gerente general era Luis Saldías 
Varas, como indica la SVS. Asimismo, señala que la sociedad SAC 
«prestaba servicios a Inversiones SQ e Inversiones SQYA» —las dos 
sociedades madres de Ponce Lerou—, y también a las cascadas. 

Otra cosa que llamó la atención a la Superintendencia de Valo- 
res y Seguros es que coincidieran los domicilios de estas sociedades, 
las que aparecen indistintamente ubicadas en El Trovador —sede 
de SQM y de las cascadas— y en Moneda 920, en la oficina de 
Guzmán Lyon. 


SECRETOS DE CONTADORES 


Luis Saldías es un contador que —como se ha visto— oficiaba de 
gerente de la sociedad Inversiones del Sur y de SAC, y se desplazaba 
por las cascadas y por otras sociedades «aguas arriba», de esas que 
no se transan en la Bolsa, que no se ven mucho en los diarios y de 
las que se habla poco. Estrecho colaborador de Ponce Lerou y de 
Guzmán, además de haber facilitado, lo mismo que Patricio Con- 
tesse, las operaciones que están en la mira de la fiscalía, se benefició, 
a través de sus sociedades, con manejos cuestionados. 

La principal de ellas, de acuerdo a los montos que aparecen en 
las listas es Inversiones'Enjoy S.A. —que no tiene que ver con las 
sociedades Enjoy de los casinos—, fue constituida como sociedad 
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de responsabilidad limitada por Luis E en 2008, junto a 'su 
hijo Diego Saldías Cofré. 

Inversiones Enjoy Limitada (RUT 76. 029.118-8) es uno de 
los nombres que en la base de datos Pandora aparece con mayores 
pagos: alcanza a 458 millones de pesos en facturas entre 2009 y 
2013. La misma cifra aparece en la lista que revisó el Comité Ad 
hoc de SQM que la calificó con «riesgo alto». Señala que se trata de 
diecinueve pagos de seiscientas UF mensuales, entre junio de 2011 
y noviembre de 2012. Como giro tiene «sociedad de inversiones 
y rentistas de capitales inmobiliarios, actividades de contabilidad, 
asesoramiento empresarial y en materia de gestión». El informe de 
SQM la califica de factura «atípica» y señala que «podría corres- 
ponder a trabajos no habituales de la GG (gerencia general), y los 
pagos son muy altos». Indica también que la sociedad fue pasada a 
Grandes Contribuyentes en el marco del caso Cascadas. La forma- 
lización de Luis Saldías por el caso SQM en abril se relaciona con 
estos pagos. 

Enjoy figura con una similar suma en la denuncia del Servicio 
de Impuestos Internos. Pero además, la esposa de Luis Saldías, Ma- 
ría de las Mercedes Cofré Pino, de profesión contadora como su 
marido, reúne según la lista Pandora más de 81 millones de pesos 
en 32 boletas entre los años 2010 y 2012. En total, la pareja Saldías 
Cofré suma casi 540 millones de pesos en facturas y boletas sin apa- 
rente respaldo justificado. En la denuncia del SII ella «solo» registra 


algo más de 73 millones de pesos, aunque también fue calificada 
con «riesgo alto». 


UN BUFFET ESPECIAL 


Entre las profesiones preferidas de muchos de los «boleteros» que 
han resultado vinculados a los casos Penta y Soquimich sobresa- 
len los periodistas y los abogados. Las asesorías comunicacionales 
parecen estar a la orden del día, tanto como las legales. Al parecer 
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resultaron adecuadas a los proveedores de boletas para utilizarlas 
como una suerte de «comodín» que disfraza otras actividades o sim- 
ples reembolsos de dinero sin que medie algún servicio. 

En particular el de las asesorías legales ha sido en los últimos 
años para SQM un ámbito por donde corren decenas de millones. 
Al revisar las listas de boletas y facturas sin respaldo —o con poco 
asidero— aparecen estudios o sociedades familiares de abogados 
que han recibido cuantiosas sumas en los últimos años, y que los 
contadores cargaban a gastos, con toda soltura. Ni los departamen- 
tos jurídicos ni los directorios nada decían. 

Ya mencionábamos el caso de Darío Calderón, un consejero 
cercano del ex presidente del holding y principal dueño, Julio Pon- 
ce Lerou. Al igual que Enrique Correa o que Marcelo Rozas, Darío 
Calderón ha sido un influyente «ministro» sin cartera. No figura 
ni ha figurado en directorios de las empresas del holding, ni de las 
cascadas. Menos aún ha sido un ejecutivo o un alto empleado del 
grupo, Sin embargo, su estudio Calderón y Compañía Abogados es 
uno de los grandes destinatarios de pagos. 

Calderón y Compañía Abogados aparece con una cifra de 487 
millones de pesos entre 2010 y 2013 (bajo el RUT 76.199,988- 
5). Pero hay, además, facturas por 362 millones de pesos que co- 
rresponden a otro RUT (79.837.410-9) que también pertenece a 
«Calderón y Compañía». La dirección es la misma: Rosario Sur No 
555 en la comuna de Las Condes. Si se suman ambas cantidades, se 
llega a casi 850 millones de pesos entre 2009 y 2013. 

El estudio Calderón y Compañía Limitada lo encabeza Darío 
Calderón González y lo integran su señora, Ana Musalem Ajach, su 
hija María José Calderón Musalem, y su yerno Gonzalo Guerrero 
Yamamoto, quien a la vez es miembro del directorio de Oro Blan- 
co. Los otros socios del estudio son Alfredo Ugarte Soto y Rodrigo 
Hernández Perchero. Formaba parte también de ese buffet hasta su 
muerte el abogado y ex vicepresidente de la Corfo René Abeliuk. 


A su vez, tiene otra sociedad con el abogado Alfredo Ugarte bajo la 
firma Calderón, Ugarte y Guerrero. 
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En 2011 Darío Calderón invitó a incorporarse a esa oficina al 
ex ministro del Interior de Patricio Aylwin, el DC Enrique Krauss 
Rusque, quien se encargaría del seguimiento de temas legislativos 
y políticos. En el informe del Comité Ad hoc de SQM figuran 
durante el segundo semestre de ese año cuatro boletas —dos en 
julio, una en agosto y otra en septiembre— en las que aparece el 
ex ministro con todos sus nombres: Juan Enrique Fernando Krauss 
Rusque. Están calificados como pagos atípicos, y se señala que «ve 
estados jurídicos de proyectos en el Congreso». Por cada boleta co- 
bró aproximadamente dos millones de pesos. Pero era solo el prin- 
cipio de su colaboración. 

La firma Asesorías Legislativas CKU Limitada fue constituida 
en julio de 2011 por Enrique Krauss Rusque, Darío Calderón Gon- 
zález y Alfonso Ugarte Soto. La modificaron en 2012, cuando salió 
Ugarte y entró José Gabriel Krauss Valle, hijo del ex ministro, y Cal- 
derón y Compañía Limitada. De acuerdo al informe del Comité Ad 
hoc, CKU emitió facturas a SQM por noventa millones de pesos en 
el período revisado. Como giro de los pagos figura «asesoría en ma- 

tería jurídica, legal y otros», y esos fueron calificados como atípicos 
con «riesgo mediano». Entre las anotaciones del Comité, se obser- 
va: «No se usó la sociedad Calderón y Abogados». La dirección de 
CKU es la misma de la oficina de Calderón en Rosario Norte 555. 

Estos antecedentes muestran que los dos ministros claves de 
gabinete político del primer Gobierno de Aylwin, Enrique Correa 
y Enrique Krauss, prestan asesorías y consejos al ex yerno de Pino- 


chet Julio Ponce Lerou y su empresa, y reciben por ello importantes 
retribuciones económicas. 


Los ABOGADOS GUERRERO 


Algunos abogados han prestado también apoyo en la gestión de los 
negocios de Julio Ponce Lerou. Esa podría ser la explicación para 
que otra de las grandes sumas en la lista larga de SQM haya sido 
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para Guerrero y Compañía Limitada (RUN 86.592.300-7), una 
sociedad de corte familiar formada por los abogados Roberto y Pa- 
blo Guerrero Valenzuela, hijos del abogado Roberto Guerrero del 
Río. Integran también la sociedad su hija Luz María y su segunda 
señora, María Elena Comandari García. La firma se transformó en 
sociedad limitada el 13 de diciembre de 2005. 

De acuerdo a las listas del archivo Pandora, Guerrero y Com- 
pañía Limitada aparece con 120 facturas entre 2009 y 2013 por un 
total de más de 760 millones de pesos. La suma es algo superior a la 
del informe del Comité Ad hoc, que indica 720 millones de pesos. 
Tal como en el caso de Enrique Correa, se advierten bajo este RUT 
43 boletas con valor cero. 

Pablo Guerrero es socio del estudio Barros y Errázuriz que en- 
cabeza Fernando Barros Tocornal, el abogado que efectuó el fidei- 
comiso de Sebastián Piñera y que encabezó a los profesionales que 
defendieron a Augusto Pinochet en el juicio en Londres. 

Pablo Guerrero fue miembro del directorio de las tres cascadas 
entre 2010 y 2011: de Pampa Calichera, de Norte Grande y vice- 
presidente de Oro Blanco. Se le consideraba un asesor cercano a 
Ponce Lerou, pero a raíz de la investigación de las cascadas se habría 
distanciado. Uno de los puntos de roce se relaciona con las decla- 
raciones efectuadas por Pablo Guerrero ante la fiscalía a propósito 
de la fecha en que se efectuaron unas reuniones de directorio en 
marzo de 2012. La versión de Pablo Guerrero contradijo la del ex 
gerente de Pampa Calichera y Norte Grande Aldo Motta, quien 
fue formalizado por falsificación de firma en enero de 2015, y por 
segunda vez, por las operaciones mismas de las cascadas, en julio. 

Aparte de su actividad profesional remunerada, Pablo Guerre- 
ro es presidente de la Fundación Pro Bono. Su hermano Roberto 
fue decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica 
y miembro del Consejo de Transparencia. Es socio del estudio de 
su padre, Roberto Guerrero del Río —ex rector de la Universidad 
Finis Terrae—, Guerrero y Olivos, al que debió renunciar Jovino 
Novoa al estallar el caso Penta. 
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EL DEFENSOR DE CONTESSE 
Extraño personaje es Samuel Donoso Boassi, quien en esta historia 
pasó a ser el abogado defensor de Patricio Contesse, el ex gerente 
general de SQM. Donoso intentó frenar su formalización jugando 
todas las cartas imaginables. Incluso llegó a presentar un recurso 
al Tribunal Constitucional, pero no le resultó y aunque dilaró las 
acciones de los fiscales por unos días, tuvo que dar su brazo a torcer 
y su cliente fue formalizado. Sostienen diferentes versiones que en 
esos días, mientras Rodrigo Peñailillo aún era ministro del Interior, 
Samuel Donoso continuaba entrando y saliendo de La Moneda 
como Pedro por su casa. Michel Jorratt, el ex director de Impuestos 
Internos, contó que se había sentido presionado y que había ido a 
una reunión con la jefa de gabinete del entonces ministro de Ha- 
cienda, Alberto Arenas, en la que había un abogado. Y ese no era' 
otro que Samuel Donoso Boassi, 

Donoso militó durante años en el PPD y llegó a ser el presiden- 
te del Tribunal Supremo hasta 2003, cuando dejó esa función para 
hacerse cargo de la defensa de Héctor Peña Véliz, el dueño de la em- 
presa GATE, la que dio el nombre al conocido caso MOP-GATE. 
Era cercano al ex presidente del PPD Sergio Bitar, y después fue 
más próximo al senador Guido Girardi y al ex embajador en Para- 
guay Alejandro Bahamondes, recuerda El Mostrador. 

Pero sus amistades iban más allá de la ex Concertación. Hasta 
comienzos del siglo xx1 era socio del estudio de abogados del se- 
nador de RN Alberto Espina. Después instaló su propia oficina 
«Donoso, Abogados Asociados y Cía.». 

Según consigna El Mostrador? el PPD siempre lo tuvo en men- 
te para sugerirlo como figura para integrarse a los gobiernos de la 
Concertación. En esa línea, la publicación señala que en el primer 


? M, Jiménez, X. Pérez, A. Carmona, 
de la fiscalía a SQM y el quiebre en el di 
de 2015, 


«La operación para bloquear acceso 
rectorio», El Mostrador, 12 de marzo 


EL DEFENSOR DE CONTRSSE 


Gobierno de Bachelet su nombre fue una de las cartas para ocupar 
el cargo de subsecretario del Interior, en reemplazo de Felipe Har- 
boe. También el PPD habría nominado a Donoso como opción 
para la Intendencia Metropolitana y para asumir como subsecreta- 
rio de Justicia. 

Además, el mismo medio remarca que Donoso «tiene un perfil 
penalista, pero su mayor fortaleza, aparte de lo jurídico, son sus 
redes políticas, que llegan hasta La Moneda». En ese tiempo se le 
veía cercano al ex ministro Rodrigo Peñailillo. También recordó El 
Mostrador que «en 2011, en medio de las tratativas para conformar 
el próximo equipo del Consejo para la Transparencia, su nombre 
fue propuesto por el entonces presidente Sebastián Piñera». En ese 
entonces, Donoso —quien fue parte clave del Tribunal Supremo 
del PPD— presentó su renuncia a la militancia en el PPD ante el 
Servel. No obstante, frente a los reparos que despertó en el mundo 
jurídico su nominación, el propio abogado pidió al mandatario que 
retirara su nombre de la lista. 

«Quiero agradecerle la confianza y expresarle que me siento 
honrado de ello, no obstante quiero solicitarle que retire mi nombre 
de la propuesta», le expresó en una carta. Posteriormente, el jurista 
habría responsabilizado a Carolina Tohá por su fallida designación: 
«Ella vetó mi nombre... Eso es un retroceso en la manera de hacer 
política», dijo entonces, de acuerdo a la versión de El Mostrador. 

La relación con su actual cliente Patricio Contesse data de 
algún tiempo. Al menos, los pagos recibidos en los últimos años 
dan cuenta de eso. Su sociedad SDB Abogados Limitada (RUT 
78.199.700-5) aparece recibiendo pagos por 150 millones de pesos 
de SQM entre 2009 y comienzos de 2015. Su caso no alcanzó a 
ser analizado por el Comité Ad hoc, cuando elaboró su informe 
en marzo, por lo tanto no hay detalles sobre a qué responderían 
las facturas o boletas entregadas. En la lista de Pandora aparece 
con 95 millones de pesos, todos registrados en 2013, por lo que 
es posible imaginar que el resto del «boletco» haya sido en 2014, y 
por eso la suma es más elevada en la lista revisada por la empresa, 
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En Pandora se observan, además, una docena de esas insondables 


boletas con valor Cero. 


CRISTINA BITAR Y LA CAMPAÑA DE Lavín 


La boleta por siete millones y medio de pesos que emitió el 21 de 
julio de 2009 María Carolina de la Cerda, la cuñada del ex subse- 
cretario de Minería Pablo Wagner, fue clave para que a partir del 
caso. Penta se destapara la caja de Pandora de Soquimich. Fue una 
de las pistas que guió a los fiscales Carlos Gajardo y Pablo Noram- 
buena en enero de 2005 a otros hallazgos. 

A principios de 2015, la ingeniera comercial Cristina Bitar 
Maluk tuvo que ir a la fiscalía a declarar en calidad de imputa- 
da. La conocida lobbysta había sido generalísima de las campañas 
presidenciales de Joaquín Lavín en 2005 y en 2009. Un pago que 
le hizo la cuñada de Pablo Wagner, María Carolina de la Cerda, 
la comprometía: un cheque por dos millones y medio de pesos, 
sin respaldo de servicios prestados, entró en la categoría de factura 
ideológicamente falsa. 

La ingeniera comercial «nacida y criada en Perú» estudió en 
Estados Unidos y se instaló en Chile en los noventa. Cristina es 
sobrina del ex senador y ex ministro de Ricardo Lagos Sergio Bi- 
tar Chacra, y se casó con Juan Pablo Solís de Ovando Lavín, pri- 
mo hermano del ex ministro y ex candidato presidencial Joaquín 
Lavín Infante. 

En pocos años, sus contactos se mostraron eficientes y eviden- 
tes. Cristina Bitar es dueña de la sociedad Azerta, la que fundó con 
el periodista Felipe Edwards, ex subdirector de Economía y Nego- 
cios de El Mercurio, y con el abogado Gonzaló Cordero, decano de 

kh Facultad de Derecho de la Universidad Andrés Bello. Trabajan 
también en Azerta el abogado de la UDI Miguel Flores, ex subse- 
cretario de Desarrollo Regional en el Gobierno de Sebastián Piñera, 
y el periodista Mauricio Lob, que fue subdirector de la Secretaría 
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de Comunicación y Cultura, entre otros de los alrededor de veinte 
profesionales que constituyen su equipo. 

«Nunca hasta ahora había visto ese cheque o al menos no tengo 
recuerdo de haberlo visto. Desde el comando deben haber avisado 
que estaba listo el cheque por la plata que me debía.» La frase de la 
declaración de Cristina Bitar ante el fiscal Carlos Gajardo fue parte 
de la información entregada el 25 de enero de 2015 por 24 Horas 
de TVN y recorrió rauda los medios de comunicación. 

Ella reconoció el pago que recibió: «Solicité a mi banco informa- 
ción y he podido confirmar que el 7 de agosto de 2009 se depositó 
a mi cuenta corriente personal un cheque por dos millones y medio 
de pesos, emitido por Carolina, a quien no conozco», declaró. 

No obstante, la ex generalísima de Lavín no solo dijo que no 
conocía a Carolina de la Cerda, sino que negó saber algo sobre el 
origen de los recursos obtenidos. «No recuerdo qué gastos me fue- 
ron reembolsados», señaló al fiscal. «Ignoro absolutamente los te- 
mas de financiamiento de la campaña de Joaquín Lavín. Esos temas 
los veía Ernesto Silva Bafalluy», indicó, aludiendo al ex rector de 
la Universidad del Desarrollo, que murió en 2011. «Tampoco supe 
que esos fondos tuvieran su origen en la empresa Soquimich. Nun- 
ca participé en una reunión con los controladores de Soquimich ni 
con ninguna otra empresa para pedir fondos para la campaña de 
Lavín ni para ninguna otra», insistió. 

Agregó en su declaración: «Todo el tema de la rendición de los 
dineros yo lo veía con Ernesto Silva Bafalluy. Yo le acompañaba a 
Silva Bafalluy los comprobantes de todos los gastos y Ernesto me 
reembolsó cada uno de esos gastos». 

Pero no era la única conexión de Cristina Bitar con los casos Pen- 
ta y Soquimich. Hay otra situación que involucra un monto mucho 
mayor que ocurrió mientras ella era la jefa de campaña senarorial de 
Joaquín Lavín por la Quinta Región Costa, donde resultó derrotado. 

Asesorías e Inversiones Lima Limitada (RUN 77.347.270-K) es 
una empresa de asesorías comunicacionales, económicas y financie- 
ras ligada por años a Cristina Bitar Maluk. En la lista de Pandora 
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figura con ocho boletas por un total de 215 millones de pesos, ade- 
más de algunas con valor cero. El Informe de la Comisión Ad hoc 
de SQM entrega una suma de 185 millones de pesos y la califica 
dentro de los contribuyentes con «riesgo alto». Esa cantidad apare- 
ce también en la denuncia que presentó en su contra el Servicio de 
Impuestos Internos (SID. 

Ese informe del Comité entrega dos datos adicionales: son pa- 
gos «atípicos», efectuados «en el perfodo en que fue encargada de la 
campaña de Joaquín Lavín», en 2009. Y precisa la fecha de las bole- 
tas que fueron entregadas por Cristina Bitar, gerenta de la sociedad, 
entre agosto de 2009 y marzo de 2010, También ese antecedente se 
puede comprobar en la lista Pandora. 

El 25 de abril Cristina Bitar fue citada a declarar de nuevo. Ella 
optó por el silencio. Su situación sigue pendiente. 


MOVIMIENTOS EN INVERSIONES LIMA 


Cristina Bitar estudió economía y sociología en Dartmouth Colle- 
ge, Estados Unidos. También tiene un título de máster de Tulane 
University y de magíster en Administración de la Universidad de 
Chile. En 1996, junto al ex alcalde de Santiago Pablo Zalaquett 
—formalizado por el caso Penta— fundó la empresa de comuni- 
caciones Captiva. En 1999 esta sociedad la fusionaron con Hill 8% 
Knowlton, empresa internacional de comunicación estratégica, y 
formaron Hill 8: Knowlton Captiva S.A., hasta que en 2004 Cris- 
tina Bitar y Zalaquett vendieron su parte. 

Después Cristina Bitar fundó Azerta Comunicaciones, junto 2 
Felipe Edwards y Gonzalo Cordero. Esta empresa y Extend Comu- 
nicaciones fueron las dos primeras que se inscribieron en el registro 
de lobbystas. 

En el Diario Oficial se puede observar una veintena de socie- 
dades vinculadas a Cristina Bitar, varias de ellas en sociedad con su 
padre, Lorenzo Bitar Chacra. Es el caso de Asesorías e Inversiones 
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Lima Limitada, la que recibió 215 millones de pesos en tiempos de 
la frustrada campaña senatorial de Lavín. | 

Asesoría e Inversiones Lima fue constituida en noviembre de 
1999 por ella y su padre.'” Curiosamente, la firma manifestó una 
serie de movimientos legales —registrados en el Diario Oficial— el 
8 de enero de 2015, justo cuando el caso Soquimich empezaba 
a ser investigado. Hasta esa fecha, la dueña y gerenta general de 
esa sociedad era Cristina Bitar, a través de la sociedad Oxo Chile 
Limitada. Ese día ella y su padre —socio minoritario— se salieron 
de Oxo y quedaron como personas naturales y luego traspasaron 
sus acciones a Augusta Asesorías Legales Limitada, una firma que 
tiene domicilio en Américo Vespucio Norte 1090, que los habría 
reemplazado en la propiedad. 

Casi en forma simultánea se produjeron unos extraños movi- 
mientos en torno a esta sociedad de papel que dejaron su huella en 
las escrituras públicas: se produjeron retiros significativos —cer- 
canos a los trescientos millones de pesos—, así como un aumento 
de capital aún superior.!'' Esos movimientos en Inversiones Lima 
podrían estar relacionados con una estrategia frente a los posibles 
cargos por los pagos de SQM. 

En forma consecutiva, Oxo Chile —de los mismos Bitar— 
trasladó sus fichas hacia Asesorías e Inversiones Macri Limitada, 
también sociedad de papel de Cristina Bitar y su padre.'? Cristina 
Bitar quedó así en Inversiones Lima con un muy reducido porcen- 
taje, pero es socia y representante legal de Inversiones y Asesorías 
Macri Limitada, constituida en 1998. 

Otra de las empresas vinculadas a Cristina Bitar y su familia es 
Convergia Comunicaciones, creada en 2000 con el ingeniero civil 


'9 Notaría Eduardo San Martín Urrejola, Diario Oficial, 19 de noviembre 


de 1999. 

1 Notaría Iván Torrealba, Modificaciones de sociedades de responsablidad 
limitada, Diario Oficial, 4 de febrero de 2015 y 14 de enero de 2015. 
2 Notaría Eduardo San Martín Urrejola, Constitución Inversiones Macri y 
Compañía Limitada, Diario Oficial, 11 de noviembre de 1998. 
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Benhke Concha, en el área de las telecomunicaciones, Y 
apa de 2004, Cristina Bitar junto a Telecom Investment In- 
jala constituyeron la sociedad Convergia Telecom S.A., con 
el objeto de «prestación de servicios de telefonía celular dentro de 
Chile». A su vez, Telecom es una «sociedad constituida y vigente 
bajo las leyes de las Islas Vírgenes Británicas», según dice la escritu- 
ra que da cuenta del nacimiento de Convergia Telecom.'* 

La dirección de Cristina Bitar que aparecía en esa fecha y la 
de la firma de las Islas Vírgenes era la misma: Providencia 1760, 
oficina 2601. Es el mismo edificio, dos pisos más arriba del que ac- 
tualmente ocupa el lobbysta Enrique Correa. Simple coincidencia, 
Pero ya Cristina Bitar cambió de barrio. La sede de Azerta está en 
Américo Vespucio Norte 1561, en la comuna de Vitacura. 


Los NÚCLEOS DE LA UDI 


Los más de doscientos millones de pesos pagados a la empresa de 
Cristina Bitar, cuando era generalísima de la campaña senatorial 
de Joaquín Lavín, no son una excepción. El estupor provocado por 
la contaminación de personas y personajes del mundo político de 
lo que fue la oposición a Pinochet puede hacer olvidar a ratos que 
el apoyo entregado por Julio Ponce Lerou, Patricio Contesse y su 
«equipo» a la derecha ha sido cuantioso y sistemático en las campa- 
ñas y —probablemente— hacia los partidos del sector desde que se 
formaron a fines de la dictadura. También a centros de pensamien- 
to y otras actividades que les interesaba respaldar. 

Como hemos recordado, es un hecho reconocido que Ponce 
Lerou colaboró con la campaña presidencial de su amigo Hernán 


Biichi en 1989. Y de ahí en adelante todo indica que el apoyo a la 
UDI se mantuvo. 


2 Notaría Eduardo Avello Concha, Constitución Sociedad Convergia Tele- 
com, Diario Oficial, 6 de septiembre de 2004. . 
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No se puede precisar por cuánto, cómo y a quiénes ha ayuda- 
do entre esa fecha y 2009, porque la investigación del Ministerio 
Público y las informaciones entregadas por SQM a Impuestos In- 
ternos solo consideran lo ocurrido desde ese año, debido a la pres- 
cripción que oculta el comportamiento tributario anterior. Pero la 
revisión profunda de listas y cifras de los últimos cinco años permite 
observar que los recursos destinados a la derecha, sus políticos y sus 
centros de pensamiento son contundentes. Y no hay fundamentos 
para pensar que esto sea una novedad. Por el contrario, sería casi 
natural —de acuerdo a la «lógica» que se ha visto— que se hubiera 
producido durante toda la transición a la democracia. 

Lugar de honor tiene en el ranking de los favorecidos por SQM 
la Fundación Instituto Libertad y Desarrollo, ligada a la UDI. Pre- 
side el Instituto desde hace un cuarto de siglo el ex ministro de 
Interior y Hacienda de Pinochet Carlos Cáceres y el director ejecu- 
tivo es el ex ministro Luis Larraín. 

El Instituto Libertad y Desarrollo fue creado en 1990 por Cá- 
ceres y Hernán Biichi, y durante veinte años su director ejecutivo 
fue Cristián Larroulet, quien dejó ese cargo cuando asumió como 
ministro secretario general de la Presidencia de Sebastián Piñera. 
Libertad y Desarrollo tiene un consejo asesor que, además de Biichi 
—desde años director de Soquimich—, lo integran conspicuas fi- 
guras de la derecha chilena, varios de ellos vinculados a la Universi- 
dad del Desarrollo, partiendo por el propio Biichi y por Larroulet. 

Considerado el principal centro de estudios de ese sector y de 
fuerte influencia en particular en los parlamentarios de la UDI, 
integran también su consejo asesor algunas figuras cercanas a RN, 
como la historiadora Lucía Santa Cruz. La vicepresidenta del Ins- 
tituto es la ex directora de Presupuesto de Sebastián Piñera Roxana 
Costa. En el consejo participan el ex ministro de Relaciones Exte- 
riores de Pinochet Hernán Felipe Errázuriz y los ex ministros de 
Piñera Juan Andrés Fontaine —de Economía— y Cristián Larrou- 
ler. También es consejero de LyD Alfredo Moreno, el hombre de 
confianza de Carlos Eugenio Lavín y Carlos Alberto Délano, que se 
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transformó en mandamás de todos los negocios de Penta, mientras 
ellos afrontan la investigación. A la vez, estárEugenio Guzmán As- 
tete, cuñado de Joaquín Lavín y decano de la Facultad de Gobierno 
de la Universidad del Desarrollo. 

Completan el Consejo de LyD dos señoras pendientes de los 
temas educacionales, Patricia Matte Larraín y la supernumeraria 
del Opus Dei Lily Ariztía. 

Con el peso específico de ese directorio, no es extraño que Li- 
bertad y Desarrollo (RUT 71.819.700-7) sea el centro de estudios 
más favorecido con las platas provenientes de SQM: casi cuatro- 
cientos millones de pesos, según la base de datos Pandora. Sus pa- 
gos se concentraron en 2012 y 2013, repartidos en 69 boletas con 
montos superiores a los once millones de pesos cada una. De acuer- 
do a esa lista aparecen, en el período analizado, 34 boletas con un 
cero, sin cantidad anotada. Por alguna razón, su nombre aparece 
en la lista del comité Ad hoc de SQM, como «sin revisar», apenas 
con una suma de 12.410.000 pesos. Es posible que los pagos se 
sustenten en informes que el Instituto elabora sobre variados temas 
que inciden en la agenda pública. En todo caso, el suculento aporte 
ha servido en estos años a Libertad y Desarrollo para solventar sus 
propios gastos y desplegar tareas que le permiten influir en parla- 
mentarios y actores que toman decisiones. 

Esos aportes se suman a los que Libertad y Desarrollo recibió de 
Penta entre 2010 y 2012, que superarían los 82 millones de pesos, 
de acuerdo a las facturas entregadas. 


La «CASA DE LOS SENADORES» 


Soquimich efectuó, asimismo, importantes aportes a la Corpora- 
ción de Asuntos Públicos (RUT 70.635.400-K), la que recibió en- 
tre 2009 y 2013 casi 129 millones de pesos. Emitió 91 boletas y 32 
de ellas con valor cero. Todas las demás superan los dos millones 
de pesos. Impuestos Internos califica a esa Corporación como «un 


358 


LA «CASA DE LOS SENADORES» 


caso especial», debido a que «no declaró ingresos por ventas exentas 
en ninguno de los 44 períodos mensuales que emitió facturas por 
servicios que habría prestado a SQM S.A.», 

La Corporación es dueña de «la Casa de los Senadores», una 
propiedad en calle Lota próxima a la sede del partido en la avenida 
Suecia, en la comuna de Providencia, como indica el diario La Se- 
gunda.'* En ella funciona la sede metropolitana de la UDI. 
Pero su vínculo con el gremialismo es mucho más estrecho, Uno 
de sus representantes legales es el abogado Andrés Serrano Gutié- 
rrez, eterno miembro del Tribunal Supremo del partido gremialis- 
ta, desde 1989, cuando este nació, hasta hoy. Asimismo, Serrano ha 
sido parte de la Corporación desde hace más de dos décadas. Él es 
una figura central en el núcleo duro de la UDI, aunque de bajo per- 
fil público. Fue socio fundador de Copra, una sociedad neurálgica 
del gremialismo, creada por él, junto a Andrés Chadwick y Pablo 
Longueira, en octubre de 1986. 

Copra estuvo detrás de la propiedad de la Universidad Andrés 
Bello en los noventa, y después se mantuvo en la Inmobiliaria del 
mismo nombre para luego ingresar a la propiedad de la Universidad 
San Sebastián. En ambas instituciones la influencia de la UDI se ha 
hecho notar. En 1990 eran socios de Copra Luis Cordero Barrera, 
hoy presidente de la junta directiva de la Universidad San Sebas- 
tián y en otros tiempos brazo derecho de Pablo Longueira; Ignacio 
Fernández Doren y Marcelo Ruiz Pérez —quienes murieron en un 
accidente de avión en 2011—, y las esposas de los fundadores ini- 
ciales de la sociedad: Cecilia Brinkmann Estévez, casada con Pablo 
Longueira; Victoria Costa Vega, la esposa de Andrés Chadwick, y 
Gabriela Bascuñián Jiménez, la señora de Andrés Serrano, como 
relaté en libros anteriores referidos a universidades.'? 
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Además de Andrés Serrano, en el directorio de la Corporación 
de Asuntos Públicos están, según el diario electrónico Ciper, Jovino 
Novoa, el ex ministro del Trabajo de Pinochet Vasco Costa, Ignacio 
Astete, Raúl Lecaros y Gonzalo Molina Ariztía, quien es el otro 
representante legal de la Corporación junto a Andrés Serrano.'* El 
abogado Gonzalo Molina es, desde 2013, miembro del consejo del 


Servicio Electoral (Servel). 


Los ROSTROS DE ENTONCES 


Al indagar detrás de estas entidades favorecidas por las boletas y 
facturas de los casos que han remecido a Chile en 2015, se aprecia 
que están muy presentes los nombres de aquellos jóvenes que, jun- 
to a Jaime Guzmán, forjaron el que llegó a ser el principal partido 
político de la derecha en el pospinochetismo. 

Ignacio Astete Álvarez, ingeniero agrónomo, uno de los fun- 
dadores de la UDI, encabezó a los 77 jóvenes que subieron el 
cerro Chacarillas, al costado del San Cristóbal, el 9 de julio de 
1977, para rendir tributo a Pinochet y comprometerse con sus 
ideas y su proyecto. Astete presidía el Frente Juvenil de Unidad 
Nacional. Después fue director de la Dinacos (Dirección Nacio- 
nal de Comunicaciones). En la actualidad es director ejecutivo 
de Conar, el Consejo de Autorregulación y Ética Publicitaria, y 
desde 2006 integra, junto a Andrés Serrano, el Tribunal Supremo 
de la UDI. 

En 1980, el año fundacional en que nació la Constitución que 
hasta hoy impera en Chile, surgió un movimiento precursor de la 
UDI: Nueva Democracia. Un encuentro congregó a 650 jóvenes 


en Chile, Debate, 2007, y Con fines de lucro. La escandalosa historia de las uni- 
wridades <a muy ra , Santiago, Debate, 2013, 

* Equipo > «74 personas que el SII investiga por Íticos de 
SQM tienen nexos con la UDI y RN», Ciper Chile, 2 de as 
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profesionales, entre los que se encontraban los líderes del gremia- 
lismo de entonces. Sus nombres están hoy muy vigentes, y varios 
de ellos entremezclados con boletas y donaciones de Penta y So- 
quimich. Entre esos rostros de entonces participaron en la reunión 
de la «nueva democracia» que aspiraban a crear Ignacio Astete, el 
ex ministro Cristián Larroulet, el hoy senador y ex presidente de 
la UDI Juan Antonio Coloma, el ex ministro Andrés Chadwick, 
el abogado Andrés Serrano, Javier Leturia, ex presidente de la Fe- 
deración de Estudiantes de la Universidad Católica —en 1973—, 
y Luis Cordero Barrera, quien el año anterior había sido secretario 
nacional de la Juventud, como recordé en el libro La privatización 
de las universidades,'? y el ex diputado Cristián Leay. 

Juan Antonio Coloma, actual senador y ex presidente del parti- 
do, era en ese momento consejero de Estado, en representación de 
los jóvenes; Chadwick presidía el Movimiento Juvenil de Unidad 
Nacional, y Pablo Longueira encabezaba el centro de alumnos de la 
Facultad de Ingeniería de la «U». Al año siguiente, Longueira pre- 
sidió la Fecech, la organización que aglutinaba a los dirigentes de 
los centros de alumnos designados con la venia del rector delegado 
de la Universidad de Chile, que pretendía reemplazar a la FECH. 
También integraba el grupo el senador Jaime Orpis, imputado por 
cohecho por haber recibido dinero de Corpesca. En ese tiempo 
Orpis se estrenaba como presidente de la FEUC. 


CrusTIÁN LraY Y EL CENTRO MINERO 
Cristián Leay Morán es un militante UDI de primera generación 
pero atípico: estudió Ingeniería en Minas en la Universidad Técni- 


ca del Estado —antes que la convirtieran en Universidad de Santia- 
go— y no conoció las aulas de la UC sino de visita. Fue diputado 


Y María Olivia Mónckebtrg, La privatización de las universidades, Una his 


toria de dinero, poder e influencias, Santiago, Copa Rota, 2005. 
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entre 1989 y 2006, y presidió durante largo tiempo la Comisión 
de Energía y Minería de la Cámara. Intentó ser senador en 2005, 
pero le fue mal. Se dedicó entonces de lleno a los negocios mineros, 
Comparte esa actividad con el directorio de Televisión Nacional 
de Chile, donde fue nombrado en representación de su sector. Fue 
miembro del directorio de la sociedad Oro Blanco, de las cascadas, 
entre 2010 y 2012. 

Entre sus «propiedades» —además de unas minas de concen- 
trado de cobre en el norte— está el Centro de Estudios Nueva Mi- 
nería Limitada. Originalmente participó también William Díaz, el 
socio de Ernesto Silva Méndez, en la firma que apareció vinculada 
con Penta, pero solo estuvieron dos años juntos. Leay siguió con el 
Centro de Minería y designó en él un comité asesor ad honórem con 
figuras que iban más allá de sus compañeros de la UDI vinculadas 
al ámbito minero: el ex vicepresidente de Codelco Marcos Lima; el 
ex ministro de Economía DC Jorge Rodríguez Grossi —nombrado 
en septiembre de 2015 presidente del Banco del Estado—; el ex 
ministro de Hacienda de Piñera, Felipe Larraín; Gustavo Lagos, 
ingeniero en minas y profesor de la Universidad Católica, y el abo- 
gado Carlos Bombal, formalizado en el caso Penta. 

El Centro de Estudios Nueva Minería Limitada (RUT 
76.615.320-8) destaca por las elevadas sumas que recibió de Soqui- 
mich: casi 260 millones de pesos, entre 2009 y 2013, de acuerdo 
a la lista de Pandora. Emitió 29 boletas, pero nueve de ellas con 
valor cero. 

A su vez, María Alejandra Bórquez Cousiño, la pareja de 
Cristián Leay, aparece en la denuncia del SII con ocho boletas, 
que suman cincuenta millones de pesos, según el cálculo basado 
en Pandora, 

Y la nuera de Cristián Leay, Trinidad Subercaseaux Alessandri, 
emitió una boleta por cinco millones de pesos, Según el Comité 
Ad hoc de SQM, es directora de Admisión en Universidad Finis 
Terrae, y aparece con asesoría en «otras actividades de servicio per- 
sonal». Fue calificado como pago «atípico» y de «riesgo alto». 
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Trinidad Subercaseaux fue una de las primeras interrogadas 
por el Servicio de Impuestos Internos, antes de presentar la prime- 
ra denuncia contra contribuyentes de SQM en abril de 2015. Su 
confesión es ilustrativa: «La verdad no me acuerdo bien quién me 
solicitó la emisión del documento, lo más seguro es que haya sido 
por parte de la familia de mi marido, Cristián Leay Cabrera, quien 
tiene afinidad con el partido UDI, pero no presté ninguna contra- 
prestación a la Sociedad Química y Minera de Chile S.A., por lo 
tanto tampoco realicé ningún servicio, de hecho en esa fecha tenía 
mi hijo de veinte días de nacimiento». 

La falta de memoria de la nuera de Cristián Leay respecto a 
quién le pidió la boleta o factura ideológicamente falsa es una frase 
que se ha repetido después en numerosas declaraciones, aunque 
sus palabras denotan cierta franqueza mezclada con un dejo de 
ingenuidad: «No conozco a nadie de la empresa Soquimich, yo 
declaré mi boleta de honorarios como corresponde y Soquimich 
S.A. fue quien retuvo el impuesto del 10 por ciento. La verdad 
es que pensé que era para una buena causa». Para ella, al parecer, 
emitir una boleta de honorario a una empresa a la que no le había 
prestado ningún servicio ni efectuado trabajo alguno es «lo que 
corresponde». Lo que no explicó es qué sería para ella una «bue- 

na causa». Probablemente una campaña política de un candidato 
de sus preferencias. Al menos, se supone que fue ese el destino 
de la plata. 


LONGUEIRA Y SUS PARIENTES 


Cristián Leay es muy cercano a Pablo Longueira, el ex senador y 
ex ministro que había sido proclamado candidato a la Presidencia 
en 2013, tras el retiro de Laurence Golborne. Pero tras caer en una 
profunda depresión, según explicó su familia, tuvo que abandonar 
la contienda a fines de julio de 2013 y en diciembre de ese año 
anunció que abandonaría la política. Volvió, eso sí, a su oficina en 
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Nueva Los Leones 0281, donde comparte negocios en común con 
Cristián Leay. Formaron la Sociedad Comercial LyL —con sus dos 
iniciales—, a través de Inversiones y Asesorias Santa Mané —de 
Leay— e Inversiones Las Azaleas —de Longucira— Así también, 
Leay fue presidente de la Fundación Chile Justo creada pos Lon- 
gueira, la que se ha mencionado en medio de las indagaciones del 
Ministerio Público. 

El nombre de Longueira, esta vez contra su voluntad, ha vuelto 
a aparecer en el escenario político, en medio del vendaval, contami- 
nado con facturas y boletas de parientes y amigos. 

Pero aun después de su aparente retiro, Pablo Longueira Mon- 
tes ha sido otro beneficiario importante de las dádivas de Julio Pon- 
ce Lerou. Su empresa Asesorías e Inversiones LB SpA,'* formada 
un mes antes de que anunciara que no seguiría en política, junto a 
su esposa, Cecilia Karen Brinkmann Estévez, recibió 65 millones 
de pesos de SQM. Se los hicieron llegar en trece pagos de cinco 
millones de pesos cada uno entre enero de 2014 y enero de 2015. 
La primera factura entregada a Soquimich lleva el n*1. La empresa 
de Longueira fue catalogada en la lista del Comité Ad hoc como de 
«riesgo alto», 

En la lista hay más cercanos. El hijo de la pareja, José Tomás 
Longueira Brinkmann, emitió una boleta por cuatro millones de 
pesos en septiembre de 2009. A eso se suman montos percibidos 
por otros parientes. Loreto Undurraga Castelblanco, profesora de 
educación básica dedicada a la banquetería, casada con Francisco 
José Brinkmann Estévez, es concuñada de Longueira, y recibió 
pagos en período electoral en 2012 y 2013 por catorce millones 
de pesos. 

Alfonso Agustín Mora Domínguez aparece con «parentesco con 
Longueira» en el informe del Comité Ad hoc de SQM. Entregó 


- Notaría Eduardo Avello, Constitución de sociedad, Diario Oficial, 20 de 
noviembre de 2013. 
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boletas por doce millones de pesos en 2011 y 2012, bajo el giro 
servicio jurídico. El comité lo catalogó de «atípico» y anotó en el 
informe: «Se tituló el 30 de octubre de 2013. Muy caro el servicio, 
si se considera que no tenía título». Quedó calificado con «riesgo 
alto», lo mismo que su hermana María Loreto Mora Domínguez, 
quien también emitió boletas, por dieciséis millones de pesos. Asi- 
mismo, aparecen con boletas de SQM el ahijado de Longueira, 
Raúl Carvacho, y su esposa, Loreto Chamorro. 

Otro «boletero» que se vincula a Pablo Longueira es Patricio 
Lazcano Silva, director jurídico de Lo Barnechea, ex jefe de ga- 
binete del ex alcalde Pedro Sabat en Ñuñoa, quien recibió de So- 
quimich once millones de pesos. Lazcano, quien fue concejal RN 
por San Joaquín, declaró que hizo un trabajo para la Fundación 
Chile Justo, de Longueira. Indicó que Carmen Luz Valdivieso —la 
«Titi» —, conocida como asesora del ex senador, le habría pedido 
que emitiera las boletas a SQM. Similar declaración hizo Solange 
Hermosilla Chandía, quien entregó boletas ideológicamente falsas 
por cinco millones y medio de pesos. 

Otro ángulo que podría complicar al ex ministro de Economía 
se relaciona con boletas entregadas por personas de su entorno que 
estuvieron vinculadas a la discusión de la Ley de Pesca, cuando él 
era ministro de Economía. El diario digital El Mostrador tocó el 
asunto en abril, cuando se conocían los nombres de los implicados 
en boletas.!? «Los vínculos con el tema pesquero y las boletas falsas 
con Longueira también llegan a través de un ex asesor suyo en el 
Ministerio de Economía, Carlos Feres Rebolledo, quien encabezó 
las negociaciones por la Ley de Pesca y fue presidente de la Empresa 
Portuaria de Talcahuano. Su hijo, José Carlos Feres Ducci, recibió 
dos boletas de honorarios presumiblemente falsas por un total de 
doce millones de pesos.» 


'% Claudia Urquieta, «Penta, Soquimich, Caval y Corpesca: Longueira por 
cuatro», El Mostrador, 27 de abril de 2015. 
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Por otra parte —señala—, «Alejandro Arias Edwards, que fue 
abogado asesor del gabinete de Longueira y trabajó en la Dirección 
de Obras Portuarias y en Sernapesca durante el Gobierno de Piñera, 
entregó una boleta por 4.999.999 pesos a la minera no metálica», 
Esta arista podría tener más alcances vinculados al caso Corpesca, 


Los NEXOS DE ZALAQUETT 


Al revisar las listas, también están algunos nombres que se repiten 
con el caso Penta. Además de Carolina de la Cerda —la cuñada 
de Pablo Wagner— está el ex alcalde de Santiago Pablo Zalaquett, 
cuya sociedad Asesoría e Inversiones La Manada —de la que es 
dueño junto a sus hijos— aparece en el informe del Comité Ad 
hoc de SQM con pagos por 68 millones de pesos en boletas emi- 
tidas entre diciembre de 2012 y noviembre de 2014. Se indica, sí, 
que Zalaquett «tiene contrato y asesoró un plan de comunicación 
estratégica». 

Por otra parte, su mano derecha, Carmen Luz de Castro, apa- 
rece también con una boleta de cinco millones de pesos a SQM. 
La «Coca» fue formalizada por el caso Penta el 1 de octubre, junto 
a Carolina de la Cerda —quien también boleteó para SQM— y a 
otros once imputados. A ambas se les dispuso medida cautelar de 
firma mensual y arraigo nacional. 

A la vez, Zalaquett está involucrado en el caso Soquimich por- 
que dos empresas que trabajaron para su frustrada campaña senato- 
rial hicieron boletas sin haberle prestado servicio a SQM: Reactor 
S.A., que emitió boletas por siete millones y medio de pesos, y 
Asesorías Comunicacionales Cristina Zúñiga E.LR.L., que reci- 
bió pagos y entregó facturas por diecisiete millones de pesos. De 
acuerdo a lo que han declarado algunos de los socios de esa firma, 


también habrían «boleteado» a Corpbanca, por alrededor de diez 
millones de pesos, 
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La máquina para defraudar que denunció el fiscal Carlos Gajardo 
cuando solicitó las formalizaciones a los dueños de Penta en marzo, 
venía operando también en Soquimich de manera «eficiente», al 
menos en los últimos años, que son los que hasta ahora se pueden 
conocer. La máxima expresión de estas operaciones se.puede adver- 
tir en las triquiñuelas para sacar platas negras empleadas por diri- 
gentes de la UDI a través de sus empleados de máxima confianza. 
Ninguno de ellos —por lo que se deduce y avala el informe de la 
propia compañía— prestó algún servicio de asesoría a la empresa 
controlada por Ponce Lerou, pero eran utilizados como engranajes 
para estas operaciones. Seguramente por obligación o tentados por 
el «premio» de la devolución del 10 por ciento de impuestos por sus 
retenciones, los empleados y sus cónyuges entraron en la máquina, 
sin sopesar sus consecuencias, 

La secretaria histórica de la UDI, Marisol Cavieres Romero, y 
su familia fueron un eje de «boleteo» que podría relacionarse con 
el rol de «recaudador» que se le asigna al ex presidente del partido 
Jovino Novoa. Marisol Cavieres emitió cinco boletas por un total 
de 24.555.553 pesos desde 2009 a 2012. Su marido, José Horma- 
zábal López, por lo menos emitió boletas por diecisiete millones de 
pesos. Y el hijo José Tomás Hormazábal Cavieres, quien fue candi- 
dato a concejal de la UDI, aparece con boletas por casi 85 millones 
de pesos entre 2010 y 2013. En el recuento de Pandora, José To- 
más Hormazábal suma 23 boletas, bastante parejas en los montos, 
aunque algo más elevadas las de 2013. Además, hay una de Matías 
Hormazábal Cavieres por cuatro millones cuatrocientos mil pesos. 
En total, la familia Hormazábal Cavieres suma más de 130 millo- 
nes de pesos. Todos fueron calificados como de «riesgo alto» por el 
Comité Ad hoc de SQM. 

Tanto o más insólito es el honorario que Soquimich le pagó en- 
tre 2009 y 2013 al júnior de la UDI, Carlos Gustavo Sepúlveda Es- 
pinoza, quien según la base de datos de Pandora emitió 35 boletas 
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por 104.833.322 pesos. Pero además, su esposa, Mónica Beatriz 
Gajardo Córdova, entregó veinte boletas por 101.333.328 pesos, 
en el mismo período. Las última es por cinco millones y medio, 
según la lista de Pandora. 

Sus nombres aparecieron en la primera denuncia de Impuestos 
Internos y en la nómina revisada por el Comité Ad hoc que las 
calificó de «riesgo alto», aunque las cifras incluidas en la primera 
denuncia del SII son algo inferiores. El total da —según la lista 
de Pandora— 206.166.650 de pesos recibidos por esta vía por el 
júnior y su señora. 

En la lista del Comité Ad hoc, Carlos Gustavo Sepúlveda apa- 
rece con 82.250.000 de pesos. Y se anota que «no se encuentra 
información del proveedor». A Mónica Beatriz Gajardo se le atri- 
buyen 67 millones de pesos, y sus boletas fueron bajo el giro de 
«asesoría legal». En las anotaciones el Comité indica que se trató 
de pagos «atípicos», de «asesoría legal y no es abogado titulado». 
Agrega que «no se encontró información del prestador». Indica 
el documento que son quince boletas, en promedio por cuatro 
millónes y medio de pesos. Por esto, de acuerdo al cálculo más 
conservador, la suma obtenida por esta pareja sería 142 millones 
de pesos. Todo indica que se trataría de boletas ideológicamente 
falsas, cuyos montos están hablando de platas que derivarían para 
campañas políticas. 

La periodista Lily Zúñiga, ex jefa de prensa de la UDI, emitió 
dos boletas en 2012 por casi siete millones de pesos en total. Ella 
había dejado el cargo en 2014, cuando llegaron Ernesto Silva y 
Javier Macaya a presidir el partido, pero siguió siendo militante. 
Sin embargo, se separó de la línea de defensa del partido y re- 
conoció ante la fiscalía cómo eran las Operaciones. Después de 
cuatro meses se decidió a contar a los medios sus diferencias. En 
el programa El Informante de Televisión Nacional admitió a Juan 


Manuel Astorga que las boletas falsas eran «una práctica muy co- 
mún, todos sabíamos al respecto, cuando 


pregunté para qué eran 
las boletas, me dijeron: “Don Jovino las s 


olicitó”», refiriéndose a 


368 


MÁS BOLETAS EN FAMILIA 


Novoa.* En la misma oportunidad reconoció que quien le había 
pedido la boleta era Marisol Cavieres, la secretaria histórica. Dijo 
también que la plata nunca pasó por sus manos. Que todos con- 
sideraban que era una práctica «normal» y que la motivación pata 
efectuar las boletas era la devolución del 10 por ciento. 


MÁS BOLETAS EN FAMILIA 


En la lista revisada por el Comité Ad hoc de SQM entre los califi- 
cados con «riesgo alto» destacan más de veinte personas vinculadas 
a la UDI que emitieron boletas ideológicamente falsas. La mayoría 
de ellas en período de campaña electoral. Además de los ya mencio- 
nados, aparece con elevadas sumas Juan Pablo Aguerreberry Tesler, 
abogado y ex vicepresidente de la Juventud de la UDI en 2001, 
quien obtuvo 46 millones de pesos con trece boletas en 2010 y 
2012. «Experiencia política y pocos años de trabajo al comenzar 
asesorías en SQM», dice el informe. 

Su esposa, Laura Andrea Toledo Cruz, figura en la lista del Co- 
mité Ad hoc de SQM con catorce millones ochocientos mil pesos 
por «asesorías jurídicas» —entre 2009 y 2011—. Según el docu- 
mento, «no es abogado y los antecedentes no son consistentes con 
el valor del servicio». Octavio Andrés Azócar Simonet, cuñado de 
Aguerreberry y ex socio en una empresa que presta asesorías legales, 
figura con dos boletas de 2012, por un total superior a los once 
millones de pesos en la lista Pandora. 

Gustavo Alessandri Bascuñán, concejal de la UDI por Puente 
Alto —hijo de Gustavo Alessandri Balmaceda, militante RN—, 
emitió boletas por un total de 23 millones de pesos, entre octubre 
de 2010 y febrero de 2012, bajo el giro «otros servicios personales». 


2 El Informante, 24 horas TVN, 4 de agosto de 2015. Entrevista de Juan 
Manuel Astorga a Lily Zúñiga, disponible en www.24horas.cl/politica/entre- 
vista-a-lily-zuniga-en-el-informante 
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El informe del Comité Ad hoc calificó estos pagos como «atípicos» 
y consigna que Alessandri «solo tiene experiencia política». Su her- 
mana Antonia Alessandri Bascuñán, que fue su jefa de campaña 
para esa elección, recibió a su vez diecisiete millones de pesos entre 
octubre de 2011 y noviembre de 2012. También «boleteó» bajo el 
giro de «servicios personales», y sin respaldo de algún contrato, por 
lo que indica SQM. 

Las conexiones familiares continúan. Tatiana Araceli Aránguiz 
Palacios, técnico en enfermería del Instituto AIEP —según publica 
en su Facebook—, emitió boletas en mayo y junio de 2013 por 
más de catorce millones de pesos en total. Viviana Pavone Ferrer, 
cuñiada de Felipe Salaberry Soto, diputado UDI por el distrito 25, 
aparece con diez millones de pesos en lista Pandora. Emitió dos 
boletas por cinco millones cada una. 


OTROS PAGOS DE «RIESGO ALTO» 


Enrique Javier Óscar Gillmore es abogado, hijo del general de Ejér- 
cito (R) Enrique Gillmore Callejas. El Comité Ad hoc de SQM lo 
identifica como ex consejero general de la UDI y vicepresidente en el 
distrito 29 —La Pintana, Pirque, Puente Alto y San José de Maipo—. 
Emitió boletas por trece millones de pesos. Entre los comentarios 
indica: «Giro asesoría legal. Titulado el 16 de marzo de 2013, pagos 
en período electoral en 2009». Además, de acuerdo a otras infor- 
maciones conocidas después, «boleteó» a SQM Salar, por otros diez 
millones, con lo que sus pagos superarían los 23 millones de pesos. 
Gillmore ha trabajado en diversas campañas de la UDI. Hasta marzo 
de 2015 era director de la Escuela de Liderazgo de la Universidad San 
Sebastián. También quedó consignado como de «riesgo alto». 

César Humberto Muñoz Ramírez recibió once millones dos- 
cientos mil pesos. «Trabaja en municipales 2010 para la UDI». Fi- 
gura con asesoría en computación y pagos en período electoral, 
Francisca Wiegold Herrera trabajó en campaña municipal de la 
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UDI en 2012, según el informe de SQM, y tiene boletas de di- 
ciembre de 2009 y enero y febrero de 2010 por un total de nueve 
millones de pesos. La misma suma recibió Patricio Alejandro Con- 
treras Martínez, con boletas entregadas en marzo y octubre de 2011 
y septiembre de 2012. Figura como «otras actividades de servicios 
personales». El informe lo señala como «atípico» y «no hay infor- 
mación de su carrera profesional y el giro muy amplio». Pero indica 
que es «jefe nacional de convocatoria de la Juventud de la UDI». 

Unos meses después entregó boletas también por nueve millo- 
nes de pesos Boris Alejandro Rocha Medina, según el Comité Ad 
hoc de SQM. Sobre él indica: «Jefe de gabinete de la Secretaría Ge- 
neral de la UDI. Fue asesor en el gabinete de subsecretario del Inte- 
rior» del Gobierno de Piñera. Sus boletas las entregó en noviembre 
de 2012 —por cinco millones de pesos— y abril de 2013 —cuatro 
millones de pesos—. Como giro se consigna «otras actividades en 
servicios personales, asesorías comerciales». El comité lo calificó de 
«atípico» y destaca «solo enseñanza media, no tiene título. Pagos en 
períodos de elecciones». 


MÁS CENTROS Y ESTUDIOS 


Calificado también como de «riesgo alto» por la propia SQM está 
el Centro de Investigaciones Sociales de Chile Limitada (RUT 
76.161.980-2). En la lista Pandora figura con 155 millones de pe- 
sos en 42 boletas emitidas en 2009, 2012 y la mayor parte de ellas 
en 2013. El informe del Comité Ad hoc de SQM indica una cifra 
de 135 millones en similar período y hasta febrero de 2014. Agrega 
que el Centro tiene «experiencia en estadísticas, estudios de merca- 
do, y que podría corresponder a trabajos no habituales» en la geren- 
cia general. Pero esos servicios los señala como «atípicos» y plantea 
que se trataría de «pagos en períodos electorales». Anota que los 
recursos pudieron ir a campañas políticas de Ena von Baer en 2013 
y para campañas de alcaldes y concejales de la UDI en 2009. 


371 


LA LISA DE PANIJOKA 


El Centro de Investigaciones Sociales de Chile (CIS) fue creado 
en 2004 por el analista político Gonzalo Miiller Osorio, casado con 
la diputada y jefa de bancada de la UDI María José Hoffman, y su 


padre, Gilberto Múiller Corvalán. En 2010 Gonzalo Miiller, direc- 
«¡ón Pública en la Universidad del Desa- 


tor del Programa de Opini de 
rrollo, vendió su parte a su hermano Mauricio. El gerente general 


es Esteban Gal Oliva. 
También en la larga lista de personas 
la UDI se encuentra la Universidad del Desarrollo, con cincuen- 


ta millones de pesos, y la Fundación Jaime Guzmán, con veinte 
millones. Además, hay algunos estudios de abogados que también 
figuran en las listas de pagos de dudoso respaldo. La más favoreci- 
da sería la oficina del ex ministro de Vivienda y secretario general 
de Gobierno de Pinochet, Miguel Ángel Poduje Sapiaín, quien 
murió en septiembre de 2011. Poduje Abogados S.A. figura con 
más de 67 millones de pesos y Poduje Abogados Limitada, con 
casi 45 millones y medio de pesos. En total, ciento doce millones 


y entidades vinculadas a 


y medio. 

El estudio ahora está a cargo del hijo del ex ministro Ignacio 
Poduje Carbone, asociado entre otros con Manuel Díaz de Valdés 
Olavarrieta y su hijo Manuel Díaz de Valdés Herrera. Otro estudio 
de abogados cuyos socios principales son cercanos a la UDI, Barros 
Errázuriz Abogados Limitada, también facturó por 52 millones y 
medio de pesos. 


APOYO CONTUNDENTE 


En medio de la irrupción de boletas saltó una que fue incómoda 
para el diputado Javicr Macaya, quien se desempeñaba en ese mo- 
0 como presidente subrogante del partido: su esposa, la aboga- 
ce del Pilar Farías Prieto, está entre los nombres que en 
50 o en los medios de comunicación, con una asesoría 

Y Por cuatro millones y medio de pesos. Aunque la suma no 
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era abrumadora, en medio de la lluvia de millones que saltaban a la 
mesa, la situación no fue agradable para Macaya. Menos aún des- 
pués de que su colega Ernesto Silva Méndez había tenido que dejar 
el cargo en medio de las críticas por la contaminación generalizada 
de los integrantes de su partido que incluso lo tocaba a él. 

Tampoco se libró de ser aludida en el caso SQM la senadora 
Ena von Baer. En su caso la «contaminación» viene a través de So- 
quimich Salar, que pagó 35 millones a la sociedad Asesorías IMBC 
Limitada, cuyo representante legal es Jorge Maximiliano José Bus- 
senius Gatica, quien la creó junto a su esposa, Ximena Carbacho. 
Bussenius fue administrador electoral de la campaña senatorial de 
Ena von Baer en Valdivia hasta septiembre de 2013. El 22 de sep- 
tiembre de 2015, el SIT mencionó a Bussenius en la querella contra 
SQM Salar, 

Según el diario digital Cíper la suma total de aportes recibidos 
por la UDI de Soquimich entre 2009 y 2014 sería 923 millones 
seiscientos mil pesos.”* Es posible que sea eso y aun más. Porque no 
es fácil identificar, una a una, las decenas de personas involucradas 
en este torbellino de boletas. 

En particular en el caso de la UDI, se advierte que hay mucho 
militante de base poco conocido públicamente, por lo que estáble- 
cer las relaciones es tarea intensa. Lo que sí está claro es que, además 
del constante apoyo que recibió el partido de Jaime Guzmán de 
Penta, no fue ese grupo su único soporte material. Por el contrario, 
como se puede percibir, el apoyo concreto de SQM ha sido sólido y 
bajo diversas fórmulas. Asimismo, las informaciones que empiezan 
a aparecer referidas a otras empresas, muestran que también desde 
ellas ha habido este tipo de financiamiento bajo cuerdas. Y eso sin 
considerar que la UDI ha sido el partido más favorecido con el 
financiamiento legal que se hacía a través del Servicio Electoral en 
forma reservada desde 2003. 


** Pedro Ramírez, «Platas negras de Soquimch: el pulpo que puso sus tentácu- 
los en todos los sectores políticos, Ciper Chile, 7 de septiembre de 2015. 
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BANCORP Y EL SILENCIO DE PIÑERA 


Pero dentro de la derecha, los favores de Ponce Lerou no iban solo 
para la UDI. Pese a las rensiones vividas entre el ex yerno de Pino- 
chet y el ex presidente Sebastián Piñera Echenique en torno a las 
sociedades cascada, Soquimich fue pródiga en los aportes a Ban- 
card S.A., la administradora del ex mandatario y su familía. Ban- 
card, la misma empresa que está vinculada en las operaciones de los 
forwards con Penta y que fue señalada por el fiscal Carlos Gajardo 
en esa histórica sesión de marzo de 2015, aparece también dentro 
de los receptores de platas incluidos en las denuncias de Impuestos 
Internos y en las listas de SQM. 

Entre 2009 y 2010 se concentran quince facturas entregadas 
por Administradora Bancorp (RUT 99.534.380-0), controlada por 
el ex presidente Sebastián Piñera, por un total de 340 millones de 
pesos. De acuerdo a la base de datos de Pandora, se advierten diez 
extrañias facturas por cero pesos. Los documentos fueron suscritos 
entre agosto de 2009 y octubre de 2010, antes de que se abriera 
la investigación en la Superintendencia de Valores y Seguros por 
las cascadas. 

Piñera ha dicho que en esa época sus bienes se encontraban 
en «fideicomiso ciego» y sus ejecutivos argumentan que los traba- 
jos fueron realizados. No obstante, el vicepresidente de finanzas de 
SQM, Ricardo Ramos, en su declaración ante la fiscalía el 10 de 
abril negó esas asesorías. «La única explicación plausible es que esa 
asesoría nunca existió». 

Carlos Peña, columnista de El Mercurio y rector de la Univer- 
sidad Diego Portales, en una columna de opinión publicada en 
agosto de 2015, trató de responder a una interrogante latente sobre 
el por qué no se veía opacada la imagen del ex presidente Sebas- 
tián Piñera, tan contaminado por los casos Penta y Soquimich.” 
«Hay gente que es incombustible como resultado de la virtud que 


* Carlos Peña, «Piñera, invulnerable», El Mercurio, 23 de agosto de 2015. 
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cotidianamente exhibe. Nada les hace mella porque nada desmien- 
te lo que proclaman. Otros son invulnerables porque han ejercido 
casi toda la gama de virtudes y han rozado casi todos los defectos 
de lo humano. Nada los daña porque nada en ellos resulta sorpren- 
dente. Este último parece ser el caso del ex presidente Sebastián Pi- 
fera.» El rector de la UDP lo definió como «un pícaro oportunista» 
que estaría «vacunado contra el desprestigio». 

Santiago Valdés, su ex brazo derecho, hijo de uno de sus mejores 
amigos, Fabio Valdés Correa, que en el período de las «anomalías» 
era gerente de finanzas de Bancorp y administrador de su campaña 
presidencial, ha protegido a Piñera con su silencio. El periodista 
Mario López anotó en el semanario Cambio 21 que la formaliza- 
ción del administrador de la campaña —el 1 de octubre— «trans- 
forma en evidente lo que el ex presidente ha tratado de obviar con 
su silencio». Y en un reportaje que consulta fuentes cercanas del ex 
mandatario asegura que en su propio sector ha cundido la preocu- 
pación y lo llaman «a dar la cara».? 

Recuerda López en esa crónica las fraudulentas operaciones en 
torno a los forwards con Penta, y añade que «con Soquimich son 
muchos más los vínculos acreditados. Desde luego, los bonos pa- 
gados al ex director de Chilevisión Jaime de Aguirre, a través de la 
empresa La Música, de su propiedad, por SQM Salar». De Aguirre 
emitió boletas por 45 millones de pesos a SQM, 15 millones a 
Pampa Calichera, además de una por 30 millones a Aguas Andi- 
nas y otra por 20 millones a Inversiones Illihue —vinculada a José 
Cox, otro de los hombres de confianza de Piñiera—. Todo esto, 
según declaró Jaime de Aguirre en la fiscalía, cuando era director 
ejecutivo de Chilevisión, fue pagado a cuenta de un «bono de de- 
sempeño». La operación, según el ex ejecutivo, habría sido ordena- 


da por Bancard que, a la vez, era la socia mayoritaria de la estación 
de televisión, 


3 Mario López M., «Todos los caminos conducen a Piñera», Cambio 21, del 
7 al 13 de octubre de 2015. : 
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Piñera está complicado también con otras facturas entregadas a 
SQM por la sociedad Vox Pópuli —que es de su propiedad a través 
de Bancard— entre agosto de 2009 y abril de 2010. Estas suman 
28 millones de pesos. José Cox —también imputado— declaró en 
la fiscalía que se había tratado de unos estudios sobre el mercado 
de fertilizantes y sobre la marca SQM. En todo caso, el Comité Ad 
hoc de la empresa calificó esa sociedad como de «riesgo alto». 

En resumen, entre Penta y Soquimich las platas investigadas de 
Piñera serían del orden de los quinientos millones de pesos, según 
la estimación de Cambio 21. 


CONSULTORES BAJO LA LUPA 


Encabeza la lista de sociedades con facturas «atípicas» y «con riesgo 
alto», de acuerdo al informe del Comité Ad hoc de marzo de 2015, 
Consultores de Administración Asociados (RUT 76.870.050). Esta 
firma, incluida en una de las listas que entregó el SII, fue creada el 
14 de junio de 2007 por Felipe Heiremans Etcheberry, dueño del 
99 por ciento, y su hijo Bernardo Heiremans Velasco, que tiene el 
uno por ciento. Aparentemente sería, como su nombre lo indica, 
una consultora. El único dato que agrega el informe del Comité 
Ad hoc de SQM es que un hermano de Felipe Heiremans traba- 
jaba durante el Gobierno de Sebastián Piñera en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, como ministro consejero de la secretaría de 
Relaciones Exteriores hasta marzo de 2012. La revista Cambio 21 
señala que esta firma estaría bajo investigación de la fiscalía por su 
eventual conexión con el ex presidente.” 

Según la lista de Pandora, el monto total que recibió Consultores 
de Administración Asociados entre 2009 y 2014 sería 477.777.763 
pesos, con 44 facturas emitidas a Soquimich en ese período; en el 


* Mario López M., «Financiamiento ilegal de la política: todos los caminos 
conducen a Piñera», Cambio 21, del 7 al 13 de octubre de 2015. 
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Informe del Comité figura con 447 millones de pesos. El docu- 
mento de Soquimich lo califica como una relación «atípica», y el 
giro es «servicios financieros y empresariales», pero no tienen —al 
menos en marzo no tenfan— más antecedentes ni respaldos, 


EL CÍRCULO DE EGuILUZ 


En Renovación Nacional quien más ha recogido platas provenien- 
tes del ex yerno de Pinochet es el ex vicepresidente de ese partido, 
Claudio Eguiluz, candidato a diputado sin éxito por el distrito 44 
—Hualpén y Talcahuano en la región del Biobío—, quien después 
de muchas escaramuzas en las que llegó hasta la Corte Suprema, fue 
formalizado el 14 de septiembre de 2015. De acuerdo a la base de 
datos de Pandora, Eguiluz, quien congeló su militancia, tendría 33 
boletas por un total de 161.111.112 pesos, entre 2009 y 2013. En 
su formalización el fiscal nacional Sabas Chahuán indicó que eran 
125 millones de pesos por «servicios inexistentes», emitidos en 25 
boletas de honorarios. 

El fiscal estableció, además, que Eguiluz «facilitó» boletas por 
otros 340 millones de pesos. Esto daría un total cercano a los qui- 
nientos millones de pesos. Según Chahuán, el perjuicio fiscal con- 
tabilizado es de 179 millones de pesos. 

A la salida del 8% Juzgado de Garantía de Santiago, después de 
su formalización, el ex vicepresidente de RN reiteró que «nunca en 
mi vida he tenido problemas con Impuestos Internos». Sin embar- 
go, de las declaraciones del círculo de personas conectadas con él 
se desprende que habría montado un sistema radicado en Concep- 
ción en torno a la Junta de Jardines Infantiles (Junji). 

En la denuncia del SII del 2 de abril de 2015 aparece Alex Javier 
Cañete Valenzuela, militante de RN y ex jefe de gabinete de la Junji 
de Concepción, con boletas por ochenta millones de pesos. La lista 
de marzo del Comité Ad hoc de SQM le atribuye 72 millones de 
pesos y lo califica con «riesgo alto». 
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Con dos boletas por veinte millones de pesos cada una emitidas 
en 2013 aparece en la lista de Pandora Luisa del Carmen Figueroa 
Rebolledo, contadora, funcionaria de la Junji. En el informe del 
Comité Ad hoc figura con un total de 36 millones de pesos, bajo 
el giro de «asesorías personales». En las anotaciones, ese informe 
indica que su sueldo como técnica en la Junji era de 850 mil pesos 
mensuales en esa época, lo que marca un fuerte contraste con los 
honorarios percibidos. Á su vez, María Pilar Torres Machuca, em- 
pleada de la misma oficina, emitió una boleta por 18 millones de 
pesos, según el informe de SQM. Ninfa Delfina Gatica Espinoza, 
ex funcionaria de la Junji del Biobío, entregó una boleta por igual 
suma. Todos ellos aparecen calificados como de «riesgo alto». 

Daniel Esteban Gutiérrez Fariña, quien trabajó como coordina- 
dor de la División de Organizaciones Sociales del Biobío, «boleteó» 
por cuarenta millones de pesos. Aseguró que en 2014 prestó una 
asesoría informática a SQM, pero negó que se haya tratado de fi- 
nanciamiento para campañas políticas. | 

Una sociedad en la que participa Eguiluz y que también entre- 
gó facturas por 45 millones de pesos entre octubre de 2013 y junio 
de 2014 es KTZ, como consigna el diario electrónico Ciper.” 

Pero Eguiluz y su círculo no son los únicos RN involucrados 
con boletas de Soquimich. El ex diputado Alberto Cardemil, quien, 
como hemos visto, fue formalizado por el caso Penta, lo mismo que 
el ex alcalde Pablo Zalaquett, está vinculado también a la investi- 
gación de SQM. Cardemil aparece con pagos por doce millones de 
pesos bajo el giro de «asesorías jurídicas», con ocho boletas emitidas 
a SQM entre abril y diciembre de 2014. Pero advierte el Comité 
Ad hoc que Cardemil «no está titulado», y lo identifica como em- 
presario agrícola y político RN. Lo califica como «riesgo alto». 


25 E Ae «Platas negras de SQM: el pulpo que puso sus tentáculos 
en t os sectores políticos», Ciper Chile, 7 de septiembre de 2015. 
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LOS MISTERIOS DE AS ETEC 
Los MISTERIOS DE ÁSETEC 


En esa lista de SQM figura una sociedad de la que no se había 
oído hablar antes de abril, cuando se conoció en parte la denun- 
cia del Servicio de Impuestos Internos. Así al menos lo expresaron 
militantes y hasta dirigentes de Renovación Nacional que decían 
desconocer su existencia. Se trata de Asesorías Técnicas S.A. (Ase- 
tec), que entregó 69 boletas entre 2009 y 2013 por 182 millones 
de pesos. «Presta servicios para RN en campañas electorales», se- 
fala la anotación del Comité Ad hoc de SQM, y la cataloga con 
«riesgo alto». 

Pero en realidad se trata de una sociedad histórica de RN que 
recibe recursos de diversas empresas, según han dicho sus dirigen- 
tes, y les ayuda a mantener el Instituto Libertad y otras actividades. 
Asetec habría entregado informes a SQM a cambio de sus aportes y 
se calcula que nació en 1990, y desde 1994 la empresa de Julio Pon- 
ce Lerou les habría colaborado con quinientos millones de pesos. 

El diario electrónico The Clinic on line la definió así: «Una má- 
quina recaudadora ligada fntimamente con Renovación Nacional y 
el Instituto Libertad —centro de estudios del mismo partido— es 
considerada la empresa Asesorías Técnicas S.A. (Asetec), sociedad 
que cambiaba la composición de su directorio según las directivas 
de RN y por la cual se habrían girado boletas a SQM por trabajos 
supuestamente realizados para la minera». 

La irrupción de las facturas de Asetec provocó un remezón en 
Renovación Nacional. Así resumió ese momento The Clinic on line: 
«Tras la “aparición” de boletas a nombre de la senadora de Ampli- 
tud, ex RN, Lily Pérez, como gerente general de esa empresa, las 
alarmas se encendieron en el partido y revelaron la estrechísima 
relación comercial entre las tres instituciones». | 


% Ricardo Ahumada, «El estrecho vínculo de Renovación Nacional con su 


“prestamista” Asetec, empresa que facturó a SQM», The Clinic on line, 14 de 


abril de 2015. 


379 


LA LISTA DE PANDORA 


Como describe The Clinic, Ásetec es dueña de varias propie- 
dades en la calle Galvarino Gallardo en Providencia. Partió fun- 
cionando junto al Instituto Libertad en Galvarino Gallardo 1521, 
y ahora tiene su sede en el 1509. A unos metros, en el 1531, 
está la oficina parlamentaria del senador Andrés Allamand, que 
es arrendatario de Asetec, de acuerdo a la versión de The Clinic 


on line. 


EL ABOGADO RODRÍGUEZ 


Ambrosio Rodríguez Quiroz, un antiguo rostro del pinochetismo 
duro, que después se integró a Renovación Nacional y preside su 
Tribunal Supremo desde hace más de diez años, figura también en- 
tre quienes han prestado servicios a Julio Ponce Lerou. Su estudio 
de abogados Rodríguez y Compañía Limitada emitió boletas por 
asesorías legales desde 2013 a principios de 2015, según la lista del 
Comité Ad hoc de SQM. 

De triste memoria en la Escuela de Periodismo de la Universi- 
dad de Chile, donde ofició de fiscal después del golpe, Ambrosio 
Rodríguez fue un consejero cercano de Pinochet, quien le creó el 
especial cargo de «procurador general de la República», que desem- 
peñó entre 1986 y 1990, 

Terminada la dictadura y en tiempos en que se abrieron pro- 
cesos para juzgar los crímenes de ese tiempo, Rodríguez mantuvo 
su incondicionalidad a su antiguo jefe y fue uno de los abogados 
que defendió a Augusto Pinochet en los casos como la Caravana 
de la Muerte, la Operación Cóndor, y los asesinatos del general 
Carlos Prats y su esposa, en Buenos Aires. Asimismo, colaboró en 
los juicios por las cuentas del Banco Riges. Antes fue el defensor 
del hijo del dictador, Augusto Pinochet Hiriart, en el proceso por 
la empresa Valmoval, conocido como el caso de los «pinocheques». 


Ha sido, además, abogado de otros connotados uniformados en 
causas de derechos humanos. 
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Desde el año 2000, Ambrosio Rodríguez es profesor de la Escuela 
de Derecho de la Universidad del Desarrollo, donde el decano es Pa- 
blo Rodríguez Grez, el fundador del movimiento Patria y Libertad. 


EL NIDO DE LOS SEREY 


Entre las curiosidades que muestran los registros de «boleteros» 
está —como se ha visto en algunos casos— el contagio familiar de 
esta epidemia. Llama la atención, por ejemplo, el clan Serey, que a 
simple vista no manifiesta vínculos políticos conocidos ni ha sido 
detectado por los medios de comunicación. La situación es más 
confusa por las repeticiones de apellidos dentro de la familia, ya 
que padre e hijo son Tobar Serey. 

Juan Alberto Tobar Serey (RUT 8.126.200-4), nacido el 6 de 
febrero de 1970, es accionista de menos de un uno por ciento de 
la sociedad de Inversiones Oro Blanco. Y aparece con 27.733.329 
pesos, con boletas por una suma estable (2.133.333 pesos), durante 
2011 y 2012. Según el informe del Comité Ad hoc de SQM, es 
funcionario de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. 
En realidad, era el jefe de contabilidad de la Facultad, y cuando 
salió a la luz su nombre fue sometido a sumario y se encontraría 
suspendido por la Universidad. 

Según los datos que entrega el sitio de Transparencia, Juan To- 
bar —como se le conoce en la U—, tenía en agosto de 2015 un 
sueldo bruto de 1.516.431 pesos, por su desempeño a contrata, y 
figura como ingeniero comercial. En todo caso, la diferencia de su 
sueldo estable con los pagos por estos «servicios» desde SQM es 
muy notable. Pero el asunto va más allá. 

La esposa de Juan Alberto Tobar Serey, Rosa Katherine Serey 
Serey, nacida el 7 de agosto de 1971, es hija de Ramón Serey y de 
Rosa Emilia Serey. Ella también es funcionaria de la Facultad de 
Derecho, Rosa Katherine se desempeña en el Instituto de Argu- 
mentación y está contratada por un sueldo bruto de algo más de un 
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millón de pesos: 1.047.665 pesos, incluyendo horas extraordina- 
rias. Y participó en el mismo «negocio» que'su marido por montos 
todavía superiores. 

Según la base de datos de Pandora, Rosa Serey (RUT 
14.403.977-7), alcanza un monto bastante más alto: 50.166.663 
pesos, en dieciocho boletas emitidas entre 2010 y 2012, todas por 
más de dos millones doscientos mil pesos. Como se puede apreciar, 
el «suple» de Rosa Serey resulta descomunal si se compara con el 
sueldo que percibe en la Universidad de Chile. 

En la denuncia del SII Rosa Serey figura con doce boletas a 
SQM por un total de 26.350.000 pesos. Las efectuó bajo el giro 
«Servicios profesionales de secretaría, servicios de traducción y tra- 
ducción de textos». Pero el Comité Ad hoc indica: «Servicios men- 
cionados no están de acuerdo con los montos cobrados». 

A su vez, la hermana de Juan Alberto Tobar, Inés Angelina 
del Carmen Tobar Serey (RUT 9.473.138-0), nacida el 8 de fe- 
brero de 1963, figura en la lista de SQM con 14.560.000 pesos, 
por «asesorías contables». Ambos son hijos de Juan de Dios Tobar 
Acevedo y de Inés del Carmen Serey Sibulka. 

El negocio llegó a la nueva generación: Claudio Alberto To- 
bar Serey (RUT 17.919.972-6), nacido el 17 de septiembre de 
1991, hijo de Juan Alberto Tobar Serey y de Rosa Serey Serey, 
aparece en la denuncia con boletas ideológicamente falsas por 
17.280.000 de pesos. En el giro «Servicios profesionales de in- 
terpretación, traducción y labores de oficina», emitió siete bo- 
letas de casi dos millones de pesos entre noviembre de 2011 y 
noviembre de 2012. 

Y su tío, Hugo Claudio Serey Serey (RUT 9.807.061-3), her- 
mano de Rosa Katherine, aparece con 4.888.888 pesos en la lista 
de Pandora. El informe del Comité Ad hoc de SQM lo señala con 
dos millones 200 mil pesos. 

Las boletas de toda la familia fueron calificadas de «riesgo alto», 
de acuerdo a los criterios del Comité Ad hoc de SQM. La suma 
de esas platas implicaría un aumento de sus ingresos en casi ciento 
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quince millones de pesos entre 2010 y 2012. Pero la pregunta es 


si fue para ellos o solo pasó por sus manos para desembocar en 
otros destinatarios. 


MISTERIOS SIN RESOLVER 


Las ganancias del «nido» de los Serey abarcaron también a los ami- 
gos. Es así como otro funcionario de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Chile, Juan Carlos Sepúlveda Ibacache, encargado 
de inventario, quien estudia Contabilidad en las noches y trabaja 
en la misma área que Juan Tobar Serey, está también contaminado. 
En agosto de 2015, Sepúlveda ganaba en la universidad 893.477 
pesos brutos, incluyendo horas extras. El honorario que obtuvo 
por parte de SQM, según lo que registran las boletas, alcanzó a 
18.680.000 pesos entre fines de 2010 y 2012, de acuerdo al infor- 
me del Comité Ad hoc. 

La fiscalía tendría que esclarecer si el dinero obtenido a través 
de esas boletas fue a los bolsillos de este clan o si solo les llegó el 
diez por ciento de la devolución de impuestos —o algún porcen- 
taje mayor de «comisión»—. No se sabe aún tampoco quién fue 
el contacto que vinculó a los Serey y a Juan Carlos Sepúlveda con 
SQM, y sí el motivo último del «boleteo» es político o se trató 
de alguna maniobra de la red de empresas de Ponce Lerou para 
aumentar los costos y disminuir impuestos. Pero las desproporcio- 
nadas sumas hablan de boletas falsas y sugieren que sus emisores 
pueden haber sido utilizados dentro del engranaje de la máquina 
para defraudar, tal como lo fueron los empleados de la UDI. Es 
probable que el extra que obtuvieron los Serey y compañía haya 
sido considerado un «pituto» simple de realizar. Pero lo que pa- 
rece poco probable es que estos «servicios» tuvieran algo que ver 
con trabajos efectivamente realizados y con gastos operacionales 


del holding. 
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LA PUBLICIDAD DEL EX INTENDENTE 


La magnanimidad del ex yerno de Pinochet alcanzó a los políticos 
que se fueron de la Democracia Cristiana y emprendieron otros 
rumbos. Tanto en la base de datos Pandora como en la lista revi- 
sada por el Comité Ad hoc de SQM destacan los ex «colorines» 
—denominados así por el color del pelo de su líder, el ex senador 
Adolfo Zaldívar—, que se fueron de la DC y formaron el Partido 
Regionalista Independiente (PRD. 

Junto a ellos están otros personajes que tras pasar por esas aguas 
siguieron un camino propio, como Waldo Mora Longa. Nacido 
en Tocopilla, ex funcionario de la Policía de Investigaciones y de la 
Dirinco antes del golpe, se dedicó a las comunicaciones y llegó a 
ser presidente metropolitano del Colegio de Periodistas y consejero 
nacional del mismo durante los ochenta, y próspero empresario 
radial, con una cadena de emisoras a lo largo del país; además, tiene 
una inmobiliaria y sociedades de inversiones junto a sus hijos. En la 
década del noventa Mora Longa inició una carrera política que lo 
llevó a ser diputado por el distrito N“3, Calama, María Elena y San 
Pedro. Dejó la DC en 2009 porque rechazó la alianza con el Parti- 
do Comunista, se fue al PRI, pero también se retiró. En el último 
año del Gobierno de Sebastián Piñera fue nombrado intendente de 
la región de Antofagasta en calidad de independiente. 

Su empresa Sociedad Productora de Programas Periodísticos 
S.A. (RUT 79.542.760-0) aparece con 107 facturas de SQM por 
286 millones de pesos entre 2009 y 2013 en la lista Pandora. Hay 
dos de más de cuarenta millones cada una y el resto son por montos 
variables entre un millón seiscientos mil pesos y más de tres millo- 
nes, además de 33 boletas con valor cero. A través de entrevistas en 
medios de prensa él ha dicho que esos pagos provenían de publici- 
dad en sus radios. 

En la misma ubicación de la radio Santiago —de propiedad 
de Mora— en la calle Triana 868, en la comuna de Providencia, 
aparece domiciliada Sitar Consultores S.A., una sociedad de Waldo 
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Mora Longa y Manuel Gutiérrez Cáceres. La actividad de esta fir- 
ma son las «investigaciones privadas» y figura como director geren- 
te Óscar Gutiérrez. Sitar Consultores (RUT 76.197.838-1) habría 
recibido, de acuerdo a la base de datos de Pandora, 170.277.768 
pesos; aparece con 54 boletas, pero seis de ellas con valor cero. Las 
otras con cantidades sobre los dos millones y medio de pesos y va- 
rias de las correspondientes a 2013 son de cinco millones de pesos. 
En la lista revisada por el Comité Ad hoc de SQM Sitar figura solo 
con setenta millones y con «riesgo bajo». La explicación es que «rea- 
lizaron una investigación respecto a posible espionaje en SQM». 


RECURSOS PARA EL PRI 


Al revisar las listas con nombres y boletas se observa que el Partido 
Regionalista de los Independiente (PRI) se sustentó en forma im- 
portante con los aportes de Soquimich. Es uno de los más jóvenes 
partidos chilenos y tiene más de una fecha de nacimiento. El PRI 
formalmente fue fundado en 2006 tras la fusión de dos grupos: la 
Alianza Nacional de los Independientes y el Partido de Acción Re- 
gionalista de Chile, pero fue unos años después cuando mostró más 
energía. Se define a sí mismo como «centrista y regionalista». Entre 
sus primeros militantes estuvo la ex diputada Marta Isasi —después 
se retiró y se acercó por un tiempo a la UDI—, quien se ha visto 
envuelta en el escándalo por la Ley de Pesca que actualmente se 
investiga en forma reservada dentro del caso Corpesca. 

En el año 2007, el senador Adolfo Zaldívar Larraín —herma- 
no del senador Andrés Zaldívar— fue expulsado de la Democracia 
Cristiana después de cuarenta años de militancia, por divergencias 
reiteradas con la línea del PDC, según explicó en esa época la direc- 
tiva presidida por la ex senadora Soledad Alvear. Cinco diputados 
del sector de «los colorines» decidieron abandonar junto a él la DC 
y entrar al PRI. A poco andar, Adolfo Zaldívar fue elegido presi- 
dente del Partido Regionalista en 2009 y desplegó un gran esfuerzo 
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por todo el país para afianzarlo. En junio de 2010 «el colorín» fue 
nombrado por Sebastián Piñera embajador:en Argentina. Su mi- 
sión diplomática se vio truncada por un cáncer, y murió en febrero 
de 2013. 

Entretanto, el PRI se había extendido y competía en elecciones 
parlamentarias y municipales. Su ex presidente Adolfo Zaldívar La- 
rraín habría sido un importante contacto con Soquimich. Él per- 
sonalmente aparece con boletas por veinte millones de pesos entre 
abril y junio de 2010. Además, según el testimonio ante el Minis- 
terio Público de Patricio Purcell Avendaño, quien recibió quince 
millones de pesos de la empresa de Julio Ponce Lerou, el nexo para 
él fue Adolfo Zaldívar. 

Pero a diferencia de algunas otras tiendas en las que la «inver- 
sión» en política del ex yerno de Pinochet fue más desperdigada, en 
el PRI los recursos apuntaron hacia los jefes. Ellos dicen que por 
servicios prestados. Pero el comité Ad hoc de SQM que revisó las 
boletas las calificó de «riesgo alto» y el Servicio de Impuestos In- 
ternos en su denuncia las clasificó como «presumiblemente falsas». 

El presidente del Partido Regionalista (PRI) Humberto de la 
Maza Mallet figura con 66.666.670 pesos en la lista de Pandora. 
El informe del Comité Ad hoc de SQM habla de 45 millones de 
pesos, en nueve boletas entre enero de 2012 y enero de 2013. El 
informe señala, en los comentarios: «Atípico, experiencia política, 
pagos en período de elecciones». Humberto de la Maza es hermano 
del ex intendente DC de Valparaíso durante el primer Gobierno de 
Michelle Bachelet, Iván de la Maza. 

A su vez, el secretario general del PRI Eduardo Edmundo Salas 
Cerda figura en la denuncia del SII con nueve boletas por un total 
de 45 millones de pesos, catalogadas dentro del cuadro de «presu- 
miblemente falsas». 
rs Antonio Peñaloza Villalobos es yerno del presidente del 

» Humberto de la Maza, y emitió dos boletas en julio de 2012 
ha de 2013, en total, por diez millones de pesos, bajo el giro 
«servicios de arquitectura», como consigna el informe del Comité 
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Ad hoc de SQM. Y señala que es «atípico» y podría corresponder a 
«trabajos no habituales de la GG». Y agrega que se trata de «pagos 
en período electoral». Lo mismo que las boletas de su suegro y de 
Salas, son calificadas de «riesgo alto». 

Marcia Elena Peñaloza Villalobos, hermana de Marco Antonio, 
recibió veinte millones de pesos entre noviembre y diciembre de 
2012. El informe menciona «muy poco antecedente laboral, pago 
en período de elecciones». 

Una suma importante obtuvo Leticia Angélica Olavarría Cár- 
camo, ingeniera agrónoma de la Universidad Católica de Valpa- 
raíso, Ella fue democratacristiana y, en esa calidad, se desempeñó 
en el Gobierno de Ricardo Lagos como seremi de Agricultura en 
Valparaíso, entre 2002 y 2006. Actualmente, es consejera gene- 
ral del PRI, y fue candidata a diputada en 2013, por el distrito 
10 de esa región, pero no resultó electa. En la denuncia del SII 
y en la lista de SQM figura con boletas por 36 millones de pe- 
sos. El informe del Comité Ad hoc consigna «gastos en período 
de elecciones». 

Similar situación presenta María Fernanda Correa Lasa, quien 
entregó boletas por treinta millones de pesos. Los pagos se efectua- 
ron entre junio de 2012 y enero de 2013. De acuerdo al informe 
del Comité Ad hoc, «no hay información» sobre su eventual traba- 
jo, pero indica también que las boletas corresponden a «pagos en 
período de elecciones». Las mismas anotaciones recibe su hermana 
Carola Mónica Correa Lasa, quien emitió boletas a SQM por quin- 
ce millones de pesos. 

Desde que en abril de 2015 se conocieron los nombres de los 
«boleteros» del PRI, la vicepresidenta de ese partido, Alejandra Bra- 
vo, ha desmentido la militancia de algunos involucrados. Uno de 
ellos es Cristián Daniel Brito Gajardo, ex asesor parlamentario de 
Adolfo Zaldívar y ex administrador electoral general del PRI, Cris- 
tián Brito recibió pagos por veinte millones de pesos. Su hermano 
Jorge Osvaldo Brito Gajardo fue candidato por el distrito 4 en la 

Región del Biobfo, en 2009. Entregó boletas por cuarenta millones 
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de pesos. Aunque postuló en la lista del PRI, él ha aclarado que no 
milita en el Partido Regionalista. 

Entre dirigentes y cercanos, el PRI habría recibido por lo me- 
nos 250 millones de pesos con boletas difíciles de justificar, la ma- 
yor parte durante 2012 y comienzos de 2013. 

En la lista hay más nombres vinculados con el PRI con montos 
«menores». Los cálculos indican que en el perfodo analizado el PRI 
y sus cercanos habrían recibido de Soquimich alrededor de 330 


millones de pesos. 


Hyos Y EXPLICACIONES 


Por el lado de la DC, lejos quien más dinero ha obtenido de SQM 
es Marcelo Rozas y su familia, como velamos antes. Él encabeza la 
lista de los receptores personales, y junto a su señora Michelle Rey- 
mond y a su hijo Daniel totalizaron más de setecientos millones de 
pesos entre 2009 y 2013. Y probablemente esa suma se elevaría bas- 
tante si se develaran los pagos anteriores al año 2009. Pero —como 
hemos señalado— no queda claro si lo de Rozas solo fue para su 
“hogar, como él ha dicho, o derivó en platas a sus camaradas de un 
sector de la DC, como algunos especulan. 

Sigue en este en este «anti ranking» de las boletas Roberto Javier 
León Araya, hijo de Roberto León Ramírez, diputado DC por el 
distrito No 36, que reúne las comunas de Curicó, Vichuquén, Li- 
cantén, Hualañé y Teno. León Araya, de profesión ingeniero agró- 
nomo, recibió pagos por ciento cincuenta millones de pesos, de 
acuerdo a la lista de Pandora, con 59 boletas entre 2009 y 2013. En 
la lista del Comité Ad hoc figura con 141.750.000 pesos. 

Aparentemente, Roberto León Araya obtenía de SQM un 
«sueldo» en forma regular de dos millones y medio de pesos al mes. 
Los primeros pagos son de junio de 2009. El informe de marzo del 
Comité Ad hoc de SQM indica que serían 63 boletas, entre julio 
de 2009 y agosto de 2014. Pese a que León Araya es ingeniero 
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agrónomo y entre sus descargos ha planteado que serían servicios 
profesionales de su especialidad, en ese documento de marzo el 
Comité Ad hoc de SQM lo calificó como de «alto riesgo». 

Una de las situaciones más comentadas en la prensa ha sido la 
de los hijos del senador Jorge Pizarro Soto, presidente de la DC y 
ex presidente del Senado. Jorge Pizarro, uno de políticos determi- 
nantes en la constitución de la Nueva Mayoría como alianza de 
Gobierno, es considerado uno de los DC que más ha apoyado a la 
presidenta Bachelet y su programa. 

Las ya famosas boletas de la sociedad Ventus Consulting han 
concentrado mayor número de críticas que otros pagos más sucu- 
lentos. Son siete facturas de tres millones de pesos cada una, emi- 
tidas entre abril y noviembre de 2011, y cuatro de seis millones de 
pesos entregadas entre diciembre de 2011 y agosto de 2012, en 
el giro «asesoría y consultoría en comunicación y marketing». El 
informe del Comité Ad hoc los calificó también de «riesgo alto», 
y anotó: «Atípico; página web se refiere a coatching, se constituyó 
el 14 de enero de 2010, el año anterior a comenzar los servicios». 

El problema no estaría en el rubro o en la posible competencia 
de la asesoría comunicacional, ya que los Pizarro Cristí estarían 
preparados para ese tipo de trabajo: Jorge es licenciado en Historia 
y cientista político, Sebastián es periodista y Benjamín, sociólogo. 
El asunto es que no había respaldo ni informes escritos y sus decla- 
raciones que aludieron a «asesorías verbales» no fueron la mejor ex- 
plicación en un ambiente donde todos los acontecimientos vividos 
han llevado al reino de la sospecha. 

Jorge Pizarro Cristi, casado con la socióloga Paula Pacheco 
Matte, hija del ministro de Energía del actual Gobierno Máximo 
Pacheco, vivió hasta 2013 en Nueva York, junto a su esposa, que 
estudiaba un máster en la Universidad de Columbia. En ese tiempo 
Michelle Bachelet presidía ONU Mujeres y fueron cercanos. Al lle- 
gar al Gobierno, la presidenta nombró a Jorge Pizarro Cristi como 
vicepresidente del Comité de Inversiones Extranjeras. No obstan- 
te, en junio de 2015, en medio del vendaval desatado por el caso 
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SQM, Pizarro Cristi renunció a su cargo. Por su parte, Sebastián 
Pizarro, quien trabajó en TVN y después en Minera Escondida de 
BHP Billiton, es casado con Catalina Pacheco, hermana de Paula 
Pacheco. Esta última ha sido jefa de gabinete del subsecretario del 
Interior Mahmud Aleuy desde marzo de 2010. 


EL ADIÓS DE CLARA BENSAN 


Clara Bensan es contadora y postulaba en la lista que se opuso a 
la de Jorge Pizarro en la elección a la presidencia de la DC. Esa 
lista la encabezaba el abogado y ex senador Ricardo Hormazábal, 
quien había sostenido en todos los tonos que Pizarro no debía ser 
el candidato de su partido por la situación que atravesaban sus 
hijos. Después de la elección en la que Pizarro triunfó por más del 
setenta por ciento, Hormazábal lo interpeló para que renunciara. 
Pero el asunto dio una vuelta que lo complicó cuando se supo que 
la denuncia de Impuestos Internos también incluía a Clara Ben- 
san, militante de más de 32 años en la DC que había integrado 
su lista. 

En el informe del Comité Ad hoc, la sociedad de Clara Bensan, 
Asesores en Gestión Integral Limitada, aparece con facturas falsas 
por más de 92 millones de pesos, en solo tres boletas emitidas en 
octubre de 2009 y febrero de 2010, justo en período electoral, bajo 
el giro «Asesoría en gestión empresarial y asesoría en gestión finan- 
ciera y tributaria». 

«El 8 de octubre de 2009, un mes antes de que oficialmente 
empezara la campaña presidencial de Eduardo Frei, Clara Bensan 
extendió una factura de su compañía Asesoría en Gestión Integral 
Limitada por 34 millones de pesos. En la glosa puso que el desti- 
natario era SQM y que el pago era por una asesoría tributaria y 
financiera. El trabajo, sin embargo, era simulado. Un día antes, 
Giorgio Martelli le había escrito un correo electrónico con los datos 
que debía ocupar en el documento», describió The Glínic on line 
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YACONI Y LOS SALAZAR 


un tiempo después de esos hechos.” Después Clara Bensan confesó 
que repitió la maniobra con boletas de su madre. 

La contadora declaró a los fiscales que Giorgio Martelli, el ope- 
rador político de la Concertación y de la Nueva Mayoría, le pidió 
las facturas para financiar la campaña presidencial de la Concerta- 
ción. «SQM me dio un vale vista que Martelli me entregó. Yo fui 
al banco con la escritura de la sociedad, lo cobré y le entregué el 
dinero a Martelli en efectivo», sostuvo. Y confesó que «no hubo 
ningún servicio que yo o mi empresa le entregara a SQM». 

Clara Bensan contó que había conocido a Martelli «en las cam- 
pañas de 2005 y 2009». Pero Asesoría en Gestión Integral Limitada 
no solo entregó facturas a Soquimich. También emitió documentos 
falsos a la sociedad Caburga del grupo Said. En su declaración Clara 
Bensan manifestó: «Estoy arrepentida de haber hecho esto. Estoy 
consciente de que esto que hice no es correcto y lo hice porque tengo 
un alma política y creí que era necesario en ese minuto en beneficio 
de los ideales que la candidatura de Eduardo Frei salieran adelante». 

Pocos meses después de que estallara el escándalo, Clara Bensan 
renunció a la DC, donde había militado durante 32 años. El 14 de 
septiembre fue formalizada por el Octavo Juzgado de Garantía, el 
mismo día que Giorgio Martelli y el radical Alejandro Sule. 


YACONI Y LOS SALAZAR 


Otra sociedad que aparece con platas de Soquimich destinadas a 
la campaña de Frei en 2009 es Renta Inversiones Servicios y Áse- 
sorías Limitada, de Pedro Yaconi Valdebenito y su entonces señora 
Mónica Urzúa Frei —hija de Mónica Frei Ruiz-Tagle, hermana del 
ex senador—. Yaconi fue recaudador de esa campaña presidencial. 
De acuerdo a la denuncia del SII y a la lista del Comité Ad hoc lo 


sl Jorge Rojas, «La soledad de Clara Benson», The Clinic on line. 26 de junio 
de 2015. . 
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obtenido fueron treinta millones de pesos, en una factura girada 
en mayo de 2009. Lo mismo que los pagos a la sociedad de Clara 
Bensan, fueron calificados por la empresa como de «riesgo alto». 

Pedro Yaconi es abogado de la Universidad Diego Portales y ha 
sido muy cercano a Eduardo Frei Ruiz-Tagle, aunque no milita en 
la DC. Integró el comité de finanzas de la campaña del ex presiden- 
te en 2009. También estuvieron en ese equipo el periodista Gon- 
zalo Mehech, y el geógrafo Giorgio Martelli, el abogado Alfredo 
Ugarte y la ingeniera civil Francisca Contreras, como recuerda un 
reportaje de Ximena Pérez Villamil en El Mostrador? «aunque el 
grupo afirma que sólo administraba recursos de la campaña entre- 
gados por el Servicio Electoral y un crédito solicitado por Frei». En 
2009, según El Mostrador, a través de tres sociedades, Yaconi fac- 
turó 282 millones de pesos a Endesa, Aguas Andinas y Soquimich. 

Otro nombre ligado a la DC es el de Magdalena Sofía Salazar 
Sánchez, hija de Miguel Salazar, que fue jefe de gabinete de Eduar- 
do Frei Ruiz-Tagle cuando era presidente. Ella es socia del Centro 
de Estudios Legislativos que presta asesorías legales a parlamenta- 
rios de ese partido. Aparece con ocho boletas emitidas a SQM por 
cinco millones de pesos, de mayo de 2014 á enero de 2015. A su 
vez, su padre, Miguel Salazar Beltrán, es asesor parlamentario del 
diputado Roberto León y figura con cuatro millones y medio de 
pesos pagados por Soquimich, por asesorías jurídicas en octubre y 
diciembre de 2014. Padre e hija aparecen como contribuyentes con 
«riesgo alto» en la lista del Comité Ad hoc de SQM. 


LA APUESTA DE GIRO País 


La siembra de Soquimich también incluyó a Ediciones Giro País, la 
sociedad que publica desde fines de 2010 el diario digital El Dínamo. 


2% Ximena Pérez Villamil, «Pedro Yaconi, rico e inteligente», El Mostrador, 9 
de junio de 2015. 


LOS CONTACTOS DE CEGADES 


Aunque no es una empresa propiamente de la DC, entre los accionis- 
tas fundadores de Giro País figuran la ex ministra Mariana Aylwin, 
el empresario de colegios subvencionados y consejero nacional de 
ese partido Walter Oliva, junto a Juan José Santa Cruz y Sebastián 
Sichel, ambos ex DC que emigraron hacia el movimiento Fuerza 
Pública del ex ministro de Hacienda Andrés Velasco. 

Según la revista Capital? en 2014 se sumaron a Giro País los 
empresarios Juan Claro, ex presidente de la Confederación de la 
Producción y del Comercio; Jorge Errázuriz, fundador de Celfin 
Capital y socio de BRG Pactual, y Rafael Guilisasti, el actual pre- 
sidente de las cascadas, y el ya mentado abogado Darío Calderón. 

Ediciones Giro País (RUT 76.098.979-7) recibió durante 
2013, de acuerdo a la lista de Pandora, pagos por 36 millones de 
pesos, en facturas por 3.611.000 cada una. Además, tiene una do- 
cena con valor cero. No está claro si en 2014 siguió recibiendo esa 
contribución porque la base de datos de Pandora no abarca ese año. 


Los CONTACTOS DE CEGADES 


En marzo de 2015, cuando recién irrumpía la «arista Soquimich», 
como al comienzo se la denominó, la Fundación Ciudadano Inteli- 
gente solicitó a la Fiscalía que citara a declarar a representantes del 
Centro de Gestión Ambiental para el Desarrollo (Cegades) por la 
«existencia de boletas o facturas de servicios supuestamente presta- 
dos a SQM entre 2009 y 2014». Y pidió que detallara los montos 
involucrados, los servicios prestados y «el destino de los dineros 
recibidos», según informó el diario La Tercera. 


2 «Guilisasti, Errázuriz y Juan Claro se unen al Dínamo». Capital, 5 de 


septiembre de 2014. 
% «Arista SQM: J. Matus. A. Labra y A. López piden interrogar a represen- 
tantes de think tank ligado a la DC», La Tercera, 25 de marzo de 2015. 
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Cegades respondió en esa oportunidad con un comunicado 
ante las interrogantes de Ciudadano Inteligente: «Nuestra corpo- 
ración de derecho privado sin fines de lucro creada el año 1991, 
ha realizado y patrocinado diversos seminarios nacionales e inter- 
nacionales, desarrollado distintos proyectos en temáticas de medio 
ambiente y descentralización con instituciones públicas, interna- 
cionales y privadas, ha publicado variados libros sobre estos temas 
y ha realizado múltiples asesorías». Explicó que «entre otras labores, 
desde el año 2002 edita en forma ininterrumpida una publicación 
mensual, sobre materias de interés en estudios [...] la cual se finan- 
cia y distribuye solo por medio de suscripciones», 

Cegades no es una entidad con imagen pública muy conocida. 
Su domicilio es Teatinos 251, oficina 1006, en el centro de Santia- 
go. Ligada a la Democracia Cristiana, y en particular al sector que 
encabeza Gutenberg Martínez, es una de las sociedades que presta 
asesoría a los parlamentarios de ese partido. Su directora ejecutiva 
es la alcaldesa de Peñalolén y segunda vicepresidenta del PDC Ca- 
rolina Leitao Álvarez-Salamanca. 

Entre los DC que han pasado por el directorio de Cegades en el 
último tiempo figuran el ex ministro de Salud y ex intendente de San- 
tiago Álex Figueroa, el ex secretario general Moisés Valenzuela, hoy 
gerente de Imaginacción, y el empresario José Luis Moure Oportot. 

Agrega Cegades en el comunicado que la entidad «centra su aten- 
ción en acciones tendientes a perfeccionar el sistema democrático, a 
generar mayor equidad e igualdad de oportunidades y a promover 
un modelo de desarrollo que conjugue la satisfacción de las necesi- 
dades de la gente con una utilización adecuada del medio ambiente 
natural y construido en que la sociedad se inserta». 

No se refirió la respuesta a posibles servicios prestados a la em- 
presa controlada por Julio Ponce Lerou ni a ingresos provenien- 
tes de ella. Sin embargo, en la lista de Pandora, Cegades (RUT 
71.927.000-K) aparece con ocho facturas emitidas a Soquimich 
entre 2010 y 2013; de las ocho, cinco registran montos por sobre 
los tres millones de pesos, y tres aparecen con valor cero. 
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Pero Cegades ha tenido otras fuentes de financiamiento empre- 
sarial. Cuando se empezó a levantar el velo sobre Aguas Andinas, la 
compañía privatizada que hoy pertenece al consorcio franco-hispano 
Agbar Suez, surgieron datos sobre platas recibidas por Cegades des- 
de esa fuente: 128 millones de pesos obtenidos entre 2009 y 2011, 
según publicó el periodista Nicolás Sepúlveda en El Mostrador en 
mayo.? Agregó el diario digital que el senador DC Andrés Zaldívar 
suscribió también un contrato de prestación de servicios con Aguas 
Andinas, en su condición de abogado. 

Explicó Zaldívar que su tarea consistía en «hacer un seguimien- 
to a toda la tramitación, en el Senado y la Cámara, en comisiones 
y en Sala, de iniciativas del Gobierno en general, de todos los pro- 
yectos de ley que pudieran interesarle a la empresa. Entregué un ín- 
forme mensual, con un resumen ejecutivo más anexos. Resúmenes 
de la discusión en Sala, de los acuerdos que se tomaban, y así hasta 
que los proyectos se promulgaban. Eso lo cumplí durante todo el 
período que estuve fuera del Senado». 


Los LAZOS DE SUR 


Entre las tantas cosas que provocan asombro al revisar el conteni- 
do de la caja de Pandora que encerraba Soquimich, está el apoyo 
que le entregó a una ya antigua sociedad creada por opositores a la 
dictadura: Sur Profesionales, que fue muy importante por sus estu- 
dios críticos desde fines de los setenta y durante los años ochenta y 
que hoy está más dedicada a la «recuperación del espacio público», 
como indica en su sitio web.” 

En medio de la lluvia de ceros a la. derecha que ha caído en 
estos meses, la cantidad facturada por Sur no es elevada: «solo» 


52 Nicolás Sepúlveda, «Las boleras de Andrés Zaldívar a Aguas Andinas», El 
Mostrador, 14 de mayo de 2015. 


2 www.sitiosur.cl 
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veinte millones de pesos. Lo que llama la atención es que, según el 
testimonio del representante legal, el arquitecto Alfredo Rodríguez 
Arranz, ante el Ministerio Público, el contacto con Soquimich para 
obtener un contrato fue el ex subsecretario de la Presidencia Rodri- 
go Egaña Baraona, quien desde marzo de 2014 es el presidente del 
sistema de Alta Dirección Pública (ADP). 

Explicó Alfredo Rodríguez que la relación con la empresa sur- 
gió a principios de mayo de 2013, «cuando el señor Rodrigo Egaña 
me llamó para conversar conmigo y nos reunimos en mi oficina», 
Contó que Egaña «me dijo que Soquimich le había solicitado un 
estudio de seguimiento del Convenio 169. Rodrigo Egaña es un 
especialista en el tema». Se refería al Convenio de la OIT sobre 
pueblos originarios, que es ley en Chile.desde 2009. «No sé qué 
relación tiene Rodrigo Egaña con Soquimich», agregó el arquitec- 
to Alfredo Rodríguez ante el Ministerio Público. Contó también 
que Egaña les dio las instrucciones de cómo presentar los informes. 
Después —dijo— se entendieron con la secretaria de Patricio Con- 
tesse Katherine Bischof, a quien entregaban los informes. 

El cientista político Cristián Egaña del Valle, hijo del presidente 
de la ADB trabajó en el equipo de Sur Profesionales que efectuó 
el estudio a Soquimich, según el testimonio de Rodríguez, aludido 
en una crónica de La Tercera? en junio de 2015. Además, el diario 
incluyó parte de la declaración de Pauline de Vidts, vicepresidenta 
de Personas y Sustentabilidad de SQM ante la fiscal Carmen Glo- 
ria Segura. La ejecutiva desconoció esos trabajos y los respectivos 
pagos: «La temática de estas facturas es de mi área, sin embargo yo 
no conozco la empresa ni contraté este servicio», afirmó Pauline 
de Vidts. Y agregó: «Patricio Contesse nunca me dijo que había 
contratado este servicio ni me mostró el informe, y no puedo tener 
una opinión del precio, ya que no conozco el trabajo; además, nun- 
ca he contratado estos servicios, ya que no he estimado necesario 


2 BToro y V. Cofré. «Presidente de la ADP gestionó asesorías para SQM 
en 2013», La Tercera, 3 de junio de 2015. 
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externalizarlos, ya que tenemos capacidad interna para desarrollar 
estos temas en la gerencia de sustentabilidad». 

El testimonio de Pauline de Vidts podría dar una pista de cómo 
funcionaban las cosas en SQM al contratar servicios y efectuar 
operaciones bajo la mesa. Apunta, por lo demás, en la misma lí- 
nea que las declaraciones del vicepresidente de Finanzas Ricardo 
Ramos sobre las asesorías de Bancard, la empresa de Sebastián Pi- 
fiera. Es posible que sea una estrategia de blindaje de la dirección 
de SQM decir que nada supieron, pero también sus palabras pue- 
den ser verídicas. Uno de los pocos que podría clarificar el punto 
es el ex gerente general Patricio Contesse, quien hasta ahora ha 


guardado silencio. 


LA ASESORÍA DEL TESORERO 


El destape de las cuentas de SQM ha causado polémica en dife- 
rentes ámbitos. Incluso cuando se trata de trabajos efectivamente 
realizados, como ocurre con los estudios de algunas consultoras. El 
punto es que lo que para algunos ya parecía «normal», y Soquimich 
era asumida como una empresa más a la que se le prestaba un ser- 
vicio, hoy es visto con otros ojos. 

En esa óptica, resultó llamativo que el actual tesorero general de 
la República Hernán Frigolett efectuara un estudio para Soquimich 
hace no mucho tiempo sobre el mercado del litio. Dueño de la 
sociedad Aserta que creó en 2003 —junto al economista Rodrigo 
Pizarro y a su colega y ex candidato presidencial Marcel Claude, 
quienes después se retiraron—, recibió entre septiembre de 2010 y 
febrero de 2011 más de 83 millones de pesos en cinco boletas de 16 
millones cada una. Frigolett confirmó a Canal 13 que efectuó ese 
estudio y que colaboraron con él los economistas Enrique Dávila y 
Gonzalo Martner. 

Las facturas pagadas a Aserta figuran en el informe del Comité Ad 
hoc de SQM dentro de la categoría «riesgo bajo», lo que hace pensar 
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que el trabajo se entregó, y se señala el título: «Estudio acerca de las 
condiciones presentes y futuras para la explotación del litio en Chile», 

Con la mirada de hoy, y considerando la importancia que tiene 
el litio para el país —y la controversia que al respecto se ha desa- 
tado entre la Corfo y Soquimich— parece un tanto contradictorio 
que un destacado economista —alto ejecutivo de Gobierno desde 
2014— haya efectuado hace poco tiempo un trabajo para SQM 
sobre un tema tan delicado. En cierto modo, reflejaría también ese 
sentido de «normalidad» con que consultores, abogados, algunos 
economistas y muchos políticos percibían a Soquimich, la «exitosa 
empresa minera». Su pasado y el de Julio Ponce Lerou, su principal 
controlador, parecían ser ya parte de la historia. 


EL PESO DE LOS THINK TANK 


Al observar las listas de platas gastadas por Soquimich en asuntos 
ajenos a su giro, llama la atención el sustantivo apoyo a los deno- 
minados think tank —tanques de pensamiento en su traducción 
literal —, es decir, centros de estudios, ideas y propuestas. Y Ponce 
Lerou, con la aguda asesoría del ex gerente Patricio Contesse y con 
el consejo de sus asesores cercanos, se preocupó de «sembrar» en 
esta área, donde se fabrican las ideas, los proyectos y las iniciativas 
que pueden transformarse en opiniones, en políticas, en leyes y 
acciones de toda índole que afectan a la ciudadanía. 

SQM apuntó a casi todo el abanico político, con la excepción 
de los comunistas o de movimientos que van más allá de lo que 
hoy es la Nueva Mayoría, aunque incluyó a algunas personas que 
no militan en ella. Aunque los aportes más generosos han sido para 
los de corte derechista, a varios de los otros les han llegado sumas 
significativas. En este plano, se podría decir que la siembra es más 
generalizada que entre los parlamentarios a los que la influencia de | 
los puntos de vista de SQM ha llegado quizá de manera más indi- | 
recta, a través de algunos puentes como asesores y lobbistas, | 
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Poco se ha hablado en los medios de comunicación de la rela- 
ción del conocido centro Cieplan (Corporación de Investigaciones 
Económicas para América Latina) con Soquimich. No obstante, 
en la lista de Pandora figura con un total de diez boletas entregadas 
en 2011 y 2013. Para los que conocimos los orígenes de Cieplan, 
en la Universidad Católica bajo la rectoría de Fernando Castillo 
Velasco, como un centro de estudios económicos alternativo a la 
Escuela de Economía comandada por los Chicago boys, suena cu- 
rioso que en los últimos años tenga alguna relación con recursos 
provenientes de Julio Ponce Lerou. 

En la lista de Pandora, Cieplan (RUT 70.00243830-5) figura 
con diez facturas por un total de 56.283.485 pesos entre 2011 


y 2013. Pero cinco de ellas tienen valor cero. Las otras son por 


más de diez millones de pesos cada una. En la lista revisada por 
el Comité Ad hoc de SQM la suma es algo inferior: 44.670.000 
pesos. La glosa que se consigna es «Actividades de asesoramien- 
to empresarial y en materia de gestión». No obstante, se podría 
tratar de entrega de informes periódicos del centro de estudios 
a SQM. 

Preside el directorio de Cieplan el ingeniero y ex senador 
democratacristiano Alejandro Foxley Rioseco, ministro de Ha- 
cienda de Patricio Aylwin y de Relaciones Exteriores de Eduardo 
Frei Ruiz-Tagle y presidente del PDC. Su director ejecutivo €s 
Pablo Piñera Echenique, también DC y hermano del ex presi- 
dente Sebastián Piñera. Otros connotados economistas de la ex 
Concertación y actual Nueva Mayoría integran también su cuerpo 
directivo. El director de proyectos es Patricio Meller, profesor de 
la Universidad de Chile, y entre los «investigadores seniors» hay 
tres ex ministros de Estado: el ex ministro del Trabajo y de Obras 
Públicas René Cortázar, el ex ministro de Educación José Pablo 
Arellano y el ex ministro de Hacienda Manuel Marfán. 

Con ese plantel directivo, no es raro que SQM se haya inte- 
resado en contratar algún tipo de servicio del think rank, o que al 
menos pague bien por sus publicaciones. 
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PLATAS PARA CHILE 21 


En todo caso, los pagos de Soquimich a Cieplan son menores que 
los efectuados a otros think tank. El aporte al Instituto Libertad y 
Desarrollo, ligado a la UDI, que obtuvo entre 2010 y 2013 alrede- 
dor de cuatrocientos millones de pesos, según la lista de Pandora, 
solo es comparable con el de la Fundación Chile 21, que logró 380 
millones de pesos en ese período. Y el informe del Comité Ad hoc 
de SQM lo sitúa en 410 millones de pesos entre 2009 y 2014. 

La Fundación Chile 21 (RUT 73.074.500-1) emitió 108 factu- 
ras entre 2009 y 2013, de acuerdo a la lista de Pandora; 36 de ellas 
con valor cero. El 24 de marzo, pocas horas después de que surgiera 
la información, esta fundación difundió un comunicado en el que 
indica: «Chile 21 es un centro de pensamiento con una trayectoria 
de 20 años. Son conocidos los aportes en el ámbito de la calidad de 
la política, el desarrollo económico, las relaciones internacionales, 
las políticas sociales, los estudios indígenas y el medio ambiente, 
para solo citar los principales». 

Agrega que «sus contribuciones han sido reconocidas tanto na- 
cional como internacionalmente» y que «Chile 21 ocupa una des- 
tacada posición en los rankings internacionales correspondientes». 
Explica que «la Fundación se financia sobre la base de un sistema 
de suscripciones que están regidas por un contrato que establece 
con precisión las obligaciones de las partes». Por lo que se des- 
prende, los pagos se originarían en los documentos que la enti- 
dad entregaría a SQM, ya que Chile 21 «se obliga a presentar: un 
informe mensual sobre política nacional, economía y coyuntura 
social, ambiental e internacional; los resúmenes de los trabajos de 
los distintos talleres; monografías sobre temas específicos; estudios 
de opinión pública e invitar a los distintos eventos que organiza 
la Fundación». 

Ese ámbito de actividad es parecido al giro que anotó el infor- 
me del Comité Ad hoc de SQM: «Investigación, estudios y capa- 


citación científica tecnológica, en ciencias económicas, políticas y 
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sociales del arte y la cultura», y lo califica con «riesgo bajo», igual 
que a Cieplan. 

En la declaración de la entidad, su directorio aprovechó de es- 
pecificar: «Chile 21 no participa como institución de campañas po- 
líticas y no ejerce ninguna actividad de lobby o gestión de intereses 
privados. Las opiniones institucionales de la fundación, así como 
de sus miembros, son completamente autónomas y bajo ningún 
concepto responden a los intereses específicos de sus suscriptores». 


CON LOS OJOS CERRADOS 


El ex ministro secretario general de Gobierno Francisco Vidal seña- 
ló el 24 de marzo en entrevista en la radio Duna que el contrato con 
Soquimich venía desde 2007. Se podría estimar entonces que los 
montos con que el ex yerno de Pinochet ha favorecido al think tank 
de centro-izquierda son todavía mayores. Ante la pregunta sobre la 
discordancia que había en que una fundación como Chile 21 le pi- 
diera recursos al ex yerno de Pinochet, Vidal afirmó: «Con ese crite- 
rio tendríamos que dedicarnos (a trabajar) con el Hogar de Cristo». 
Y en un intento de explicación justificó: «Le fuimos a pedir plata a 
una empresa que tiene veinticinco años de funcionamiento». 

El ex vocero —quien dijo que nunca recibió llamados de Pon- 
ce Lerou cuando estaba en el Gobierno— trató de explicar en los 
siguientes términos esta controversia entre las platas y la política: 
«Sé que es difícil, pero es la realidad. Las fundaciones tienen un 
rol clave, tienen un papel... ¿Qué haces tú en un país como Chile, 
donde el grado de concentración económica es enorme, donde una 
pyme no va a financiar un centro de estudios? Hay que acudir a una 
empresa grande». Y lanzó una frase que quedó en la antología de los 
dichos en torno a estos casos: «Hay que cerrar los ojos (...) el límite 
tiene que ver, por ejemplo, con cosas delincuenciales absolutas». 

Actualmente el presidente ejecutivo de Chile 21 es el ex minis- 
tro y ex senador Carlos Ominami Pascual, uno de sus fundadores 
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de la institución. Ominami fue militante del MIR y de regreso del 
exilio se integró al Partido Socialista, al que renunció en junio de 
2009 para apoyar la opción presidencial de su hijo adoptivo Mar- 
co Enríquez-Ominami. Fue el primer ministro de Economía de la 
transición, en el gabinete de Patricio Aylwin. 

Preside el consejo el economista socialista Enrique Dávila, ex 
gerente general de la Empresa Nacional del Petróleo (Enap), y en- 
cabeza el consejo ampliado de Chile 21 el senador del PPD Guido 
Girardi. 

Para Carlos Ominami este asunto no es nada fácil, ya que ade- 
más del financiamiento de SQM a Chile 21 hay otra situación que 
lo compromete directamente, sin considerar el lío que envuelve a 
su hijo adoptivo con los recursos entregados por Soquímich Salar a 
Cristián Warner, su ex brazo derecho. 


CARLOS OMINAMI Y MILTON LEE 


Pocos días después de que se conocieran los importantes aportes 
de la empresa controlada por Ponce Lerou a Chile 21, se supo que 
Soquimich había contribuido de manera importante a la campa- 
ña senatorial de Carlos Ominami en 2009. Al comienzo se habló 
de unos cuarenta millones de pesos, pero después resultaron ser 
al menos ciento cincuenta millones de pesos, que SQM pagó a la 
sociedad de Milton Lee Guerrero, Talleres Gráficos Alerce (RUT 
96.539.820-1), a través de ocho facturas emitidas durante el año 
2009 y los dos primeros meses de 2010. 

Milton Lee fue tesorero del Partido Socialista y antes había per- 
tenecido también al MIR, Era un proveedor habitual de muchas 
campañas y de trabajos de imprenta de diversa índole para el sector 
público y privado. Aunque la mayoría de sus clientes en tiempo de 
elecciones eran candidatos socialistas y del PPD —incluidos tra- 
bajos hechos en la campaña presidencial — hay también en su lista 
otros clientes, incluido el senador Iván Moreira. El problema no 
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serían los trabajos de imprenta efectuados, sino que la triangula- 
ción de platas referidas a la campaña senatorial de Ominami por la 
Región de Valparaíso interior. En esa ocasión, el ex senador no lo- 
gró ser reelecto —perdió frente al DC Ignacio Walker de la misma 
lista de la Concertación—, pero implicó que Milton Lee apareciera 
en la contabilidad de SQM sin haber efectuado trabajo alguno para 
esa empresa, 

Cuando Milton Lee, quien además fue apoderado de la cam- 
paña de Ominami ante el Servel, fue citado a declarar como im- 
putado el 31 de marzo de 2015, explicó ante los fiscales en qué 
consistían sus trabajos y quién se los había encargado. De acuerdo a 
su testimonio, Soquimich financió a Ominami, y le pagaron como 
si hubiera efectuado el trabajo a esa empresa, lo que nunca ocu- 
rrió. Se trataba de facturas ideológicamente falsas, como presumían 
los fiscales. 

«Yo le dije que iba a necesitar mucho dinero para que la campa- 
ña fuera competitiva, le hablé de alrededor de doscientos millones 
de pesos», señaló refiriéndose a su antiguo amigo Carlos Ominami, 
como informó el Canal 13 el 17 de abril de 2015. «A la semana 
me dijo que el tema de la imprenta lo había resuelto, me dijo que 
todo lo de la imprenta lo iba a pagar Soquimich», declaró Milton 
Lee en fiscalía. 

Contó también el dueño de Talleres Alerce que lo llamó una 
persona pocos días después y le ofreció 150 millones de pesos, que 
pagarían en ocho cuotas de veinte millones cada una. Para hacer 
efectivos los pagos —contó— la secretaria de SQM se conectaba 
con la suya, Betsy Inostroza. Las facturas las llevaba un chofer hasta 
las oficinas del holding en calle El Trovador 4285, en la comuna de 
Las Condes. «El vale vista se retiraba en el banco directamente y 
luego yo lo depositaba en nuestra cuenta», explicó, 


%4 Lesly Ayala, «Exclusivo; Ex tesorero PS dice que SQM le pagó facturas por 
trabajos de campaña a Carlos Ominami», Canal13.cl, 17 de abril de 2015. 


403 


LA LISTA DE PANDORA 


Con esa plata —indicó— se pagaban los gastos de la campaña 
de Carlos Ominami. Aunque la campaña era-para el ex senador, «en 
las palomas también aparecía junto a él Marco Enríquez- Ominami 
y su familia, y los candidatos a diputados que iban en la lista de 
Carlos Ominami. Esto es, Marcelo Trivelli, Esteban Maturana y 
Leonardo Véliz». 

Según Milton Lee, el contacto con Soquimich fue para él ex- 
cepcional: «La única vez que recibí facturas de Soquimich para pa- 
gar campañas políticas fue en esta ocasión para Carlos Ominami, 
y por los lazos de amistad que teníamos. Yo me daba cuenta que 
esto no se ajustaba a derecho, no sabía la magnitud, pero lo hice 
por ayudarlo». 

Carlos Ominami y Milton Lee eran amigos desde hace mucho 
tiempo. Juntos militaron en el MIR y después se encontraron en el 
PS. «La relación de Milton Lee con el ex senador Carlos Ominami 
es antigua y muy estrecha. Se conocieron en el exilio en Italia hace 
más de cuarenta años. Quienes han conversado con ellos en los 
últimos días afirman que se han peleado varias veces en sus años de 
amistad, pero la última discusión fue la más grande y SQM fue el 
detonante», señalaba The Clinic on line al comenzar abril.2 

Milton Lee declaró que cuando el Ministerio Público lo citó 
se reunió con su antiguo amigo y le anticipó que «tenía que contar 
toda la verdad». 

El 17 de octubre, a través de una información de La Tercera, 
Carlos Ominami reconoció aportes de Soquimich para su última 
campaña senatorial. Ante la consulta acerca de los antecedentes que 
tenía la fiscalía sobre esos 150 millones de pesos, facturados a So- 
quimich por Talleres Alerce, la sociedad de Milton Lee, el ex sena- 
dor respondió: «En mayo o junio de 2009 concurrí a las oficinas 
de SQM y me entrevisté con el gerente general Patricio Contesse, 
quien comprometió un aporte a mi campaña senatorial de 2009 en 


35 Jorge Molina Sanhueza y Pablo Basadre, «El nexo de Carlos Ominami y 
Soquímich que investiga el Ministerio Público», 1 de abril de 2015. 
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torno a sesenta millones, que podrían ser ampliables; creo que ese 
monto fue ampliado en algunas condiciones que fueron conveni- 
das con mi administrador electoral Milton Lee». 36 

Ominami señaló que Lee se encargó de todo el asunto de los re- 
cursos que provenían de la minera no metálica. «Desde esa reunión 
todos los aportes y la forma de materialización fueron resueltas por 
Milton Lee. Parto de la base que SQM hacía aportes de acuerdo 
a la legislación vigente». Y agregó el ex senador a La Tercera: «En 
ningún momento pensé que la concreción de estos aportes pudiera 
hacerse de manera maliciosa». 


Los ARGUMENTOS DE SULE 


Dentro de todo lo que se ha escuchado en torno a estos casos, al- 
gunas imaginativas razones esgrimidas por las defensas de los im- 
putados, o por estos mismos, podrían competir en un concurso 
de originalidad para tratar de escapar a las formalizaciones de los 
fiscales. Un candidato a encabezar ese ranking es el ex diputado del 
Partido Radical Social Demócrata (PRSD) Alejandro Sule, quien 
involucró a otros tres «correligionarios», entre ellos al ex subsecre- 
tario General de Gobierno Rodolfo Baier, que entregaron boletas a 
Soquimich por una supuesta asesoría realizada por Sule. 

La explicación que el abogado de Sule, Andrés Sepúlveda, en- 
tregó a La Tercera en entrevista con Javiera Matus, en la víspera de 
la formalización en septiembre, es de antología: el ex diputado no 
sabía hacer boletas de honorarios ni tenía clave en el Servicio de 
Impuestos Internos. «En definitiva, lo que él señala es que le resul- 
taba muy engorroso hacerlo y por eso pide el favor de que le emitan 
una bolera a un tercero, Le pregunta primero a la empresa si le van 
a pagar si él entrega boletas de terceros y la empresa le dice que no 


% «Ominami: Contesse comprometió un aporte a mi campaña senatorial», 
La Tercera, 17 de octubre de 2015. 
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hay ningún problema», manifestó Sepúlveda.” El argumento Suena 
un tanto raro para un profesional de 55 años. 

Según su abogado, Sule prestó servicios a SQM en noviembre 
de 2012, «directamente a la gerencia general de SQM en calidad 
de experto». Dijo Sepúlveda que Sule fue por 48 horas «a terreno, 
y le pagaron 22 millones de pesos. Estuvo en Antofagasta los días 
6 y 7 de noviembre de 2012 —indicó—, «siempre con Contesse, 
quien durmió en la habitación de al lado de Alejandro. Siempre 
la asesoría era con Contesse, quien iba rodeado de asesores a ha- 
cer visitas de inspección». Para dar énfasis a sus palabras explicó: 
«Contamos con antecedentes de que todo lo que estoy diciendo 
es cierto, de que el viaje existió. Un viaje por 48 horas», reiteró 
Andrés Sepúlveda. 

Alejandro Sule Fernández es hijo del senador radical Anselmo 
Sule Candia, quien en democracia representó al Parlamento por 
la región de O'Higgins y Colchagua. Después del golpe de 1973 
Anselmo Sule estuvo prisionero en la Isla Dawson, y más tarde en 
centros de detención en Santiago. En 1975 fue expulsado del país 
y vivió el exilio en Venezuela, México y Uruguay. Volvió a Chile en 
los ochenta y en 1990 fue elegido senador por O'Higgins y estuvo 
en la Cámara Alta hasta 1998. Connotada figura del radicalismo, 
el ex senador presidió el Partido Radical Social Demócrata desde 
agosto de 1994 hasta su muerte en 2002. 

Su hijo vivió en los noventa un largo tiempo en Cuba, donde 
se dedicó a los negocios. Después fue diputado por el distrito 33 en 
la misma región que el padre, entre 2005 y 2009. Ese año postuló 
por el distrito 28, compuesto por las comunas de San Miguel, Lo 
Espejo y Pedro Aguirre Cerda, en la Región Metropolitana, pero 
no logró ser elegido. 

En la Cámara, Alejandro Sule —ingeniero eléctrico, según su 
cutrículo— integró la Comisión de Minería y Energía. Y desde 


7 Javiera Marus, «Sule les solicitó boletas a terceros por servicios que él había 
prestado a SQM», La Tercera, 13 de septiembre de 2015. 
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2010, preside un consejo consultivo en esas áreas, financiado por 
una fundación alemana. A la vez, desde enero de 2015, Alejan- 
dro Sule era asesor de la ministra de Minería, su correligionaría 
Aurora Williams. Tenía un contrato a honorarios por tres mi- 
llones de pesos brutos al mes, cuando estalló el escándalo de las 
boletas de Soquimich. En medio del vendaval tuvo que aban- 
donar el Ministerio, y el 22 de junio fue obligado a renunciar 
como segundo vicepresidente del Partido Radical y debió conge- 
lar su militancia. 

A la denuncia de Impuestos Internos se sumó otro detonante: 
la declaración ante la fiscalía del periodista y subsecretario general 
de Gobierno Rodolfo Baier, quien declaró en calidad de imputado 
por haber entregado una boleta por seis millones de pesos, emitida 
en enero de 2013. «Un solo pago en año electoral, pero es un perio- 
dista conocido», anotó el Comité Ad hoc de SQM en su informe. 
«La historia de esta boleta es sencilla, quiero ser claro en esto. Á 
mí, quien me solicita una colaboración en materia de una asesoría 
comunicacional en temas de energía, comunitarios, es el ex dipu- 
tado Alejandro Sule. Él fue presidente de la comisión de Minería 
de la Cámara de Diputados. Yo no tenía por qué dudar de que este 
servicio se fuera a realizar como tal», señaló en una entrevista del 
diario El Mercurio en julio.* 

Explicó el ex subsecretario que Sule había prestado una supues- 
ta asesoría comunicacional, pero «él no tenía ese rubro», por eso le 
pidió en su calidad de periodista entregar esa boleta, 

Rodolfo Baier admitió sentirse engañado por el ex vicepresiden- 
te de su partido. «Yo soy víctima, pequé de confiado, que es lo prin- 
cipal. Entendiendo que esta boleta tenía un respaldo técnico (...) 
que se había hecho el trabajo. Y ahí yo pido disculpas y reconozco 


el error, porque no tenía todos los antecedentes en ese minuto». 


% «Renunciado subsecretario de la Segegob Rodolfo Baier culpa a ex diputa- 
do por boleta a SQM», El Mercurio, 4 de julio de 2015. 
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UN AMIGO SECRETO 


Una situación similar vivió el periodista Ignacio Rojas, asesor del 
Ministerio de Economía, quien entregó una boleta por la Misma 
cantidad que Baier y con el mismo objeto, según se pudo establecer, 
Más elevada fue la suma de una boleta del abogado Carlos Do. 
menico Descalzi Contreras, consejero nacional del Partido Radical 
Socialdemócrata. La emitió en junio de 2014, por diez millones 
de pesos, bajo el giro «Asesoría en Investigación y Desarrollo. Giro 
Servicios Jurídicos». El Comité Ad hoc de SQM lo calificó como 
contribuyente «atípico». Anota que es abogado desde el 25 de abri] 
de 2005. Y al lado un comentario: «Muy caro el servicio, compara- 
do con renta en servicio público». | 
El periodista Víctor Carvajal, en un reportaje de Ciper publica- | 
do en julio de 2015, profundizó en estos episodios que afectaron | 
al radicalismo: «Sule envió una carta de renuncia a la segunda vice- 
presidencia del PR, en la que señala su deseo de no dañar al partido 
por la investigación de las platas políticas. El escrito está dirigido a 
la secretaría general de la colectividad y a su Tribunal Supremo (TS) 
que abrió una investigación sobre los testimonios —por momentos 
dramáticos— que se escucharon en la reunión del Comité Ejecu- 
tivo Nacional (CEN) del PR, realizada el 22 de junio y que contó 
con la presencia de Sule, Baier y Descalzi».” 
Continúa el relato de Ciper: «La tensión en el CEN subió varios 
niveles en el momento en que se le exigió a Sule que revelara quién 
era su contacto en Soquimich. El ex diputado solo respondió: “Un 
amigo”. Y rechazó entregar el nombre a pesar de la dura insistencia 
de los consejeros del CEN». 
El abogado Carlo Descalzi reconoció ante la fiscal Carmen Glo- 
ria Segura —en agosto— que entregó una boleta de servicios a SQM 
por diez millones de pesos en 2014 «para justificar un informe en 


A A A A 


39 Víctor Carvajal, «Así se develó el misterio de los $22 millones que Soquí- 
mich le entregó a Alejandro Sule», Ciper Chile, 6 de julio de 2015. 
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derecho que realizó». Sin embargo, explicó que él fue solo un in- 
termediario, pues era un favor para el ex diputado de su partido 
Alejandro Sule, según informó la periodista de Televisión Naciona] 
Carolina Acuña.” De acuerdo a esa versión, Sule le pagó cuatro- 
cientos mil pesos por el trabajo y «se quedó con el resto del dinero 
que, según le dijo, era una deuda que la empresa tenía con él desde 
el año anterior». 

Alejandro Sule fue formalizado el 14 de septiembre y quedó 
con medidas cautelares de firma mensual y arraigo nacional, 


EL EX EMBAJADOR BAHAMONDES 


Su nombre resulta extraño a primera vista: Kyballion. Los «inicia- 
dos» podrán contar que se trata de un documento del siglo xxx, 
rodeado de misterios e historias ocultas que habla de los principios 
del «hermetismo». Libro de secretos, de mutaciones y de autores ig- 
norados que quisieron permanecer anónimos. Pero en esta historia 
es simplemente el nombre de una sociedad enredada en las boletas 
con Soquimich. La formó Alejandro Bahamondes, un activo diri- 
gente del PPD, que cuando estalló el escándalo era el embajador de 
Chile en Paraguay. 

Hasta partir a Asunción en abril de 2014, Bahamondes fue di- 
rector ejecutivo de su sociedad Kyballion Consultores Limitada. La 
firma recibió veintidós millones de pesos según el informe del Co- 
mité Ad hoc de SQM, que la calificó como contribuyente de «ries- 
go alto». Emitió dos facturas, en marzo y mayo de 2012, por diez y 
doce millones de pesos respectivamente. En los comentarios señala: 
«Empresa realiza consultoría en la Municipalidad de San Miguel y 
participa en una licitación para capacitación de docentes; experien- 
cia no podría estar de acuerdo con requisitos para asesorar a GG». 


4% Carolina Acuña, «Sule pidió boletas para SQM a varios correligionarios», 
TVN, 21 de agosto de 2015. 
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Alejandro Bahamondes Saavedra estudió Contabilidad en la 
Universidad Técnica del Estado. De joven fue democratacristiano, 
luego hizo la trayectoria hacia el Mapu, para después integrarse al 
MIR, donde fue parte de su directiva en el exilio. De vuelta a Chile, 
y ya en la transición a la democracia, se incorporó al PPD. En ese 
partido milita desde hace más de veinte años y llegó a ser secretario 
general, tesorero y vicepresidente. Se le identifica con el sector de 
Guido Girardi. 

Los lazos de Bahamondes con Soquimich se extienden más allá 
de Kyaballion, en una compleja malla de relaciones y posibles in- 
fuencias. Su hijo Luis Alejandro Bahamondes Fuentealba, ingenie- 
ro, es el jefe del departamento de Planificación de Tecnologías de la 
Información de SQM Industrial, una de las filiales del holding. Su 
nuera, la abogada Malaki del Pilar Sepúlveda Eljatib —caasada con 
Luis—, es jefa del departamento de Propiedad Minera del Servicio 
Nacional de Geología y Minas (Sernageomin), donde recibe un 
sueldo bruto mensual de 4.463.511 pesos. 

Y sucede que —como hemos visto en un capítulo anterior— 
Soquimich es la empresa que más pertenencias mineras concesio- 
nadas tiene en el país. Quien esté en ese puesto no es indiferente 
para la compañía controlada por Julio Ponce Lerou. 

En el primer Gobierno de Michelle Bachelet, Malaki Sepúlveda 
fue seremi del Trabajo y Previsión Social de la Región Metropoli- 
tana. Su marido, Luis Bahamondes, también se desempeñó antes 
en la administración pública, según consignó en abril el periodista 
Gustavo Orellana en Pulso: fue subdirector intendente de la Super- 
intendencia de Seguridad Social entre septiembre de 2008 y febre- 
ro de 2010.* Después trabajó junto a su padre en la Consultora 
Kyballion hasta que entró a Soquimich Industrial. 


* Gustavo Orellana, «Las redes del embajador en Paragua conectan a 
SQM con el Sernageomin», Pulso, 11 de abril de 2015. dsd 
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La hija del ex embajador, Adela Bahamondes Fuentealba, también 
militante del PPD, es la gobernadora de la provincia de Chacabuco 
en la Región Metropolitana, desde marzo de 2014. Durante el pri- 
mer Gobierno de Michelle Bachelet, Adela Bahamondes también 
trabajó en el aparato público: fue jefa de gabinete del abogado del 
PPD Rodrigo Álvarez Seguel, quien se desempeñaba como director 
ejecutivo del Centro de Información de Recursos Naturales (Ci- 
ren), dependiente del Ministerio de Agricultura. 

Rodrigo Álvarez Seguel fue director del Ciren entre 2008 y 
principios de 2010. Antes había sido asesor jurídico de la Comisión 
Nacional de Riego. En octubre de 2014 fue nombrado director de 
Sernageomin, el servicio que debe supervisar la actividad minera. 
La nuera de Bahamondes, Malaki Sepúlveda, fue ascendida por Ál- 
varez a su jefatura actual. 

Rodrigo Álvarez tiene cuarenta años y se tituló de abogado en 
la Universidad La República en 2005. Fue militante del Partido 
Radical hasta 2001 y después ingresó al PPD. Se le considera un 
«ahijado» político de Alejandro Bahamondes. 

Según Nicolás Sepúlveda del diario El Mostrador, su cercanía se 
remonta a la época en que «el actual director de Sernageomin que- 
dó “huérfano” en la política, después del alejamiento de Fernando 
Flores y Jorge Schaulsohn del partido». De acuerdo a esa versión, 
Álvarez era parte de esc sector. «Quienes lo conocen de ese tiempo, 
mencionan que fue ahí cuando decidió acercarse al sector lidera- 
do por el senador Guido Girardi, del cual Alejandro Bahamondes 
forma parte. De hecho, el jefe de gabinete de Álvarez, Émerson 
Segovia, es un reconocido girardista», anota Nicolás Sepúlveda. Y 
agrega que Álvarez, ex militante del PR contaría con «la confianza 
de la ministra de la cartera, la militante radical Aurora Williams». 


ba Nicolás Sepúlveda, «La menza del PPD quese mantine inca en meñodsa 
investigación de la Fiscalfa por plaras políticas», El Mostrador, prue 
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El Sernageomin depende del Ministerio de Minería, y su di- 
rector Rodrigo Álvarez resultó contaminado por Soquimich, por 
haber recibido un pago de cinco millones de pesos, como lo com- 
prueba una boleta de marzo de 2012, consignada en el informe 
de SQM. Quedó calificada como de «riesgo alto». Pero pese a que 
hubo un reclamo de la Asociación de Funcionarios del Servicio, 
cuando recién se conoció la situación que afectaba al director, este 
hecho no ha tenido repercusión mayor. 

Junto a Rodrigo Álvarez y Alejandro Bahamondes apareció en 
las listas de boletas cuestionadas otro personaje del PPD muy cerca- 
no al ex embajador: el abogado Juan Marcos Moreno, quien se des- 
empeñaba como asesor legislativo del Ministerio Secretaría General 
de la Presidencia, donde había sido contratado en marzo de 2014, 
con un honorario bruto de tres millones y medio de pesos. Su rol 
principal era el seguimiento de los proyectos legislativos. Pero a 
diferencia de Álvarez, a Moreno le pidió la renuncia el ex ministro 
Jorge Insunza en su fugaz paso por el gabinete. 

Juan Marco Moreno había recibido quince millones de pesos 
de SQM, y emitió tres boletas de cinco millones cada una entre 
enero y marzo de 2010. Además de dejar su asesoría al Gobierno, 
Moreno tuvo que renunciar a un importante cargo partidario: era 
el presidente del Tribunal Supremo del PPD. 

La relación de Juan Marco Moreno con Soquimich no se limi- 
taba a esas boletas, Moreno es socio de la consultora Altercom, que 
recibió pagos en el perfodo analizado por diez millones de pesos, 
según la lista revisada por el Comité Ad hoc de SQM. «La experien- 
cia principal es en recursos humanos. Pago en período electoral, 
indica el comentario en ese documento. También fue calificada 
como de «riesgo alto», 

Los contactos entre estos dirigentes del PPD involucrados en 
las boletas dieron para comentarios en corrillos políticos y en ar- 
tículos de prensa. «El mismo Bahamondes fue quien encumbró 
a Moreno en la interna del PPD hasta convertirlo en presidente 
del tribunal supremo de la colectividad, según comentaron en la 
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comisión política del PPD celebrada el pasado lunes. El PPD ne- 
cesitaba un abogado para el cargo y Moreno se hizo de él, pese a 
no ser considerado por algunos de sus camaradas abogados como 
“un gran jurista”», señaló Pedro Pablo Ramírez en El Mostrador.% 
Se comentaba también en esos días de abril, mientras el enton- 
ces embajador Bahamondes seguía en su puesto en Paraguay, que 
él habría sido el nexo con Soquimich para sus otros compañeros 
de partido, 

En agosto, la Cancillería anunció la renuncia de Alejandro Ba- 
hamondes a su cargo diplomático y dio a conocer una carta en el 
que el ex embajador expuso los motivos que lo hicieron regresar a 
Chile. Su decisión —escribió— se debe «a la ola de rumores y tras- 
cendidos publicados por algunos sectores de la prensa de nuestro 
país, relacionados con la investigación que actualmente se realiza en 
la empresa SQM, frente a los cuales he guardado riguroso y respe- 
tuoso silencio, teniendo en claro que jurídicamente no se condicen 
con la verdad». Agregó que con su renuncia busca «velat por la 
tranquilidad de mi familia tan injustamente tratada, e igualmente 
por mi salud que se ha visto afectada por lo sucedido». 


Los ASESORES DE FuLvio 


Los hechos que complicaron a Fulvio Rossi Cíocca, senador so- 
cialista por las regiones de Tarapacá, Arica y Parinacota, fueron in 
crescendo a medida que transcurría la investigación del Ministerio 
Público. Los primeros en aparecer en escena fueron sus asesores y 
una concuñada. Después se conocieron los correos electrónicos que 
lo comprometen a él direcramente. 

María Valentina Martínez Zaror es hermana de la cuñada del 
senador Rossi. Aparece en la lista del Comité Ad hoc de SQM con 


* Pedro Pablo Ramírez, «SQM: la red política que une a los tres militantes 
PPD investigados por el Sll», El Mosrador, 13 de abril de 2015. 
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cinco boletas por cuatro millones de pesos cada una, emitidas entre 
julio y diciembre de 2009. A esos veinte millones se suma una bo- 
leta de cinco millones trescientos mil pesos de septiembre de 2012. 
El informe la califica de contribuyente «atípico» y señala que «no 
hace ninguna referencia a aspectos laborales», además de ser un 
pago correspondiente al período de elecciones. 

Al revisar las listas de pagos de SQM con boletas ideológica. 
mente falsas o sin justificar abundan las asesorías comunicaciona- 
les. En la red cercana al senador Fulvio Rossi aparece René Lorenzo 
Madariaga Carmona, asesor comunicacional del senador, quien 
emitió boletas por dieciséis millones de pesos. Según el documento 
de SQM, Madariaga es periodista de la Corporación de Asisten- 
cía Judicial de Antofagasta desde 2010. Entregó cuatro boletas de 
cuatro millones de pesos cada una entre enero y abril de 2009. Fue 
llamado a declarar por la fiscalía y guardó silencio. 

La periodista Mariela Loreto Molina Aguilera, jefa de gabinete 
del senador Rossi entre 2005 y 2012, emitió boletas en 2009 por 
cuatro millones cuatrocientos mil pesos y una boleta en 2012 por 
dos millones. 

Fulvio Rossi negó en un primer momento la relación con su 
campaña de las platas recibidas por sus cercanos. Sin embargo, con 
el correr de los meses el cerco de las sospechas se cerró, con nuevos 
antecedentes, 


CORREOS Y PEDIDOS 


Los correos electrónicos en poder de los fiscales añadieron más 
pruebas sobre su relación con Soquimich. «Estimado Patricio: de 
acuerdo a lo conversado te envío la lista de candidatos y candidatas. 
Te reitero mis sinceros agradecimientos», escribió en la madrugada 
del 15 de agosto de 2012 Fulvio Rossi al entonces gerente general 
de Soquimich, Patricio Contesse. En el mismo e-mail el senador 
incluyó una lista con 32 nombres de candidatos para la elección 
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municipal de las regiones de Tarapacá y de Arica y Parinacota para 
quienes demandó la «generosidad» de la empresa. 

El miércoles 2 de septiembre de 2015, cuando La Tercera divul- 
gó ese e-mail, que es parte de la carpeta investigativa de la fiscalía, 
se produjo estupor en el ambiente político, pese a que los rumores 
de la «contaminación» de Fulvio Rossi circulaban desde comienzos 
de año. La nómina fue develada por el propio fiscal nacional Sabas 
Chahuán en una presentación al Octavo Juzgado de Garantía en la 
que solicitaba averiguar si había aportes a esos candidatos a través 
del Servel. 

Fulvio Rossi, que estaba con licencia médica después de una 
operación de cáncer a la tiroides, reaccionó a través de un comuni- 
cado. Según él, no había nada ilícito en sus actuaciones. «Quisiera 
aclarar que se trata de una solicitud de apoyo para el financiamien- 
to de campaña a través de los mecanismos que la ley establece vía 
Servicio Electoral de nuestros candidatos y candidatas». No obstan- 
te, como indicaron en un reportaje dominical en el mismo diario 
Víctor Cofré y Francisco Artaza, «otro intercambio electrónico deja 
en evidencia que el senador electo en 2009 y cuyo período termina 
en 2018, también pidió a SQM dineros irregulares». 4 

Pero hay otro antecedente: una semana después del pedido que 
hizo Fulvio Rossi a Patricio Contesse, el senador socialista recibió 
un correo del abogado de Soquimich Enrique Olivares, quien le 
señalaba: «Por encargo del señor Patricio Contesse, agradecería pu- 
diéramos hablar, o con quien me indiques para los efectos de revisar 
algunos aspectos de lo señalado en tu mail de más abajo». 

En su respuesta a Olivares, al día siguiente de recibir el correo 
del abogado de SQM, Fulvio Rossi redujo el número de personas 
«favorecidas» a 19, y bajó el pedido total de veinte a diecisiete mi- 


llones de pesos. «Agradezco el apoyo y te pediría que al menos lo 
de Flavio Rossi, que es mi padre, pudiese salir luego. Un abrazo, 


4 Vícior Cofré y Francisco Artaza, «Las correos que contradicen a Rossi», 
La Tercera, 6 de septiembre de 2015. 
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Fulvio», decía el mail en que cerraba el acuerdo. Un mes después 
de ese correo en septiembre de 2012 —como recuerda el reporta- 
je de La Tercera—, Flavio Rossi, concejal de la Municipalidad de 
Iquique, murió de cáncer. 

Un detalle que une estas peticiones con las boletas de los cola- 
boradores de Fulvio Rossi es que el martes 28 de agosto de 2012, 
cuatro días después del correo del senador a Enrique Olivares, la 
periodista Mariela Molina Aguilera emitió a SQM su única boleta 
de ese año, por la suma de tres millones de pesos. «El mismo monto 
que el senador pidió justificar con una supuesta asesoría comunica- 
cional. Ese documento fue incorporado por SQM a la rectificación 
de impuestos presentada en marzo por falta de respaldos», indica- 
ron Víctor Cofré y Francisco Artaza, en el reportaje de La Tercera, 

El 30 de marzo de 2015, Enrique Olivares declaró como impu- 
tado ante el fiscal Emiliano Arias. Llegó hasta la fiscalía acompañado 
de su abogado Luis Hermosilla. Ahí reveló que era él quien distribuía 
en el Servel los aportes legales a campañas políticas que autorizaba 
el directorio y que luego definía en detalle Patricio Contesse. Según 
Olivares, esos aportes se «hicieron a muchos candidatos», pero se 
amparó en que estaba legalmente impedido para decir a quiénes. 

Los pagos al círculo de Rossi, sus correos y pedidos están en el 
foco de los fiscales. 


Los CONTAMINADOS DEL SALAR 


Los suscriptores de boletas y facturas brujas —o al menos sin sus- 
tento lógico— dirigidas a la empresa matriz del holding Soquimich 
y a sus filiales muestran no solo la amplitud del espectro político 
que abarcó con sus favores el ex yerno de Augusto Pinochet. El aba- 
nico que va de derecha a izquierda da cuenta de una habilidad para 
trabajar en escenarios que podían ser adversos y contaminar con su 
influencia y sus pesos puntos neurálgicos del poder que inciden en 
el funcionamiento de la sociedad. 
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Como se ha visto, el grupo encabezado por Julio Ponce Le- 
rou se preocupó en estos años —no se sabe con exactitud durante 
cuántos— de dar plata para campañas municipales y parlamenta- 
rias. Pero fue más allá. Mucho más allá de lo imaginado. Y contri- 
buyó al financiamiento —al margen de la ley — con sus boletas y 
facturas ideológicamente falsas, según se puede desprender de las 
acusaciones de los fiscales, al apoyo a las campañas de casi todos los 
últimos candidatos presidenciales. 

Además de los ya mencionados pagos que se vinculan con 
Sebastián Piñera, a través de Bancard, y con la campaña presi- 
dencial de Eduardo Frei Ruiz-Tagle, en 2009, el correr de los 
meses trajo nuevas sorpresas, cuando se abrió el telón sobre las 
dádivas de Soquimich Salar. Estos dineros no estaban incluidos 
en la base de datos de Pandora ni en el informe del Comité Ad 
hoc de SQM. Tampoco aparecieron en las primeras denuncias de 
Impuestos Internos. 

SQM Salar había sido la elegida por el holding para las polé- 
micas operaciones tributarias que contribuyeron a dos precandida- 
turas presidenciales del último tiempo: la de la actual presidenta, 
conducida en esa fase por el ex ministro del Interior Rodrigo Pe- 
ñiailillo, y la de Marco Enríquez-Ominami. Es lo que se puede con- 
cluir, de acuerdo a los antecedentes que se han ido conociendo a 
partir de listas y «rectificaciones» de SQM ante Impuestos Inter- 
nos, y a través de declaraciones ante la fiscalía de los imputados 
y testigos. 

En ese escenario, aparecieron en primer plano las figuras del 
geógrafo y operador Giorgio Martelli, del economista y ex presi- 
dente de Enersis Jorge Rosenblut y del ex ministro del Interior Ro- 
drigo Peñailillo. 

El otro gran contaminado por Salar es el precandidato Marco 
Enrfquez-Ominami, líder del Partido Progresista (PRO), aunque 
hasta ahora no la ha querido admitir, pese a los comprometedores 
e-mails que lo aluden, y a las declaraciones de la secretaria de Patri- 
cio Contesse, Katherine Bischof. 
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QUERELLA «NOMINATIVA» 


Los pagos de SQM Salar fueron excluidos en las presentaciones 
iniciales de Impuestos Internos. Pero, tras la «rectificación» efec- 
tuada en agosto por la empresa, el SII presentó una querella ante el 
Ministerio Público. Esto ocurrió después de meses de tensiones y 
tiras y aflojes entre Impuestos Internos y la Fiscalía y tras la polémi- 
ca salida del ex director Michel Jorratt y del ex subdirector Cristián 
Vargas. Finalmente, el nuevo director de Impuestos Internos, el 
ingeniero Francisco Javier Barraza Luengo, presentó el 22 de sep- 
tiembre una querella criminal contra Soquimich Salar. Esta apunta 
al ex gerente Patricio Contesse y llega hasta Giorgio Martelli y el 
periodista Cristián Warner, el ex brazo derecho de MEO. 

El SI planteó esta vez una querella «nominativa» y omitió ex- 
presamente la frase «contra quienes resulten responsables», aunque 


los fallos de la Corte de Apelaciones y de la Corte Suprema, a pro- 


pósito de los intentos por frenar la investigación por parte del ex 


vicepresidente de RN Claudio Eguiluz, habían dado una señal inte- 
resante: se deben investigar los hechos, sin poner límites a la acción 
del Ministerio Público, que tiene como rol investigar y perseguir 
los delitos. Lo que argumentan juristas y fiscales es que ellos investi- 
gan hechos y no cabe, entonces, poner límites de nombres, porque 
la propia indagatoria puede llevar a otros responsables. Asimismo, 
los delitos tributarios no solo generan daño material al fisco, sino 
que —como se ha visto en estos casos— repercuten negativamente 
en la oscura relación entre dinero y política y, al final de cuentas, 
en toda la sociedad. 

En todo caso, la querella «nominativa» de septiembre del SII, 
dirigida contra SQM Salar y su gerente de entonces, Patricio Con- 
tesse, alcanzó también a Martelli y Warner y a otras personas que 
resultaron comprometidas, según el SII, en calidad de «autores de 
delito tributario»: Patricio Alejandro Rodrigo Salinas, PPD, repre- 
sentante legal de la Corporación para la Conservación y Preserva- 
ción del Medio Ambiente, que emitió diez facturas a SQM Salar 
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entre 20 y 2012 por un total de 57 millones de pesos; y Carlos 
Tudela García —hijo del embajador DC de Chile en Singapur, 
Carlos Tudela Aroca—, con cuatro boletas por un total de más de 
trece millones brutos en 2013, 

En los años 2012, 2013 y 2014 —indica la querella— existían 
«desembolsos que primitivamente se imputaron como gastos nece- 
sarios para producir la renta, a pesar de no cumplirse íntegramente 
los requisitos establecidos en el artículo 31 de la Ley de Impuesto a 
la Renta para ser deducidos como tales». Esto provocó —señala— 
«una disminución indebida de la base imponible del tributo que 
debía satisfacer, perjudicando en ello el interés fiscal, al enterar un 
monto de impuestos inferior a que se encontraba obligada a pagar 
la empresa». 

En el relato de hechos, incluye declaraciones juradas del vice- 
presidente del holding y de SQM Salar, Patricio de Solminihac, y 
del vicepresidente de Finanzas, Ricardo Ramos, quienes señalaron 
que no sabían «si se trata de servicios prestados». De Solminihac 
dijo: «Nadie de las personas a las que yo pregunté conocía de estos 
servicios, yo no conozco a los prestadores». Señaló también que un 
comité especial del directorio le preguntó a Contesse «y él dijo que 
no hablaría porque era su estrategia legal. Lo que sí dijo es que estos 
pagos eran de su exclusiva responsabilidad y conocimiento». 

Ricardo Campos declaró ante el SII en la misma línea: «Me 
parece improbable que en muchos de los casos se hayan prestado 
los servicios, podría tratarse de una estrategia legal por parte de 
ellos». Ramos, que también ocupa el mismo cargo en el holding, 
fue quien se refirió en similares términos a los presuntos servicios 


financieros de Bancard. 


La CAÍDA DE LA G90 


Para Asesorías y Negocios SpA, la sociedad de Giorgio Martelli, 
fueron destinados casi 246 millones de pesos que se distribuyeron 
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en un grupo de asesores conocidos como los 90 —nombre que 
alude a la generación de los años noventa—, capitaneados por Ro- 
drigo Peñailillo. El ex jefe de gabinete de Michelle Bachelet en su 
anterior Gobierno llegó a La Moneda en marzo de 2014 como un 
promisorio y entusiasta ministro del Interior. Junto al respaldo total 
de la Presidenta tenía a su alrededor a un equipo de profesionales, 
la mayoría militantes del PPD como él, y de su misma generación, 
que lo acompañarían en sus tareas de Gobierno. 

Pero los sueños de Peñailillo, que «pintaba» incluso como un 
sucesor de la presidenta para un futuro Gobierno, se truncaron, en | 
medio del escándalo de las boletas y las informaciones que día a día | 
golpeaban en los medios de comunicación. 

«El estilo de la G90 se coronó el 14 de marzo de 2014 cuando 
Rodrigo Peñailillo asumió a los 40 años como ministro del Interior 
y Seguridad Pública, el más joven jefe de gabinete desde el regreso 
a la democracia. ¿Qué hizo entonces?», se preguntaba un reportaje 
de Ciper en mayo de 2015. «No sólo instaló a personas de confianza 
en su propio equipo, sino que desplegó una red de funcionarios en 


puestos secundarios pero clave de los principales ministerios. Ahí 
los anónimos integrantes de la G90 se transformaron en protago- 
nistas, aunque siempre en la tercera línea, con una fuerte presencia 
en las jefaturas de gabinete ministeriales y otros cargos estratégi- 
cos», describía esa publicación. 

Flavio Candia trabajaba junto a Peñailillo en el Ministerio del 
Interior y fue el primero en dejar el cargo. También tuvieron que 
abandonar La Moneda Robinson Pérez y Héctor Cucumides. Ha- 
rold Correa, el ex jefe de gabinete del ministro de Educación, se 
acogió a una licencia y después fue reemplazado por la ministra 
Adriana del Piano. Gabriel Sepúlveda se mantuvo en el gabinete del 
ministro de Energía Máximo Pacheco hasta octubre, pero luego fue 


hi Víctor Carvajal, Juan Pablo Figueroa y Francisca Skoknic, «El fin de la red 
que instaló Peñailillo en los ministerios para ejercer el control», Ciper, 15 de 
mayo de 2015. 
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destinado a otro puesto. Cristián Riquelme permaneció en la admi- 
nistración de La Moneda, y Adolfo Galindo sobrevive en Minería, 
aunque dejó de ser el jefe de gabinete. 


La VERSIÓN DE MARTELLI 


La querella de Impuestos Internos confirmó las cifras de boletas cues- 
tionadas que ya manejaba la fiscalía. Se trataba de 22 facturas emi- 
tidas por AyN a Soquimich Salar entre enero de 2012 y octubre de 
2013. El total de 2012 ascendió a una suma de noventa y seis millo- 
nes de pesos y en 2013 alcanzó a ciento cincuenta millones de pesos. 

Pero antes que las nuevas autoridades del SII presentaran esa 
demorada querella, la fiscalía había seguido avanzando en sus in- 
dagaciones. Tanto Giorgio Martelli como Jorge Rosenblut compa- 
recieron en calidad de imputados. Después de alrededor de treinta 
horas de declaración en cuatro días, entre el 27 de mayo y el 4 
de junio, Martelli expuso al fiscal Sabas Chahuán su visión de los 
hechos. Martelli involucró directamente al ex ministro del Interior 
Rodrigo Peñailillo como autor del diseño que llevó a la creación de 
Asesorías y Negocios SpA. 

A través de esa firma, cuyo único socio era Martelli, se pagó a 
más de una docena de profesionales. SQM Salar le cancelaba a la 
firma de Giorgio Martelli y, a su vez, el geógrafo pagaba a los pro- 
fesionales que le elaboraban informes. 

Martelli señaló que el nexo para la obtención de los recursos 
con Soquimich y con empresas del grupo Angelini fue el economis- 
ta y empresario Jorge Rosenblut, quien hasta ese momento se des- 
empeñaba como presidente de Enersis, la matriz de Endesa. «Jorge 
Rosenblut me llamó para pedirme que me incorporara a trabajar 
en el financiamiento de varios profesionales que requerían mayor 
estabilidad financiera personal para dedicar tiempo a preparar in- 
formación, análisis, documentos, etc., para una nueva opción de 
gobierno de la Concertación», indicó Martelli al fiscal Chahuán. 
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Según Martelli, como consecuencia de estos acuerdos, «cons- 
tituí a fines de 2011, la sociedad Asesorías y Negocios (...) Estas 
decisiones, tanto de ayuda a estos profesionales como de constitu- 
ción de una sociedad para este fin, se adoptaron por un conjunto de 
personas: Rosenblut, Rodrigo Peñailillo, (Cristián) Quinzio, quien 
dio su aporte legal como abogado y yo. Todos participamos de csas 
reuniones», afirmó en su declaración. 

Contó además que Jorge Rosenblut lo contactó también con 
el abogado José Tomás Guzmán, «y me dijo el monto autorizado 
para la operación con el Grupo Angelini». Explicó que Guzmán 
«estableció la distribución del financiamiento entre las empresas del 
grupo y me indicó los montos de cada empresa de un monto ge- 
neral que se había pactado entre Guzmán y Rosenblub». Y reiteró: 
«Esto me lo comunicó Rosenblut, la asignación de los montos sería 
a partir del año 2012». 


Los DICHOS DE PEÑAILILLO 


En la tarde del 17 de junio, al día siguiente del accidente carretero del 
seleccionado nacional Arturo Vidal, mientras se disputaba la Copa 
América, Rodrigo Peñailillo Briceño declaró como imputado. Alre- 
dedor de las cinco de la tarde de ese miércoles, el ex ministro del In- 
terior concurrió hasta la sede central del Ministerio Público, donde 
lo recibió el fiscal nacional Sabas Chahuán. Lo acompañaron los fis- 
cales Carmen Gloria Segura y Emiliano Arias y estuvieron presentes 
también dos funcionarios de la Policía de Investigaciones, el comisa- 
rio Manuel Castillas Meléndez y el subcomisario Edson Figueroa Es- 
pinoza, además del abogado del imputado, Rodrigo González Soto. 
Contó Rodrigo Peñailillo a los fiscales que conocía a Giorgio 
Martelli desde 2005, cuando era el administrador electoral y Peñai- 
lillo jefe de gabinete de la candidata presidencial. «Me encontraba 


con él habitualmente», señaló, pero precisó que después de la cam- 
paña lo dejó de ver en forma frecuente. 
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Rodrigo Peñailillo es ingeniero de la Universidad de Concep- 
ción y estuvo en Madrid, entre abril de 2010 y septiembre de 2011, 
realizando estudios de postgrado. De regreso se encontró de nuevo 
con Giorgio Martelli. Pero —dijo— no recordaba quién lo volvió 
a contactar, a fines de 2011. «Y para explicar el contexto dentro 
del cual lo volví a ver, quiero decir que había un grupo de personas 
sin trabajo y que, al mismo tiempo, pensábamos desde el punto de 
vista político colaborar en el futuro de un proyecto político de una 
candidatura futura». Y a continuación señaló: «Giorgio plantea la 
idea de tener una empresa real y que efectivamente pudiera vender 
servicios y contratar personas que pudiesen trabajar, jóvenes profe- 
sionales universitarios, a las personas que en su mayoría tenfan una 
inclinación política ideológicamente afín». 


ÍNSUMOS POLÍTICOS 


Más adelante Peñailillo volvió sobre la misma idea. Según él, era 
importante «producir insumos políticos y trabajar de forma adelan- 
tada. Para personas que no estaban en la elite política era una buena 
posibilidad de trabajar en AyN. Se produjo una sinergia entre un 
grupo de personas que elaboraron un proyecto de futuro político 
de transformaciones que el país fuera a tener, y la actividad empre- 
sarial de AyN». Agregó que en ese momento no estaba claro cuál 
sería la candidatura dentro de la coalición: «Los insumos podrían 
haber terminado en una u otra candidatura, pero lo más probable 
era que fuera la candidatura de Bachelet», señaló. 

Aunque admitió que conocía al abogado Cristián Quinzio, 
quien —dijo Peñailillo— «actualmente trabaja en Codelco», de- 
claró que no sabía «si él participó en la formación de la empresa 
de Giorgio Martelli Asesorías y Negocios». Pero negó haber estado 
en una reunión con Martelli y Quinzio «para definir cómo se iba 
a constituir la empresa», Tampoco participó —como había dicho 
Martelli — en «ninguna reunión con Rosenblut, Martelli y Quínzio' 
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en esa época para efectos de la conformación de la empresa AyN 
SpA». Y reiteró que la sociedad se constituyó «para que los profe. 
sionales pudieran tener trabajos e ingresos propios para trabajar y 
vender los productos». 

Ante la pregunta de los fiscales, admitió que «una vez cons- 
tituida la empresa, yo sugerí los nombres para la contratación de 
determinadas personas». Mencionó a Gabriel Sepúlveda, Robinson 
Pérez, Flavio Candia, Héctor Cucumides, Harold Correa, Sergio 
Torres, Alicia Galdames. Pero insistió en que él no decidió ni las 
rentas ni los contratos de los profesionales. «Yo solo sugerí a Marte- 
Ili nombres y eventuales rentas... Martelli decidía financieramente 
cuánto pagarles». 

Cuando le señalaron que Martelli dijo que, en general, «usted 
decidió la contratación de algunas personas y él se limitó a firmar 
los contratos», Peñailillo insistió: «Yo sugerí algunos nombres y al- 
gunos montos, pero la decisión final fue de él». En cuanto a su 
relación en la elaboración de informes, indicó: «Yo presté servicios 
de enero a mayo de 2012 a AyN». Y cuando le preguntaron por 
el destino final de los informes, aseguró que no sabía. «No era mi 
tarea». Explicó que Gabriel Sepúlveda «organizaba el trabajo de las 
minutas colectivas y me las consultaba a mí también». 

«A sugerencia de mi abogado, no voy a contestar esa pregun- 
ta», fue la respuesta recurrente que Peñailillo dio cada vez que le 
preguntaron si Michelle Bachelet sabía algo respecto a AyN y sus 
acciones. 


DUDosaA CALIDAD 


Según señala el director del SII Francisco Barraza en la querella, la 
sociedad requerida «no logró acreditar satisfactoriamente la presta- 
ción de esos servicios», por lo que la acusa de «delitos tributarios». 
Agrega que esa afirmación «queda corroborada con la declaración 
prestada por Giorgio Martelli Robba ante el Ministerio Público, 
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quien manifestó que los servicios prestados a SQM Salar S.A. ha- 
brían consistido en informes que contenían resúmenes noticiosos 
extraídos de distintos medios de prensa, tales como Emol, Wikipe- 
dia, América Economía y La Tercera», 

La calidad de los informes o la pertinencia de ellos fueron aspec- 
tos que estuvieron en las discusiones desde que se destapó este capí- 
tulo. «Revisados los informes entregados a este Servicio, se ha podido 
constatar la existencia de antecedentes que ponen en duda la vera- 
cidad de lo declarado», señala la querella. En ese sentido, señala que 
hay «incongruencias entre las fechas de emisión de los informes y las 
de ocurrencia de los hechos de los cuales dan cuenta». Y da un ejem- 
plo: «El informe correspondiente al mes de marzo de 2012, contiene 
noticias que fueron publicadas en el mes de octubre de 2013». 

Indica el SII que aunque fuera efectiva la prestación de los 
servicios por parte de Asesorías y Negocios SpA, «no se advierte 
la relación que guardan con el giro desarrollado por SQM Salar 
S.A., siendo dable considerar, finalmente, que en el mismo sentido 
apuntan las declaraciones de Patricio de Solminihac Tampier y Ri- 
cardo Ramos». 


ENTRE VIAJES Y CAMPAÑAS 


El economista y empresario Jorge Rosenblut, señalado como el con- 
tacto con Patricio Contesse por Giorgio Martelli, declaró ante los 
fiscales Sabas Chahuán, Carmen Gloría Segura y Emiliano Arias el 
10 de julio. En la oportunidad, Rosenblut reconoció que en 2012 
«tuve una reunión con Patricio Contesse, gerente general de SQM 
a quien conocía con motivo de mis obligaciones profesionales, y sí 
le consulté si estarían disponibles. La recepción fue positiva y así se 
lo informé a Martelli telefónicamente, indicando de qué empresa 
se trataba». Dijo que no era efectivo que él hubiera presentado a 
Martelli y Contesse, «Desconozco la forma y la oportunidad en que 
Martelli contactó luego al señor Contessen, señaló, 
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En la cita con los fiscales, Jorge Rosenblut aludió también a 
los contactos que tuvo con el grupo Angelini a través del abogado 
José Tomás Guzmán, «a quien conozco y aprecio mucho y a quien 
consulté si estarían disponibles para apoyar el proyecto de la futura 
Nueva Mayoría». Contó que la consulta fue bien recibida y se lo 
informó por teléfono a Giorgio Martelli. 

Le preguntaron también por su relación con Martelli y la crea- 
ción de AyN. El empresario manifestó que lo había conocido en 
2005 a través de Guillermo del Valle. Explicó que Martelli «se in- 
tegró al trabajo de la campaña ese año y, dada su experiencia pre- 
via como director ejecutivo de la Asociación de Municipalidades, 
asumió como administrador electoral de la campaña presidencial». 

Contó Rosenblut que después, en alguno de sus viajes, se to- 
paron y se juntaban a tomar un café, y que en alguna oportunidad 
en 2012 le contó que estaba «nuevamente colaborando con el pro- 
yecto de una alternativa de gobierno de la entonces oposición». 
Y le pidió —dijo— «si podía intentar averiguar la disponibilidad 
de algunas personas que habían ayudado en el pasado para apoyar 
nuevamente este proceso político». Las palabras de Rosenblut de- 
jan dudas respecto a anteriores ayudas de Soquimich a otras cam- 
pañas de la Concertación. 


De REGRESO A MIAMI 


El lunes 14 de septiembre la atención estaba puesta en el Centro 
de Justicia de Santiago. Era un día especial para la investigación del 
caso Soquimich. Los diarios anunciaban esa mañana las primeras 
formalizaciones para integrantes del oficialismo. Había llegado una 
hora decisiva para la investigación del operador Giorgio Martelli, 
gestor de la sociedad AyD, quien tras su formalización fue sometido 
a arresto domiciliario total. El geógrafo, imputado de entregar bo- 
letas ideológicamente falsas a un conjunto de personas que habrían 
sido parte de la precampaña presidencial de Michelle Bachelet en 
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2013, se veía nervioso ante el juez de garantía. Más acostumbrado 
ya a estos avatares, el ex gerente del holding Soquimich Patricio 
Contesse González fue formalizado por segunda vez y se mantuvo 
con la misma medida cautelar privativa de libertad. 

El economista Jorge Rosenblut, que ya había tenido que renun- 
ciar a la presidencia de Enersis, como informó una breve nota en 
El Mercurio, decidió radicarse en Miami, donde tiene importantes 
negocios inmobiliarios. 

Según explicó a El Mercurio su abogado, Gabriel Zaliasnik, «no 
tiene contemplado venir a Chile, pues, como lo expresó en su de- 
claración ante la fiscalía (el 10 de julio pasado), su vida profesional 
y familiar está desde hace años en Estados Unidos. A Chile solo 
venía por los directorios de Enersis y al renunciar a ese cargo (el 30 
de junio) ya no mantiene razones para venir». En agosto se había 
sabido también que había terminado su relación de pareja con la 
ministra del Trabajo Ximena Rincón, que se había hecho pública a 
fines del año pasado. 

A ello se suma —agregó El Mercurio— que «el ex presidente 
de Enersis está “sentido” con ejecutivos de ese grupo. Rosenblut 
piensa que ensuciaron su nombre y nadie lo defendió, comenta 
un profesional que lo conoce». Recordó también la nota que en su 
declaración ante el Ministerio Público Rosenblut informó que en 
Miami viven su ex esposa, la arquitecta Liora Haymann, y su hijo 
menor, La hija mayor de Rosenblut también está radicada en Esta- 
dos Unidos, agregó el diario. 

Zaliasnik, por su parte, ha acumulado defendidos en este caso. 
A la vez, es el abogado del formalizado Roberto Guzmán Lyon, del 
senador Iván Moreira en el caso Penta y ha entregado consejos a 
Rodrigo Peñailillo por recomendación de Enrique Correa. 


“ «Jorge Rosenblut se aleja de Chile y se radica definicivamente en Estados 
Unidos», El Mercurio, 4 de octubre de 2015. 
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PRESIONES EN EL SII 


El asunto involucró también al entonces director de Impuestos In- 
ternos, Michel Jorrat, quien había entregado boletas a AyN, aun- 
que asegura que él efectuó informes sobre temas tributarios de su 
especialidad. Otros asesores del ex ministro de Hacienda Alberto 
Arenas sufrieron también la contaminación de Salar. Arenas tuvo 
que comparecer en calidad de testigo para dar explicaciones por 
su participación en esta inusual precampaña, ya que había sido 
quien tomó contacto con el ex director de Impuestos Internos y 
otros profesionales. 

Los problemas más delicados de Jorrat fueron por otro lado, 
como señalé en el capítulo primero. Le tocó soportar la máxima 
tensión que se generó en Impuestos Internos en torno a estos casos. 
Y en medio del fragor de las disputas se lesionó su relación con 
su segundo de abordo, el entonces jurídico Cristián Vargas, quien 
también tuvo que dejar Impuestos Internos. 

En una entrevista en CNN Chile el 20 de agosto, Cristián Var- 
gas reconoció a los periodistas Daniel Matamala y Mónica Rincón 
parte de las presiones experimentadas en el SII." Le preguntaron 
cuándo empezaron a sentir presiones políticas sobre las investiga- 
ciones que estaban llevando a cabo. «Diría que ese tipo de presiones 
empezó gradualmente, a raíz del denominado caso Penta. De ahí en 
adelante empezaron a darse estas denominadas presiones, intentos 
de injerencia en el SII para que las decisiones del Servicio en esta 
materia de delitos tributarios se hiciera sobre la base de considera- 
ciones que no eran propiamente institucionales», respondió Vargas. 

Y admitió que esas presiones se intensificaron «con la denomi- 
nada arista Soquimich del caso Penta». 

—¿El origen de las presiones era Rodrigo Peñailillo? —pregun- 
tó Daniel Matamala. 


Y Mónica Rincón y Daniel Matamala, entrevista a Cristián Vargas, CNN 
Chile, 20 de agosto de 2015. 
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—Los antecedentes que yo tengo indican que sí —fuc la res- 
puesta del ex subdirector jurídico. 

Y más adelante afirmó: «Hubo una estrategía orientada a limi- 
tar las investigaciones que desarrollaba la fiscalía en relación con 


Soquimich». 


Los PAGOS DE CRISTIÁN WARNER 


El suculento monto que facturó a Soquimich Salar el periodista 
Cristián Warner, ex jefe de campaña de Marco Enríquez-Ominami 
y ex secretario general del PRO, a través de su empresa Cristián 
Warner Comunicaciones Publicidad y Marketing EIRL, constitu- 
yó una nueva sorpresa. En la lista de Pandora esta sociedad (RUT 
76.810.780-7) ya aparecía con veintiocho millones y medio de pe- 
sos. Pero la suma que le llegó por SQM Salar fue a otra escala: 
362 millones de pesos, de acuerdo a la querella del SIL con lo que 
resulta más de cien millones de pesos por encima, por ejemplo, del 
monto obtenido por la sociedad de Martelli, 

De acuerdo al Informe de Recopilación de Antecedentes del 
Servicio de Impuestos Internos (N%45-GR2), «durante los perío- 
dos comerciales comprendidos entre los meses de marzo de 2011 y 
diciembre de 2013, ambos incluidos, la sociedad Cristián Warner 
Comunicaciones Publicidad y Markenting EIRL emitió 34 factu- 
ras a SQM Salar, por un monto total que asciende a la suma de 362 
millones de pesos». 

Las cuotas mensuales que facruraba Warner según el informe 
del SII fueron de cuatro millones el primer año y de catorce mi- 
llones trescientos mil pesos entre febrero de 2012 y diciembre de 
2013. Indica el SII que los supuestos servicios prestados a SQM 
Salar S.A. por la sociedad de Warner consistían «una asesoría co- 
municacional (...) que se trataba de un análisis comunicacional 
(...) sugerencias de consejos publicitarios, y de todo lo que tenía 


que ver con las comunicaciones de la empresa». 
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Explica que el 8 de junio Warner le entregó los «respaldos re- 
lativos a los trabajos realizados». Pero tras la revisión por parte del 
SI de «la documentación aportada por el señor Warner Villagrán, 
ha podido constatarse que el contenido de los informes no coincide 
con el señalado por este, toda vez que únicamente incluyen resúme- 
nes de hechos noticiosos publicados en medios de comunicación de 
circulación nacional de carácter escrito, tales como El Mercurio, 
LUN, Diario Financiero, Estrategia, La Segunda y La Tercera, sin 
realizar ningún análisis de los mismos, ni formular tampoco suge- 
rencias O Consejos». 

Más aún, dice el SII en su informe que no se ha podido estable- 
cer «que los informes efectivamente hayan sido entregados a SQM 
Salar S.A., y que aún en el evento de haberse realizado, no guardan 
relación alguna con la actividad desarrollada por dicho contribu- 
yente». En este caso, tampoco los supuestos informes fueron reco- 
nocidos por los vicepresidentes De Solminihac y Ramos, quienes 
«manifestaron desconocer la efectividad de los servicios referidos en 
la factura», según anota el SII. 

Hasta octubre, Warner guardaba riguroso silencio ante la fisca- 
lía, no está claro si para no autoimputarse o para proteger a su anti- 
guo amigo y socio Marco Enríquez- Ominami, con quien colaboró 
en la formación del PRO y en todo su trabajo político. 


UNA CONVERSACIÓN NADA TRIVIAL 


El 9 de abril de 2015, tras ser aludido por primera vez en la decla- 
ración de Katherine Bischof, MEO trató de restarle importancia 
a un encuentro que según la secretaria había ocurrido hacia fines 
de 2011, Dijo que había ido hasta la oficina del ex gerente —en 
la calle El Trovador— a conversar sobre litio. El tema podía en 
ese momento sonar como algo técnico, lejano y sin mayor impor- 
tancia política. Pero conversar sobre litio no era ni es algo trivial. 
Tampoco hablar a puertas cerradas sobre potasio, yodo, salitre y los 
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demás fertilizantes que constituyen las materias primas con las que 
ha multiplicado su fortuna el ex yerno de Pinochet. 

A medida que se han ido conociendo los alcances de la mega- 
operación política de SQM, tendiente a asegurar su botín y sus in- 
fuencias, se puede observar que los juegos y artimañas que efectuó 
tras bambalinas apuntaron a objetivos estratégicos clave previamente 
diseñados. Y entre estos consideraron también la apuesta por MEO, 
visto por muchos como una joven carta presidencial de futuro. 

Y en lo contingente, Soquimich Salar, la empresa que extrae las 
sales de las pampas nortinas, enfrenta un escenario sensible y com- 
plejo por la disputa con la Corfo, a propósito de los arriendos de 
las concesiones, y los críticos planteamientos sobre las condiciones 
en que SQM extrae y vende el litio. 

Ni Cristián Warner ni Marco Enríquez-Ominami contaban con 
que los correos intercambiados con Katherine Bischof saldrían al- 
guna vez a la luz pública. Pero tras la incautación de computadores 
de Soquimich, los fiscales han tenido mucho material para analizar. 

En junio de 2015, el periodista Víctor Cofré a través del diario 
La Tercera impactó con una crónica sobre dos correos electrónicos 
que fueron contemporáneos a la aludida reunión. «Tras la cita en- 
tre el candidato y el máximo ejecutivo de la minera no metálica, 
Katherine Bischof informó a Cristián Warner en un correo electró- 
nico fechado el 16 de enero de 2012 sobre un “nuevo aporte”. La 
secretaria de Contesse precisó el monto: doscientos cincuenta mil 
dólares en doce pagos mensuales. Además, pidió a Warner gestio- 
nar los cambios al contrato de servicios vigente». 

En todo caso, Warner quiso estar seguto y a través de un nuevo 
correo le preguntó a la secretaria de Contesse si los doscientos cin- 
cuenta mil dólares serían adicionales a los cuatro millones de pesos 
que ya estaba facturando. Katherine Bischof al parecer no sabía. 

«Don Marco debe tenerlo claro, ¿o no?», le respondió. 

En otro e-mail, Cristián Warner le confirmó a la secretaria que 
eran extra: «Marco me comentó claramente que eran adicionales». 
Eso explica el notable aumento de la mensualidad que SQM Salar 
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pagó a la firma de Warner a partir de 2012, cuando esta se elevó 
a más de catorce millones de pesos. Al ver las tablas de la querella 
de Impuestos Internos se puede comprobar que la misma suma se 
repitió con exactitud hasta diciembre de 2013, 

Un dato que entrega Víctor Cofré: «Desde 2011 un tercio de 
las facturas emitidas por la firma de Cristián Warner tuvieron como 
contraparte al grupo SQM». Y en 2013 se advierte una situación muy 
especial: Warner emitió facturas correlativas a SQM Salar, desde la 
n* 83 del mes de febrero a la n* 94 que corresponde a diciembre. Eso 
indica que Warner no emitió en 2013 facturas a otras empresas. Por 
lo tanto, todos sus ingresos provinieron por esa vía de Soquimich. 

En septiembre de 2015, TVN anunció la existencia de otro 
e-mail comprometedor para Marco Enríquez-Ominami. De nuevo 
el mensajero era Cristián Warner, su ex brazo derecho, y la destina- 
taria Katherine Bischof. El correo del 29 de octubre de 2012 lleva 
por asunto «un favor». Y ahí Warner escribe: «Estimada Katherine, 
hágame un favor, si fuese posible, le puede pasar este recado a don 
Patricio de parte de Marco. Que le agradece enormemente su ayu- 
da y que terminando la gira nacional lo pasará a ver para agradecer- 
le en persona. Se lo agradece de antemano». 

La secretaria reenvió el e-mail a Contesse bajo el asunto «MEO 
agradece». 

La revista Qué Pasa también aportó otro e-mail que parece ser el 
más antiguo de la serie. «Fue enviado por Warner el 27 de diciem- 
bre de 2010 —un año después de su primera elección y mientras se 
estaba rearmando para su segunda campaña— con el asunto “salu- 
dos”». Este correo marcaría el inicio de la relación, como indica la 
periodista Paula Comandari,% 

El martes 1 de septiembre el periodista Cristián Warner fue a la 
fiscalía en calidad de imputado, pero se acogió al derecho a guardar 


silencio. 


* Paula Comandari, El proyecto de MEO: el mail que confirma su vínculo 
con SQM, Qué Pasa, 25 de septiembre de 2015. 
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«NUNCA VENDIMOS NUESTRA CONCIENCIA» 


Algo más de un mes después, en la tarde del viernes 9 de octubre, 
en vísperas de un fin de semana largo, La Segunda informó que 
el fiscal nacional citaría a Marco Enrfquez-Ominami a declarar en 
calidad de imputado. El aludido fue sorprendido con la noticia en 
un encuentro en Buenos Aires. Aunque hasta ese momento seguía 
punteando en las encuestas como figura presidenciable, ya el cerco 
de las investigaciones lo estaba rozando. Desde mayo no daba entre- 
vistas en el país, y esta vez tampoco lo hizo. Se limitó a responder a 
través de un comunicado en el que sostuvo: «Es evidente que aque- 
llos interesados en demoler nuestro proyecto de cambio y mayor 
justicia social van a tratar de usar lo que sea para intentar bajarnos». 

Desde los partidos oficialistas surgieron voces que lo llamaron 
a explicar su situación. La presidenta del partido Socialista Isabel 
Allende fue categórica: «Más que victimizarse, lo que corresponde 
es que aclare (...) Si está siendo convocado a que se presente, tendrá 
que ir y hacer todas las declaraciones. Aquí no corresponde solo un 
comunicado». Similar fue la reacción del presidente del Partido Co- 
munista, Guillermo Teillier: «Si hubo gente ligada a él que recibió 
fondos, tiene que decir si sí o si no, porque está la duda en el ambien- 
te. Es importante que clarifique, y lo tiene que hacer con detalle». 

Días después lo entrevistó en Buenos Aires el corresponsal del 
diario El Pats, el periodista español Carlos E. Cué, quien se reunió 
con MEO en la Universidad de San Andrés, una entidad privada 
donde el ex candidato había ido a dar una conferencia. En la entre- 
vista publicada el 15 de octubre, Carlos E. Cué le hizo ver el con- 
trapunto por la posibilidad de haber recibido platas de la empresa 
del ex yerno de Pinochet, una persona con la historia suya «como 
hombre de izquierda». A la vez, intentó obtener la respuesta del lí- 
der del PRO sobre la legalidad del financiamiento de sus campañas. 

—¿No reconoce haber ido más allá de la ley? Porque está usted 

ld —preguntó.el periodista después de recibir una respues- 
ta muy general sobre el mismo asunto. 
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—Nosotros sostenemos que este es un tema de país muy com- 
plejo. Nos llama la atención que ahora después de haber presentado 
decenas de leyes alguien se conmueva. Hemos propuesto el finan- 
ciamiento público estatal —dijo el ex diputado con su característi- 
co uso del plural. 

—¿No reconoce haber ido más allá de la ley? —insistió Car- 
los Cué. 

—Reconocemos que las campañas son extremadamente com- 
plejas y que nosotros nunca vendimos nuestra conciencia —afir- 
mó MEO. 

El pasado de su familia —«tengo el check list del horror», seña- 
ló— y las condiciones que, según él, harían ineludible tener que 
pedir recursos a los empresarios sin distinguir a quién para empren- 
der sus acciones políticas, fueron ideas reiteradas en sus respuestas a 
las inquisitivas preguntas del corresponsal español. 

«Nosotros hemos dicho que el financiamiento de las campafías 
es muy complejo. Y que efectivamente es muy difícil competir con- 
tra el duopolio», argumentó MEO, refiriéndose a los dos bloques 
políticos principales. Y «nosotros tuvimos, como todos los demás, 
que recurrir a la ley. Y la ley está pensada para que las empresas 
financien las campañas. La ley creó las condiciones para que las 
empresas privadas incidan en los procesos electorales». 

Ante otra pregunta en la misma línea, insistió: «Había dos op- 
ciones, o me dedicaba a las comedias, cosa que no hice, o entraba, 
y entré, Fui electo en la ley electoral de Pinochet. Fui financiado 
en la ley electoral de Pinochet. Fui diputado en un sistema parla- 
mentario pensado por Pinochet. Legislé en un edificio encargado 
por Pinochet. Creo en Hegel, la contradicción es inherente al ser 
humano. Chile es el país de las contradicciones», argumentó. 

Al cierre de estas páginas estaba pendiente la declaración de 
Marco Enríquez-Ominami ante los fiscales en calidad de imputa- 
do. Su destino judicial y político puede ser incierto, 
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Falta para escribir el punto final de esta historia. Son muchas las si- 
tuaciones «en desarrollo» que están pendientes y que el fiscal nacio- 
nal Sabas Chahuán no alcanzará a dejar cerradas cuando entregue 
su mandato este 1 de diciembre. 

Así, el caso Penta, aunque está bien avanzado, no se espera que 
entre en etapa de formulación de cargos y juicios antes del primer se- 
mestre de 2016. Además de los interrogatorios, de las formalizaciones 
y situaciones referidas al «holding de los Carlos» y a Soquimich, están 
los de otras empresas que van saliendo a la luz a medida que se va 
abriendo el cofre que ha escondido en estos años la relación entre di- 
nero y política. Desde luego Corpesca, que hasta ahora se ha mante- 
nido en reserva, aunque ya a mediados de octubre se vislumbraba que 
el Ministerio Público tendría elementos como para pedir el desafuero 
del senador de la UDI Jaime Orpis con el objeto de formalizarlo. 

Los fiscales han avanzado, además, en sus indagaciones sobre el 
grupo Angelini, que complican a Celulosa Arauco y Empresas Co- 
pec, y a Cruz del Sur, la que en junio de 2013 fue vendida al grupo 
Security, Al menos esas tres empresas habrían efectuado «negocios» 
por más de doscientos millones de pesos en tiempos de campaña, 
con AyN, la sociedad de Giorgio Martelli. Por lo demás, Jorge Ro- 
senblut reconoció en su testimonio ante los fiscales su contacto con 
el abogado José Tomás Guzmán, hombre clave del grupo Angelini, 
para la obtención de recursos. 
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Además de Corpesca, apareció en el radar de las investigaciones 
de los fiscales la Sociedad de Inversiones Siemel, del mismo grupo. 
El hilo conductor fue Eduardo Montalva, un asesor del senador 
Iván Moreira, que «boleteó» por casi ocho millones de pesos en 
2013 y también tenía conexiones con Penta. Pero habría muchos 
más «contaminados» con boletas ideológicamente falsas entregadas 
a Siemel. Entre otros, el presidente del PRI Humberto de la Maza, 
favorecido también por SQM. Y habrá que ver cuántos más. 

Entretanto, las diferentes estrategias de las muy bien pagadas 
defensas de las decenas de profesionales que representan a los im- 
putados en estos «delitos de cuello y corbata» buscan todo tipo de 
resortes y resquicios para aminorar responsabilidades y posibles 
culpas. Y mientras se repiten, por ejemplo, algunas respuestas y ar- 
gumentos, como el «no me acuerdo», abundan los gerentes o altos 
empleados que guardan silencio; cunden las licencias médicas reales 
o no tanto, los intentos de postergaciones y los lobbys de alto vuelo. 


ROLES Y LIBRETOS 


En esta suerte de obra de teatro realista se pueden apreciar algunos 
actores que reproducen guiones con ciertas similitudes: el gerente 
o el empleado que guarda las espaldas al mandamás, amparado en 
su silencio; el que sigue un ritual previamente concertado de frases 
hechas; o aquel otro que prefirió confesarse a medias o —tal vez— 
decir la verdad. Y están las secretarias, los júniors, los funcionarios 
o los parientes que dieron alguna boleta sin mucha conciencia y 
no tienen demasiado que perder o ganar en este juego de poder 
y dinero. Algunas y algunos prefirieron, simplemente, hablar con 
franqueza y sus testimonios han sido, en muchos casos, de alto va- 
lor para la investigación. 

Al cerrar estas páginas surge, asimismo, la reflexión sobre el rol 
de los abogados penalistas, las influencias que tratan de ejercer en 
fiscales y autoridades, en diferentes niveles. 
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En medio de los ajetreos previos a la propuesta de la presidenta 
Michelle Bachelet para elegir al sucesor del fiscal nacional Sabas 
Chahuán, se tuvo que suspender un foro organizado por la Fa- 
cultad de Derecho de la Universidad de Chile con los cinco pos- 
tulantes incluidos en la quina que presentó la Corte Suprema a la 
mandataria. Se iba a realizar el martes 13 de octubre. 

El encuentro se «cayó» cuando algunos de los postulantes em- 
pezaron a excusarse. Organizaba el departamento de Derecho Penal 
que dirige el abogado Gonzalo Medina Schulz, quien moderaría 
el foro. Pero resulta que Medina es el defensor del ex subsecretario 
Pablo Wagner, formalizado por el caso Penta, por cohecho y delitos 
tributarios. Además, Medina es abogado de la empresa Siemel, del 
grupo Angelini, también involucrada en controvertidos pagos. Y 
varios de los integrantes de ese Departamento están entre los defen- 
sores de importantes imputados. Sin ir más lejos, uno de los más 
connotados es el ex presidente de la Comunidad Israelita de Chile 
Gabriel Zaliasnik, defensor de Roberto Guzmán Lyon, de Jorge Ro- 
senblut y del senador Iván Moreira. Y el dueño de casa era el propio 
Davor Harasic, quien tuvo que comprometerse a dejar la defensa de 
los dueños de Penta para contar con el apoyo de los profesores que 
le dieron la mayoría para ser elegido decano en abril pasado. 

Pero en su estudio es socio de Julián López —profesor tam- 
bién de Derecho Procesal Penal —, quien defiende a Carlos Alberto 
Délano y Carlos Eugenio Lavín. 


ASUNTOS PENDIENTES 


Más allá de los consejos, alegatos y declaraciones que pretenden 
blindar a algunos personajes de esta historia, a la luz de todo lo 
ocurrido y tras analizar números y declaraciones, parece absurdo 
imaginar, por ejemplo, que las dádivas y premios concedidos a tan 
variopinto contingente político no estuvieran en conocimiento de 
Julio Ponce Lerou, el principal controlador del imperio Soquimich 
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y el más beneficiado con la privatización y posteriores negocios de 
la empresa minera. Y también resulta poco creíble que todo esto 
haya sido una simple decisión unipersonal de su ex gerente y amigo 
de toda la vida Patricio Contesse. Más bien da la impresión de que 
las acciones del dos veces formalizado ejecutivo son el resultado 
de pensadas estrategias decididas en el cuartel general del grupo, 
donde siempre la opinión y voluntad de Julio César Ponce Lerou 
ha sido clave y definitiva. 

La Superintendencia de Valores y Seguros dictaminó, entretan- 
to, una multa de mil unidades de fomento a Ponce Lerou —que en 
marzo aún presidía el directorio del holding—, al actual presidente, 
el ex ministro de Educación de Pinochet, Juan Antonio Guzmán 
Molinari, y a los directores Hernán Biichi, Wolf von Appen y Patri- 
cio Contesse Fica. La razón fue no haber entregado oportunamente 
a la SVS las listas cargadas de millones de pesos con las operaciones 
sin respaldo. 

El castigo de la Superintendencia, en estricto rigor, no es ele- 
vado ni aborda el problema de fondo; pero quizá esa multa sea un 
anticipo de responsabilidades mayores que un directorio no debiera 
soslayar. 

Y ya hay una señal en torno al caso Penta cuyos ejecutivos ten- 
drían que concurrir a declarar, en otro plano: la posible formalización 
de las corporaciones en cuanto tales —y de sus representantes—, de 
acuerdo a la nueva Ley de Responsabilidad Penal de las Personas 
Jurídicas que Chile aprobó en 2009 como condición para ingresar 
a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE), que tanto importa en ambientes económicos y empresa- 
riales. Esta ley persigue los delitos de cohecho, lavado de dinero y 
financiamiento del terrorismo. Y si se establecen responsabilidades 
penales puede implicar multas y en caso de reincidencia hasta la 
cancelación de la personalidad jurídica de una sociedad. 

Así también, entre los muchos asuntos pendientes está el desen- 
lace del caso Cascadas. Los resultados del peritaje elaborado por el 
Centro de Estudios y Asesorías Legislativas (CEAL) de la Universidad 
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Católica de Valparaíso —entregado el 25 de septiembre— no deben 
haber aportado tranquilidad a Julio Ponce Lerou y al nuevo presi- 
dente de las cascadas, Rafael Guilisasti. El informe determinó que 
las controvertidas operaciones le significaron pérdidas a las cascadas 
por 688 millones de dólares. Y la ganancia para Ponce Lerou —a 
través de sus sociedades «aguas arriba»— y sus asociados directos, 
entre los que está su asesor y amigo Roberto Guzmán Lyon, serían 
de 341 millones de dólares, según el peritaje. Este documento ya se 
encuentra en manos de la Fiscalía Norte. 

Para que las investigaciones en desarrollo avancen y lleguen a 
puerto será muy importante una actitud más decidida de Impues- 
tos Internos, que no obstaculice la labor del Ministerio Público 
sino que, al contrario, facilite el rol investigador de los fiscales de 
manera que se logre llevar los casos a la justicia. 


DEsAFÍOS PARA EL NUEVO FISCAL 


Más decisivo aún será lo que ocurra con el nombramiento del nue- 
vo fiscal nacional. Cuando este libro entraba a imprenta, estaba por 
definirse esa incógnita. 

El fiscal José Morales —que apareció por unos días como el 
favorito del establishment político—, además de conversaciones con 
senadores, mantenía muy fluidas relaciones con sus colegas defen- 
sores de causas de alta connotación pública, según criticaban con 
preocupación quienes han seguido estos casos. 

El hecho de que en el caso Cascadas no llegara más allá de la 
formalización del ex gerente Aldo Motta y de la abogada del di- 
rectorio fue un argumento suficiente para que los accionistas mi- 
noritarios pidieran su remoción. Fue una de las razones que tuvo 
el fiscal nacional Sabas Chahuán para entregarle directamente esa 
causa al jefe de la Fiscalía Norte, Andrés Montes. Pero en el currí- 
culo de José Morales hay también otros dos casos de delitos «de 
cuello y corbata» en los que no alcanzó significativos resultados, 
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pese a que miles de personas se vieron afectadas: la colusión de las 
farmacias y el caso de la tienda La Polar, 

Aunque sea una contradicción, tal vez esos antecedentes prima- 
ron en la favorable mirada que tuvieron con él dirigentes y senado. 
res de todo el espectro político que preferirían Poner punto final a 
las investigaciones de Penta, Soquimich y otros «grandes contriby- 
yentes» o, al menos, irse con calma. Además, Morales proyectaba 
una imagen crítica a la gestión de Chahuán. 

Pero el acuerdo «cocinado» por los senadores de prácticamente 
todos los partidos le resultó al final contraproducente al fiscal de 
Alta Complejidad de la zona Norte de Santiago, y lo dejó fuera de 
la carrera. 

La opción de la presidenta Michelle Bachelet al elegir a Jor- 
ge Abbott Charme, el director ejecutivo de la Fiscalía Nacional, 
como su carta para el importante cargo, sorprendió al mundo po- 
lítico y marcó una señal de autonomía necesaria para los tiempos 
que corren. El anuncio efectuado personalmente por la mandata- 
ria desde Ecuador, donde estaba de visita, abría la esperanza para 
que se siga avanzando en la investigación y esclarecimiento de «los 
delitos de cuello y corbata» —como los ha llamado el fiscal Sabas 
Chahuán—. Un tema clave para el verdadero fortalecimiento de 
nuestra democracia que ha sido tan hipotecada, y también para 
avanzar de verdad en el camino al desarrollo, 

En la Memoria de los ocho años de mandato del fiscal nacional 
se puede leer: «El fiscal nacional Sabas Chahuán estableció como 
uno de los pilares estratégicos de su gestión, la investigación y san- 
ción de los hechos de corrupción». Y también se lee: «Para el Minis- 
terio Público no solo es sumamente importante investigar aquellos 
delitos que afectan a la gran mayoría de los chilenos, en que se 
afecta su vida, su salud o sus bienes, sino que también se ha releva- 
do a un máximo nivel la persecución penal de los delincuentes de 
cuello y corbata», 

Tal como dice la publicación, «los hechos de corrupción proyo- 
can un gran impacto en la comunidad y, por tanto, la rigurosidad 
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y severidad exigidas por el fiscal nacional, dan cuenta del compro- 
miso de la fiscalía con el principio de la igualdad ante la ley, inves- 
tigando a todos aquellos que resulten responsables sin importar la 
investidura de quienes cometen los ilícitos». 


LA CORRUPCIÓN LLEGÓ 


Al recordar lo vivido y lo observado en estos meses; al repasar lo 
indagado y lo escrito, después de mucho entrecruzar datos, leer y 
releer, analizar y reflexionar, la conclusión es fuerte, es dura, pero es 
ineludible afrontarla. Como decía el ex contralor Ramiro Mendoza 
hace un tiempo, la corrupción llegó. Y aunque ha estado instalada 
casi ante nuestros ojos, cerca de nuestros oídos, no la habíamos visto 
ni escuchado. Hasta que poco a poco el velo se empezó a levantar. 

Sin duda el panorama nacional no es el mismo que hace un año 
y medio o dos, cuando tenues indicios daban cuenta de estas inves- 
tigaciones que remecerían al país. Y en buena hora, Porque por lo 
que hemos ido viendo, muchos de los amarres y de los límites que 
tenía —y todavía mantiene— nuestra democracia hipotecada se 
relacionan con el poder y las malas prácticas de grupos económicos 
que —a su vez— han invertido en política para dominar la escena 
y las voluntades de la ciudadanía. 

Pero como he mencionado, Penta y Soquimich no son los úni- 
cos grupos que han contaminado a políticos, politiqueros y apren- 
dices de diferente rango y exposición, mediante prácticas retorcidas 
para desvirtuar la ley y la voluntad ciudadana. Pero ambos grupos 
tienen algo particular que los ha hecho decisivos, como hemos po- 
dido ver, y es que han generado «dependencias» que no han contri- 
buido para nada al desarrollo democrático del Chile postpinochet 
ni a una convivencia sana. Y eso será necesario encararlo si se quiere 
cambiar el rumbo. 

En un país que se creía libre de corrupción y de malos hábitos, 
el estupor ha sido grande y el golpe, fuerte. Pero lo claro es que no 
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se puede dejar que esto quede en nada. Es imprescindible evitar 
que los arreglos bajo cuerdas o los consensos tapados que esconden 
turbios intereses primen sobre las decisiones realmente democráti- 
cas. Las ansias de transparencia y de justicia que se sienten en las 
generaciones más jóvenes están ahí, con una ciudadanía más alerta 
y atenta, con más sentido ético y con ansias de cambio. Esa misma 
transparencia que anhelan con nostalgia los mayores. Es por eso 
posible esperar que el pragmatismo barato sea derrotado. Que los 
miles de millones de pesos que destinan los magnates a sus inversio- 
nes políticas sean descubiertos a tiempo y sus delitos sancionados. 
Que las riquezas básicas usurpadas sean devueltas al Estado, es de- 
cir, a todos los chilenos. 

Sin embargo, no deja de ser inquietante cómo todavía muchos 
dirigentes políticos parecen no entender lo que está ocurriendo. Y 
se ven más preocupados de armar sus futuras plataformas presiden- 
ciales y parlamentarias para así proteger sus intereses corporativos 
a cualquier precio. 


Los PARÁMETROS CAMBIAN 


En ese sentido, los escasos avances para poner en práctica las re- 
comendaciones de la Comisión Presidencial Anticorrupción que 
preside el ingeniero Eduardo Engel pueden ser interpretadas como 
una desalentadora señal. Las desafortunadas palabras contra Engel 
del senador Ignacio Walker, presidente de la Comisión del Sena- 
do ocupada de esas materias, retrataron, en cierto modo, esa falta 
de comunicación de una buena parte de los políticos con el sentir 
de la gente: «Estoy cansado de los Catones de la moral, de aque- 
llas personas que pontifican desde el pizarrón, La política es algo 
demasiado serio para dejársela a intelectuales que desconocen la 
historia de Chile y que no alcanzan a entender la importancia que 
tiene el desarrollo de los partidos políticos en el sistema chileno», 


sentenció Walker y mandó a lcer a Engel el libro de Francisco Erías 
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Valenzuela, el antiguo texto de historia que viene en los programas 
escolares desde 1933. 

Pero el desaliento puede quedar atrás si se considera el recha- 
zo generalizado a los dichos del ex presidente de la DC, que fue 
cuestionado desde todos lados, incluso por sus colegas y camara- 
das cercanos. Una muestra más de que los parámetros y los baró- 
metros están cambiando. Y de que ese tipo de enojos no tienen 
cabida en el Chile que se quiere construir. Está claro que no será 
la denominada «clase política» la que saque —no al menos sola— 
al país de este atolladero en que muchos de sus representantes la 
han metido. 

Las investigaciones llevadas a cabo por los fiscales nos están 
mostrando que no estamos solo ante delitos tributarios, sino frente 
a botines que se gestaron con malas artes, a punta de consensos, 
acuerdos, arreglos y ocultos pagos. Quienes ayer se ampararon en 
los fusiles y la botas militares pasaron a ser «prósperos empresa- 
rios» que han reinado en estos años a vista y paciencia de todo un 
pueblo, gracias a sus bien articulados lobbys, tráficos de influen- 
cias y ocultos movimientos que afectaron a muchos de los que de- 
bían ser en democracia representantes de los electores, es decir, de 
todos nosotros. 

Detrás de los frenos y retrasos a los cambios constitucionales, 
a la reforma educacional, a la reforma laboral, a la de la salud, y a 
tantas otras medidas necesarias para la estabilidad democrática y el 
desarrollo del país, están también esas maniobras y esas deudas de 
muchos de los que recibieron dádivas de los pocos que controlan el 
producto nacional bruto del país. 

Pero después de estos descubrimientos dolorosos —dolorosos 
sobre todo porque implican que esos sectores que se creían demo- 
cráticos fueron financiados por grupos económicos que los digi- 
taban en función de sus intereses— los que no están dispuestos a 
que estos «delitos de cuello y corbata» pasen «colados» FapOa a 
levantar la voz. Lo que antes era desatendido, hoy es enjuiciado Y 


condenado por una gran mayoría. 
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MANTENER LA ALERTA 


Es fundamental, por eso, en este tiempo confuso e incierto mante- 
ner la alerta y la capacidad de asombro y no tranquilizar concien- 
cias con el cuento de que «siempre ha sido así» o que este «era el 
único camino posible». 

El destape que se ha producido no es consecuencia de la casuali- 
dad ni de un extraño milagro que haya hecho ver de repente lo que 
no se percibía. Hay causas de fondo —y en buena hora— que per- 
miten explicar al menos en parte los cambios que estamos viviendo. 

Hasta hace poco, a muchos les podía sonar muy intangible y 
lejano hablar de reforma procesal penal —que en la Región Me- 
tropolitana se empezó a aplicar recién en 2005—, pero cuando se 
aprecia en acción lo que ha ido construyendo y haciendo el Minis- 
terio Público, se puede tener un poco más de ánimo, a pesar de ver 
y aquilatar lo que ha ido desenmascarando. Fiscales independientes 
y rigurosos con un alto sentido ético en la investigación y en la 
búsqueda de la justicia, son los que han tenido la responsabilidad 
de destapar estas cajas de Pandora. Y han actuado contra viento y 
marea, desafiando presiones y descalificaciones. 

Vapuleado en forma directa o indirecta, el fiscal Carlos Gajar- 
do, a quien incluso las presiones lo intentaron sacar en dos opor- 
tunidades del caso, dejó instalado un lema: «No hay que tenerle 
miedo a los poderosos». Su fotografía junto a la de sus colegas Pablo 
Norambuena, Emiliano Arias, Carmen Gloria Segura y Ximena 
Chong ilustran las Memorias del perfodo del fiscal nacional Sabas 
Chahuán. Todo un símbolo con el que el fiscal nacional saliente 
quiso marcar parte importante de su legado. 

El propio Chahuán, quien tomó en febrero de 2015 los casos 
Penta y Soquimich en sus manos, marcó con valentía una senda 
que su sucesor tendrá que continuar a pesar de los intentos por 
frenar al Ministerio Público que han acompañado el desarrollo de 
estas Investigaciones, 

_Lo que han hecho los fiscales molesta y hasta provoca ira entre 
quienes no quieren que cambie el statu quo. Entre esas piezas dignas 
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de tener presentes hubo una columna de Andrés Benítez, ingeniero 
comercial y rector de la Universidad Adolfo Ibáñez, publicada en La 
Tercera, que sintetiza muy bien lo que ha impregnado editoriales y opi- 
niones vertidas por otros también en el diario El Mercurio. «¿Cuánto 
vale el show?», así tituló Benítez, haciendo recuerdo de un viejo pro- 
grama de la televisión. Su artículo apareció publicado después de los 
alegatos de formalización a los dueños de Penta, el 7 de marzo de 2015. 

«Los fiscales del caso no han escatimado argumentos para lo- 
grar aquello, entregando razones jurídicas, pero también políticas, 
como la esgrimida por Carlos Gajardo, al calificar al grupo Penta 
como “una máquina para defraudar al Fisco”», escribió Benítez, 
quien, como otros personajes entrevistados por la prensa conven- 
cional en esos días, alegaba contra «una suerte de show mediático 
que no corresponde a quienes deben velar por la justicia». 

Incluso fue más allá Andrés Benítez con sus apreciaciones: «Al- 
gunos creen que en su actuar, dicho organismo tiene el deber de 
considerar el alto impacto mediático que rodea el caso y dar una 
señal clara a la ciudadanía en orden a que las personas que comen- 
ten delitos de cuello y corbata pueden ir a la cárcel. Esto no deja de 
ser peligroso; lo que se espera es que la justicia cumpla su deber sin 
presiones de ningún tipo». 

En la misma oportunidad y en franca contradicción con el de- 
recho a acceder a la información, el rector de la Universidad Adolfo 
Ibáñez atacó las audiencias transmitidas en vivo dispuestas por el 
Poder Judicial, lo que llevaría —según él— «a buscar un cierto des- 
pliegue comunicacional de los abogados. Claro, como saben que 
están dirigiéndose no solo al juez, sino también a las cámaras, su 
compottamiento se ve alterado». 


HORA DE CAMBIOS 


Esos fiscales que han hecho un notable recorrido en el último año, 
y medio, han despertado la admiración de muchos, mientras se está 
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produciendo un recambio en la sociedad chilena, donde los están- 
dares de transparencia y tolerancia se hacen más exigentes. Se pierde 
el miedo y se condena el abuso en todas sus formas. La crisis que 
enfrenta, por ejemplo, la jerarquía de la Iglesia Católica apunta en 
la misma dirección. El rechazo a los privilegios y a los oscuros con- 
tubernios lo abarca todo. Se puede hablar, ya que se empieza a vivir 
un cambio cultural en Chile. 

Otros factores inciden positivamente en la tarea del Ministerio 
Público. Los avances tecnológicos los han acompañado. Las poli- 
cías especializadas van haciendo lo suyo y las incautaciones de com- 
putadores y análisis de los correos electrónicos se han convertido en 
una pieza fundamental en las indagaciones. 

Se respira, asimismo, un clima diferente en los tribunales. El 
Poder Judicial ha dado pasos, que eran inimaginables hace algunos 
años, en pos de la transparencia y de la justicia. Aunque todavía le 
falta camino por recorrer y se verá cómo van respondiendo a las 
responsabilidades que les tocará asumir en estos casos, ya se ha visto 
a jueces de garantía y a salas de las Cortes de Apelaciones ir en la 
misma línea de transparencia, poniendo los puntos sobre las fes que 
han planteado los fiscales ante los alegatos de abogados que tratan 
de decir que lo cometido por sus clientes nada tiene de delictual. 


ÉL REGRESO DEL «PERRO GUARDIÁN» 


Los periodistas y ciertos medios de comunicación han tenido tam- 
bién un papel protagónico. Aunque nos hemos topado al revisar las 
listas y las querellas con mucho periodista «boletero» en medio del 
carnaval de millones, da la impresión de que, con el fragor de los 
acontecimientos, ha vuelto a buena parte del periodismo chileno 
un sentido profesional y ético que crefamos perdido. Inclusa se ha 
visto a noticiarios y espacios televisivos buscar innovaciones para 
seguir estos casos y entregárselos alas audiencias de la mejor for- 


ma, cuando hasta hace poco los temas económicos no eran objeto - 
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siquiera de una nota breve. El ojo está hoy puesto en asuntos que 
antes parecían no interesar. 

Desde fines de 2014 se ha podido comprobar cómo decenas de 
colegas en diarios convencionales y —muy en especial — en medios 
digitales, en radios y en televisión, han estado siguiendo en el día a 
día los hechos en busca del esclarecimiento de las situaciones ocul- 
tas. Mantener esa alerta, volver a tener el rol de «perro guardián» 
de la sociedad —como dicen en Estados Unidos— o de «cuarto 
poder» —como lo han bautizado más de alguna vez— es clave en 
la construcción de una verdadera democracia y de una sociedad que 
quiere transitar hacia el desarrollo sobre parámetros dignos y éticos. 

Ese es el gran desafío de hoy. Pero parece indispensable no aflo- 
jar. Es una tarea pendiente desarrollar un periodismo que no solo 
vaya detrás de las investigaciones del Ministerio Público y la justi- 
cia, sino que trate de buscar e indagar en lo ocurrido más allá de las 
prescripciones legales y de los silencios impuestos, de las presiones 
y de los resabios de autocensura. Será a la vez un acicate para que 
todos los poderes del Estado, a su vez, cumplan fielmente con lo 
que la sociedad les debe exigir. Y es sobre todo parte de nuestro 


compromiso y nuestra obligación. 
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María Olivia Monckeberg ha dedicado años a la investigacio- 
nes sobre el poder en Chile. En La máquira para defraudar da 
otro significitivo paso en la línea y ofrece un meticuloso escru- 
tinio de las relaciones a veces dudosas, otras derechamente des- 
caradas, entre la política y los negocios en las últimas décadas. 
La autora toma los casos Penta y Soquimich para revelar cómo 
se construyeron esos "imperios", cómo operaron por décadas y 
cómo se empiezan a derrumbar las redes de corrupción que han 
remecido al país. 
Como contraparte, la Premio Nacional de Periodismo des- 
cribe la manera en que ha cambiado el panorama chileno, donde 
ya no pasan "colados" los que el fiscal nacional Sabas Chahuán 
ha llamado "delitos de cuello y corbata". Con agudeza, sólida 
información y siempre basándose en hechos, la autora va mos- 
trando las razones que hay tras este verdadero quiebre cultural, 
que se relaciona con la puesta en marcha de la reforma procesal 
penal, los avances tecnológicos que propician la transparencia 
y el nuevo rol que han asumido algunos medios periodísticos. 
Así, el modus operandi de un ámbito de la delincuencia so- 
bre el que muy pocos reparaban, el trabajo casi heroico hecho 
por los fiscales a cargo de las investigaciones y la reacción enér- 
gica de una ciudadanía a la que se le acabó la paciencia, termi- 
nan por conformar un imponente retrato de época. La máquina 
para defraudar es un libro absolutamente clave para entender la 
deriva de un país que se creía libre de polvo y paja en materia de 
corrupción. Y también para pensar salidas al atolladero político 
y la crisis de confianza desatada. 
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